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§ 1

Nota de autor

A iniciativa del Foro Justicia y Discapacidad, en el año 2015 fue publicado el Código del 
Derecho de la Discapacidad. Legislación Estatal, con la finalidad de sistematizar y divulgar la 
normativa estatal con rango de ley más importante en el ámbito de la discapacidad.

Conscientes de que este propósito codificador resulta incompleto en un Estado como el 
español, organizado territorialmente en Comunidades Autónomas, con importantes y 
numerosas competencias legislativas, quienes integramos el Foro Justicia y Discapacidad 
tenemos la satisfacción de presentar ahora un compendio de Códigos Autonómicos del 
Derecho de la Discapacidad, colección que nace de nuevo gracias a la colaboración e 
inestimable ayuda de la Agencia EstatalBoletín Oficial del Estado, y que se incorpora a la 
amplia y magnífica biblioteca jurídica digital del propio BOE.

En concreto, el Código del Derecho de la Discapacidad. Legislación de las Islas 
Canarias, está conformado por 37 disposiciones legales, de las cuales 8 leyes se recogen a 
texto completo, y 29 de manera fraccionada. En la elaboración de este Código se ha 
procurado seguir el modelo del Código de Legislación Estatal, al ordenarse sistemáticamente 
la legislación canaria sobre discapacidad, con distinción entre la normativa general básica y 
la normativa específica por materias, poniéndose así de relieve algunas de las 
características más significativas de esta rama del ordenamiento jurídico, cuales son su 
riqueza y transversalidad.

Nuestro propósito es que este Código sea una herramienta útil, fiable y 
permanentemente actualizada para la ciudadanía en general, para los operadores jurídicos, 
entidades del Tercer Sector y responsables públicos en particular y, de modo muy especial, 
para sus principales destinatarios, las personas con discapacidad. Creemos que esta 
modesta contribución posibilitará un mayor conocimiento del derecho de la discapacidad de 
la Comunidad Autónoma de Canarias, lo que redundará también en su continua evolución y 
mejora, con el deseo de que la plena autonomía personal e inclusión social de las personas 
con discapacidad dejen de ser meras utopías y se conviertan pronto en realidades tangibles 
e inexcusables en nuestra sociedad.
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§ 2

Ley Orgánica 1/2018, de 5 de noviembre, de reforma del Estatuto de 
Autonomía de Canarias

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 268, de 6 de noviembre de 2018
Última modificación: 28 de diciembre de 2022

Referencia: BOE-A-2018-15138

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente ley 

orgánica:

PREÁMBULO
El reconocimiento que la Constitución de 1978 realiza del Estado de las Autonomías en 

España viene a suponer para Canarias el respaldo constitucional de sus peculiaridades 
económicas, políticas y administrativas acumuladas desde su incorporación a la Corona de 
Castilla al señalar sus singularidades de su orden político y de su régimen económico. Es, 
por tanto, una respuesta a una realidad isleña que se ha forjado a lo largo de siglos.

Como consecuencia de su incorporación a la Corona de Castilla, Canarias experimentó 
una profunda transformación en sus estructuras económicas, políticas y sociales a la que los 
isleños se adaptaron con rapidez asimilando su cultura y su religión.

La necesidad de dotar a las islas de un régimen administrativo hasta entonces existente 
no fue, sin embargo, homogéneo, sino que revistió distintas formas en cada una de ellas 
según la manera en la que se realizó la conquista. Así, para las islas realengas (Gran 
Canaria, Tenerife y La Palma), el régimen municipal que se estableció fue el propio de la 
política centralizadora de los Reyes Católicos. En cambio, para las islas del señorío 
(Lanzarote, Fuerteventura, La Gomera y El Hierro), permanecieron sujetas a un régimen 
patrimonial hasta principios del siglo XIX, si bien con escasas diferencias respecto a las 
anteriores en lo que respecta a Administración local.

Hasta principios del siglo XIX, cada isla constituye un solo municipio, con su cabildo 
respectivo, de manera que el archipiélago estaba configurado en siete términos municipales 
perfectamente diferenciados. Eran los cabildos, precisamente, el núcleo central de la 
Administración local en Canarias que, ya desde entonces, revistieron características en las 
que se asientan, sin duda, el claro carácter y matiz autonómico que, desde 1913, y a lo largo 
del siglo XX y hasta la actualidad, han venido teniendo también como gobiernos insulares.
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Al estar el archipiélago organizado en islas, cada una de las cuales estaba, a su vez, 
regida por su respectivo cabildo, y al no existir un ente político que extendiera su jurisdicción 
al conjunto de las islas, la historia política de Canarias entre los siglos XVI al XVIII fue la 
historia de siete unidades administrativas, donde los únicos órganos con competencias en 
todo el archipiélago eran la Audiencia, el Obispado y la Comandancia o Capitanía General.

La lejanía y la insularidad han determinado el carácter de los canarios y las 
peculiaridades de sus principios institucionales desde ese momento, y hasta la actualidad, 
con el reconocimiento de la ultraperificidad como elemento modulador e inspirador del 
autogobierno.

Desde el primer momento, la Corona admitió la libre asignación de los recursos y 
concedió un régimen de franquicias fiscales y mercantiles a quienes en las islas habitaban. 
Las peculiaridades económicas y fiscales supusieron también la exclusión de las islas de los 
monopolios comerciales vigentes para el resto de España.

Los isleños aprovecharon las particularidades de su régimen económico e institucional 
para estrechar vínculos de todo orden con Europa y enriquecieron, con su trabajo y 
mestizaje, las sociedades coloniales de América, sobre todo, de Cuba, Venezuela, Uruguay 
y Tejas, generando, desde entonces, un constante intercambio de valores materiales y 
culturales entre ambos lados del Atlántico.

Multitud de disposiciones legales fueron conformando a lo largo de la historia un 
«corpus» normativo propio que moldeó la especificidad del régimen canario. Así aconteció 
con el Decreto de Puertos Francos de 1852. En 1870, las Cortes Constituyentes del Sexenio 
Democrático (1868-1874) dieron al mismo carácter de ley. Y también fue el caso de la ley 
de 1900 que amplió las ventajas fiscales. Desde ese momento, y hasta la actualidad, el 
régimen de franquicias fiscales y mercantiles ha generado la modernización socioeconómica 
y cultural de profunda imbricación de Canarias con la economía internacional y con la de una 
Europa cuyas vanguardias culturales siempre han reconocido el carácter atlántico de las 
islas.

La Ley del Régimen Económico y Fiscal de 1972 constituyó un nuevo hito en la 
evolución de la norma básica que siempre ha influido en el modelo económico de Canarias, 
pero su traducción política debió esperar a la llegada de la democracia a través de la 
Constitución de 1978 y al primer Estatuto de 1982.

Con el régimen económico y fiscal, amparado por la Constitución española, y con la 
aprobación del Estatuto de Autonomía, las Islas Canarias recuperan un «status» político y 
económico en el seno de la España democrática, que es reconocido por las instituciones de 
la Comunidad Europea y reafirmado en sus Tratados, al definirse su condición de región 
ultraperiférica, por las mismas razones que justificaron aquel «status» a lo largo de la 
historia.

La consecución de la autonomía ha consolidado el proceso modernizador de la sociedad 
canaria, y su desfase secular en infraestructuras y equipamientos tiende a saldarse y a 
mejorar los indicadores de bienestar de los isleños.

Pero la sociedad del siglo XXI reclama nuevas acciones. Una sociedad democrática y 
madura, como es la canaria, exige nuevos marcos de actuación con pleno respeto de la 
realidad constitucional y de nuestro acervo, y que ha de estar preparada para afrontar 
nuevos retos. Todo ello implica el reconocimiento, en el Estatuto de Autonomía, de los 
siguientes principios:

1. La consolidación y avance de la sociedad canaria en el marco de la Constitución.
2. La definición del ámbito espacial de Canarias, con la reafirmación de las islas, de los 

cabildos y de sus municipios como entidades básicas dotadas de autonomía.
3. El objetivo de modular en relación a las islas determinadas políticas públicas para su 

adaptación a las especiales condiciones del Archipiélago.
4. La relevancia política del régimen económico y fiscal, avalado por la Constitución, 

reforzando su garantía institucional y el establecimiento de mecanismos de coordinación en 
la modificación.

5. El fortalecimiento de la cohesión de los canarios, facilitando, dentro del marco 
constitucional, su vocación como eslabón entre Europa, América y África, contribuyendo a la 
paz y a un orden internacional más justo.
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6. La consolidación y mejora de la calidad de nuestro sistema democrático y de un 
progreso económico compatible con el excepcional patrimonio natural del archipiélago, 
luchando, al propio tiempo, por superar las desigualdades sociales tan características en la 
historia de Canarias y lograr la integración de todos los canarios.

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Artículo 1.  Archipiélago atlántico.
1. Canarias es un archipiélago atlántico que, como expresión de su identidad singular 

basada en sus circunstancias geográficas, históricas y culturales, ejerce el derecho al 
autogobierno como nacionalidad, constituyéndose en Comunidad Autónoma en el marco del 
Estado español.

La Comunidad Autónoma de Canarias, a través de sus instituciones democráticas, 
asume como tarea suprema la defensa de los intereses canarios, y de su identidad cultural y 
de su patrimonio natural y biodiversidad; la solidaridad entre todos cuantos integran el 
pueblo canario; el desarrollo sostenible y equilibrado de las islas y su contribución a la 
cooperación y a la paz entre los pueblos, así como a un orden internacional justo, en el 
marco constitucional y estatutario.

2. El autogobierno del pueblo canario se funda en la Constitución y se asienta en la 
excepcionalidad de su ubicación geográfica, el valor de su territorio y de sus recursos 
naturales, el arraigo de sus instituciones públicas o la vocación atlántica de su economía, así 
como el desarrollo de una identidad política propia, aparejada a una concepción especifica 
de la historia, la cultura, el habla y las costumbres de las personas que habitan en el 
Archipiélago.

Artículo 2.  Los poderes de Canarias.
1. Los poderes de la Comunidad Autónoma de Canarias emanan de la Constitución y del 

pueblo canario, en los términos del presente Estatuto de Autonomía, que es su norma 
institucional básica.

2. Los poderes de la Comunidad Autónoma de Canarias se ejercen a través del 
Parlamento, de la Presidencia y del Gobierno.

3. Las islas se configuran como elementos esenciales de la organización territorial de 
Canarias, siendo sus cabildos, simultáneamente, instituciones de la Comunidad Autónoma y 
órganos de gobierno, administración y representación de cada isla.

Artículo 3.  Lejanía, insularidad y ultraperiferia.
Dada la lejanía, la insularidad y la condición ultraperiférica de Canarias, reconocidas por 

los Tratados constitutivos de la Unión Europea, la Constitución y el presente Estatuto, los 
poderes públicos, en el ámbito de sus respectivas competencias, tendrán en cuenta estas 
circunstancias cuando sea preciso adaptar sus políticas y actuaciones legislativas y 
reglamentarias, así como sus decisiones financieras y presupuestarias, cuando dichas 
circunstancias incidan de manera determinante en tales competencias, fijando las 
condiciones específicas para su aplicación en el Archipiélago. Especialmente, esta 
adaptación se producirá en materia de transportes y telecomunicaciones y sus 
infraestructuras; mercado interior; energía; medio ambiente; puertos; aeropuertos; 
inmigración; fiscalidad; comercio exterior; y, en especial, en el abastecimiento de materias 
primas y líneas de consumo esenciales y cooperación al desarrollo de países vecinos.

Artículo 4.  Ámbito espacial.
1. El ámbito espacial de la Comunidad Autónoma de Canarias comprende el archipiélago 

canario, integrado por el mar y las siete islas con administración propia de El Hierro, 
Fuerteventura, Gran Canaria, La Gomera, Lanzarote, La Palma y Tenerife, así como por la 
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isla de La Graciosa y por los islotes de Alegranza, Lobos, Montaña Clara, Roque del Este y 
Roque del Oeste.

2. Sin perjuicio de la delimitación de las líneas de base existentes, entre los puntos 
extremos más salientes de las islas e islotes que integran, según el apartado anterior el 
Archipiélago canario, se trazará un contorno perimetral que siga la configuración general del 
archipiélago, tal como se establece en el anexo de este Estatuto. Las aguas que queden 
integradas dentro de este contorno perimetral recibirán la denominación de aguas canarias y 
constituyen el especial ámbito marítimo de la Comunidad Autónoma de Canarias.

3. El ejercicio de las competencias estatales o autonómicas sobre las aguas canarias y, 
en su caso, sobre los restantes espacios marítimos que rodean a Canarias sobre los que el 
Estado español ejerza soberanía o jurisdicción se realizará teniendo en cuenta la distribución 
material de competencias establecidas constitucional y estatutariamente tanto para dichos 
espacios como para los terrestres.

4. El Estado en el ejercicio de sus competencias tendrá en cuenta las singularidades 
derivadas del carácter archipielágico y promoverá la participación de la Comunidad 
Autónoma en las actuaciones de competencia estatal en dichas aguas.

5. El trazado del contorno perimetral no alterará la delimitación de los espacios marítimos 
de las Islas Canarias tal y como están establecidos por el ordenamiento jurídico español en 
virtud del Derecho Internacional vigente.

Artículo 5.  Capitalidad y sede de la Presidencia.
1. La capitalidad de Canarias se fija compartidamente en las ciudades de Las Palmas de 

Gran Canaria y Santa Cruz de Tenerife, regulándose el estatuto de capitalidad por ley del 
Parlamento de Canarias.

La sede de la Presidencia de Canarias alternará entre ambas ciudades capitalinas por 
periodos legislativos.

La sede de la Vicepresidencia se ubicará en capital distinta a la de la Presidencia.
2. El Parlamento de Canarias tiene su sede en la ciudad de Santa Cruz de Tenerife.

Artículo 6.  Condición política de canarios.
1. A los efectos del presente Estatuto, gozan de la condición política de canarios las 

personas con nacionalidad española que, de acuerdo con las leyes del Estado, tengan 
vecindad administrativa en cualquiera de los municipios de Canarias.

2. Las personas con nacionalidad española residentes en el extranjero que hayan tenido 
la última vecindad administrativa en la Comunidad Autónoma de Canarias y acrediten esta 
condición en el consulado de España correspondiente, gozarán de la condición política de 
canarios.

3. Los descendientes de canarios inscritos como españoles, si así lo solicitan, se 
considerarán integrados en la comunidad política autonómica, aunque solo podrán ejercer 
los derechos políticos en los términos establecidos por la Constitución y las leyes.

Artículo 7.  Símbolos.
1. La bandera de Canarias está formada por tres franjas iguales en sentido vertical, 

cuyos colores son, a partir del asta, blanco, azul y amarillo.
2. Canarias tiene escudo propio, cuya descripción es la siguiente: en campo de azur trae 

siete islas de plata bien ordenadas dos, dos, dos y una, esta última en punta. Como timbre 
una corona real cerrada, surmontada de una cinta de plata con el lema Océano de sable y 
como soportes dos canes en su color.

3. Canarias tendrá himno propio en los términos establecidos en una ley del Parlamento 
de Canarias.

4. La Comunidad Autónoma de Canarias celebrará su festividad institucional el día 30 de 
mayo.

Artículo 8.  Las comunidades canarias en el exterior.
Las comunidades constituidas por personas de origen canario establecidas fuera del 

territorio de la Comunidad Autónoma de Canarias podrán solicitar el reconocimiento de su 
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identidad de origen, entendida como el derecho a colaborar y compartir la vida social y 
cultural de las islas. Una ley del Parlamento de Canarias regulará el alcance y contenido del 
reconocimiento mencionado, así como la especial consideración a los canarios emigrados y 
a sus descendientes, sin perjuicio de las competencias del Estado.

TÍTULO I
De los derechos, deberes y principios rectores

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 9.  Titulares.
1. Las personas que ostentan la condición política de canarios son titulares de los 

derechos, deberes y libertades reconocidos en la Constitución española y en el presente 
Estatuto, así como en el Derecho de la Unión Europea y en los instrumentos internacionales 
de protección de los derechos humanos, individuales y colectivos, en particular, en la 
Declaración Universal de Derechos Humanos.

2. Los derechos reconocidos en el presente Estatuto se podrán extender a otras 
personas, en los términos que establezcan las leyes.

3. Los poderes públicos canarios están vinculados por estos derechos y libertades y 
velarán por su protección y respeto, así como por el cumplimiento de los deberes.

Artículo 10.  Aplicación e interpretación.
1. Ninguna de las disposiciones de este título puede ser desarrollada, aplicada o 

interpretada de forma que reduzca o limite los derechos fundamentales reconocidos por la 
Constitución y por los tratados y convenios internacionales ratificados por el Estado español.

2. Los derechos, deberes y principios del presente título no supondrán una alteración del 
régimen de distribución de competencias, ni la creación de títulos competenciales nuevos o 
la modificación de los ya existentes.

Artículo 11.  Derecho de igualdad y cooperación.
1. Los poderes públicos canarios garantizarán las medidas necesarias para hacer 

efectivos los derechos de las personas a la igualdad, la no discriminación, la participación en 
la vida pública, al desarrollo económico, la libertad y el respeto a los derechos humanos.

2. Los poderes públicos garantizarán el derecho a la igualdad de trato y a la no 
discriminación por razones de sexo, género, nacimiento, etnicidad, ideas políticas y 
religiosas, edad, discapacidad, orientación o identidad sexual, enfermedad, lengua o 
cualquier otra condición o circunstancia personal o social. La prohibición de discriminación 
no impedirá acciones positivas en beneficio de sectores, grupos o personas desfavorecidas.

3. Los poderes públicos canarios velarán por el fomento de la paz, la tolerancia, así 
como la cooperación al desarrollo, y a tal efecto se establecerán programas y acuerdos con 
los países vecinos y próximos, geográfica o culturalmente, así como con las organizaciones 
no gubernamentales y las instituciones públicas y privadas que resulten precisos para 
garantizar la efectividad y eficacia de dichas políticas en Canarias y en el exterior.

CAPÍTULO II
Derechos y deberes

Artículo 12.  Familia.
1. Todas las personas tienen derecho a la protección social, jurídica y económica para 

atender a las situaciones familiares, en las diferentes modalidades de familias. Por ley se 
determinarán las formas y condiciones de acceso a dichas ayudas conforme al criterio de 
igualdad.
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2. Los poderes públicos canarios promoverán medidas y políticas activas dirigidas a 
obtener la conciliación de la vida personal, familiar y laboral de mujeres y hombres.

Artículo 13.  Derechos de las personas menores de edad.
1. Las personas menores de edad tienen derecho a recibir la atención integral necesaria 

para el desarrollo de su personalidad y su bienestar en el contexto familiar y social.
2. Primará el interés y beneficios de las personas menores, en coordinación con los de la 

familia, en la aplicación e interpretación de normas, políticas y todo tipo de medidas 
orientadas a las mismas.

Artículo 14.  Derechos de las personas jóvenes.
Las Administraciones deben promover políticas públicas que favorezcan la emancipación 

de los jóvenes, facilitándoles el acceso a la formación, la educación, la sanidad, la cultura, al 
asociacionismo, al mundo laboral y a la vivienda para que puedan desarrollar su propio 
proyecto de vida y participar en igualdad de derechos y deberes en la vida social y cultural, 
en los términos que establezcan las leyes.

Artículo 15.  Derechos de las personas mayores.
Los poderes públicos canarios garantizarán a las personas mayores una vida digna e 

independiente, una atención integral para la promoción de su autonomía personal y del 
envejecimiento activo y el derecho a un atención sanitaria, social y asistencial, promoviendo 
y asegurando las acciones y medidas necesarias para su bienestar social, económico y 
personal, así como a percibir prestaciones en los términos que se establezca en las leyes.

Artículo 16.  Derechos de las personas en situación de discapacidad y de dependencia.
1. Se garantiza el derecho a una vida digna e independiente de todas las personas que 

se encuentren en situación de discapacidad o de dependencia.
2. Los poderes públicos promoverán activamente el derecho de las personas en 

situación de discapacidad o de dependencia a acceder en términos de igualdad y sin 
discriminación alguna al ejercicio de sus derechos, garantizando su desarrollo personal y 
social.

3. Se garantizará por los poderes públicos un sistema de calidad de los servicios y 
prestaciones especializados para las personas en situación de discapacidad o de 
dependencia, con la supresión de barreras físicas y legales facilitando su desarrollo en todas 
las facetas, conforme se establezca en las leyes.

4. El uso de la lengua de signos española y las condiciones que permitan alcanzar la 
igualdad de trato de las personas sordas que opten por esta lengua, que será objeto de 
enseñanza, protección y respeto. A estos efectos, y entre otras acciones, se adoptarán las 
medidas necesarias que permitan la comunicación a través de la lengua de signos entre las 
personas sordas y las Administraciones de la Comunidad.

Artículo 17.  Derecho a la igualdad entre mujeres y hombres.
1. Los poderes públicos canarios garantizarán la igualdad efectiva entre mujeres y 

hombres en el ámbito público y privado, y velarán por la conciliación de la vida familiar y 
profesional.

2. Se adoptarán medidas efectivas para educar en valores de igualdad, no sexistas, así 
como políticas y acciones activas que proporcionen a las mujeres protección integral a las 
víctimas de la violencia machista, prestando especial atención a las medidas preventivas.

Artículo 18.  Derecho a la orientación sexual.
Los poderes públicos canarios reconocerán, de acuerdo con la ley, el derecho de las 

personas a su identidad de género y garantizarán la no discriminación por este motivo o por 
su orientación sexual.
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Artículo 19.  Derechos en el ámbito de la salud.
1. Todas las personas tienen derecho a la protección de la salud y al acceso en 

condiciones de igualdad y gratuidad al servicio sanitario de responsabilidad pública, en los 
términos establecidos por las leyes.

2. Los poderes públicos canarios deberán establecer mediante ley las condiciones que 
garanticen a las personas usuarias del servicio público canario de salud los siguientes 
derechos:

a) Al acceso en condiciones de igualdad y gratuidad, con respeto, en cualquier caso, a lo 
dispuesto en la normativa básica estatal, a todos los servicios y prestaciones del sistema 
público canario de salud.

b) A una información integral de los derechos que le asisten, de los centros, servicios y 
prestaciones del sistema canario de salud.

c) A una información integral sobre sus procesos de enfermedad, de sus tratamientos y 
consecuencias derivadas de la aplicación de los mismos, que les permita adoptar una 
decisión y prestar el consentimiento informado para ser sometidas, en su caso, a un 
tratamiento médico.

d) A la elección de profesional médico y de centro sanitario en el ámbito del sistema 
público de salud.

e) Al consejo genético y la medicina predictiva.
f) A la prestación de una atención sanitaria rápida, sin demoras indebidas, y a la garantía 

de un tiempo máximo razonable para el acceso a los servicios y tratamientos.
g) A disponer de una segunda opinión facultativa sobre sus procesos de salud.
h) Al acceso a cuidados paliativos y a vivir con dignidad el proceso de su muerte.
i) A la confidencialidad en el tratamiento de los datos relativos a su salud y sus 

características genéticas, y el acceso a su propio historial clínico.
j) A recibir asistencia geriátrica especializada.
k) A recibir actuaciones y programas sanitarios específicos y especializados, en los 

casos de personas afectadas por enfermedades crónicas, mentales, o personas que 
pertenezcan a grupos específicos reconocidos sanitariamente como de riesgo.

Artículo 20.  Derecho a formular instrucciones previas.
Todas las personas mayores de edad y capaces, en los términos que establezcan las 

leyes, tienen derecho a declarar libremente de forma anticipada y expresa su voluntad sobre 
los cuidados y los tratamientos y, en su caso, sobre el destino de su cuerpo y los órganos del 
mismo, con el objeto de que esta se cumpla si, cuando llegue el momento, la persona no se 
encuentra en condiciones de expresarla personalmente.

Artículo 21.  Derechos en el ámbito de la educación.
1. Todas las personas tienen derecho a una educación pública, gratuita, aconfesional y 

de calidad, prestando especial atención a la educación infantil, en los términos de la ley.
2. Los poderes públicos canarios deberán garantizar el acceso al sistema público de 

enseñanza de todas las personas en condiciones de igualdad, no discriminación y 
atendiendo a criterios de accesibilidad universal, determinando al efecto por ley los criterios y 
condiciones precisas.

3. Se garantiza a los alumnos y alumnas, en los términos que normativamente se 
establezcan, el acceso a libros de texto y material didáctico necesario en todos los niveles 
obligatorios de educación en los centros del sistema público canario de enseñanza.

4. Se garantiza el derecho de todas las personas a acceder al sistema público de becas 
y ayudas en condiciones de igualdad, en las etapas formativas no gratuitas, incluida la 
universitaria, en los términos que se establezcan por la ley, promoviendo acciones positivas 
para aquellos colectivos con mayor vulnerabilidad.

5. Todas las personas tienen derecho a la formación profesional y a la formación 
permanente, en los términos establecidos por las leyes.

6. Las personas con necesidades educativas especiales tienen derecho a recibir el 
apoyo necesario que les permita acceder al sistema educativo, garantizando su efectiva 
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integración en el sistema educativo y su evolución formativa, de acuerdo con lo establecido 
por las leyes.

7. Los planes educativos deberán contener una educación integral, debiendo contemplar 
los valores de igualdad, entre mujer y hombre, no sexismo, educar en la no violencia, no 
discriminación por razón alguna, solidaridad y cooperación, diversidad e identidad cultural, 
participación social y política, así como incorporar el uso y desarrollo de las nuevas 
tecnologías.

8. Serán parte integrante de los planes educativos en la etapa obligatoria materias 
referentes a la historia, geografía, sociedad, política y cultura de Canarias.

9. El sistema público de enseñanza garantiza el derecho de las madres y padres a optar 
por una formación religiosa y moral conforme a sus propias convicciones.

10. Los miembros de la comunidad educativa tienen derecho a participar en los asuntos 
escolares y universitarios en los términos establecidos por las leyes.

Artículo 22.  Derecho de acceso a la vivienda.
Los poderes públicos canarios deberán garantizar el derecho de todas las personas a 

una vivienda digna y regular su función social, mediante un sistema de promoción pública, 
en condiciones de igualdad y en los términos que establezcan las leyes, poniendo especial 
atención sobre aquellos colectivos sociales más vulnerables. Se regulará el uso del suelo de 
acuerdo con el interés general para evitar la especulación.

Artículo 23.  Derechos en el ámbito laboral y profesional.
1. Los poderes públicos canarios promoverán cuantas políticas activas y medidas sean 

necesarias para garantizar el derecho de todas las personas al trabajo.
2. En el ejercicio efectivo del derecho al trabajo, los poderes públicos canarios garantizan 

a todas las personas:
a) El derecho a la formación profesional para el empleo y promoción profesional, 

asegurando las condiciones de igualdad, accesibilidad universal y no discriminación.
b) El derecho de acceso al empleo público en condiciones de igualdad.
c) El derecho a ejercer las tareas laborales y profesionales en condiciones de garantía 

para su salud física y psíquica, su integridad, su seguridad y su dignidad.
d) El derecho a la información, la consulta y la participación en las empresas.
e) La adopción de medidas para impedir el acoso, la explotación o el maltrato en el 

ámbito laboral.
3. Se fomentará especialmente por los poderes públicos canarios la inserción, la 

formación profesional y la accesibilidad al trabajo remunerado en condiciones de igualdad a 
las mujeres, a las personas jóvenes y a las personas con discapacidad.

4. Las organizaciones sindicales y empresariales tienen derecho a ejercer sus funciones 
en los ámbitos de la concertación social, la participación y la colaboración social.

Artículo 24.  Derecho a una renta de ciudadanía.
1. Las personas que se encuentren en situación de exclusión social tienen derecho a 

acceder a una renta de ciudadanía en los términos que establezcan las leyes.
2. Los poderes públicos canarios velarán por erradicar los efectos de la pobreza y la 

exclusión social en las personas que viven en Canarias a través del desarrollo de los 
servicios públicos.

Artículo 25.  Derechos de consumidores y usuarios.
Las personas, en su condición de consumidoras y usuarias de bienes y de servicios, 

tienen derecho, en los términos que se establece por ley:
a) A que se garantice por los poderes públicos canarios la protección de su salud, 

seguridad e intereses económicos, y un régimen de garantías de los productos y servicios 
adquiridos.
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b) A una información integral de los productos, servicios y prestaciones que se ofrezcan 
para su consumo.

c) A asociarse libremente y a participar activamente en lo referente a la Administración 
Pública.

Artículo 26.  Derechos en el ámbito del medio ambiente.
1. Todas las personas tienen derecho a vivir en un medio ambiente equilibrado, 

sostenible, sin contaminación y respetuoso hacia la salud, y a gozar de los recursos 
naturales y del paisaje terrestre y marino en condiciones de igualdad, realizando un uso 
responsable de los mismos. Asimismo, en los términos que determinen las leyes, tienen el 
correlativo deber de protegerlo y mejorarlo para las generaciones presentes y futuras, así 
como soportar las limitaciones que tal protección puedan afectar a sus intereses.

2. Los poderes públicos canarios garantizarán la defensa y protección de la naturaleza, 
el medio ambiente, el paisaje y la biodiversidad sea en espacios terrestres como marinos. Se 
establecerán políticas de gestión, ordenación y mejora de su calidad, con arreglo al principio 
de desarrollo sostenible, armonizándolas con las transformaciones que se produzcan por la 
evolución social, económica y ambiental, evitando la especulación urbanística sobre el 
territorio.

3. Todas las personas tienen derecho a acceder a la información medioambiental de que 
disponen los poderes públicos canarios.

Artículo 27.  Derecho en el ámbito cultural.
1. Todos los ciudadanos y ciudadanas de Canarias tienen derecho a acceder en 

condiciones de igualdad a la cultura y al desarrollo de sus capacidades creativas individuales 
y colectivas.

2. Todas las personas tienen el deber de respetar y preservar el patrimonio cultural de 
Canarias en todas sus manifestaciones.

3. Los poderes públicos canarios garantizarán la práctica de actividades culturales, 
artísticas y formativas en condiciones de igualdad en todo el territorio de Canarias, 
promoviendo las acciones y medidas necesarias y teniendo en cuenta la doble insularidad.

4. Los poderes públicos canarios velarán por la protección y la defensa de la identidad, 
patrimonio histórico y los valores e intereses de Canarias, del legado etnográfico y 
arqueológico de los aborígenes prehispánicos y de las demás culturas que han ido poblando 
el Archipiélago, así como de las distintas modalidades lingüísticas, en particular del silbo 
gomero.

Artículo 28.  Derecho de acceso a las tecnologías de la información y de la comunicación.
Los poderes públicos canarios fomentarán la formación y el acceso a las nuevas 

tecnologías, participando activamente en la sociedad del conocimiento, la información y la 
comunicación.

Artículo 29.  Derechos en el ámbito de los servicios sociales.
1. Todas las personas tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las 

prestaciones y servicios del sistema público de servicios sociales de responsabilidad pública.
2. Se garantiza por los poderes públicos canarios el deber de información integral de los 

servicios y prestaciones a su cargo.
3. Los poderes públicos canarios establecerán, en la forma que determine la ley, planes 

especializados de atención para las personas que garanticen los derechos dispuestos en los 
artículos 16 y 24 del presente Estatuto.

Artículo 30.  Derecho a la protección de los datos personales.
Se garantiza el derecho efectivo de todas las personas a la privacidad y protección de 

sus datos personales contenidos en los archivos y ficheros que son competencia de las 
administraciones públicas canarias, así como el derecho a acceder a los mismos, a su 
examen, corrección y cancelación.

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DE LAS ISLAS CANARIAS

§ 2  Ley Orgánica de reforma del Estatuto de Autonomía de Canarias

– 10 –



Artículo 31.  Derechos de participación.
En el ámbito de la participación política, las personas que ostenten la condición política 

de canarios, conforme lo establecido en el presente Estatuto y en las leyes, tienen derecho:
a) A participar en condiciones de igualdad en los asuntos públicos de Canarias, de forma 

directa o bien a través de representantes.
b) A elegir libremente a sus representantes en los órganos políticos representativos y a 

concurrir como candidatos y candidatas en los procesos electorales.
c) A promover y presentar iniciativas legislativas al Parlamento de Canarias, y a 

participar, directamente o a través de entidades asociativas, en el proceso de elaboración de 
las leyes del Parlamento, en los términos que se establezcan en el Reglamento de la 
Cámara.

d) A dirigir peticiones y a plantear quejas a las instituciones y administraciones públicas 
canarias.

e) A promover la convocatoria de consultas populares en el ámbito espacial de Canarias, 
así como participar en ellas. Todo ello sin perjuicio de las competencias del Estado en 
materia de referéndum.

Artículo 32.  Derecho a una buena administración.
La actuación de las administraciones públicas canarias se deberá ajustar a los principios 

de igualdad, no discriminación y respeto, así como de máxima calidad en la prestación de los 
servicios, debiendo además garantizarse, en los términos de la ley, los siguientes derechos:

a) A la información integral sobre los servicios y prestaciones, y el estado de la 
tramitación de los asuntos que le conciernan.

b) A un tratamiento imparcial y objetivo de los asuntos que les afecten.
c) A la resolución de los asuntos en un plazo razonable.
d) Al acceso a la información pública, archivos y registros de las instituciones, órganos y 

organismos públicos canarios, en los términos previstos en la Constitución y en las leyes.
e) A la formulación de quejas sobre el funcionamiento de los servicios públicos, y a su 

resolución.

Artículo 33.  Derechos en el ámbito de la justicia.
1. Los poderes públicos canarios garantizarán, en el ámbito de sus competencias, la 

calidad de los servicios de la Administración de Justicia, la atención a las víctimas y el 
acceso a la justicia gratuita.

2. En el marco de la legislación penitenciaria estatal, los poderes públicos canarios 
promoverán los acuerdos necesarios para que las personas privadas de libertad con 
residencia en Canarias cumplan sus condenas en territorio canario, facilitando a su vez las 
medidas de reinserción e integración social de los mismos.

Artículo 34.  Derecho a la memoria histórica.
1. Los poderes públicos canarios velarán por el conocimiento y el mantenimiento de la 

memoria histórica de Canarias como patrimonio colectivo que atestigua la defensa de la 
identidad y la cultura del pueblo canario y la resistencia y la lucha por los derechos y las 
libertades democráticas. A tal fin, deberán adoptar las iniciativas institucionales necesarias 
para el reconocimiento y la rehabilitación de todos los ciudadanos que han sufrido 
persecución como consecuencia de la defensa de su identidad cultural, de la democracia y 
del autogobierno de Canarias.

2. Los poderes públicos canarios deben velar para que la memoria histórica se convierta 
en símbolo permanente de identidad, multiculturalidad, tolerancia, de dignidad de los valores 
democráticos, de rechazo de los totalitarismos y de reconocimiento de todas aquellas 
personas que han sufrido persecución debido a sus opciones personales, ideológicas o de 
conciencia.
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Artículo 35.  Derechos de los animales.
En los términos que se fijen por ley, de acuerdo con la Constitución y el Tratado de 

Funcionamiento de la Unión Europea, las administraciones públicas canarias velarán por el 
mantenimiento y la salvaguarda de los animales, además de reconocerlos como seres que 
sienten y con derecho a no ser utilizados en actividades que conlleven maltrato o crueldad. 
Asimismo, se fijará el régimen de infracciones y sanciones.

Artículo 36.  Garantía de los derechos.
1. Los derechos reconocidos en el presente capítulo se deben aplicar en su 

interpretación y sentido más favorable para su plena eficacia.
2. Los actos que vulneren los derechos reconocidos en el presente título podrán ser 

objeto de recurso ante la jurisdicción correspondiente, de acuerdo con los procedimientos 
que establezcan las leyes procesales del Estado.

3. Sin perjuicio de las garantías constitucionales, toda persona podrá dirigirse a la 
Diputación del Común en defensa de sus derechos por las posibles lesiones imputables a las 
administraciones públicas de Canarias.

CAPÍTULO III
Principios rectores

Artículo 37.  Principios rectores.
Los poderes públicos canarios asumen como principios rectores de su política:
1. La promoción de las condiciones necesarias para el libre ejercicio de los derechos y 

libertades reconocidas en la Constitución y en el presente Estatuto.
2. El fomento de la cohesión económica, territorial y social del Archipiélago, garantizando 

la igualdad de derechos independientemente del lugar de residencia.
3. La transparencia de su actividad y el buen gobierno en la gestión pública.
4. La igualdad de las personas y los grupos en que se integran, y especialmente el 

respeto a la igualdad entre hombres y mujeres en todos los ámbitos, en particular, en materia 
de empleo, trabajo y retribución.

5. Los poderes públicos deben garantizar la transversalidad en la incorporación de la 
perspectiva de género en todas las políticas públicas.

6. La erradicación de la sociedad canaria de actitudes sexistas, xenófobas, racistas, 
homófobas, bélicas o de cualquier otra naturaleza que atenten contra la igualdad y la 
dignidad de las personas.

7. La defensa, promoción y estudio del español de Canarias, como variedad lingüística 
del español atlántico.

8. La integración en los planes de formación en todos los niveles, y en las actuaciones 
de las administraciones públicas de la educación en valores que fomenten la igualdad, la 
tolerancia, la integración, la libertad, la solidaridad y la paz.

9. La promoción de la participación de las familias en la educación de los hijos e hijas en 
el marco de la comunidad educativa facilitando el acceso a las actividades de educación en 
el tiempo libre.

10. El impulso de la investigación científica y técnica de calidad y de la creatividad 
artística, la incorporación de procesos innovadores, el acceso a la información y a las nuevas 
tecnologías.

11. La promoción de Canarias como plataforma de paz y solidaridad.
12. La solidaridad consagrada en el artículo 138 de la Constitución, velando por la 

efectividad de la atención particular a las específicas circunstancias en Canarias de la 
ultraperificidad y de la doble insularidad.

13. La promoción de políticas de transporte y de comunicación basadas en criterios de 
sostenibilidad, que fomenten la utilización del transporte público y la mejora de la movilidad y 
de la seguridad viaria. Las Administraciones públicas velarán mediante la acción institucional 
por facilitar la accesibilidad universal a las personas con discapacidad en el archipiélago en 
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sus distintos medios de transporte, así como en las infraestructuras e instalaciones de 
carácter tanto público como privado, conforme a lo establecido en las leyes.

14. La protección efectiva de los recursos naturales estratégicos básicos de Canarias, 
especialmente el agua y los recursos energéticos, asegurando su control público por las 
administraciones canarias, en el marco de su competencia.

15. La preservación y mejora de la calidad medioambiental y la biodiversidad del 
Archipiélago como patrimonio común para mitigar los efectos del cambio climático.

16. El ahorro energético y la promoción de las energías renovables, en especial en lo 
que se refiere la política de transportes y comunicaciones.

17. La garantía de que las instituciones públicas velarán por el bienestar animal, 
luchando contra el maltrato y protegiendo de manera particular a aquellas especies en 
peligro de extinción y endemismos con presencia en el Archipiélago.

18. La participación activa de todos los ciudadanos y ciudadanas de Canarias en la vida 
política, económica, cultural y social de Canarias.

19. La organización de una Administración de Justicia, eficaz, sin dilaciones indebidas y 
próxima a los ciudadanos y ciudadanas de Canarias.

20. La promoción de las condiciones para la participación de la juventud en el desarrollo 
político, cultural y social de las islas.

21. La protección jurídica, económica y social de la familia y de las personas menores 
garantizando los cuidados necesarios para su bienestar.

22. Velar por el derecho de las personas mayores a llevar una vida digna e 
independiente.

23. La promoción de la autonomía, la igualdad de oportunidades y la integración social y 
laboral de las personas con discapacidad, con especial atención a su aportación activa al 
conjunto de la sociedad y a la eliminación de las barreras atendiendo a criterios de 
accesibilidad universal.

24. La integración de colectivos desfavorecidos y, en particular, de las personas 
migrantes y refugiadas, a través de los principios del mutuo reconocimiento, el respeto a las 
diferencias y la igualdad de derechos y deberes en el marco de los principios y valores 
constitucionales.

25. Una política económica y fiscal destinada a un crecimiento estable y, de forma 
prioritaria, a la consecución del pleno empleo y la redistribución equitativa de la renta y la 
riqueza entre los ciudadanos y ciudadanas de Canarias conforme a los criterios de justicia 
social.

26. La protección efectiva de la libertad de empresa en una economía de mercado. Se 
ordenarán los mercados para asegurar la competencia libre y leal, la actividad empresarial, 
la productividad y la colaboración entre las empresas.

27. La promoción del diálogo social con sindicatos y empresarios como instrumentos 
necesarios en la concepción y ejecución de las políticas de cohesión y desarrollo, adoptando 
los poderes públicos las medidas necesarias para garantizar los derechos laborales y 
sindicales de las personas trabajadoras.

28. El fomento de la actividad turística y su ordenación se llevarán a cabo con el objetivo 
de lograr un modelo de desarrollo sostenible, especialmente respetuoso con el medio 
ambiente, el patrimonio cultural canario y el territorio.

29. El fomento del sector agrícola, ganadero y pesquero.
30. La promoción de la diversificación de las actividades productivas en Canarias.
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TÍTULO II
De las instituciones de la Comunidad Autónoma de Canarias

CAPÍTULO I
Del Parlamento

Artículo 38.  Naturaleza.
1. El Parlamento de Canarias, órgano representativo del pueblo canario, es elegido 

mediante sufragio universal, directo, igual, libre y secreto.
2. El Parlamento de Canarias es inviolable.
3. La duración del mandato será de cuatro años, sin perjuicio de los supuestos de 

disolución anticipada.

Artículo 39.  Régimen electoral.
1. Serán electores y elegibles las personas mayores de edad inscritas en el censo que 

gocen de la condición política de canarios, según el presente Estatuto, y se encuentren en 
pleno disfrute de sus derechos civiles y políticos, sin perjuicio de las causas de inelegibilidad 
establecidas por la ley.

2. Una ley del Parlamento de Canarias aprobada por una mayoría de tres quintos, a 
iniciativa de sus miembros, regulará el régimen electoral con arreglo a las siguientes bases:

a) El sistema electoral será el de representación proporcional.
b) El número de diputados no será inferior a cincuenta ni superior a setenta y cinco.
c) Las circunscripciones electorales podrán ser de ámbito autonómico, insular o de 

ambas. Cada una de las islas de El Hierro, Fuerteventura, Gran Canaria, La Gomera, 
Lanzarote, La Palma y Tenerife, constituyen una circunscripción electoral. Se establecerá el 
número de diputados y diputadas asignados a cada circunscripción.

d) Se establecerá el porcentaje mínimo de votos que deben obtener las listas electorales 
para acceder al reparto de escaños.

e) A ninguna circunscripción insular se le podrá asignar un número de diputados y 
diputadas inferior a otra que tenga menos población de derecho.

Artículo 40.  Estatuto de los diputados.
1. Los diputados no estarán sujetos a mandato imperativo.
2. Los miembros del Parlamento serán inviolables por los votos y opiniones que emitan 

en el ejercicio de su cargo. Durante su mandato, no podrán ser detenidos ni retenidos, sino 
en caso de flagrante delito.

3. Los miembros del Parlamento de Canarias percibirán las asignaciones económicas 
que se establezcan en los Presupuestos de la Cámara, para su posterior integración en los 
Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Canarias.

Artículo 41.  Organización y funcionamiento.
1. El Parlamento, en la primera reunión de cada legislatura, elegirá una Mesa formada 

por una presidencia, dos vicepresidencias y dos secretarías. El Reglamento del Parlamento 
regulará tanto el procedimiento para su elección como sus funciones.

2. El Parlamento goza de autonomía organizativa, financiera, administrativa y 
disciplinaria, y fija su propio presupuesto con plena autonomía. Asimismo, elabora y aprueba 
el estatuto del personal de él dependiente.

3. El Parlamento funcionará en pleno y en comisiones.
4. El Parlamento elaborará su Reglamento, que deberá ser aprobado por mayoría 

absoluta de sus miembros. En él se determinará el régimen de sesiones, la formación de 
grupos parlamentarios y el funcionamiento de la Diputación Permanente, así como cuantas 
otras cuestiones afecten a los procedimientos legislativos y de control político.

5. Los cabildos insulares participarán en el Parlamento a través de la Comisión General 
de Cabildos Insulares. El Reglamento de la Cámara fijará su composición. Será preceptivo el 
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informe de dicha comisión cuando se tramiten asuntos que afecten a las islas y sus cabildos 
insulares.

6. Los acuerdos en el Parlamento se adoptarán por mayoría simple, a excepción de los 
casos en que en este Estatuto requiera otras mayorías. No obstante, cuando en el Pleno del 
Parlamento, al menos los dos tercios de los diputados elegidos en una misma 
circunscripción insular se opusieran de forma motivada a la adopción de un acuerdo por 
considerarlo perjudicial para la isla, el asunto se pospondrá a la sesión siguiente plenaria.

7. El Parlamento se reunirá en periodos de sesiones comprendidos dentro de las fechas 
que señale el Reglamento del Parlamento. Fuera de dichos periodos, la Cámara podrá 
celebrar sesiones extraordinarias, que habrán de ser convocadas por el presidente de ésta, 
con especificación del orden del día, a petición de la Diputación Permanente, de una cuarta 
parte de los diputados, de dos grupos parlamentarios y del Gobierno.

8. El Parlamento fomentará la participación ciudadana, fijando el Reglamento de la 
Cámara las medidas e instrumentos a este respecto para los distintos ámbitos y órganos de 
la Cámara.

Artículo 42.  Comisiones de investigación.
1. El Parlamento podrá nombrar, en los términos establecidos en el Reglamento de la 

Cámara, comisiones de investigación sobre cualquier asunto de interés público. Sus 
conclusiones no serán vinculantes para los tribunales ni afectarán a las resoluciones 
judiciales, sin perjuicio de que el resultado de la investigación sea comunicado al Ministerio 
Fiscal para el ejercicio, cuando proceda, de las acciones oportunas.

2. Estas comisiones podrán requerir la presencia ante ellas de cualquier persona para 
informar, y recabar del Gobierno, de cualquiera de las administraciones públicas y de las 
instituciones u organismos de ellas dependientes la información y documentación que 
precisen.

Artículo 43.  Funciones.
Son funciones del Parlamento:
a) Ejercer la potestad legislativa de la Comunidad Autónoma.
b) Aprobar los presupuestos de la misma.
c) Elegir a la persona titular de la Presidencia de Canarias y controlar políticamente la 

acción del Gobierno.
d) Designar, para cada legislatura del Parlamento, a los senadores representantes de la 

Comunidad Autónoma, asegurando, en todo caso, la adecuada representación proporcional.
Los senadores designados por el Parlamento de Canarias podrán comparecer ante el 

mismo, en la forma que determine el Reglamento, para informar de su actividad en el 
Senado.

e) Solicitar del Gobierno del Estado la adopción y presentación de proyectos de ley, y 
presentar directamente proposiciones de ley ante las Cortes Generales, de acuerdo con el 
artículo 87.2 de la Constitución.

f) Interponer recursos de inconstitucionalidad y personarse ante el Tribunal 
Constitucional en los supuestos y en los términos previstos en la Constitución y en su ley 
orgánica.

g) Cualesquiera otras que le asigne la Constitución, el presente Estatuto o las leyes.

CAPÍTULO II
De las leyes y demás normas con fuerza de ley

Artículo 44.  Iniciativa legislativa.
1. La iniciativa legislativa corresponde al Gobierno de Canarias y a los diputados, en los 

términos que establezca el Reglamento del Parlamento.
2. La iniciativa legislativa corresponde, asimismo, a cada uno de los cabildos insulares, 

en los términos que establezca el Reglamento del Parlamento.
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3. Los ayuntamientos canarios, cuando actúen agrupados especialmente con este fin y 
representando el porcentaje de población y el número de municipios que se determinen en el 
Reglamento del Parlamento, podrán ejercer la iniciativa legislativa.

4. La iniciativa legislativa popular, como expresión del derecho de participación 
reconocido en el artículo 31 de este Estatuto, se regulará por ley del Parlamento.

Artículo 45.  Delegación legislativa.
1. El Parlamento de Canarias podrá delegar en el Gobierno la potestad de dictar normas 

con rango de ley, excepto en los siguientes supuestos:
a) Las leyes del presupuesto de la Comunidad Autónoma.
b) Las leyes de instituciones autonómicas o que requieran mayoría cualificada del 

Parlamento.
2. La delegación legislativa deberá otorgarse mediante una ley de bases, cuando su 

objeto sea la formación de textos articulados, o por una ley ordinaria, cuando se trate de 
refundir varios textos legales en uno solo.

3. La delegación legislativa habrá de otorgarse al Gobierno de forma expresa para 
materia concreta y con fijación del plazo para su ejercicio. No podrá hacerse uso de la 
delegación cuando el Gobierno se encuentre en funciones por disolución del Parlamento.

La delegación se agota por el uso que de ella haga al Gobierno, mediante la publicación 
de la norma correspondiente, que recibirá el nombre de decreto legislativo. No podrá 
entenderse concedida de modo implícito o por tiempo indeterminado. Tampoco podrá 
permitir la subdelegación a autoridades distintas del propio Gobierno.

4. Las leyes de bases delimitarán con precisión el objeto y alcance de la delegación 
legislativa y los principios y criterios que han de seguirse en su ejercicio, no pudiendo en 
ningún caso autorizar la modificación de la propia ley de bases, ni facultar para dictar normas 
con carácter retroactivo.

5. La autorización para refundir textos legales determinará el ámbito normativo a que se 
refiere el contenido de la delegación, especificando si se circunscribe a la mera formulación 
de un texto único o si se incluye la de regularizar, aclarar y armonizar los textos legales que 
han de ser refundidos.

6. El control de la legislación delegada se llevará a cabo en los términos establecidos en 
el Reglamento del Parlamento de Canarias, sin perjuicio del que le corresponde, según la 
legislación aplicable, al Tribunal Constitucional y a la jurisdicción de lo contencioso-
administrativo. Las leyes de delegación podrán establecer, además, otros mecanismos de 
control.

Artículo 46.  Decretos-leyes.
1. En caso de extraordinaria y urgente necesidad, el Gobierno podrá dictar normas con 

rango de ley, que recibirán el nombre de decretos-leyes.
2. Dichas normas, que tendrán carácter provisional, no podrán afectar a los supuestos 

excluidos en el artículo anterior ni a la regulación esencial de los derechos establecidos en 
este Estatuto.

3. Los decretos-leyes deberán convalidarse por el Parlamento de Canarias en el plazo 
de treinta días naturales contados a partir de la fecha de su publicación, debiéndose 
convocar la Diputación Permanente si el Parlamento no estuviera constituido. El Parlamento 
habrá de pronunciarse expresamente dentro de dicho plazo sobre su convalidación o 
derogación.

4. Durante el plazo establecido en el apartado anterior, se podrán tramitar como 
proyectos de ley por el procedimiento de urgencia.

Artículo 47.  Promulgación y publicación.
1. Las leyes del Parlamento de Canarias y demás normas con fuerza de ley serán 

promulgadas en nombre del Rey por el Presidente o Presidenta de la Comunidad Autónoma 
y publicadas en el «Boletín Oficial de Canarias» en el plazo de 15 días desde su aprobación 
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y en el «Boletín Oficial del Estado». A efectos de su entrada en vigor, regirá la fecha de su 
publicación en el «Boletín Oficial de Canarias».

2. El control de la constitucionalidad de las leyes del Parlamento de Canarias y demás 
normas con fuerza de ley corresponderá al Tribunal Constitucional.

CAPÍTULO III
De la Presidencia de Canarias

Artículo 48.  Elección.
1. El Parlamento elegirá de entre sus miembros a la persona titular de la Presidencia.
2. La Presidencia del Parlamento, previa consulta con las fuerzas políticas representadas 

en el mismo, y oída la Mesa, propondrá una candidatura a la Presidencia de Canarias.
3. La persona propuesta presentará su programa de gobierno al Parlamento. Para ser 

elegida, deberá obtener en primera votación mayoría absoluta; de no obtenerla, se 
procederá a una nueva votación pasadas 48 horas, y la confianza se entenderá otorgada si 
obtuviera mayoría simple.

4. Caso de no conseguirse dicha mayoría, se tramitarán sucesivas propuestas en la 
forma prevista anteriormente. Si transcurrido el plazo de dos meses, a partir de la primera 
votación de investidura, ninguna candidatura hubiera obtenido la confianza del Parlamento, 
éste quedará automáticamente disuelto, procediéndose a la convocatoria de nuevas 
elecciones para el mismo.

5. Una vez elegida, la persona titular de la Presidencia será nombrada por el Rey.

Artículo 49.  Estatuto personal.
1. La Presidencia designa y separa libremente a la persona titular de la Vicepresidencia y 

a los restantes miembros del Gobierno, dirige y coordina su actuación y, como titular de la 
Presidencia de la Comunidad Autónoma de Canarias, ostenta la más alta representación de 
Canarias y la ordinaria del Estado en la Comunidad Autónoma.

2. La Presidencia podrá delegar temporalmente funciones ejecutivas propias en la 
persona titular de la Vicepresidencia y en los demás miembros del Gobierno.

3. La persona titular de la Presidencia es responsable políticamente ante el Parlamento.
4. La Presidencia podrá proponer por iniciativa propia o a solicitud de la ciudadanía, de 

conformidad con las leyes, la celebración de consultas populares en el ámbito de la 
Comunidad Autónoma de Canarias, sobre cuestiones de interés general en materias 
autonómicas o locales.

5. La persona titular de la Vicepresidencia, que habrá de ser miembro del Parlamento de 
Canarias, sustituye a la persona titular de la Presidencia en caso de vacancia y ausencia o 
enfermedad de su titular.

CAPÍTULO IV
Del Gobierno

Artículo 50.  Funciones.
Corresponde al Gobierno de Canarias:
1. La dirección política de la Comunidad Autónoma de Canarias y de su Administración.
2. Las funciones ejecutivas y administrativas, de conformidad con lo que establecen el 

presente Estatuto y las leyes.
3. La potestad reglamentaria.
4. La planificación de la política económica de la Comunidad Autónoma de Canarias y su 

coordinación con las políticas insulares, teniendo en cuenta las necesidades de cada isla y el 
interés general.

5. La interposición de recursos de inconstitucionalidad y cuantas facultades le atribuya la 
Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.

6. Cualquier otra potestad o facultad que le confieran este Estatuto o las leyes.
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Artículo 51.  Composición.
1. El Gobierno de Canarias está compuesto por las personas titulares de la Presidencia y 

de la Vicepresidencia y por los consejeros o consejeras.
2. La ley regulará las atribuciones y estatuto de sus miembros.
3. Los miembros del Gobierno solo podrán ser detenidos, durante el ejercicio del cargo, 

en caso de flagrante delito.

Artículo 52.  Cese.
1. El Gobierno cesará:
a) Tras la celebración de elecciones al Parlamento de Canarias.
b) Por la pérdida de la confianza parlamentaria de la persona titular de la Presidencia, 

según las previsiones de este Estatuto.
c) Cuando quien ostente la Presidencia cese por dimisión; por notoria incapacidad 

permanente, física o mental, reconocida por el Parlamento por mayoría absoluta de sus 
miembros, que le inhabilite para el ejercicio del cargo; por condena penal firme que comporte 
la inhabilitación para el ejercicio de cargo público; o por pérdida de la condición de diputado 
del Parlamento de Canarias.

d) Al producirse el fallecimiento de quien ostente la Presidencia.
2. El Gobierno cesante continuará en funciones hasta la toma de posesión del nuevo 

Gobierno, que tendrá lugar en el plazo máximo de quince días, a contar desde la fecha de 
nombramiento de la persona titular de la Presidencia. Una Ley del Parlamento de Canarias 
regulará las atribuciones del Gobierno cesante.

CAPÍTULO V
De las relaciones entre el Parlamento y el Gobierno

Artículo 53.  Responsabilidad política.
El Gobierno responde solidariamente de su gestión política ante el Parlamento de 

Canarias.
No se podrá exigir la responsabilidad política individual de los miembros del Gobierno.

Artículo 54.  Cuestión de confianza.
La persona titular de la Presidencia del Gobierno, previa deliberación del Gobierno, 

puede plantear ante el Parlamento una cuestión de confianza sobre su programa o sobre 
una declaración de política general.

La confianza se entenderá otorgada cuando el presidente obtenga la mayoría simple de 
los votos emitidos.

La persona titular de la Presidencia, junto con su Gobierno, cesará si el Parlamento le 
niega la confianza, en cuyo caso se procederá a la elección de un nuevo presidente en la 
forma indicada por el artículo 48 del presente Estatuto.

Artículo 55.  Moción de censura.
El Parlamento puede exigir la responsabilidad política solidaria del Gobierno mediante la 

adopción, por mayoría absoluta, de la moción de censura. Toda moción de censura debe 
incluir el nombre del candidato o candidata a la Presidencia y ser presentada, al menos, por 
el quince por ciento de los miembros del Parlamento.

Los signatarios de una moción de censura rechazada no podrán presentar otra durante 
el mismo período de sesiones.

Artículo 56.  Disolución anticipada del Parlamento.
1. La persona titular de la Presidencia, previa deliberación del Gobierno, y bajo su 

exclusiva responsabilidad, podrá disolver el Parlamento. La disolución se acordará por 
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Decreto, en el que se convocarán, a su vez, elecciones, conteniéndose en el mismo cuantos 
requisitos exija la legislación electoral aplicable.

2. La disolución no podrá decretarse cuando se haya presentado una moción de 
censura, ni durante el primer año de legislatura.

CAPÍTULO VI
Órganos de relevancia estatutaria

Artículo 57.  Diputación del Común.
1. La Diputación del Común es la alta instancia comisionada del Parlamento de Canarias 

para la defensa de los derechos fundamentales y las libertades públicas y supervisará las 
actividades de las administraciones públicas canarias, de acuerdo con lo que establezca la 
ley.

2. En el cumplimiento de sus funciones podrá solicitar la colaboración de toda clase de 
autoridades, organismos, funcionarios y entidades de cualquier Administración Pública, con 
sede en la Comunidad Autónoma de Canarias.

3. La persona titular de la Diputación del Común será elegida por la mayoría de las tres 
quintas partes de los miembros del Parlamento de Canarias para un mandato de cinco años.

4. Una ley del Parlamento de Canarias garantizará la independencia de sus actuaciones 
y regulará su organización, funcionamiento y la cooperación con el Defensor del Pueblo.

5. En el ejercicio de su actividad podrá celebrar los acuerdos de cooperación que estime 
necesarios con instituciones similares.

Artículo 58.  Consejo Consultivo de Canarias.
1. El Consejo Consultivo de Canarias es el supremo órgano consultivo de la Comunidad 

Autónoma de Canarias encargado de dictaminar sobre la adecuación a la Constitución y al 
Estatuto de Autonomía de:

a) Las iniciativas legislativas.
b) Los decretos-leyes sometidos a convalidación del Parlamento.
c) Los proyectos de decretos legislativos.
d) La interposición de recursos de inconstitucionalidad por parte del Parlamento o del 

Gobierno, así como los planteamientos de conflictos de competencia.
e) Las demás cuestiones que determine su ley reguladora.
2. La ley garantizará su imparcialidad e independencia, y regulará su composición, 

funcionamiento y el estatuto de sus miembros.

Artículo 59.  Audiencia de Cuentas.
1. La Audiencia de Cuentas, dependiente del Parlamento de Canarias, realizará las 

funciones de fiscalización externa de la gestión económica, financiera y contable del sector 
público de la Comunidad Autónoma y demás entes públicos de Canarias, sin perjuicio de las 
competencias que corresponden al Tribunal de Cuentas, de acuerdo con la Constitución.

2. Ejercerá sus funciones por delegación del Parlamento en el examen y comprobación 
de la Cuenta General de la Comunidad Autónoma de Canarias.

3. Una ley del Parlamento de Canarias regulará su organización y funcionamiento.

Artículo 60.  Comisionado de Transparencia y Acceso a la Información Pública.
1. El Comisionado de Transparencia y Acceso a la Información Pública es el órgano de 

fomento, análisis, control y protección de la transparencia pública y del derecho de acceso a 
la información pública en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Canarias, de acuerdo con 
lo que establezca la ley.

2. Una ley del Parlamento de Canarias garantizará su actuación con plena capacidad, 
autonomía e independencia y regulará su organización, funcionamiento y las relaciones con 
las administraciones públicas, entidades y otros obligados por la ley.
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3. El Comisionado de Transparencia y Acceso a la Información Pública será elegido por 
mayoría de tres quintas partes del Parlamento de Canarias, conforme al procedimiento que 
la ley determine.

CAPÍTULO VII
De la Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias

Artículo 61.  Organización de la Administración.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la organización de su propia 

Administración Pública, de conformidad con el presente Estatuto y las leyes, que responderá 
a los principios de eficacia, economía, máxima proximidad a los ciudadanos y atención al 
hecho insular.

2. La Comunidad Autónoma de Canarias ejercerá sus funciones administrativas, bien por 
su propia Administración, bien, cuando lo justifiquen los principios de subsidiariedad, 
descentralización y eficiencia, a través de los cabildos insulares y ayuntamientos con la 
adecuada suficiencia financiera, de conformidad con el Estatuto y las leyes.

Artículo 62.  Régimen jurídico.
1. En el ejercicio de sus competencias, la Administración Pública de la Comunidad 

Autónoma de Canarias gozará de las siguientes potestades y privilegios:
a) La presunción de legitimidad y la ejecutoriedad de sus actos, así como los poderes de 

ejecución forzosa.
b) La revisión en vía administrativa, tanto de oficio como en vía de recurso.
c) La potestad expropiatoria, incluida la declaración de urgente ocupación de los bienes 

afectados y el ejercicio de las restantes atribuciones de la legislación expropiatoria.
d) Los poderes de investigación, deslinde y recuperación de oficio en materia de bienes.
e) La potestad sancionadora, dentro de los límites que establezca el ordenamiento 

jurídico.
f) La facultad de utilización del procedimiento de apremio.
g) La inembargabilidad de sus bienes y derechos, así como las prerrogativas de 

prelación, preferencia y demás reconocidos a la Hacienda Pública para el cobro de sus 
créditos, conforme a las leyes.

h) La exención de toda obligación de garantía o caución ante cualquier organismo 
administrativo o tribunal jurisdiccional.

2. No se admitirán acciones posesorias de tutela sumarias contra las actuaciones de la 
Comunidad Autónoma de Canarias en materias de su competencia realizadas de acuerdo 
con el procedimiento legalmente establecido.

Artículo 63.  Control de normas, actos y acuerdos.
1. Las normas sin rango de ley, los actos y acuerdos emanados de los órganos 

ejecutivos y administrativos de la Comunidad Autónoma de Canarias serán recurribles en la 
vía contencioso-administrativa, sin perjuicio de los recursos administrativos y económico-
administrativos que procedan y de lo establecido en el artículo 153.b) de la Constitución.

2. Las normas sin rango de ley de los órganos de la Comunidad Autónoma de Canarias 
se publicarán, para su plena validez, en el «Boletín Oficial de Canarias».

TÍTULO III
Organización territorial de Canarias

Artículo 64.  Disposición general.
1. Canarias articula su organización territorial en islas y municipios, que gozan de plena 

autonomía para la gestión de sus respectivos intereses y para el ejercicio de sus 
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competencias, en el marco de lo que establece la Constitución, el presente Estatuto y las 
leyes.

2. La atribución de competencias a las islas y municipios por las leyes autonómicas 
tendrán en cuenta los siguientes principios:

a) Garantía de la autonomía local.
b) Equidad.
c) Eficacia.
d) Eficiencia.
e) Máxima proximidad al ciudadano.
f) No duplicidad de competencias.
g) Estabilidad presupuestaria.

CAPÍTULO I
De las islas y los cabildos insulares

Artículo 65.  Islas y territorios insulares.
1. La organización territorial de Canarias se integra por las islas de El Hierro, 

Fuerteventura, Gran Canaria, La Gomera, Lanzarote, La Palma y Tenerife. La isla de La 
Graciosa estará agregada administrativamente a Lanzarote, así como los islotes de 
Alegranza, Montaña Clara, Roque del Este y Roque del Oeste y el de Lobos a 
Fuerteventura.

2. Los cabildos insulares son instituciones de la Comunidad Autónoma de Canarias.
3. Los cabildos insulares constituyen órganos de gobierno, representación y 

administración de cada isla y gozarán de autonomía en la gestión de sus intereses y el 
ejercicio de sus competencias propias, de acuerdo con la Constitución, este Estatuto y las 
leyes.

4. Los cabildos insulares asumen en la isla la representación ordinaria del Gobierno y de 
la Administración autonómica y desempeñan las funciones administrativas autonómicas 
previstas en este Estatuto de Autonomía y en las leyes, así como las que les sean 
transferidas o delegadas.

Artículo 66.  Capitales insulares.
La capital de cada isla se fija donde se encuentra la sede de los cabildos insulares: la de 

El Hierro en Valverde, la de Fuerteventura en Puerto del Rosario, la de Gran Canaria en Las 
Palmas de Gran Canaria, la de La Gomera en San Sebastián de La Gomera, la de Lanzarote 
en Arrecife, la de La Palma en Santa Cruz de La Palma y la de Tenerife en Santa Cruz de 
Tenerife.

Artículo 67.  Organización.
1. Una ley del Parlamento de Canarias, aprobada por mayoría absoluta, regulará la 

organización de los cabildos insulares de acuerdo con la Constitución, con este Estatuto y 
las leyes.

2. Son órganos necesarios de los cabildos insulares el pleno, la presidencia, las 
vicepresidencias y el consejo de gobierno.

3. El pleno del cabildo insular ejerce la iniciativa legislativa ante el Parlamento de 
Canarias, aprueba los presupuestos del cabildo insular, exige la responsabilidad política y 
controla la acción del consejo de gobierno, aprobará el reglamento orgánico de 
funcionamiento, y ejerce todas las funciones que le otorgan este Estatuto y las leyes del 
Parlamento.

4. El consejo de gobierno insular estará integrado por las personas titulares de la 
presidencia, de las vicepresidencias, en su caso, y de los departamentos o áreas ejecutivas, 
correspondiéndole el ejercicio de la función ejecutiva en relación con las competencias del 
cabildo insular.
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Artículo 68.  Composición y régimen electoral.
1. Los plenos de los cabildos insulares estarán compuestos por los miembros elegidos 

por sufragio universal, igual, libre, directo y secreto mediante un sistema de representación 
proporcional en los términos que establezca la ley.

2. La duración del mandato será de cuatro años.
3. La ley prevista en el artículo anterior regulará el número de miembros que deben 

integrar cada cabildo insular, así como las causas de inelegibilidad y de incompatibilidad que 
les afecten, de acuerdo con lo establecido en la Ley orgánica de régimen electoral.

Artículo 69.  Funcionamiento y régimen jurídico.
La ley y los reglamentos orgánicos de los respectivos cabildos insulares determinarán las 

reglas de funcionamiento y el régimen jurídico de la actuación de los mismos y de sus 
órganos, así como el régimen de sus funciones y competencias respetando la legislación 
básica estatal.

Artículo 70.  Competencias insulares.
1. A las islas les corresponde el ejercicio de las competencias que les son reconocidas 

como propias; las que se les transfieran o deleguen, y la colaboración en el desarrollo y la 
ejecución de los acuerdos adoptados por el Gobierno de Canarias, en los términos que 
establezcan las leyes del Parlamento. Las transferencias y delegaciones llevarán 
incorporadas los medios económicos, materiales y personales que correspondan.

2. Los cabildos insulares, como instituciones de la Comunidad Autónoma, ejercerán 
funciones ejecutivas de carácter insular en el marco y dentro de los límites de la legislación 
aplicable, en las siguientes materias:

a) Demarcaciones territoriales, alteración de términos y denominación oficial de los 
municipios.

b) Ordenación del territorio.
c) Carreteras, salvo las que se declaren de interés autonómico, en el marco de lo que 

disponga la legislación territorial canaria.
d) Transporte por carretera, por cable y ferrocarril.
e) Gestión de puertos de refugio y deportivos, salvo que se declaren de interés 

autonómico.
f) Turismo.
g) Ferias y mercados insulares.
h) Defensa del consumidor.
i) Asistencia social y servicios sociales.
j) Policía de vivienda. Conservación y administración del parque público de viviendas.
k) Las funciones propias de la Agencia de Extensión Agraria. Infraestructura rural de 

carácter insular. Granjas experimentales.
l) Campañas de saneamiento zoosanitario.
m) Servicios forestales, vías pecuarias y pastos.
n) Protección del medio ambiente.
ñ) Acuicultura y cultivos marinos.
o) Artesanía.
p) Cultura, deportes, ocio y esparcimiento. Patrimonio histórico-artístico insular. Museos, 

bibliotecas y archivos que no se reserve la Comunidad Autónoma.
q) Caza.
r) Residencias de estudiantes en la isla.
s) Espectáculos.
t) Actividades clasificadas.
u) Igualdad de género.
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Artículo 71.  Transferencia y delegación de funciones.
Los cabildos insulares, como instituciones de la Comunidad Autónoma, podrán transferir 

o delegar en los ayuntamientos el ejercicio de sus funciones administrativas propias, cuando 
así lo justifiquen los principios de subsidiariedad, descentralización y eficiencia.

Artículo 72.  Actividad de fomento y fijación de políticas propias de los cabildos insulares.
Corresponde a los cabildos insulares el ejercicio de la actividad de fomento, sin perjuicio 

de la actividad que corresponda a la Comunidad Autónoma, y la fijación de políticas propias. 
Asimismo, cuando así lo decidan, la fijación de políticas comunes con otras islas, 
comunidades o con el Estado, de acuerdo con el Gobierno de Canarias.

Artículo 73.  Coordinación de la actividad de los cabildos insulares.
El Gobierno de Canarias coordinará la actividad de los cabildos insulares en cuanto 

afecte directamente al interés general de la Comunidad Autónoma de Canarias. Para ello 
podrá requerirles información, documentación y, en los términos que disponga la ley, 
establecer objetivos y prioridades de la acción pública, así como utilizar otros mecanismos 
de coordinación previstos en la legislación básica del Estado.

Si un cabildo insular incumpliera las obligaciones impuestas directamente por ley, de 
forma que tal incumplimiento afectara al ejercicio de competencias de la Comunidad 
Autónoma de Canarias, esta adoptará las medidas necesarias, de acuerdo con la legislación 
básica estatal de régimen local.

Artículo 74.  Conferencia de Presidentes.
1. La Conferencia de Presidentes es un foro institucional de colaboración del Gobierno 

de Canarias y los cabildos insulares que tiene la función de servir de encuentro y debate de 
los grandes asuntos de interés común, la coordinación de las políticas de actuación de 
interés concurrente y la búsqueda de los acuerdos que deban incorporarse a los 
correspondientes ámbitos institucionales de la Comunidad Autónoma de Canarias y de las 
islas.

2. La conferencia, integrada por quienes ostenten la Presidencia de Canarias y de las 
islas, aprueba y se rige por sus propias normas de organización y funcionamiento.

CAPÍTULO II
De los municipios canarios

Artículo 75.  Los municipios.
1. Los municipios, como entidades locales básicas de Canarias, gozan de personalidad 

jurídica propia y de autonomía plena para el ejercicio de sus competencias. Su gobierno, 
representación y administración corresponde a los ayuntamientos.

2. Los municipios canarios se rigen por lo dispuesto en las legislaciones del Estado y de 
la Comunidad Autónoma de Canarias, dictadas en el ámbito de sus respectivas 
competencias.

3. Los municipios podrán agruparse, en los términos establecidos en la ley, para la 
gestión de sus competencias y la mejor prestación de servicios a sus ciudadanos.

4. Además de sus competencias propias, les corresponderá el ejercicio de las que les 
sean transferidas por leyes del Parlamento de Canarias o delegadas por el Gobierno, por los 
cabildos insulares u otras administraciones públicas. Las transferencias y delegaciones 
llevarán incorporadas los medios económicos, materiales y personales que correspondan.

5. En todo caso, los municipios, de acuerdo con el apartado anterior, podrán ejercer 
competencias, entre otras, en las siguientes materias:

a) Consumo.
b) Cultura.
c) Deportes.
d) Educación.
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e) Empleo.
f) Juventud.
g) Medio ambiente.
h) Urbanismo.
i) Patrimonio histórico.
j) Igualdad de género.
k) Protección civil y seguridad ciudadana.
l) Sanidad y servicios sociales.
m) Transporte.
n) Turismo.
ñ) Vivienda.
o) Actividades clasificadas y espectáculos públicos.

Artículo 76.  Consejo Municipal de Canarias.
El Consejo Municipal de Canarias es el órgano de participación y colaboración de la 

Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias y los ayuntamientos canarios, y 
particularmente el encargado de canalizar el parecer de los ayuntamientos en las iniciativas 
legislativas que afecten de forma específica a su organización y competencias. Su 
composición, organización y funciones serán determinadas por ley del Parlamento de 
Canarias.

TÍTULO IV
De la Administración de Justicia en Canarias

Artículo 77.  Competencia de los órganos judiciales.
1. La competencia de los órganos judiciales en Canarias se extiende en todos los 

órdenes jurisdiccionales e instancias que establece la Ley Orgánica del Poder Judicial y las 
leyes procesales del Estado.

2. En las materias de derecho propio de la Comunidad Autónoma de Canarias la 
competencia se extiende a todas las instancias y grados, incluidos, en su caso, el recurso de 
casación y el de revisión, en los términos en que determinen las leyes procesales del 
Estado.

CAPÍTULO I
Del Tribunal Superior de Justicia y del Fiscal del Tribunal Superior de Canarias

Artículo 78.  El Tribunal Superior de Justicia.
1. El Tribunal Superior de Justicia de Canarias es el órgano judicial en que culmina la 

organización judicial en Canarias sin perjuicio de la jurisdicción que corresponde al Tribunal 
Supremo, y es competente, en los términos establecidos por la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, para conocer de los recursos y de los procedimientos en los distintos órdenes 
jurisdiccionales civil, penal, contencioso-administrativo, social, y para tutelar los derechos 
reconocidos por el presente Estatuto.

2. El Tribunal Superior de Justicia de Canarias es la última instancia jurisdiccional de 
todos los procesos judiciales seguidos ante los órganos judiciales competentes de Canarias, 
así como de todos los recursos que se tramiten en su ámbito territorial, sea cual fuere el 
derecho invocado como aplicable, de acuerdo con la Ley Orgánica del Poder Judicial y sin 
perjuicio de la competencia reservada al Tribunal Supremo. La Ley Orgánica del Poder 
Judicial y la legislación procesal del Estado determinarán el alcance y contenido de los 
indicados recursos.

3. Corresponde en exclusiva al Tribunal Superior de Justicia de Canarias la unificación 
de la interpretación del Derecho propio de Canarias.
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4. Corresponde al Tribunal Superior de Justicia de Canarias la resolución de los recursos 
extraordinarios de revisión que autorice la ley contra las resoluciones firmes dictadas por los 
órganos judiciales de Canarias.

5. El Tribunal Superior de Justicia de Canarias tendrá su sede en la ciudad de Las 
Palmas de Gran Canaria, estableciéndose en Santa Cruz de Tenerife las salas necesarias 
para el adecuado funcionamiento del mismo.

Artículo 79.  El Presidente del Tribunal Superior de Justicia.
1. El presidente del Tribunal Superior de Justicia de Canarias es el representante del 

Poder Judicial en Canarias. Es nombrado por el Rey, a propuesta del Consejo General del 
Poder Judicial en los términos que establezca la Ley Orgánica del Poder Judicial. El 
presidente del Gobierno de Canarias ordenará la publicación de dicho nombramiento en el 
«Boletín Oficial de Canarias».

2. Los presidentes de Sala del Tribunal Superior de Justicia de Canarias serán 
nombrados a propuesta del Consejo General del Poder Judicial en los términos que 
determine la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Artículo 80.  Competencias del Tribunal Superior de Justicia.
En todo caso, corresponde al Tribunal Superior de Justicia de Canarias:
1. Conocer de los recursos relacionados con los procesos electorales de la Comunidad 

Autónoma con arreglo a las leyes.
2. Resolver las cuestiones de competencia entre órganos judiciales de Canarias, en 

todos los casos que no exista un superior común.

Artículo 81.  El Fiscal Superior de Canarias.
1. El Fiscal Superior de Canarias es el fiscal jefe del Tribunal Superior de Justicia, 

representa al Ministerio Fiscal en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Canarias, y será 
designado en los términos que establezca su Estatuto Orgánico.

2. El Presidente del Gobierno de Canarias ordena la publicación del nombramiento del 
fiscal superior de Canarias en el «Boletín Oficial de Canarias».

3. El Fiscal Superior de Canarias debe enviar la memoria anual de la Fiscalía del 
Tribunal Superior de Justicia de Canarias al Gobierno, al Consejo de Justicia de Canarias y 
al Parlamento, y debe presentarla ante este dentro de los seis meses siguientes al día en 
que se hace pública.

4. Las funciones del Fiscal de Canarias son las que establece el Estatuto Orgánico del 
Ministerio Fiscal.

CAPÍTULO II
Del Consejo de Justicia de Canarias

Artículo 82.  Naturaleza del Consejo.
El Consejo de Justicia de Canarias colabora con la Administración de Justicia en 

Canarias, de acuerdo con lo previsto en la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Artículo 83.  Composición y atribuciones.
1. El Consejo de Justicia de Canarias está integrado por los miembros previstos por la 

Ley Orgánica del Poder Judicial. El Parlamento de Canarias designa a los miembros del 
consejo que determine dicha ley.

2. Las funciones del Consejo de Justicia de Canarias son las que se atribuyen por la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, las previstas en el presente Estatuto, las leyes del Parlamento 
de Canarias y las que, en su caso, les delegue el Consejo General del Poder Judicial.

3. Las atribuciones del Consejo de Justicia de Canarias respecto a los órganos judiciales 
situados en su territorio son, conforme a lo previsto en la Ley Orgánica del Poder Judicial, las 
siguientes:
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a) Ser oídos en la planificación de la inspección de los tribunales y juzgados de 
Canarias.

b) Informar cuando sea requerido sobre los recursos de alzada interpuestos contra los 
acuerdos de los órganos de Gobierno de los tribunales y juzgados de Canarias.

c) Aplicar los reglamentos del Consejo General del Poder Judicial.
d) Informar sobre las propuestas de revisión, delimitación y modificación de las 

demarcaciones territoriales de los órganos judiciales y sobre las propuestas de creación de 
secciones y juzgados.

e) Presentar una memoria anual al Parlamento sobre el estado y el funcionamiento de la 
Administración de Justicia en Canarias.

f) Todas las funciones que le atribuyan la Ley Orgánica del Poder Judicial y las leyes del 
Parlamento de Canarias, y las que le delegue el Consejo General del Poder Judicial.

4. El Consejo de Justicia de Canarias, a través de su presidente, comunicará al Consejo 
General del Poder Judicial las resoluciones que dicte y las iniciativas que emprenda, 
debiendo facilitar la información que le sea solicitada.

Artículo 84.  Control de los actos del Consejo de Justicia.
Los actos del Consejo de Justicia de Canarias que no sean impugnables en alzada ante 

el Consejo General del Poder Judicial pueden impugnarse jurisdiccionalmente en los 
términos establecidos en las leyes.

CAPÍTULO III
Competencias de la Comunidad Autónoma de Canarias sobre la 

Administración de Justicia

Artículo 85.  Atribuciones.
En relación con la Administración de Justicia, exceptuada la jurisdicción militar, y en los 

términos que establezca la Ley Orgánica del Poder Judicial, corresponde a la Comunidad 
Autónoma de Canarias:

1. Ejercer todas las facultades que la Ley Orgánica del Poder Judicial reconoce o 
atribuye al Gobierno del Estado.

2. Informar sobre la delimitación de las demarcaciones territoriales de los órganos 
judiciales de Canarias, así como su capitalidad en los términos que fije la legislación estatal. 
A tal efecto, se tendrán en cuenta, entre otros criterios, las peculiares características 
geográficas de Canarias derivadas de la insularidad, así como la densidad poblacional y la 
cercanía a los municipios de especial actividad turística.

3. La Comunidad Autónoma de Canarias, cuando corresponda y tomando en 
consideración el especial coste de la insularidad y los principios de una justicia sin dilaciones 
indebidas y próxima a la ciudadanía, asignará los medios personales, materiales y demás 
recursos a los juzgados y tribunales de Canarias.

4. Los poderes públicos, en el ámbito de sus competencias y en coordinación con la 
Comunidad Autónoma de Canarias, tendrán en cuenta el coste de la insularidad en la 
organización y funcionamiento de los juzgados y tribunales en Canarias.

Artículo 86.  Oposiciones y concursos.
El Gobierno de Canarias propone al Gobierno del Estado o al Consejo General del Poder 

Judicial, según corresponda, la convocatoria de oposiciones y concursos para cubrir las 
plazas vacantes de magistrados, jueces y fiscales en Canarias.

Artículo 87.  Personal no judicial.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la regulación del régimen del 

personal no judicial al servicio de la Administración de Justicia, respetando el estatuto 
jurídico de ese personal establecido por la Ley Orgánica del Poder Judicial. En dichos 
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términos, esta competencia de la Comunidad Autónoma de Canarias incluye la regulación 
de:

a) La formación inicial y la formación continuada.
b) El régimen de retribuciones complementarias variables.
c) La jornada laboral y el horario de trabajo.
d) La ordenación de la actividad profesional.
e) El registro de personal.
2. En los mismos términos, corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la 

competencia ejecutiva y de gestión en materia de personal no judicial al servicio de la 
Administración de Justicia. Esta competencia incluye:

a) Elaborar y aprobar las relaciones iniciales de puestos de trabajo.
b) Proponer la Oferta Pública de Empleo de su ámbito competencial.
c) Impartir la formación inicial y continuada.
d) Convocar y resolver los procedimientos de provisión de puestos de trabajo de su 

ámbito.
e) Gestionar el Registro de Personal, coordinado con el estatal.
f) Efectuar la gestión de este personal en aplicación de su régimen estatutario y 

retributivo.
g) Ejercer la potestad disciplinaria e imponer las sanciones que proceda, salvo la 

separación del servicio.
h) Ejercer todas las demás funciones que sean necesarias para garantizar una gestión 

eficaz y eficiente de los recursos humanos al servicio de la Administración de Justicia.
3. La Comunidad Autónoma de Canarias dispone de competencia sobre el personal 

laboral al servicio de la Administración de Justicia, sin perjuicio de la competencia del Estado 
respecto a la Administración de Justicia y de la legislación laboral.

Artículo 88.  Medios materiales.
Corresponden a la Comunidad Autónoma de Canarias los medios materiales de la 

Administración de Justicia en Canarias. Esta competencia incluye, en todo caso:
a) La construcción y la reforma de los edificios judiciales y de la fiscalía.
b) La provisión de bienes muebles y servicios para las dependencias judiciales y fiscales.
c) La configuración, la implantación y el mantenimiento de sistemas informáticos y de 

comunicación, sin perjuicio de las competencias de coordinación y homologación que 
corresponden al Estado para garantizar la compatibilidad del sistema.

d) La gestión y la custodia de los archivos, de las piezas de convicción y de los efectos 
intervenidos, de acuerdo con las leyes.

e) La participación en la gestión de las cuentas de depósitos y consignaciones judiciales 
y de sus rendimientos, teniendo en cuenta el volumen de la actividad judicial desarrollada en 
la Comunidad Autónoma y el coste efectivo de los servicios.

f) La gestión, la liquidación y la recaudación de las tasas judiciales que establezca la 
Comunidad Autónoma de Canarias, en el ámbito de sus competencias sobre Administración 
de Justicia.

Artículo 89.  Oficina judicial.
Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias, de acuerdo con la Ley Orgánica 

del Poder Judicial, determinar la creación, el diseño, la organización, la dotación y la gestión 
de las oficinas judiciales y de los órganos y servicios de apoyo a los órganos judiciales, 
incluyendo la regulación de las instituciones, los institutos y los servicios de medicina forense 
y de toxicología.

Artículo 90.  Justicia gratuita.
Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia para ordenar los 

servicios de justicia gratuita y de orientación jurídica gratuita.
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Artículo 91.  Demarcación y planta judiciales.
1. El Gobierno de la Comunidad Autónoma de Canarias, al menos cada cinco años, 

previo informe del Consejo de Justicia de Canarias, podrá proponer al Gobierno del Estado 
la determinación y la revisión de la demarcación y la planta judiciales en Canarias. Esta 
propuesta, que es preceptiva, deberá acompañar al proyecto de ley que el Gobierno envíe a 
las Cortes Generales. Igualmente, informará sobre la delimitación de las demarcaciones 
territoriales de los órganos judiciales, así como de su capitalidad, en los términos 
establecidos en la legislación del Estado.

2. Las modificaciones de la planta judicial que no comporten reforma legislativa podrán 
corresponder al Gobierno de la Comunidad Autónoma de Canarias. Asimismo, la Comunidad 
Autónoma de Canarias podrá crear secciones y juzgados por delegación del Gobierno del 
Estado, en los términos previstos por la Ley Orgánica del Poder Judicial.

3. La capitalidad de las demarcaciones judiciales se fija mediante ley del Parlamento de 
Canarias.

Artículo 92.  Justicia de paz y de proximidad.
1. La Comunidad Autónoma de Canarias tiene competencia sobre la justicia de paz en 

los términos que establezca la Ley Orgánica del Poder Judicial. La Comunidad Autónoma de 
Canarias también se hace cargo de sus indemnizaciones y es la competente para la 
provisión de los medios necesarios para el ejercicio de sus funciones. Le corresponde 
también la creación de las secretarías y su provisión.

2. La Comunidad Autónoma de Canarias, en las poblaciones que se determine y de 
acuerdo con lo establecido por la Ley Orgánica del Poder Judicial, podrá instar el 
establecimiento de un sistema de justicia de proximidad que tenga por objetivo resolver 
conflictos menores con celeridad y eficacia.

Artículo 93.  Solución extrajudicial de conflictos.
La Comunidad Autónoma de Canarias impulsará los instrumentos y procedimientos de 

mediación, arbitraje y conciliación en la resolución de conflictos en las materias de su 
competencia.

TÍTULO V
De las competencias

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 94.  Clases de competencias.
1. La Comunidad Autónoma de Canarias ejercerá las competencias exclusivas, las 

competencias de desarrollo legislativo y de ejecución y las competencias ejecutivas previstas 
en el presente título, respetando lo dispuesto en la Constitución española y en el presente 
Estatuto de Autonomía.

2. En el ámbito de las competencias que se le atribuyen en el presente Estatuto, le 
corresponden a la Comunidad Autónoma de Canarias las potestades, facultades y funciones 
expresamente contempladas en el mismo, así como todas aquellas que, por su naturaleza, 
resulten inherentes para su pleno ejercicio.

Artículo 95.  Competencias exclusivas.
1. En el ámbito de sus competencias exclusivas, la Comunidad Autónoma de Canarias 

ejerce, de forma íntegra, la potestad legislativa, la potestad reglamentaria y la función 
ejecutiva, sin perjuicio de la concurrencia de otros títulos competenciales del Estado.
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2. En el ejercicio de estas competencias exclusivas, la Comunidad Autónoma de 
Canarias puede desarrollar políticas propias en las materias afectadas, de acuerdo con los 
principios y derechos previstos en el presente Estatuto.

Artículo 96.  Competencias de desarrollo legislativo y de ejecución.
1. En las competencias de desarrollo legislativo y de ejecución, corresponde a la 

Comunidad Autónoma de Canarias la potestad legislativa, la potestad reglamentaria y la 
función ejecutiva, en el marco de las bases que fije el Estado.

2. En el ejercicio de estas competencias, la Comunidad Autónoma de Canarias puede 
establecer políticas propias, de acuerdo con los principios y derechos previstos en el 
presente Estatuto.

Artículo 97.  Competencias ejecutivas.
En el ámbito de sus competencias ejecutivas, corresponde a la Comunidad Autónoma de 

Canarias:
a) La función ejecutiva, que incluye, en todo caso, la potestad de organización de su 

propia administración, así como las potestades de inspección y de sanción y, en general, 
todas aquellas funciones y actividades que el ordenamiento atribuye a la Administración 
Pública.

b) La potestad reglamentaria, que comprende la aprobación de reglamentos internos de 
organización de los servicios.

Artículo 98.  Principio de prevalencia.
El derecho propio de Canarias en materia de competencia exclusiva de la Comunidad 

Autónoma es aplicable en su territorio con preferencia a cualquier otro.

Artículo 99.  Principio de territorialidad.
El ejercicio de las competencias autonómicas desplegará su eficacia en el territorio de 

Canarias, sin perjuicio, en su caso, de los eventuales efectos que por razón de la 
competencia ejercida pueda tener fuera de su territorio.

Artículo 100.  Atribución de materias de competencia estatal.
1. La Comunidad Autónoma de Canarias ejercerá las competencias no contempladas 

expresamente en este Estatuto en las materias que le sean transferidas o delegadas por el 
Estado.

2. La Comunidad Autónoma de Canarias podrá ejercer actividades de inspección y 
sanción respecto a materias de competencia estatal, en los términos que se establezca 
mediante convenio o acuerdo con el Estado.

Artículo 101.  Modulación de la normativa estatal por razón de la condición ultraperiférica de 
Canarias.

La normativa que dicte el Estado en el ejercicio de sus competencias, sean exclusivas o 
compartidas, tendrá en cuenta las singularidades derivadas del carácter ultraperiférico de 
Canarias reconocidas por la Unión Europea.

Artículo 102.  Fomento.
1. En las materias de su competencia, corresponde a la Comunidad Autónoma el 

ejercicio de la actividad de fomento, a cuyos efectos podrá otorgar subvenciones con cargo a 
fondos propios, regulando o, en su caso, desarrollando los objetivos y requisitos de 
otorgamiento y gestionando su tramitación y concesión.

2. En el caso de las competencias exclusivas, la Comunidad Autónoma especificará los 
objetivos a los que se destinen las subvenciones territorializables de la Administración 
central y las de la Unión Europea, así como la regulación de las condiciones de otorgamiento 
y la gestión de su tramitación y concesión. En las competencias compartidas, la Comunidad 
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Autónoma precisará los objetivos de las subvenciones territorializables de la Administración 
central y de la Unión Europea, completando las condiciones de otorgamiento, y asumiendo 
toda la gestión incluyendo la tramitación y la concesión. En las competencias ejecutivas, 
corresponderá a la Comunidad Autónoma la gestión de las subvenciones territorializables, 
que incluye su tramitación y concesión.

3. La Comunidad Autónoma participa, en los términos que fije el Estado, en la 
determinación del carácter no territorializable de las subvenciones estatales y comunitarias y 
en su gestión y tramitación.

CAPÍTULO II
Materias institucionales y administrativas

Artículo 103.  Organización territorial.
En el marco de la legislación básica estatal, corresponde a la Comunidad Autónoma de 

Canarias la competencia sobre la determinación, creación, modificación y supresión de las 
entidades locales que configuran la organización territorial de Canarias, así como el 
desarrollo de las previsiones del título III del presente Estatuto, respetando la garantía 
institucional establecida en los artículos 140 y 141 de la Constitución.

Artículo 104.  Organización de la Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias.
Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva para 

establecer la organización y el régimen de funcionamiento de su Administración, sin perjuicio 
de lo dispuesto en el artículo 149.1.18 de la Constitución. Esta competencia incluye, en todo 
caso, la facultad para crear, modificar y suprimir los órganos, unidades administrativas y las 
entidades que la configuran o que dependen de ella.

Artículo 105.  Régimen territorial.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia de desarrollo 

legislativo y de ejecución en materia de régimen local, que incluye, en todo caso:
a) La denominación oficial, la capitalidad, los símbolos y los topónimos de las entidades 

locales.
b) La regulación de la organización, el régimen jurídico y el funcionamiento de los 

cabildos insulares, en los términos del título III del presente Estatuto.
c) La determinación de los órganos de gobierno de los entes locales creados por la 

Comunidad Autónoma y el funcionamiento y régimen de adopción de acuerdos de estos 
órganos.

d) El régimen de los órganos complementarios de los entes locales.
e) La fijación de las competencias y de las potestades propias de los entes locales de 

conformidad con lo previsto en el presente Estatuto.
f) El régimen de los bienes de dominio público, comunales y patrimoniales y las 

modalidades de prestación de los servicios públicos.
g) La regulación del régimen electoral de los entes locales creados por la Comunidad 

Autónoma de Canarias.
2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia de desarrollo 

legislativo y de ejecución para regular los principios que rigen las relaciones entre las 
instituciones autonómicas, insulares y locales, atendiendo siempre a la cohesión territorial 
del Archipiélago, así como las técnicas de organización y de relación para la cooperación y 
la colaboración entre ellas, incluyendo las distintas formas asociativas, de mancomunación, 
convencionales y consorciales.

3. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia de desarrollo 
legislativo y de ejecución en materia de hacienda pública y tutela financiera de las islas, 
municipios y los entes locales que se puedan crear, con respeto a su autonomía.
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Artículo 106.  Régimen jurídico, procedimiento, contratación, expropiación y responsabilidad 
de las administraciones públicas canarias.

1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia en materia de 
régimen jurídico y procedimiento de las administraciones públicas canarias, sin perjuicio de 
lo dispuesto en el artículo 149.1.18.ª de la Constitución. Esta competencia incluye, en todo 
caso:

a) El establecimiento de los medios necesarios para ejercer las funciones 
administrativas, incluyendo la regulación del régimen de los bienes de dominio público y los 
patrimoniales de su titularidad.

b) Las potestades de control, inspección y sanción en todos los ámbitos materiales de 
competencia de la Comunidad Autónoma de Canarias.

c) La aprobación de las normas de procedimiento administrativo que deriven de las 
particularidades del derecho sustantivo de Canarias o de las especialidades de la 
organización de la Administración Pública canaria.

d) El establecimiento del régimen de precedencias y protocolo de sus propias 
autoridades y órganos.

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias con respeto a lo dispuesto en el 
artículo 149.1.18.ª de la Constitución el ejercicio de sus competencias en materia de:

a) Procedimiento administrativo común.
b) Expropiación forzosa.
c) Contratos y concesiones administrativas.
d) Responsabilidad administrativa.
3. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias el desarrollo legislativo de la 

legislación básica del Estado en materia de contratación, en relación con la inclusión de 
cláusulas de carácter social y medioambiental, estableciendo unas previsiones mínimas que 
los órganos de contratación del sector público canario deben incorporar obligatoriamente.

Artículo 107.  Función pública y personal al servicio de las administraciones públicas de 
Canarias.

Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia de desarrollo 
legislativo y de ejecución en materia de función pública y personal al servicio de las 
administraciones públicas canarias, con el objetivo de garantizar la plenitud de los principios 
de mérito y capacidad en el ingreso y la provisión de plazas y empleos. Esta competencia 
incluye, en todo caso:

a) El régimen estatutario del personal funcionario de la Comunidad Autónoma y de su 
Administración local.

b) La regulación de las especialidades del personal laboral derivadas de la organización 
administrativa y la formación del mismo.

c) La planificación, la organización general, la formación, la promoción profesional y la 
acción social en todos los sectores materiales de prestación de los servicios públicos de la 
Comunidad Autónoma.

Artículo 108.  Participación ciudadana.
Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva para 

regular:
a) El régimen jurídico, las modalidades, el procedimiento, la realización y la convocatoria 

por ella misma o por los entes locales, en el ámbito de sus competencias, de encuestas, 
audiencias públicas, foros de participación y cualquier otro instrumento análogo de consulta 
popular, con la excepción del referéndum.

b) Los procedimientos de relación entre las entidades locales y la población, respetando 
la autonomía local.

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DE LAS ISLAS CANARIAS

§ 2  Ley Orgánica de reforma del Estatuto de Autonomía de Canarias

– 31 –



Artículo 109.  Corporaciones de Derecho público.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en 

materia de colegios profesionales, cámaras oficiales, academias para el fomento y difusión 
de las artes, las ciencias y las letras, consejos reguladores, cofradías de pescadores y 
demás corporaciones de Derecho público que radiquen en Canarias, respetando lo 
dispuesto en los artículos 36, 52, 139 y 149.1. 18.ª de la Constitución. Esta competencia 
incluye, en todo caso:

a) La regulación de su constitución, agrupación y extinción, organización y 
funcionamiento, atribuciones, régimen económico, financiero y presupuestario, derechos y 
deberes, régimen electoral y régimen disciplinario.

b) El control administrativo, abarcando las funciones de promoción del comercio exterior 
que puedan realizar las cámaras oficiales.

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia de desarrollo 
legislativo y de ejecución para la definición de las corporaciones de Derecho público 
previstas en el apartado anterior y la determinación de los requisitos para su creación, así 
como para obtener la condición de miembro de las mismas.

Artículo 110.  Asociaciones y fundaciones.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en 

materia de asociaciones que desarrollen, mayoritariamente, sus funciones en el territorio de 
Canarias, respetando lo dispuesto en los artículos 149.1.1.ª y 149.1.8.ª de la Constitución 
española. Esta competencia incluye, en todo caso:

a) La regulación de la constitución, régimen de responsabilidad, extinción y disolución, 
organización y funcionamiento interno, así como derechos y deberes de los asociados.

b) La determinación y el régimen de aplicación de los beneficios fiscales de las 
asociaciones, en el ámbito de la capacidad normativa tributaria asumida por la Comunidad 
Autónoma de Canarias.

c) La declaración de utilidad pública de las asociaciones, así como el contenido y los 
requisitos para su obtención.

d) La regulación y la gestión del Registro de Asociaciones de Canarias.
2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva sobre 

el régimen jurídico de las fundaciones que desarrollen, mayoritariamente, sus funciones en el 
territorio de Canarias, en el marco de la legislación procesal, civil y tributaria del Estado. Esta 
competencia incluye, en todo caso:

a) La regulación de las modalidades, su denominación, los fines y los beneficiarios de la 
finalidad fundacional, la capacidad para fundar, los requisitos de constitución, modificación, 
extinción y liquidación, los estatutos, la dotación y el régimen de la fundación en proceso de 
formación, el patronato y el protectorado, así como el patrimonio y el régimen económico y 
financiero.

b) La determinación y el régimen de aplicación de los beneficios fiscales de las 
fundaciones, en el ámbito de la capacidad normativa tributaria asumida por la Comunidad 
Autónoma de Canarias.

c) La regulación y gestión del Registro de Fundaciones de Canarias.
3. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva para 

fijar los criterios, regular las condiciones y la ejecución, el control, la inspección y sanción de 
los beneficios fiscales y las ayudas públicas reconocidas por la legislación canaria a las 
asociaciones y fundaciones que radiquen en su territorio.

Artículo 111.  Notariado y registros públicos.
Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia ejecutiva sobre:
1. El nombramiento de notarios y registradores y el establecimiento de demarcaciones 

notariales y registrales, así como la participación, mediante informe preceptivo, en la fijación 
de los criterios generales por parte del Estado para dicho establecimiento.
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2. Registro Civil.
3. Archivo de protocolos notariales y libros de registradores de la propiedad, mercantiles 

y civiles.

Artículo 112.  Relaciones con entidades religiosas.
1. La Comunidad Autónoma de Canarias podrá establecer mecanismos de colaboración 

y cooperación con las entidades religiosas legalmente reconocidas, que lleven a cabo su 
actividad en el ámbito territorial de Canarias, en el marco establecido por la legislación 
estatal.

2. La Comunidad Autónoma de Canarias podrá participar en la gestión del Registro 
Estatal de Entidades Religiosas, con relación a las iglesias, las confesiones y las 
comunidades religiosas que lleven a cabo su actividad en el territorio de Canarias, en los 
términos que determinen las leyes.

Artículo 113.  Protección de datos.
Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia sobre protección de 

datos de carácter personal en aquellas materias en las que ostenta un título competencial, 
respetando la reserva de ley orgánica y el artículo 149.1.1.ª de la Constitución.

CAPÍTULO III
Económico-financieras

Artículo 114.  Planificación, ordenación y promoción de la actividad económica.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en 

materia de planificación y promoción de la actividad económica en Canarias, sin perjuicio de 
lo establecido en los artículos 149.1.11.ª y 13.ª de la Constitución.

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias las competencias de desarrollo 
legislativo y de ejecución en materia de ordenación de la actividad económica en Canarias.

3. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias el desarrollo y la gestión de la 
planificación general de la actividad económica. Esta competencia incluye, en todo caso:

a) El desarrollo de los planes estatales.
b) La participación en la planificación estatal a través de los mecanismos previstos en el 

presente Estatuto.
c) La gestión de los planes, incluyendo los fondos y los recursos de origen estatal 

destinados al fomento de la actividad económica en los términos que se establezcan 
mediante convenio.

Artículo 115.  Atribución a la Comunidad Autónoma de Canarias de competencias 
normativas en el Impuesto General Indirecto Canario y en el Arbitrio sobre Importaciones y 
Entregas de Mercancías en las Islas Canarias.

La Comunidad Autónoma de Canarias dispondrá de competencias normativas en el 
Impuesto General Indirecto Canario y en el Arbitrio sobre Importaciones y Entregas de 
Mercancías en las Islas Canarias con el alcance y condiciones establecidas en la legislación 
aplicable y su normativa de desarrollo.

Artículo 116.  Cajas de ahorro y entidades cooperativas de créditos.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias, en materia de cajas de ahorro y 

entidades cooperativas de crédito con domicilio en Canarias, la competencia exclusiva sobre 
la regulación de su organización, respetando lo establecido por el Estado en el ejercicio de 
las competencias que le atribuyen los artículos 149.1.11.ª y 149.1.13.ª de la Constitución. 
Esta competencia incluye, en todo caso:

a) La determinación de sus órganos rectores y de la forma en que los distintos intereses 
sociales deben estar representados.
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b) El estatuto jurídico de los miembros de los órganos rectores y de los demás cargos de 
las cajas de ahorro.

c) El régimen jurídico de la creación, la fusión, la liquidación y el registro.
d) El ejercicio de las potestades administrativas con relación a las fundaciones que 

creen.
e) La regulación de las agrupaciones de cajas de ahorro y entidades cooperativas de 

crédito con sede social en Canarias.
2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias, en materia de cajas de ahorro y 

entidades cooperativas de crédito con domicilio en Canarias, la competencia de desarrollo 
legislativo y ejecución sobre la actividad financiera, de acuerdo con lo que establezcan las 
bases estatales, que incluye en todo caso la regulación de la distribución de los excedentes 
y de la obra social. Asimismo, la Comunidad Autónoma de Canarias efectuará el seguimiento 
del proceso de emisión y distribución de cuotas participativas, exceptuando los aspectos 
relativos al régimen de ofertas públicas de venta o suscripción de valores y admisión a 
negociación, a la estabilidad financiera y a la solvencia.

3. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias, en materia de cajas de ahorro y 
entidades cooperativas de crédito con domicilio en el Archipiélago, la competencia de 
desarrollo legislativo y ejecución sobre disciplina, inspección y sanción de las cajas. Esta 
competencia incluye, en todo caso, el establecimiento de infracciones y sanciones 
adicionales en materias de su competencia.

4. La Comunidad Autónoma de Canarias, de acuerdo con lo establecido en la legislación 
estatal, colabora en las actividades de inspección y sanción que el Gobierno del Estado y el 
Banco de España ejercen sobre las cajas de ahorro y entidades cooperativas de crédito con 
domicilio en el Archipiélago.

Artículo 117.  Crédito, banca, seguros y mutualidades no integradas en el sistema de 
Seguridad Social.

1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia de desarrollo 
legislativo y de ejecución en materia de ordenación del crédito, banca, seguros, 
mutualidades y gestoras de planes de pensiones no integradas en la Seguridad Social.

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva sobre 
la estructura, la organización y el funcionamiento de las mutualidades de previsión social no 
integradas en el sistema de Seguridad Social.

3. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia de desarrollo 
legislativo y ejecución sobre la estructura, la organización, el funcionamiento y la actividad de 
las entidades de crédito distintas de las cajas de ahorro y entidades cooperativas de crédito, 
de las entidades gestoras de planes y fondos de pensiones, de los operadores y entidades 
que actúan en el mercado asegurador a los que no hace referencia el apartado 2, de 
acuerdo con las bases estatales.

En el ejercicio de esta competencia, la Administración autonómica podrá ejercer las 
potestades de inspección y sanción.

Artículo 118.  Cooperativas y economía social.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias, conforme con la legislación 

mercantil, la competencia exclusiva en materia de cooperativas y de entidades de economía 
social.

2. La regulación y el fomento del cooperativismo incluyen la regulación del 
asociacionismo cooperativo; la enseñanza y la formación cooperativas; y la fijación de los 
criterios, la regulación de las condiciones, la ejecución y el control de las ayudas públicas al 
mundo cooperativo.

3. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva sobre 
el fomento y la ordenación del sector de la economía social, respetando lo dispuesto en el 
artículo 149.1.13.ª de la Constitución española.
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Artículo 119.  Mercados de valores y centros de contratación.
Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia compartida en 

materia de mercados de valores y centros de contratación situados en Canarias, de acuerdo 
con la legislación mercantil. Esta competencia incluye, en todo caso:

a) La creación, la denominación, la autorización y la supervisión de los mercados de 
valores y de los sistemas organizados de negociación.

b) La regulación y las medidas administrativas de ejecución sobre organización, 
funcionamiento, disciplina y régimen sancionador de las sociedades rectoras de mercados 
de valores.

c) El control de la emisión, la admisión, la suspensión, la exclusión y el establecimiento 
de requisitos adicionales de admisión de los valores que se negocian exclusivamente en 
estos mercados, así como la inspección y el control.

d) La acreditación de las personas y de las entidades para ser miembros de estos 
mercados.

Artículo 120.  Promoción y defensa de la competencia.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en 

materia de promoción de la competencia en los mercados respecto de las actividades 
económicas que se ejercen principalmente en Canarias.

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia ejecutiva en 
materia de defensa de la competencia en el ejercicio de las actividades económicas que 
alteren o puedan alterar la libre competencia del mercado en un ámbito que no supere el 
territorio del Archipiélago. Esta competencia incluye, en todo caso:

a) La ejecución de medidas relativas a los procesos económicos que afecten a la 
competencia.

b) La inspección y ejecución del procedimiento sancionador.
c) La defensa de la competencia en el ejercicio de la actividad comercial.
3. Para garantizar los aspectos previstos en los apartados anteriores, se creará un 

órgano especializado de defensa de la competencia con jurisdicción en todo el Archipiélago, 
cuya actividad se coordinará con los previstos en el ámbito estatal y comunitario europeo.

Artículo 121.  Consumo.
Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en 

materia de consumo, que incluye, en todo caso, la defensa, de conformidad con la 
legislación mercantil, procesal y civil, de los derechos de los consumidores y usuarios, el 
establecimiento y la aplicación de los procedimientos administrativos de queja y reclamación, 
el sistema de mediación, la regulación de la formación, información y divulgación en materia 
de consumo responsable y hábitos saludables, así como el de las asociaciones que puedan 
crearse en este ámbito.

Artículo 122.  Estadística.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva sobre 

estadística para sus propios fines, la planificación estadística, la creación, la gestión y la 
organización de un sistema estadístico propio que incluirá el análisis masivo de datos y la 
revisión continua de los indicadores sociales y económicos.

2. La Comunidad Autónoma de Canarias participará y colaborará con el Estado y las 
demás comunidades autónomas en la elaboración de estadísticas de alcance 
supraautonómico.

Artículo 123.  Publicidad.
Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en 

materia de publicidad, sin perjuicio de la legislación del Estado.
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CAPÍTULO IV
Actividades industriales, comerciales y turísticas

Artículo 124.  Industria, artesanía, control metrológico y contraste de metales.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en 

materia de industria, salvo lo establecido en el apartado 2 y sin perjuicio de las que 
corresponden al Estado. Esta competencia incluye, en todo caso:

a) La ordenación de los sectores y de los procesos industriales en Canarias.
b) La seguridad de las actividades, de las instalaciones, de los equipos, de los procesos 

y de los productos industriales.
c) La regulación de las actividades industriales que puedan producir impacto en la 

seguridad o salud de las personas.
2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia de desarrollo 

legislativo y ejecución sobre la planificación industrial, en el marco de la planificación general 
de la economía.

3. La Comunidad Autónoma de Canarias asume competencias de desarrollo normativo y 
ejecución en materia de régimen de las nuevas tecnologías relacionadas con la sociedad de 
la información y del conocimiento, en el marco de la legislación del Estado.

4. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en 
materia de artesanía. Dicha competencia incluye, en todo caso:

a) La regulación, la planificación, el fomento, la promoción, el desarrollo, la investigación 
e innovación, la inspección y la sanción de la actividad artesana.

b) La recuperación, la defensa, la conservación y la difusión de las manifestaciones 
artesanales propias de la Comunidad Autónoma de Canarias, garantizando la pervivencia de 
aquellas que estén en peligro de desaparición.

c) El establecimiento de medidas fiscales de incentivación de las actividades artesanales 
en las que la Comunidad Autónoma de Canarias tenga competencias normativas.

5. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia ejecutiva en 
materia de control metrológico y contraste de metales.

Artículo 125.  Propiedad intelectual e industrial.
Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia ejecutiva en 

materia de propiedad intelectual e industrial, que incluye, en todo caso, las funciones de 
inspección, vigilancia y control en la materia.

Artículo 126.  Comercio interior y ferias no internacionales.
Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en 

materia de comercio y ferias, que incluye la ordenación de la actividad comercial y de la 
actividad ferial no internacional. En todo caso, esta competencia comprende:

a) La determinación de las condiciones administrativas para ejercer la actividad 
comercial, la de los lugares y los establecimientos donde se lleve a cabo.

b) La regulación administrativa de todas las modalidades de venta, incluidas las ventas 
promocionales y la venta a pérdida, así como las formas y medios de prestación de la 
actividad comercial, incluido el comercio electrónico, sin perjuicio en este caso de lo previsto 
en la legislación del Estado.

c) La regulación de los calendarios y horarios comerciales, respetando en su ejercicio el 
principio constitucional de unidad de mercado.

d) La clasificación y la planificación territorial de los equipamientos comerciales y la 
regulación de los requisitos y del régimen de instalación, ampliación y cambio de actividad 
de los establecimientos.

e) El desarrollo y la ejecución de las normas y estándares de calidad relacionados con la 
actividad comercial.
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f) La adopción de medidas de policía administrativa con relación a la disciplina de 
mercado.

Artículo 127.  Comercio exterior y ferias internacionales.
1. En razón de su condición de región ultraperiférica, la Comunidad Autónoma de 

Canarias participará, a través de fórmulas de cooperación y colaboración con el Estado, en 
materia de comercio exterior con África y países de América con vinculaciones históricas con 
Canarias. Esta competencia comprende, en todo caso:

a) La facultad de desarrollar programas de formación comercial; fomentar la constitución 
de sociedades y consorcios de exportación; apoyar la asistencia a ferias en el exterior y 
viajes de promoción comercial; prestar servicios desde el territorio canario; prestar 
asesoramiento en los planes de promoción que favorezcan las relaciones comerciales; y 
otras iniciativas de naturaleza similar.

b) La potestad de formular propuestas en la elaboración de disposiciones que afecten a 
las relaciones comerciales de Canarias con estos países.

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia ejecutiva en 
materia de ferias internacionales celebradas en el Archipiélago, que incluye, en todo caso:

a) La promoción, la gestión y la coordinación.
b) La actividad inspectora, la evaluación y la rendición de cuentas.
c) El establecimiento de la reglamentación interna.
d) El nombramiento de un delegado o delegada en los órganos de dirección de cada 

feria.
3. La Comunidad Autónoma de Canarias colaborará con el Estado en el establecimiento 

del calendario de ferias internacionales.

Artículo 128.  Juego y espectáculos.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en 

materia de juego, de apuestas y casinos, incluidas las modalidades por medios informáticos 
y telemáticos, cuando la actividad se desarrolle exclusivamente en Canarias. En todo caso, 
esta competencia comprende:

a) La creación y la autorización de juegos y apuestas y su regulación, así como la 
regulación de las empresas dedicadas a la gestión, la explotación y la práctica de estas 
actividades o que tienen por objeto la comercialización y la distribución de los materiales 
relacionados con el juego en general.

b) La regulación y control de las características de fabricación y homologación de los 
materiales e instrumentos de juego.

c) La regulación y el control de los locales, las instalaciones y los equipamientos 
utilizados para llevar a cabo estas actividades.

d) La determinación, en el marco de sus competencias, del régimen fiscal sobre la 
actividad de juego de las empresas que la lleven a cabo.

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en 
materia de espectáculos y actividades recreativas, que incluye, en todo caso, la ordenación 
del sector, el régimen de intervención administrativa y el control de todo tipo de espectáculos 
en espacios y locales públicos.

Artículo 129.  Turismo.
Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en 

materia de turismo, que incluye, en todo caso:
a) La planificación del turismo, que comprende la fijación de los criterios y condiciones de 

crecimiento y desarrollo de la oferta turística, la programación de infraestructuras de interés 
general, así como la creación, ejecución y control de las ayudas públicas autonómicas 
dirigidas al sector turístico, prestando especial atención a la rehabilitación de las zonas 
turísticas.
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b) La ordenación del sector turístico, que abarca la regulación de las empresas, 
actividades y establecimientos turísticos, la regulación de los derechos y deberes específicos 
de los usuarios y de los prestadores de servicios turísticos, la implantación, coordinación y 
seguimiento del sistema de información turística y la regulación del régimen de inspección y 
sanción, así como de los medios alternativos de resolución de conflictos.

c) La protección del espacio y de los recursos turísticos.
d) La promoción interior y exterior del turismo, en particular, la información turística, la 

apertura de oficinas en el extranjero, la suscripción de acuerdos con entidades 
promocionales no españolas y la protección y fomento de la imagen turística de Canarias, 
sin perjuicio de las competencias del Estado en la materia.

e) La gestión de la red de establecimientos turísticos de titularidad autonómica. Para 
facilitar la coordinación entre estos y los establecimientos de la red de Paradores del Estado 
que se ubican en Canarias, el Gobierno de Canarias podrá participar, en los términos que 
establezca la legislación estatal, en los órganos de administración de Paradores de Turismo 
de España.

f) La enseñanza y la formación turísticas que no den derecho a la obtención de un título 
oficial, sin perjuicio de la competencia en materia de formación profesional.

CAPÍTULO V
Sector primario

Artículo 130.  Agricultura, ganadería, aprovechamientos forestales y desarrollo rural.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en 

materia de agricultura y ganadería, respetando lo establecido por el Estado en el ejercicio de 
las competencias que le atribuye el artículo 149.1.13.ª, 16.ª y 23.ª de la Constitución. Esta 
competencia incluye, en todo caso:

a) La regulación y el desarrollo de la agricultura, la ganadería y el sector agroalimentario.
b) La regulación y la ejecución de los procesos de producción, con especial atención a la 

calidad, la trazabilidad y las condiciones de los productos agrícolas y ganaderos, así como la 
lucha contra los fraudes en el ámbito de la producción, transformación, distribución y 
comercialización de los productos y elementos para uso alimentario, sin perjuicio de las 
competencias sobre denominaciones e indicaciones geográficas y de calidad previstas en el 
presente Estatuto.

c) La regulación y mejora de las explotaciones y estructuras agrícolas, ganaderas y 
agroforestales.

d) La regulación de la participación de las organizaciones agrarias y ganaderas en 
organismos públicos canarios.

e) La sanidad vegetal y animal cuando no tenga efectos sobre la salud humana, y la 
protección y el bienestar de los animales.

f) La ordenación, el desarrollo, el control y la certificación de las semillas y los planteles, 
especialmente todo aquello relacionado con los organismos genéticamente modificados.

g) La investigación, el desarrollo, la transferencia tecnológica agrícola, ganadera, forestal 
y agroalimentaria; la innovación de las industrias agroalimentarias y de las explotaciones 
agrarias; y la formación en estas materias.

h) Las ferias y los certámenes agrícolas, ganaderos, agroalimentarios y forestales.
i) El desarrollo integral y sostenible del medio rural.
j) La regulación y fomento de la producción y el uso de la biomasa.
k) Recuperación, conservación y promoción de los cultivos autóctonos de Canarias.
l) Promoción de la producción integrada y ecológica.
2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia de desarrollo 

legislativo y de ejecución sobre:
a) La planificación de la agricultura y la ganadería y el sector agroalimentario.
b) La regulación y el régimen de intervención administrativa y de usos de los montes, de 

los aprovechamientos y los servicios forestales y de las vías pecuarias de Canarias.
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Artículo 131.  Caza, pesca, actividades marítimas y ordenación del sector pesquero.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en 

materia de caza, que incluye, en todo caso, la planificación, la regulación, la vigilancia, así 
como la fijación del régimen de aprovechamiento de los recursos cinegéticos.

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias, en las aguas canarias definidas 
conforme establece el artículo 4 del presente Estatuto, de acuerdo con la legislación estatal, 
la competencia en materia:

a) La ordenación del sector pesquero y recreativo.
b) El fomento de las actividades de investigación, de desarrollo y de innovación y 

transferencia de tecnologías pesqueras, que favorezcan el aprovechamiento racional y 
sostenible, la conservación de los recursos marinos, así como la mejora de la calidad de vida 
del sector pesquero.

3. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia en materia de 
actividades en los espacios marítimos definidos en el artículo 4 de este Estatuto, que incluye, 
en todo caso:

a) La planificación, la ordenación y la gestión del marisqueo y la acuicultura, así como de 
las instalaciones destinadas a estas actividades.

b) La planificación, la ordenación, la gestión, la formación y las titulaciones en materia de 
actividades de recreo y ecoturismo, incluido el buceo profesional.

4. La Comunidad Autónoma de Canarias, sin perjuicio de las que puedan corresponder 
al Estado, tiene la competencia exclusiva en aguas interiores para delimitar y declarar zonas 
protegidas de interés pesquero, así como para establecer zonas de especial interés para el 
marisqueo, la acuicultura y actividades de recreo, deportivas y ecoturísticas.

5. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en 
materia de vigilancia, inspección y control de las actividades reguladas en los apartados 
anteriores.

6. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia de desarrollo 
legislativo y de ejecución sobre la ordenación del sector pesquero. Esta competencia incluye, 
sin perjuicio de las que puedan corresponder al Estado, el desarrollo y la adopción de 
medidas de ejecución acerca de las condiciones profesionales de los pescadores y otros 
sujetos relacionados con el sector, construcción de buques, medidas de seguridad, registros 
oficiales, cofradías de pescadores, lonjas de contratación y otras similares.

Artículo 132.  Denominaciones de origen e indicaciones geográficas y de calidad.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva sobre 

denominaciones de origen y otras menciones de calidad, respetando lo dispuesto en el 
artículo 149.1.13.a de la Constitución. Esta competencia incluye, en todo caso:

a) La regulación de su creación y funcionamiento.
b) El régimen de su titularidad, respetando la legislación de propiedad industrial.
c) El reconocimiento de las denominaciones de origen e indicaciones geográficas, de 

calidad y de producción ecológica.
d) La aprobación de sus normas reguladoras.
e) Las facultades administrativas de gestión y control sobre su actuación.
f) La adopción de las medidas necesarias para proteger las menciones de calidad 

reconocidas por la propia Comunidad Autónoma.
g) La promoción en el mercado interior de los productos agroalimentarios canarios de 

calidad diferenciada.
2. La Comunidad Autónoma de Canarias colaborará con las autoridades e instituciones 

nacionales e internacionales en la defensa y promoción de las menciones de calidad 
canarias.
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CAPÍTULO VI
Educación, investigación, cultura y deporte

Artículo 133.  Educación.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia de desarrollo 

legislativo y de ejecución, en materia de enseñanza no universitaria, con relación a las 
enseñanzas obligatorias y no obligatorias que conducen a la obtención de un título 
académico o profesional con validez en todo el Estado y a las enseñanzas de educación 
infantil, dejando a salvo lo dispuesto en los artículos 27 y 149.1.30.a de la Constitución. Dicha 
competencia incluye, en todo caso:

a) La determinación de los contenidos educativos del primer ciclo de la educación infantil 
y la regulación de los centros en los que se imparta dicho ciclo, así como la definición de sus 
plantillas de profesorado y las titulaciones y especializaciones del personal restante.

b) La creación, el desarrollo organizativo y el régimen de los centros públicos.
c) Los servicios educativos y las actividades extraescolares y complementarias con 

relación a los centros docentes públicos y a los privados sostenidos con fondos públicos o 
concertados.

d) La formación permanente y el perfeccionamiento del personal docente y de los demás 
profesionales de la educación, así como la aprobación de directrices de actuación en materia 
de recursos humanos.

e) La regulación de los órganos de participación y consulta de los sectores afectados en 
la programación de la enseñanza en su territorio.

f) El régimen de fomento del estudio, de becas y de ayudas con fondos propios.
g) La organización de las enseñanzas en régimen no presencial o semipresencial 

dirigidas al alumnado de edad superior a la de escolarización obligatoria.
h) La inspección, la evaluación y la garantía de la calidad del sistema educativo, así 

como la innovación, la investigación y la experimentación educativa.
2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias, en materia de enseñanza no 

universitaria, la competencia exclusiva sobre las enseñanzas postobligatorias que no 
conduzcan a la obtención de título o certificación académica o profesional con validez en 
todo el Estado, y sobre los centros docentes en que se impartan estas enseñanzas.

3. En lo no regulado en el apartado 1 anterior y en relación con las enseñanzas que en él 
se contemplan, corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia de 
desarrollo legislativo y de ejecución, que incluye, en todo caso:

a) La programación de la enseñanza, su definición, y la evaluación del sistema 
educativo.

b) La ordenación del sector de la enseñanza y de la actividad docente y educativa.
c) El establecimiento de los correspondientes planes de estudio, incluida la ordenación 

curricular.
d) El régimen de fomento del estudio, de becas y de ayudas estatales.
e) El establecimiento y la regulación de los criterios de acceso a la educación, de 

admisión y de escolarización del alumnado en los centros docentes.
f) El régimen de sostenimiento, con fondos públicos, de las enseñanzas del sistema 

educativo y de los centros que las imparten.
g) Los requisitos y condiciones de los centros docentes y educativos.
h) La organización de los centros públicos y privados sostenidos con fondos públicos o 

concertados.
i) El control de la gestión de los centros docentes públicos y de los privados sostenidos 

con fondos públicos o concertados.
j) El desarrollo de los derechos y deberes básicos del funcionario docente, así como la 

política de personal al servicio de la Administración educativa de Canarias.
4. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias, en materia de enseñanza no 

universitaria, la competencia ejecutiva sobre la expedición y homologación de los títulos 
académicos y profesionales estatales.
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5. La competencia de la Comunidad Autónoma de Canarias, comprende, de acuerdo con 
la legislación estatal, el establecimiento de los procedimientos y los organismos que 
permitan la evaluación de la calidad de la educación, así como la de la inversión de los 
poderes públicos, para alcanzar un sistema educativo de calidad.

Artículo 134.  Universidades.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias, respetando la autonomía 

universitaria, la competencia de desarrollo legislativo y de ejecución en materia de 
enseñanza universitaria, que incluye, en todo caso:

a) La regulación de los requisitos para la creación y el reconocimiento de universidades y 
centros universitarios y la adscripción de estos centros a las universidades.

b) El régimen jurídico de la organización y el funcionamiento de las universidades 
públicas, incluyendo los órganos de gobierno y representación.

c) La adscripción, readscripción y desadscripción, en su caso, de centros docentes 
públicos o privados para impartir títulos universitarios oficiales.

d) La creación, modificación y supresión de centros universitarios en universidades 
públicas o el reconocimiento en universidades privadas, así como la implantación y la 
supresión de enseñanzas.

e) La regulación del régimen de acceso a las universidades.
f) La regulación del régimen del profesorado docente e investigador contratado.
g) La evaluación y garantía de la calidad y de la excelencia de la enseñanza 

universitaria, así como del personal docente e investigador.
2. En el marco de lo establecido en el apartado anterior, la Comunidad Autónoma de 

Canarias podrá:
a) Programar y coordinar el sistema universitario canario.
b) Crear universidades públicas y autorizar las privadas.
c) Aprobar los estatutos de las universidades públicas y de las normas de organización y 

funcionamiento de las universidades privadas.
d) Coordinar los procedimientos de acceso a las universidades.
e) Regular el marco jurídico de los títulos propios de las universidades.
f) Financiar con fondos propios las universidades y gestionar, si procede, los fondos 

aprobados por el Estado.
g) Regular y gestionar el sistema propio de becas y ayudas a la formación universitaria y, 

en su caso, las becas y ayudas estatales.
h) Aprobar el régimen retributivo del personal docente e investigador contratado de las 

universidades y las retribuciones adicionales del personal docente funcionario.
3. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia ejecutiva de 

expedición de los títulos universitarios oficiales.

Artículo 135.  Investigación, desarrollo e innovación científica y tecnológica.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en 

materia de investigación, desarrollo e innovación científica y tecnológica con relación a sus 
propios centros y estructuras de investigación, que incluye, en todo caso:

a) La creación, organización, régimen de funcionamiento, seguimiento, control y 
acreditación de los mismos.

b) El establecimiento de líneas propias de investigación y el seguimiento, control y 
evaluación de los proyectos científicos o tecnológicos.

c) La regulación y gestión de las becas y demás ayudas convocadas y financiadas por la 
Comunidad Autónoma de Canarias.

d) La regulación y la formación profesional del personal investigador y de apoyo a la 
investigación.

e) La difusión de la ciencia y la transferencia de resultados.
f) El fomento de la investigación científica, el desarrollo y la investigación tecnológica.
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2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia de desarrollo 
legislativo y de ejecución en materia de coordinación de los centros y estructuras de 
investigación de las Administraciones Públicas canarias.

3. La Comunidad Autónoma de Canarias formulará, en colaboración con el Estado, las 
políticas de investigación, desarrollo e innovación científica y tecnológica, que sean de 
especial interés para Canarias.

Artículo 136.  Cultura.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en 

materia de cultura, que comprende las actividades artísticas y culturales que se lleven a 
cabo en Canarias. Dicha competencia incluye, en todo caso:

a) El fomento de la cultura que integra, al menos, el fomento y la difusión de la creación y 
la producción teatrales, musicales, de la industria cinematográfica y audiovisual, literarias, de 
la danza, y de las artes combinadas que se lleven a cabo en Canarias; la promoción y la 
difusión del patrimonio cultural, artístico y monumental y de los centros de depósito cultural 
de Canarias; y la proyección internacional de la cultura canaria. Asimismo podrá establecer 
medidas fiscales de incentivación de las actividades culturales en las que la Comunidad 
Autónoma de Canarias tenga competencias normativas.

b) La regulación y la inspección de las salas de exhibición cinematográfica y el control de 
las empresas distribuidoras domiciliadas en Canarias, así como la calificación de las 
películas y de los materiales audiovisuales que se exhiban en Canarias, en función de la 
edad y de los valores culturales.

c) La planificación, construcción y gestión de equipamientos culturales en el territorio de 
Canarias.

2. La Comunidad Autónoma de Canarias podrá participar en las decisiones que adopte el 
Estado sobre inversiones en Canarias de bienes y equipamientos culturales de titularidad 
estatal.

3. La Comunidad Autónoma de Canarias llevará a cabo la difusión internacional de su 
cultura, sin perjuicio de la articulación de fórmulas de colaboración entre ella y el Estado para 
tal fin.

4. La Comunidad Autónoma de Canarias establecerá las medidas necesarias para 
garantizar el acceso a la cultura de la ciudadanía considerando la fragmentación territorial 
del archipiélago, las desigualdades sociales, económicas o de cualquier otra índole.

Artículo 137.  Patrimonio cultural.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva sobre 

el patrimonio cultural, sin perjuicio del artículo 149.2 de la Constitución, que en todo caso 
incluye la regulación del régimen jurídico de los bienes, actividades y demás manifestaciones 
que lo integran por sus valores históricos, arquitectónicos, artísticos, arqueológicos, 
etnográficos, paleontológicos, científicos o técnicos, así como los bienes inmateriales de la 
cultura popular canaria y las particularidades lingüísticas del español hablado en Canarias.

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva sobre 
los archivos, las bibliotecas, los museos y los centros de depósito cultural que no son de 
titularidad estatal, incluyendo sus diferentes fondos culturales, cualquiera que sea el soporte 
o forma en que se expresen.

3. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia ejecutiva sobre 
los archivos, las bibliotecas, los museos y los centros de depósito cultural de titularidad 
estatal situados en el Archipiélago, cuya gestión no se reserve expresamente el Estado que 
incluye, en todo caso, la regulación del funcionamiento, la organización y el régimen de 
personal.

4. La Comunidad Autónoma de Canarias colaborará con otras Comunidades Autónomas 
y con el Estado para la gestión eficaz de los fondos propios, dentro o fuera del Archipiélago, 
y con los de otros territorios.
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Artículo 138.  Deporte y actividades de ocio.
Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en 

materia de deporte y actividades de ocio, que incluye, en todo caso:
a) La ordenación, la planificación, el fomento, la promoción, la divulgación y la 

coordinación de las actividades físicas y del deporte, con especial atención a los deportes 
autóctonos de Canarias.

b) La regulación, la planificación, el fomento y la coordinación de las actividades de ocio 
que se lleven a cabo en el territorio de la Comunidad Autónoma de Canarias.

c) La planificación territorial y la promoción de una red de equipamientos deportivos 
suficiente y racionalmente distribuida y adecuada a los criterios de sostenibilidad ambiental y 
accesibilidad universal.

d) El establecimiento del régimen jurídico de las entidades deportivas que promueven y 
organizan la práctica de actividades físicas y del deporte en el Archipiélago, así como la 
declaración de utilidad pública de las mismas.

e) La regulación de la formación deportiva y el fomento de la tecnificación y del alto 
rendimiento deportivo.

f) La ejecución del control y del seguimiento médico y de salud de los deportistas, así 
como el control sanitario de los equipamientos deportivos.

g) La prevención y control de la violencia en los espectáculos públicos deportivos, sin 
perjuicio de las competencias que corresponden al Estado en materia de seguridad pública.

h) El fomento del desarrollo de la investigación científica en materia deportiva.
i) La ordenación de los órganos de mediación en materia de deporte.
j) La regulación en materia de disciplina deportiva.
k) El desarrollo de las medidas necesarias para garantizar el acceso público a las 

instalaciones deportivas, promocionando el derecho al transporte y comunicación intrainsular 
e interinsular de deportistas y equipos deportivos.

CAPÍTULO VII
Empleo, sanidad y políticas sociales

Artículo 139.  Empleo y relaciones laborales.
1. Corresponden a la Comunidad Autónoma de Canarias, en el marco de la legislación 

del Estado, las competencias ejecutivas en materia de empleo y relaciones laborales, que 
incluyen, en todo caso:

a) Las políticas activas de empleo, que comprenderán la formación de los demandantes 
de empleo y de los trabajadores en activo, así como la gestión de las subvenciones 
correspondientes; la intermediación laboral y el fomento del empleo.

b) Las cualificaciones profesionales en Canarias.
c) Los procedimientos de regulación de empleo y de actuación administrativa en materia 

de traslados colectivos entre centros de trabajo situados en Canarias.
d) La prevención de riesgos laborales y la seguridad en el trabajo.
e) La determinación de los servicios mínimos de las huelgas que tengan lugar en el 

ámbito territorial de Canarias, en los supuestos en que dichos servicios mínimos sean 
responsabilidad de la Comunidad Autónoma de Canarias.

f) Los instrumentos de conciliación, mediación y arbitraje laborales.
g) La potestad sancionadora de las infracciones del orden social en el ámbito de sus 

competencias.
h) El control de legalidad y, si procede, el registro posterior de los convenios colectivos 

de trabajo en el ámbito territorial de Canarias.
i) La elaboración del calendario de días festivos en el ámbito de la Comunidad 

Autónoma.
2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia ejecutiva sobre 

la función pública inspectora en todo lo previsto en el apartado anterior. A tal efecto, los 
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funcionarios de los cuerpos que realicen dicha función dependerán funcionalmente de la 
Administración Pública de la Comunidad Autónoma.

3. A través de los mecanismos de cooperación previstos en el presente Estatuto y de los 
contemplados en la normativa general sobre función inspectora se establecerán las fórmulas 
de garantía del ejercicio eficaz de la función inspectora en el ámbito social, ejerciéndose las 
competencias del Estado y de la Comunidad Autónoma de Canarias de forma coordinada, 
conforme a los planes de actuación que se determinen a través de los indicados 
mecanismos.

Artículo 140.  Seguridad Social.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias el desarrollo legislativo y la 

ejecución de la legislación estatal de la Seguridad Social, a excepción de su régimen 
económico.

2. La Comunidad Autónoma de Canarias tiene competencias ejecutivas sobre la gestión 
del régimen económico de la Seguridad Social, con pleno respeto a los principios de unidad 
económico-patrimonial y solidaridad financiera de la Seguridad Social.

Artículo 141.  Salud, sanidad y farmacia.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva sobre 

organización, funcionamiento interno, evaluación, inspección y control de centros, servicios y 
establecimientos sanitarios.

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia de desarrollo 
legislativo y de ejecución de la legislación estatal en materia de sanidad interior, que incluye, 
en todo caso:

a) La ordenación, planificación, determinación, regulación y ejecución de los servicios y 
prestaciones sanitarias, sociosanitarias y de salud mental de carácter público en todos los 
niveles y para toda la población.

b) La ordenación y la ejecución de las medidas destinadas a preservar, proteger y 
promover la salud pública en todos los ámbitos, incluyendo la salud laboral, la sanidad 
animal con efecto sobre la salud humana, la sanidad alimentaria, la sanidad ambiental y la 
vigilancia epidemiológica.

c) El régimen estatutario y la formación del personal que presta servicios en el sistema 
sanitario público, así como la formación sanitaria especializada y la investigación científica 
en materia sanitaria.

3. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la investigación con fines 
terapéuticos, sin perjuicio de la coordinación general del Estado sobre esta materia.

4. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia de desarrollo 
legislativo y de ejecución en materia de ordenación farmacéutica, así como la competencia 
ejecutiva de la legislación estatal en materia de productos farmacéuticos.

5. Sin perjuicio de la competencia exclusiva del Estado en materia de controles zoo-
fitosanitarios en puertos y aeropuertos del Archipiélago, se establecerán las medidas de 
cooperación entre la Comunidad Autónoma y el Estado en dicho ámbito que garanticen el 
nivel sanitario en las islas. Asimismo, en materia de sanidad vegetal, se acordarán los 
correspondientes mecanismos de colaboración entre la Comunidad Autónoma y el Estado 
que permitan el mantenimiento del status fitosanitario en las Islas Canarias.

6. Sin perjuicio de las competencias exclusivas del Estado en materia de sanidad exterior 
se establecerán las medidas de cooperación con la Comunidad Autónoma, en aquellos 
aspectos previstos por el Estado, para garantizar la adecuada gestión de la protección de la 
salud de la población.

7. La competencia de la Comunidad Autónoma de Canarias comprende el 
establecimiento de los procedimientos y los organismos que permitan la evaluación de la 
calidad de la atención sanitaria dispensada en Canarias, así como la del gasto público 
sanitario, a los efectos de determinar los cambios que fuera necesario imprimir en las 
políticas aplicadas para alcanzar un sistema sanitario de calidad.
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Artículo 142.  Servicios sociales.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en 

materia de servicios sociales, que incluye, en todo caso:
a) La regulación y la ordenación de los servicios sociales, las prestaciones técnicas y 

económicas con finalidad asistencial o complementaria de otros sistemas de previsión 
pública, así como de los planes y los programas específicos dirigidos a personas y colectivos 
en situación de pobreza o de necesidad social.

b) El control de los sistemas privados de protección social complementaria.
2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias el establecimiento de políticas 

públicas que favorezcan el regreso de los canarios que emigraron, así como el de sus 
descendientes.

Artículo 143.  Vivienda.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en 

materia de vivienda, que incluye, en todo caso:
a) La ordenación, planificación, gestión, fomento, protección, control de calidad, 

inspección y sanción en materia de vivienda, de acuerdo con las necesidades sociales, de 
equilibrio territorial y de sostenibilidad.

b) La promoción pública de la vivienda, con especial atención al patrimonio público del 
suelo.

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma, de acuerdo con la legislación estatal, la 
regulación de la función social y habitacional de la vivienda.

3. En el marco de la legislación básica del Estado, corresponde a la Comunidad 
Autónoma de Canarias fijar las condiciones de accesibilidad de los edificios, así como las 
condiciones para la instalación de infraestructuras comunes y para la incorporación de 
innovaciones tecnológicas y de ahorro energético, en condiciones de sostenibilidad.

Artículo 144.  Inmigración.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias, en materia de inmigración sin 

perjuicio de las competencias constitucionalmente atribuidas al Estado sobre la materia:
a) La competencia exclusiva en la atención sociosanitaria y de orientación de los 

inmigrantes no comunitarios.
b) El desarrollo de la política de integración de las personas inmigradas en el marco de 

sus competencias.
c) La adopción de las medidas necesarias para la integración social y económica de las 

personas inmigrantes y para la garantía de sus derechos y el cumplimiento de sus deberes.
d) El establecimiento, de acuerdo con la normativa estatal, de un marco de referencia 

para la acogida e integración de las personas inmigrantes, incluidos los menores extranjeros 
no acompañados.

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia ejecutiva en 
materia de autorización de trabajo de los extranjeros cuya relación laboral se desarrolle en 
Canarias. Esta competencia, que se ejercerá en necesaria coordinación con la que 
corresponde al Estado en materia de entrada y residencia de extranjeros y en el marco de su 
legislación, incluye:

a) La tramitación y resolución de las autorizaciones iniciales de trabajo por cuenta propia 
o ajena.

b) La tramitación y la resolución de los recursos presentados con relación a los 
expedientes a que se refiere el apartado anterior y la aplicación del régimen de inspección y 
sanción.

3. La Comunidad Autónoma de Canarias participará en las decisiones del Estado sobre 
inmigración con especial trascendencia para Canarias, dada su situación geográfica, a 
través de los órganos de coordinación previstos en la legislación sectorial y, en particular, la 
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participación preceptiva previa en la determinación del contingente de trabajadores 
extranjeros a través de los mecanismos previstos en el presente Estatuto.

Artículo 145.  Políticas de género.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en 

materia de políticas de género, que, respetando lo establecido por el Estado en el ejercicio 
de la competencia que le atribuye el artículo 149.1.1.a de la Constitución, incluye, en todo 
caso:

a) La promoción de la igualdad de hombres y mujeres en todos los ámbitos sociales, 
laborales, económicos o representativos.

b) La planificación y ejecución de normas y planes en materia de políticas para la mujer, 
así como el establecimiento de acciones positivas para erradicar la discriminación por razón 
de sexo.

c) La promoción del asociacionismo de mujeres.
2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias el desarrollo legislativo y 

ejecución de la legislación básica estatal en materia de lucha contra la violencia de género, 
la planificación de actuaciones y la capacidad de evaluación y propuesta ante la 
Administración General del Estado.

Artículo 146.  Política de juventud.
Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en 

materia de juventud, que incluye en todo caso:
a) La promoción del desarrollo personal y social de los jóvenes, así como la aprobación 

de normas y la realización de actividades dirigidas a conseguir el acceso de éstos al trabajo, 
la vivienda y la formación profesional.

b) El diseño, la aplicación y la evaluación de políticas, planes y programas destinados a 
la juventud.

c) La promoción del asociacionismo juvenil, de las iniciativas de participación de la gente 
joven, de la movilidad internacional y del turismo juvenil.

d) La regulación y la gestión de actividades e instalaciones destinadas a la juventud.

Artículo 147.  Voluntariado, menores y promoción de las familias.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en 

materia de voluntariado, que incluye, en todo caso, la definición de la actividad, así como la 
regulación y la promoción de las actuaciones destinadas a la solidaridad y a la acción 
voluntaria, que se ejecuten individualmente o a través de instituciones públicas o privadas.

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en 
materia de protección de menores que incluye, en todo caso, la regulación del régimen de 
protección y de las instituciones públicas de protección y tutela de los menores 
desamparados, en situación de riesgo y de los menores infractores, sin perjuicio de lo 
dispuesto en la legislación civil y penal.

3. La Comunidad Autónoma de Canarias participará en la elaboración y la reforma de la 
legislación penal y procesal que incida en las competencias en materia de menores, a través 
de los órganos y procedimientos multilaterales previstos en la legislación del Estado.

4. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en 
materia de promoción de las familias y de la infancia, que, en todo caso, incluye las medidas 
de protección social y su ejecución.
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CAPÍTULO VIII
Seguridad

Artículo 148.  Policía autonómica.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias el establecimiento de políticas 

de seguridad públicas y de protección de personas y bienes en los términos previstos en el 
artículo 149.1.29.a de la Constitución.

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la creación, organización y 
mando de un Cuerpo de Policía Canaria que, sin perjuicio de las funciones de los Cuerpos 
de Seguridad del Estado, y en el marco de lo dispuesto en el artículo 149.1.29.ª de la 
Constitución, desempeñe en su integridad las que le sean propias bajo la directa 
dependencia del Gobierno de Canarias.

3. Corresponde, asimismo, a la Comunidad Autónoma de Canarias la ordenación general 
y la coordinación supramunicipal de las policías locales canarias, sin perjuicio de su 
dependencia de las autoridades municipales.

4. Se creará la Junta de Seguridad que, con representación paritaria del Gobierno del 
Estado y del Gobierno de Canarias, coordinará las políticas de seguridad y la actuación de la 
policía autonómica con los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado.

Artículo 149.  Protección civil y salvamento marítimo.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia en materia de 

protección civil, de acuerdo con la legislación estatal, que incluye, en todo caso, la 
regulación, planificación y ejecución de medidas relativas a las emergencias y la seguridad 
civil, así como la dirección y coordinación de los servicios de protección civil, que comprende 
los servicios de prevención y extinción de incendios, respetando las competencias del 
Estado en materia de seguridad pública.

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia ejecutiva en 
materia de salvamento marítimo de acuerdo con la legislación estatal. A tal fin, se 
establecerán sistemas de colaboración y cooperación con los servicios de salvamento 
dependientes del Estado.

Artículo 150.  Seguridad privada.
Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia ejecutiva en 

materia de seguridad privada, que incluye, en todo caso:
a) La autorización de las empresas de seguridad privada que tengan su domicilio social 

en el Archipiélago y cuyo ámbito de actuación esté limitado a su territorio.
b) La autorización de los centros de formación del personal de seguridad privada.
c) La inspección y sanción de las actividades de seguridad privada que se realicen en el 

Archipiélago.
d) La coordinación de los servicios de seguridad e investigación privadas con la policía 

autonómica y las policías locales.

Artículo 151.  Sistema penitenciario.
Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia ejecutiva en 

materia penitenciaria.

CAPÍTULO IX
Ordenación de los recursos naturales

Artículo 152.  Aguas y obras hidráulicas.
1. A la Comunidad Autónoma de Canarias le corresponde, sin perjuicio de lo dispuesto 

en la legislación estatal, la competencia exclusiva en materia de aguas, que incluye, en todo 
caso:
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a) La regulación, planificación y gestión del agua, en todas sus manifestaciones, de los 
usos y de los aprovechamientos hidráulicos, régimen de protección, así como de las obras 
hidráulicas que no estén calificadas de interés general.

b) La organización de la administración hidráulica, incluida la participación de los 
usuarios.

c) La potestad de policía del dominio público hidráulico.
2. En los términos en que se acuerde con el Estado corresponde a la Comunidad 

Autónoma de Canarias, en materia de obras públicas hidráulicas de interés general de 
titularidad estatal, su participación en la planificación y programación de las mismas, y, en su 
caso, la ejecución, explotación y gestión de aquellas que se establezcan en el 
correspondiente convenio de colaboración.

Artículo 153.  Medio ambiente.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia de desarrollo 

legislativo y de ejecución de la legislación estatal en materia de medio ambiente, lo que 
incluye en todo caso:

a) El establecimiento y la regulación de los instrumentos de planificación ambiental y del 
procedimiento de tramitación y aprobación de estos instrumentos.

b) La regulación, la tramitación y la resolución de los procedimientos de evaluación 
ambiental de las obras, las instalaciones y las actividades de su competencia y de los planes 
y los programas que afecten a su territorio.

c) El establecimiento y la regulación de medidas de sostenibilidad, fiscalidad e 
investigación ambientales.

d) La regulación de los recursos naturales, de la flora y la fauna, de la biodiversidad, del 
medio ambiente marino y acuático si no tienen por finalidad la preservación de los recursos 
pesqueros marítimos.

e) La regulación sobre prevención en la producción de envases y embalajes en todo su 
ciclo de vida, desde que se generan hasta que pasan a ser residuos.

f) La regulación sobre prevención y corrección de la generación de residuos con origen o 
destino en Canarias y sobre su gestión y traslado y su disposición final.

g) La regulación de la prevención, el control, la corrección, la recuperación y la 
compensación de la contaminación de suelo, subsuelo y litoral.

h) La regulación y la gestión de los vertidos efectuados en las aguas interinsulares, así 
como de los efectuados en las aguas superficiales y subterráneas sin perjuicio de la 
competencia estatal en materia de marina mercante y protección del medio ambiente marino.

i) La regulación del ambiente atmosférico y de las distintas clases de contaminación del 
mismo, la declaración de zonas de atmósfera contaminada y el establecimiento de otros 
instrumentos de control de la contaminación, con independencia de la Administración 
competente para autorizar la obra, la instalación o la actividad que la produzca.

j) La regulación del régimen de autorización y seguimiento de emisión de gases de 
efecto invernadero para las instalaciones fijas ubicadas en su territorio.

k) La promoción de las calificaciones relativas a productos, actividades, instalaciones, 
infraestructuras, procedimientos, procesos productivos o conductas respetuosas hacia el 
medio.

l) La prevención, restauración y reparación de daños al medio ambiente, así como el 
correspondiente régimen sancionador.

m) Las medidas de protección de las especies y el régimen sancionador.
n) La regulación de la introducción y el transporte de especies autóctonas y no 

autóctonas en el territorio canario de acuerdo con la legislación estatal y europea.
ñ) Las medidas que, en el ámbito de sus competencias, puedan adoptarse para la lucha 

contra el cambio climático.
2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia para el 

establecimiento de normas adicionales de protección sobre las materias consideradas como 
básicas por la legislación estatal.
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3. La Comunidad Autónoma de Canarias contará con un servicio de inspección de 
instalaciones y actividades para la tutela y protección de la Naturaleza en el marco de sus 
competencias.

Artículo 154.  Espacios naturales protegidos.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en 

materia de espacios naturales protegidos en el ámbito espacial de Canarias.
2. La iniciativa para la declaración de un Parque Nacional corresponderá al Estado o a la 

Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo establecido en la legislación estatal. La 
declaración y delimitación de los Parques Nacionales en Canarias requiere informe 
preceptivo de la Comisión Bilateral Canarias-Estado. La gestión de los Parques Nacionales 
corresponde a la Comunidad Autónoma, sin perjuicio de las competencias del Estado con 
relación a la red de Parques Nacionales.

Artículo 155.  Servicio de meteorología.
Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva para el 

establecimiento de un servicio de meteorología para la obtención de información 
meteorológica y climática, incluyendo el pronóstico, el control y el seguimiento de las 
situaciones meteorológicas de riesgo, así como la investigación en estos ámbitos y la 
elaboración de la cartografía climática. Mediante acuerdos o convenios, el Estado y la 
Comunidad Autónoma podrán colaborar en esta materia.

Artículo 156.  Ordenación del territorio y del paisaje.
Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en 

materia de ordenación del territorio y del paisaje, que incluye, en todo caso:
a) El establecimiento de las directrices de ordenación y gestión del territorio, del paisaje y 

de las actuaciones que inciden en los mismos.
b) El establecimiento y la regulación de las figuras de planeamiento territorial, así como 

su gestión.
c) Las previsiones sobre emplazamientos de las infraestructuras y los equipamientos de 

competencia de la Comunidad Autónoma de Canarias.
d) La determinación de medidas específicas de promoción del equilibrio territorial, 

demográfico, socioeconómico y ambiental.

Artículo 157.  Ordenación y gestión del litoral.
Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias, en materia de ordenación del 

litoral, respetando el régimen general del dominio público, la competencia exclusiva, que 
incluye en todo caso:

a) El establecimiento y la regulación de los planes territoriales de ordenación y uso del 
litoral y de las playas, así como la regulación del procedimiento de tramitación y aprobación 
de estos instrumentos y planes.

b) La gestión de los títulos de ocupación y uso del dominio público marítimo-terrestre, 
especialmente el otorgamiento de autorizaciones y concesiones y, en todo caso, las 
concesiones de obras fijas en el mar, respetando las excepciones que puedan establecer por 
motivos medioambientales en las aguas costeras interiores y de transición.

c) La regulación y la gestión del régimen económico-financiero del dominio público 
marítimo-terrestre en los términos previstos por la legislación general.

d) La ejecución de obras y actuaciones en el litoral canario cuando no sean de interés 
general.

e) La atribución de los servicios que se presten en playas y demás lugares del litoral, en 
coordinación con las entidades locales.

f) El informe previo de la Comunidad Autónoma sobre la ejecución de obras de interés 
general en el litoral canario.

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DE LAS ISLAS CANARIAS

§ 2  Ley Orgánica de reforma del Estatuto de Autonomía de Canarias

– 49 –



Artículo 158.  Urbanismo.
Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en 

materia de urbanismo, que incluye, en todo caso, la regulación de los siguientes aspectos:
a) El régimen urbanístico del suelo, que incluye, en todo caso, la determinación de los 

criterios sobre los diversos tipos de suelo y sus usos.
b) El régimen jurídico de la propiedad del suelo, respetando las condiciones básicas que 

el Estado establezca para garantizar la igualdad del ejercicio del derecho a la propiedad, que 
incluye, en todo caso, la clasificación, categorización y subcategorización, así como los 
derechos y deberes asociados a ellos.

c) Los instrumentos de planeamiento y gestión urbanística.
d) La política de suelo y vivienda, los patrimonios públicos de suelo y vivienda y el 

régimen de la intervención administrativa en la urbanización, la edificación y el uso del suelo 
y el subsuelo.

e) La protección de la legalidad urbanística, que incluye, en todo caso, la inspección 
urbanística, las órdenes de suspensión de obras y licencias, las medidas de restauración de 
la legalidad física alterada, así como la disciplina urbanística.

CAPÍTULO X
Infraestructuras y redes

Artículo 159.  Obras públicas.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en 

materia de obras públicas que se ejecutan en el territorio de Canarias y que no hayan sido 
calificadas de interés general.

2. La Comunidad Autónoma de Canarias participa en la planificación y la programación 
de las obras calificadas de interés general, de conformidad con lo dispuesto en la legislación 
del Estado y según lo establecido en el presente Estatuto.

3. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la gestión de todas las obras 
públicas adscritas a los servicios de su competencia.

4. La Comunidad Autónoma de Canarias emitirá informe previo sobre la declaración de 
las obras de interés general que el Estado radique en el territorio de Canarias.

Artículo 160.  Transportes.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva sobre 

los transportes terrestres de viajeros y mercancías por carretera, ferrocarril y cable y sobre el 
transporte marítimo que transcurra íntegramente dentro del ámbito del Archipiélago. Esta 
competencia incluye, en todo caso:

a) La regulación, la planificación, la gestión, la coordinación y la inspección de los 
servicios y las actividades, incluyendo el transporte urbano e interurbano y de los servicios 
de transporte discrecional de viajeros y mercancías, el transporte turístico, escolar o de 
menores, sanitario, funerario, de mercancías peligrosas o perecederas y de otros que 
requieran un régimen específico, respetando las competencias estatales sobre seguridad 
pública.

b) La potestad tarifaria sobre transportes de competencia autonómica así como un 
sistema de mediación en materia de transportes en el ámbito de sus competencias.

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva sobre 
los centros de transporte, logística y distribución localizados en Canarias, que incluye, los 
centros de información y distribución de cargas y las estaciones de transporte por carretera.

3. La Comunidad Autónoma de Canarias participará, a través de la Comisión de 
Seguimiento de las Obligaciones de Servicio Público, en el análisis de la situación de la 
gestión del servicio de transporte aéreo declarado como tal, que transcurra íntegramente 
dentro del ámbito del Archipiélago, pudiendo realizar propuestas de desarrollo normativo y 
ejecución en esta materia.
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Artículo 161.  Infraestructuras del transporte.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva sobre 

puertos, aeropuertos, helipuertos y demás infraestructuras de transporte que no tengan la 
calificación de interés general por el Estado y la competencia de ejecución sobre puertos y 
aeropuertos con calificación de interés general, cuando el Estado no se reserve su gestión 
directa. Esta competencia, incluye, en todo caso:

a) El régimen jurídico, la planificación y la gestión de todas las infraestructuras del 
transporte, así como en sus estaciones terminales de carga.

b) La gestión del dominio público necesario para prestar el servicio, especialmente el 
otorgamiento de autorizaciones y concesiones en dichas infraestructuras.

c) El régimen económico, especialmente las potestades tarifaria y tributaria y la 
percepción y la recaudación de todo tipo de tributos y gravámenes relacionados con la 
utilización de la infraestructura y del servicio que presta.

d) La delimitación de la zona de servicios que sea necesaria, y la determinación de los 
usos, equipamientos y actividades complementarias, respetando las facultades del titular del 
dominio público.

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la participación en la 
planificación y la programación y gestión de puertos y aeropuertos de interés general en los 
términos que determine la normativa estatal, por tratarse de redes esenciales para la 
conexión del territorio como región ultraperiférica.

3. Los puertos y aeropuertos radicados en Canarias calificados de interés general que no 
sean de competencia autonómica por ser gestionados directamente por el Estado, de 
acuerdo con el apartado 1 de este artículo, tienen un régimen especial de funcionamiento 
establecido en una ley en el que participarán las administraciones públicas canarias debido 
al carácter archipielágico y ultraperiférico.

4. La Comunidad Autónoma de Canarias podrá participar, en los términos establecidos 
en la legislación estatal, en las decisiones que se adopten sobre el establecimiento de tasas, 
precios públicos o prestaciones públicas patrimoniales que afecten a los aeropuertos 
canarios.

Artículo 162.  Carreteras y ferrocarriles.
Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva sobre su 

red viaria y ferroviaria. Esta competencia incluye, en todo caso, la ordenación, planificación, 
gestión integrada, establecimiento del régimen jurídico y financiero de todos los elementos 
de las redes viarias y ferroviarias y su conectividad con otros modos de transporte.

Artículo 163.  Energía, hidrocarburos y minas.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias, sin perjuicio de lo previsto en el 

artículo 149.1.13.ª y 25.ª de la Constitución, la competencia sobre las siguientes materias:
a) Instalaciones de producción, distribución y transporte de energía, cuando no estén 

ubicadas en el mar territorial, este transporte transcurra íntegramente por el territorio de 
Canarias y su aprovechamiento no afecte a otro territorio, sin perjuicio de sus competencias 
generales sobre industria.

b) Fomento y gestión de las energías renovables y de la eficiencia energética.
c) El régimen minero en relación a la regulación y el régimen de intervención 

administrativa así como el control de las minas y los recursos mineros que estén situados en 
el territorio canario y de las actividades extractivas que se lleven a cabo.

d) Autorización de instalaciones de producción, depósito y transporte de energías, así 
como su inspección y control, de acuerdo con las bases y coordinación de la planificación 
general de la actividad económica prevista en el artículo 149.1.13.ª de la Constitución.

2. La Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias participará en la 
regulación y planificación estatal del sector de la energía que afecte a Canarias.
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3. La Comunidad Autónoma de Canarias emitirá informe en los ámbitos de competencia 
estatal cuando los productos energéticos sean generados fuera de su ámbito espacial y 
afecten a la Comunidad Autónoma.

Artículo 164.  Medios de comunicación social y servicios de contenido audiovisual.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia de desarrollo 

legislativo y de ejecución en materia de medios de comunicación social y audiovisual, con 
independencia de la tecnología que se utilice.

2. En los términos establecidos en el apartado anterior, la Comunidad Autónoma de 
Canarias podrá regular, crear y mantener todos los medios de comunicación social y 
audiovisuales necesarios para el cumplimiento de sus fines.

TÍTULO VI
Economía y Hacienda

CAPÍTULO I
Del Régimen Económico y Fiscal de Canarias

Artículo 165.  Disposiciones generales.
1. En el marco del derecho constitucional a la propiedad privada, la riqueza de Canarias 

está subordinada al interés general.
2. Las administraciones públicas canarias promoverán el desarrollo económico y social 

del Archipiélago, instarán al Estado y a la Unión Europea a adoptar las medidas económicas 
y sociales necesarias para compensar su carácter ultraperiférico y el hecho insular, y 
favorecerán el equilibrio y la solidaridad entre las islas.

3. La hacienda y el patrimonio de la Comunidad Autónoma de Canarias están vinculados 
al desarrollo y ejecución de sus competencias.

Artículo 166.  Principios básicos.
1. Canarias tiene un régimen económico y fiscal especial, propio de su acervo histórico 

constitucionalmente reconocido y justificado por sus hechos diferenciales.
2. El régimen económico y fiscal de Canarias se basa en la libertad comercial de 

importación y exportación, en la no aplicación de monopolios, en las franquicias fiscales 
estatales sobre el consumo, y en una política fiscal diferenciada y con una imposición 
indirecta singular, que se deriva del reconocimiento de las Islas Canarias como región 
ultraperiférica en el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.

3. Los recursos del Régimen Económico y Fiscal son adicionales a los contemplados en 
la política y normativa vigente en cada momento para la financiación de la Comunidad 
Autónoma de Canarias y de sus Entidades Locales. En los términos que determine la Ley 
Orgánica 8/1980, de Financiación de las Comunidades Autónomas y sus normas de 
desarrollo, estos recursos tributarios no se integrarán, ni computarán, en el Sistema de 
Financiación Autonómica para respetar el espacio fiscal propio canario y para que su 
desarrollo no penalice la autonomía financiera de la Comunidad Autónoma de Canarias.

4. La Comunidad Autónoma de Canarias tendrá facultades normativas y ejecutivas sobre 
su régimen especial económico y fiscal en los términos de la normativa estatal.

Artículo 167.  Modificación.
1. El régimen económico-fiscal de Canarias sólo podrá ser modificado de acuerdo con lo 

establecido en la disposición adicional tercera de la Constitución, previo informe del 
Parlamento Canario que, para ser favorable, deberá ser aprobado por las dos terceras 
partes de sus miembros.

2. Si el Informe del Parlamento de Canarias fuera desfavorable, votado así por las dos 
terceras partes de la Cámara, se procederá según lo siguiente:
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a) Se reunirá la Comisión Bilateral de Cooperación entre la Administración General del 
Estado y la de la Comunidad Autónoma de Canarias, pudiendo solicitar su convocatoria 
cualquiera de las dos Administraciones.

b) En el seno de la mencionada Comisión Bilateral se adoptará un acuerdo sobre 
iniciación de negociaciones para resolver las discrepancias pudiendo instar, en su caso, la 
modificación de la propuesta de texto normativo.

c) El acuerdo de iniciación será puesto en conocimiento de las Cortes Generales. Si 
transcurridos dos meses desde el acuerdo de iniciación, no se hubiese alcanzado acuerdo 
sobre la propuesta de texto normativo, continuará el procedimiento y se trasladará al 
Gobierno estatal o a las Cortes Generales el expediente sustanciado ante la Comisión 
Bilateral.

d) El proyecto o proposición de ley continuará su tramitación incluyendo las 
modificaciones y propuestas, en su caso, o de acuerdo con los trámites ordinarios previstos 
en la normativa de aplicación.

3. El Parlamento de Canarias deberá ser oído en los proyectos de legislación financiera y 
tributaria que afecten al régimen económico y fiscal de Canarias.

Artículo 168.  Principio de solidaridad interterritorial.
1. Para la realización efectiva del principio de solidaridad interterritorial, los proyectos de 

infraestructuras y las instalaciones de telecomunicación que permitan o faciliten la 
integración del territorio del Archipiélago o su conexión con el territorio peninsular, así como 
los de infraestructuras turísticas y energéticas o de actuaciones medioambientales de 
carácter estratégico para Canarias, tendrán la consideración de interés general, a los efectos 
de la participación del Estado en su financiación.

2. En cada ejercicio presupuestario y dentro del principio de la solidaridad interterritorial, 
se ejecutará un programa de inversiones públicas distribuido entre el Estado y la Comunidad 
Autónoma.

3. El objetivo de estas políticas debe ser la equiparación progresiva de las condiciones 
socioeconómicas de la población de las islas al promedio estatal. Esto se medirá 
periódicamente y las desviaciones serán compensadas con políticas de gasto eficientes.

CAPÍTULO II
Del régimen financiero y tributario

Artículo 169.  Los recursos de la hacienda autonómica canaria.
Los recursos de la hacienda autonómica canaria están constituidos por:
a) El producto de su patrimonio y los ingresos de derecho privado que le correspondan.
b) Los ingresos procedentes de sus propios impuestos y los que les correspondan por su 

participación y gestión en el régimen económico y fiscal de Canarias.
c) Los precios públicos.
d) El rendimiento de los tributos cedidos por el Estado a la hacienda de la Comunidad 

Autónoma de Canarias.
e) El rendimiento de sus propias tasas y exacciones parafiscales por aprovechamientos 

especiales y por la prestación de servicios directos de la Comunidad Autónoma, ya sean de 
su propia creación o como consecuencia de traspaso de servicios estatales.

f) Las contribuciones especiales que establezca la Comunidad Autónoma en el ejercicio 
de sus competencias.

g) Los recargos y participaciones en los tributos de carácter estatal y otros ingresos del 
Estado.

h) Las asignaciones y subvenciones que se le otorguen con cargo a los Presupuestos 
Generales del Estado.

i) Las transferencias procedentes del Fondo de Compensación Interterritorial y demás 
subvenciones de naturaleza pública.

j) Los fondos procedentes de la Unión Europea o que se le atribuyan, derivados de su 
vinculación a otras áreas supranacionales.
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k) Los legados y donaciones.
l) El importe de las multas y demás sanciones pecuniarias en el ámbito de su 

competencia.
m) Los recursos y otros ingresos que se le asignen como consecuencia de las 

competencias que se transfieran a la Comunidad Autónoma.
n) El producto obtenido por la emisión de deuda y el recurso al crédito.
ñ) Cualesquiera otros que puedan constituirse, en virtud de las leyes del Estado o del 

Parlamento de Canarias.

Artículo 170.  Los recursos de las islas.
Los recursos propios de las islas están constituidos por:
a) Los establecidos en su legislación específica.
b) Los derivados del régimen económico y fiscal de Canarias.
c) La participación en los tributos autonómicos, en las asignaciones o subvenciones 

estatales y en las transferencias procedentes del Fondo de Compensación Interterritorial, 
que puedan otorgarse por ley del Parlamento de Canarias.

d) Los que les asignen en los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma para 
el ejercicio de las competencias que desempeñen.

Artículo 171.  Principio de autonomía financiera.
La Comunidad Autónoma de Canarias, de acuerdo con el principio de autonomía 

financiera, tiene potestad para establecer y exigir tributos propios, conforme a la Constitución 
y las leyes.

Artículo 172.  Participación en los tributos estatales.
1. La Comunidad Autónoma de Canarias percibirá un porcentaje de participación en la 

recaudación en todo el territorio español de los impuestos estatales no cedidos.
2. El porcentaje de participación en tales impuestos se negociará a través de la Comisión 

Bilateral de Cooperación Canarias-Estado, en el marco de lo previsto en la Ley Orgánica de 
Financiación de las Comunidades Autónomas.

Artículo 173.  Recargos.
El Parlamento de Canarias podrá establecer recargos sobre los impuestos estatales 

cedidos, así como sobre los no cedidos que graven la renta o el patrimonio de las personas 
físicas con residencia habitual en Canarias de acuerdo con las leyes.

Artículo 174.  Reclamaciones económico-administrativas.
La Comunidad Autónoma de Canarias asumirá, por medio de sus propios órganos 

económico-administrativos, la revisión por la vía administrativa de las reclamaciones que los 
contribuyentes puedan interponer contra los actos de aplicación de los tributos a que se 
refieren los apartados 1 y 2 del artículo 186 de este Estatuto, sin perjuicio de las 
competencias en materia de unificación de criterio que le corresponden a la Administración 
General del Estado.

El órgano competente de la Comunidad Autónoma de Canarias que se determine por su 
normativa específica conocerá del recurso extraordinario de revisión contra actos firmes de 
su Administración tributaria y contra resoluciones firmes de sus propios órganos económico-
administrativos.

A estos efectos, la Comunidad Autónoma de Canarias y la Administración General del 
Estado podrán, asimismo, acordar los mecanismos de cooperación que sean precisos para 
el adecuado ejercicio de las funciones de revisión en vía económico-administrativa.

Artículo 175.  Gestión de los fondos europeos.
1. Corresponde en exclusiva a la Comunidad Autónoma de Canarias la gestión, 

ejecución y, en su caso, la planificación de los fondos europeos destinados a Canarias, en 
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especial de aquellos aprobados en aplicación de criterios de convergencia o derivados de la 
condición ultraperiférica de Canarias.

2. En especial, corresponden en exclusiva a la Comunidad Autónoma de Canarias las 
funciones de organismo pagador y la gestión del registro único de operadores del Régimen 
Especial de Abastecimiento establecido por la Unión Europea, sin perjuicio de la 
competencia del Estado para emitir los certificados de exención de los operadores con 
terceros Estados no miembros de la Unión Europea.

3. Los fondos que se reciban en estos conceptos podrán ser modulados con criterios 
sociales y territoriales por la Comunidad Autónoma de Canarias, dentro del respeto a las 
normas europeas aplicables.

Artículo 176.  Medidas compensatorias.
Si, como resultado de una reforma o modificación del sistema tributario estatal, resultase 

una variación sensible de aquellos ingresos de la Comunidad Autónoma de Canarias que 
dependan de los tributos estatales, el Estado deberá adoptar, de acuerdo con la Comunidad 
Autónoma, las medidas de compensación oportunas.

Artículo 177.  Asignaciones complementarias.
1. Con el fin de garantizar la realización efectiva de los principios consagrados en los 

artículos 31 y 138 de la Constitución en relación con la lejanía, la insularidad y la condición 
ultraperiférica prevista en el artículo 3 del presente Estatuto, el Estado otorgará a la hacienda 
de la Comunidad Autónoma de Canarias con cargo a sus Presupuestos Generales, las 
adecuadas asignaciones complementarias en los términos en los que estas se establezcan 
en la ley dictada en virtud del artículo 157.3 de la Constitución, de manera que, en su caso, 
compensen los sobrecostes derivados de la condición ultraperiférica y el déficit en la 
prestación de los servicios públicos básicos que pueda producirse por el factor poblacional, 
por razones derivadas de las características diferenciadas de la economía canaria y de la 
fragmentación territorial.

2. La Comunidad Autónoma de Canarias participará en la determinación anual de la 
cuantía total del Fondo de Compensación Interterritorial, a la que se refiere el apartado 2 del 
artículo 158 de la Constitución.

Artículo 178.  Operaciones de crédito y deuda.
1. La Comunidad Autónoma de Canarias podrá realizar operaciones de crédito y recurrir 

a la emisión de deuda pública, en los casos y con los requisitos que se establezcan en la Ley 
Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas.

2. Los títulos de deuda pública emitidos tendrán la consideración de fondos públicos a 
todos los efectos.

3. En el supuesto de que el Estado emita deuda parcialmente destinada a la creación o 
mejora de servicios situados en el archipiélago canario y transferidos a la Comunidad 
Autónoma de Canarias, esta estará facultada para elaborar y presentar el programa de obras 
y servicios beneficiarios de la inversión.

Artículo 179.  Planificación económica.
El Gobierno de Canarias elaborará, en el ámbito de sus competencias, los proyectos de 

planificación, de acuerdo con las previsiones de la propia Comunidad Autónoma y de las 
administraciones territoriales y el asesoramiento y colaboración de los sindicatos y otras 
organizaciones profesionales y empresariales a través del Consejo Económico y Social de 
Canarias, órgano de carácter consultivo en materia económica y social, cuya finalidad 
primordial es la de servir de cauce de participación y diálogo en los asuntos 
socioeconómicos. Su composición y funcionamiento se regulará por ley.

Artículo 180.  Coordinación de políticas fiscales y financieras.
1. La Comunidad Autónoma de Canarias coordina las políticas de endeudamiento de los 

cabildos insulares y de los ayuntamientos, ejerciendo, en todos los aspectos de las mismas 
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que puedan afectar a los intereses generales de Canarias, las potestades otorgadas al 
respecto por la normativa estatal reguladora de las haciendas locales, sin que, en ningún 
caso, en su marco, se limite la autonomía financiera de las corporaciones locales, 
garantizada por la Constitución y el presente Estatuto de Autonomía.

2. A estos efectos, por ley se podrán fijar los límites de endeudamiento de las 
administraciones insulares y locales, así como la autorización de la Comunidad Autónoma de 
Canarias para la aprobación de operaciones de crédito a largo plazo de las entidades 
locales, en el marco de la ley.

Artículo 181.  Instrumentos de Solidaridad Interinsular.
La Comunidad Autónoma de Canarias velará por su propio equilibrio territorial y por la 

realización interna del principio de solidaridad, atendiendo, entre otros criterios, a los costes 
de la doble insularidad.

A tal efecto, se creará un Fondo de Solidaridad Interinsular u otros instrumentos de 
objetivos análogos. Sus recursos serán distribuidos, en cualquiera de los casos, por el 
Parlamento de Canarias.

Artículo 182.  Beneficios fiscales.
La Comunidad Autónoma de Canarias ostentará los mismos beneficios fiscales que 

corresponden al Estado.

Artículo 183.  Reserva de ley.
Se regularán necesariamente mediante ley aprobada por el Parlamento de Canarias las 

siguientes materias:
a) El establecimiento y la modificación de sus propios tributos.
b) El establecimiento y la modificación de los recargos sobre los impuestos del Estado.
c) Todo beneficio fiscal que afecte a los tributos propios de la hacienda canaria.
d) La autorización para la creación y conversión en deuda pública, así como para la 

realización de las restantes operaciones de crédito concertadas por la Comunidad 
Autónoma.

e) El régimen jurídico del patrimonio de la Comunidad Autónoma.
f) Las participaciones que correspondan a la hacienda insular en impuestos, 

asignaciones y subvenciones, de acuerdo con lo establecido en el artículo 170 del presente 
Estatuto.

g) Los criterios de distribución y porcentajes de reparto de los recursos derivados del 
régimen económico-fiscal de Canarias.

Artículo 184.  Otras competencias del Gobierno.
Corresponde al Gobierno de Canarias en las materias reguladas en el presente título:
a) Elaborar el proyecto de ley de los Presupuestos Generales de la Comunidad 

Autónoma.
b) Aprobar los reglamentos generales de los impuestos propios de la Comunidad.
c) Elaborar las normas reglamentarias precisas para gestionar los impuestos estatales 

cedidos, de acuerdo con los términos de dicha cesión y previa audiencia de los cabildos y 
del Consejo Municipal de Canarias.

Artículo 185.  Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma.
1. Corresponde al Parlamento de Canarias la aprobación y fiscalización de los 

Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma, así como examinar el uso eficiente de 
las consignaciones de los presupuestos de las islas destinados a financiar competencias 
delegadas a las mismas, velando para que se cumpla al respecto el principio de suficiencia 
financiera.
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2. Los Presupuestos, que tendrán carácter anual e igual período que los del Estado, 
incluirán la totalidad de las previsiones de ingresos y la autorización de gastos corrientes y 
de inversión.

3. Si los Presupuestos no fueran aprobados antes del primer día del ejercicio económico 
correspondiente, los anteriores quedarán automáticamente prorrogados en sus respectivas 
vigencias.

Artículo 186.  Gestión de tributos.
1. La gestión, liquidación, recaudación e inspección de sus propios tributos 

corresponderá a la Comunidad Autónoma de Canarias, la cual dispondrá de plenas 
atribuciones para la ejecución y organización de dichas tareas, sin perjuicio de la 
colaboración que pueda establecer con la Administración Tributaria del Estado.

2. En caso de tributos cedidos, la Comunidad Autónoma de Canarias asumirá por 
delegación del Estado la gestión, liquidación, recaudación, inspección y revisión, en su caso, 
de los mismos, sin perjuicio de la colaboración que pueda establecerse entre ambas 
administraciones, todo ello de acuerdo con lo especificado en la ley que fije el alcance y 
condiciones de la cesión.

3. Las islas, municipios y otros entes territoriales podrán actuar como delegados y 
colaboradores del Gobierno de Canarias para la liquidación, gestión y recaudación de los 
tributos autonómicos.

Artículo 187.  Colaboración interadministrativa.
1. La Administración General del Estado y la Comunidad Autónoma de Canarias 

establecerán los cauces de colaboración necesaria para asegurar la participación de la 
Comunidad Autónoma de Canarias en las decisiones y el intercambio de información que 
sean precisas para el ejercicio de sus competencias.

2. Asimismo, se establecerán fórmulas de colaboración en materia catastral entre el 
Estado, la Comunidad Autónoma de Canarias y las Entidades locales, de acuerdo con la 
normativa aplicable, de manera que se garantice la plena disponibilidad y unidad de 
información para todas las administraciones.

Artículo 188.  Sector público económico autonómico.
1. Los poderes públicos canarios quedan facultados para constituir un sector público 

económico autonómico.
2. En los términos y número que establezca la legislación general del Estado, la 

Comunidad Autónoma de Canarias propondrá las personas que hayan de formar parte de 
los órganos de administración de aquellas empresas públicas de titularidad estatal 
implantadas en Canarias que dicha legislación determine.

3. La Comunidad Autónoma de Canarias podrá elaborar y remitir al Gobierno 
cualesquiera informes, estudios o propuestas relativos a la gestión de dichas empresas o a 
su incidencia en la economía canaria. Dichos informes, estudios o propuestas darán lugar a 
resolución motivada del Gobierno o de los organismos o entidades titulares de la 
participación en las empresas.

CAPÍTULO III
Del patrimonio

Artículo 189.  El patrimonio de la Comunidad Autónoma.
1. El patrimonio de la Comunidad Autónoma de Canarias está integrado por el conjunto 

de los bienes y derechos de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma y de sus 
organismos autónomos, cualquiera que sea su naturaleza y el título de su adquisición o 
aquel en virtud del cual les hayan sido atribuidos.

2. El patrimonio de la Comunidad Autónoma de Canarias, su administración, defensa y 
conservación serán regulados por una ley del Parlamento de Canarias.
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Artículo 190.  El patrimonio insular.
El patrimonio insular está integrado por el conjunto de los bienes y derechos de cada isla 

y de los organismos públicos que se encuentren en relación de dependencia o vinculación 
con la misma, cualquiera que sea su naturaleza y el título de su adquisición o aquel en virtud 
del cual les hayan sido atribuidos.

TÍTULO VII
De las relaciones institucionales y acción exterior de la Comunidad Autónoma 

de Canarias

CAPÍTULO I
Relaciones interadministrativas

Artículo 191.  Relaciones de colaboración y de cooperación.
1. De conformidad con los principios de lealtad institucional, de solidaridad, de defensa 

del interés general y de respeto a sus respectivas competencias, la Comunidad Autónoma 
de Canarias establecerá relaciones de colaboración y de cooperación con el Estado y las 
demás Comunidades Autónomas.

2. La Comunidad Autónoma de Canarias participa en los órganos del Estado, así como 
en sus organismos y entidades públicas, en los términos establecidos legalmente. 
Igualmente, podrá celebrar los acuerdos y convenios de cooperación con el Estado que 
estime convenientes a través de la Comisión Bilateral de Cooperación.

Artículo 192.  Comisión Bilateral de Cooperación.
1. La Comisión Bilateral de Cooperación Canarias-Estado constituye el marco general y 

permanente de relación entre el Gobierno de Canarias y el del Estado para conocer y tratar 
las cuestiones de interés común que establezcan las leyes o que planteen las partes, y en 
particular:

a) Las controversias de cualquier índole planteadas entre las dos partes y la propuesta, 
si procede, de medidas para resolverlas y, en su caso, para la aplicación e interpretación del 
Estatuto de Autonomía, sin perjuicio de la jurisdicción propia del Tribunal Constitucional y de 
los Tribunales de Justicia.

b) El seguimiento de la política europea para garantizar la efectividad de la participación 
de Canarias en los asuntos de la Unión Europea, en particular en la formación de la posición 
del Estado con relación al diseño y aplicación de las políticas comunes comunitarias y de las 
normas con incidencia directa en el régimen económico y fiscal de Canarias.

c) La participación, información, colaboración y coordinación en el ejercicio de sus 
respectivas competencias.

2. La comisión estará integrada por un número igual de representantes del Gobierno de 
Canarias y del Gobierno del Estado y podrá ser convocada a petición de una de las partes 
con carácter extraordinario. Por acuerdo de ambas partes, la Comisión adoptará su 
reglamento interno de funcionamiento.

Artículo 193.  Convenios y acuerdos de cooperación con otras Comunidades Autónomas.
1. La Comunidad Autónoma de Canarias podrá celebrar convenios con otras 

comunidades autónomas para la gestión y prestación de servicios propios correspondientes 
a materias de su exclusiva competencia. Estos acuerdos deberán ser aprobados por el 
Parlamento de Canarias, si tienen una afectación legislativa. En los demás casos, el 
Gobierno de Canarias deberá informar al Parlamento de la subscripción en el plazo de un 
mes desde la firma. Todos los convenios deberán ser comunicados a las Cortes Generales, y 
entrarán en vigor a los treinta días de esta comunicación, salvo que estas acuerden, en 

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DE LAS ISLAS CANARIAS

§ 2  Ley Orgánica de reforma del Estatuto de Autonomía de Canarias

– 58 –



dicho plazo, que, por su contenido, el convenio debe seguir el trámite previsto en el 
apartado 2 de este artículo, como acuerdo de cooperación.

2. La Comunidad Autónoma de Canarias podrá establecer acuerdos de cooperación con 
otras comunidades autónomas, en los términos previstos del artículo 145.2 de la 
Constitución.

Artículo 194.  Relaciones con otras administraciones públicas canarias.
1. Las administraciones públicas de Canarias se rigen en sus relaciones por los 

principios de lealtad institucional, coordinación, cooperación y colaboración.
2. El Gobierno de Canarias, los cabildos insulares y los ayuntamientos pueden crear 

órganos de cooperación, con composición bilateral o multilateral, de ámbito general o 
sectorial, en aquellas materias en las que exista interrelación competencial y con funciones 
de coordinación o cooperación, según los casos.

3. La Comunidad Autónoma de Canarias fomentará la creación de figuras asociativas 
entre las administraciones públicas para mejorar la gestión de los intereses comunes y 
garantizar la eficacia en la prestación de los servicios.

CAPÍTULO II
Acción exterior de Canarias

Artículo 195.  Acción exterior.
1. El Gobierno de Canarias, dentro del ámbito de sus competencias y de la defensa del 

interés general que le está constitucionalmente atribuida, ejercerá su propia acción exterior, 
sin perjuicio de la función de representación y las competencias que corresponden al Estado.

2. El Gobierno de Canarias impulsará aquellas iniciativas destinadas a facilitar la 
cooperación en aquellos países o territorios donde existan comunidades de canarios o de 
descendientes de estos, así como con los países vecinos y con las otras regiones 
ultraperiféricas en el marco de los programas de cooperación territorial europeos.

3. A tal efecto, y además de las previsiones contenidas en el presente Estatuto y en la 
legislación general del Estado y de las organizaciones internacionales, el Gobierno de 
Canarias, a través de sus delegaciones en el exterior, promoverá en colaboración con el 
Estado, la proyección exterior de la Comunidad Autónoma.

Artículo 196.  Relaciones con la Unión Europea.
1. La Comunidad Autónoma de Canarias participará en las instituciones de la Unión 

Europea, así como de los diferentes organismos internacionales, en los términos 
establecidos por la Constitución, el Estatuto de Autonomía, los tratados y convenios 
internacionales, la legislación aplicable y los acuerdos suscritos entre el Estado y Canarias.

2. Esta participación se producirá, en todo caso, cuando se afecte a su condición de 
región ultraperiférica o se traten materias como cooperación transnacional y transfronteriza, 
políticas económico-fiscales, políticas de innovación, sociedad de la información, 
investigación y desarrollo tecnológico, cuando afecten singularmente los intereses del 
archipiélago canario.

3. El Gobierno de Canarias podrá formar parte de las delegaciones españolas ante la 
Unión Europea cuando se vea afectada su condición de región ultraperiférica.

Artículo 197.  Aplicación y desarrollo del Derecho de la Unión Europea.
1. La Comunidad Autónoma de Canarias, en el ámbito de sus competencias, desarrolla, 

transpone y ejecuta el Derecho de la Unión Europea.
2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la gestión de los fondos 

europeos en materias de su competencia.
3. El Gobierno de Canarias informará periódicamente al Gobierno del Estado de las 

disposiciones y resoluciones adoptadas dentro de las previsiones de los dos apartados 
anteriores.

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DE LAS ISLAS CANARIAS

§ 2  Ley Orgánica de reforma del Estatuto de Autonomía de Canarias

– 59 –



4. Cuando una propuesta legislativa europea pudiera afectar a las competencias de la 
Comunidad Autónoma de Canarias, al régimen económico y fiscal de Canarias o a la 
condición de región ultraperiférica, el Parlamento de Canarias será consultado y manifestará 
su parecer con anterioridad a la emisión por las Cortes Generales de su dictamen en el 
marco del procedimiento de control de los principios de subsidiariedad y proporcionalidad 
que establece el Derecho de la Unión Europea.

Artículo 198.  Información y participación en los tratados internacionales.
1. La Comunidad Autónoma de Canarias será informada durante el proceso de 

negociación y elaboración de los tratados y convenios internacionales y de las negociaciones 
de adhesión a los mismos en cuanto afecten a sus singularidades o a las condiciones para la 
aplicación de la normativa europea. Recibida la información, el Gobierno de Canarias 
manifestará su parecer, en su caso.

2. La Comunidad Autónoma de Canarias adoptará las medidas necesarias para la 
ejecución de los tratados y convenios internacionales, cuando estas afecten a las materias 
atribuidas a su competencia.

3. La Comunidad Autónoma de Canarias podrá solicitar del Gobierno del Estado la 
celebración de tratados o convenios internacionales en materias de interés para Canarias, y, 
en especial, las relacionadas con su situación geográfica como región ultraperiférica, así 
como los que se requieran como consecuencia de políticas de cooperación al desarrollo con 
países vecinos y los que permitan estrechar lazos culturales con aquellos países o territorios 
donde existan comunidades canarias o de descendientes de canarios.

4. La Comunidad Autónoma de Canarias estará presente en las organizaciones 
internacionales que admitan la presencia de las regiones de la Unión Europea y de 
entidades políticas no estatales.

Artículo 199.  Actuaciones ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea.
1. La participación del Gobierno de Canarias en los procedimientos ante el Tribunal de 

Justicia de la Unión Europea se llevará a cabo en los términos establecidos por la normativa 
que sea de aplicación.

2. El Gobierno de Canarias puede instar al Gobierno del Estado a iniciar acciones ante el 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea.

TÍTULO VIII
De la reforma del Estatuto

Artículo 200.  Procedimiento general de reforma del Estatuto.
1. La iniciativa de la reforma corresponderá al Gobierno o al Parlamento de Canarias a 

propuesta al menos de una quinta parte de sus diputados.
2. La propuesta de reforma requerirá, en todo caso, la aprobación del Parlamento de 

Canarias por mayoría de tres quintos de sus miembros, la aprobación de las Cortes 
Generales mediante ley orgánica y, finalmente, ser sometido a referéndum de los electores.

3. El procedimiento de aprobación de la reforma seguirá las siguientes fases:
a) Aprobada la propuesta de reforma por el Parlamento de Canarias, se remitirá al 

Congreso de los Diputados. Una vez sometida al Pleno del Congreso, la Comisión 
Constitucional del Congreso nombrará una ponencia paritaria entre el Congreso de los 
Diputados y el Parlamento de Canarias para intentar alcanzar un acuerdo sobre el texto. 
Llegado a un acuerdo común sobre el texto, se remitirá al pleno de la comisión para su 
votación y si esta es favorable, se someterá al Pleno del Congreso para su aprobación.

b) La tramitación de la propuesta de reforma en el Senado debe seguir un procedimiento 
análogo al del apartado anterior en cuanto a la formulación de un acuerdo común sobre el 
texto por parte de una ponencia del Senado y una delegación del Parlamento de Canarias.

c) Si las Cortes Generales, durante la tramitación parlamentaria, modificaran 
sustancialmente la reforma propuesta, se devolverá al Parlamento de Canarias para nueva 
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deliberación, acompañando mensaje motivado sobre el punto o puntos que hubieren 
ocasionado su devolución y proponiendo soluciones alternativas, en cuyo caso el 
Parlamento de Canarias podrá acceder a las mismas, proponer otras soluciones o desistir de 
la reforma estatutaria.

4. La aprobación de la reforma por las Cortes Generales mediante ley orgánica incluirá la 
autorización del Estado para que el Gobierno de Canarias convoque, en el plazo de tres 
meses, el referéndum de ratificación por los electores.

5. Si la propuesta de reforma no es aprobada por el Parlamento de Canarias o por las 
Cortes Generales, o no es confirmada mediante referéndum por el cuerpo electoral, no podrá 
ser sometida nuevamente a debate y votación del Parlamento hasta que haya transcurrido 
un año.

Artículo 201.  Del procedimiento de reforma abreviado.
No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, cuando la reforma afectare solo al 

capítulo II del título I del Estatuto, se podrá proceder de la siguiente manera:
a) Aprobación de la propuesta de reforma por el Parlamento de Canarias por mayoría de 

tres quintas partes de sus miembros.
b) Aprobada la propuesta de reforma, se someterá a consulta de las Cortes Generales.
c) Si en el plazo de treinta días, a partir de la recepción de la consulta prevista en el 

apartado precedente, las Cortes Generales no se declarasen afectadas por la reforma, se 
ratificará la misma mediante ley orgánica.

d) Si en plazo señalado en la letra c) las Cortes se declarasen afectadas por la reforma, 
esta habrá de seguir el procedimiento previsto en el artículo anterior, dándose por cumplidos 
los trámites del número 1 del mencionado artículo.

Artículo 202.  Audiencia a los cabildos insulares.
Cuando la reforma tuviera por objeto una alteración en la organización de los poderes de 

Canarias que afectara directamente a las islas, se requerirá la audiencia previa de los 
cabildos insulares.

Disposición adicional primera.  Tributos cedidos.
1. Conforme al apartado 3 de esta disposición, con los límites y, en su caso, con la 

capacidad normativa y en los términos que se establezcan en la ley orgánica prevista en el 
artículo 157.3 de la Constitución, se ceden a la Comunidad Autónoma los siguientes tributos:

a) Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.
b) Impuesto sobre el Patrimonio.
c) Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
d) Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.
e) Los tributos sobre el juego.
f) Impuesto Especial sobre la Cerveza.
g) Impuesto Especial sobre Productos Intermedios.
h) Impuesto Especial sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas.
i) Impuesto Especial sobre Electricidad.
j) Impuesto sobre el depósito de residuos en vertederos, la incineración y la 

coincineración de residuos.
k) Aquellos otros que acuerden las Cortes Generales.
2. El contenido de la presente disposición se podrá modificar mediante acuerdo del 

Estado con la Comunidad Autónoma de Canarias, que será tramitado como proyecto de ley. 
A estos efectos, la modificación de la presente disposición no se considerará modificación 
del Estatuto. La eventual supresión o modificación de alguno de dichos tributos implicará la 
extinción o modificación de la cesión, sin perjuicio de las compensaciones que, en su caso, 
se establezcan por ley.
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3. El alcance y condiciones de la cesión serán fijados por la Comisión Bilateral de 
Cooperación Canarias-Estado. El Gobierno del Estado tramitará el acuerdo alcanzado como 
proyecto de ley.

Disposición adicional segunda.  La Agencia Tributaria de Canarias.
1. La aplicación de los tributos propios de la Comunidad Autónoma de Canarias, de los 

derivados del régimen económico y fiscal de Canarias y de los cedidos totalmente por el 
Estado, corresponderán a la Agencia Tributaria de Canarias, en los términos que se 
determinen en la legislación aplicable.

2. La organización y funcionamiento de la misma se establecerá por ley del Parlamento 
de Canarias.

3. La aplicación de los demás impuestos del Estado recaudados en Canarias 
corresponderá a la Administración Tributaria del Estado, sin perjuicio de la delegación que la 
Comunidad Autónoma de Canarias pueda recibir de este, y de la colaboración que pueda 
establecerse especialmente cuando así lo exija la naturaleza del tributo.

4. En el plazo de un año se crearán mecanismos de colaboración y cooperación entre 
ambas administraciones tributarias.

5. Ambas administraciones tributarias establecerán mecanismos de colaboración y, 
particularmente, los necesarios para permitir la presentación y recepción en sus respectivas 
oficinas, de declaraciones y demás documentación con trascendencia tributaria que deban 
surtir efectos ante la otra Administración, facilitando con ello el cumplimiento de las 
obligaciones tributarias de los contribuyentes.

6. La Comunidad Autónoma de Canarias participará, en la forma que se determine 
legalmente, en los entes u organismos tributarios del Estado responsables de la gestión, 
recaudación, liquidación e inspección de los tributos estatales cedidos parcialmente.

7. La gestión tributaria consorcial que pudiera habilitarse entre el Estado y la Comunidad 
Autónoma de Canarias mediante la constitución del correspondiente consorcio no implicará 
en ningún caso reajustes entre el estado y la Comunidad Autónoma de Canarias de los 
importes recaudados por los tributos preexistentes, que seguirán atribuyéndose a cada una 
de las administraciones de igual manera que se realizara antes del establecimiento del 
consorcio.

8. La Agencia Tributaria Canaria podrá realizar la gestión de tributos de ámbito local, a 
través de un convenio con la entidad local correspondiente.

9. Corresponderá al Gobierno de Canarias, a través de sus órganos propios de carácter 
económico-administrativos, la revisión por vía administrativa de los actos de gestión tributaria 
dictados por la Administración Tributaria de Canarias.

Disposición adicional tercera.  Compensación por modificaciones tributarias.
En los términos que se establezcan en la ley orgánica prevista en el artículo 157.3 de la 

Constitución, no se producirá ninguna minoración de la participación de la Comunidad 
Autónoma de Canarias en los ingresos del Estado, como consecuencia de la supresión de 
un impuesto estatal que fuera aplicable en el ámbito de la Comunidad Autónoma.

Disposición adicional cuarta.  La Comisión Mixta de Transferencias.
1. La Comisión Mixta de Transferencias, compuesta paritariamente por la Administración 

Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias y la Administración del Estado, e integrada 
en la Comisión Bilateral de Cooperación a que se refiere el artículo 192 del presente 
Estatuto, tiene por finalidad transferir a la Comunidad Autónoma de Canarias las funciones y 
atribuciones que le corresponden con arreglo al presente Estatuto. Los miembros de la 
comisión mixta representantes de Canarias darán cuenta periódicamente de su gestión ante 
el Parlamento de Canarias.

2. Las transferencias de servicios a la Comunidad Autónoma de Canarias tendrán por 
objeto bloques materiales y orgánicos completos y deberán prever los medios personales, 
financieros y materiales necesarios para su normal funcionamiento, teniendo en cuenta que 
en la asignación de medios el coeficiente de aplicación por habitante no podrá ser para 
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Canarias inferior a la media del Estado, teniendo presente, en todo caso, el costo de la 
insularidad.

3. Los funcionarios adscritos a los servicios de titularidad estatal o a otras instituciones 
públicas, que resulten afectados por los traspasos a la Comunidad Autónoma de Canarias, 
pasarán a depender de esta, siéndoles respetados todos los derechos de cualquier orden y 
naturaleza que les correspondan en el momento del traspaso, incluso el de participar en los 
concursos de traslado que convoque el Estado en igualdad con los restantes miembros de 
sus cuerpos.

4. La transferencia a la Comunidad Autónoma de Canarias de bienes o derechos estará 
exenta de toda clase de cargas, gravámenes o derechos.

5. Será título suficiente para la inscripción en el Registro de la Propiedad del traspaso de 
bienes inmuebles del Estado a la Comunidad Autónoma de Canarias la certificación por la 
Comisión Mixta de los acuerdos gubernamentales debidamente publicados. Esta 
certificación deberá contener los requisitos exigidos por la Ley Hipotecaria. El cambio de 
titularidad en los contratos de arrendamiento de locales para oficinas públicas de los 
servicios ya asumidos por la Comunidad Autónoma de Canarias no se reputará traspaso y 
no dará derecho al arrendador a extinguir o renovar el contrato.

Disposición adicional quinta.  Sede de la Delegación del Gobierno.
La sede de la Delegación del Gobierno del Estado en la Comunidad Autónoma de 

Canarias radicará en la ciudad de Las Palmas de Gran Canaria.

Disposición adicional sexta.  Gestión de las telecomunicaciones.
Considerando la condición de región ultraperiférica de Canarias, su insularidad y su 

lejanía, dentro de la Agenda digital española se contendrá un Plan específico para el 
Archipiélago que tenga en cuenta la singularidad de su espectro radioeléctrico, el acceso a 
los servicios en todas las islas y, en su caso, las obligaciones de servicio público que lo 
garanticen. Dicho Plan será aprobado por el Gobierno de España en Consejo de Ministros. 
En su elaboración y ejecución participará el Gobierno de Canarias, en los términos que se 
fijen por la normativa estatal.

Disposición transitoria primera.  Sistema electoral.
1. Hasta tanto no se apruebe la Ley electoral prevista en el artículo 39 del presente 

Estatuto, se fija en setenta el número de diputados y diputadas del Parlamento de Canarias. 
Sesenta y un escaños se distribuirán entre las circunscripciones insulares de la siguiente 
forma: 3 por El Hierro, 8 por Fuerteventura, 15 por Gran Canaria, 4 por La Gomera, 8 por 
Lanzarote, 8 por La Palma y 15 por Tenerife. Los nueve escaños restantes se asignarán a la 
circunscripción autonómica de Canarias.

2. A efectos de la elección en las circunscripciones insulares, solo serán tenidas en 
cuenta aquellas listas de partido o coalición que hubieran obtenido, al menos, el 15 por 
ciento de los votos válidos de su respectiva circunscripción insular, o, sumando los de todas 
las circunscripciones insulares hubieran obtenido, al menos, el 4 por ciento de los votos 
válidos emitidos en la totalidad de la Comunidad Autónoma.

3. A efectos de la elección en la circunscripción autonómica, sólo serán tenidas en 
cuenta aquellas listas de partido o coalición que hubieran obtenido, al menos, el 4 por 100 de 
los votos válidos emitidos en la totalidad de la Comunidad Autónoma.

4. El Parlamento de Canarias elaborará, en un plazo no superior a tres años desde la 
entrada en vigor del presente Estatuto de Autonomía, la ley a que se refiere el artículo 39.2.

Disposición transitoria segunda.  Régimen transitorio de los cabildos insulares.
Hasta tanto no se desarrollen las prescripciones del título III del presente Estatuto y en lo 

que no se oponga a lo establecido en el mismo, los cabildos insulares se regirán por la 
normativa vigente, que seguirá teniendo carácter supletorio.
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Disposición derogatoria.  Derogación de la Ley Orgánica 10/1982, de 10 de agosto, 
modificada por la Ley Orgánica 4/1996, de 30 de diciembre.

Queda derogada la Ley Orgánica 10/1982, de 10 de agosto, de Estatuto de Autonomía 
para Canarias, modificada por la Ley Orgánica 4/1996, de 30 de diciembre.

Disposición final.  Entrada en vigor.
El presente Estatuto entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».

ANEXO I
Los puntos extremos de las islas o islotes que integran el Archipiélago Canario, para 

determinar las líneas de base rectas de manera que el perímetro resultante siga la 
configuración archipelágica, son los siguientes:

 Latitud N Longitud W

* 1. De Punta Delgada (Alegranza) 29º 24’, 10 13º 29’, 40
a Roque del Este 29º 16’, 50 13º 20’, 00

2. De Roque del Este a Punta de Tierra Negra 29º 01’, 50 13º 27’, 80
3. De Punta de Tierra Negra a (4) Punta de las Borriquillas 28º 16’, 20 13º 53’, 80

5. De Punta Entallada (Lantaílla) 28º 13’, 80 13º 56’, 00
a Punta del Matorral 28º 02’,50 14º 19’, 50

6. De Punta del Matorral a (7) Punta de Maspalomas (GC) 27º 44’,00 15º 35’, 00

8. De Punta de Arguineguín 27º 44’, 50 15º 40’, 10
a Punta de la Rasca (TF) 28º 00’, 00 16º 41’, 60

9. De Punta de la Rasca a Punta de Los Saltos (EH) 27º 38’, 00 17º 59’, 00
10. De Punta de Los Saltos a Punta de La Orchilla 27º 42’, 50 18º 09’, 80
11. De Punta de La Orchilla a Punta del Verodal 27º 45’,60 18º 09’, 30
12. De Punta del Verodal a Punta Gutiérrez (LP) 28º 46’, 50 18º 00’, 50
13. De Punta Gutiérrez a Punta de Vallero 28º 49’, 60 17º 57’, 60
14. De Punta de Vallero a Punta de Juan Adalid 28º 51’, 10 17º 55’, 00
15. De Punta de Juan Adalid a Punta Cumplida 28º 50’, 10 17º 46’, 80
16. De Punta Cumplida a Roque de Fuera (Anaga. TF) 28º 35’, 80 16º 09’, 50
17. De Roque de Fuera a Morro de La Vieja (Isleta. GC) 28º 10’, 60 15º 24’, 50
18. De Morro de La Vieja a Punta de la Ensenada (LZ) 29º 02’, 00 13º 49’, 00
19. De Punta de la Ensenada a Punta Grieta (Alegranza) 29º 24’, 50 13º 31’, 50
20. De Punta Grieta a Punta Delgada (Alegranza) 29º 24’, 10 13º 29’, 40

* Punto de partida y de cierre de la configuración: Alegranza.

Abreviaturas:
GC: Gran Canaria.
TF: Tenerife.
EH: El Hierro.
LP: La Palma.
LZ: Lanzarote.
Las coordenadas geográficas han sido tomadas de la carta náutica española 209, 

edición-denominación: Islas Canarias; fecha de edición: Cádiz 1958, actualización: julio 
1992.
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ANEXO II
Mapa del Archipiélago Canario según indica el anexo I
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§ 3

Ley 4/1998, de 15 de mayo, de Voluntariado de Canarias

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 63, de 25 de mayo de 1998
«BOE» núm. 134, de 5 de junio de 1998
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1998-13084

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento de Canarias ha aprobado y yo, en 
nombre del Rey y de acuerdo con lo que establece el artículo 12.8 del Estatuto de 
Autonomía, promulgo y ordeno la publicación de la siguiente Ley:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El desarrollo de una sociedad del bienestar basada en los principios de solidaridad, 

justicia, tolerancia, respeto al medio ambiente, etc., requiere la participación de los 
ciudadanos, tanto individualmente como en grupos organizados, entre los que 
necesariamente son de destacar las entidades de voluntariado.

La existencia de entidades de voluntariado y la iniciativa social es consustancial a toda 
política social, no para sustituir la acción de los servicios públicos, sino teniendo en cuenta 
que, por el contrario, éstos han venido a incorporarse a la labor desarrollada históricamente 
por la iniciativa social en el campo de la satisfacción de las necesidades humanas, 
capitalizando para el bien común actitudes, esfuerzos y recursos personales. La 
trascendencia de esta labor ha sido hasta tal punto valorada por la comunidad internacional, 
que la propia Asamblea General de las Naciones Unidas, en su sesión de 17 de diciembre 
de 1985, proclama el día 5 de diciembre de cada año como Día Internacional de las 
Personas Voluntarias para el Desarrollo Económico y Social.

Esta participación de las personas voluntarias en la vida social se halla consagrada en la 
Constitución Española de 1978, en preceptos como el artículo 9.2: «Corresponde a los 
poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad de los 
individuos y de los grupos en que se integran sean reales y efectivas; remover los obstáculos 
que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la 
vida política, económica, cultural y social».

También la Carta Social Europea de 18 de octubre de 1961, ratificada por España el 29 
de abril de 1980, obliga al Estado español a fomentar la participación de los individuos y 
organizaciones en los servicios sociales.

El marco regulador de promoción de actuaciones voluntarias se ha venido completando 
con preceptos aislados de las leyes estatales. Así, la Ley de Integración Social de 
Minusválidos (Ley 13/1982, de 7 de abril), contiene por primera vez en nuestro Derecho, en 
su artículo 64, una referencia expresa al voluntariado: «El Estado fomentará la colaboración 
del voluntariado en la atención de los disminuidos, promoviendo la constitución y 
funcionamiento de instituciones sin fin de lucro que agrupen a personas interesadas en esta 
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actividad a fin de que puedan colaborar con los profesionales en la realización de 
actuaciones de carácter vocacional en favor de aquélla...».

En fechas más recientes, se ha concretado la incorporación al ordenamiento jurídico 
estatal de la Ley 6/1996, de 15 de enero, del Voluntariado, que regula las actuaciones de los 
ciudadanos que se agrupan para satisfacer intereses generales, cuando éstos participen en 
programas de ámbito estatal o supraautonómico, así como la actividad de las 
correspondientes organizaciones en cuanto desarrollen dichos programas, o cuando 
voluntarios y organizaciones participen en programas que desarrollen actividades de 
competencia exclusiva estatal.

El surgimiento del Estado de las Autonomías ha propiciado que las Comunidades 
Autónomas, en el ejercicio de sus competencias, presten especial atención al tema del 
voluntariado. Los correspondientes Estatutos de Autonomía aluden en su articulado a la 
necesidad de promover actuaciones solidarias. El Estatuto de Autonomía de Canarias 
establece a este respecto, en su artículo 1, párrafo 2: «La Comunidad Autónoma de 
Canarias, a través de sus instituciones democráticas, asume como tarea suprema la defensa 
de los intereses canarios, la solidaridad entre todos cuantos integran el pueblo canario, del 
que emanan sus poderes, el desarrollo equilibrado de las islas y la cooperación con otros 
pueblos, en el marco constitucional y estatutario». El mismo Estatuto fundamenta en su 
artículo 30 las competencias en cuyo ejercicio se dicta la presente Ley, al proclamar que la 
Comunidad Autónoma de Canarias tiene competencia exclusiva en materia de asistencia 
social y servicios sociales, fundaciones y asociaciones de carácter docente, cultural, 
artístico, benéfico, asistencial y similares, en cuanto desarrollen esencialmente sus funciones 
en Canarias.

Por su parte, la Ley 9/1987, de 28 de abril, de Servicios Sociales, hace referencia a lo 
largo de su articulado a la participación del voluntariado, ya sea a título individual, ya a través 
de sus organizaciones. Así, el preámbulo 2, párrafo 13, señala: «Las entidades privadas sin 
fin de lucro, el voluntariado y los ciudadanos en tanto que tales y especialmente como 
usuarios, están llamados a potenciar la capacidad de acción de los servicios sociales, tanto 
en orden cuantitativo como cualitativo, participando y colaborando en la planificación, gestión 
y control de los servicios sociales a través de los órganos que se regulan en la presente 
Ley»; el artículo 6.3.b): «... potenciar la vida de la comunidad, facilitando la participación en 
las tareas comunes e impulsando la vida social, primordialmente el voluntariado, el 
asociacionismo y favoreciendo el desarrollo de las zonas deprimidas, urbanas y rurales, 
promoviendo el esfuerzo de la comunidad y Administración para elevar el nivel y la calidad 
de vida de las mismas»; el artículo 13.1.j): «Fomento de la participación ciudadana en la 
prevención y resolución de los problemas sociales detectados en su territorio»; el artículo 
13.1.k): «Fomento y ayuda a las iniciativas sociales no lucrativas que se promueven para 
mejorar la calidad de vida de los habitantes del municipio»; el artículo 15.2: «Serán objeto de 
una especial atención por parte de las Administraciones Públicas, las fundaciones, las 
asociaciones de heteroayuda y ayuda mutua y el voluntariado cuyos objetivos y actividades 
convengan mejor a los principios de prevención, normalización y rehabilitación y promoción 
social»; el artículo 20: «Con independencia de los Consejos que se regulan en los artículos 
16, 17 y 18, el personal profesional, los voluntarios y los usuarios de los centros y programas 
participarán en la gestión de los mismos, mediante las fórmulas que se establezcan 
reglamentariamente».

La Ley pretende inspirarse, además, en los principios fundamentales del voluntariado 
recogidos en la Declaración Universal sobre el Voluntariado, elaborada en el Congreso 
Mundial LIVE'90, en París:

«Reconocer el derecho de asociación a todo hombre, mujer o niño, cualquiera que sea 
su raza o religión, su condición física, económica, social y cultural; respetar la dignidad de 
todo ser humano y su cultura; ofrecer ayuda mutua desinteresada y participar, 
individualmente o en asociaciones, con espíritu de compañerismo y de fraternidad; estar 
atentos a las necesidades de las comunidades y propiciar con ellas la solución de sus 
propios problemas; tienen como meta hacer del voluntariado un elemento de desarrollo 
personal, de adquisición de conocimientos nuevos, de ampliación de sus capacidades, 
favoreciendo la iniciativa y la creatividad, permitiendo a cada uno ser miembro activo y no 
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solamente beneficiario de la acción; estimular la responsabilidad social y motivar la 
solidaridad familiar, comunitaria e internacional.»

Por otro lado, los trabajos del voluntario recogidos en la presente Ley se realizan de 
forma desinteresada y benevolente, excluyendo a aquellas personas que realicen dicha 
actividad mediante una relación laboral. Así, el Estatuto de los Trabajadores y la Ley General 
de la Seguridad Social excluyen de su ámbito de aplicación los trabajos realizados a título de 
amistad, benevolencia o buena vecindad y a aquellos servicios por cuenta ajena que no 
sean retribuidos.

La Comunidad Autónoma de Canarias no puede mantenerse ajena a la acción voluntaria 
que se ejerce en su seno. En función de su cuota de responsabilidad social, debe colaborar 
en su promoción y desarrollo y, sobre todo, coordinar la labor desarrollada por las entidades 
de voluntariado con el fin de cubrir todas las áreas en que sea posible la participación activa 
de las personas voluntarias, pues, a pesar de que el voluntariado se desarrolla 
principalmente en el área de servicios sociales, existen otras no menos importantes donde la 
participación ciudadana va incrementándose, como medio ambiente, educación, cultura, 
pacifismo, protección civil, etcétera. En este sentido, la Ley del Voluntariado viene a 
contemplar las mejores condiciones de funcionamiento del mismo en todas las áreas cívicas 
y sociales en las que la presencia del voluntariado sea necesaria para desarrollar o 
completar servicios básicos para la comunidad.

Este primordial objetivo de coordinación de las actuaciones de las personas voluntarias, 
entidades de voluntariado e instituciones públicas para la consecución de una sociedad más 
solidaria, que no ha de suponer la reducción de las cotas de libertad de elección y actuación 
de las personas voluntarias, ni de la autonomía de decisión de las entidades de voluntariado, 
viene acompañado en la presente norma de otras pretensiones como son las de fomentar la 
participación ciudadana apoyando las iniciativas sociales no lucrativas y cuidando la no 
eliminación de los valores altruistas en que las actuaciones voluntarias se amparan, suprimir 
los obstáculos que impidan a cualquier persona realizar tareas de voluntariado, aclarar 
conceptos difusos en torno al campo en cuestión y procurar la desaparición de actuaciones 
fraudulentas que a su amparo puedan realizar determinadas personas o entidades.

El hecho de que una norma con rango de ley reconozca y potencie la labor del 
voluntariado introduce nuevos elementos de compensación de las desviaciones insolidarias 
que el orden económico establecido genera en todos los ámbitos de la organización social, 
facilitando la participación de los ciudadanos no sólo en la mejora de las condiciones de vida 
de la población en Canarias sino también en la esfera de la solidaridad y cooperación 
internacional, todo ello de conformidad con los valores superiores que en tal sentido se 
desprenden de la Constitución Española y con las tareas supremas asumidas en la 
normativa estatutaria canaria.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
La presente Ley tiene por objeto el reconocimiento, la ordenación y la promoción de la 

acción voluntaria como expresión de solidaridad y pluralismo, así como fomentar la 
participación de los ciudadanos y ciudadanas de Canarias en organizaciones sin ánimo de 
lucro y facilitar las relaciones que se entablen entre las Administraciones Públicas, las 
entidades que desarrollen actividades de aquella naturaleza y las personas voluntarias que 
participen en su ejecución.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. Esta Ley será de aplicación a las personas voluntarias y a las entidades que impulsen 

o participen en programas o proyectos a través de los que se desarrollen actividades de 
voluntariado en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Canarias, 
independientemente del lugar donde radique su sede social, de su titularidad y de que su 
actividad se centre exclusivamente, o no, en el voluntariado.
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2. Será también aplicable la Ley de Voluntariado a aquellas entidades de voluntariado 
que, teniendo sede o delegación permanente en el territorio de la Comunidad Autónoma de 
Canarias, participen o promuevan en el archipiélago actividades encaminadas a la 
solidaridad, sensibilización, educación y cooperación al desarrollo de los países 
empobrecidos.

Artículo 3.  El voluntariado.
1. A los efectos de la presente Ley, se entiende por voluntariado el conjunto de 

actividades, desarrolladas por personas voluntarias en áreas de interés social, que reúnan 
los siguientes requisitos:

a) Que tengan carácter altruista, solidario, responsable y pacífico.
b) Que su realización sea libre, sin que tenga su causa en una obligación personal o 

deber.
c) Que se lleven a cabo sin contraprestación económica ni ánimo de lucro.
d) Que se desarrollen a través de programas o proyectos de entidades de voluntariado.
2. No se consideran actividades de voluntariado:
a) Las desarrolladas como consecuencia de una relación laboral, mercantil o profesional 

de cualquier tipo.
b) La prestación social sustitutoria del servicio militar o cualquier otra legalmente 

establecida.
c) Las actuaciones voluntarias aisladas, esporádicas o prestadas al margen de 

organizaciones públicas o privadas, sin ánimo de lucro, ejecutadas por razones familiares, 
de benevolencia, de amistad o buena vecindad.

d) Las que generen algún beneficio económico para las personas o entidades que las 
realicen.

3. La actividad de voluntariado no podrá en ningún caso sustituir al trabajo retribuido, ni 
aún en caso de conflicto laboral, ni ser considerada como prácticas, aprendizaje o 
experiencia profesional.

Artículo 4.  Las personas voluntarias.
A los efectos de lo dispuesto en la presente Ley, se considera voluntario a toda persona 

física que realice una actividad no obligatoria, de forma no lucrativa, responsable, continua, 
solidaria y pacífica, a través de los proyectos o programas de una entidad que ejerza el 
voluntariado y dentro de alguna de las áreas de interés social de las señaladas en el artículo 
6 de esta Ley.

Artículo 5.  Las entidades de voluntariado.
Se considera entidad de voluntariado la persona jurídica legalmente constituida que, 

careciendo de ánimo de lucro, desarrolla actividades en áreas de interés social de forma 
ordinaria y permanente, fundamentalmente a través de personas voluntarias.

El personal remunerado que preste servicios en las mismas realizará las actividades 
estrictamente necesarias para el funcionamiento estable de la entidad.

Artículo 6.  Áreas de interés social.
Se consideran áreas de interés social las siguientes:
a) Cooperación y solidaridad internacional, sensibilización y educación para el desarrollo, 

derechos humanos y pacifismo.
b) Servicios sociales y sanitarios.
c) Promoción de la igualdad de oportunidades entre el hombre y la mujer.
d) Inserción sociolaboral de colectivos en situación de desventaja social.
e) Educación, ciencia, cultura, deportes y patrimonio histórico-artístico.
f) Protección civil.
g) Protección del medio ambiente y defensa del medio rural.

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DE LAS ISLAS CANARIAS

§ 3  Ley de Voluntariado de Canarias

– 69 –



h) Cualquier otra que responda a la naturaleza y fines de las actuaciones voluntarias 
ajustándose a lo establecido en la presente Ley.

CAPÍTULO II
De los voluntarios

Artículo 7.  Derechos de las personas voluntarias.
Las personas voluntarias tienen los siguientes derechos en sus relaciones con la entidad 

en la que prestan sus servicios:
a) Ser informadas de las actividades, programas o proyectos en los que vayan a 

participar, así como de la organización, funcionamiento, fines y objetivos de la entidad en la 
que colaboren.

b) Recibir la formación necesaria para la tarea que vayan a asumir y ser orientadas hacia 
las actividades para las que reúnan las mejores aptitudes.

c) Participar activamente en la entidad en la que se inserten y en el diseño, desarrollo y 
evaluación de las actividades de la misma.

d) Formar parte de la dirección de la entidad de acuerdo a sus Estatutos o normas de 
funcionamiento.

e) No ser asignadas a la ejecución de tareas ajenas a los fines y naturaleza de la entidad 
ni a otras con fines fraudulentos.

f) Recibir los medios necesarios para el ejercicio de su actividad.
g) Obtener el cambio de la actividad en la que participen cuando existan causas que lo 

justifiquen.
h) Ser reembolsadas por la entidad por los gastos que directamente les ocasione la 

actividad voluntaria.
i) Tener cubiertos los daños y perjuicios que pudieran ocasionárseles en el correcto 

desempeño de su actividad.
j) Tener garantizadas unas condiciones mínimas higiénicas, sanitarias y de seguridad 

similares a las exigidas en la normativa laboral vigente para quienes desarrollan una 
actividad laboral.

k) Disponer de una acreditación identificativa de su condición de personas voluntarias y 
recibir certificaciones de su participación en las diferentes actividades de voluntariado.

l) Ser tratadas sin discriminación por cualquier razón o circunstancia.
m) Obtener el respeto y reconocimiento a su contribución a la sociedad.
n) Todos aquellos otros que se establezcan derivados de la presente Ley y del resto del 

ordenamiento jurídico.

Artículo 8.  Deberes de las personas voluntarias.
Las personas voluntarias están obligadas a:
a) Desarrollar la actividad a que se hayan comprometido con la máxima diligencia y 

conforme a las exigencias del principio de buena fe, en los términos del compromiso 
aceptado y de las indicaciones que para el cumplimiento de la misma pudieran recibir de la 
entidad en que colaboren.

b) Participar en aquellas actividades de formación que les indique la entidad, al objeto de 
capacitarles para un mejor desempeño de su tarea.

c) No interrumpir bruscamente su actividad si ello produjera perjuicios para los 
beneficiarios del programa o proyecto al que estuvieran adscritas.

d) Observar las medidas de seguridad e higiene adoptadas con carácter general por la 
legislación vigente en la materia, así como las indicadas por la entidad en que se participe.

e) Cuidar con diligencia los recursos que ponga a su disposición la entidad.
f) Mantener la debida confidencialidad de la información recibida y conocida en el 

desarrollo de su actividad.
g) Respetar los derechos de los beneficiarios de la actividad voluntaria.
h) Rechazar cualquier tipo de contraprestación material en el desarrollo de su actividad.
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i) Utilizar debidamente la acreditación identificativa de su condición de voluntarias y los 
distintivos de la entidad de voluntariado con la que colaboren.

j) Cooperar con espíritu de solidaridad y comprensión con todos los miembros de la 
entidad de voluntariado en que participen.

k) Respetar las normas de organización y funcionamiento interno de la entidad.

CAPÍTULO III
De las entidades de voluntariado

Artículo 9.  Deberes de las entidades de voluntariado.
1. Las entidades de voluntariado habrán de estar legalmente constituidas, dotadas de 

personalidad jurídica propia, carecer de ánimo de lucro y desarrollar actividades en las áreas 
de interés social dispuestas en el artículo 6 de esta normativa.

2. Dichas entidades deberán, en todo caso:
a) Responder a principios democráticos y participativos en la composición de sus 

órganos y en su funcionamiento.
b) Elaborar un Estatuto que precise claramente los fines de las mismas y regule el 

desarrollo de la actividad a la que se dediquen, así como la relación entre la entidad y las 
personas voluntarias que en ella se integren. Este estatuto contendrá en todo caso los 
derechos y deberes de voluntarios y entidades de voluntariado recogidos en la presente Ley.

c) Cumplir los acuerdos adquiridos con las personas voluntarias en el compromiso de 
incorporación a los programas o proyectos de la entidad.

d) Responder frente a terceros por los daños y perjuicios causados por los voluntarios 
que colaboren con la entidad en el desempeño de sus actividades de voluntariado, en los 
términos establecidos en el capítulo II del título XVI del libro IV del Código Civil.

Si el daño o perjuicio fuera causado por personas voluntarias que obrasen de mala fe o 
haciendo caso omiso de las instrucciones concretas que para el desarrollo de su actividad 
les hubieran sido indicadas por la entidad, podrá repercutir ésta las consecuencias de su 
responsabilidad en dichas personas voluntarias.

e) Tener cubiertas las posibles contingencias que pudieran ocasionar a las personas 
voluntarias cualquier daño o perjuicio, causado por eventuales accidentes y enfermedades 
relacionadas directamente con el ejercicio de la actividad voluntaria.

f) Cubrir los gastos derivados de la prestación del servicio y dotar a las personas 
voluntarias de los medios adecuados para el cumplimiento de sus cometidos.

g) Informar y orientar adecuadamente a las personas voluntarias que colaboren con la 
entidad, sobre la organización y funcionamiento de la misma y sobre las actividades que en 
ésta hayan de realizar aquéllos.

h) Proporcionar a las personas voluntarias la formación necesaria para el correcto 
desarrollo de sus actividades.

i) Garantizar las debidas condiciones en materia de seguridad e higiene en la realización 
de las actividades, instruyendo a las personas voluntarias acerca de los riesgos que 
pudieran afectarles y fomentando la cooperación entre los miembros de la entidad para 
mantener dichas condiciones de forma adecuada.

j) Facilitar a la persona voluntaria una acreditación que le habilite e identifique para el 
desarrollo de su actividad.

k) Expedir a las personas voluntarias un certificado que acredite la colaboración 
prestada, en el que deberá constar, como mínimo, además de los datos personales e 
identificativos de la persona voluntaria y de la entidad, la fecha, duración y naturaleza de las 
actividades o programas en los que han participado.

l) Llevar un libro de registro de altas, bajas y otras incidencias en que se encuentre el 
personal voluntario, expresivo además de la fecha, duración y naturaleza de los servicios 
efectuados por el mismo.

m) Velar por el respeto de las funciones asignadas a cada uno de los miembros de los 
diferentes programas y proyectos llevados a cabo por la entidad.
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n) Efectuar el seguimiento y evaluación de las actividades programadas, garantizando la 
consecución de los objetivos previstos conforme a los principios de eficacia y rentabilidad 
social.

ñ) Prever mecanismos que posibiliten la continuidad de la actividad desarrollada por 
algún miembro de la entidad, en el supuesto de cesar éste en su labor.

o) Impedir que se reemplacen a través de las actividades que realicen las personas 
voluntarias puestos de trabajo que debieran ser retribuidos.

p) Cumplir la normativa general en materia de asistencia sanitaria, laboral, de seguridad 
e higiene, fiscal, etc.

q) Aplicar su patrimonio, en caso de disolución, a la realización de proyectos y 
programas de interés general análogos en sus fines a los que la entidad viniera persiguiendo 
mediante su actividad.

Artículo 10.  Derechos de las entidades de voluntariado.
Tienen derecho las entidades de voluntariado a:
a) Obtener el respeto y el reconocimiento de la sociedad por la labor que realizan.
b) Participar, a través de la Comisión Intersectorial a la que hace referencia el artículo 18 

de la presente Ley y a través de cuantos otros cauces de representación se establezcan en 
la normativa que desarrolle la misma, en toda actuación que pretenda llevar a cabo el 
Gobierno de Canarias relacionada con la promoción de actividades de voluntariado.

c) Elaborar sus propias normas de funcionamiento interno, que deberán ajustarse a lo 
establecido en la presente Ley.

Artículo 11.  Acceso de las personas voluntarias a los programas y proyectos de las 
entidades.

El acceso de las personas voluntarias a los programas y proyectos de las entidades de 
voluntariado se produce mediante la suscripción, por escrito, del compromiso de 
incorporación, cuyo contenido mínimo será el siguiente:

a) El conjunto de derechos y deberes que corresponden a ambas partes, que en todo 
caso deberá respetar las prescripciones de esta Ley, y establecer que tanto voluntarios como 
entidades respetarán los derechos individuales y la libertad de los beneficiarios de sus 
actividades, estimulando, en su caso, su capacidad de autoayuda.

b) El contenido general de las funciones y actividades que desarrollarán las personas 
voluntarias.

c) Los fines y objetivos de la entidad en que se integran.
d) El proceso de formación previo o simultáneo que, en su caso, se requiera para el 

desempeño de la actividad a realizar.
e) La duración del compromiso y las formas de desvinculación por ambas partes.
f) La determinación del carácter altruista de la relación.

CAPÍTULO IV
Acreditación, registro y pérdida de la condición de entidad de voluntariado

Artículo 12.  Acreditación y registro.
1. La acreditación es el acto por el que el Gobierno de Canarias, a través de la 

Consejería competente en materia de asuntos sociales, garantiza que una organización 
reúne las características de una entidad de voluntariado y cumple los requisitos establecidos 
en la presente Ley.

2. A fin de determinar la capacidad para acceder a cualquier medida de fomento o 
reconocimiento que contemple esta normativa, o las disposiciones que desarrollen la misma, 
las entidades que realicen o pretendan realizar actividades de voluntariado deberán solicitar 
su acreditación como entidades de voluntariado a la Consejería competente en materia de 
asuntos sociales, que verificará que la entidad reúne los requisitos establecidos en la 
presente Ley, concederá la acreditación, en su caso, e inscribirá de oficio a la entidad 
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acreditada en el Registro de Entidades Colaboradoras en la prestación de servicios sociales 
con el carácter de entidad de voluntariado.

Artículo 13.  Pérdida de la condición de entidad de voluntariado.
1. Serán causas de la pérdida de la condición de entidad de voluntariado:
a) La petición expresa de la entidad en tal sentido.
b) La extinción de su personalidad jurídica.
c) La revocación de la acreditación por incumplimiento de las obligaciones establecidas 

en la presente Ley y su desarrollo, en especial cuando se promovieren actividades 
consideradas con fin de lucro, se constatara la existencia de remuneraciones o puestos de 
trabajo encubiertos, o se estuviera llevando a cabo cualquier tipo de contraprestación para 
compensar actuaciones consideradas voluntarias.

2. En tal caso, el departamento competente en materia de asuntos sociales procederá, 
de oficio, a la cancelación de la inscripción registral de la condición de entidad de 
voluntariado que ostentaba la entidad que haya perdido esa consideración en aplicación de 
lo regulado en el apartado anterior.

CAPÍTULO V
Del fomento del voluntariado

Sección 1.ª Funciones de las Administraciones Públicas de Canarias

Artículo 14.  Desarrollo de funciones.
Las Administraciones Públicas de Canarias, dentro del ámbito de su competencia 

territorial, desarrollarán complementariamente con las entidades de voluntariado y como 
colaboración con la labor que éstas llevan a efecto, el ejercicio de las siguientes funciones:

a) Impulsar campañas de sensibilización, información y fomento del voluntariado, 
utilizando entre otras posibles vías las difusiones a través de los medios de comunicación 
social.

b) Informar sobre los recursos existentes en la comunidad relacionados con la acción 
voluntaria.

c) Promover investigaciones y estudios sobre voluntariado.
d) Colaborar con las entidades de voluntariado y cualquier entidad privada en la 

organización de cursos de formación y perfeccionamiento, tanto de carácter genérico como 
específico, para las personas voluntarias.

e) Promover intercambios formativos y culturales con voluntarios y entidades de 
voluntariado de otras nacionalidades españolas y extranjeras.

f) Potenciar el reconocimiento público de la labor desarrollada por las entidades de 
voluntariado.

g) Asegurar que en los programas educativos definidos bajo la competencia del 
departamento correspondiente, se potencie la formación en los valores inherentes al 
compromiso de solidaridad y cooperación de toda actuación voluntaria.

h) Participar en la financiación de proyectos de iniciativa social en régimen de 
voluntariado en las distintas áreas de interés social contempladas en el artículo 6 de esta 
Ley.

i) Prestar asesoramiento jurídico y administrativo a las entidades de voluntariado.
j) Cualquier otra acorde con su naturaleza.

Artículo 15.  Relación del voluntariado con la Administración Pública.
La colaboración del voluntariado con la Administración Pública no supondrá la existencia 

de vínculo laboral, administrativo o mercantil alguno, se ajustará a lo dispuesto en esta Ley y 
se desarrollará siempre a través de entidades de voluntariado.
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Sección 2.ª Ayudas y subvenciones

Artículo 16.  Criterio para la concesión.
En las ayudas y subvenciones que, dentro de las áreas de la acción social a que se 

refiere el artículo 6, se concedan por la Administración Pública de la Comunidad Autónoma 
de Canarias, deberá tenerse en cuenta como uno de los criterios de priorización que han de 
servir de base para su otorgamiento el que la actividad a que se destinen sea desarrollada 
por entidades de voluntariado debidamente acreditadas que persigan fines de interés 
general en alguna de dichas áreas.

Artículo 17.  Actividades de solidaridad, sensibilización, educación y cooperación 
encaminadas al desarrollo.

Las entidades de voluntariado que, teniendo sede o delegación permanente en el 
territorio de la Comunidad Autónoma Canaria, gestionen o ejecuten en el archipiélago 
actividades de voluntariado encaminadas a la solidaridad, sensibilización, educación y 
cooperación al desarrollo, podrán acogerse a las medidas de fomento que se regulan en la 
presente Ley, así como a las que se contemplen en la normativa que desarrolle la misma, sin 
perjuicio de que se efectúen las deducciones correspondientes a las ayudas, subvenciones o 
beneficios que para el mismo proyecto o programa hayan recibido de otros organismos de 
cualquier Administración Pública. Se priorizará en las concesiones de tales medidas a 
aquellas federaciones que agrupen o engloben a distintas entidades de voluntariado unidas 
a los fines de la contribución al desarrollo.

Sección 3.ª De la Comisión Intersectorial de Voluntariado

Artículo 18.  Funciones y composición.
1. Se crea la Comisión Intersectorial de Voluntariado, adscrita a la Consejería 

competente en materia de asuntos sociales, que tendrá las siguientes funciones:
a) Impulsar iniciativas orientadas al fomento y reconocimiento de las acciones de 

voluntariado.
b) Coordinar las relaciones que surjan entre las entidades de voluntariado y las 

Administraciones Públicas de Canarias.
c) Promover la formación integral de las personas voluntarias a través de sus 

organizaciones.
d) Elevar observaciones al Consejo General de Servicios Sociales, para que éste informe 

al Departamento del Gobierno de Canarias con competencias en el área de asuntos 
sociales, al respecto de aquellas acciones realizadas por personas voluntarias o entidades 
de voluntariado, que pudieran constituir infracción de los preceptos contenidos en la 
presente Ley o en el resto del ordenamiento jurídico.

e) Velar por la coordinación de los distintos programas y la calidad de los mismos.
f) Participar en la elaboración de propuestas de desarrollo normativo de la presente Ley.
g) Aquellas otras que reglamentariamente se establezcan.
2. La composición de la Comisión Intersectorial deberá incluir a representantes de las 

entidades de voluntariado, de las personas voluntarias, de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Canarias, de los Cabildos y de los Ayuntamientos del archipiélago.

Sección 4.ª Información y participación

Artículo 19.  De la Oficina de Información y Asesoramiento del Voluntariado.
La Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias creará una Oficina 

de Información y Asesoramiento del Voluntariado, a la que podrán dirigirse aquellas 
entidades de voluntariado que precisen orientación y apoyo técnico, y todas aquellas 
personas que deseen informarse acerca de las entidades, programas, proyectos y 
actividades relacionadas con el voluntariado que se realicen en la Comunidad Autónoma de 
Canarias.
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Artículo 20.  Impulso y promoción de la acción voluntaria.
1. La Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias impulsará la 

participación de los ciudadanos en las organizaciones de voluntariado mediante campañas 
de información y sensibilización que lleven a la opinión pública el contenido y valor social de 
las actividades promovidas por dichas organizaciones.

2. Asimismo, potenciará la participación de las entidades de voluntariado en programas o 
proyectos de ámbito nacional o internacional, especialmente los orientados a la solidaridad y 
cooperación al desarrollo en los países empobrecidos.

Artículo 21.  Catálogo de entidades de voluntariado.
La Consejería competente en materia de asuntos sociales mantendrá actualizado un 

catálogo de entidades de voluntariado, especificando las actividades que realiza cada una de 
ellas y su respectivo ámbito territorial. Los Cabildos Insulares y los Ayuntamientos tendrán 
acceso permanente a ese catálogo.

Disposición adicional primera.  Contenido de los programas y proyectos.
Los programas y proyectos de las entidades de voluntariado deberán contener, además 

de los datos de las entidades que los promuevan, los requisitos que se establezcan 
reglamentariamente.

Disposición adicional segunda.  Participación del personal al servicio de la Administración 
de la Comunidad Autónoma de Canarias o de sus organismos autónomos y empresas 
dependientes en actividades de solidaridad, sensibilización, educación y cooperación 
encaminadas al desarrollo.

La Comunidad Autónoma de Canarias podrá suscribir convenios de colaboración con 
entidades de voluntariado que gestionen o ejecuten acciones de solidaridad, sensibilización, 
educación y cooperación al desarrollo en países empobrecidos, de manera que permita la 
adscripción voluntaria, previa autorización, del personal al servicio de la Administración de la 
Comunidad Autónoma o de sus organismos autónomos y empresas dependientes, en las 
condiciones que reglamentariamente se establezcan, sin que suponga dicha adscripción, la 
modificación o suspensión de los derechos estatutarios o laborales, incluidos los de 
contenido económico.

Disposición adicional tercera.  Modificación de la Ley de Servicios Sociales.
1. Se modifica el artículo 5 de la Ley 9/1987, de 28 de abril, de Servicios Sociales, que 

quedará redactado con el siguiente tenor:

«Artículo 5.  Niveles de organización.
El sistema de servicios sociales se estructura de conformidad con los niveles 

funcionales siguientes:
a) Servicios sociales generales o comunitarios.
b) Servicios sociales especializados.
c) Programas integrados por áreas, sectores y ámbitos espaciales.
Las Administraciones Públicas deberán cubrir, como mínimo, los servicios básicos 

correspondientes a los tres niveles anteriores, bien a través de su propia red, 
utilizando los sistemas de contratación previstos legalmente para la contratación de 
servicios por las Administraciones Públicas, o en concertación estable con los de los 
servicios de iniciativa social no lucrativa.»

2. Se modifica el artículo 11 de la Ley 9/1987, de 28 de abril, de Servicios Sociales, que 
quedará redactado con el siguiente tenor:
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«Artículo 11.  Comisión Especial Delegada.
1. Se crea una Comisión Especial Delegada por la Comunidad Autónoma de 

Canarias, al objeto de implementar acciones integrales conducentes al logro de una 
eficaz política de los servicios sociales.

2. Dicha Comisión, presidida por el Vicepresidente del Ejecutivo o Consejero 
designado al efecto por el propio Gobierno, estará integrada por aquellos altos cargos 
con competencias concernientes a áreas y sectores de la política social, pudiendo 
formar parte de ellas asimismo los Presidentes o Consejeros delegados en el área 
social de los Cabildos Insulares.

3. Serán sus funciones básicas:
a) Coordinar las diferentes políticas sectoriales con incidencia en la política de 

acción social.
b) Racionalizar y optimizar los recursos disponibles, proponiendo al Gobierno 

programas integrados.»

Disposición transitoria única.  Plazo de adecuación a la norma.
Las entidades colaboradoras ya existentes que no reúnan las condiciones previstas en 

esta Ley dispondrán de un plazo de seis meses a partir de su entrada en vigor para ajustarse 
a lo previsto en la misma.

Disposición derogatoria única.  Derogación de disposiciones.
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

dispuesto en la presente Ley.

Disposición final primera.  Facultades de desarrollo.
El Gobierno de Canarias queda facultado para desarrollar reglamentariamente la 

presente Ley en el plazo de un año.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín Oficial de 

Canarias».
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§ 4

Ley 12/2019, de 25 de abril, por la que se regula la atención 
temprana en Canarias

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 90, de 13 de mayo de 2019
«BOE» núm. 140, de 12 de junio de 2019
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2019-8708

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento de Canarias ha aprobado y yo, en 
nombre del Rey y de acuerdo con lo que establece el artículo 47.1, del Estatuto de 
Autonomía de Canarias, promulgo y ordeno la publicación de la Ley 12/2019, de 25 de abril, 
por la que se regula la atención temprana en Canarias.

PREÁMBULO

I
La Ley de atención temprana surge del reconocimiento de las dificultades de la atención 

temprana en Canarias y de la necesidad de solucionarlas, no solo bajo una perspectiva 
científica y teórica sino también desde las situaciones reales y cotidianas que encuentran los 
niños y sus familias y los profesionales.

La atención temprana es tan importante y afecta a tantos miles de menores en Canarias 
que es necesaria una ley: la ley precisa consenso, obliga y perdura. Su posterior desarrollo 
introducirá los mecanismos oportunos, pero siempre dentro del marco de la ley, que nos 
garantiza que la atención temprana no dependerá de los cambios políticos ni de una sola 
firma. No entramos en polémica sobre las bondades de decretos o planes ni sobre qué es 
más rápido, que no siempre es lo mejor. Simplemente que la atención temprana merece una 
ley que siga las directrices de la Resolución de 25 de julio de 2013, «BOE» de 2 de agosto, 
del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad sobre criterios comunes, 
recomendaciones y condiciones mínimas de los planes de atención integral a menores en 
situación de dependencia o en riesgo de desarrollarla.

La sociedad ha experimentado grandes cambios a todos los niveles, fruto de los 
esfuerzos de la ciudadanía, de iniciativas públicas y de los avances científicos. En este 
contexto es necesario que el compromiso con aquellos sectores sociales más vulnerables se 
plasme en la legislación y en la acción institucional. La intervención en la población infantil 
con alteraciones en su desarrollo constituye un instrumento imprescindible para lograr su 
máxima autonomía futura y superar las desigualdades.

El Libro Blanco de la Atención Temprana define la atención temprana como «el conjunto 
de intervenciones dirigidas a la población infantil de 0 a 6 años, a la familia y al entorno, que 
tienen por objetivo dar respuesta lo más pronto posible a las necesidades transitorias o 
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permanentes que presentan los niños y niñas con trastornos en su desarrollo o que tienen el 
riesgo de padecerlos».

Las intervenciones en atención temprana deben considerar la globalidad del menor y 
siempre se ha de contar con un equipo interdisciplinar.

En este concepto adquiere especial relevancia la atención integral al menor, siendo 
imprescindibles las actuaciones hacia la familia y el entorno. El desarrollo infantil es fruto de 
la interacción entre factores genéticos y factores ambientales. La base genética específica 
de cada persona establece unas capacidades propias de desarrollo. Los factores 
ambientales van a modular o incluso determinar la posibilidad o no de la expresión o latencia 
de algunas características genéticas.

La atención temprana, como una sistemática de actuación en prevención, diagnóstico e 
intervención para potenciar las capacidades del menor, apoyar a la familia y facilitar su 
integración social, tiene reconocida eficacia como herramienta de progreso social, lo que 
explica el gran interés entre los profesionales, las familias y los sectores dedicados a la 
gestión política o el desarrollo legislativo.

Las administraciones deben definir sus competencias y responsabilidades en un marco 
legal y han de lograr un alto grado de eficacia en la calidad de la planificación, racionalidad 
de la gestión y financiación, siendo permeables a los avances científicos y a las aportaciones 
de los profesionales y las familias.

Diversos estudios e investigaciones han demostrado el alto retorno humano, social y 
económico que generan las actuaciones tempranas para un mejor desarrollo infantil. Según 
el estudio realizado por el Pew Research Center of Washington, por cada dólar invertido en 
el desarrollo infantil retornan 7 a lo largo de la vida de ese niño o niña.

Los menores con problemas en su desarrollo son sujetos de pleno derecho de nuestra 
sociedad, amparados legalmente en el ámbito internacional y derecho comparado, ámbito 
nacional y ámbito autonómico.

Al ser los trastornos del desarrollo un problema de salud, aunque en su abordaje estén 
también implicados los ámbitos sociales y educativos, el seguimiento de menores de riesgo, 
el proceso diagnóstico y la atención/intervención temprana como tratamiento de los 
trastornos del desarrollo o riesgo de padecerlos están ubicados en el ámbito sanitario, deben 
contar con la necesaria coordinación de la Consejería de Educación y la Consejería de 
Servicios Sociales.

II
No son numerosos los precedentes legislativos relacionados con la implantación de la 

atención temprana en España.
En el ámbito internacional, encontramos diversos referentes que apoyan la iniciativa que 

pretende desarrollar la presente ley. Así, la Convención Internacional sobre los Derechos del 
Niño, aprobada por la Asamblea General de Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989, y 
transpuesta al ordenamiento jurídico español mediante instrumento de ratificación aprobado 
por las Cortes Generales el 30 de noviembre de 1990, establece a lo largo de sus 54 
artículos que los niños son individuos con derecho al pleno desarrollo físico, mental y social. 
Pero, especialmente, es en su artículo 6 de la Parte I cuando establece que «los Estados 
partes garantizarán en la máxima medida posible la supervivencia y el desarrollo del niño», 
para posteriormente, en el artículo 23, señalar lo siguiente:

«1. Los Estados partes reconocen que el niño mental o físicamente impedido deberá 
disfrutar de una vida plena y decente en condiciones que aseguren su dignidad, le permitan 
llegar a bastarse a sí mismo y faciliten la participación activa del niño en la comunidad.

2. (…) reconocen el derecho del niño impedido a recibir cuidados especiales y alentarán 
y asegurarán, con sujeción a los recursos disponibles, la prestación al niño, que reúna las 
condiciones requeridas y a los responsables de su cuidado, de la asistencia que se solicite y 
que sea adecuada al estado del niño y a las circunstancias de sus padres o de otras 
personas que cuiden de él.

3. (… ) la asistencia que se preste (…) será gratuita siempre que sea posible, (…), y 
estará destinada a asegurar que el niño impedido tenga un acceso efectivo a la educación, la 
capacitación, los servicios sanitarios, los servicios de rehabilitación, la preparación para el 
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empleo y las oportunidades de esparcimiento, y reciba tales servicios con el objeto de que el 
niño logre la integración social y el desarrollo individual, incluido su desarrollo cultural y 
espiritual, en la máxima medida posible».

Posteriormente, la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, 
aprobada por Naciones Unidas el 13 de diciembre de 2006, y ratificada por España en abril 
de 2007, establece en su artículo 25 que los Estados partes «proporcionarán los servicios de 
salud (…) incluidas la pronta detección e intervención cuando proceda y servicios destinados 
a prevenir y reducir al máximo la aparición de nuevas discapacidades, incluidos los niños y 
las niñas». Por su parte el artículo 26 redunda en que los servicios y programas «comiencen 
en la etapa más temprana posible y se basen un una evaluación multidisciplinar de las 
necesidades y capacidades de las personas».

También la Unión Europea, a través de la Carta de los Derechos Fundamentales de la 
Unión, establece medidas similares para las personas con discapacidad, para que se 
beneficien de medidas que garanticen una adecuada integración social (artículo 26 de la 
Carta) y en la misma línea se va a pronunciar el artículo 7 de la Estrategia Europea sobre 
discapacidad (2010-2020) cuando, en su artículo 7, reconoce a las personas con 
discapacidad el acceso a la asistencia de carácter preventivo y a beneficiarse de unos 
servicios sanitarios y de rehabilitación específicos que sean asequibles y de calidad.

Como podemos constatar por las referencias internacionales anteriormente señaladas, 
se abunda en la protección de las personas con discapacidad. Sin embargo, y como se 
hacía constar al inicio de esta exposición de motivos, las definiciones que tanto desde la 
Organización Mundial de la Salud como las recogidas en la misma línea por el Libro Blanco 
de la Atención Temprana, establecen esta como algo más amplio que la declaración de 
discapacidad en esa persona, pues hallaremos niños y niñas susceptibles de beneficiarse de 
la referida intervención que no llegarán a tener la consideración de personas con 
discapacidad. Será, por tanto, la presente ley la que eleve ese concepto a la categoría de 
derecho subjetivo y permita salvar dicha falta de cobertura objetiva del concepto de la 
intervención en atención temprana.

A nivel estatal tampoco se encuentra un referente concreto que permita identificar la 
atención temprana como un derecho en sí mismo. Así, la Constitución española de 1978, 
tras afirmar con rotundidad en el artículo 9.2 que «corresponde a los poderes públicos 
promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en 
que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su 
plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, 
cultural y social», no será hasta el artículo 49 cuando, en línea con lo anteriormente recogido 
a través de los organismos internaciones antes mencionados, haga una mención genérica a 
los aspectos que tratamos en esta ley, al señalar que «Los poderes públicos realizarán una 
política de previsión, tratamiento, rehabilitación e integración de los disminuidos físicos, 
sensoriales y psíquicos, a los que prestarán la atención especializada que requieran y los 
ampararán especialmente para el disfrute de los derechos que este título otorga a todos los 
ciudadanos», todo ello lejos, evidentemente, de cualquier mención a la, por aquella época 
incipiente, atención temprana.

Sin embargo, textos posteriores como la Ley 13/1982, de 7 de abril, de integración social 
de los minusválidos, tampoco hacen una mención expresa a la realidad de la atención 
temprana, como tampoco la hace la Ley de Derechos de las Personas con Discapacidad y 
su Integración Social (aprobada mediante Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de 
noviembre) por la que se deroga la Ley 13/1982, de 7 de abril, de integración social de los 
minusválidos (LISMI), la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no 
discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad (Liondau) y la Ley 
49/2007, de 26 de diciembre, por la que se establece el régimen de infracciones y sanciones 
en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las 
personas con discapacidad. Esta ley de derechos de las personas con discapacidad dedica 
su artículo 11 a la prevención de deficiencias y de intensificación de discapacidades que 
según la ley, constituye un derecho y un deber de todo ciudadano y de la sociedad en su 
conjunto, y formará parte de las obligaciones prioritarias del Estado en el campo de la salud 
pública y de los servicios sociales. Estableciendo de manera directa que las 
administraciones públicas competentes promoverán planes de prevención de deficiencias y 
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de intensificación de discapacidades, y que en dichos planes se concederá especial 
importancia a los servicios de orientación y planificación familiar, consejo genético, atención 
prenatal y perinatal, detección y diagnóstico precoz y asistencia pediátrica, incluida la salud 
mental infanto juvenil, asistencia geriátrica, así como a la seguridad y salud en el trabajo, a la 
seguridad en el tráfico vial, al control higiénico y sanitario de los alimentos y a la 
contaminación ambiental.

No se recoge una mención expresa a la atención temprana hasta el Real Decreto 
291/2015, de 17 de abril, por el que se modifica el Real Decreto 1051/2013, de 27 de 
diciembre, por el que se regulan las prestaciones del Sistema para la Autonomía y Atención 
a la Dependencia, establecidas en la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la 
Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia, que en su 
modificación de los párrafos primero y segundo del apartado 4 del artículo 6, recoja:

«4. En particular son servicios de promoción de la autonomía personal, además de los 
previstos en el apartado 2, los siguientes:

a) Habilitación y terapia ocupacional.
b) Atención temprana.
c) Estimulación cognitiva.
d) Promoción, mantenimiento y recuperación de la autonomía funcional.
e) Habilitación psicosocial para personas con enfermedad mental o discapacidad 

intelectual.
f) Apoyos personales, atención y cuidados en alojamientos de soporte a la inclusión 

comunitaria».
No obstante, de nuevo, como ya se había señalado en el caso de la discapacidad, esta 

mención queda acotada para aquellas personas (en nuestro caso, niños y niñas hasta los 6 
años de edad), que recibiesen tal certificación de personas en situación de dependencia. 
Esto es precisamente lo que la presente ley, como ya se apuntó, pretende solventar, 
extendiendo el concepto de la ley a la atención temprana como un derecho subjetivo, 
motivado por la circunstancia específica en la que se encuentra el niño o la niña respecto a 
su desarrollo personal, y no por el hecho de ser o no calificado como en situación de 
discapacidad o, en este caso, en situación de dependencia.

En el caso concreto de la Comunidad Autónoma de Canarias, no se ha visto desarrollado 
una actuación específica en materia de atención temprana más allá de la referencia al 
desarrollo de la legislación específica de ámbito estatal relacionado tanto con la calificación 
de persona en situación de discapacidad como de persona en situación de dependencia, 
recogida en la Ley 1/1997, de 7 de febrero, referida a la Atención Integral a los Menores de 
Canarias. En este sentido, se entiende necesaria una regulación propia de la atención 
temprana en nuestra comunidad.

III
La ley consta de diecisiete artículos, distribuidos en tres títulos. En el título preliminar se 

incluyen las disposiciones generales y se divide en tres capítulos. El título I hace referencia 
al seguimiento de menores de riesgo y a la atención e intervención temprana. El título II hace 
referencia a la coordinación entre las distintas administraciones y la planificación. Además, la 
ley consta de cuatro disposiciones adicionales, una disposición transitoria, una disposición 
derogatoria y dos disposiciones finales.

TÍTULO PRELIMINAR

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
La presente ley tiene por objeto:
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a) Regular la intervención integral de la atención infantil temprana en Canarias mediante 
actuaciones coordinadas de los sectores sanitario, educativo y social con competencias en el 
desarrollo de acciones de atención temprana.

b) Regular las actuaciones en atención temprana como una red integral de 
responsabilidad pública y de carácter universal y gratuito.

Artículo 2.  Conceptos en la atención temprana.
A los efectos de esta ley y de su desarrollo reglamentario y aplicación, se establecen los 

conceptos que se detallan en los siguientes apartados:
1. Atención temprana: el conjunto de intervenciones dirigidas a la población infantil de 0 

a 6 años, a la familia y al entorno, que tienen por objetivo dar respuesta lo más pronto 
posible a las necesidades transitorias o permanentes que presentan los niños y las niñas con 
trastornos en su desarrollo o que tienen el riesgo de padecerlos. Estas intervenciones, que 
deben considerar la globalidad del menor, han de ser planificadas por un equipo de 
profesionales de orientación interdisciplinar o transdisciplinar.

2. El trastorno del desarrollo debe considerarse como la desviación significativa del 
«curso» del desarrollo, como consecuencia de acontecimientos de salud o de relación que 
comprometen la evolución biológica, psicológica y social. Algunos retrasos en el desarrollo 
pueden compensarse o neutralizarse de forma espontánea, siendo a menudo la intervención 
la que determina la transitoriedad del trastorno.

3. Recién nacidos con factores de riesgo psiconeurosensorial prenatal o perinatal: 
menores que como consecuencia de sus antecedentes durante el embarazo, el parto o el 
periodo neonatal tienen más probabilidades de presentar trastornos del desarrollo.

4. Menores de riesgo de trastornos del desarrollo: niños o niñas de 0 a 6 años que en 
cualquier momento presentan signos de alerta significativos de trastornos específicos del 
desarrollo.

5. Menores de riesgo biológico. Se consideran de «riesgo biológico» aquellos menores 
que durante el periodo pre, peri o postnatal, o durante el desarrollo temprano, han estado 
sometidos a situaciones que podrían alterar su proceso madurativo, teniendo más 
probabilidades de presentar en los primeros años de vida problemas de desarrollo, ya sean 
psíquicos, motores, sensoriales o de comportamiento, y pudiendo ser estos transitorios o 
definitivos.

6. Los menores de riesgo psicosocial son aquellos que viven en unas condiciones 
sociales poco favorecedoras, como son la falta de cuidados o de interacciones adecuadas 
con sus padres y familia, maltrato, negligencias, abusos, que pueden alterar su proceso 
madurativo.

7. Carácter global: en la planificación de la intervención se deben considerar el momento 
evolutivo y las necesidades del menor en todos los ámbitos y no solo el déficit o 
discapacidad que pueda presentar. En atención temprana se ha de considerar al menor en 
su globalidad, teniendo en cuenta los aspectos intrapersonales, biológicos, psicosociales y 
educativos, propios de cada individuo, y los interpersonales, relacionados con su propio 
entorno, familia, escuela, cultura y contexto social, integrando y coordinando las actuaciones 
de los sectores implicados.

8. Diagnóstico etiológico: nos informa sobre las causas de los trastornos funcionales, del 
síndrome identificado o entidad patológica. Delimitar la etiología precisará en la mayoría de 
los casos de exámenes complementarios y la intervención de diferentes especialistas.

9. Diagnóstico sindrómico: está constituido por un conjunto de signos y síntomas que 
definen una entidad patológica determinada. Permite conocer las estructuras neurológicas, 
psíquicas o sensoriales responsables del trastorno y orienta hacia su etiología.

10. Diagnóstico funcional: constituye la determinación cualitativa y cuantitativa de los 
trastornos y disfunciones. Es la información básica para comprender la problemática del 
menor, considerando sus capacidades, su familia y su entorno. Es imprescindible para 
elaborar los objetivos y las estrategias de intervención.

11. Equipo interdisciplinar: es el formado por profesionales de distintas disciplinas en el 
que existe un espacio formal para compartir la información. Las decisiones y la planificación 
se toman a partir de la misma y se tienen objetivos comunes.
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12. Equipo transdisciplinar: es aquel en el que sus componentes adquieren conocimiento 
de otras disciplinas relacionadas y las incorporan a su práctica. Un solo profesional del 
equipo asume la responsabilidad de la atención al menor y/o el contacto directo con la 
familia.

13. Unidades de atención temprana (UAT): son aquellas unidades que se configuran 
como recursos específicos para llevar a cabo la valoración, intervención y seguimiento de la 
atención temprana del menor, su familia y su entorno. Realizan de forma protocolizada el 
proceso diagnóstico etiológico, sindrómico y funcional, así como la atención infantil temprana 
y el seguimiento de los menores de 0 a 6 años de edad, con antecedentes de alto riesgo 
psiconeurosensorial prenatal o perinatal o con alto riesgo de trastornos en el desarrollo 
detectado en etapas postnatales.

14. Plan Individualizado de Atención Temprana (PIAT): propuesta de intervención 
interdisciplinar orientada al menor, familia y entorno, basada en un plan personalizado que 
contemple la intervención en los diferentes contextos donde se desenvuelve el menor. Nunca 
estará determinado de antemano en función solo de un diagnóstico sindrómico o etiológico, 
sino considerando la individualidad de cada niño o niña y su contexto sociofamiliar.

15. Seguimiento: proceso de control continuado y valoración diagnóstica individual de 
aquellos menores que por sus antecedentes prenatales o perinatales podrían manifestar 
problemas en su desarrollo, o en algún otro momento presenten signos de alerta o trastornos 
del desarrollo. El objetivo es la prevención de la aparición de trastornos del desarrollo, la 
detección de signos de alerta y el diagnóstico etiológico/sindrómico/funcional de los 
trastornos precozmente, de forma que se posibilite su derivación inmediata a tratamiento y la 
intervención sea realmente temprana.

16. Tratamiento: conjunto de actividades terapéuticas dirigidas a la población infantil 
entre 0 y 6 años con trastornos del desarrollo o en riesgo de padecerlo por presentar signos 
de alerta significativos, a su familia y al entorno. El objetivo es reducir los efectos de un 
trastorno del desarrollo sobre el conjunto global del desarrollo del menor y optimizar el curso 
de su desarrollo y su autonomía teniendo en cuenta los procesos madurativos, la realidad 
biológica de cada niño y niña y las características de su entorno familiar y social.

CAPÍTULO II
Población destinataria, principios, finalidad, objetivos y contenidos

Artículo 3.  Población destinataria.
1. La presente ley es de aplicación a todos los menores de 6 años que residan o se 

encuentren transitoriamente en el territorio de la Comunidad Autónoma de Canarias con 
trastornos del desarrollo o con riesgo de padecerlos, así a como su familia y su entorno.

2. Asimismo, la atención temprana podrá prolongarse en quienes superen la edad 
prevista en el apartado anterior, previo informe favorable del órgano competente, en los 
términos que establezca esta ley o su desarrollo reglamentario.

Artículo 4.  Principios rectores.
Bajo el principio básico del interés superior del menor, que habrá de presidir todas las 

actuaciones en materia de atención temprana, la intervención integral en este ámbito se 
fundamenta en los siguientes principios rectores:

a) Universalidad: acceso al servicio de todas las personas que reúnan los requisitos 
establecidos en el artículo anterior.

b) Gratuidad: la prestación de los servicios de atención temprana por las 
administraciones públicas canarias competentes no está sujeta a contraprestación 
económica alguna por parte de las personas usuarias, estando expresamente prohibido el 
copago o la obligatoriedad de participar económicamente en las actividades o el 
mantenimiento de las instituciones, centros o entidades gestoras mediante cuotas o 
donaciones.
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La distribución de los recursos tendrá en cuenta la diversidad de esta comunidad 
autónoma, de forma que se consideren la realidad demográfica y geográfica, así como las 
necesidades de todos los menores y familias.

c) Diálogo, integración y participación: la integración familiar, escolar y comunitaria del 
menor es un objetivo, pero a la vez un agente activo en su desarrollo. La colaboración con la 
familia es una actitud básica, desde el respeto a su cultura, valores y creencias. Se debe 
estimular a la familia a expresar sus necesidades, recibir información y participar 
activamente.

d) Igualdad de oportunidades: toda la población infantil de 0 a 6 años y sus familias 
tienen el mismo derecho de promoción y desarrollo, sean cuales sean sus capacidades, 
lugar de residencia, circunstancias familiares, sociales, económicas, religiosas o de cualquier 
otra índole, sin que quepa discriminación de ningún tipo.

e) Responsabilidad pública: las intervenciones en atención temprana son 
responsabilidad de las administraciones públicas competentes en los términos establecidos 
en esta ley y la normativa sectorial aplicable, correspondiendo a las mismas destinar los 
recursos financieros técnicos y humanos necesarios para crear una red pública de atención 
temprana de calidad en la Comunidad Autónoma de Canarias.

f) Globalidad y atención integral: la intervención en atención temprana tiene que ser 
global, teniendo en cuenta el desarrollo integral del menor. A tal efecto, en la planificación de 
la intervención se debe considerar el momento evolutivo y las necesidades del menor en 
todos los ámbitos, y no solo el déficit o discapacidad que pueda presentar. Abarcará todos 
los aspectos propios de cada individuo: psicomotores, sensoriales, perceptivos, cognitivos, 
comunicativos, afectivos y sociales, así como los relacionados con su entorno, familia, 
escuela, cultura y contexto social, integrando y coordinando las actuaciones de los sectores 
implicados.

g) Planificación y coordinación: actuación conjunta, integral, coherente y de optimización 
del sistema sanitario, el sistema educativo y los servicios sociales que intervienen en la 
atención integral de la atención temprana al menor. Por ello, entre de los sistemas 
implicados, el sanitario, el educativo y los servicios sociales, se deben establecer 
mecanismos de coordinación en la intervención integral en atención temprana con protocolos 
básicos de derivación e intercambio y registros de información. Esta coordinación tiene 
especial importancia a la hora de la detección y a lo largo del proceso de seguimiento e 
intervención del menor y de su familia.

h) Proximidad: el acceso a la atención temprana debe ser inmediato y fácil para cualquier 
familia que sea susceptible de este servicio. Con el fin de evitar cualquier tipo de 
discriminación, los servicios de atención temprana deben estar próximos a los ciudadanos, lo 
cual evitará desplazamientos frecuentes y trasiegos continuos a las familias y menores.

i) Sectorización: el principio de sectorización hace referencia a la necesidad de limitar el 
campo de actuación de los servicios para garantizar una correlación ajustada entre 
proximidad y conocimiento de la comunidad y el hábitat. Funcionalidad y calidad operativa y 
volumen suficiente de la demanda.

j) Interdisciplinariedad y cualificación profesional: el equipo de atención temprana estará 
formado por profesionales de distintas disciplinas, expertos en los diferentes ámbitos que se 
abordan.

k) Inclusión: uno de los objetivos de mayor alcance pasa por potenciar el desarrollo del 
niño y de la niña en los distintos ámbitos de su vida. La integración familiar, escolar y 
comunitaria implica el respeto a su condición de sujeto activo y la aceptación de los modos 
alternativos de ser.

l) Sostenibilidad: para garantizar su permanencia en el tiempo, la intervención integral en 
atención temprana deberá planificarse siguiendo criterios de sostenibilidad y eficiencia 
económicas.

m) Prevención, promoción y protección del desarrollo infantil.

Artículo 5.  Finalidad y objetivos específicos de la atención temprana.
1. La finalidad de la atención temprana es que los menores que presentan trastornos en 

su desarrollo o tienen riesgo de padecerlos y sus familias, reciban, siguiendo un modelo que 
considere los aspectos biopsicosociales, todo aquello que desde la vertiente preventiva y 
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asistencial pueda potenciar su capacidad de desarrollo y de bienestar, posibilitando de la 
forma más completa su integración en el medio familiar, escolar y social, así como su 
autonomía personal.

2. Son objetivos específicos de la atención temprana:
a) Reducir los efectos de un trastorno del desarrollo sobre el conjunto global del 

desarrollo del menor.
b) Optimizar el curso del desarrollo del niño y la niña y su grado de autonomía, 

considerando al menor y a su familia como sujetos activos de la intervención, y a la familia 
como el principal agente impulsor del desarrollo del menor.

c) Introducir los mecanismos necesarios de compensación, de eliminación de barreras y 
adaptación a necesidades específicas.

d) Evitar o reducir la aparición de efectos o déficits secundarios o asociados producidos 
por un trastorno o situación de alto riesgo.

e) Atender y cubrir las necesidades y demandas de la familia y el entorno en el que vive 
el menor.

f) Considerar al niño y a la niña como sujeto activo de la intervención.
g) Garantizar que cada menor cuente con una atención individualizada e integral.
h) Desarrollar y mantener los estándares de calidad en la prestación del servicio de 

atención temprana.

Artículo 6.  Contenido.
La atención temprana comprende actuaciones encaminadas a:
a) Prevenir situaciones de riesgo de trastornos del desarrollo.
b) Detección precoz de los factores de riesgo y de los signos de alerta del desarrollo.
c) Diagnóstico precoz etiológico, sindrómico y funcional de los trastornos del desarrollo y 

los signos de alerta.
d) Evaluación de la situación y necesidades del menor, familia y entorno.
e) Atención precoz, individualizada e interdisciplinar al menor, familia y entorno.
f) Orientación y apoyo familiar.
g) Coordinación con los agentes implicados en la atención de los sectores sanitario, 

educativo y social.

CAPÍTULO III
Intervención y competencias

Artículo 7.  Niveles de intervención.
La atención temprana se organiza en los siguientes niveles de intervención de carácter 

axial, que deberán prestarse de una manera integrada a través de un dispositivo 
interdisciplinario o transdisciplinario:

a) Prevención primaria: tiene por objeto evitar las condiciones que pueden llevar a la 
aparición de trastornos en el desarrollo infantil realizando programas de información y 
formación general. Se refiere a actuaciones preventivas para la población general en edad 
fértil y el entorno con objeto de evitar la aparición de riesgos que afecten al desarrollo normal 
del menor.

b) Prevención secundaria: tiene por objeto detectar y efectuar un diagnóstico precoz de 
los trastornos y de las situaciones de riesgo en el desarrollo infantil con el fin de evitar o 
reducir las consecuencias negativas que de ello puedan derivarse.

c) Prevención terciaria o fase de intervención: la prevención terciaria agrupa todas las 
actividades dirigidas hacia el niño o la niña y su entorno con el objetivo de mejorar las 
condiciones de su desarrollo. Se dirige al menor, a su familia y a su entorno, y con ella se 
deben atenuar o superar los trastornos o disfunciones en el desarrollo, prevenir trastornos 
secundarios y modificar los factores de riesgo en el entorno inmediato del niño o de la niña.
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Artículo 8.  Modalidades de intervención.
La intervención en la atención temprana se desarrollará bajo las siguientes modalidades:
a) Atención directa: es aquella que exige la participación activa e inmediata de los 

profesionales en la ejecución de las actuaciones que se haya determinado previamente, que 
son necesarias para la atención individualizada e integral del menor. Esta podrá llevarse a 
cabo tanto en los centros de tratamiento, como en los diferentes contextos naturales donde 
el menor se desenvuelve. Se consideran también atención directa las orientaciones y pautas 
que los profesionales dan a las familias como parte del proceso de intervención con el 
menor.

b) Atención sociofamiliar: es aquella destinada a la familia de forma individual o en grupo 
para responder a necesidades más específicas detectadas en el proceso de evaluación 
previa del menor y su entorno familiar.

c) Atención en el proceso de escolarización: es aquella dirigida a los menores que inician 
su escolarización y en la que es necesaria la coordinación entre los profesionales que han 
atendido al menor en el centro de tratamiento, los responsables de la prescripción y revisión 
de la intervención, complementándose con los equipos de orientación educativa y 
psicopedagógica, de forma que se ofrezcan al menor y a su familia las medidas de apoyo 
necesarias en el proceso de incorporación al ámbito escolar.

Artículo 9.  Competencias de la atención temprana.
1. Los servicios competentes en el conjunto de actuaciones en atención temprana son 

prioritariamente salud, políticas sociales y educación, siendo imprescindible la colaboración y 
coordinación entre ellos.

2. Corresponde al Servicio Canario de la Salud:
a) La realización de las actuaciones de promoción de la salud, prevención primaria, 

secundaria y terciaria, con intervención directa y sociofamiliar.
b) La emisión por parte de los servicios sanitarios implicados de la prescripción sanitaria 

hacia las diferentes especialidades, pruebas diagnósticas, tratamientos farmacológicos, 
terapéuticos, de atención/intervención temprana y otros derivados del punto a).

c) La prestación de los servicios de atención temprana en el ámbito de los complejos 
hospitalarios a los niños y a las niñas en el área de neonatología u otras secciones de 
pediatría y rehabilitación que por su condición de salud precisan atención, cuidados o 
asistencia hospitalaria de larga duración.

d) Los servicios de atención temprana desde las unidades de atención temprana.
e) La necesaria coordinación interprofesional entre los profesionales y entidades 

sanitarias, sociales y educativas implicadas en la atención temprana.
3. Corresponde a la consejería competente en materia de políticas sociales:
a) Intervenciones de prevención primaria y secundaria dirigidas a la prevención y 

detección del riesgo familiar y social, especialmente en los colectivos más vulnerables.
b) Intervenciones de prevención terciaria dirigidas al apoyo, información y orientación a 

la familia en los procesos de cambio y aquellas actuaciones necesarias encaminadas a 
mejorar las condiciones de vida de la familia con un menor con trastornos en su desarrollo o 
en riesgo de padecerlos.

c) Facilitar la disponibilidad de los servicios sociales en la coordinación interprofesional 
entre los profesionales y entidades sociales, sanitarias y educativas implicadas en la 
atención temprana.

4. Corresponde a la consejería competente en materia de educación:
a) La realización de las actuaciones de prevención primaria y secundaria a través del 

alumnado, familias y profesorado. Las condiciones del entorno educativo son únicas, lo que 
permite prevenir y detectar signos de alerta y trastornos inadvertidos en otros ámbitos.

b) El apoyo y orientación a la familia en el proceso de escolarización.
c) En el área de la prevención terciaria es relevante la evaluación y atención a las 

necesidades específicas de apoyo educativo del menor en un contexto lo más normalizado 
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posible, así como de orientación y coordinación de la familia, la comunidad educativa y el 
entorno, para facilitar la inclusión educativa y potenciar sus capacidades.

d) La coordinación de los equipos de orientación educativa con las unidades de atención 
temprana cuando vaya a producirse la escolarización, a fin de garantizar la 
complementariedad y continuidad en las medidas de apoyo y favorecer la incorporación al 
ámbito escolar.

e) Dotar a la comunidad educativa de los recursos y cauces informativos adecuados, 
sobre los procesos de derivación y actuación de todos los servicios implicados en la atención 
temprana e implementar planes de formación específica en el ámbito de la atención 
temprana.

f) Dotar al menor de los recursos y apoyos escolares que el equipo especialista 
considere oportunos en coordinación con los prestados en atención/intervención temprana u 
otros ámbitos, recursos que serán complementarios y no sustitutivos.

g) Facilitar la disponibilidad de los servicios educativos en la coordinación entre los 
profesionales y entidades educativas, sanitarias y sociales implicadas en la atención 
temprana.

TÍTULO I
Seguimiento de menores de riesgo y atención/intervención temprana

Articulo 10.  Unidades de atención temprana (UAT).
1. Se definen las unidades de atención temprana como recursos especializados, 

compuestos por equipos interprofesionales que prestan servicios de atención temprana 
dentro de un ámbito territorial, desde la gestión de los recursos de la administración pública 
responsable.

2. Son responsables del proceso diagnóstico, funcional, etiológico, sindrómico, así como 
del tratamiento de atención/intervención temprana del menor de acuerdo con el Plan 
Individualizado de Atención Temprana (PIAT).

3. Las unidades de atención temprana organizarán y facilitarán la coordinación con otros 
sectores sanitarios, sociales o educativos, para lo que se establecerán actuaciones 
periódicas al respecto.

Artículo 11.  Derivación y seguimiento en las unidades de atención temprana.
1. Protocolo de derivación: la derivación se hace directamente desde las unidades de 

gestión clínica o desde los servicios especializados, participando en el plan de atención al 
recién nacido de riesgo. Los posteriores controles neonatológicos y de seguimiento son 
complementarios pero no sustitutivos. Cuando la detección de los trastornos o riesgos sea 
en etapa postnatal, podrá realizarse directamente la derivación por el pediatra de atención 
primaria o por otros facultativos de atención especializada. Por el contrario, si la derivación 
se realiza desde centros educativos, servicios sociales o en el entorno familiar, deberá 
acudirse al pediatra de atención primaria, a quien corresponde realizar la derivación.

2. El seguimiento posterior se realizará mediante protocolos previamente establecidos, 
teniendo en cuenta el tipo de trastorno o de riesgo, la propia evolución del menor y su 
entorno sociofamiliar.

En las unidades de atención temprana, para el diagnóstico y el seguimiento, intervendrán 
los servicios de pediatría tanto de atención primaria como de especializada, así como otros 
servicios especializados tales como rehabilitación infantil/foniatría, ORL-audiología, 
oftalmología, unidad de salud mental infantil, trabajo social, neurofisiología, genética, 
biología molecular y todos aquellos implicados según el caso, en función de las 
peculiaridades del menor.

En la situación de menores en tratamiento de atención/intervención temprana, se 
integrará la información de sus terapeutas. En el caso de menores escolarizados, se 
incorporará la información del profesorado. Ante situaciones de riesgo sociofamiliar, se 
integrará la información de los diferentes equipos de trabajo social que intervienen con el 
menor y la familia.
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Estas unidades están facultadas para realizar el seguimiento de menores de los 0 a los 6 
años. Se planificará el alta en función de las características individuales.

3. El acceso al tratamiento en las unidades de atención temprana no estará condicionado 
a valoraciones o dictámenes de educación ni de servicios sociales, ni a certificación de 
discapacidad o dependencia, ni a la confirmación del diagnóstico sindrómico o etiológico, 
que a veces requiere un estudio prolongado.

4. Con independencia de quien inicie el protocolo de derivación, la información debe 
estar disponible para el pediatra de atención primaria, para los facultativos de atención 
especializada implicados y para la unidad de atención temprana. En la derivación se incluirá 
el juicio clínico/diagnóstico inicial.

Artículo 12.  Composición y funciones de las unidades de atención temprana.
1. Los equipos de las unidades de atención temprana serán multiprofesionales e 

interdisciplinarios y estarán constituidos por especialistas en atención temprana procedentes 
del ámbito sanitario, educativo y social.

2. El equipo básico de las unidades de atención temprana será el formado por las 
siguientes disciplinas: psicología clínica/pedagogía/psicopedagogía, logopedia, 
psicomotricidad, terapia ocupacional, fisioterapia, trabajo social y personal de administración. 
La formación de los profesionales de tratamiento directo, además de la titulación propia, 
deberá ser específica en intervención temprana, pudiendo acreditarse mediante cursos de 
especialización de postgrado específico y/o cinco años de experiencia profesional.

Toda unidad de atención temprana deberá contar con una persona que hará las 
funciones de dirección/coordinación, con formación y experiencia específica en el ámbito de 
la atención infantil temprana.

3. El equipo de las unidades de atención temprana será el responsable del diagnóstico 
etiológico y funcional, la evaluación continuada y la elaboración del PIAT y su desarrollo, 
planificando el tipo de intervención y frecuencia hacia el menor, su familia y su entorno, con 
especial atención al medio escolar. Todo ello se hará junto con la familia y otros 
profesionales implicados en la atención al menor. La atención al menor y familia será 
individualizada, y únicamente, si su evolución lo aconsejara, se podría prestar una 
intervención grupal, justificada solo con criterios clínicos y durante un periodo de tiempo 
determinado, previo conocimiento de la familia.

4. La atención/intervención comienza con la primera entrevista de acogida al niño o a la 
niña y a la familia, pasando sin demora al proceso del diagnóstico funcional, la elaboración 
del PIAT y su aplicación. La continuidad en la atención desde el momento en que el menor y 
su familia llegan es responsabilidad de la unidad de atención temprana.

5. El equipo de las unidades de atención temprana designará a una persona de las 
integrantes como profesional responsable y referente ante la familia. Esta designación podrá 
variar en función de la evolución del menor y de las características familiares y del entorno. 
El equipo de intervención temprana dará a la familia un informe escrito con los resultados del 
diagnóstico funcional inicial y de las evaluaciones periódicas y con el PIAT.

6. Los profesionales del equipo de las unidades de atención temprana tienen autonomía 
para modificar el PIAT cuando lo estimen adecuado, en colaboración con la familia y siempre 
con criterios clínicos justificados y nunca con base en criterios administrativos ni en la 
demanda.

7. La atención realizada por el equipo de las unidades de atención temprana es 
independiente de la llevada a cabo en otros ámbitos sanitarios, sociales o educativos, 
pudiendo ser complementarias pero nunca sustitutivas.

8. El equipo de intervención temprana planificará las actividades oportunas de 
coordinación con otros sectores sanitarios, sociales o educativos y profesionales implicados 
en la atención al menor.

Artículo 13.  Criterios de inclusión en las unidades de atención temprana.
El Gobierno de Canarias establecerá mediante norma reglamentaria los criterios de 

inclusión en las unidades de atención temprana teniendo en cuenta los siguientes aspectos:
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a) La derivación a una unidad de atención temprana estará preferentemente basada en 
el lugar de residencia del menor. Igualmente tendrá carácter preferente la especialización en 
determinados trastornos del desarrollo aunque se encuentre fuera de la sectorización 
prevista.

b) La familia del menor tiene derecho a elegir entre todas las unidades de atención 
temprana adecuadas para realizar la intervención del menor, siempre y cuando cuente con 
plazas disponibles. Ante la situación de no disponibilidad según los criterios anteriores, se 
gestionará junto con la familia otras posibles opciones.

c) Con el objeto de garantizar el tratamiento sin esperas, en ningún caso se derivará a 
una unidad de atención temprana sin disponibilidad. Si hubiera lista de espera en la unidad 
de atención temprana elegida de referencia, se asignará a otra de manera temporal, 
planificando a corto plazo el traslado a la unidad que correspondiera.

d) En caso de que una familia solicitara el cambio de unidad de atención temprana, se 
valorará su petición y, teniendo en cuenta el conjunto de circunstancias concurrentes, 
tomarán la decisión oportuna.

Artículo 14.  Gestión del alta en la unidad de atención temprana.
1. El alta en el tratamiento en la unidad atención temprana será gestionada por el equipo 

de intervención temprana.
2. El alta puede ser debida a:
a) Superar los 6 años de edad, salvo lo dispuesto en el apartado 2.º del artículo 3 de la 

presente ley.
b) No presentar los riesgos o trastornos que motivaron la derivación, tras la 

comprobación de la normalización del desarrollo del menor por el equipo de intervención 
temprana. En este supuesto, la unidad de atención temprana, el pediatra de atención 
primaria y los especialistas que traten al menor tendrán que emitir un informe que acredite 
esta circunstancia. Asimismo, se dará trámite de audiencia a los representantes legales del 
menor.

c) El cambio de domicilio familiar a otra comunidad autónoma.
d) La voluntad expresa del padre, madre o representante legal. En el caso de que 

suponga un riesgo para la integridad o el bienestar del niño o niña, esto debe acreditarse 
mediante informe del equipo de la unidad de atención temprana para las actuaciones 
oportunas desde el ámbito social.

TÍTULO II
Coordinación y planificación

Artículo 15.  Coordinación interdisciplinar.
1. Los profesionales de los diferentes recursos sanitarios, sociales y educativos que 

intervienen en atención temprana en cada uno de los sistemas implicados actuarán bajo el 
principio de coordinación para una adecuada intervención y optimización de los recursos 
para el mejor desarrollo del menor. A tal efecto se establecerán mecanismos de coordinación 
con protocolos de trabajo para la derivación, intervención, el seguimiento e intercambio y 
registros de información.

2. Bajo la dependencia del Servicio Canario de la Salud existirá un sistema de 
información compartido donde se recogerá la información básica y el Plan Individualizado de 
Atención Temprana (PIAT), que será accesible por los profesionales que intervienen en la 
atención al niño o niña.

Artículo 16.  Comisión Técnica de Atención Temprana.
1. La Comisión Técnica de la Atención Temprana, es el órgano técnico adscrito a la 

consejería con competencia en materia de sanidad, de ámbito autonómico, con las funciones 
descritas en el presente artículo.

2. La Comisión Técnica de Atención Temprana estará integrada por:
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a) Dos personas en representación de la consejería competente en materia de sanidad.
b) Dos personas en representación de la consejería competente en materia de 

educación.
c) Dos personas en representación de la consejería competente en materia de servicios 

sociales.
d) Dos personas en representación de las unidades de atención temprana.
e) Tres personas en representación de los equipos de orientación educativa y 

psicopedagógicos: dos en representación de los equipos específicos y una en 
representación de los equipos de zona.

3. En los puntos a, b y c las personas serán designadas por la consejería competente 
entre los profesionales de la consejería con atribuciones en la materia, y en los puntos d y e 
serán elegidas mediante votación entre sus miembros.

4. La comisión nombrará de entre sus miembros, por mayoría de votos y por un periodo 
de dos años, una presidencia y una secretaría, correspondiendo a esta última levantar las 
actas.

5. A las reuniones de la Comisión Técnica de Atención Temprana podrán asistir, con voz 
pero sin voto, cuando así se estime necesario por la mayoría de los miembros, aquellas 
personas expertas en atención temprana que por sus actividades o conocimientos puedan 
informar o asesorar.

6. Serán funciones de la Comisión Técnica de Atención Temprana:
a) Proponer al Gobierno de Canarias las líneas estratégicas de acción en materia de 

atención temprana en la Comunidad Autónoma de Canarias.
b) Elaboración y propuesta de protocolos de detección, valoración, diagnóstico, 

coordinación, derivación, intervención, seguimiento e intercambio y registros de información 
de atención temprana.

c) Proponer la aprobación del Plan Integral de Atención Temprana a la Consejería de 
Sanidad.

d) Elaboración y aprobación de la planificación de trabajo anual.
e) Analizar la coordinación y seguimiento de la intervención integral en atención 

temprana desde los sistemas sanitario, educativo y de servicios sociales para proponer 
sistemas que garanticen las actuaciones necesarias de cada una de las áreas en el proceso 
de intervención, así como la coordinación entre ellas.

f) Análisis y evaluación del desarrollo de las actuaciones de intervención con el fin de 
detectar nuevas necesidades y planteamientos y poder diseñar aspectos de mejora continua.

g) Análisis de las incidencias producidas en la aplicación de la presente normativa y 
propuesta de correcciones a las desviaciones detectadas.

h) Establecer grupos de trabajo para el desarrollo de los protocolos y actuaciones que se 
precisen.

i) Desarrollar y actualizar los estándares de calidad.
7. La Comisión Técnica de Atención Temprana se reunirá, al menos dos, veces al año.

Artículo 17.  Plan Integral de Atención Temprana.
1. El Gobierno de Canarias, a propuesta de la consejería competente en materia de 

sanidad, aprobará un Plan Integral de Atención Temprana que dé una respuesta 
intersectorial, interdisciplinar y multiprofesional, inserta en un modelo de intervención 
uniforme, centrado en la población infantil, sus familias y su entorno.

2. Dicho plan, que tendrá un marco temporal de cuatro años, abordará la atención infantil 
temprana de forma integral, lo que requerirá actividades dirigidas a la prevención primaria de 
las alteraciones del desarrollo, de prevención secundaria y de las correspondientes a la 
prevención terciaria, fundamentalmente con programas de intervención. Todas esas 
actividades son las que deben dar soporte a la atención infantil temprana y deben ir 
orientadas a reducir la incidencia y gravedad de las alteraciones de desarrollo. Todo ello en 
continuidad y complementariedad de las acciones del sistema sanitario, los servicios 
sociales, el sistema educativo y otros sectores sociales, realizándose actuaciones de 
seguimiento, evaluación y en su caso revisión.
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3. El plan se elaborará como un instrumento participativo y público, con intervención de 
los agentes sociales afectados.

Disposición adicional primera.  Constitución de los órganos colegiados en materia de 
atención temprana.

En el plazo máximo de seis meses desde la entrada en vigor de esta norma deberán 
constituirse los órganos colegiados de atención temprana, procurando conseguir una 
composición equilibrada en la presencia de mujeres y hombres.

Disposición adicional segunda.  Aprobación del protocolo de atención temprana.
1. En el plazo máximo de seis meses desde la constitución de la Comisión Técnica de 

Atención Temprana, el Gobierno de Canarias aprobará el protocolo de detección, 
coordinación, intervención y derivación interinstitucional a que se refiere la presente ley, con 
el objetivo de establecer la debida coordinación, coherencia y optimización de los servicios 
de los sistemas sanitario, de educación y de servicios sociales, procurando una 
complementariedad de las intervenciones, evitando la duplicidad de servicios y garantizando, 
en todo caso, un único modelo de intervención.

2. El protocolo deberá de recoger el procedimiento de acceso derivación e intervención a 
que hace referencia la presente ley.

3. En la elaboración del protocolo podrán participar personas profesionales expertas a 
los efectos de poder contar con la participación de las entidades de iniciativa social.

Disposición adicional tercera.  Desarrollo de un sistema integral de información y gestión 
de los servicios de atención temprana.

1. El conjunto de los documentos que contengan datos, evaluaciones e informaciones de 
cualquier índole sobre la situación y el proceso evolutivo del menor y de su familia estará 
incorporado a un expediente único.

2. En el plazo máximo de dieciocho meses desde la entrada en vigor de esta ley, la 
Comisión Técnica de la Atención Temprana aprobará el procedimiento de coordinación para 
la integración de los sistemas de información de cara a la implantación de un sistema 
integral de información y gestión de datos del servicio de atención temprana.

Disposición adicional cuarta.  Aprobación del Plan Integral de Atención Temprana.
En el plazo máximo de los dieciocho meses siguientes a la entrada en vigor de la 

presente ley, el Gobierno de Canarias aprobará el Plan Integral de Atención Temprana 
previsto en la misma. Dicho plan habrá de contemplar la creación progresiva de las unidades 
de atención temprana necesarias para dar respuesta a la demanda de la Comunidad 
Autónoma de Canarias.

Disposición transitoria única.  Aplicación de la Estrategia sobre atención temprana.
Hasta tanto no se apruebe el Plan Integral de Atención Temprana previsto en la presente 

ley, seguirá aplicándose las previsiones contenidas en la Estrategia sobre atención temprana 
del Gobierno de Canarias.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogados cuantos preceptos y disposiciones de igual o inferior rango se 

opongan a las determinaciones de la presente normativa.

Disposición final primera.  Habilitación para el desarrollo de la ley.
Se autoriza al Gobierno de Canarias a dictar las disposiciones que sean precisas para el 

desarrollo y ejecución de esta ley.
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Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial 

de Canarias».
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§ 5

Ley 16/2019, de 2 de mayo, de Servicios Sociales de Canarias

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 94, de 17 de mayo de 2019
«BOE» núm. 141, de 13 de junio de 2019

Última modificación: 4 de noviembre de 2020
Referencia: BOE-A-2019-8794

Sea notorio a todos los ciudadanos y ciudadanas que el Parlamento de Canarias ha 
aprobado y yo, en nombre del Rey y de acuerdo con lo que establece el artículo 47.1 del 
Estatuto de Autonomía de Canarias, promulgo y ordeno la publicación de la Ley 16/2019, de 
2 de mayo, de Servicios Sociales de Canarias.

PREÁMBULO

I
Los servicios sociales constituyen uno de los servicios públicos del Estado del bienestar, 

integrados por el conjunto de servicios y prestaciones orientados a garantizar el derecho de 
todas las personas y grupos en que se integran a la protección social, en los términos 
recogidos en las leyes, y tienen como finalidad la prevención, atención o cobertura de las 
necesidades individuales y sociales básicas de las personas en su entorno, con el fin de 
alcanzar o mejorar su bienestar. Estos servicios, configurados como un elemento esencial 
del Estado del bienestar, están dirigidos a alcanzar el pleno desarrollo de los derechos de las 
personas en la sociedad durante todas las etapas de su vida y a promocionar la cohesión 
social y la solidaridad.

Desde ese compromiso, la presente ley sustituye a la anterior Ley 9/1987, de 28 de abril, 
de Servicios Sociales de la Comunidad Autónoma de Canarias, que, tras tres décadas en 
vigor, ha visto superado su marco legislativo por los cambios sociales producidos en nuestra 
comunidad autónoma, de la mano de factores demográficos como un crecimiento 
poblacional acelerado, el aumento de la inmigración o el envejecimiento; a los que se 
añaden otros como la incorporación progresiva de la mujer al mercado laboral, los nuevos 
modelos familiares y los núcleos de convivencia, las nuevas bolsas de pobreza, el riesgo de 
desigualdades personales, colectivas o territoriales, las situaciones de dependencia o de 
discapacidad que vive un creciente número de personas, el incremento de la violencia 
doméstica y de género, la complejidad que comporta para las familias afrontar los cambios 
en el mercado laboral o la precarización del trabajo, la falta de medidas que favorezcan la 
conciliación de la vida familiar y laboral, el incremento de las familias monoparentales y 
especialmente las mujeres con menores a su cargo. Por último, habrá que tener en cuenta el 
aumento de la exigencia de la ciudadanía sobre los servicios públicos, que se ha traducido 
en una mayor presencia de modelos de gestión basados en la calidad, donde las nuevas 
tecnologías adquieren un papel relevante, ya que permiten una mayor eficacia de las 
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prestaciones sociales, lo que ha impactado de manera muy significativa en el actual sistema 
de servicios sociales.

El instrumento central de este nuevo marco legislativo para Canarias es la instauración 
del derecho a los servicios sociales, constituido como un derecho subjetivo y universal de la 
ciudadanía. Garantizar el ejercicio efectivo de este derecho implica, necesariamente, la 
construcción de un sistema público de servicios sociales de responsabilidad pública, 
moderno, avanzado y garantista, comparable en su desarrollo a otros sistemas públicos 
orientados al bienestar, dotado de un conjunto de instrumentos de gestión y coordinación 
capaces de garantizar la vertebración entre las diferentes administraciones competentes. En 
dicho marco, se podrá estructurar toda una arquitectura capaz de sostener la implantación, 
la ordenación, el desarrollo y la consolidación de una red articulada de servicios y 
prestaciones orientada a responder de forma coherente, eficaz y eficiente a los desafíos 
presentes y futuros asociados a los cambios sociales, demográficos y económicos.

Por tanto, se hace indispensable abordar una nueva regulación que se articula por medio 
de la presente ley y que tiene como finalidad lograr una mayor protección social en Canarias, 
que se sustenta en garantizar los derechos sociales inspirados en los principios de 
universalidad, dignidad de las personas e igualdad en el acceso. Estos derechos sociales 
facilitan la autonomía, la igualdad y la libertad y permiten condiciones sociales y de acceso a 
bienes necesarios para una vida digna, que, por una parte, responda a la realidad actual de 
Canarias y, por otra, avance hacia la consecución de lo que se ha denominado el «cuarto 
pilar» del Estado del bienestar. Es por ello que la presente ley contempla las prestaciones a 
las que la ciudadanía tendrá derecho y que, como tal derecho subjetivo, serán exigibles a las 
administraciones competentes y, en última instancia, ante los tribunales. Además, se 
introducen elementos homogeneizadores que garantizan una igualdad real, teniendo en 
cuenta el hecho insular, en todos los territorios de la Comunidad Autónoma de Canarias, con 
la finalidad de asegurar a la ciudadanía unos servicios y prestaciones mínimos, así como 
unas condiciones básicas de calidad de los mismos, con independencia de la isla o del 
municipio en que vivan o reciban la prestación. Igualmente, la presente ley aborda la 
reorganización competencial de los servicios sociales, de acuerdo con el principio de 
máxima proximidad a las personas.

Ahora bien, estos retos deben ser afrontados desde la observancia de un marco 
normativo inspirado en una serie de principios proclamados desde el ámbito internacional y 
nacional, conforme al artículo 10.2 de la Constitución española.

Así, en el artículo 25 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos de las 
Naciones Unidas, de 1948, se proclama que «Toda persona tiene derecho a un nivel de vida 
que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar y, en especial, la alimentación, 
el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios [...]». 
Posteriormente, mediante la Declaración y el Programa de Acción de Viena, de 1993, se 
acordó un plan para fortalecer la aplicación de los derechos humanos, destacando la 
relación entre la democracia, el desarrollo y la promoción de los derechos sociales a partir de 
su universalidad y la indivisibilidad e interdependencia de los derechos civiles, culturales, 
económicos, políticos y sociales.

A nivel europeo, en el artículo 14 de la Carta Social Europea, de 18 de octubre de 1961, 
se dispuso que a fin de asegurar el ejercicio efectivo del derecho a beneficiarse de los 
servicios sociales, las partes se comprometen a impulsar u organizar servicios que, 
utilizando métodos de trabajo social, contribuyan al bienestar y al desarrollo de las personas 
y de los grupos en la comunidad, así como su adaptación al entorno social. Finalmente, y 
más cercana en el tiempo, la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, de 
2000, señala, en su artículo 34.1, que «la Unión reconoce y respeta el derecho de acceso a 
las prestaciones de seguridad social y a los servicios sociales que garantizan una protección 
en casos como la maternidad, la enfermedad, los accidentes laborales, la dependencia o la 
vejez, así como en caso de pérdida de empleo, según las modalidades establecidas por el 
Derecho comunitario y las legislaciones y prácticas nacionales.». Carta que, según el artículo 
6.1 del Tratado de la Unión Europea, tiene el mismo valor jurídico que los tratados de la 
Unión Europea.

Por su parte, en el marco de la Estrategia Europea de Crecimiento, Europa 2020, se 
promueve un crecimiento inteligente, sostenible e integrador, como tres líneas básicas de 
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actuación. Estas tres prioridades, que se refuerzan mutuamente, pretenden contribuir a que 
la UE y sus Estados miembros generen altos niveles de empleo, productividad y cohesión 
social. Para ello, la Unión Europea ha establecido para el año 2020 cinco ambiciosos 
objetivos en materia de empleo, innovación, educación, integración social y clima/energía. 
En cada una de estas áreas, cada Estado miembro se ha fijado sus propios objetivos. La 
estrategia se apoya en medidas concretas tanto de la Unión como de los Estados miembros. 
Pues bien, de entre los cinco grandes objetivos planteados para el año 2020 se encuentra el 
de «luchar contra la pobreza y la exclusión social», que plantea reducir al menos en 20 
millones el número de personas en situación o riesgo de pobreza y exclusión social en todo 
el ámbito de la Unión. Para llegar a ello es necesario, entre otros logros, el acceso de todos 
a los recursos, derechos y servicios necesarios para la participación en la sociedad, 
previniendo y abordando la exclusión social. En esta tarea, la Comunicación de la Comisión, 
de 26 de abril de 2006, «Aplicación del programa comunitario de Lisboa, Servicios Sociales 
de interés general en la Unión Europea» (COM (2006) 177 final), ya marcó el papel clave de 
los servicios sociales, por desempeñar una importante función en la sociedad y en la 
economía europea, y reconoció que el sector de los servicios sociales, situado en un entorno 
cada vez más competitivo, se encuentra en plena expansión e inmerso en un proceso de 
modernización que puede adoptar distintas formas. Entre ellas, se alude a la introducción de 
métodos de evaluación comparativa y de control de calidad y la participación de las personas 
usuarias en la gestión, a la descentralización de la organización con el establecimiento de 
servicios a nivel local o regional, al desarrollo de marcos de colaboración entre los sectores 
público y privado y al recurso de otras formas de colaboración complementarias a la pública, 
como desafío de futuro de los servicios sociales en los Estados miembros.

A nivel nacional, si bien es verdad que la Constitución española no reconoce de forma 
directa el derecho a los servicios sociales, no es menos cierto que, realizando una valoración 
integradora de los artículos 1, «España se constituye en un Estado social», 9.2, en el cual, 
«Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la 
igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los 
obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los 
ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social», 10.1, para el que «La dignidad 
de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la 
personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden 
político y de la paz social», 14, en el que todos «… son iguales ante la ley, sin que pueda 
prevalecer discriminación alguna…»; de todos ellos se extrae un principio que se desarrolla 
de forma fragmentada en el Capítulo III, del Título I, De los principios rectores de la política 
social y económica, en el que se presta atención a determinados colectivos, como la familia 
e hijos (artículo 39); juventud (artículo 48); disminuidos físicos, psíquicos y sensoriales 
(artículo 49); y la tercera edad (artículo 50); sin olvidar que los poderes públicos promoverán 
las condiciones favorables para el progreso social y económico (artículo 40.1). Principios 
que, según el artículo 53.3, de la Constitución, «informarán la legislación positiva, la práctica 
judicial y la actuación de los poderes públicos» y que «solo podrán ser alegados ante la 
jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen». De 
todo lo cual se desprende que sin los servicios sociales el contenido mínimo de estos 
principios fundamentales quedaría vulnerado.

II
Por último, en nuestro particular ámbito de competencias, el vigente Estatuto de 

Autonomía, en su artículo 9.1, establece que «Las personas que ostentan la condición 
política de canarios son titulares de los derechos, deberes y libertades reconocidos en la 
Constitución española»; mientras que el artículo 29 dispone, en su apartado 1, que «Todas 
las personas tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las prestaciones y 
servicios del sistema público de servicios sociales de responsabilidad pública»; también el 
apartado 3 del mismo precepto establece que «Los poderes públicos canarios establecerán, 
en la forma que determine la ley, planes especializados de atención para las personas que 
garanticen los derechos dispuestos en los artículos 16 y 24 del presente Estatuto». 
Asimismo, el artículo 24 del nuevo Estatuto de Autonomía dispone que «Las personas que 
se encuentren en situación de exclusión social tienen derecho a acceder a una renta de 
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ciudadanía en los términos que establezcan las leyes», así como que «Los poderes públicos 
canarios velarán por erradicar los efectos de la pobreza y la exclusión social en las personas 
que viven en Canarias a través del desarrollo de los servicios públicos». Por último, el 
artículo 16 del Estatuto de Autonomía establece que «Los poderes públicos promoverán 
activamente el derecho de las personas en situación de discapacidad o de dependencia a 
acceder en términos de igualdad y sin discriminación alguna al ejercicio de sus derechos, 
garantizando su desarrollo personal y social», así como que los mismos garantizarán a 
dichas personas un sistema de calidad de los servicios y prestaciones especializados, con la 
supresión de barreras físicas y legales facilitando su desarrollo en todas las facetas, 
conforme se establezca en las leyes.

En el ejercicio de las competencias atribuidas en materia de asistencia y bienestar social 
recogidas en el entonces vigente Estatuto de Autonomía de Canarias, en su artículo 30.13, 
esta comunidad autónoma aprobó la Ley 9/1987, de 28 de abril, de Servicios Sociales de la 
Comunidad Autónoma de Canarias, hasta ahora vigente, una ley muy avanzada para su 
tiempo; sin embargo, con el paso de los años, todas las leyes de otras comunidades 
autónomas se vieron ampliamente desarrolladas, completadas y concretadas en bastantes 
de sus aspectos, gracias a la aprobación de una vasta normativa autonómica 
complementaria que venía a perfilar aquellos aspectos que no se habían contemplado en las 
mismas. Cuestión que no ocurrió en esta comunidad autónoma, que ha tenido un efímero 
desarrollo reglamentario. Además, como el resto de leyes autonómicas del Estado 
promulgadas en aquella época, se limitó a una declaración de principios y mandatos 
generalistas, aunque ha permitido a lo largo de estas tres décadas de vigencia la 
consolidación de los servicios sociales de atención primaria en los ochenta y ocho 
ayuntamientos y la articulación de una red pública de servicios sociales especializados a lo 
largo de todo el territorio canario.

En los últimos años, la sociedad canaria, como se ha puesto de manifiesto en el 
expositivo anterior, ha venido experimentando una serie de cambios sociales que han 
impulsado a su vez la introducción de nuevos modelos de atención en los servicios sociales, 
que tienen su origen en el dinamismo del sector, las demandas sociales y la marcada 
voluntad política de atender las necesidades sociales. La conjunción de estos elementos ha 
propiciado la aparición de demandas sociales o políticas públicas que no forman parte de la 
misión o competencias de un único servicio de la estructura orgánica vertical de la 
Administración, sino que implica a toda la organización o a una parte significativa de ella, así 
como la necesidad de disponer de una visión integral e integradora de determinados 
segmentos de población considerados como prioritarios, lo que está impulsando el desarrollo 
de modelos de atención transversales, más eficaces y eficientes, orientados a dar 
respuestas globales. Por tanto, se pasa de un enfoque sectorial basado en criterios como el 
sexo, la edad o la diversidad funcional a otro en el que las características de la situación se 
convierten en el eje del modelo. Esto permite una atención más personalizada y ajustada a 
las necesidades particulares que convive con los modelos anteriores más sectorizados. A su 
vez, esta integración está poniendo de manifiesto la necesidad de una mayor ordenación y 
precisión técnico-conceptual en la definición de los elementos del sistema, que se pretende 
efectuar a través de la presente ley.

Todo esto ha originado un importante desarrollo normativo de los servicios sociales en 
estos últimos años, destacando a nivel autonómico la regulación establecida en el ámbito de 
la accesibilidad y supresión de barreras físicas y de la comunicación (Ley 8/1995, de 6 de 
abril); de la participación de las personas mayores y de la solidaridad entre generaciones 
(Ley 3/1996, de 11 de julio); de la atención integral a los menores (Ley 1/1997, de 7 de 
febrero); de la prevención y protección integral de las mujeres contra la violencia de género 
(Ley 16/2003, de 8 de abril); la Prestación Canaria de Inserción (Ley 1/2007, de 17 de enero, 
modificada por la Ley 2/2015, de 9 de febrero); de la igualdad entre mujeres y hombres (Ley 
1/2010, de 26 de febrero); y de la no discriminación por motivos de identidad de género y de 
reconocimiento de los derechos de las personas transexuales (Ley 8/2014, de 28 de 
octubre).

A toda esta normativa autonómica, hay que sumar la estatal, que ha venido en ocasiones 
a confirmar y en otras a retroalimentar la normativa autonómica. Así, la Ley Orgánica 1/2004, 
de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género; la Ley 
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39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las 
personas en situación de dependencia; la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la 
igualdad efectiva de mujeres y hombres; el Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de 
noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de derechos de las 
personas con discapacidad y de su inclusión social; o la Ley 26/2015, de 28 de julio, de 
modificación del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia, entre otras. A ello 
cabe mencionar la aprobación, en 2018, del Pacto de Estado contra la Violencia de Género, 
comprensivo de un conjunto de medidas orientadas a la erradicación del maltrato hacia la 
mujer.

Por todo ello, se hacía indispensable acometer una nueva regulación que venga a 
fortalecer los derechos sociales con la inclusión de un derecho subjetivo y universal de los 
ciudadanos canarios al sistema público de servicios sociales.

III
La presente Ley de Servicios Sociales de Canarias configura un sistema de 

responsabilidad pública cuya estructura está compuesta por todos los servicios disponibles 
(los públicos y los privados concertados y contratados por las administraciones públicas) de 
atención a las personas, así como por los servicios y prestaciones destinados a la finalidad 
de la atención social en los ámbitos de la discapacidad, la dependencia, la infancia y la 
familia, la inmigración y, en general, para atender las situaciones de vulnerabilidad social.

La iniciativa privada participará subsidiariamente y de forma complementaria en el 
sistema público de servicios sociales mediante acuerdos de concertación social o con 
arreglo a alguna de las fórmulas establecidas en la normativa sobre contratos del sector 
público y bajo la vigilancia y control de la Administración pública. Corresponde a la 
comunidad autónoma canaria la configuración del sistema propio de servicios sociales, tal y 
como se ha hecho en otras comunidades autónomas, estableciendo un régimen de concierto 
diferenciado de la modalidad contractual recogida en la Ley de Contratos del Sector Público, 
a través del cual se dé respuesta a las necesidades de los colectivos más vulnerables, 
asegurando la participación y la colaboración de las entidades de iniciativa social sin ánimo 
de lucro de Canarias en esta tarea, garantizando, al tiempo, el cumplimiento de los principios 
informadores de la normativa estatal y europea en materia de concertación de la iniciativa 
social.

Asimismo, la ley dispone que el sistema público de servicios sociales funcionará de 
forma integrada y coordinado en red, de acuerdo con el marco normativo que establece la 
presente ley y las disposiciones que la desarrollen. Para ello, el sistema público de servicios 
sociales se coordinará con todos los demás sistemas que inciden en la calidad de vida de las 
personas, como son los de salud y sanidad pública, de igualdad de género, de prevención y 
protección de las mujeres contra la violencia de género, de educación, de ocupación y 
empleo, de vivienda, judiciales, entre otros.

De igual forma, la presente ley prevé, por primera vez, la aprobación de un catálogo de 
servicios y prestaciones, que incluirá el conjunto de servicios y prestaciones a las que las 
personas tendrán derecho, entendido como un derecho subjetivo que será exigible ante las 
administraciones que deban garantizarlo una vez que se produzca su aprobación mediante 
decreto del Gobierno de Canarias.

Igualmente, con esta ley se pretende acometer una nueva ordenación del sistema 
público de servicios sociales, mediante una clara atribución de las competencias entre los 
tres niveles –autonómico, insular y municipal– de la Administración.

Por otra parte, en relación con la iniciativa privada, la ley reconoce la importante labor 
que las entidades del tercer sector de acción social vienen desarrollando en la prestación de 
los servicios sociales, sin perjuicio de lo que disponga una futura ley del tercer sector de 
acción social en Canarias.

En definitiva, mediante esta ley se instaura un nuevo modelo de sistema público que 
dirige su atención tanto a las situaciones y necesidades de cada persona a lo largo de su 
vida como a los diferentes espacios sociales y comunitarios en los que este se desarrolla.
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IV
La presente ley consta de ciento ocho artículos, agrupados en un título preliminar y siete 

títulos, además de catorce disposiciones adicionales, cuatro transitorias, una derogatoria y 
seis finales.

En cuanto al contenido de la ley, el título preliminar recoge las disposiciones generales 
que orientan todo el texto normativo, tales como el objeto de la ley, detalla quién tiene la 
titularidad del derecho a la prestación de los servicios sociales en Canarias; delimita el 
ámbito de aplicación; el derecho subjetivo a los servicios sociales; define el sistema público 
de servicios sociales; las principales definiciones de los conceptos que se desarrollan a lo 
largo del texto legal; y los objetivos y los principios del sistema público de servicios sociales.

El título I está destinado a las personas usuarias y profesionales del sistema público de 
servicios sociales y en él se detallan de forma exhaustiva las personas con acceso a los 
servicios sociales; los derechos que les asisten; los derechos específicos de las personas 
usuarias de centros y servicios de atención diurna/nocturna y estancia residencial; las 
obligaciones de las personas usuarias; así como los derechos y obligaciones de las 
personas del sistema público de servicios sociales. En el mismo título aparece una de las 
novedades más sustanciales de la ley, consistente en el reconocimiento de una serie de 
derechos sociales básicos para hacer efectiva la plena inclusión de la ciudadanía. Asimismo, 
dentro del elenco de derechos, se introducen elementos innovadores en el ámbito de los 
servicios sociales, como es el derecho a poder expresar la propia voluntad de forma 
anticipada y a que sea respetada una vez que la persona tenga limitada su capacidad de 
obrar; el derecho a tener asignado un profesional de referencia; y, asimismo, se reconoce el 
derecho a la persona usuaria al acceso y seguimiento, por vía telemática, de su expediente 
personal.

El título II desarrolla mediante dos capítulos el catálogo de servicios y prestaciones del 
sistema público de servicios sociales, como instrumento que aglutina el conjunto de servicios 
y prestaciones del sistema. El capítulo I está destinado a las disposiciones generales que 
orientan todo el título, tales como la definición del catálogo, la elaboración y aprobación del 
mismo y la definición de servicio y prestación. Asimismo, regula las formas y requisitos de 
acceso a los servicios y prestaciones. En el capítulo II se aborda el contenido del catálogo de 
servicios y prestaciones, detallando el conjunto de servicios y prestaciones del que está 
provisto, y que se clasifican a los efectos de esta ley en dos tipos de prestaciones: las 
económicas y las tecnológicas. Como elementos innovadores de la ley, es preciso destacar 
las prestaciones económicas para cubrir las necesidades básicas de las personas ante una 
situación extraordinaria y puntual que requiere atención inmediata; y aquellas de percepción 
periódica vinculada a la inclusión social.

El título III está destinado a la estructura funcional, la coordinación, la cooperación, la 
participación y la ética en los servicios sociales. Es el título más amplio de la ley, estando 
compuesto por cuatro capítulos. El capítulo I, sobre la estructura funcional del sistema 
público de servicios sociales define dos niveles de atención: el de primaria y comunitaria, 
competencia en todo caso de los ayuntamientos, con una vocación claramente integradora y 
con el objetivo de alcanzar la verdadera inclusión social del conjunto de la ciudadanía; y el 
de atención especializada, competencia de la comunidad autónoma y los cabildos, integrado 
por actuaciones que requieren mayor grado de complejidad en relación con las 
características específicas de la situación que han de atender. El capítulo II versa sobre la 
coordinación y cooperación, recayendo la superior dirección y coordinación del sistema 
público de servicios sociales en la consejería competente en materia de servicios sociales; 
además este capítulo se divide en cuatro secciones: la sección 1.ª comprende una de las 
novedades de la presente ley, la Conferencia Sectorial de Servicios Sociales; la sección 2.ª 
está destinada a otros instrumentos de coordinación y cooperación interdepartamental e 
interadministrativa, como son el Sistema Canario Unificado de Información, el registro único 
de entidades, centros y servicios, la historia social única y el plan de intervención social; la 
sección 3.ª aborda la coordinación y colaboración de carácter social y sanitario, la cual 
contiene otra de las novedades de este texto legislativo, el Consejo de Atención 
Sociosanitario, como órgano que hará efectiva la coordinación entre ambos departamentos. 
El capítulo III está destinado a la participación, recogiendo la disposición general que inspira 
el mismo; asimismo, detalla de manera pormenorizada el órgano consultivo y de 
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participación en materia de servicios sociales de la Comunidad Autónoma de Canarias, el 
Consejo General de Servicios Sociales. El capítulo IV aborda la ética y los servicios sociales, 
y en el mismo se aborda otra de las novedades de la presente ley, cual es la creación del 
Comité de Ética de los Servicios Sociales, configurado como órgano consultivo de la 
consejería competente en materia de servicios sociales, al servicio de las personas, agentes, 
entidades y administraciones implicadas.

El título IV, dividido en dos capítulos, aborda el régimen competencial y la financiación. El 
capítulo I está destinado al régimen competencial, en el que la delimitación se basa en dos 
criterios, uno de necesaria proximidad y otro basado en la complejidad del servicio. En el 
capítulo II, sobre la financiación, se recoge entre sus principios la responsabilidad de la 
Comunidad Autónoma de Canarias de garantizar los recursos necesarios para asegurar la 
ordenación y provisión suficiente y sostenida de los servicios sociales establecidos por la 
presente ley. En este capítulo se recoge otro de los elementos innovadores de este cuerpo 
legal, referida a los porcentajes mínimos en los que se han de financiar los servicios sociales 
de atención primaria y comunitaria, fijados entre el 40% y el 60% del coste total del convenio 
que se suscriba con el correspondiente ayuntamiento en atención a la población del 
municipio; y, en el caso de los servicios sociales de atención especializada, al menos el 50% 
del coste total del convenio que se suscriba con el correspondiente cabildo.

El título V aborda, en sus cuatro capítulos, una de las partes esenciales sobre el modelo 
y la forma de provisión de los servicios sociales. A estos efectos, se distinguen claramente 
dos formas de provisión: la gestión directa y la gestión indirecta a través de la iniciativa 
privada. El capítulo I está destinado a la gestión directa, relacionando los servicios públicos 
que deben ser gestionados indiscutiblemente con esta modalidad. El capítulo II detalla las 
formas de participación de la iniciativa privada, tanto en su modalidad mercantil como de 
iniciativa social. Esta última será la elegida preferentemente por las administraciones 
públicas canarias cuando existan análogas condiciones de eficacia, calidad y rentabilidad 
social. El capítulo III detalla la concertación social, como forma de acuerdo relegada 
exclusivamente para la iniciativa social, sin fines lucrativos. El capítulo IV versa sobre la 
autorización y acreditación, como requisitos imprescindibles que han de reunir los centros o 
servicios de las entidades privadas que quieran instalarse o funcionar en esta comunidad 
autónoma.

El título VI desarrolla mediante dos capítulos y cuatro secciones la planificación de los 
servicios sociales en Canarias. El capítulo I aborda la planificación de los servicios sociales, 
con la finalidad de proyectar las prestaciones y servicios de esta comunidad autónoma. Esta 
planificación se desarrollará a través de planes estratégicos de servicios sociales, planes 
sectoriales y, en su caso, planes especiales, en cuyo proceso deberá garantizarse la 
participación de todas las administraciones implicadas en el sistema público de servicios 
sociales. El capítulo II está dividido en cuatro secciones. Afronta uno de los elementos más 
relevantes de este marco normativo, la calidad de los servicios sociales, reconociendo la 
misma como derecho subjetivo de las personas usuarias del sistema público de servicios 
sociales. La sección 1.ª está destinada a la calidad de los servicios sociales; la sección 2.ª, a 
la evaluación de los servicios sociales, determinando que esta debe realizarse de manera 
continua como garante de la calidad y buenas prácticas en el sistema público de servicios 
sociales; la sección 3.ª encara una de los aspectos novedosos de este cuerpo legislativo, el 
Observatorio Canario de Servicios Sociales, como órgano colegiado, con la finalidad de 
promover las medidas necesarias para la garantía y mejora de la calidad en los servicios 
sociales; finalmente, la sección 4.ª recoge el último recurso para garantizar unos servicios 
sociales de calidad: la inspección.

El título VII cierra la ley con la regulación, mediante tres capítulos, del régimen 
sancionador, enumerando las infracciones en materia de servicios sociales y las sanciones 
que por la comisión de dichas infracciones correspondan, dentro del marco normativo 
establecido a tal efecto.

Finalmente, la ley contiene en su parte final catorce disposiciones adicionales, cuatro 
transitorias, una derogatoria y seis finales.

Las adicionales tratan sobre el plan de inclusión social y lucha contra la pobreza en 
general, y uno específico para la población infanto-juvenil; el primer diagnóstico del 
Observatorio Canario de los Servicios Sociales; el plazo para la aprobación del catálogo de 
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servicios y prestaciones; los instrumentos de coordinación interdepartamental e 
interadministrativos; el reforzamiento de los servicios de inspección; el desarrollo del artículo 
24 del Estatuto de Autonomía de Canarias; las cláusulas sociales en la contratación pública; 
el plazo de tramitación de los procedimientos sancionadores en materia de políticas sociales, 
dependencia y discapacidad y de protección a la infancia y la familia; el régimen jurídico para 
el ejercicio del derecho a la no inmovilización, restricción o sujeción física; las ayudas a los 
traslados fuera de su isla de residencia y dentro del territorio nacional; los criterios para la 
determinación de la capacidad económica de las personas usuarias; la financiación; el 
régimen de compatibilidades de las prestaciones de atención a la dependencia; y, por último, 
la colaboración entre el sistema público de servicios sociales y el sistema judicial.

Las disposiciones transitorias versan sobre las disposiciones reglamentarias vigentes, 
sobre la obligación de comunicación de las entidades de iniciativa social y sobre la prórroga 
temporal de la financiación de los servicios prestados por la iniciativa social.

La disposición derogatoria lleva a efecto la derogación de la Ley 9/1987, de 28 de abril, 
de Servicios Sociales; del Decreto 100/1998, de 26 de junio, por el que se regula la 
composición y funcionamiento de la Comisión Tutelar del Mayor legalmente incapacitado; del 
Decreto 93/2014, de 19 de septiembre, por el que se establecen los criterios para determinar 
la capacidad económica de la persona beneficiaria del Sistema para la Autonomía y Atención 
a la Dependencia y su participación económica en el coste de los servicios, así como la 
determinación de la cuantía de las prestaciones económicas del sistema en la Comunidad 
Autónoma de Canarias; de los artículos 15 y 16 del Decreto 131/2011, de 17 de mayo, por el 
que se establecen las intensidades de protección de los servicios y los criterios para 
determinar las compatibilidades y las incompatibilidades entre las prestaciones de atención a 
la dependencia del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia en el ámbito de 
la Comunidad Autónoma de Canarias, así como de cuantas disposiciones de igual o inferior 
rango se opongan a lo establecido en la presente ley.

Por último, las disposiciones finales se refieren al desarrollo y ejecución de la propia ley; 
a la modificación del marco legal que regula la Prestación Canaria de Inserción; a la 
modificación de la disposición adicional primera del Decreto 131/2011, de 17 de mayo; a la 
modificación del artículo 34 de la Ley 3/1996, de 11 de julio, de participación de las personas 
mayores y de la solidaridad entre generaciones; y a la fijación de la fecha de su entrada en 
vigor.

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
La presente ley tiene por objeto:
1. Promover y garantizar en la Comunidad Autónoma de Canarias el derecho de acceso, 

en condiciones de igualdad, a un sistema público de servicios sociales de carácter universal 
y hacer efectivo el derecho subjetivo a los servicios y prestaciones del sistema de servicios 
sociales de responsabilidad pública en las condiciones y términos específicamente previstos 
para cada uno de ellos.

2. Configurar un sistema público de servicios sociales que dé respuesta a las 
necesidades de las personas, las familias y demás unidades de convivencia, potenciando su 
autonomía y calidad de vida.

3. Ordenar y regular el papel de la iniciativa privada en materia de servicios sociales, 
estableciendo el marco normativo general de su actividad, así como las condiciones para su 
participación subsidiaria y complementaria en el sistema público de servicios sociales de 
Canarias.

4. Garantizar una atención integrada y coordinada respecto de todas las actuaciones 
públicas en materia de servicios sociales. A tal fin, se establecerán los mecanismos 
necesarios para promover el trabajo en red con el resto de áreas de gestión administrativa, 
así como con todas aquellas actuaciones y recursos de la iniciativa social.
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5. Asegurar que los servicios sociales se presten en las mejores condiciones de calidad 
con base en los requisitos y estándares de atención que se determinen, asegurando unas 
condiciones de vida dignas y adecuadas a todas las personas.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. La presente ley se aplicará al conjunto de actuaciones propias de los servicios 

sociales que se presten por las administraciones públicas de la Comunidad Autónoma de 
Canarias y por entidades vinculadas dependientes de estas, así como por entidades 
privadas que colaboren con ellas en el marco del sistema canario de servicios sociales.

2. Asimismo, se aplicarán a las entidades privadas de servicios sociales que no 
participan en el sistema público de servicios sociales las disposiciones que regulen:

a) Los derechos y obligaciones de las personas usuarias y profesionales.
b) La autorización, el registro y la inspección de entidades, servicios y centros, como 

garantía del cumplimiento de los requisitos materiales, funcionales y de personal que les 
sean de aplicación.

c) El régimen de infracciones y sanciones.
d) Las disposiciones relativas a la promoción y el apoyo público a los servicios y 

actividades de la iniciativa social no integrados en el sistema canario de servicios sociales.

Artículo 3.  Derecho subjetivo a los servicios sociales.
1. El acceso a las prestaciones del sistema público de servicios sociales se configura 

como derecho subjetivo, dentro del marco de los requisitos generales de acceso al 
mencionado sistema y de los requisitos de acceso específicos que se regulen para cada 
prestación o servicio en esta ley, su desarrollo reglamentario y la normativa en vigor en 
materia de servicios sociales. La efectividad jurídica del acceso a los servicios y prestaciones 
contemplados en el catálogo previsto en esta ley estará sujeta al calendario de implantación 
fijado por el mismo, salvo los servicios y prestaciones contemplados en la Ley 39/2006, de 
14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en 
situación de dependencia.

2. Las personas titulares podrán reclamar en la vía administrativa y judicialmente, bien 
directamente, bien a través de las personas jurídicas legalmente habilitadas para la defensa 
de los derechos e intereses legítimos colectivos, el cumplimiento del derecho a las 
prestaciones y servicios que recoge la presente ley y las disposiciones que la desarrollen.

En caso de estimación en firme de una reclamación en la vía judicial, el órgano 
administrativo competente para ejecutarla adoptará las medidas que sean necesarias para 
poner fin a la vulneración del citado derecho, así como para restablecer a la persona titular el 
ejercicio pleno del mismo, en los términos señalados en la resolución judicial.

Artículo 4.  El sistema público de servicios sociales.
1. El sistema público de servicios sociales de Canarias está integrado por el conjunto de 

recursos, equipamientos, proyectos, programas y prestaciones de titularidad pública y 
privada destinado al cumplimiento de los objetivos establecidos en esta ley.

2. El sistema público de servicios sociales está integrado por los servicios sociales de 
titularidad pública y los de titularidad privada acreditados de acuerdo con lo que establece la 
presente ley. Todos estos servicios configuran conjuntamente la red de servicios sociales de 
atención pública de la Comunidad Autónoma de Canarias, destinados a la ciudadanía en 
general y, en particular, a las personas y colectivos más desfavorecidos o que se hallaren en 
situación de exclusión social o en riesgo de estarlo.

3. Las entidades de titularidad privada participan en los servicios sociales mediante la 
realización de actuaciones y prestaciones de servicios sociales, de acuerdo con lo que 
establece esta ley y las normas que la desarrollan, la planificación de servicios sociales y los 
conciertos y acuerdos administrativos que se suscriban, y bajo las potestades de inspección 
y el control que se regulan en esta ley.

4. Los poderes públicos garantizarán y velarán por que los servicios sociales cumplan su 
finalidad de asegurar el derecho a las personas a vivir dignamente durante todas las etapas 
de la vida.
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5. Los servicios sociales se dirigen especialmente a prevenir y compensar el déficit de 
apoyo social y económico en situaciones de riesgo y exclusión social, promoviendo actitudes 
y capacidades que faciliten la inclusión de las personas, desde una perspectiva integral y 
participada.

6. El sistema público de servicios sociales funcionará de forma integrada, participada y 
coordinado en red, de acuerdo con el marco normativo que establecen esta ley y las 
disposiciones que la desarrollen.

7. Los servicios sociales se coordinarán con todos los sistemas que inciden en la calidad 
de vida, como los de salud, igualdad de género, prevención y protección de las mujeres 
contra la violencia de género, educativos, culturales, de empleo, de vivienda, urbanísticos, 
judiciales, entre otros.

Artículo 5.  Definiciones.
A efectos de la presente ley, se entiende por:
1. Servicios sociales. El conjunto de recursos, medios o acciones organizados técnica y 

funcionalmente para realizar, de manera habitual, prestaciones sociales.
2. Centros. Las unidades orgánicas y funcionales, dotadas de infraestructura material 

con ubicación autónoma identificable, desde las que se instrumentan prestaciones y 
servicios sociales de manera habitual.

3. Tercer sector de acción social. Las organizaciones privadas de carácter voluntario y 
sin ánimo de lucro, legalmente constituidas, que mediante la participación ciudadana 
desarrollan actividades en áreas de interés social, con criterios de solidaridad, autonomía y 
transparencia, a través de programas o proyectos encaminados a impulsar el reconocimiento 
y el ejercicio de los derechos sociales y lograr la cohesión y la inclusión social de todas las 
personas.

4. Situación de exclusión social. Situación de pérdida de inclusión de las personas en el 
conjunto de la sociedad, que incluye no solo la falta de ingresos económicos y su 
alejamiento del mercado de trabajo, sino también un debilitamiento de los lazos sociales, un 
descenso de la participación social y una pérdida de derechos sociales.

5. Personas en situación de riesgo de exclusión social. Aquellas que se encuentran en 
situación de vulnerabilidad o fragilidad social que puede derivar hacia situaciones de 
exclusión en caso de que se produzca alguna alteración en los mecanismos de integración 
ya debilitados, como ingresos, empleo, familia, educación o sanidad, entre otros.

6. Urgencia social. Aquella situación de necesidad, de carácter excepcional o que surja 
de forma extraordinaria y puntual, de las personas y que requiera de una actuación 
inmediata de los servicios sociales, sin la cual podría producirse un deterioro o agravamiento 
de la situación de necesidad acaecida.

7. Perspectiva o análisis de género. La consideración sistemática, en el conjunto de la 
actividad política, social e institucional, de las diferentes situaciones y condiciones de vida, 
obstáculos o limitaciones, participación, recursos, derechos, prioridades o necesidades, 
valores y comportamientos de mujeres y hombres, determinados por los roles tradicionales 
de género, que provocan desigualdades sociales o discriminaciones reales y efectivas entre 
ambos sexos.

8. Principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres. Supone la ausencia de toda 
discriminación, directa o indirecta, por razón de sexo en los sectores público o privado y, 
especialmente, derivadas de la maternidad, la asunción de las obligaciones familiares, el 
estado civil y cualquier otra vinculada a la condición de género.

La ausencia de barreras sexistas o discriminatorias para la igualdad real y efectiva de 
ambos sexos completa el reconocimiento de la igualdad jurídica formal y permite la 
existencia de un nuevo contrato social basado en la plena ciudadanía de las mujeres en la 
totalidad de derechos, libertades, recursos y oportunidades de participación social, cultural, 
política y económica.

9. Identidad de género. Implica la vivencia interna e individual del género tal como cada 
persona la siente, pudiendo corresponder o no con el sexo asignado al nacer, y comporta el 
derecho de las personas que adoptan personal y socialmente el sexo contrario al de su 
nacimiento o no se identifican con ningún sexo de forma asexual a recibir de las 
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administraciones públicas canarias una atención integral y adecuada a sus necesidades 
médicas, psicológicas, jurídicas y de otra índole, en igualdad de condiciones que el resto de 
la ciudadanía.

10. Derecho a la autotutela. La posibilidad que tiene una persona capaz de obrar de 
adoptar las disposiciones que estime convenientes en previsión de su propia futura 
incapacitación en los casos de pérdida de su autogobierno en los términos señalados en el 
Código Civil.

11. Familias y demás unidades de convivencia. Núcleo familiar constituido por los 
progenitores y, en su caso, las demás personas que convivan con ellos en una misma 
vivienda o espacio habitacional, ya sea por unión matrimonial, por cualquier otra forma de 
relación estable análoga a la conyugal, por parentesco civil de consanguinidad o afinidad, 
hasta el segundo grado en línea recta y colateral, o por adopción, tutela o acogimiento 
familiar, que se hallaren empadronados y con residencia en Canarias.

12. Situación de necesidad personal básica. Las circunstancias en que se puedan 
encontrar personas sin hogar o sin soporte familiar, entendiendo como tales a las personas 
en situación de exclusión social o en riesgo de estarlo, que carezcan de alojamiento estable, 
adecuado, habitable y adaptado, así como de redes de apoyo personal o familiar.

13. Organizaciones de ayuda mutua. A los efectos de la presente ley, se entenderá por 
organizaciones de ayuda mutua aquellas entidades de carácter no lucrativo cuyos asociados 
sean, principalmente, las personas que afrontan directamente una necesidad o dificultad o 
sus familiares.

14. Producto de apoyo y ayuda técnica. Se entenderá como producto de apoyo y ayuda 
técnica todo producto, instrumento, equipamiento o sistema técnico, fabricado especialmente 
o existente en el mercado, destinado a prevenir, compensar, aliviar o eliminar limitaciones 
para la promoción de la autonomía personal.

Artículo 6.  Objetivos del sistema público de servicios sociales.
La actuación de los poderes públicos canarios en materia de servicios sociales persigue 

los objetivos siguientes:
a) Mejorar la calidad de vida y promover la normalización, la participación y la inclusión 

social, económica, laboral, cultural y educativa y de salud de todas las personas.
b) Detectar a través del análisis continuo de la realidad social situaciones de necesidad 

de la población, así como elaborar la estrategia más adecuada a fin de favorecer el bienestar 
social y mejorar la calidad de vida.

c) Promover la autonomía personal, familiar y de los grupos.
d) Fomentar la cohesión social y la solidaridad.
e) Prevenir, detectar y atender las situaciones de vulnerabilidad social de las personas y 

los grupos.
f) Promover el respeto a las diferencias en las formas de vida o tipos de cultura, siempre 

que estas no atenten contra los derechos fundamentales de las personas, incidiendo en la 
lucha contra la violencia de género, favorecer las relaciones igualitarias entre mujeres y 
hombres, la convivencia de las personas y de los grupos sociales y promover la tolerancia, el 
respeto a las diversidades y la corresponsabilidad en las relaciones personales y familiares.

g) Detectar, prevenir y atender las necesidades derivadas de la dependencia con el 
objetivo de promover la autonomía de las personas.

h) Promover la organización comunitaria y la creación de redes sociales de apoyo.
i) Hacer de los servicios sociales un factor productivo fundamental y generador de 

ocupación de calidad y normalizar la actividad económica del sector; asimismo, promover la 
responsabilidad social del tejido empresarial en la mejora de la respuesta a las necesidades 
sociales.

j) Favorecer la igualdad efectiva de las personas, eliminando discriminaciones por razón 
de sexo, orientación sexual o identidad de género, de discapacidad, de edad, de origen o por 
cualquier otra razón o circunstancia personal o social, e impulsando políticas de inclusión 
social.
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k) Velar por el respeto de los principios éticos de la intervención social y socioeducativa, 
impulsando, entre otras, políticas de inclusión laboral para las personas con cualquier tipo de 
discapacidad.

l) Prevenir, detectar y atender las situaciones de desprotección infantil para la defensa 
efectiva de los derechos de la infancia y de la adolescencia.

m) Prevenir, detectar y atender situaciones de desprotección de las personas mayores, 
promocionando su bienestar y favoreciendo la inserción y cohesión social de este colectivo.

n) Garantizar el ejercicio de la capacidad de las personas en situación de vulnerabilidad 
cuando su capacidad ha sido modificada judicialmente, estableciendo programas de apoyo 
en las áreas en las que sea necesario por instituciones u organizaciones de tutela, 
protección y defensa de sus derechos.

ñ) Proporcionar los medios necesarios para facilitar el desarrollo de las personas durante 
todas las etapas de su vida, haciéndoles partícipes de la generación de riqueza y capital 
social.

Artículo 7.  Principios rectores del sistema público de servicios sociales.
a) Responsabilidad pública. Los poderes públicos garantizarán el acceso a las 

prestaciones y servicios que conforman el catálogo de servicios y prestaciones previsto en 
esta ley y en su posterior desarrollo reglamentario. Asimismo, garantizarán los recursos 
financieros, humanos y técnicos necesarios.

b) Universalidad. El derecho subjetivo de acceso a los servicios y prestaciones del 
sistema público de servicios sociales se garantizará en condiciones de justicia y equidad, de 
conformidad con los requisitos que se establezcan para cada uno de ellos.

c) Equidad territorial. Las administraciones públicas canarias garantizarán la igualdad de 
las prestaciones de servicios sociales a la ciudadanía de todo el ámbito territorial de 
Canarias, con independencia de la isla donde residan, al objeto de asegurar una distribución 
homogénea de los recursos en el conjunto del territorio autonómico.

d) Proximidad. La prestación de los servicios sociales se realizará preferentemente 
desde el ámbito más cercano a la persona, estructurándose y organizándose de manera 
descentralizada, favoreciendo la permanencia en el entorno habitual de convivencia y la 
integración activa en la vida de su comunidad.

e) Planificación y evaluación. Las administraciones públicas canarias se regirán por 
criterios de planificación en el desarrollo del sistema público de servicios sociales. Asimismo, 
promoverán una evaluación continua de sus actuaciones que permitan una planificación 
coherente, suficiente y sostenible del sistema público de servicios sociales.

f) Coordinación, cooperación y colaboración. Las administraciones públicas canarias 
actuarán de conformidad con el deber de colaboración entre sí. Asimismo, cooperarán con la 
iniciativa privada en los términos establecidos en la presente ley. Esta coordinación y 
colaboración deberá trascender del ámbito de los servicios sociales y extenderse a otros 
sistemas y políticas públicas de protección.

g) Prevención y dimensión comunitaria. Los servicios sociales se aplicarán al análisis y la 
prevención de las causas que originan la exclusión o limitan el desarrollo de una vida 
autónoma, desde un enfoque comunitario de las intervenciones.

h) Servicios integrales. Este principio se entiende como el conjunto de actuaciones 
adecuadas para cubrir las necesidades sociales, socioeducativas y educativo-familiares en 
los aspectos de prevención, atención, promoción e inserción.

i) Solidaridad. Además de garantizar la prestación de servicios sociales, los poderes 
públicos fomentarán la solidaridad entre los distintos colectivos de personas y también la 
colaboración del voluntariado y el tejido de las entidades integrantes del tercer sector en el 
desarrollo de iniciativas que favorezcan la cohesión social.

j) Participación ciudadana. Los poderes públicos promoverán y garantizarán la 
participación de las personas, los grupos y las entidades en el funcionamiento del sistema 
público de servicios sociales. Ello incluye la participación de la ciudadanía en la 
programación, evaluación y el control en todos los niveles administrativos de la Comunidad 
Autónoma de Canarias y también en el seguimiento y la evaluación de los centros que 
prestan servicios sociales, mediante los mecanismos de cooperación que se establezcan.
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k) Calidad. Las administraciones públicas canarias deberán garantizar la existencia de 
unos estándares mínimos de calidad para los principales tipos de prestaciones y servicios, 
mediante la regulación, a nivel autonómico, de los requisitos materiales, funcionales y de 
personal que con carácter de mínimos deberán respetarse. Asimismo, fomentarán la mejora 
de dichos estándares y promoverán el desarrollo de una gestión orientada a la calidad en el 
conjunto del sistema canario de servicios sociales.

l) Atención personalizada e integral y continuidad de la atención. El sistema canario de 
servicios sociales deberá ofrecer una atención personalizada, ajustada a las necesidades 
particulares de las personas y/o de las familias, basada en la evaluación integral de su 
situación, y deberá garantizar la continuidad de la atención aun cuando implique a distintas 
administraciones o sistemas.

m) Igualdad. Las administraciones públicas canarias garantizarán la atención a las 
personas en condiciones de igualdad. Lo anterior deberá entenderse sin perjuicio de la 
aplicación de medidas de acción positiva que coadyuven a la superación de las desventajas 
de una situación inicial de desigualdad, que promuevan la distribución equitativa de los 
recursos y que faciliten la inclusión social.

n) Carácter interdisciplinar de las intervenciones. Con el fin de garantizar el carácter 
integral de la atención prestada y la aplicación racional y eficiente de los recursos públicos, 
se favorecerá la interdisciplinariedad de las intervenciones, promoviendo el trabajo en equipo 
y la integración de las aportaciones de las diversas profesiones del ámbito de la intervención 
social y cualesquiera otras que resulten idóneas.

ñ) Empoderamiento digital. Los poderes públicos favorecerán la accesibilidad al sistema 
público de servicios sociales mediante el uso racional de las tecnologías de la información y 
comunicación, así como de las redes sociales.

o) Innovación social. Las administraciones públicas canarias promoverán el talento de 
emprendedores e innovadores para abordar los retos sociales, canalizando el talento para 
buscar las respuestas más eficaces y eficientes a las necesidades sociales, socioeducativas, 
sociolaborales, sociojudiciales y sociosanitarias, compartiendo las buenas prácticas y 
favoreciendo su extensión en el sistema público de los servicios sociales.

Artículo 8.  Recursos, centros y servicios del sistema público de servicios sociales.
1. A los efectos de esta ley, podrán ser titulares de servicios, recursos y centros de 

servicios sociales tanto las personas físicas como las personas jurídicas legalmente 
constituidas, de carácter público o privado, que contemplen entre sus fines la prestación de 
servicios sociales.

2. Los servicios, recursos y centros de servicios sociales serán de titularidad pública y de 
titularidad privada, gestionados por personas físicas o entidades, que funcionen 
preferentemente sin ánimo de lucro, garantizándose la supervisión e inspección de todos 
ellos por la Administración pública competente en los términos previstos en esta ley y sus 
disposiciones reglamentarias.

TÍTULO I
Personas usuarias y profesionales del sistema público de servicios sociales

Artículo 9.  Personas con acceso al sistema público de servicios sociales.
1. Son titulares del derecho a acceder a los servicios y prestaciones del sistema público 

de servicios sociales establecidos en esta ley y en la legislación específica que corresponda:
a) Las personas con nacionalidad española, sus familias y demás unidades de 

convivencia, así como aquellas que sean nacionales de los Estados miembros de la Unión 
Europea, empadronadas y con residencia en Canarias.

b) Las personas nacionales de países no incluidos en la Unión Europea, sus familias y 
demás unidades de convivencia, que carezcan de nacionalidad española, siempre que 
estuvieran empadronadas y fueran residentes en Canarias.

c) Las personas emigrantes de nacionalidad española, sus cónyuges o sus 
descendientes de igual nacionalidad que hubieran tenido en Canarias su último domicilio y 
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que hayan retornado al archipiélago, en los términos establecidos en el Estatuto de 
Autonomía de Canarias.

d) Las personas menores de edad extranjeras que se encuentren en Canarias, con 
independencia de su situación administrativa.

e) Los refugiados, asilados, solicitantes de protección internacional y apátridas tendrán, 
asimismo, derecho a los servicios sociales, en los términos que las normas legales y 
reglamentarias y los convenios internacionales ratificados por España determinen.

f) Todas aquellas personas no contempladas en los apartados anteriores que se 
encuentren en Canarias en situación de urgencia social, con independencia de su situación 
administrativa.

2. Lo establecido en el apartado anterior se entiende sin perjuicio de los requisitos 
adicionales respecto de un periodo de empadronamiento previo o de otra naturaleza que se 
establezcan para el acceso a los diferentes servicios y prestaciones del sistema público de 
servicios sociales, en esta ley o en otras disposiciones que resulten de aplicación.

Artículo 10.  Derechos de las personas usuarias del sistema público de servicios sociales.
Las personas usuarias del sistema público de servicios sociales tendrán garantizado el 

ejercicio de los siguientes derechos:
a) A acceder a los servicios sociales en condiciones de igualdad, dignidad y privacidad.
b) Al acceso y seguimiento, por vía telemática, de su expediente.
c) A recibir información profesional, suficiente, veraz y fácilmente comprensible, y si lo 

requiere por escrito, sobre:
– Los servicios y prestaciones disponibles y los requisitos necesarios para acceder a los 

mismos.
– Los derechos y deberes de las personas usuarias.
– Los mecanismos de presentación de quejas y reclamaciones.
d) A disponer de un plan de intervención social personalizado, elaborado con su 

participación y autorización, o de las personas responsables de su entorno familiar o social 
que les representen, que sea revisable en función de las circunstancias y resultados.

e) A conocer la valoración y diagnóstico técnico y a un itinerario individualizado de su 
situación y del tipo de intervención que se les asigne y, dentro de los plazos que 
reglamentariamente se determinen, a disponer de la misma en un lenguaje claro y 
comprensible.

f) A tener asignada una persona titulada en trabajo social como profesional de referencia, 
preferentemente integrada en un equipo interdisciplinar de profesionales de los servicios 
sociales, que procure la coherencia, el carácter integral y la continuidad del proceso de 
intervención.

g) A la libre elección del profesional de referencia y a un segundo diagnóstico de su 
situación, dentro de los condicionantes y límites establecidos reglamentariamente.

h) A escoger libremente el tipo y modalidad de servicio más adecuado a su caso, en 
función de su disponibilidad, atendiendo a la orientación y a la prescripción técnica de la 
persona profesional de referencia asignada.

i) A participar en el proceso de toma de decisiones sobre su situación personal y familiar, 
así como a dar o denegar su consentimiento en relación con una determinada intervención. 
Este consentimiento deberá ser otorgado siempre por escrito cuando la intervención implique 
el ingreso en un servicio de alojamiento o en un centro residencial. En el caso de personas 
con capacidad de obrar modificada judicialmente o personas menores de edad, se estará a 
lo que resulte de la correspondiente resolución judicial o administrativa.

j) A disponer de equipamientos y atención en las debidas condiciones de higiene y 
salubridad, intimidad y privacidad en sus comunicaciones.

k) A formular quejas y reclamaciones sobre la atención y servicio recibidos y a obtener 
respuestas a las mismas.

l) A renunciar voluntariamente a la utilización y disfrute de los servicios y prestaciones 
que tengan reconocidos, salvo cuando su ejecución venga impuesta por resolución judicial o 
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se deriven efectos perjudiciales para personas menores de edad o personas con capacidad 
de obrar modificada.

m) A la confidencialidad, entendiéndose por ello el derecho a que los datos de carácter 
personal que obren en su expediente o en cualquier documento que les concierna sean 
tratados con pleno respeto a lo previsto en la legislación vigente en materia de protección de 
datos de carácter personal. No será preciso el consentimiento de la persona interesada para 
comunicar dicha información a terceras personas cuando se trate de personal inspector en el 
ejercicio de una acción inspectora o de cualquier otro de los supuestos previstos en esta ley 
y en la legislación del procedimiento administrativo común.

n) A recibir atención en el propio domicilio familiar cuando las personas tengan dificultad 
grave de movilidad física.

ñ) A decidir, cuando no tenga modificada judicialmente la capacidad de obrar, sobre la 
tutela de su persona y bienes, para el caso de pérdida de su capacidad de autogobierno, así 
como a decidir libremente sobre el ingreso en centro residencial y al ejercicio pleno de sus 
derechos jurisdiccionales en el caso de internamientos no voluntarios o voluntarios en 
centros, garantizándose un proceso contradictorio en todo caso.

o) A recabar y recibir ayuda en los casos en que sea necesario por una institución u 
organización de apoyo, protección o tutela, si a la persona le ha sido modificada 
judicialmente su capacidad de autogobierno.

p) A dar instrucciones previas para situaciones futuras de limitación de su capacidad de 
obrar en casos de pérdida de su capacidad de autogobierno.

q) Cualesquiera otros derechos que les reconozca la legislación vigente, esta ley y las 
disposiciones reglamentarias.

Artículo 11.  Derechos específicos de las personas usuarias de centros y servicios de 
atención diurna/nocturna y estancia residencial.

Las personas usuarias de centros y servicios de atención diurna/nocturna y estancia 
residencial tienen, además de los derechos reconocidos en el artículo anterior, los 
siguientes:

a) Al ejercicio de la libertad individual para el ingreso, la permanencia y la salida del 
centro o servicio, con las limitaciones establecidas en la legislación vigente para las 
personas menores de edad, tanto las que tengan la capacidad de obrar modificada como las 
incursas en medidas judiciales de internamiento.

b) A participar individual o colectivamente en la toma de decisiones del centro o servicio 
que les afecte, en los términos establecidos en la normativa y reglamento de régimen 
interno.

c) A conocer el reglamento interno del centro o servicio, redactado de manera 
comprensible, y a disponer de una copia.

d) A que se recoja en una historia personal información de todos los aspectos 
relacionados con su salud, bienestar y gestión de su caso, así como a acceder a la misma 
con las garantías que prevé la legislación vigente en materia de protección de datos de 
carácter personal.

e) A recibir una atención personalizada de acuerdo con sus necesidades específicas.
f) A recibir atención sanitaria por el Servicio Canario de la Salud en igualdad de 

condiciones que el resto de la ciudadanía, a tener asignado el personal de atención primaria 
en el centro de salud de la zona básica en que se encuentre el centro residencial y a recibir 
una atención integral resultado de una adecuada coordinación entre los sistemas de 
protección social y sanitario.

g) A la privacidad de sus comunicaciones, tanto dentro como fuera del centro, excepto 
disposición contraria por resolución judicial, así como derecho a la intimidad en la vida 
cotidiana.

h) A considerar como domicilio el centro residencial donde viven, con garantía de todos 
los servicios y derechos, y a mantener su relación con el entorno familiar y social, así como a 
personalizar su espacio con objetos propios, siempre respetando los derechos del resto de 
personas usuarias.
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i) A mantener una relación de afectividad en el establecimiento residencial, 
facilitándoseles compartir el mismo alojamiento.

j) A no ser sometidas a ningún tipo de inmovilización mecánica, restrictiva o sujeción 
física o tratamiento farmacológico sin prescripción específica facultativa o del equipo 
multidisciplinar competente, salvo que exista peligro inminente para la seguridad física de la 
persona usuaria o de terceras personas y durante el tiempo imprescindible en el que se 
prolongue esa situación.

k) A la práctica religiosa que no altere el funcionamiento normal del centro, siempre que 
se ejerza desde el respeto a la libertad de otras personas.

l) A conocer el coste de los servicios que se reciben y la participación que, en su caso, 
deben realizar en su condición de persona usuaria.

m) A recibir atención complementaria de carácter socioeducativo, cultual y en general de 
todas aquellas que favorezcan la promoción y la autonomía personal.

n) A ser informadas sobre sus derechos y deberes de forma adecuada a su nivel de 
comprensión, en el caso de personas con discapacidad intelectual.

ñ) A obtener facilidades para hacer la declaración de voluntades anticipadas, de acuerdo 
con la legislación vigente.

o) Cualesquiera otros derechos reconocidos por la normativa vigente.

Artículo 12.  Obligaciones de las personas usuarias del sistema público de servicios 
sociales.

Las personas usuarias del sistema público de servicios sociales de Canarias tendrán las 
siguientes obligaciones:

a) Respetar la dignidad de las autoridades y personal que gestionan los recursos y 
prestan los servicios del sistema público de servicios sociales, así como el plan de atención 
personalizada acordado y las orientaciones establecidas en el mismo.

b) Observar una conducta basada en el respeto, la no discriminación y la colaboración 
para facilitar la convivencia en el centro o servicio en el que se preste la atención, así como 
la resolución de los problemas.

c) Cooperar positivamente con los profesionales de servicios sociales, participando 
activamente en el plan de atención social acordado.

d) Conocer y cumplir las normas, requisitos y procedimientos establecidos para el acceso 
a los recursos y servicios del sistema público de servicios sociales y los compromisos 
asumidos en el desarrollo de la intervención de la que sea objeto, haciendo un uso 
responsable de los bienes muebles, instalaciones y equipamientos en los que se preste la 
atención.

e) Facilitar a la Administración pública información veraz de los datos personales, 
convivenciales, económicos y familiares, siempre que su conocimiento sea necesario para 
valorar y atender su situación. Asimismo, y con idéntica finalidad, presentar los documentos 
que sean imprescindibles, salvo que estos obren en poder de la Administración pública 
requirente, o autorizar su obtención cuando exista convenio entre administraciones.

f) Acudir y atender a las entrevistas a las que sean citadas por el personal profesional de 
los servicios sociales, a los efectos de poder valorar su situación y posibles cambios en la 
misma.

g) Comunicar las situaciones que se produzcan en su situación personal y unidad 
convivencial que puedan afectar al proceso de inserción social o a los servicios y 
prestaciones solicitadas o recibidas.

h) Firmar el acuerdo del servicio o la prestación pertinente con la entidad prestadora de 
los mismos.

i) Destinar las prestaciones económicas que perciban al fin previsto y contribuir a la 
financiación del coste de los servicios recibidos cuando así lo establezca la normativa 
aplicable, en atención a la capacidad económica de las personas usuarias y, en su caso, de 
la unidad de convivencia.

j) Reintegrar total o parcialmente las prestaciones económicas y tecnológicas recibidas y 
no aplicadas al objeto de las mismas, cuando sea requerido para ello.

k) Cumplir cualquier otra obligación que establezca la legislación vigente.
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Artículo 13.  Derechos de las personas profesionales del sistema público de servicios 
sociales.

Las personas profesionales de los servicios sociales, además de los que se deriven de la 
legislación aplicable en función de su profesión, tendrán los siguientes derechos:

a) Al desempeño de su actividad profesional en los servicios sociales en condiciones de 
igualdad y dignidad.

b) A recibir la información necesaria para el desarrollo de las funciones encomendadas 
por parte de las personas responsables de los servicios.

c) A recibir un trato respetuoso y correcto por parte de los responsables de los servicios, 
del resto de los profesionales y de las personas usuarias de los servicios sociales.

d) A que por parte de los empleadores se adopten medidas destinadas a proteger su 
identidad, si es preciso para prestar correctamente el servicio o garantizar su seguridad en el 
desempeño de las funciones encomendadas.

e) A que por parte de los empleadores se adopten medidas de prevención y atención 
ante situaciones provocadas por factores psicosociales que afecten a su estado emocional, 
cognitivo, fisiológico y de comportamiento.

f) A beneficiarse de una formación profesional continuada durante toda su vida activa 
con vistas a garantizar la adecuación de la atención prestada a las pautas de buena práctica 
profesional.

g) A participar, individual o colectivamente, en las decisiones que les afecten y en la 
organización de los servicios, y a acceder a los cauces de información, sugerencias y quejas 
que permitan el ejercicio efectivo y la defensa de sus derechos. Asimismo, a presentar 
sugerencias y participar en los procesos de evaluación de los servicios.

h) A disponer de los medios necesarios para garantizar la prestación de un servicio en 
condiciones que respondan a los criterios de calidad exigidos por la normativa 
correspondiente.

i) Otros que se les reconozcan en la presente ley y sus normas de desarrollo.

Artículo 14.  Obligaciones de las personas profesionales del sistema público de servicios 
sociales.

Las personas profesionales de los servicios sociales, además de los derechos que se 
deriven de la legislación aplicable en función de su profesión, tendrán las siguientes 
obligaciones:

a) Promover la dignidad, la autonomía, la inclusión y el bienestar de las personas a las 
que atienden y respetar todos los derechos reconocidos en la presente ley a las personas 
usuarias y profesionales.

b) Conocer y cumplir la normativa vigente en el ámbito de los servicios sociales y, en 
particular, las normas reguladoras de la organización y del funcionamiento de los servicios 
en los que ejercen su actividad y de los programas que gestionan.

c) Informar a la persona responsable del servicio, del departamento o de la unidad 
competente de aquellas cuestiones que puedan mejorar el funcionamiento, la organización o 
las instalaciones donde se efectúa la prestación de servicios sociales.

d) Mantener, en sus relaciones con otras personas profesionales y usuarias, un 
comportamiento no discriminatorio.

e) Respetar las opiniones, criterios y sugerencias que las personas usuarias tomen por sí 
mismas o a través de su representante legal.

f) Respetar la intimidad de los usuarios, garantizando la confidencialidad de los datos de 
carácter personal de los mismos.

g) Guardar las normas de convivencia y respeto mutuo en los servicios en los que 
prestan servicios sociales y en cualquier otro lugar relacionado con sus actividades.

h) En caso de que sea necesaria la derivación de la persona usuaria a otro u otros 
servicios, hacerlo de la manera más favorable para aquella, procurando la continuidad de la 
intervención.

i) Utilizar correctamente los bienes muebles y las instalaciones de los servicios en los 
que desarrollan sus funciones y de cualquier otro lugar relacionado con sus actividades.
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j) Cumplir los plazos que se establezcan para las distintas intervenciones, ajustándose, 
en todo caso, a los plazos máximos previstos en la normativa vigente.

k) Poner en conocimiento de la autoridad competente cualquier situación que en su 
opinión, y basándose en los elementos de valoración de los que disponen, pudiera conllevar 
una vulneración de derechos.

l) Otras obligaciones que se les impongan en la presente ley y sus normas de desarrollo.

Artículo 15.  Carta de derechos y obligaciones.
1. La consejería competente en materia de servicios sociales aprobará la carta de 

derechos y deberes de las personas usuarias de los servicios sociales, garantizando la 
máxima difusión de su contenido en todo el ámbito del sistema de servicios sociales de 
responsabilidad pública y privada.

2. Los cabildos insulares y los ayuntamientos aprobarán una carta de servicios y 
prestaciones cuya provisión les corresponde garantizar en su ámbito territorial.

TÍTULO II
Catálogo de servicios y prestaciones del sistema público de servicios sociales

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 16.  Definición del catálogo de servicios y prestaciones.
El catálogo de servicios y prestaciones es el instrumento que determinará el conjunto de 

prestaciones y servicios del sistema público de servicios sociales de Canarias cuya provisión 
deberán garantizar las administraciones públicas competentes, que se podrán combinar 
entre sí siempre dentro de los límites establecidos reglamentariamente y que deberá ir 
acompañado de la correspondiente ficha financiera.

Artículo 17.  Elaboración y aprobación del catálogo de servicios y prestaciones.
1. La consejería competente en la materia elaborará el catálogo de servicios y 

prestaciones del sistema público de servicios sociales, con la participación de los cabildos 
insulares, la Federación Canaria de Municipios y el Consejo General de Servicios Sociales, 
como máximo órgano de consulta y participación social.

Dicho catálogo recogerá tanto los servicios y prestaciones económicas y tecnológicas 
que vienen recogidas en esta u otras leyes de aplicación como aquellos otros que se 
determinen reglamentariamente a fin de dar respuesta a las nuevas necesidades que 
pudieran plantearse sobrevenidamente en el futuro.

2. Para su aprobación inicial o su actualización posterior será necesario informe 
preceptivo del Consejo General de Servicios Sociales.

3. Mediante decreto, y a propuesta de la consejería competente en materia de servicios 
sociales, el Gobierno de Canarias aprobará el catálogo de servicios y prestaciones del 
sistema público de servicios sociales.

4. La actualización, al menos cada dos años, del catálogo se elaborará desde la 
consejería competente en materia de servicios sociales, en coordinación con las demás 
administraciones públicas canarias, a través de la Conferencia Sectorial de Servicios 
Sociales, así como con la participación del Consejo General de Servicios Sociales.

Artículo 18.  Prestaciones del sistema público de servicios sociales.
1. Son prestaciones del sistema público de servicios sociales aquellas actuaciones, 

intervenciones técnicas, programas, proyectos, ayudas económicas y tecnológicas, recursos 
y medios de atención destinados a cubrir las necesidades de las personas usuarias y a 
contribuir a la inclusión social de las mismas.
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2. Dichas prestaciones podrán ser de servicios, económicas o tecnológicas. Las 
prestaciones de servicios y económicas se podrán combinar entre sí para la consecución de 
los objetivos establecidos en el programa de intervención social de la persona usuaria, 
siempre dentro de los límites de compatibilidad establecidos reglamentariamente.

3. Las prestaciones del sistema público de servicios sociales de Canarias reconocidas en 
esta ley y en la normativa que la desarrolle serán las unidades de referencia básica para 
medir la eficacia, así como determinar los criterios económicos de sostenibilidad del sistema, 
debiendo a estos efectos definirse el alcance y contenido de las mismas en el catálogo de 
servicios y prestaciones previsto en esta ley.

Para ello, dichas prestaciones se desarrollarán y gestionarán por las distintas 
administraciones públicas con competencias en materia de servicios sociales atendiendo a la 
consecución de los objetivos del sistema público de servicios sociales previstos en esta ley.

Artículo 19.  Acceso a las prestaciones del sistema público de servicios sociales.
1. El acceso de las personas a los servicios y prestaciones del sistema público de 

servicios sociales únicamente estará condicionado al cumplimiento de los requisitos que se 
establezcan para cada supuesto en la presente ley y en las disposiciones que la desarrollan.

2. Con carácter general, el acceso al sistema público de servicios sociales tendrá lugar a 
través de los servicios sociales de atención primaria y comunitaria, que, comprobado el 
cumplimiento de los requisitos de acceso al sistema, derivará, en su caso, a la persona 
usuaria a otras áreas de valoración sectoriales a fin de que pueda obtener el reconocimiento 
de su situación y su correspondiente derecho a las prestaciones. Todo ello sin perjuicio de 
los casos excepcionales, que, por exigir de una atención de carácter urgente e inmediato, 
contarán con una regulación específica para su acceso.

3. La determinación de los servicios y prestaciones a que pueda dar lugar la valoración y 
tramitación por los municipios se instrumentará a través de la elaboración de un plan de 
intervención social personalizado.

4. El sistema público de servicios sociales de Canarias garantizará la continuidad y 
coherencia de los itinerarios de atención a las personas y familias, así como la coordinación 
de las intervenciones mediante la asignación de un trabajador social como profesional de 
referencia, sin perjuicio del resto de profesionales de los servicios sociales que conformarán 
los equipos para cada ámbito de actuación.

5. Al objeto de garantizar la unidad funcional del sistema de servicios sociales, su 
organización integrada y la eficacia en la acción social, el Gobierno de Canarias y las 
entidades locales, a través de instrumentos comunes de valoración y diagnóstico, vendrán 
obligados a:

a) Compartir la información que posean, tanto la relativa a prestaciones como a las 
personas usuarias del sistema público de servicios sociales, cuando sea necesario para el 
ejercicio de las respectivas competencias.

b) Articular procedimientos de consulta, gestión y decisión compartidas.
c) Prestarse la colaboración y el auxilio necesarios en el ejercicio de las respectivas 

competencias y en la ejecución de sus resoluciones.
Con la misma finalidad, todos los servicios sociales de atención primaria y comunitaria 

cumplimentarán el modelo de historia social única y aplicarán el modelo del plan de atención 
personalizada. El diseño de dichos modelos obedecerá a unas características de uso que 
garanticen una mayor agilidad en la tramitación y en la gestión. A tal fin, la consejería 
competente en materia de servicios sociales propiciará la cooperación y coordinación estable 
de las administraciones públicas canarias competentes en el sistema público de servicios 
sociales mediante la Conferencia Sectorial de Servicios Sociales.

6. En aras de garantizar una atención integrada de las necesidades sociales de la 
ciudadanía, la planificación, ordenación y gestión de los servicios y prestaciones del sistema 
público de servicios sociales de Canarias atenderá fundamentalmente a los principios de 
eficiencia, gestión integrada y transversalidad de los recursos humanos y materiales de que 
dispongan las administraciones públicas canarias competentes para su prestación en el 
marco de la atención continuada.
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CAPÍTULO II
Contenido del catálogo de servicios y prestaciones

Artículo 20.  Servicios del sistema público de servicios sociales.
1. Son servicios el conjunto de las actuaciones realizadas por profesionales, ya sea 

directamente o a través de medios tecnológicos, dirigidas a la prevención, diagnóstico, 
seguimiento, valoración, intervención, protección, promoción de la autonomía personal, 
acompañamiento social, mediación e inclusión social, mediante actuaciones a las personas, 
unidades de convivencia, grupos y comunidades.

2. Todos los servicios del sistema público quedarán recogidos en el catálogo contenido 
en esta ley y en su posterior desarrollo reglamentario para su atención personalizada y/o 
comunitaria.

3. Los servicios del sistema público de servicios sociales de Canarias serán, al menos, 
las siguientes, en los términos que se recojan en el catálogo de servicios y prestaciones:

a) Información: servicio que posibilita a las personas, familias y grupos acceder en 
tiempo y forma a un conocimiento adecuado y suficiente sobre los derechos, servicios y 
prestaciones que pueden favorecer su inclusión social, autonomía y bienestar social, 
garantizando una información veraz, accesible y facilitada en términos comprensibles.

b) Valoración, que incluirá:
– Valoración inicial: consiste en la identificación básica, desde una perspectiva integral, 

de las necesidades y capacidades de las personas, las familias y su entorno, al objeto de 
constatar si procede una intervención del sistema público de servicios sociales y, en su caso, 
remitir a las personas usuarias a una valoración especializada.

– Valoración especializada: es una valoración que incluye la baremación de las 
situaciones de dependencia, discapacidad, exclusión y desprotección. La misma podrá ser 
social, psicosocial, sociosanitaria o socioeducativa.

– Valoración de seguimiento: servicio que conlleva la realización de evaluaciones 
periódicas del plan de atención personalizada.

c) Diagnóstico social: consiste en la descripción y valoración profesional de las 
necesidades sociales y capacidades que presentan las personas, familias y grupos que 
solicitan la atención del sistema público de servicios sociales, al objeto de determinar la 
intervención adecuada en el marco de un plan de atención personalizada.

d) Orientación y seguimiento: conjunto de acciones profesionales orientadas a dar a 
conocer derechos y recursos sociales que permitan a la persona la toma de decisiones y su 
participación en la elaboración del plan de atención personalizada.

e) Acompañamiento social: prestación en virtud de la cual la persona participa, en 
interacción con un profesional cualificado, en una relación de ayuda que contribuye a 
mejorar su desenvolvimiento autónomo e integración social. Se incluye dentro de este 
servicio la acción tutorial, la supervisión y el apoyo social, entre otros.

f) Promoción de la autonomía personal y atención a las personas en situación de 
dependencia: es el conjunto de actuaciones destinadas a la promoción de la autonomía 
personal y atención a las personas en situación de dependencia. Asimismo, aquellas 
destinadas a la prevención de la aparición o agravamiento de enfermedades o 
discapacidades y de sus secuelas, así como el apoyo a la vida independiente y/o autónoma, 
a través de la promoción de condiciones de vida saludables, programas específicos de 
carácter preventivo y/o rehabilitador y de integración y mejora de las capacidades 
personales. Se incluyen dentro de estos servicios todos aquellos establecidos en la Ley 
39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la autonomía personal y atención a las 
personas en situación de dependencia.

g) Cuidados en el entorno familiar: comprende el conjunto de actuaciones llevadas a 
cabo tanto en el domicilio de la persona como fuera de él, con el fin de atender las 
condiciones básicas de accesibilidad, necesidades y actividades de la vida diaria y prevenir 
la pérdida de autonomía, mejorando su calidad de vida. Este servicio comprende el apoyo a 
los desplazamientos que garantizan el acceso a los servicios sociales, además de:
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– El servicio de apoyo a las personas cuidadoras: conjunto de actuaciones de formación, 
apoyo y sustitución a aquellas personas que se dedican, con carácter habitual, con o sin 
retribución, al cuidado de personas con limitaciones en su autonomía personal, familiar y 
social.

– La ayuda a domicilio: conjunto de atenciones y cuidados de carácter personal y 
doméstico que pueden tener un carácter preventivo, asistencial o rehabilitador, destinados a 
personas, familias o grupos, para evitar o, en su caso, retrasar el ingreso en centro o para 
intervenir en situaciones de conflicto psicofamiliar.

h) Centro de día o noche: este servicio ofrece, con carácter temporal o permanente, una 
atención individualizada e integral, durante el periodo diurno o nocturno, a los menores en 
situación de riesgo o desprotección, a las personas en situación de dependencia, 
discapacidad o con enfermedad mental crónica.

i) Centros ocupacionales: aquellos donde se desarrollan actividades de terapia 
ocupacional, de rehabilitación y de inserción personal y sociolaboral para personas con 
discapacidad o aquellas que encuentran barreras para integrarse en el mercado laboral.

j) Intervención, que comprenderá:
– Intervención y apoyo familiar: conjunto de actuaciones profesionales dirigidas a facilitar 

la convivencia y la inclusión social de las familias, abordando situaciones de crisis, riesgo o 
vulnerabilidad familiar.

Se incluye dentro de este servicio, entre otros, el asesoramiento, intermediación 
arrendaticia, bancaria, inmobiliaria y tramitación de prestaciones económicas.

– Intervención sociofamiliar: conjunto de actuaciones profesionales de ayuda 
psicoeducativa y social para el tratamiento y resolución de las necesidades sociales, 
educativas y familiares de las personas, las familias o grupos de población y su entorno.

– Prevención e intervención sociocomunitaria e inclusión social: conjunto de actuaciones 
profesionales orientadas a la prevención de las situaciones de exclusión social, la 
dinamización comunitaria y la búsqueda de respuestas colectivas a las necesidades 
sociales, así como la transformación social de estas zonas desde unos objetivos comunes 
entre todas las partes implicadas para el logro de la cohesión social.

– Intervención socioeducativa y psicosocial: conjunto de actuaciones profesionales que 
implican el establecimiento de un proceso a través del cual las personas usuarias adquieren 
conocimientos, actitudes, hábitos o capacidades útiles para su desenvolvimiento autónomo e 
integración social. Se incluyen dentro de estos servicios la intervención social, estimulativa o 
rehabilitadora, psicológica, ocupacional, educativa, psicosocial, la mediación familiar y la 
intermediación y mediación social.

– Intervención sociosanitaria: conjunto de actuaciones profesionales orientadas a dar 
respuesta a situaciones de necesidad compleja que requieren de intervención de naturaleza 
mixta, social y sanitaria, de forma simultánea, o también secuencial, en todo caso 
complementaria y estrechamente articulada.

– Intervención sociolaboral de colectivos en riesgo o exclusión social: conjunto de 
actuaciones profesionales orientadas a promover el acceso a la inclusión de estos 
colectivos, mediante la incorporación al mercado laboral, fomentando su autonomía.

k) Atención residencial: conjunto de actuaciones destinadas a proporcionar alojamiento, 
temporal o permanente según los casos, a las personas o unidades de convivencia que 
carecen de este recurso básico o que, por necesidades especiales, se considere adecuado 
una alternativa habitacional que ofrezca una atención personalizada y continuada.

l) Servicio de atención temprana: conjunto de actuaciones destinadas a la población 
infantil de 0 a 6 años, a la familia y al entorno, que tienen por objeto dar respuesta lo antes 
posible a las necesidades transitorias o permanentes que presenten los niños y niñas con 
trastornos en su desarrollo o en riesgo de padecerlos.

m) Protección jurídica y ejercicio de la tutela de las personas mayores de edad con 
capacidad de obrar modificada y en situación de desamparo: conjunto de actuaciones 
destinadas al apoyo de las personas mayores de edad con capacidad de obrar modificada y 
en situación de desamparo, con el objeto de proteger sus derechos, así como promover y 
facilitar su ejercicio efectivo, velando especialmente por el cuidado de la persona y la 
administración de sus bienes, promoviendo su pleno desarrollo personal, su máxima 
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inclusión social y la mejora de la calidad de vida. Este servicio abarcará, además de la 
atención jurídica, la tutela judicial, la guarda y curatela.

n) Alojamiento para personas sin hogar: conjunto de actuaciones destinadas al 
alojamiento no permanente, organizado en distintos niveles de exigencia (alojamiento de 
baja exigencia, centros de acogida, viviendas tuteladas y pisos supervisados), destinado a 
acoger personas en situación de sin hogar. Asimismo, este servicio incluirá la atención 
inmediata de personas sin hogar que rechazan servicios de alojamiento.

ñ) Atención a mujeres víctimas de violencia de género, doméstica o de actos contra la 
libertad sexual: es el conjunto de actuaciones profesionales destinadas a ofrecer 
información, orientación, acompañamiento, asesoramiento, protección sociojurídica y apoyo 
psicológico. Asimismo, contempla todas las actuaciones que garanticen la prevención y 
reparación del daño.

o) Servicio de atención a la infancia y adolescencia: es el conjunto de actuaciones 
profesionales encaminadas a la promoción del bienestar personal y social de los niños y las 
niñas y la adolescencia y de actuaciones de prevención, atención, protección, reparación y 
participación dirigidas a estas personas con el fin de garantizar el ejercicio de sus derechos, 
la asunción de sus responsabilidades y la consecución de su desarrollo integral. Este 
servicio abarcará, entre otros, los de familia numerosa, servicio de apoyo técnico a menores 
con conductas violentas en la familia, servicio de mediación para el encuentro entre 
personas adoptadas y sus familiares de origen, servicio de intervención terapéutica para 
niños y niñas en acogimiento, servicio de acogida residencial y familiar, servicio de adopción 
y posadopción y servicio de justicia juvenil.

p) Servicio de apoyo a la emancipación: está compuesto por el conjunto de actuaciones 
de apoyo y seguimiento personalizado de los adolescentes mayores de 16 años con alguna 
medida de protección o mayores de 18 años sobre lo que se ha ejercido alguna medida 
protectora.

Artículo 21.  Prestaciones económicas del sistema público de servicios sociales.
1. Son prestaciones económicas las aportaciones dinerarias o en especie, periódicas o 

en un solo pago, integrantes del sistema público de servicios sociales o de cualquier otro 
sistema de protección, destinadas a lograr los objetivos previstos en esta ley.

2. Las prestaciones económicas responderán a alguna de las siguientes situaciones:
a) Aquellas dirigidas al sostenimiento de las necesidades básicas y a la inclusión social 

de personas, familias o colectivos.
b) Las destinadas a apoyar y compensar a las personas que asuman las tareas de 

cuidado en el entorno familiar, esenciales para el desenvolvimiento autónomo y la inclusión 
social de alguno de sus integrantes.

c) Las ayudas de rehabilitación de vivienda y mejora de la accesibilidad en orden a la 
mejora y la inclusión social.

d) Aquellas vinculadas a servicios a los que tengan derecho las personas usuarias del 
sistema público de servicios sociales, pero cuyo acceso no pueda garantizarse 
temporalmente por déficit de servicio en la red canaria de servicios sociales en los términos 
definidos reglamentariamente.

e) Aquellas dirigidas a las víctimas de violencia de género.
f) Cualquier otra que pueda establecerse de acuerdo con los fines establecidos en esta 

ley y sus disposiciones reglamentarias.
3. Las prestaciones económicas del sistema público de servicios sociales de Canarias 

serán, al menos, las siguientes, en los términos que se recojan en el catálogo de servicios y 
prestaciones:

a) La vinculada a cubrir necesidades básicas: conjunto de prestaciones destinadas a dar 
cobertura a las necesidades básicas, con carácter temporal, ante una situación excepcional 
o extraordinaria y puntual que requiere de una atención inmediata, sin la cual podría 
producirse un grave deterioro o agravamiento del estado de vulnerabilidad y de 
desprotección en una persona o unidad de convivencia.

Esta prestación incluirá, al menos, las siguientes necesidades básicas: el alojamiento de 
urgencia, la atención alimenticia adecuada, incluidas las personas afectadas por celiaquía y 
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diabetes, vestido, higiene y aseo personal, medicamentos, suministros básicos de la vivienda 
(agua, luz, gas, etc.) y alquiler de la vivienda.

b) La vinculada a cuidados en el entorno familiar y apoyo a personas cuidadoras no 
profesionales: esta prestación se reconoce con carácter excepcional con el fin de contribuir a 
la cobertura de los gastos derivados de la atención prestada, cuando una persona en 
situación de dependencia está siendo atendida por alguna persona de su entorno familiar o 
afectivo y lleva haciéndolo de forma continuada en el tiempo.

c) La vinculada a la asistencia personal: esta prestación tiene la finalidad de promocionar 
una vida más autónoma en el entorno habitual, que facilite la atención de manera 
personalizada e integradora en atención a las circunstancias y necesidades de la persona en 
situación de dependencia, ayudándola en su plena integración social.

Está destinada a contribuir a la cobertura de los gastos derivados de la contratación de 
una persona con funciones de asistencia personal.

d) La vinculada al servicio: está destinada a aquellos casos en los que existe 
imposibilidad de acceder al servicio público o concertado adecuado por parte de la persona 
en situación de dependencia.

Su objetivo es contribuir a la financiación del coste de dicho servicio proporcionado por 
entidades privadas y debidamente acreditadas.

e) La vinculada al pago único a mujeres víctimas de violencia de género: aquella 
destinada a mujeres víctimas de violencia de género, y su finalidad es contribuir a paliar 
temporalmente la ausencia de ingresos, por lo que debe quedar acreditada la insuficiencia 
de recursos económicos.

f) La vinculada a la realización de adaptaciones en la vivienda habitual y en los vehículos 
particulares: aquellas destinadas a facilitar a las personas con limitaciones en su autonomía 
personal la realización de adaptaciones en su vivienda habitual y/o en su vehículo particular, 
con el fin de mejorar su accesibilidad, favorecer al máximo sus posibilidades de 
desenvolverse autónomamente y facilitar el apoyo que les prestan otras personas para 
realizar las actividades básicas de la vida diaria.

g) Prestación económica individual para la adquisición de ayudas técnicas y productos 
de apoyo: aquella destinada a facilitar la compra de ayudas técnicas y productos de apoyo a 
personas con limitaciones en su autonomía personal, con el fin de favorecer al máximo sus 
posibilidades de desenvolverse autónomamente y/o facilitar el apoyo que les prestan otras 
personas para realizar las actividades básicas de la vida diaria.

h) Prestación económica para el acogimiento familiar: aquella de carácter periódico 
destinada a remunerar el acogimiento familiar, tanto en familia ajena como familia extensa, 
por el tiempo que dure la medida de protección y cuando concurran las circunstancias que 
reglamentariamente se determinen.

i) Prestación económica de apoyo a la emancipación dirigida a jóvenes extutelados.
j) Prestación económica de percepción periódica vinculada a la inclusión social: aquella 

destinada a las personas o unidades de convivencia sin ingresos o con los umbrales de 
renta que se determinen reglamentariamente y que se encuentren en situación de 
vulnerabilidad social, sea cual sea la causa, actuando como última red de protección social.

k) Prestación económica de percepción periódica vinculada a la inclusión social: aquella 
destinada a los hogares sin ingresos y en situación de necesidad social, sea cual sea la 
causa, actuando como última red de protección social para atender a las personas que 
queden desamparadas.

Artículo 22.  Prestaciones tecnológicas del sistema público de servicios sociales.
1. Son prestaciones tecnológicas del sistema público de servicios sociales las que, por 

medio de una ayuda técnica o producto de apoyo, atienden las necesidades sociales de la 
persona, pudiéndose asociar con otras prestaciones.

2. Las prestaciones tecnológicas del sistema público de servicios sociales de Canarias 
serán, al menos, las siguientes, en los términos que se recojan en el catálogo de servicios y 
prestaciones.

a) La asistencia tecnológica o técnica: dispositivo de alarma para mujeres víctimas de 
violencia de género, atención telefónica continuada durante las veinticuatro horas para la 
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infancia, atención telefónica continuada durante las veinticuatro horas para las personas 
mayores de 65 años e intérprete de lengua de signos en el servicio de información de la 
consejería competente, entre otras.

b) La teleasistencia: prestación que tiene por objeto garantizar la permanencia en el 
domicilio a las personas que se hallen en situación de necesidad social, ofreciendo una 
respuesta inmediata ante situaciones de urgencia, inseguridad, soledad y aislamiento a las 
personas usuarias, mediante el uso de tecnologías de la comunicación y de la información, 
con apoyo de los medios personales necesarios.

c) La asistencia para la accesibilidad universal: transporte adaptado para personas en 
situación de dependencia o con movilidad reducida, entre otras.

Artículo 23.  Otros servicios y prestaciones del sistema público de servicios sociales.
Otros servicios y prestaciones adicionales a los previstos en la presente ley que puedan 

establecerse a través de la revisión del catálogo de servicios y prestaciones, así como los 
que están o pudieran estar previstos en el futuro en la legislación sectorial.

TÍTULO III
Estructura funcional, coordinación, cooperación, participación y ética

CAPÍTULO I
De la estructura funcional

Artículo 24.  Niveles de atención del sistema público de servicios sociales.
1. El sistema público de servicios sociales se articula funcionalmente en una red de 

servicios y prestaciones que se estructura en dos niveles de atención coordinados y 
complementarios entre sí:

a) Servicios sociales de atención primaria y comunitaria.
b) Servicios sociales especializados.
2. La organización funcional deberá responder a las necesidades de ordenar la actuación 

de las administraciones públicas y racionalizar el acceso a los servicios y prestaciones por 
parte de las personas con base en los principios de eficiencia, proximidad, transparencia y 
economía.

3. Cada nivel de atención contará con los equipamientos, los profesionales y equipos 
técnicos interdisciplinares que se determinen reglamentariamente.

4. Los dos niveles de atención y las administraciones de las que dependen funcionarán 
de manera integrada y coordinada, sin menoscabo de la autonomía y capacidad organizativa 
de cada una de las administraciones de las que forman parte, mediante:

a) La homogeneización y simplificación de los procedimientos e instrumentos de gestión.
b) La participación multinivel en el sistema canario de información de servicios sociales.
c) La cooperación interadministrativa e interdepartamental con los ámbitos de la salud, la 

educación, el empleo, la justicia, la vivienda, la violencia de género, entre otros, para la 
mejor consecución de los fines del sistema público de servicios sociales.

5. Con el fin de garantizar la homogeneidad en los criterios de intervención de los 
servicios sociales, las administraciones públicas canarias aplicarán instrumentos comunes 
de valoración, diagnóstico e intervención.

6. Con la misma finalidad, todos los servicios sociales de atención primaria y comunitaria 
cumplimentarán el modelo de historia social única y aplicarán el modelo de plan de 
intervención social.

7. A los efectos de lo establecido en el apartado anterior, los servicios sociales 
especializados incorporarán protocolos de retorno de la información a los servicios sociales 
de atención primaria y comunitaria que aseguren la actualización de la información en la 
historia social única.
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8. La consejería competente en materia de servicios sociales regulará estos 
instrumentos comunes, con carácter reglamentario, en el ejercicio de sus competencias de 
coordinación con las demás administraciones públicas canarias.

Artículo 25.  Servicios sociales de atención primaria y comunitaria.
1. Los servicios sociales de atención primaria y comunitaria constituyen el primer nivel de 

atención del sistema público de servicios sociales. Su titularidad corresponderá a los 
municipios.

2. Constituirán el nivel de referencia para la prevención de situaciones de vulnerabilidad 
social, la detección y la valoración de las necesidades, el diagnóstico, la planificación, la 
intervención, el tratamiento, el seguimiento y la evaluación de la atención.

3. Asimismo, los servicios sociales de atención primaria y comunitaria tienen un carácter 
integrador de las políticas sociales, coordinándose y cooperando con las instituciones y 
organizaciones públicas y privadas que actúan en el municipio, desempeñando una labor 
orientada al desarrollo social, la prevención, la promoción y la participación ciudadana.

4. Cada centro de servicios sociales de atención primaria y comunitaria estará dotado 
por un equipo interdisciplinar de profesionales. El tamaño y composición de los equipos 
profesionales se ajustará a las necesidades de atención de la población de referencia en el 
territorio y serán acordes a una ratio mínima en función de lo establecido 
reglamentariamente.

5. Es en este nivel donde se sitúa el profesional de referencia al que tiene derecho la 
persona usuaria.

Artículo 26.  Funciones de los servicios sociales de atención primaria y comunitaria.
1. Son funciones de los servicios sociales de atención primaria y comunitaria las 

siguientes:
a) La información, valoración, orientación, asesoramiento y seguimiento a la población 

sobre las prestaciones y servicios del sistema público de servicios sociales y de los recursos 
de otros sistemas de protección social existentes en Canarias, así como la intervención 
individual, grupal y comunitaria.

b) La puesta en marcha de actuaciones de carácter preventivo y terapéutico tendentes a 
propiciar el desarrollo, la inclusión social de la población y la disminución de las situaciones 
de vulnerabilidad social.

c) El diseño y desarrollo de intervenciones de promoción de la autonomía, la calidad de 
vida y el bienestar social de la población de referencia en su ámbito de competencia.

d) La identificación e intervención en situaciones de riesgo o exclusión social.
e) El análisis y valoración integral de las demandas y necesidades de atención de la 

población de referencia.
f) La atención ante situaciones de urgencia o emergencia social.
g) La elaboración del plan de intervención social que contemple el conjunto de los 

recursos disponibles en el territorio, que asegure la atención integral y su continuidad, 
teniendo en cuenta las carencias, preferencias y estilo de vida de la persona y que la 
involucre activamente en su entorno.

h) El seguimiento y evaluación de resultados respecto a los objetivos propuestos en el 
plan de intervención social, con la participación activa de la persona y su familia o unidad de 
convivencia.

i) La derivación, acorde con el plan de intervención social, al recurso o servicio idóneo 
del nivel especializado del sistema público de servicios sociales o, en su caso, al 
correspondiente de otro sistema de protección social.

j) La sensibilización y el fomento de la participación activa de la comunidad en la 
búsqueda de respuestas a las situaciones de necesidad social y socioeducativas.

k) La promoción de la participación ciudadana y voluntariado social en el marco de lo 
establecido en esta ley.

l) La coordinación con los servicios sanitarios de atención primaria y especializada, con 
especial atención al área de salud mental, pediatras y servicios de geriatría.
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m) La coordinación con el ámbito educativo para facilitar una atención integral a las 
personas menores de edad.

n) La coordinación con los servicios de empleo para lograr la inserción sociolaboral de 
aquellas personas con dificultades de acceder o mantener un empleo.

ñ) La coordinación con los servicios públicos de vivienda mediante el establecimiento de 
actuaciones conjuntas que garanticen la función social de la vivienda.

o) La coordinación con los servicios de justicia, con las fuerzas y cuerpos de seguridad y 
con cualquier otro vinculado a los servicios públicos de las administraciones.

p) La coordinación y el trabajo en red con los servicios sociales especializados, equipos 
profesionales de los demás sistemas de protección social, las entidades y asociaciones que 
actúan en el ámbito de los servicios sociales.

q) La organización y gestión de los servicios y prestaciones integrados en el catálogo 
que sean prestados desde los servicios sociales de atención primaria y comunitaria.

r) La iniciación del procedimiento para el reconocimiento de la situación de dependencia.
s) La atención primaria y la actuación inicial de oficio ante los órganos judiciales para la 

denuncia y reclamo de expedientes de incapacitación judicial y medidas cautelares de 
personas en casos de inhabilitación, abandono y desprotección social.

t) El desarrollo de actuaciones de prevención y reinserción social en materia de menores, 
así como de aquellas otras dirigidas a la preservación o reunificación familiar.

u) El desarrollo de la mediación comunitaria e intercultural como método de resolución 
de conflictos.

v) La realización de un diagnóstico comunitario de carácter participativo que permita 
conocer las necesidades, demandas, recursos y propuestas de la ciudadanía.

x) Facilitar y apoyar una planificación comunitaria integradora.
y) Llevar a cabo una evaluación participativa de los procesos comunitarios.
z) Cualesquiera otras atribuidas o encomendadas por la normativa vigente.

Artículo 27.  Servicios sociales de atención especializada.
1. Los servicios sociales especializados están integrados por todos aquellos centros y 

servicios sociales que configuran el nivel de intervención específico para el desarrollo de 
aquellas actuaciones que, atendiendo a su mayor complejidad, requieran una 
especialización técnica concreta o una disposición de recursos determinados.

Estos servicios podrán ser de titularidad pública o privada con los que se haya 
establecido alguna forma de colaboración con la Administración pública de las previstas en 
la presente ley o en la normativa vigente que sea de aplicación.

2. El acceso a los servicios sociales especializados se producirá por derivación de los 
servicios sociales de atención primaria y comunitaria, a excepción de las situaciones de 
urgencia social que requieran su atención inmediata en este nivel de atención.

3. Cuando una persona usuaria sea derivada a los servicios sociales especializados, los 
profesionales de ambos niveles de atención se coordinarán a efectos de garantizar la 
información, intervención y seguimiento.

Artículo 28.  Funciones de los servicios sociales de atención especializada.
Corresponde a los servicios sociales de atención especializada el ejercicio de las 

siguientes funciones:
a) La valoración, diagnóstico e intervención ante situaciones que requieren una alta 

especialización técnica.
b) La gestión de los servicios y centros de atención especializada en los distintos 

ámbitos de intervención de los servicios sociales, tanto públicos como privados.
c) El apoyo y asesoramiento técnico a los servicios sociales de atención primaria y 

comunitaria en las materias de su competencia.
d) La coordinación con los servicios sociales de atención primaria y comunitaria, con los 

equipos profesionales de los demás sistemas de protección social y con las entidades 
públicas y privadas que actúan en el ámbito de los servicios sociales de atención 
especializada.
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e) La realización de actuaciones preventivas en situaciones de riesgo y necesidad social 
correspondientes a su ámbito de competencia.

f) La valoración para el acceso a los servicios y prestaciones propias de este nivel de 
actuación.

g) El seguimiento y la evaluación, conjuntamente con los servicios de atención primaria y 
comunitaria de las intervenciones realizadas en su ámbito territorial.

h) Cuantas otras tenga atribuidas o les sean encomendadas por la normativa vigente.

Artículo 29.  Atención a las urgencias y emergencias sociales.
1. Se considera urgencia social aquella situación excepcional o extraordinaria y puntual 

que requiera de una actuación inmediata, sin la cual podría producirse un grave deterioro o 
agravamiento del estado de vulnerabilidad y de desprotección de una persona o, en su caso, 
de la unidad de convivencia.

2. Se considera emergencia social aquella situación de necesidad, constatada por los 
servicios sociales de atención primaria y comunitaria u otras instancias de las 
administraciones públicas competentes, de atención inmediata a personas o grupos de 
convivencia por situaciones de crisis social, catástrofes, accidentes, entre otras.

3. En situaciones de urgencia y emergencia social acreditadas, cuando se requiera de un 
servicio o prestación, de forma extraordinaria se podrán establecer excepciones a todos o 
alguno de los requisitos establecidos en la legislación vigente.

4. La atención de las urgencias y emergencias sociales deberá estar protocolizada tanto 
en los niveles de atención primaria y comunitaria como en los de atención especializada para 
asegurar una respuesta rápida y eficaz.

5. Toda intervención de urgencia o emergencia social deberá:
a) Dar cobertura a las necesidades básicas con carácter temporal, salvaguardando a la 

persona de los daños o riesgos a los que estuviera expuesta.
b) Determinar la persona profesional de referencia responsable de atender el caso una 

vez que quede cubierta la situación de urgencia o emergencia social.
c) Generar la documentación necesaria para evaluar la actuación y transmitir la 

información necesaria para dar seguimiento al caso desde los servicios sociales de atención 
primaria.

CAPÍTULO II
De la coordinación y la cooperación

Artículo 30.  Disposiciones generales.
1. Al objeto de garantizar la unidad funcional del sistema público de servicios sociales, su 

organización integrada y la eficacia en la acción social, la Administración de la comunidad 
autónoma y las entidades locales canarias competentes en materia de servicios sociales 
vendrán obligadas a:

a) Compartir la información que posean, tanto la relativa a servicios y prestaciones como 
a las personas usuarias del sistema de servicios sociales, cuando sea necesario para el 
ejercicio de las respectivas competencias.

b) Articular procedimientos de consulta, gestión y decisión compartida.
c) Prestar la colaboración y el auxilio necesario en el ejercicio de las respectivas 

competencias y en la ejecución de sus resoluciones.
2. La consejería competente en materia de servicios sociales del Gobierno de Canarias 

materializará la cooperación y coordinación estable de las administraciones públicas 
canarias con competencia en la materia mediante la Conferencia Sectorial de Servicios 
Sociales.
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Sección 1.ª De la Conferencia Sectorial de Servicios Sociales

Artículo 31.  Conferencia Sectorial de Servicios Sociales.
1. La Conferencia Sectorial de Servicios Sociales tendrá por objeto favorecer la 

colaboración y coordinación de las administraciones públicas canarias con competencia en 
la materia para asegurar la correcta articulación y el funcionamiento integrado del sistema 
público de servicios sociales, para garantizar la coherencia, complementariedad y 
continuidad de las actuaciones desarrolladas por dichas administraciones y velar por la 
equidad territorial.

2. La Conferencia Sectorial de Servicios Sociales está integrada por la persona titular de 
la consejería del Gobierno de Canarias competente en la materia, que la preside, y por los 
titulares de las consejerías competentes en la materia de cada cabildo insular, así como por 
siete representantes propuestos por la Federación Canaria de Municipios u organización que 
la sustituya.

3. La conferencia se reunirá, como mínimo, dos veces al año y cuando lo solicite, al 
menos, una de las instituciones representadas o lo determine la presidencia del órgano. 
Puede asistir a las sesiones, con voz pero sin voto, el personal directivo o técnico que cada 
una de las instituciones integrantes considere oportuno.

4. La organización y el funcionamiento de la Conferencia Sectorial de Servicios Sociales 
se determinarán reglamentariamente.

Sección 2.ª De los otros instrumentos de coordinación interdepartamental e 
interadministrativa

Artículo 32.  Disposiciones generales.
1. Para la coordinación de las distintas administraciones públicas canarias competentes 

en el ámbito de los servicios sociales, la Comunidad Autónoma de Canarias dispondrá de los 
instrumentos de coordinación que faciliten la colaboración transversal, la integración, la 
complementariedad y eficacia de las actuaciones desarrolladas por dichas administraciones.

2. Constituirán instrumentos para dicha coordinación el Sistema Canario Unificado de 
Información, el registro único de entidades, centros y servicios, la historia social única y el 
plan de intervención social.

Artículo 33.  Sistema Canario Unificado de Información.
1. El Sistema Canario Unificado de Información es la herramienta básica para la 

ordenación, planificación y gestión de los servicios sociales en Canarias.
2. Este sistema integra todos los datos relativos a la atención de las personas usuarias 

del sistema público de servicios sociales, con el objeto de garantizar la comunicación entre 
servicios, evitar duplicidades y mejorar la atención de las mismas. Constituye la plataforma 
de gestión de todos los procedimientos llevados a cabo por las administraciones públicas 
canarias en materia de servicios sociales, permitiendo unificar la información básica relativa 
a cualquier servicio que en este ámbito desarrollen estas administraciones.

3. El Sistema Canario Unificado de Información de los Servicios Sociales tiene las 
siguientes características:

a) Constituye la herramienta común para que las distintas administraciones públicas 
Canarias puedan acceder a la información necesaria que permita la gestión más eficaz de 
todos los recursos del sistema público de servicios sociales.

b) Contiene la información relativa de todas las entidades que intervienen en el sistema 
público de servicios sociales.

c) Las entidades privadas que participen en el sistema público de servicios sociales 
están obligadas a colaborar en la comunicación de datos relativos a los servicios y 
prestaciones y a las personas usuarias del Sistema Canario Unificado de Información, en la 
forma que reglamentariamente se determine.

d) Incorpora las observaciones y sugerencias remitidas por el Observatorio Canario de 
los Servicios Sociales referidas al análisis de la realidad social de Canarias.
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4. Corresponde al Gobierno de Canarias la regulación, implantación y mantenimiento del 
Sistema Canario Unificado de Información, que deberá ser puesto a disposición de todas las 
administraciones públicas y entidades que participen en el sistema público de servicios 
sociales.

5. Este sistema tendrá definidos protocolos de conexión que en el futuro permitirán la 
integración con otros sistemas de información existentes o que se puedan crear.

Artículo 34.  Registro único de entidades, centros y servicios.
1. El registro único de entidades, centros y servicios autorizados, y, en su caso, 

acreditados, del sistema público de servicios sociales se crea como instrumento básico para 
el conocimiento, constatación, publicidad y control de los servicios y las entidades que los 
prestan.

2. El registro único tiene naturaleza pública y depende orgánicamente de la consejería 
competente en materia de servicios sociales.

3. Los datos que debe contener el registro y el procedimiento de inscripción, modificación 
y cancelación de estos se establecerán reglamentariamente por el Gobierno de Canarias, 
indicando los que tienen carácter público.

4. El registro se organizará en las secciones que establezca el Gobierno de Canarias 
reglamentariamente.

5. Se constituirán secciones insulares del registro en cada una de las islas, las cuales 
dependerán de cada cabildo insular.

6. Los datos de este registro servirán de base para la elaboración del mapa de servicios 
sociales que permitirá conocer su distribución por el territorio de la Comunidad Autónoma de 
Canarias.

Artículo 35.  Historia social única.
1. La historia social única es el instrumento técnico básico que permite aglutinar la 

información necesaria para identificar claramente a la persona usuaria de los servicios 
sociales.

2. Todas las personas titulares del derecho a los servicios sociales tendrán una historia 
social única, que será abierta en el ámbito de los servicios sociales de atención primaria, y 
recogerá el conjunto de la información relevante sobre las necesidades de atención, la 
planificación, el seguimiento y la evaluación del plan de intervención social.

3. La historia social única tendrá un número de identificación y su contenido mínimo será 
el siguiente:

a) Información relevante de la persona usuaria y los documentos que contienen los 
datos.

b) La valoración sobre la situación objeto de intervención.
c) El plan personalizado de atención social.
d) La identificación del personal profesional.
e) Las prestaciones.
4. La historia social única constituirá el instrumento básico que permitirá la relación entre 

los servicios sociales de atención primaria y comunitaria y los servicios sociales 
especializados, así como la interrelación y coordinación con otros sistemas de protección 
social de Canarias.

5. Los servicios sociales especializados complementarán la información de la historia 
social única garantizando su actualización permanente.

6. La historia social única se diseñará con tecnología digital, al objeto de garantizar la 
interoperabilidad general del sistema público de servicios sociales de Canarias.

Artículo 36.  Plan de intervención social.
1. El plan de intervención social es el instrumento técnico que orienta la intervención a 

realizar con carácter integral a las personas o unidades de convivencia en el sistema público 
de servicios sociales.
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2. El plan podrá ser individual o grupal y es la medida prevista para garantizar el carácter 
integral de la atención y su continuidad, de acuerdo con la valoración de las necesidades.

3. El plan de intervención social recogerá, al menos, los siguientes aspectos:
a) El diagnóstico de la situación y la valoración de las necesidades.
b) Los objetivos propuestos.
c) Las prestaciones previstas.
d) La planificación de las actuaciones.
e) Los indicadores de evaluación y seguimiento.

Artículo 37.  Tratamiento de datos de carácter personal.
1. Para el cumplimiento de las finalidades previstas en este título, las administraciones 

públicas competentes podrán proceder, de conformidad con las disposiciones de la 
legislación vigente en materia de protección de datos personales, a la recogida y el 
tratamiento de los datos de las personas usuarias que sean precisos para el ejercicio de sus 
competencias, así como a efectos de valorar su situación personal, incluyendo tanto los 
relativos a las mismas como los relacionados con su entorno familiar o social.

2. Las administraciones que gestionen la historia social única a que se refiere esta ley 
podrán tratar, de conformidad con las disposiciones de la legislación vigente en materia de 
protección de datos personales, la información precisa para el cumplimiento de las 
obligaciones establecidas en dicho precepto, con la única finalidad de poner dichos datos en 
conocimiento de las administraciones competentes.

3. Los datos recabados por las administraciones públicas competentes podrán utilizarse 
única y exclusivamente para la adopción de las medidas de intervención y acompañamiento 
establecidas en la presente ley, atendiendo, en todo caso, a las garantías de 
confidencialidad y secreto profesional de las personas autorizadas, como gestoras o 
usuarias de las aplicaciones que den soporte a dicha historia social única. Dichos datos solo 
podrán ser comunicados a las administraciones públicas que hubieran de adoptar las 
resoluciones correspondientes, al Ministerio Fiscal y a los órganos judiciales.

Sección 3.ª De la coordinación y colaboración de carácter social y sanitario

Artículo 38.  Atención integrada de carácter social y sanitario.
1. La atención integrada de carácter social y sanitario es el conjunto de actuaciones 

encaminadas a promover la integración e interrelación funcional de los servicios y 
prestaciones que correspondan, respectivamente, al Servicio Canario de la Salud y al de 
Servicios Sociales en el ejercicio de las competencias propias atribuidas a la comunidad 
autónoma, así como todas aquellas medidas que garantizan la continuidad de cuidados en 
función de las necesidades cambiantes de los ciudadanos, con especial atención a las 
situaciones de dependencia, menores con trastornos en su desarrollo y personas que 
requieran rehabilitación psicosocial.

2. La atención integrada de carácter social y sanitario se llevará a cabo mediante 
actuaciones conjuntas y coordinadas de:

a) Protocolos de valoración, diagnóstico y seguimiento.
b) Procedimientos de derivación.
c) Modelos integrados de prestación de servicios.
d) Sistemas de información.
e) Desarrollo de acciones formativas de carácter conjunto para los profesionales.
3. Esta atención se prestará de manera coordinada y estable para las personas que 

presenten, al tiempo o de manera sucesiva, necesidades, mutuamente interrelacionadas, de 
tipo social y sanitario. La atención se prestará desde los recursos propios de ambos 
sistemas públicos.

4. El Gobierno de Canarias delimitará, a través de desarrollo reglamentario, aquellos 
servicios y prestaciones que deban considerarse propios del ámbito de los servicios sociales, 
aun cuando se presten a través del Servicio Canario de la Salud.
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Artículo 39.  Estructuras de coordinación sociosanitaria.
1. Las estructuras de coordinación sociosanitaria tendrán ámbitos territoriales de 

distintos niveles, de acuerdo con lo que se determine conjuntamente entre los 
departamentos competentes del Gobierno de Canarias y las entidades locales con 
competencia en materia de servicios sociales, que atenderán al modelo de organización 
territorial previsto en la presente ley y la normativa que la desarrolle.

2. La cooperación y coordinación entre el sistema público de servicios sociales y el 
sistema público de salud recaerá en el Consejo de Atención Sociosanitaria, cuya finalidad es 
la orientación y el seguimiento de las decisiones políticas, normativas, económicas, 
organizativas y asistenciales en materia de coordinación sociosanitaria.

Su composición será paritaria entre los representantes de las administraciones públicas 
autonómica, insular y municipal competentes en el marco del sistema público de servicios 
sociales y los del sistema público de salud. Su composición y funcionamiento serán 
establecidos reglamentariamente.

3. El acceso a las prestaciones dispuestas para la atención integrada de carácter social y 
sanitario podrá realizarse tanto desde un sistema como desde otro, debiendo coordinarse los 
respectivos procedimientos, mediante protocolos de derivación comunes y estandarizados.

CAPÍTULO III
De la participación

Artículo 40.  Disposición general.
1. Las administraciones públicas de Canarias fomentarán y facilitarán la participación de 

la ciudadanía y, en especial, de los colectivos de personas usuarias, de los profesionales de 
los servicios sociales, de las entidades de iniciativa social, así como de los agentes sociales 
y económicos, en la determinación, planificación, implantación, seguimiento, evaluación y 
mejora de la gestión del sistema público de servicios sociales.

2. Los órganos de participación tendrán carácter consultivo y de asesoramiento al 
sistema público de servicios sociales, y serán los siguientes:

a) Consejo General de Servicios Sociales.
b) Consejos insulares y municipales de servicios sociales.
c) Consejos sectoriales.
3. Las administraciones públicas canarias fomentarán la participación en el sistema 

público de servicios sociales, que se articulará a través del Consejo General de Servicios 
Sociales, así como a través de aquellos órganos que puedan crearse por las entidades 
locales en su ámbito territorial, en el ejercicio de las competencias que les correspondan.

4. La participación ciudadana en el sistema canario de servicios sociales se articula 
mediante los órganos y cauces de participación establecidos en la presente ley, sin perjuicio 
de los demás mecanismos de participación legalmente establecidos.

5. La Administración autonómica impulsará el desarrollo, en el seno del sistema público 
de servicios sociales, de un modelo participativo, que tendrá los siguientes objetivos:

a) Implicar a toda la sociedad.
b) Prevenir la exclusión social.
c) Innovar en la atención de los servicios.
d) Reforzar las redes sociales de apoyo y del voluntariado social.
e) Promover las condiciones de eficiencia y eficacia social y económica del sistema 

público de servicios sociales de Canarias.
f) Ofrecer un espacio compartido entre la ciudadanía y los profesionales que facilite el 

diálogo y el intercambio de información.

Artículo 41.  Consejo General de Servicios Sociales.
1. El Consejo General de Servicios Sociales es el máximo órgano consultivo y de 

participación en materia de servicios sociales en el ámbito de la Comunidad Autónoma de 
Canarias.
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2. El Consejo General de Servicios Sociales está adscrito a la consejería competente en 
materia de políticas sociales y constituido por los representantes:

a) Del Gobierno de Canarias.
b) De los cabildos insulares.
c) De los ayuntamientos.
d) De las asociaciones de personas usuarias.
e) De las entidades integrantes del tercer sector.
f) De las entidades representativas de los intereses de la ciudadanía.
g) De los colegios profesionales.
h) De las organizaciones empresariales y sindicales más representativas.
3. Para garantizar la viabilidad de sus funciones, la consejería competente en materia de 

servicios sociales facilitará al Consejo General de Servicios Sociales la documentación y los 
medios personales y materiales necesarios.

4. La consejería competente en materia de servicios sociales garantizará la presencia de 
representantes de cada uno de los consejos sectoriales, con voz pero sin voto, en las 
sesiones del Consejo General de Servicios Sociales en las que se traten cuestiones 
referidas al ámbito específico de las políticas de servicios sociales propias de cada uno.

5. El Gobierno de Canarias regulará reglamentariamente su composición, organización y 
régimen de funcionamiento.

Artículo 42.  Funciones y estructura del Consejo General de Servicios Sociales.
1. Corresponde al Consejo General de Servicios Sociales el ejercicio de las siguientes 

funciones:
a) Conocer los resultados anuales del sistema público de servicios sociales.
b) Elaborar un informe anual sobre el estado de los servicios sociales y las incidencias 

de mayor entidad en relación con su organización y funcionamiento y enviarlo al Gobierno 
para que informe del mismo al Parlamento.

c) Conocer, supervisar e informar sobre los procedimientos de evaluación de los diversos 
instrumentos de planificación y el funcionamiento general del sistema público de servicios 
sociales, y formular propuestas y recomendaciones para la mejora de los mismos.

d) Informar con carácter preceptivo sobre los proyectos de ley, incluidos los de 
naturaleza presupuestaria, así como las disposiciones de carácter general, el catálogo de 
servicios y prestaciones y los planes de actuación y planes estratégicos en materia de 
servicios sociales, antes de que se aprueben.

e) Seguimiento y control de la ejecución de los planes y del catálogo de servicios y 
prestaciones, así como emitir propuestas y recomendaciones de mejora de los mismos.

f) Deliberar sobre las cuestiones que el consejero o la consejera competente en materia 
de servicios sociales someta a su consideración.

g) Cualquier otra función que le atribuyan las leyes o reglamentos.
2. En el seno del Consejo General de Servicios Sociales, funcionarán comisiones 

representativas de los intereses sociales y de participación sectorial relativas a personas 
mayores y dependencia, atención a la discapacidad, voluntariado, política de inmigración, 
igualdad entre mujeres y hombres y lucha contra la violencia de género y atención a la 
infancia y familia, en los términos que se regulen reglamentariamente.

Artículo 43.  Consejos insulares y municipales de servicios sociales.
Los cabildos insulares y los ayuntamientos, por sí mismos o asociados, en el ejercicio de 

su capacidad de autoorganización, podrán acordar la constitución de consejos de insulares y 
municipales de servicios sociales, como órganos de carácter consultivo y de participación, 
dentro del ámbito competencial respectivo.

Artículo 44.  Consejos sectoriales.
1. La consejería competente en materia de servicios sociales, oído el parecer del 

Consejo General de Servicios Sociales, podrá crear consejos sectoriales de participación, 

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DE LAS ISLAS CANARIAS

§ 5  Ley de Servicios Sociales de Canarias

– 123 –



cuyas competencias se referirán exclusivamente al ámbito específico de las políticas de 
servicios sociales que se determinen.

2. Las funciones, composición y régimen de funcionamiento de dichos consejos 
sectoriales se establecerán en sus disposiciones de creación, debiéndose coordinar, en todo 
caso, el ejercicio de sus cometidos con el Consejo General de Servicios Sociales.

CAPÍTULO IV
Ética y servicios sociales

Artículo 45.  Comité de Ética de los Servicios Sociales.
1. Se crea el Comité de Ética de los Servicios Sociales como órgano consultivo de la 

consejería competente en materia de servicios sociales, al servicio de las personas, agentes, 
entidades y administraciones implicadas en el ámbito de los servicios sociales, y tendrá 
como finalidad facilitar el asesoramiento en los problemas éticos que se planteen en dicho 
ámbito y fomentar la formación en ética asistencial de los profesionales de los servicios 
sociales.

2. El Comité de Ética estará adscrito orgánicamente a la consejería competente en 
materia de servicios sociales y gozará de autonomía funcional.

3. El Comité de Ética estará integrado por profesionales de reconocido prestigio en el 
ámbito de los servicios sociales, con capacitación, competencia y preparación adecuadas, y 
tendrá una composición paritaria.

4. Reglamentariamente, se determinará la composición y el funcionamiento del Comité 
de Ética, si bien las normas de régimen interno serán aprobadas por el propio comité.

5. La consejería competente del Gobierno de Canarias aprobará la estrategia canaria de 
ética a propuesta del Comité de Ética.

Artículo 46.  Funciones del Comité de Ética.
Corresponde al Comité de Ética, entre otras, el ejercicio de las siguientes funciones:
a) Favorecer la toma de conciencia profesional y ciudadana de la importancia de la ética 

en el marco de los servicios sociales.
b) Promover la introducción de perspectivas éticas en las actuaciones sociales.
c) Dar respuesta a las consultas recibidas sobre problemas de ética tanto de los 

profesionales y de las personas usuarias o sus familiares como de las administraciones 
públicas que participan en el sistema público de servicios sociales.

d) Proponer protocolos de actuación para aquellas situaciones que, por su mayor 
frecuencia o por su gravedad, generen conflictos éticos.

e) Promover y colaborar en la formación continua en ética de sus miembros y de los 
profesionales de los servicios sociales.

f) Elaborar una memoria anual de su actividad, que será remitida a la consejería 
competente en materia de servicios sociales.

g) Todas aquellas otras funciones que se le atribuyan por normativa reglamentaria.

TÍTULO IV
Régimen competencial y financiación

CAPÍTULO I
De las competencias

Artículo 47.  Atribuciones públicas.
1. Corresponde a la Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias, a los 

cabildos insulares y a los municipios ejercer las competencias en materia de servicios 
sociales de acuerdo con lo establecido en el Estatuto de Autonomía de Canarias, en esta ley 
y su desarrollo reglamentario y en la legislación sobre régimen local, de manera que se 
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asegure el correcto funcionamiento del sistema público de servicios sociales en el conjunto 
del archipiélago.

2. Sin perjuicio de las competencias que de acuerdo con la ley les corresponden, las 
islas también podrán ejercer competencias propias de la Administración autonómica 
mediante los procedimientos previstos en la Ley 8/2015, de 1 de abril, de Cabildos Insulares.

3. Sin perjuicio de las competencias que de acuerdo con la presente ley y su desarrollo 
reglamentario les corresponden, los municipios también podrán ejercer competencias 
propias de la Administración autonómica y de los cabildos insulares mediante los 
procedimientos previstos en la Ley 7/2015, de 1 de abril, de los Municipios de Canarias.

Artículo 48.  Competencias de la Administración pública de la Comunidad Autónoma de 
Canarias.

1. Corresponden al Consejo de Gobierno de Canarias las siguientes competencias:
a) Adoptar las iniciativas legislativas en materia de servicios sociales y realizar sus 

desarrollos normativos para la ordenación de los servicios sociales.
b) Aprobar el catálogo de servicios y prestaciones y adoptar las medidas necesarias para 

su aplicación.
c) Aprobar el plan estratégico de servicios sociales, otros instrumentos de planificación y 

los planes sectoriales de ámbito autonómico, teniendo en cuenta las propuestas del Consejo 
General de Servicios Sociales y de la Conferencia Sectorial de Servicios Sociales, y 
remitirlos al Parlamento de Canarias para que se pronuncie sobre estos.

d) La regulación de las condiciones de acceso a los servicios y prestaciones del sistema 
público de servicios sociales, en régimen de igualdad y no discriminación.

e) La coordinación del ejercicio de las competencias propias de los cabildos insulares y 
de los municipios en materia de servicios sociales, por afectar al interés general de la 
Comunidad Autónoma de Canarias, en el marco de la Conferencia Sectorial de Servicios 
Sociales, y de acuerdo con lo que dispone la legislación aplicable.

f) La creación y el establecimiento de los instrumentos necesarios para el desarrollo, 
implantación y mantenimiento del Sistema Canario Unificado de Información de los Servicios 
Sociales, la regulación y coordinación de las actuaciones correspondientes de las distintas 
administraciones públicas canarias y de cualquier entidad social pública o privada que, de 
acuerdo con el reglamento que regule el sistema de información, esté obligada a proveer al 
mismo de información en materia de servicios sociales.

g) Establecer los criterios y los estándares mínimos de calidad de los diversos servicios 
sociales.

h) La fijación de los precios públicos de referencia de la prestación de servicios, la 
aprobación de las tarifas de los servicios, cuando proceda, así como la determinación del 
coste de las prestaciones de servicios sujetas a la participación de las personas usuarias.

i) Ordenar, planificar y organizar la formación específica para los profesionales en el 
ámbito de los servicios sociales, con enfoque de género.

j) Establecer los criterios y directrices de coordinación entre los departamentos del 
Gobierno competentes en materia de sanidad, vivienda, educación, justicia, empleo, 
igualdad y violencia de género, prestaciones sociales y atención sociosanitaria.

k) Cualquier otra que se le atribuya por la normativa vigente, así como aquellas otras 
que, siendo necesarias para el desarrollo y ejecución de la política de servicios sociales, no 
estén expresamente atribuidas a otra administración pública.

2. Corresponde a la consejería competente en materia de servicios sociales del Gobierno 
de Canarias las siguientes competencias:

a) La planificación y coordinación de todo el sistema público de servicios sociales a 
través de los mecanismos previstos en la presente ley.

b) Crear, organizar y gestionar los servicios sociales de atención especializada 
siguientes:

1.º Los que por su naturaleza sean de carácter suprainsular, por afectar a dos o más 
islas o al equilibrio territorial.

2.º Los experimentales de ámbito autonómico.
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3.º El reconocimiento del grado de discapacidad y dependencia.
4.º La emisión de informes sociales sobre la situación de las personas inmigrantes.
5.º Los procedimientos de acogimiento familiar, de declaración de desamparo y de 

constitución de la tutela de las personas menores de edad.
6.º Los registros de tutela, guardas, acogimientos y adopción de menores.
7.º La expedición de títulos de familia numerosa.
8.º La atención a menores con medidas judiciales.
9.º La promoción de alojamientos alternativos para jóvenes extutelados en situación de 

exclusión social o en riesgo de estarlo.
c) Resolver sobre el reconocimiento de la situación de dependencia y la aprobación del 

correspondiente programa individual de atención que determine los servicios y prestaciones 
que puedan corresponder a la persona interesada.

d) El reconocimiento y gestión del derecho a las prestaciones económicas previstas en la 
Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las 
personas en situación de dependencia.

e) La elaboración y ejecución de acciones para facilitar la vida independiente y para 
alcanzar la mayoría de edad, dirigido a los jóvenes que están bajo una medida de 
protección, particularmente en acogimiento residencial o en situación de especial 
vulnerabilidad.

f) El fomento y la promoción del tercer sector de acción social, así como la promoción de 
la participación ciudadana, el fomento del asociacionismo y del voluntariado y la participación 
de las personas usuarias.

g) El sostenimiento de la actividad del Observatorio Canario de Servicios Sociales.
h) El sostenimiento de la actividad del Comité de Ética de los Servicios Sociales.
i) La propuesta de ordenación, planificación y organización, en el ejercicio de sus 

competencias de coordinación con las demás administraciones públicas canarias, de la 
formación de los profesionales que intervienen en el sistema público de servicios sociales, 
con enfoque de género.

j) Ejercer la potestad inspectora y sancionadora para garantizar la vigilancia, control y 
comprobación de los servicios sociales, participen o no en el sistema público de servicios 
sociales, a fin de que su actuación se adecue a lo dispuesto en la presente ley y su 
normativa de desarrollo.

k) La superior dirección y coordinación de todo el sistema público de servicios sociales.
l) Elaborar el catálogo de servicios y prestaciones y adoptar las medidas necesarias para 

su aplicación.
m) Elaborar y aprobar el mapa de servicios sociales de Canarias.
n) Elaborar el plan estratégico de servicios sociales y los planes sectoriales de 

competencia autonómica, así como realizar el seguimiento de los mismos.
ñ) Elaborar y desarrollar los criterios y protocolos de coordinación general del sistema 

público de servicios sociales, así como promover la coordinación transversal con el resto de 
departamentos de la comunidad autónoma.

o) Elaborar y, en su caso, aprobar los instrumentos técnicos comunes de valoración e 
intervención social.

p) Suscribir los convenios y protocolos de colaboración en materia de servicios sociales 
con la Administración del Estado o con las entidades locales.

q) Definir y coordinar los criterios de calidad, el Sistema Canario Unificado de 
Información de los Servicios Sociales y el registro único de entidades, centros y servicios 
sociales.

r) Ejercer las competencias en materia de autorización y acreditación de entidades, 
centros y servicios sociales.

s) Cualquier otra competencia atribuida por disposición legal o reglamentaria y también 
las que sean necesarias para desarrollar y ejecutar las políticas de servicios sociales que no 
estén expresamente atribuidas a otras administraciones públicas.

Artículo 49.  Competencias de los cabildos insulares.
Corresponden a los cabildos insulares las siguientes competencias:
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a) Conforme a lo establecido en la presente ley, aprobar el mapa de servicios sociales, el 
plan estratégico insular y la carta insular de servicios sociales.

b) Ejercer la potestad reglamentaria para la organización y prestación de los servicios 
propios, en los términos previstos en la normativa vigente.

c) Colaborar con la Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias en el 
análisis continuo tanto cualitativo como cuantitativo del sistema público de servicios sociales.

d) Cooperar con la Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias en la 
implantación y actualización del sistema único de información de los servicios sociales.

e) Coordinar las prestaciones y servicios de ámbito insular incorporadas en el catálogo 
del sistema público de servicios sociales, en las condiciones que se determinen 
reglamentariamente y en el marco de la Conferencia Sectorial de Servicios Sociales.

f) Proveer, organizar y gestionar los servicios especializados que por su naturaleza y 
características tengan carácter insular o supramunicipal, de acuerdo con los criterios de su 
programación y los establecidos en la planificación general de la Comunidad Autónoma de 
Canarias.

g) Gestionar las secciones insulares del registro único de entidades y servicios de 
Canarias.

h) Prestar asistencia a los ayuntamientos de su respectiva isla, preferentemente a los 
municipios con insuficiente capacidad económica o de gestión, para garantizar el 
establecimiento y adecuada prestación de los servicios sociales de atención primaria y 
comunitaria, en los términos previstos en la Ley 8/2015, de 1 abril, de Cabildos Insulares.

i) Cooperar con los ayuntamientos en la atención integral de las situaciones de riesgo o 
exclusión social.

j) Crear, dirigir y gestionar los centros y servicios de carácter supramunicipal que den 
cobertura a las personas o grupos en situación de vulnerabilidad social, especialmente los 
referidos a alojamientos alternativos.

k) Resolver el acceso efectivo a los servicios residenciales y de día del sistema público 
de servicios sociales, en los términos establecidos en la presente ley y las normas que la 
desarrollen.

l) Crear, dirigir y gestionar los centros y servicios insulares especializados propios, así 
como los transferidos por la Comunidad Autónoma de Canarias.

m) La colaboración con la Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias en las 
facultades de autorización administrativa, acreditación, registro, control de calidad, 
inspección y sanción respecto a aquellos centros o establecimientos que desarrollen 
servicios sociales en su ámbito territorial, en los términos que se fijen reglamentariamente.

n) Concertar o conveniar, según corresponda, la gestión de servicios sociales, en su 
ámbito territorial, con entidades públicas o de iniciativa privada, de conformidad con lo 
establecido en esta ley y el resto de la normativa vigente aplicable.

ñ) Cualquier otra competencia atribuida por disposición legal o reglamentaria.

Artículo 50.  Competencias de los municipios.
Corresponden a los municipios las siguientes competencias propias:
a) Crear, organizar y gestionar los servicios sociales de atención primaria y comunitaria 

previstos en la presente ley y su normativa de desarrollo.
b) Ejercer la potestad reglamentaria para la organización y prestación de los servicios 

propios, en los términos previstos en la normativa vigente.
c) La planificación de los servicios y prestaciones que sean de su competencia en su 

ámbito territorial, de acuerdo con lo establecido en el plan estratégico de servicios sociales 
de la Comunidad Autónoma de Canarias, en la planificación insular y, en su caso, en los 
planes sectoriales y especiales de ámbito autonómico o insular, en los términos establecidos 
en la presente ley y en las disposiciones que la desarrollan.

d) Aprobar el plan estratégico municipal, el mapa municipal de servicios sociales y la 
carta municipal de servicios sociales.

e) Promover un análisis continuo de la realidad social municipal, así como colaborar con 
el resto de administraciones públicas canarias en la actualización de la información sobre 
recursos y necesidades de su ámbito territorial.

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DE LAS ISLAS CANARIAS

§ 5  Ley de Servicios Sociales de Canarias

– 127 –



f) Colaborar con otras administraciones en la promoción y creación de los servicios 
sociales de atención especializada.

g) Definir las áreas básicas de servicios sociales de su ámbito territorial.
h) Aportar y actualizar los datos que deben integrar:
1.º El Sistema Canario Unificado de Información.
2.º La historia social única.
3.º El Observatorio Canario de Servicios Sociales.
i) Colaborar con la Comunidad Autónoma de Canarias y el cabildo en la coordinación, el 

control y la inspección de los servicios y las prestaciones del sistema público de servicios 
sociales dentro de su ámbito territorial, en las condiciones que se determinen 
reglamentariamente.

j) Colaborar en la formación de sus profesionales en el marco de las líneas estratégicas 
establecidas por la Administración autonómica.

k) Participar en la elaboración del catálogo de servicios y prestaciones, en los términos 
establecidos en esta ley.

l) Cualquier otra competencia atribuida por disposición legal o reglamentariamente.

CAPÍTULO II
De la financiación

Artículo 51.  Principios de financiación del sistema público de servicios sociales.
1. La Comunidad Autónoma de Canarias tiene la responsabilidad de garantizar los 

recursos necesarios para asegurar la ordenación y provisión suficiente y sostenida de los 
servicios sociales establecidos por la presente ley, habilitando para ello los créditos 
presupuestarios necesarios que garanticen la equidad en el acceso y en las prestaciones y 
la calidad de los servicios.

2. La Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias debe consignar en sus 
presupuestos los créditos necesarios para financiar los servicios sociales, de acuerdo con lo 
establecido por la presente ley y la normativa que la desarrolle, así como contribuir en la 
cofinanciación de las administraciones locales.

3. Los créditos que consigne la Comunidad Autónoma de Canarias en sus presupuestos 
para la financiación de los servicios y prestaciones del sistema público de servicios sociales 
tendrán la consideración de ampliables, de acuerdo con lo que establezca la normativa 
presupuestaria.

4. Los cabildos insulares y los ayuntamientos de Canarias deben consignar en sus 
presupuestos las dotaciones necesarias para la financiación de los servicios sociales de su 
competencia.

Artículo 52.  Fuentes de financiación.
El sistema público de servicios sociales de Canarias se financiará con cargo a las 

siguientes fuentes:
a) Los presupuestos generales de la Comunidad Autónoma de Canarias.
b) Los presupuestos de los cabildos insulares y ayuntamientos.
c) Las aportaciones que realicen la Administración General del Estado o la Unión 

Europea.
d) Las aportaciones que realice cualquier otra entidad pública.
e) Las aportaciones de entidades de iniciativa social para las prestaciones, programas, 

centros y servicios que gestionen en régimen de concierto.
f) Las aportaciones de las personas usuarias del sistema público de servicios sociales, 

de acuerdo a lo previsto en la presente ley y su normativa de desarrollo.
g) Las herencias, donaciones o legados de cualquier índole realizados por personas 

físicas o entidades privadas a favor de las administraciones competentes, para finalidades 
propias del sistema público de servicios sociales.

h) Las aportaciones procedentes de partenariado, patrocinio y mecenazgo.
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i) Cualquier otra aportación que, conforme al ordenamiento jurídico, se destine al sistema 
público de servicios sociales.

Artículo 53.  Criterios de financiación de la Administración de la Comunidad Autónoma de 
Canarias.

1. La Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias financiará aquellos 
servicios y prestaciones cuya titularidad competencial le corresponda o cuya gestión se le 
atribuya; asimismo, participará en la financiación de aquellos competencialmente atribuidos a 
los cabildos y ayuntamientos, a través de esta ley o las normas que la desarrollen.

2. La financiación de la Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias de los 
servicios y prestaciones del sistema público de servicios sociales deberá tener en cuenta los 
costes derivados de la doble insularidad de las islas no capitalinas, cuya valoración podrá 
dar lugar al incremento del sistema de financiación que resulte necesario.

3. La Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias financiará a través de sus 
leyes de presupuestos generales los costes asociados a los medios y recursos de las 
competencias transferidas o delegadas a las entidades locales.

4. En aquellos casos en que la Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias, 
y siempre que así esté establecido por ley, aporte recursos para competencias que no sean 
propias o compartidas de otras administraciones, lo hará utilizando los instrumentos 
previstos en el artículo 78 de la Ley de la Hacienda Pública Canaria.

Artículo 54.  Obligaciones de las administraciones competentes.
1. Las administraciones públicas de Canarias garantizarán el acceso universal a los 

servicios sociales de atención primaria y comunitaria, así como los servicios de atención 
especializada, y tenderán a su gratuidad, sin perjuicio de que la persona usuaria pueda 
participar en la financiación de los servicios sociales, de acuerdo con lo que se establece en 
esta ley y en su normativa de desarrollo.

2. Las administraciones garantizarán un nivel de financiación proporcional a la demanda 
de servicios y prestaciones existentes, así como la prevención y planificación de cobertura 
de futuras necesidades.

Artículo 55.  Aportación económica de las personas usuarias.
1. La aportación económica de la persona usuaria para contribuir a la financiación de los 

servicios y prestaciones del sistema público de servicios sociales únicamente será exigible 
en los supuestos expresamente previstos, atendiendo a los principios de equidad, 
proporcionalidad, progresividad, redistribución y universalidad.

2. Ninguna persona podrá quedar excluida del acceso a un servicio o prestación por falta 
de recursos económicos ni se condicionará la calidad del mismo o su prioridad, urgencia o 
necesidad de atención a dicha contribución económica o exención de la misma.

3. La capacidad económica de la persona usuaria se tendrá en cuenta en la 
determinación de la cuantía de los servicios o prestaciones.

4. Para la determinación de la cuantía que le corresponda abonar a la persona usuaria, 
se tendrá en cuenta, además de lo establecido en el apartado anterior, la necesaria 
disponibilidad de una cantidad económica suficiente para hacer frente a gastos personales.

5. El catálogo establecerá la cuantía de la participación de las personas usuarias, fijando 
para cada servicio los criterios de participación económica del beneficiario en el coste de los 
servicios y, en su caso, la exención de esa obligación. Asimismo, la cuantía con la que la 
persona usuaria debe participar en la financiación del servicio se hará constar en la 
resolución administrativa que lo adjudique.

6. Las personas usuarias de servicios y las perceptoras de las prestaciones, o, en su 
caso, quienes ostenten su representación legal están obligadas a poner en conocimiento del 
órgano gestor, en el plazo de treinta días desde que se produzca, cualquier variación de la 
renta, patrimonio o número de personas de la unidad familiar y cuantas circunstancias 
puedan tener incidencia en el establecimiento de la aportación individual.
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7. La Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias podrá establecer 
deducciones, bonificaciones y exenciones atendiendo a las circunstancias socioeconómicas 
de la persona usuaria y de su unidad familiar.

Artículo 56.  Financiación de los servicios sociales de atención primaria y comunitaria.
1. La financiación de los servicios se garantizará en la comunidad autónoma mediante 

convenios de colaboración, preferentemente cuatrienales, entre las administraciones 
públicas competentes responsables del sistema público de servicios sociales.

2. Lo previsto en este artículo será solo de aplicación para las competencias de los 
municipios establecidas en la presente ley.

3. La aportación de la comunidad autónoma a los servicios sociales de atención primaria 
y comunitaria debe fijarse en sus presupuestos, de acuerdo con lo que establezcan el 
catálogo de servicios y prestaciones y el plan estratégico de servicios sociales.

4. La aportación de la comunidad autónoma será como mínimo del 40% del coste total 
del convenio cuando se suscriba con un ayuntamiento con población igual o superior a 
95.001 habitantes, del 50% como mínimo cuando se trate de un ayuntamiento de más de 
20.001 habitantes y de hasta 95.000 habitantes y del 60% como mínimo del coste total del 
convenio cuando se suscriba con un ayuntamiento con población de hasta 20.000 
habitantes.

5. La aportación de la entidad local será como máximo del 60% del coste total del 
convenio cuando se suscriba con un ayuntamiento con población igual o superior a 95.001 
habitantes, del 50% como máximo cuando se trate de un ayuntamiento de más de 20.001 
habitantes y de hasta 95.000 habitantes y del 40% como máximo del coste total del convenio 
cuando se suscriba con un ayuntamiento con población de hasta 20.000 habitantes.

6. Sin perjuicio de la financiación necesaria que deberá garantizar la aplicación de los 
servicios y prestaciones contenidos en el catalogo de servicios y prestaciones previsto en 
esta ley, en función del calendario de implantación fijado en el mismo, el Gobierno de 
Canarias garantizará los porcentajes de financiación referidos en los apartados anteriores en 
el plazo máximo de doce años desde la entrada en vigor de la presente ley. Asimismo, 
deberá aprobar mediante decreto, en el plazo de un año desde dicha fecha, la distribución 
económica para garantizar los referidos objetivos de financiación en tres planes cuatrienales 
de aplicación consecutiva.

7. En el primer cuatrimestre de cada ejercicio presupuestario se le anticipará a cada una 
de las entidades locales titulares de estos servicios una cuantía equivalente al 50% de la 
cantidad financiada en el ejercicio inmediatamente anterior.

Artículo 57.  Financiación de los servicios sociales especializados.
1. La Comunidad Autónoma de Canarias cofinanciará el coste real de los servicios 

sociales de atención especializada ya gestionados por los cabildos insulares mediante 
transferencias finalistas.

2. La financiación de estos servicios se garantizará en la comunidad autónoma mediante 
convenios de colaboración entre ambas administraciones públicas en función de lo 
establecido en esta ley y su normativa de desarrollo.

3. La aportación de la comunidad autónoma a los servicios sociales de atención 
especializada debe fijarse en sus presupuestos, de acuerdo con lo que establezcan el 
catálogo de servicios y prestaciones y el plan estratégico de servicios sociales, y deberá 
materializarse, preferentemente, mediante convenio cuatrienal. Esta aportación se establece, 
al menos, en un 50% del coste de dichos servicios.

4. La administración titular de los servicios sociales especializados de cada isla deberá 
establecer el sistema o modo de prestación de los servicios de acuerdo con criterios de 
economía, eficiencia y eficacia.

Artículo 58.  Partenariado, patrocinio y mecenazgo en el sistema público de servicios 
sociales.

1. Se reconoce el derecho de las personas físicas y jurídicas a realizar actividades de 
partenariado, patrocinio y mecenazgo a favor del sistema público de servicios sociales, para 
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optimizar esfuerzos y movilizar recursos en materia de servicios sociales, de acuerdo con la 
planificación del sistema público de servicios sociales.

2. El partenariado es una fórmula de colaboración entre entidades empresariales y el 
sistema público de servicios sociales por el que se establecen alianzas estratégicas estables 
y de larga duración para conseguir sinergias, optimizar recursos económicos y garantizar un 
mayor impacto de las acciones a realizar en materia de servicios sociales.

El patrocinio tiene como objetivo establecer una relación táctica con empresas que 
quieran participar de forma puntual en acciones concretas organizadas por el sistema 
público de servicios sociales.

El mecenazgo consistirá en la participación de personas físicas o jurídicas que quieran 
colaborar al sostenimiento del sistema público de servicios sociales y que no tengan relación 
mercantil de ningún tipo con este, mediante la aportación de fondos o la entrega o puesta a 
disposición de bienes.

3. Las actividades de partenariado, patrocinio y mecenazgo podrán ser finalistas o 
generales y en metálico o en especie, mediante la entrega de bienes o la prestación de un 
servicio. En las actividades finalistas, las personas físicas o jurídicas tendrán derecho a 
decidir a qué sector o programa concreto irá destinada su aportación, así como a participar 
en la definición, ejecución y evaluación de la actuación.

4. Las actividades de partenariado, patrocinio y mecenazgo requerirán:
a) La selección previa por parte de la administración con la que se vaya a colaborar, de 

acuerdo al proceso de selección que se establezca.
b) La aportación de la documentación que se establezca reglamentariamente.
5. Las personas físicas o jurídicas que realicen actividades de partenariado, patrocinio y 

mecenazgo tendrán derecho a la visibilidad y notoriedad de su contribución, en los términos 
que se establezcan en el convenio de colaboración o reglamentariamente. También tendrán 
derecho al reconocimiento social y a los beneficios sociales que les sean aplicables.

6. Quedan excluidas de las actividades de partenariado, patrocinio y mecenazgo las 
personas físicas o jurídicas que:

a) Hayan sido condenadas por delitos contra la propiedad, por pertenencia a grupos 
delictivos organizados, delitos societarios, contra el medio ambiente o de violencia contra las 
mujeres.

b) Hubieran sido sancionadas por infracción grave o muy grave o condenadas por 
resolución administrativa o sentencia judicial firme por incumplimiento de las obligaciones 
sobre igualdad de trato y oportunidades, por decisiones discriminatorias por razón de sexo y 
por acoso sexual en el trabajo.

c) Hayan sido sancionadas en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y 
accesibilidad universal de las personas con discapacidad.

d) Las asociaciones que, en su proceso de admisión o en su funcionamiento, discriminen 
por razón de sexo, edad, origen, orientación sexual, identidad de género o cualquier otra 
condición o circunstancia personal o social.

e) Aquellas que hayan sido sancionadas mediante resolución firme, con la pérdida de la 
posibilidad de obtener subvenciones con arreglo a la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones.

f) Las sancionadas o condenadas por resolución administrativa firme o sentencia judicial 
firme por alentar o tolerar prácticas laborales consideradas discriminatorias por la legislación 
en vigor.

g) Aquellas que no se hallen al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones 
tributarias o con la Seguridad Social, impuestas por las disposiciones vigentes.

h) Cualquier otra causa que se prevea reglamentariamente por la administración pública 
competente o reglamentariamente.
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TÍTULO V
Formas de provisión de los servicios sociales

Artículo 59.  Disposición general.
1. Los servicios sociales se prestarán por las administraciones públicas canarias de la 

siguiente forma:
a) Mediante gestión directa o a través de medios propios, que será la forma de provisión 

preferente.
b) Mediante gestión indirecta a través de dos modalidades:
– A través de acuerdos de concertación con entidades privadas de iniciativa social.
– De acuerdo con alguna de las fórmulas establecidas en la normativa sobre contratos 

del sector público.
2. Las personas físicas y jurídicas privadas, de iniciativa social o de carácter mercantil, 

podrán actuar como entidades prestadoras de servicios sociales y, en consecuencia, crear 
centros de servicios sociales, con sujeción al régimen de autorización y acreditación 
legalmente establecido y cumpliendo las condiciones fijadas por las disposiciones de esta ley 
y por la normativa reguladora de servicios sociales.

3. Para el establecimiento de fórmulas de gestión indirectas, las administraciones 
públicas competentes darán prioridad, cuando existan análogas condiciones de eficacia, 
calidad y rentabilidad social, preferentemente a las entidades de la iniciativa social.

CAPÍTULO I
Gestión directa de los servicios sociales

Artículo 60.  Gestión directa.
1. Se consideran servicios públicos de gestión directa por parte de las administraciones 

públicas canarias los servicios de información, evaluación, valoración, orientación y 
diagnóstico especializados, así como la gestión de las prestaciones previstas en el catálogo 
de servicios y prestaciones.

2. En todo caso, serán de gestión directa de la Administración de la Comunidad 
Autónoma de Canarias los servicios de adopción nacional e internacional, la inspección, el 
registro de entidades, centros y servicios sociales y todas aquellas actuaciones que 
supongan ejercicio de autoridad.

CAPÍTULO II
Formas de participación de la iniciativa privada

Artículo 61.  Formas de la iniciativa privada.
1. Las entidades de iniciativa privada de servicios sociales pueden ser de iniciativa social 

y de iniciativa mercantil.
2. A los efectos de esta ley, se consideran entidades de iniciativa social las fundaciones, 

las asociaciones, las entidades de voluntariado y otras entidades e instituciones sin ánimo de 
lucro que cumplan los principios y requisitos que establece la presente ley.

3. Asimismo, a los efectos de esta ley, se consideran entidades de iniciativa mercantil las 
personas físicas y jurídicas privadas con ánimo de lucro que cumplan los principios y 
requisitos que se establecen en la presente ley.

Artículo 62.  Régimen de actuación de las entidades de iniciativa privada.
1. Tendrán derecho a actuar en el ámbito de los servicios sociales todas las entidades de 

iniciativa privada que cumplan con los requisitos de autorización o acreditación, según 
corresponda, que dispone esta ley y la normativa que la desarrolla.
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2. Las personas jurídicas de naturaleza privada y las personas físicas podrán crear 
centros y establecimientos de servicios sociales, así como gestionar servicios de esta 
naturaleza, con sujeción al régimen de autorización legalmente establecido y cumpliendo las 
condiciones fijadas por las disposiciones de esta ley y por la normativa reguladora de 
servicios sociales.

3. Las entidades de iniciativa privada de servicios sociales están obligadas a someterse 
a las actuaciones de vigilancia, control, comprobación y evaluación que realicen las 
administraciones públicas competentes con respecto al cumplimiento de los requisitos de 
autorización y acreditación y tienen derecho a que estas actuaciones se realicen de acuerdo 
con un procedimiento con todas las garantías.

4. La efectiva prestación de servicios sociales sujeta a la obtención de previa 
autorización administrativa sin estar en posesión de la misma o la mera publicidad por 
cualquier medio de difusión se considerarán actividades contrarias a la ley, siéndoles de 
aplicación el régimen de infracciones y sanciones regulado en esta ley.

CAPÍTULO III
Régimen de concertación social

Artículo 63.  Régimen de concertación en el sistema público de los servicios sociales con 
entidades de iniciativa social.

1. Las administraciones públicas canarias competentes en materia de servicios sociales, 
incluidos los cabildos y los ayuntamientos, podrán encomendar a personas o entidades 
privadas de iniciativa social la provisión de servicios y prestaciones previstos en el catálogo 
de servicios y prestaciones mediante acuerdos de acción concertada.

2. Las personas o entidades de iniciativa social que opten a un concierto para la gestión 
de servicios y prestaciones deberán contar con la acreditación o autorización administrativa, 
según proceda, de los centros y servicios de los que sean titulares, así como figurar inscritas 
en el registro de entidades, centros y servicios, según lo previsto en esta ley.

3. El Gobierno de Canarias, en el marco de lo dispuesto en esta ley, establecerá el 
régimen jurídico y las condiciones de actuación de los centros privados concertados que 
participen en el sistema público de servicios sociales, determinando los requisitos de acceso, 
la duración máxima y las causas de extinción del concierto, así como las obligaciones de las 
partes.

En todo caso, en esta modalidad de provisión de los servicios sociales se deberán tener 
en cuenta los principios de publicidad y transparencia, así como los de igualdad de trato y 
prohibición de discriminación, con pleno respeto a las normas de libre competencia y la no 
aplicación de medidas que sean restrictivas de la libertad de establecimiento y de la libre 
prestación de los servicios.

4. La concertación en cada caso puede implicar la gestión integral o parcial de los 
servicios y prestaciones contenidos en el catálogo de servicios y prestaciones.

5. El acceso a los servicios o a las plazas concertadas con entidades privadas de 
iniciativa social será siempre a través de la administración concertante.

Artículo 64.  Objeto de los conciertos.
1. Podrán ser objeto de concierto:
a) La reserva y ocupación de plazas para su uso exclusivo por las personas usuarias del 

sistema público de servicios sociales, cuyo acceso será autorizado por las administraciones 
públicas competentes mediante los criterios previstos para ello en la presente ley y la 
normativa que la desarrolla.

b) La gestión integral de servicios, prestaciones o centros que se determine 
reglamentariamente.

2. Cuando la prestación del servicio conlleve procesos que requieran de diversos tipos 
de intervenciones en distintos servicios o centros, la administración pública competente 
podrá adoptar un solo acuerdo de acción concertada con dos o más entidades, imponiendo 
en dicho acuerdo mecanismos de coordinación y colaboración de obligado cumplimiento.
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Artículo 65.  Requisitos de las entidades.
1. Podrán suscribir conciertos con las administraciones públicas competentes en materia 

de servicios sociales de la Comunidad Autónoma de Canarias todas las personas físicas o 
jurídicas de carácter privado, sin ánimo de lucro.

2. Para poder suscribir los conciertos, las personas y entidades solicitantes deberán 
reunir necesariamente los requisitos que se establezcan en esta ley y en su normativa de 
desarrollo, y en especial:

a) Haber obtenido la oportuna autorización o acreditación para la prestación del servicio 
objeto de concierto.

b) Estar inscritas en el registro único de entidades, centros y servicios, según lo 
establecido en la presente ley y en su normativa de desarrollo.

c) Acreditar la solvencia técnica para prestar el servicio objeto del concierto.
d) Acreditar la disposición de los medios y recursos suficientes para garantizar el 

cumplimiento de las condiciones previstas en el acuerdo de formalización del concierto.
e) Aquellas entidades con las que se suscriban conciertos de ocupación o reserva de 

plazas deberán acreditar la titularidad del centro o tener su disponibilidad por cualquier título 
jurídico válido por un periodo no inferior al de vigencia del concierto y acreditar que el mismo 
cuenta con las condiciones adecuadas para prestar el servicio.

Artículo 66.  Motivación para la suscripción de los conciertos y publicidad.
1. Para la suscripción de los acuerdos de concertación social, en su tramitación será 

necesario que el procedimiento se acompañe de una memoria justificativa donde se analice 
su necesidad y oportunidad mediante la justificación de los siguientes aspectos:

a) La carencia de recursos personales y materiales propios de la administración 
competente para la gestión directa de las prestaciones objeto de concertación, su impacto 
económico, el carácter no contractual de la actividad en cuestión, así como el cumplimiento 
de lo previsto en esta ley.

b) Que la naturaleza de la actuación admite su sometimiento al régimen de concertación 
por tratarse de actuaciones en las que el arraigo de la persona a su entorno, la vinculación 
terapéutica u otros criterios de necesidad asistencial o atención social justifican su provisión 
a través de este régimen.

c) La conveniencia de acudir al régimen de concertación para la prestación del servicio a 
través de una persona o entidad sin ánimo de lucro.

d) El desglose de los costes de los servicios a concertar y que se han tenido en cuenta 
para fijar el precio o tarifa a aplicar a la concertación, así como los criterios o parámetros que 
se consideran idóneos para establecer los parámetros de actualización de precios.

2. Los conciertos sociales una vez suscritos serán objeto de publicación en el «Boletín 
Oficial de Canarias» o en el «Boletín Oficial de la Provincia», según corresponda, así como 
en el Portal de Transparencia de la administración concertante.

Artículo 67.  Formalización de los conciertos.
1. La formalización de los conciertos se efectuará a través de un documento 

administrativo que, además de aquellos aspectos que se determinen reglamentariamente, 
contemple los siguientes:

a) La identificación de las partes del concierto y obligaciones que adquieran estos.
b) La determinación del objeto del concierto, con especificación de los objetivos a 

alcanzar.
c) La fecha de inicio de la prestación del servicio concertado y plazo de vigencia, causas 

de extinción y procedimientos para su modificación.
d) El régimen de aportación económica por parte de la administración concertante, de 

acuerdo con los módulos económicos correspondientes y sistema de actualización de dicha 
aportación.

e) La periodicidad y procedimiento de realización de los pagos y anticipos, así como la 
justificación de los gastos.

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DE LAS ISLAS CANARIAS

§ 5  Ley de Servicios Sociales de Canarias

– 134 –



f) El régimen de acceso de las personas usuarias a los servicios y prestaciones.
g) Los mecanismos de seguimiento, control y auditoría por parte de la Administración.
2. Los conciertos podrán incorporar la modalidad de anticipo, pudiéndose establecer 

hasta el 75% anual.
3. Se podrá suscribir un único concierto para la reserva y ocupación de plazas en varios 

centros o para la gestión integral de una pluralidad de prestaciones o servicios cuando todos 
ellos dependan de una misma entidad. Esta suscripción se efectuará en las condiciones que 
se determinen reglamentariamente.

Artículo 68.  Efectos de los conciertos.
1. La formalización por escrito del concierto a que se refiere la presente ley perfecciona 

el acuerdo entre las partes, obligando al titular de la entidad concertada a la prestación del 
servicio o provisión de plazas en los términos estipulados de acuerdo a lo previsto en el 
pliego técnico, que deberá contener, al menos, las condiciones técnicas y económicas 
referidas al objeto del concierto.

2. El concierto obliga al titular de la entidad privada de iniciativa social a proveer las 
prestaciones y servicios en las condiciones previstas en el catálogo de servicios y 
prestaciones.

3. En relación con las prestaciones no gratuitas del sistema público de servicios sociales, 
las entidades no podrán cobrar a las personas usuarias cantidad distinta a la determinada 
por la Administración que hubiera establecido el concierto.

4. El cobro a las personas usuarias de cualquier cantidad por servicios complementarios, 
al margen de las tarifas o los precios públicos estipulados, deberá ser autorizado por la 
Administración que hubiera establecido el concierto.

Artículo 69.  Duración, renovación, modificación y extinción de los conciertos.
1. La duración inicial de los conciertos será de un máximo de cinco años, pudiendo 

renovarse por acuerdo expreso de las partes, adoptado seis meses antes de su vencimiento, 
por un nuevo período máximo de dos años.

2. Los conciertos podrán ser objeto de revisión y, en su caso, de modificación en los 
términos que se establezca en el correspondiente acuerdo de concierto.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en esta ley en relación con el régimen sancionador, son 
causas de extinción de los conciertos:

a) El acuerdo mutuo de las partes, manifestado con la antelación que se determine en el 
concierto para garantizar la continuidad de los servicios y prestaciones.

b) El incumplimiento grave de las obligaciones derivadas del concierto por parte de la 
Administración pública o del titular del servicio, previo requerimiento para exigir el 
cumplimiento de las obligaciones derivadas del mismo.

c) El vencimiento del plazo de duración del concierto, salvo que se acuerde su prórroga o 
renovación.

d) La extinción de la persona jurídica a la que corresponda la titularidad.
e) La revocación de la acreditación o autorización administrativa de la entidad 

concertada.
f) El cese voluntario, debidamente autorizado, de la entidad concertada en la prestación 

del servicio.
g) La inviabilidad económica del titular del concierto, constatada por los informes de 

auditoría que se soliciten.
h) La negativa a atender a las personas usuarias derivadas por la Administración pública.
i) La solicitud de abono a las personas usuarias de servicios o prestaciones 

complementarias cuando no hayan sido autorizados por la Administración pública.
j) La cesión de la prestación de los servicios concertados por otras entidades sin la 

autorización expresa y previa de la administración que firmó el concierto.
k) El resto de causas que establezca esta ley y su normativa de desarrollo.
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4. Concluida la vigencia del concierto, las administraciones públicas deberán garantizar 
que los derechos de las personas usuarias de los servicios y prestaciones concertadas no se 
vean perjudicados por su finalización.

CAPÍTULO IV
De la autorización y acreditación

Artículo 70.  Autorización de centros y servicios.
1. Las entidades que desarrollen sus actividades en el ámbito de la Comunidad 

Autónoma de Canarias requerirán de autorización administrativa de la consejería 
competente en materia de servicios sociales para su instalación y funcionamiento, así como 
para las modificaciones que respecto de su estructura física o funcional puedan 
establecerse.

2. La consejería competente en materia de servicios sociales determinará 
reglamentariamente las condiciones de la autorización administrativa de los centros y 
servicios, que deberán contener, al menos:

a) Las condiciones de edificación, emplazamiento y acondicionamiento exigibles a las 
infraestructuras donde se deben prestar los servicios.

b) Las condiciones materiales, de seguridad y de equipamiento exigibles a los servicios 
en función de su naturaleza.

c) Los requisitos de titulación del personal y las ratios de profesionales, según el número 
de personas a las que se deba atender y el grado de ocupación.

d) Una memoria en la que se especifique la organización y funcionamiento del centro o 
servicio, así como el plan de actuación.

3. Los centros requerirán de las siguientes autorizaciones:
a) Autorización previa, por la que declara que un proyecto de creación, reforma o 

traslado de un centro o servicio de titularidad privada reúne los requisitos y condiciones 
necesarios para garantizar a las personas usuarias la calidad de la atención, que se 
concederá, una vez que se haya constatado dicho cumplimiento, en el plazo máximo de tres 
meses desde la presentación de la misma.

b) Autorización definitiva de funcionamiento, que tendrá la finalidad de habilitar al centro 
para realizar las actividades que constituyen su objeto, una vez que se haya constatado su 
adecuación al proyecto autorizado con anterioridad.

4. Las entidades prestadoras de servicios requerirán de una autorización de 
funcionamiento en los términos que reglamentariamente se determinen, con la finalidad de 
constatar su competencia para realizar las actividades que constituyen su objeto.

5. Las condiciones a que se refiere este artículo se entienden exigibles sin perjuicio del 
cumplimiento por los centros y los servicios de las disposiciones estatales, autonómicas y 
locales que les sean de aplicación.

Artículo 71.  Acreditación administrativa.
1. Las entidades que pretendan concertar plazas o servicios con las administraciones 

públicas deberán contar con la correspondiente acreditación administrativa, en los términos 
que reglamentariamente se determinen.

2. El otorgamiento de la acreditación administrativa corresponde a la consejería 
competente en materia de servicios sociales y tiene como finalidad asegurar el cumplimiento 
de los requisitos de calidad de los centros y servicios objeto de concierto.

3. Las condiciones para la acreditación administrativa deberán comprender las 
especificaciones concretas, parámetros y estándares de calidad de referencia de las 
infraestructuras físicas y rotacionales, recursos humanos y demás aspectos de carácter 
organizativo y de funcionamiento de los servicios y centros.
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Artículo 72.  Resolución, vigencia, revocación, suspensión y extinción de la autorización y 
acreditación administrativa.

El Gobierno de Canarias regulará mediante decreto los supuestos y efectos de la 
resolución, vigencia, revocación, suspensión y extinción, tanto de la acreditación como de la 
autorización administrativa a que se refieren los artículos anteriores.

TÍTULO VI
Planificación del sistema público de servicios sociales

CAPÍTULO I
De la planificación de los servicios sociales

Artículo 73.  La planificación de los servicios sociales.
1. El Gobierno de Canarias, a través de la consejería competente en materia de servicios 

sociales, será el responsable de impulsar una planificación ordenada y prospectiva de los 
objetivos, estrategias, políticas y directrices a seguir en el sistema público de servicios 
sociales y definirá los criterios de despliegue de dicho sistema y la distribución geográfica de 
los recursos necesarios para garantizar una implantación homogénea de los servicios en 
todo el territorio autonómico y hacer efectivo el derecho a los servicios sociales declarado en 
esta ley.

2. El Gobierno de Canarias ejercerá las funciones de diseño y planificación estratégica 
de la política de servicios sociales y del sistema canario de servicios sociales, al objeto de 
determinar prioridades y promover niveles de protección homogéneos.

3. Los cabildos insulares y los ayuntamientos podrán elaborar su propia planificación en 
ejercicio de sus competencias y en desarrollo de las directrices establecidas a nivel 
autonómico, pudiendo incorporar mejoras para su respectivo ámbito territorial de actuación.

4. Las entidades de iniciativa social y las de iniciativa privada que colaboren en el marco 
del sistema público de servicios sociales de Canarias deberán ajustar los servicios, además 
de lo establecido en la presente ley, a las directrices definidas en el plan estratégico de 
servicios sociales de la comunidad autónoma.

5. La planificación en el sistema público de servicios sociales se desarrollará a través de 
planes estratégicos de servicios sociales, planes sectoriales y, en su caso, planes 
especiales, cuyo procedimiento de elaboración deberá garantizar la participación de todas 
las administraciones implicadas en el sistema público de servicios sociales y de los órganos 
de participación previstos en la presente ley.

6. Tanto los planes estratégicos como los planes sectoriales irán acompañados de una 
memoria económica que garantice su aplicación y se actualizarán periódicamente de 
acuerdo con la evaluación sistemática de sus objetivos y las acciones previstas en los 
mismos.

Artículo 74.  Plan estratégico de servicios sociales.
1. El Consejo de Gobierno, a propuesta de la consejería competente en materia de 

servicios sociales y tras el informe preceptivo del Consejo General de Servicios Sociales, 
aprobará el plan estratégico de servicios sociales de la Comunidad Autónoma de Canarias, 
con la finalidad de programar las prestaciones, servicios, programas y otras actuaciones 
necesarias para cumplir con los objetivos del sistema de servicios sociales.

2. El plan estratégico de servicios sociales deberá incluir, entre otros aspectos, un 
diagnóstico de las necesidades sociales y un pronóstico de su evaluación, los objetivos de 
cobertura a alcanzar y las líneas estratégicas y acciones idóneas para su consecución, las 
medidas de coordinación interdepartamental e interadministrativa necesarias, el cronograma 
de las acciones previstas, los recursos necesarios y los mecanismos de evaluación 
sistemática y continuada del propio plan, garantizando la participación social en su 
elaboración.
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3. El plan estratégico de servicios sociales contendrá las determinaciones precisas para 
la definición e implantación gradual de la estrategia de calidad del sistema público de 
servicios sociales.

4. La vigencia del plan estratégico de servicios sociales será de cuatro años. 
Transcurridos dos años desde su aprobación, se elaborará un informe de evaluación que se 
remitirá al Parlamento de Canarias y que se pondrá a disposición de las administraciones 
públicas canarias, de las entidades privadas que colaboren en el marco del sistema público 
de servicios sociales y del conjunto de la ciudadanía.

5. Los cabildos insulares y ayuntamientos canarios ejercerán sus facultades de 
planificación u ordenación de los servicios y actividades de acuerdo con sus competencias y 
de conformidad con las directrices contenidas en el plan estratégico de servicios sociales de 
la comunidad autónoma.

Artículo 75.  Planes sectoriales de servicios sociales.
1. Como complemento y desarrollo del plan estratégico de servicios sociales, la 

consejería competente en materia de servicios sociales podrá elaborar los planes 
específicos que se consideren oportunos en razón de las necesidades y problemas sociales 
detectados para colectivos o ámbitos territoriales específicos, en cuyo caso contará con la 
colaboración de las entidades locales de dicho ámbito territorial, garantizándose la adecuada 
participación ciudadana.

2. La elaboración de los indicados planes específicos se llevará a cabo de acuerdo con 
lo establecido en el plan estratégico de servicios sociales, debiendo incluir este una 
adaptación específica en cada una de las áreas de servicios sociales que configuran el 
sistema.

Artículo 76.  Mapa de servicios sociales.
1. El mapa de servicios sociales de Canarias establecerá el despliegue del sistema 

público de servicios sociales, definiendo al efecto los criterios poblacionales más idóneos 
para la implantación de los diferentes servicios incluidos en el catálogo, atendiendo a la 
naturaleza de los mismos, al número de personas potencialmente demandantes y a la 
necesidad de garantizar, en todo lo posible, su mayor proximidad con vistas a facilitar la 
integración de las personas usuarias en el entorno social habitual.

2. En el mapa de servicios sociales se establecerán las ratios y la cobertura para cada 
uno de los servicios y prestaciones en función de los sectores poblacionales y territoriales 
establecidos y las necesidades de atención detectadas. Estas ratios se utilizarán para la 
elaboración y actualización del plan estratégico de servicios sociales de Canarias.

3. El mapa de servicios sociales de Canarias favorecerá el equilibrio territorial de los 
diferentes niveles de atención del sistema público de servicios sociales.

4. El mapa de servicios sociales de Canarias se elaborará por la consejería competente 
en materia de servicios sociales, con la participación de los cabildos y municipios de la 
Comunidad Autónoma de Canarias, y se actualizará periódicamente, como máximo con 
carácter cuatrienal, para ajustarse a la evolución de la realidad social del archipiélago.

CAPÍTULO II
De la calidad, evaluación e inspección de los servicios sociales

Sección 1.ª Calidad de los servicios sociales

Artículo 77.  Calidad de los servicios sociales.
1. La calidad de los servicios sociales constituye un derecho de las personas usuarias y, 

en consecuencia, un objetivo prioritario y un deber del sistema público de servicios sociales. 
A tal efecto, las administraciones públicas canarias, en sus respectivos ámbitos de 
competencia, así como los organismos públicos fomentarán la calidad y mejora continua de 
de dicho sistema.
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2. Los criterios de calidad del sistema público de los servicios sociales serán de 
aplicación a la totalidad de entidades prestadoras de servicios sociales, tanto públicas como 
privadas, que colaboren en el marco del sistema público de servicios sociales.

3. El plan estratégico de servicios sociales recogerá los criterios y objetivos de calidad de 
los servicios sociales, así como los mecanismos de evaluación y garantía del cumplimiento 
de los mismos, entre cuyos indicadores se incluirá la opinión y el grado de satisfacción 
manifestados por las personas usuarias sobre dichos servicios y prestaciones y su 
funcionamiento.

4. Asimismo, y sin perjuicio de las competencias del departamento competente en 
materia de calidad y modernización de los servicios públicos del Gobierno de Canarias, la 
consejería competente en políticas sociales, previo informe del Consejo General de Servicios 
Sociales, aprobará:

a) Criterios de calidad y seguridad para los centros y servicios.
b) Indicadores de calidad para la evaluación, la mejora continua y el análisis comparado 

de los centros y servicios del sistema público de servicios sociales de Canarias.
c) Guías de buenas prácticas.
d) Cartas de servicios, adaptadas a las condiciones específicas de las personas usuarias 

de los servicios, bajo los principios de no discriminación y accesibilidad.
e) Mecanismos de tramitación de sugerencias, quejas y reclamaciones de las personas 

usuarias o de mediación o arbitraje.

Artículo 78.  Fomento de la formación en los servicios sociales.
1. La consejería competente en materia de servicios sociales fomentará la realización de 

actividades y programas encaminados a la formación permanente y la mejora continua de 
los conocimientos, las capacidades y habilidades del personal profesional que participa en el 
sistema público de servicios sociales.

2. Asimismo, se promoverán actividades específicamente diseñadas para la formación 
teórica y práctica de las personas cuidadoras no profesionales que realicen actuaciones 
directas de atención y cuidado de personas.

3. Las actividades y programas de formación estarán encuadrados en el marco del plan 
estratégico de servicios sociales, que, además, articulará la posible colaboración y 
coordinación con centros de formación públicos o privados.

Artículo 79.  Investigación e innovación tecnológica en los servicios sociales.
1. La Administración autonómica impulsará y favorecerá, a través de un programa 

permanente, la investigación en el ámbito del sistema público de servicios sociales. Dicho 
programa tendrá la finalidad primordial de conocer las necesidades actuales y futuras de 
atención social en el conjunto de la ciudadanía, los factores y las causas que inciden en 
estas necesidades y el estudio de los sistemas organizativos, de gestión y económicos de 
los servicios sociales existentes y de los que se puedan implantar en el futuro. Todas estas 
actuaciones deberán integrar la perspectiva de género.

2. Asimismo, la Administración autonómica impulsará el desarrollo y la introducción de 
las nuevas tecnologías para mejorar la calidad del propio sistema público de servicios 
sociales.

3. Las líneas de investigación e innovación tecnológica se enmarcarán en el plan 
estratégico de servicios sociales, que articulará, además, la posible colaboración y 
coordinación con centros de investigación e innovación públicos o privados.

Artículo 80.  Estabilidad laboral y calidad del empleo.
1. Las administraciones públicas promoverán la calidad en el empleo y la estabilidad 

laboral de las personas profesionales del ámbito de los servicios sociales, como medio de 
lograr la calidad y permanencia de la oferta pública de servicios sociales.

2. Asimismo, las administraciones públicas competentes tendrán en cuenta la estabilidad 
del personal profesional que presta sus servicios en las entidades prestadoras de servicios 
sociales o empresas privadas que colaboren en el marco del sistema público de servicios 
sociales, como un criterio evaluable en el acceso a la financiación pública.
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Sección 2.ª De la evaluación de los servicios sociales

Artículo 81.  Evaluación del sistema público de servicios sociales.
1. El sistema público de servicios sociales está sujeto a procedimientos permanentes de 

calidad y buenas prácticas, así como a una evaluación continua.
2. Dichos procesos de evaluación abordarán los siguientes aspectos:
a) La elaboración de un conjunto de indicadores que permita el seguimiento y evaluación 

continua del sistema público de servicios sociales. Los referidos indicadores contemplarán la 
evaluación del impacto de género.

b) El análisis comparativo entre prestaciones y servicios.
c) Los resultados obtenidos, tanto cuantitativa como cualitativamente, tras la 

implementación de las diferentes acciones, así como los efectos que las mismas producen 
en relación con las necesidades planteadas y el grado de satisfacción de las personas 
usuarias del sistema público de servicios sociales.

3. El Gobierno de Canarias dará cuenta al Parlamento de Canarias del informe de 
evaluación de sistema público de servicios sociales.

4. A través de los servicios de inspección de la consejería competente en materia de 
servicios sociales, se procederá, mediante planes de inspección, a controlar y evaluar el 
grado de cumplimiento de los objetivos contenidos en la estrategia de calidad.

Sección 3.ª Observatorio Canario de los Servicios Sociales

Artículo 82.  Observatorio Canario de los Servicios Sociales.
1. Se crea el Observatorio Canario de los Servicios Sociales como órgano colegiado, con 

la finalidad de promover las medidas necesarias para la garantía y mejora de la calidad en 
los servicios sociales. Estará adscrito orgánicamente a la consejería competente en materia 
de servicios sociales, gozará de autonomía funcional y contará con la colaboración de las 
universidades canarias.

2. Reglamentariamente, se regulará su composición, organización y régimen de 
funcionamiento, si bien las normas de régimen interno serán aprobadas por el propio 
observatorio.

3. La actividad del observatorio se plasmará en análisis, informes y propuestas que 
serán puestas a disposición de los órganos de las administraciones públicas de Canarias 
competentes en materia de servicios sociales, así como de los órganos de coordinación y 
participación previstos en esta ley.

4. Anualmente elevará a la consejería competente del Gobierno de Canarias en materia 
de servicios sociales, un informe sobre la situación de los servicios sociales en la comunidad 
autónoma, que enviará para su remisión al Parlamento de Canarias.

Artículo 83.  Funciones del Observatorio Canario de los Servicios Sociales.
Corresponden al Observatorio Canario de los Servicios Sociales, entre otras, las 

siguientes funciones:
a) Desarrollar las líneas directrices de la investigación de los servicios sociales, en el 

marco de las prioridades establecidas en el plan estratégico de servicios sociales, con 
especial atención al estudio de las causas y factores que determinan los cambios sociales, a 
la detección de necesidades y al análisis de la demanda con fines de planificación, así como 
al análisis de los servicios en los términos de gestión, coste y calidad de la atención, al 
objeto de promover su mejora continuada y de orientar su desarrollo y evolución.

b) Publicar y difundir, de forma accesible, la información que produzca el Sistema 
Canario Unificado de Información de Servicios Sociales, a través de los diferentes estudios e 
investigaciones que se vayan generando. Asimismo, publicará periódicamente los datos 
estadísticos relativos a los diferentes servicios y prestaciones del sistema público de 
servicios sociales.
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c) Colaborar con otros observatorios, organismos y entidades relacionadas con la 
gestión del conocimiento en materia de servicios sociales, a fin de conseguir el mejor 
cumplimiento de las funciones encomendadas.

d) Cualquier otra que le sea encomendada, a través de desarrollo reglamentario.

Sección 4.ª De la inspección de los servicios sociales

Artículo 84.  Competencias.
1. Las competencias que en materia de inspección de servicios sociales se atribuyen a la 

Comunidad Autónoma de Canarias serán ejercidas por la consejería competente en materia 
de servicios sociales.

2. Mediante decreto del Gobierno de Canarias, se articulará la organización y 
funcionamiento de la inspección de servicios sociales.

Artículo 85.  Ámbito de aplicación.
Están sometidos a la inspección en materia de servicios sociales los servicios y 

prestaciones de todas las entidades, públicas y privadas, con independencia de la existencia 
o no de ánimo de lucro, de su situación administrativa, de la denominación formal de la 
actividad, así como del lugar donde la persona titular tenga su sede social o domicilio legal.

Artículo 86.  Finalidad y funciones de la inspección.
1. La inspección de servicios sociales tiene como finalidad garantizar el cumplimiento de 

lo dispuesto en la presente ley y el resto de disposiciones vigentes en materia de servicios 
sociales para contribuir al buen funcionamiento del sistema público de servicios sociales de 
Canarias.

2. Son funciones de la inspección de servicios sociales las siguientes:
a) Verificar el cumplimiento de los requisitos establecidos en la normativa vigente en 

materia de entidades, centros y servicios sociales.
b) Informar, asesorar y orientar a los distintos sectores implicados y a las personas 

interesadas, en relación con el cumplimiento de la normativa vigente sobre la materia.
c) Velar para que se garanticen los derechos de las personas usuarias del sistema 

público de servicios sociales, realizando las actuaciones necesarias.
d) Cualesquiera otras que se atribuyan reglamentariamente.

Artículo 87.  Configuración y facultades del personal inspector.
1. La función de inspección de los servicios sociales habrá de ser ejercida por 

funcionarios de carrera, que podrán contar con el auxilio, para determinadas actuaciones, de 
otro personal técnico.

2. El personal inspector de servicios sociales ostenta, en el ejercicio de sus funciones, la 
condición de autoridad pública y actuará con autonomía técnica.

3. El personal inspector, en el ejercicio de sus funciones, podrá:
a) Acceder libremente en cualquier momento, después de identificarse y sin necesidad 

de notificación previa, a los centros e instalaciones donde se presten los servicios sociales, 
en los términos establecidos legalmente.

b) Visitar el domicilio de las personas beneficiarias de prestaciones y servicios del 
sistema de servicios sociales para verificar la calidad de la asistencia y atención prestadas, 
así como para comprobar si prevalecen los requisitos y condiciones necesarios para 
beneficiarse de las prestaciones concedidas, previa solicitud de permiso y con el 
consentimiento de sus titulares.

No obstante, ante la negativa de dicho permiso para acceder al domicilio, el personal 
inspector podrá posponer la visita de inspección y, si prevalece la negativa sin causa 
justificada, previo informe por parte de los servicios sociales municipales, con audiencia de la 
persona usuaria, podría entenderse también como obstrucción a la labor inspectora.
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c) Realizar toda clase de mediciones y de comprobaciones materiales, incluidas la toma 
de muestras y la captación de imágenes, así como realizar todas las investigaciones que se 
estimen adecuadas en el cumplimiento de sus funciones.

d) Tener acceso a la documentación técnica y demás requisitos funcionales de obligado 
cumplimiento de las entidades, servicios y centros, pudiendo ser examinados para valorar su 
adecuación a la normativa que les resulte aplicable.

e) Tener acceso a los expedientes individuales de las personas usuarias de los servicios 
y prestaciones, al objeto de garantizar la adecuada atención, preservando el derecho a la 
intimidad de las mismas. A tal efecto, el acceso a la historia social y clínica se limitará a los 
datos estrictamente imprescindibles para el ejercicio de dicha función.

f) Requerir a las entidades la aportación de la documentación que se considere 
necesaria para el desarrollo de la función inspectora, así como informes o cualesquiera otros 
datos que sean necesarios.

g) Citar a comparecencia a las personas relacionadas con el objeto de la inspección que 
considere necesarias.

h) Aquellas otras que se atribuyan reglamentariamente.

Artículo 88.  Deber de colaboración de las entidades, sujetos prestadores y personas 
usuarias.

1. En el ámbito del sistema público de servicios sociales de Canarias, las personas 
usuarias de servicios, prestaciones y subvenciones, así como las entidades públicas y 
privadas deberán prestar la colaboración requerida por los servicios de inspección.

2. Se considerará obstrucción a la acción de los servicios de la inspección de servicios 
sociales cualquier acción u omisión que dificulte o impida el ejercicio de la función 
inspectora.

Artículo 89.  Planificación de las actuaciones inspectoras.
1. La consejería competente en materia de servicios sociales del Gobierno de Canarias 

aprobará anualmente el plan general de inspección, el cual contendrá los objetivos a lograr, 
los ámbitos de actuación y el plazo previsto para su ejecución.

2. Las actuaciones inspectoras responderán a la planificación y programación 
establecidas, sin perjuicio de las actuaciones derivadas de denuncias o de carácter 
extraordinario que se formulen.

TÍTULO VII
Régimen sancionador

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 90.  Infracciones en materia de servicios sociales.
1. Constituyen infracciones administrativas en materia de servicios sociales las acciones 

u omisiones de las personas físicas o jurídicas tipificadas en la presente ley, sin perjuicio de 
lo previsto en la normativa estatal básica y en las disposiciones específicas de los distintos 
sectores de servicios sociales.

Las infracciones se clasificarán en leves, graves y muy graves, de acuerdo con la 
naturaleza de la obligación infringida y la entidad del derecho afectado.

2. Las infracciones y sanciones tipificadas en la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de 
Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de 
dependencia, se calificarán y sancionarán de acuerdo con lo que establece la mencionada 
ley. En aquello no regulado en la normativa específica de dependencia, se aplicará lo que se 
dispone en este título.
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3. Las infracciones en materia de servicios sociales darán lugar a las sanciones 
administrativas correspondientes, previa instrucción del oportuno procedimiento y sin 
perjuicio de las responsabilidades de otro orden que pudiesen concurrir.

4. Sin perjuicio de las especialidades establecidas en los procedimientos de carácter 
sancionador en la legislación del procedimiento administrativo común, reglamentariamente, 
el Gobierno de Canarias desarrollará las previsiones de esta ley para adaptar el 
procedimiento sancionador a la estructura de las administraciones integrantes del sistema 
público de servicios sociales de Canarias, determinar los órganos competentes, plazos, 
formas de iniciación y terminación, publicación e informes a recabar, sin que, en ningún 
caso, puedan incluirse trámites adicionales o distintos a los contemplados en dicha 
legislación estatal.

Artículo 91.  Concurrencia de infracciones y delitos.
1. Si los hechos constitutivos de la responsabilidad administrativa pudieran ser, además, 

tipificados como delitos en el Código Penal, el órgano competente de la Administración 
pública de la Comunidad Autónoma de Canarias lo comunicará al Ministerio Fiscal, 
solicitándole testimonio sobre las actuaciones practicadas respecto de la comunicación. 
Deberá suspenderse la tramitación del procedimiento sancionador si existe identidad de 
sujetos, hechos y fundamento, una vez que la autoridad judicial haya comunicado que se ha 
iniciado el proceso penal.

No obstante, las medidas provisionales adoptadas en virtud de lo dispuesto por la 
presente ley podrán ser alzadas o modificadas durante la tramitación del procedimiento, de 
oficio o a instancia de parte, en virtud de circunstancias sobrevenidas o que no pudieron ser 
tenidas en cuenta en el momento de su adopción.

2. De no estimarse la existencia de delito, se continuará con el procedimiento 
sancionador, tomando como base los hechos que la autoridad judicial haya considerado 
probados.

Artículo 92.  Actas de inspección.
1. Los hechos comprobados por el personal inspector en el ejercicio de sus funciones se 

formalizarán en las correspondientes actas, que gozarán del valor probatorio en cuanto 
tengan relación con la incoación, instrucción y resolución de un procedimiento sancionador, 
conforme a lo establecido en la legislación reguladora del régimen jurídico del sector público 
y, en su caso, del procedimiento administrativo común.

2. Las actas de inspección deberán contener, al menos, los siguientes datos:
a) Fecha, hora y lugar de actuaciones.
b) Identificación del personal inspector.
c) Identificación de la entidad prestadora de servicios y de la persona responsable ante 

cuya presencia se lleva a cabo la inspección y ante la cual se extiende el acta.
d) Hechos y circunstancias relevantes sobre los servicios que hayan sido detectados en 

la inspección realizada.
e) Firma del inspector y de la persona responsable de la entidad prestadora del servicio, 

así como la conformidad o disconformidad de esta última, que podrá hacer constar cuantas 
manifestaciones considere necesarias.

Artículo 93.  Sujetos responsables.
1. Son sujetos responsables de las infracciones administrativas en materia de servicios 

sociales las personas físicas y jurídicas que son titulares o gestionan los centros o servicios 
sociales y el personal de gestión y directivo de estos. También podrán ser responsables las 
personas que asuman las funciones de administración, gerencia, dirección o responsabilidad 
en algún ámbito concreto del servicio.

2. También son sujetos responsables de las infracciones que se tipifican en el capítulo III 
del presente título las personas usuarias de centros o servicios públicos o beneficiarias de 
prestaciones públicas.
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3. En el caso de que los autores sean menores no emancipados o personas 
incapacitadas, serán responsables solidarios sus progenitores, tutores o representantes 
legales.

4. Las infracciones cometidas por las personas profesionales de los centros o servicios 
siguen los procedimientos establecidos en la normativa administrativa, laboral o penal que 
les sea de aplicación.

Artículo 94.  Medidas provisionales.
1. Pueden adoptarse medidas provisionales proporcionadas para evitar el mantenimiento 

de los daños o perjuicios cometidos y asegurar el buen fin del procedimiento sancionador en 
cualquier momento del mismo, de manera motivada y previa audiencia a la persona 
interesada.

2. Las medidas provisionales pueden alcanzar hasta el cierre temporal del centro o 
servicio objeto de procedimiento sancionador cuando lo requieran la salud e integridad física 
de las personas o cualquier otra razón de sanidad, higiene o seguridad que se aprecie por el 
personal inspector.

3. La duración de las medidas provisionales será fijada en cada caso concreto y no 
excederá de la que exija la superación del riesgo de la salud e integridad de las personas. 
En todo caso, se extinguirán cuando surta efecto la resolución administrativa que ponga fin 
al procedimiento correspondiente.

4. Antes de la incoación del procedimiento sancionador, podrán adoptarse de forma 
motivada las medidas provisionales que resulten necesarias y proporcionadas. Las medidas 
provisionales deberán ser confirmadas, modificadas o levantadas en el acuerdo de iniciación 
del procedimiento, que deberá efectuarse dentro de los quince días siguientes a su 
adopción, el cual podrá ser objeto del recurso que proceda.

En todo caso, dichas medidas quedarán sin efecto si no se inicia el procedimiento en 
dicho plazo o cuando el acuerdo de iniciación no contenga un pronunciamiento expreso 
acerca de las mismas.

Artículo 95.  Criterios de graduación de las sanciones.
En la imposición de las sanciones se considerarán los siguientes criterios de graduación 

de las mismas:
a) La existencia o no de intencionalidad.
b) La reincidencia. A los efectos de la presente ley, se entenderá que existe reincidencia 

en los casos de comisión de la segunda infracción de la misma naturaleza en el término de 
un año, cuando así haya sido declarado por resolución administrativa firme.

c) La gravedad del riesgo o de los efectos de la infracción para la salud e integridad de 
las personas y perjuicios físicos y morales causados por la misma.

d) La permanencia en el tiempo del incumplimiento.
e) El beneficio económico obtenido con la actividad objeto de sanción.
f) El incumplimiento de los requerimientos formulados por el personal inspector, no 

procediendo a la subsanación de las anomalías detectadas en el plazo indicado.
g) La colaboración del sujeto infractor en la reparación de los daños causados antes de 

serle notificada la resolución que ponga fin al procedimiento sancionador.

Artículo 96.  Prescripciones de las infracciones y sanciones.
1. Las infracciones y sanciones en materia de servicios sociales tipificadas en esta ley 

prescriben, respectivamente:
a) Al año, si son leves.
b) A los tres años, si son graves.
c) A los cuatro años, las muy graves.
2. Dicho plazo comenzará a contar desde la fecha en que la infracción haya sido 

cometida o la sanción acordada. En el caso de las infracciones continuadas o permanentes, 
el plazo comenzará a contar desde que finalizó la conducta infractora.
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Artículo 97.  Órganos sancionadores.
Por el Gobierno de Canarias se establecerán reglamentariamente los órganos 

competentes para incoar, instruir e imponer las sanciones previstas en el presente título.

Artículo 98.  Plazo de resolución de los procedimientos sancionadores.
El plazo para resolver los procedimientos sancionadores que se inicien por la comisión 

de infracciones tipificadas en esta ley y notificar su resolución será de un año, sin perjuicio 
de lo establecido para los procedimientos de tramitación simplificada en la legislación del 
procedimiento administrativo común de las administraciones públicas.

Artículo 99.  Recursos.
Contra las resoluciones que se dicten en los procedimientos sancionadores se pueden 

interponer los recursos administrativos y jurisdiccionales que legalmente sean procedentes.

Artículo 100.  Ejecución forzosa.
1. Los órganos sancionadores podrán obligar a la ejecución forzosa de determinados 

actos, mediante la imposición de multas coercitivas, reiteradas por lapsos de tiempo que 
sean suficientes para cumplir lo ordenado, en los siguientes supuestos:

a) Actos personalísimos en los que no proceda la compulsión directa sobre la persona 
del obligado.

b) Actos en los que, procediendo la compulsión, la Administración no la estimara 
conveniente.

c) Actos cuya ejecución pueda el obligado encargar a otra persona.
2. La multa coercitiva es independiente de las sanciones que puedan imponerse con tal 

carácter y compatible con ellas y su cuantía no superará el 20% de la multa fijada para la 
infracción cometida.

3. Asimismo, podrá procederse a la ejecución subsidiaria por cuenta del infractor y a su 
costa.

CAPÍTULO II
Infracciones y sanciones de centros y servicios sociales

Artículo 101.  Infracciones leves.
Constituyen infracciones leves las siguientes:
a) Vulnerar los derechos relativos a la disposición, al conocimiento y cumplimiento del 

reglamento interno de los equipamientos y centros de servicios sociales, a la existencia de 
un sistema de recepción y resolución de quejas y sugerencias, a la comunicación a la 
persona usuaria del precio de la prestación y la contraprestación que ha de satisfacer y a la 
tenencia de objetos personales significativos para la persona usuaria, siempre y cuando 
dichas conductas no deriven perjuicio directo y concreto sobre las personas usuarias de los 
servicios sociales.

b) No tener adaptado a la normativa vigente el reglamento de régimen interno o el 
documento contractual suscrito con la persona usuaria por parte de los responsables de los 
centros y servicios.

c) Incumplir las normas, requisitos, procedimientos y condiciones establecidos para el 
disfrute de las prestaciones, siempre y cuando de dichas conductas no derive un perjuicio 
directo y concreto sobre las personas usuarias de los servicios sociales.

d) Incumplir o no ejecutar correctamente cualquiera de las acciones asignadas en el 
expediente individual de atención, siempre y cuando de dichas conductas no derive un 
perjuicio directo y concreto sobre las personas usuarias de los servicios sociales.

e) Incumplir la normativa reguladora de las condiciones materiales y funcionales mínimas 
que tienen que cumplir los centros y servicios, si el incumplimiento no pone en peligro la 
seguridad de las personas usuarias o los profesionales.
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f) Realizar en los centros o en el desarrollo de los servicios actividades distintas de las 
autorizadas o inscritas, cuando ello no suponga una infracción grave o muy grave.

g) No mantener actualizados o correctamente cumplimentados los libros de registro y 
control de las personas usuarias que exija la normativa, sus expedientes personales, la 
documentación relativa al grado de dependencia de las personas usuarias o cualquier otra 
documentación que exija la normativa vigente, siempre y cuando ello no constituya una 
infracción grave.

h) No presentar la declaración responsable o la comunicación, o la falsedad en cualquier 
dato, siempre que cumpla todos los requisitos necesarios que establece la normativa y no 
derive en un perjuicio directo y concreto sobre las personas usuarias de los servicios 
sociales.

i) Incumplir la obligación sobre supervisión y formación continuada del personal adscrito 
a los centros o servicios cuando la normativa lo exija.

Artículo 102.  Infracciones graves.
Constituyen infracciones graves las siguientes:
a) Todas las tipificadas como leves en el artículo anterior cuando hubieran producido 

consecuencias graves para la salud o la integridad de las personas usuarias o los 
profesionales de los centros o servicios sociales, o para el patrimonio de las mismas.

b) Incumplir el deber de sigilo y confidencialidad con respecto a los datos de las 
personas usuarias de los servicios sociales.

c) No salvaguardar el derecho a la intimidad de las personas usuarias.
d) Incumplir la legislación específica para cada tipo de centro o servicio social, cuando de 

la infracción pudiera derivarse daño o perjuicio para las personas usuarias.
e) No presentar la declaración responsable, incumpliendo los requisitos necesarios 

establecidos en la normativa.
f) No suministrar a la Administración los datos o documentos a que obligue la normativa.
g) No realizar con claridad y transparencia la administración, custodia y manejo de 

fondos y bienes de las personas usuarias de los centros o servicios sociales por parte de los 
directores, administradores o personas responsables, cuando, debido a la situación física o 
psíquica de aquellos, estos últimos sean guardadores de hecho y actúen como tales 
conforme al artículo 303 del Código Civil y sin perjuicio de las responsabilidades de otro 
orden en que hubieren incurrido.

h) Realizar ofertas, promociones o publicidad de centros y servicios que no se 
correspondan con los prestados efectivamente.

i) Ocultar o falsear documentación relevante para tramitar la autorización, acreditación o 
registro de centros o servicios, así como para la celebración de conciertos, contratos o 
convenios con la Administración.

j) Incumplir las condiciones contenidas en el concierto, convenio o contrato de plazas con 
la Administración.

k) Obstruir o dificultar, de cualquier modo, la acción del personal inspector en el 
desempeño de su cargo, así como no prestar la colaboración y auxilio requeridos para el 
ejercicio de sus funciones.

l) Vulnerar los derechos de las personas profesionales en los centros o servicios sociales 
y dañar de forma premeditada equipamientos e instalaciones.

m) Impedir el ejercicio de la libertad individual en el ingreso, permanencia y salida de un 
centro residencial, salvo lo establecido al efecto por la legislación vigente para menores y 
personas con la capacidad de obrar modificada.

n) La realización de actuaciones destinadas a menoscabar o restringir los derechos 
derivados del respeto a las personas.

ñ) La realización de actos que alteren o perturben el normal funcionamiento del centro o 
servicio o sus condiciones de habitabilidad cuando afecten a la asistencia que prestan.

o) La resistencia, falta de respeto, la toma de represalias o cualquier otra forma de 
presión ejercida contra las personas profesionales de los centros y servicios sociales, las 
personas usuarias o sus acompañantes, siempre que no sean constitutivas de ilícito penal.
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p) Efectuar el cambio de titularidad de un centro o servicio social sin presentar nueva 
solicitud de autorización, declaración responsable o acreditación administrativa.

q) Carecer de lista actualizada de precios o cobrar a las personas usuarias de centros o 
servicios cantidades superiores a las que corresponda.

r) Reincidir en la comisión de infracciones leves. A los efectos de la presente ley, se 
entenderá que existe reincidencia en los casos de comisión de la segunda infracción de la 
misma naturaleza en el término de un año, cuando así haya sido declarado por resolución 
administrativa firme.

Artículo 103.  Infracciones muy graves.
Constituyen infracciones muy graves las siguientes:
a) Todas las tipificadas como leves o graves cuando hubieran producido consecuencias 

muy graves para la salud o la integridad de las personas usuarias.
b) El trato degradante hacia las personas usuarias de las entidades y centros de 

servicios sociales, que afecte a su dignidad o a su integridad física o psíquica, así como el 
encubrimiento y el silenciamiento de dicha conducta.

c) Incumplir la normativa reguladora del registro de centros y servicios sociales, así como 
la normativa reguladora de la acreditación de los mismos.

d) Impedir la acción del personal inspector en el desempeño de su cargo.
e) La agresión física a las personas usuarias o a sus acompañantes, siempre que no sea 

constitutiva de ilícito penal.
f) Reincidir en la comisión de infracciones graves. A los efectos de la presente ley, se 

entenderá que existe reincidencia en los casos de comisión de la segunda infracción de la 
misma naturaleza en el término de un año, cuando así haya sido declarado mediante 
resolución administrativa firme.

Artículo 104.  Sanciones.
1. Las infracciones tipificadas en el presente capítulo se sancionarán como sigue:
a) Las infracciones leves, con apercibimiento o multa de 300 euros a 3.000 euros, o con 

ambos.
b) Las infracciones graves, con multa de 3.001 euros a 30.000 euros.
c) Las infracciones muy graves, con multa de 30.001 euros a 300.000 euros.
2. La sanción por la comisión de infracciones muy graves en centros y servicios podrá 

llevar aparejada la imposibilidad de obtener subvenciones públicas, de conformidad con la 
legislación general de subvenciones, el cierre temporal, total o parcial de los mismos o la 
pérdida de la autorización o acreditación del centro o servicio, en los casos que proceda, así 
como la rescisión de los conciertos o convenios que pudieran existir con la entidad titular o 
gestora.

3. Cuando la sanción tenga únicamente carácter pecuniario o bien quepa imponer una 
sanción pecuniaria y otra de carácter no pecuniario, se estará a lo que dispone el artículo 85 
de la Ley del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

4. En todos aquellos casos en los que de la infracción se derive un enriquecimiento 
indebido, la persona o la entidad infractora deberá abonar, además de la sanción 
correspondiente en función de la gravedad de la infracción, el importe equivalente al 
enriquecimiento producido.

5. Por el Gobierno de Canarias se procederá reglamentariamente a la actualización de 
las cuantías de las sanciones previstas en el presente artículo.

Téngase en cuenta que la actualización de las sanciones prevista en el apartado 5 se 
llevará a cabo mediante disposición del Gobierno de Canarias publicada únicamente en el 
"Boletín Oficial de Canarias".
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CAPÍTULO III
Infracciones y sanciones de las personas usuarias de servicios sociales

Artículo 105.  Infracciones leves.
Son infracciones leves de las personas usuarias o beneficiarias de los servicios y 

prestaciones las siguientes:
a) No facilitar a la entidad o al órgano de la Administración correspondiente los datos que 

les requieran y que sean legalmente exigibles.
b) No comparecer de manera injustificada en la fecha fijada ante el órgano gestor de la 

prestación cuando este se lo requiera motivadamente.
c) Mostrar falta de consideración y de respeto hacia el personal del centro o servicio o a 

las otras personas usuarias o a las visitantes.
d) Incumplir los preceptos del reglamento de funcionamiento del centro cuando no esté 

tipificado como falta grave o muy grave.

Artículo 106.  Infracciones graves.
Son infracciones graves de las personas usuarias o beneficiarias de los servicios y 

prestaciones las siguientes:
a) Falsear datos a la Administración, si la falsedad no ha sido determinante para acceder 

a la prestación.
b) No comunicar a la Administración los cambios o las alteraciones de las circunstancias 

o de los requisitos que determinaron la concesión de la prestación.
c) Producir daños a las instalaciones del centro o servicio.
d) Alterar gravemente la convivencia del centro o servicio.
e) Cometer agresión física al personal de los centros y servicios y a las demás personas 

usuarias y sus acompañantes, siempre que no sea constitutiva de ilícito penal.

Artículo 107.  Infracciones muy graves.
Son infracciones muy graves de las personas usuarias o beneficiarias de los servicios y 

prestaciones las siguientes:
a) Reincidir en la comisión de infracciones graves. A los efectos de la presente ley, se 

entenderá que existe reincidencia en los casos de comisión de la segunda infracción de la 
misma naturaleza en el término de un año, cuando así haya sido declarado por resolución 
administrativa firme.

b) Falsear datos a la Administración, si la falsedad ha sido determinante para acceder a 
la prestación.

c) Tener un comportamiento incívico o agresivo, de una manera continuada, que 
suponga un riesgo para el resto de las personas usuarias y para el personal y que haga 
inviable la convivencia en el centro.

d) Incumplir las obligaciones previstas en los pactos del contrato de servicios.
e) No destinar la prestación a la finalidad para la que se ha concedido.

Artículo 108.  Sanciones.
1. Las infracciones tipificadas en el presente capítulo se sancionarán como sigue:
a) Las infracciones leves, con una amonestación o una multa por un importe mínimo de 

100 euros y máximo de hasta la mitad del indicador público de renta de efectos múltiples 
(Iprem) mensual.

b) Las infracciones graves, con la suspensión de la condición de persona usuaria o 
beneficiaria de la prestación o con el traslado a otro centro, por un periodo máximo de doce 
meses.

c) Las infracciones muy graves, con la extinción de la prestación económica o su 
reintegro, en los casos que proceda, del servicio o el traslado definitivo a otro centro.
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2. Cuando la sanción tenga únicamente carácter pecuniario o bien quepa imponer una 
sanción pecuniaria y otra de carácter no pecuniario, se estará a lo que dispone el artículo 85 
de la Ley del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

Disposición adicional primera.  Plan de inclusión social y contra la pobreza.
El Gobierno de Canarias, en el plazo de un año desde la entrada en vigor de la presente 

ley, aprobará para su remisión al Parlamento de Canarias un plan de inclusión social y contra 
la pobreza, así como un plan específico para combatir la pobreza infantil.

Disposición adicional segunda.  Primer diagnóstico del Observatorio Canario de los 
Servicios Sociales.

En el plazo de un año desde la constitución del Observatorio Canario de los Servicios 
Sociales a que se refiere la presente ley, este elaborará, para su posterior elevación al 
Gobierno de Canarias, el primer diagnóstico y análisis multisectorial de la situación y el 
estado de los servicios sociales en Canarias.

Disposición adicional tercera.  Plazo para la aprobación del catálogo de servicios y 
prestaciones del sistema público de servicios sociales.

En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de esta ley, el Gobierno de Canarias 
aprobará el catálogo de servicios y prestaciones a que se refiere la misma.

Disposición adicional cuarta.  Instrumentos de coordinación interdepartamental e 
interadministrativa.

El Gobierno de Canarias, en el plazo máximo de dos años desde la entrada en vigor de 
la presente ley, garantizará la puesta en marcha del sistema unificado de información, la 
historia social única y el registro único de entidades, centros y servicios a que refiere la 
misma.

Disposición adicional quinta.  Reforzamiento de los servicios de inspección.
A fin de obtener un nivel elevado de eficacia en las evaluaciones de calidad de los 

servicios sociales previstas en esta ley, así como para garantizar un adecuado control en la 
prestación de los servicios por la actuación inspectora de la Administración, por el Gobierno 
de Canarias, en el plazo de un año desde la entrada en vigor de la presente ley, se harán las 
previsiones necesarias en las relaciones de puestos de trabajo de la consejería con 
competencias en políticas sociales para el reforzamiento de las plantillas de personal de los 
servicios de inspección.

Disposición adicional sexta.  Desarrollo del artículo 24 del Estatuto de Autonomía de 
Canarias.

En desarrollo de lo dispuesto por el artículo 24 del Estatuto de Autonomía de Canarias, 
el Gobierno presentará en el Parlamento de Canarias, dentro del plazo máximo de los 
dieciocho meses siguientes a la entrada en vigor de la presente ley, un proyecto de ley por el 
que se regule una prestación económica que tenga por objeto garantizar un mínimo de 
ingresos a aquellas personas o unidades de convivencia que se encuentren en situación de 
exclusión o en riesgo de estarlo.

Disposición adicional séptima.  Cláusulas sociales en la contratación pública.
El Gobierno de Canarias asume la inclusión de cláusulas sociales en la contratación 

pública de bienes y servicios mediante el establecimiento de criterios de valoración de 
ofertas vinculados con la satisfacción de exigencias sociales propias de las categorías de 
población especialmente desfavorecida a las que pertenezcan las personas usuarias o 
beneficiarias de las prestaciones de dicha contratación, en los términos señalados en la 
legislación de contratos del sector público.
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Disposición adicional octava.  Plazo de tramitación de los procedimientos sancionadores 
en materia de políticas sociales, dependencia y discapacidad y de la protección a la infancia 
y la familia.

Los procedimientos sancionadores incoados en virtud de infracciones cometidas en el 
ámbito de la aplicación de la presente ley y, en particular, de la legislación reguladora de la 
participación de las personas mayores y de la solidaridad entre generaciones, de la 
legislación reguladora del sistema para la autonomía y la atención a la dependencia, así 
como las relativas a las personas con discapacidad y la protección a la infancia y la familia, 
deberán resolverse y notificarse en el plazo máximo de seis meses a contar desde la fecha 
del acuerdo de incoación del procedimiento.

Se producirá la caducidad si no hubiese recaído resolución definitiva transcurrido ese 
plazo desde la incoación del expediente, teniendo en cuenta las posibles interrupciones de 
su cómputo por causas imputables a las personas o entidades interesadas o por alguna de 
las causas previstas de suspensión del procedimiento.

Disposición adicional novena.  Régimen jurídico para el ejercicio del derecho a la no 
inmovilización, restricción o sujeción física.

1. Para el ejercicio del derecho reconocido a las personas usuarias de los servicios 
residenciales incluidos en la presente ley, en todo caso, la restricción física o el tratamiento 
farmacológico requerirán de una supervisión continuada y su aplicación lo será de forma 
excepcional y por tiempo determinado, debiendo quedar debidamente documentadas en el 
expediente del usuario. Tanto la restricción o sujeción física como el tratamiento 
farmacológico habrán de obedecer siempre a los principios de necesidad, excepcionalidad, 
proporcionalidad y temporalidad y requerirán para su aplicación, salvo los supuestos de 
peligro inminente para la seguridad física del usuario o terceros, de la firma de la persona 
afectada o su representante legal mediante documento escrito de consentimiento informado.

2. Dichas actuaciones efectuadas por el centro o recurso residencial se comunicarán a 
los familiares directos de la persona afectada. Asimismo, se comunicarán al Ministerio Fiscal.

Disposición adicional décima.  Ayudas a los traslados de personas usuarias y sus 
acompañantes fuera de su isla de residencia y dentro del territorio nacional.

El Gobierno de Canarias aprobará reglamentariamente, en el plazo máximo de un año 
desde la entrada en vigor de la presente ley, las ayudas al desplazamiento y dietas 
correspondientes, así como el acceso a las mismas para los casos en que las personas 
usuarias de servicios sociales y sus acompañantes deban trasladarse a otra isla o al resto 
del territorio nacional para recibir un servicio obligatorio o algún trámite obligatorio asociado 
a estos servicios.

Disposición adicional undécima.  Criterios para la determinación de la capacidad 
económica de las personas usuarias del sistema público de servicios sociales.

Dentro del plazo máximo de los seis meses siguientes a la entrada en vigor de la 
presente ley, el Gobierno de Canarias aprobará un decreto en el que se establezcan los 
criterios para determinar la capacidad económica de las personas usuarias del sistema 
público de servicios sociales.

Disposición adicional duodécima.  Financiación.
1. En atención a las disponibilidades presupuestarias futuras y a la evolución general de 

la economía, la financiación de los servicios y prestaciones previstos en el catálogo se 
llevará a efecto en el plazo máximo de los seis años siguientes a la entrada en vigor de la 
presente ley, consignándose anualmente en los Presupuestos Generales de la Comunidad 
Autónoma durante ese periodo un incremento de, al menos, 55 millones de euros 
adicionales.

2. Sin perjuicio de lo anterior, el primer plan cuatrienal a que hace referencia el artículo 
56 de la presente ley, destinado a la financiación de los servicios sociales de atención 
primaria y comunitaria, será aprobado en el primer semestre de 2020 con una ficha 
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financiera suficiente para alcanzar, dentro del primer plan cuatrienal, como mínimo, el 33% 
de la cantidad prevista para el periodo total de doce años.

Disposición adicional decimotercera.  Régimen de compatibilidades e incompatibilidades 
de las prestaciones de atención a la dependencia en la Comunidad Autónoma de Canarias.

1. El servicio de atención residencial es incompatible con cualquier otra prestación del 
sistema de atención a la dependencia.

2. Los alojamientos especiales para personas en situación de dependencia en razón de 
los distintos tipos de discapacidad son compatibles con:

a) El servicio de centro de día.
b) El servicio de promoción de la autonomía personal.
c) La prestación vinculada a los servicios de centro de día y de promoción de la 

autonomía personal.
3. El servicio de centro de día es compatible con:
a) Los alojamientos especiales.
b) El servicio de ayuda a domicilio.
c) El servicio de promoción de la autonomía personal.
d) El servicio de teleasistencia.
e) La prestación económica para cuidados en el entorno familiar.
f) La prestación vinculada a los servicios de ayuda a domicilio, promoción de la 

autonomía personal y teleasistencia.
g) La prestación económica de asistencia personal.
4. El servicio de centro de noche es compatible con:
a) El servicio de ayuda a domicilio.
b) El servicio de promoción de la autonomía personal.
c) El servicio de teleasistencia.
d) La prestación económica para cuidados en el entorno familiar.
e) La prestación vinculada a los servicios de ayuda a domicilio y promoción de la 

autonomía personal y teleasistencia.
5. El servicio de ayuda a domicilio es compatible con:
a) El servicio de centro de día.
b) El servicio de centro de noche.
c) El servicio de promoción de la autonomía personal.
d) El servicio de teleasistencia.
e) La prestación económica para cuidados en el entorno familiar.
f) La prestación vinculada a los servicios de centro de día, centro de noche, promoción 

de la autonomía personal y teleasistencia.
6. El servicio de promoción de la autonomía personal es compatible con:
a) Los alojamientos especiales.
b) El servicio de ayuda a domicilio.
c) El servicio de centro de día.
d) El servicio de centro de noche.
e) El servicio de teleasistencia.
f) La prestación económica para cuidados en el entorno familiar.
g) La prestación vinculada a los servicios de ayuda a domicilio, centro de día, centro de 

noche y teleasistencia.
h) La prestación económica de asistencia personal.
7. La prestación económica de cuidados en el entorno familiar es compatible con:
a) El servicio de centro de día.
b) El servicio de centro de noche.
c) El servicio de ayuda a domicilio.
d) El servicio de promoción de la autonomía personal.
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e) El servicio de teleasistencia.
8. La prestación económica de asistencia personal es compatible con:
a) El servicio de centro de día.
b) El servicio de promoción de la autonomía personal.
c) El servicio de teleasistencia.
9. El servicio de teleasistencia es compatible con todas las prestaciones de servicio y 

económicas, excepto con el servicio de atención residencial, los alojamientos especiales y la 
prestación vinculada a los servicios de atención residencial.

10. Las prestaciones económicas son incompatibles entre sí.
11. Cada persona dependiente no podrá recibir más de dos prestaciones, ya sean de 

servicio o económicas. No obstante, podrá recibir el servicio de teleasistencia unido a otras 
dos prestaciones diferentes, siempre que estas últimas resulten compatibles entre sí.

12. La prestación económica vinculada a un servicio será incompatible con el servicio de 
la misma naturaleza.

13. Solo podrán disfrutarse de forma simultánea varias prestaciones cuando se 
encuentre expresamente prevista la compatibilidad de las mismas.

Disposición adicional decimocuarta.  Colaboración entre el sistema público de servicios 
sociales y el sistema judicial.

1. El Gobierno de Canarias, a partir de la entrada en vigor de la presente ley, desarrollará 
las actuaciones oportunas encaminadas a promover el apoyo, la colaboración y coordinación 
entre los servicios y prestaciones que correspondan, respectivamente, al sistema judicial y al 
sistema público de servicios sociales, en el ejercicio de las competencias propias atribuidas 
a cada uno de ellos. Dichas actuaciones irán especialmente orientadas a atender a las 
personas vulnerables, antes, durante y después de haber tenido que vivir situaciones de 
privación de libertad u otras circunstancias que tengan que ver con las actuaciones 
judiciales, tales como desahucios, divorcios, declaraciones de desamparo, incapacitación y 
protección judicial tutelar, entre otras.

2. Asimismo, y en colaboración con el Consejo General del Poder Judicial, el Gobierno 
de Canarias promoverá la adopción de acuerdos y/o protocolos de colaboración en materia 
de formación orientados a la especialización de los jueces y juezas para las diferentes 
actuaciones en los temas de menores, familia y mujer. Igualmente, se promoverán acuerdos 
para el reforzamiento y la formación del personal especializado en el ámbito del sistema 
judicial y se fomentarán los puntos de encuentro familiar especializados y la figura de 
coordinación de la parentalidad.

3. Para velar por el cumplimiento de los objetivos definidos en la presente disposición, el 
Gobierno de Canarias, en el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la presente 
ley, constituirá la Comisión de Asesoramiento y Supervisión en el Ámbito Social y Judicial, 
que será convocada por la dirección general competente de la consejería del Gobierno a la 
que se le atribuya tal competencia. Su composición, organización y funcionamiento será 
objeto de desarrollo a través de norma reglamentaria.

Disposición transitoria primera.  Disposiciones vigentes con carácter transitorio.
Serán de aplicación las disposiciones reglamentarias vigentes en materia de servicios 

sociales en todo lo que no contradiga o se oponga a lo establecido en la presente ley hasta 
que se aprueben los reglamentos de desarrollo necesarios.

Disposición transitoria segunda.  Obligación de comunicación de las entidades de 
iniciativa social.

Hasta tanto no se produzca la aprobación por el Gobierno de Canarias del decreto por el 
que se establezcan los criterios para determinar la capacidad económica de las personas 
usuarias del sistema público de servicios sociales, la participación económica en el coste de 
los servicios por parte de dichas personas quedará sujeta a la previa comunicación a las 
administraciones competentes.
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Disposición transitoria tercera.  Prórroga temporal de la financiación de los servicios 
prestados por la iniciativa social.

Mientras no se dicten las correspondientes normativas de desarrollo en materia de 
conciertos sociales, se prorrogarán aquellos convenios vigentes a la fecha de entrada en 
vigor de esta ley, siempre que exista acuerdo entre las partes.

Disposición transitoria cuarta.  Autorización y acreditación provisional de funcionamiento 
de los centros y servicios contemplados en esta ley.

Hasta tanto no se dicten las correspondientes normativas de desarrollo de los requisitos 
para otorgar las correspondientes autorizaciones y acreditaciones para el funcionamiento de 
centros y la prestación de los servicios contemplados en esta ley, se podrán conceder por la 
consejería competente autorizaciones y acreditaciones provisionales de funcionamiento, por 
un periodo máximo de dos años.

Disposición derogatoria única.  Disposiciones que se derogan.
1. Queda derogada la Ley 9/1987, de 28 de abril, de Servicios Sociales.
2. Queda derogado el Decreto 100/1998, de 26 de junio, por el que se regula la 

composición y funcionamiento de la Comisión Tutelar del Mayor legalmente incapacitado.
3. Queda derogado el Decreto 93/2014, de 19 de septiembre, por el que se establecen 

los criterios para determinar la capacidad económica de la persona beneficiaria del Sistema 
para la Autonomía y Atención a la Dependencia y su participación económica en el coste de 
los servicios, así como la determinación de la cuantía de las prestaciones económicas del 
sistema en la Comunidad Autónoma de Canarias.

4. Quedan derogados los artículos 15 y 16 del Decreto 131/2011, de 17 de mayo, por el 
que se establecen las intensidades de protección de los servicios y los criterios para 
determinar las compatibilidades y las incompatibilidades entre las prestaciones de atención a 
la dependencia del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia en el ámbito de 
la Comunidad Autónoma de Canarias.

5. Igualmente, se derogan cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a 
lo establecido en la presente ley.

Disposición final primera.  Desarrollo y ejecución.
Se faculta al Gobierno de Canarias para dictar cuantas disposiciones reglamentarias 

sean necesarias para el desarrollo de la presente ley, así como para acordar las medidas 
necesarias para garantizar la efectiva ejecución e implantación de las previsiones de esta 
ley.

Disposición final segunda.  Modificación de la Ley 2/2015, de 9 de febrero, de modificación 
de la Ley 1/2007, de 17 de enero, por la que se regula la Prestación Canaria de Inserción.

La Ley 2/2015, de 9 de febrero, de modificación de la Ley 1/2007, de 17 de enero, por la 
que se regula la Prestación Canaria de Inserción, queda modificada en los siguientes 
términos:

Uno. Se modifica el artículo 2 que queda redactado como se señala a continuación:

«Artículo 2.  Alcance.
1. La ayuda económica básica podrá ser solicitada por aquellas personas que 

reúnan los requisitos establecidos en el título II de la presente ley.
2. La percepción de la ayuda económica básica se orientará a garantizar la 

inclusión social de las personas beneficiarias.
3. Sin perjuicio de lo anterior, podrá condicionarse la percepción de la ayuda 

económica a la realización de actividades de inserción, programadas según el 
procedimiento que reglamentariamente se desarrolle, por todas o algunas de 
aquellas personas que integren la unidad de convivencia del solicitante de la ayuda 

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DE LAS ISLAS CANARIAS

§ 5  Ley de Servicios Sociales de Canarias

– 153 –



económica básica y que se encuentran en una situación o proceso de exclusión 
social.»

Dos. Se adiciona una nueva letra g) al apartado 1.1.º) del artículo 7, que queda 
redactada como se señala a continuación:

«g) Las familias con menores a su cargo y sin rentas o con rentas inferiores al 
Iprem.»

Tres. Se adiciona una nueva letra j) al apartado 2 del artículo 7, que queda redactada 
como se señala a continuación:

«j) Ser padre, madre o tutor/a de menores a su cargo y sin rentas o con rentas 
inferiores al Iprem.»

Cuatro. Se modifica el artículo 16, que queda redactado como se señala a continuación:

«Artículo 16.  Duración.
1. El derecho a la percepción de la ayuda económica básica tendrá una duración 

de doce mensualidades, sin perjuicio de su suspensión o extinción por las causas 
contempladas en la presente ley y en sus normas de desarrollo, o de la renovación, 
en su caso.

2. No obstante, permanecerán en el sistema de la Prestación Canaria de 
Inserción, sin duración determinada, las familias beneficiarias con menores a su 
cargo, sin rentas o con rentas inferiores al Iprem, que estén recibiendo dicha 
prestación y cumplan con los requisitos y circunstancias establecidos en el artículo 7 
de la presente ley.

3. Asimismo, con carácter excepcional podrán permanecer en el sistema de la 
Prestación Canaria de Inserción, sin duración determinada, las personas perceptoras 
que se encuentren en una situación de especial vulnerabilidad y que no hayan 
concluido sus itinerarios de inserción sociolaboral.»

Disposición final tercera.  Modificación de la Ley 1/2007, de 17 de enero, por la que se 
regula la Prestación Canaria de Inserción.

La Ley 1/2007, de 17 de enero, por la que se regula la Prestación Canaria de Inserción, 
queda modificada en los siguientes términos:

Uno. Se modifica el apartado 5 del artículo 12, que queda redactado como se señala a 
continuación:

«5. Asimismo, si se hubiera determinado su necesidad para el caso concreto, se 
confeccionará el programa específico de actividades de inserción dirigido a la unidad 
de convivencia en la forma prevista en el título III de la presente ley, contando con la 
participación y consentimiento del solicitante de la Prestación Canaria de Inserción y 
de cada uno de los miembros de su unidad de convivencia que sean beneficiarios del 
programa. En el caso de que no se pudiesen obtener dichos consentimientos por 
causa imputable a los interesados, el solicitante deberá suscribir las alegaciones que 
expliquen los motivos y aportar cuantos documentos u otros elementos de juicio 
estime oportuno al expediente. El programa específico de inserción se ajustará al 
modelo normalizado que al efecto se establezca en las normas de desarrollo de la 
presente ley.»

Dos. Se modifica el artículo 25, que queda redactado como se señala a continuación:

«Artículo 25.  Naturaleza.
1. La Prestación Canaria de Inserción, en virtud de lo señalado en el artículo 2.3, 

podrá condicionar la percepción de la ayuda económica básica a la realización de 
actividades de inserción por los beneficiarios de la prestación que se encuentren en 
situación de necesidad relacionada con dificultades:
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a) Para conseguir una adecuada integración social ante situaciones de 
marginación derivadas de circunstancias personales desfavorables de las personas 
que constituyen la unidad de convivencia.

b) Para superar desajustes convivenciales derivados de limitaciones personales, 
problemáticas familiares o propiciadas por su entorno.

c) Para informarse sobre el acceso a los recursos destinados a la protección y 
participación social.

d) En general, para evitar dificultades relacionadas con la falta de medios de 
subsistencia.

2. En función de las particulares condiciones que concurran en las distintas 
unidades de convivencia, se procederá, si así se determina durante su tramitación, a 
establecer programas específicos de actividades de inserción y, en su caso, 
programas particularmente dirigidos a algún miembro de la unidad de convivencia.»

Disposición final cuarta.  Modificación de la disposición adicional primera del Decreto 
131/2011, de 17 de mayo, por el que se establecen las intensidades de protección de los 
servicios y los criterios para determinar las compatibilidades y las incompatibilidades entre 
las prestaciones de atención a la dependencia del Sistema para la Autonomía y Atención a la 
Dependencia en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Canarias.

Se modifica la disposición adicional primera del Decreto 131/2011, de 17 de mayo, por el 
que se establecen las intensidades de protección de los servicios y los criterios para 
determinar las compatibilidades y las incompatibilidades entre las prestaciones de atención a 
la dependencia del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia en el ámbito de 
la Comunidad Autónoma de Canarias, quedando con la siguiente redacción:

«Disposición adicional primera.  Revisión de las prestaciones del Sistema para la 
Autonomía y Atención a la Dependencia en supuestos de inicio de una relación 
laboral.

El desarrollo de una relación laboral por cuenta ajena por una persona con 
dependencia reconocida no será obstáculo legal para seguir percibiendo las 
prestaciones que le pudieran corresponder por su condición de persona dependiente.

No obstante, en las situaciones de personas con grado de dependencia 
reconocido que inicien una relación laboral, deberán comunicar esta circunstancia al 
centro directivo con competencias en materia de dependencia a los efectos de la 
revisión, en su caso, de la prestación económica asignada en el Programa Individual 
de Atención, mientras se mantenga dicha relación laboral.»

Disposición final quinta.  Modificación del artículo 34 de la Ley 3/1996, de 11 de julio, de 
participación de las personas mayores y de la solidaridad entre generaciones.

Se modifica el artículo 34 de la Ley 3/1996, de 11 de julio, de participación de las 
personas mayores y de la solidaridad entre generaciones, quedando con la siguiente 
redacción:

«Artículo 34.  De la tutela legal de personas mayores incapacitadas.
1. El cumplimiento de los deberes tutelares de personas con la capacidad de 

obrar modificada se ejercerá conforme a lo dispuesto en el título X del Código Civil. 
Todas las medidas que se adopten estarán dirigidas tanto a la guarda y protección de 
la persona y bienes del mayor tutelado como a propiciarle la integración y 
normalización en su propio medio social o, alternativamente, facilitarle los recursos 
sociales idóneos para su desarrollo y bienestar social.

2. Corresponderá a la consejería con competencias en asuntos sociales ejercer 
la protección y guarda de la persona y de los bienes de los mayores incapacitados 
cuando por sentencia judicial firme le sea asignada su tutela legal a la Administración 
de la Comunidad Autónoma de Canarias.
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3. Mediante decreto del Gobierno de Canarias, se creará, en sustitución de la 
Comisión Tutelar del Mayor, el Consejo Tutelar de Canarias, que será el órgano 
encargado de gestionar, coordinar administrativamente y definir el modelo de tutela 
de las personas mayores y/o con discapacidad. Dicho Consejo Tutelar contará con la 
participación del Gobierno de Canarias, el Servicio Canario de la Salud, la Fecam, la 
Fecai, una representación del ámbito judicial y de la Fiscalía y una representación de 
las fundaciones tutelares. Mientras la tutela está ostentada por el Gobierno de 
Canarias a través de la consejería competente para ello, la guarda podrá ser 
responsabilidad de los cabildos o de las fundaciones, tanto públicas como de 
iniciativa social.

4. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados anteriores, también se podrá 
atribuir la titularidad y/o el ejercicio de la tutela para la protección y guarda de la 
persona y sus bienes a las personas jurídicas públicas o privadas sin ánimo de lucro 
que se dediquen a la protección y apoyo de personas con capacidad modificada 
judicialmente, siempre que estén inscritas en el registro único que establece esta ley 
y tengan la correspondiente acreditación y autorización.»

Disposición final sexta.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial 

de Canarias».
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§ 6

Ley 5/2022, de 19 de diciembre, de la renta canaria de ciudadanía

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 255, de 29 de diciembre de 2022

«BOE» núm. 30, de 4 de febrero de 2023
Última modificación: 24 de febrero de 2023

Referencia: BOE-A-2023-2940

Sea notorio a todos los ciudadanos y ciudadanas que el Parlamento de Canarias ha 
aprobado y yo, en nombre del Rey y de acuerdo con lo que establece el artículo 47.1 del 
Estatuto de Autonomía de Canarias, promulgo y ordeno la publicación de la Ley 5/2022, de 
19 de diciembre, de la Renta Canaria de Ciudadanía.

PREÁMBULO

I
Vivir dignamente es una de las condiciones humanas más básicas a las que aspira una 

persona y un derecho irrenunciable. El derecho a una vida digna puede garantizarse de 
múltiples formas, y para ello es esencial la implicación y participación individual, social y de 
los poderes públicos. Para alcanzarlo, es imprescindible el acceso a servicios esenciales 
como la sanidad, la educación, la vivienda, los servicios sociales, el sistema de la 
dependencia, las pensiones o la cultura, entre otras áreas. No obstante, para poder vivir con 
dignidad en el sistema social actual, es necesario, además, disponer de unos mínimos 
recursos económicos.

La carencia o la insuficiencia de cualquiera de estas coberturas es negativa no solo para 
la persona que la sufre y su entorno familiar, sino también para toda la sociedad, ya que esto 
deriva en situaciones de riesgo o exclusión social, aumento del riesgo de enfermedades, 
empeoramiento de la salud pública y, en definitiva, deterioro de las relaciones cívicas.

Para poder integrarse en la sociedad actual es necesario participar en ella, en sus 
instituciones, conocer y hacer efectivos derechos y deberes. Para ello es imprescindible 
disponer de un mínimo de recursos económicos que permitan, ya no solo sobrevivir, sino 
garantizar un mínimo de condiciones que permitan una vida digna. Así se ha recogido por 
todas las instituciones, desde el ámbito internacional, europeo y nacional hasta la realidad de 
nuestro archipiélago.

La exclusión económica y social de amplios sectores de la sociedad canaria genera una 
sociedad desigual, que no solo es injusta, sino también ineficiente en términos económicos. 
La falta de ingresos, producto de una sociedad con cada vez menos empleo, afecta al 
consumo y, por tanto, al sostenimiento del tejido productivo, especialmente a las pequeñas y 
medianas empresas.

El anhelo de conseguir la igualdad de oportunidades para todas las personas, 
independientemente del lugar de nacimiento y de los recursos familiares con los que se 
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cuente, será posible si existe una intervención pública que equilibre la balanza, propiciando 
una sociedad más equitativa. Solo haciendo efectivo el derecho a un ingreso vital se puede 
posibilitar el ejercicio de otros derechos que están interrelacionados. El cumplimiento del 
derecho a la educación tiene que ver con gratuidad, con becas, material escolar, etc., pero 
también con contar con los recursos adecuados que garanticen una vivienda digna, una 
alimentación adecuada que promueva el desarrollo físico y cognitivo, en definitiva, una 
seguridad vital que propicie la potenciación de las capacidades de las personas y las 
comunidades.

El artículo 22 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, proclamada y 
aprobada por la Asamblea General de Naciones Unidas en 1948, establece que toda 
persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social y a obtener, 
mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, según la organización y los 
recursos de cada país, la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales 
indispensables para su dignidad y el libre desarrollo de su personalidad. Asimismo, el 
artículo 23.3 del mismo texto indica que toda persona que trabaja tiene derecho a una 
remuneración equitativa y satisfactoria que le asegure, así como a su familia, una existencia 
conforme a la dignidad humana y que será completada, en caso necesario, por cualesquiera 
otros medios de protección social. Por su parte, el artículo 25.1 reconoce y define el derecho 
de toda persona a un nivel de vida adecuado como aquel «que le asegure, así como a su 
familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la 
asistencia médica y los servicios sociales necesarios».

El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, hecho en Nueva 
York el 19 de diciembre de 1966 (Pidesc), ratificado por España el 13 de abril de 1977, y por 
tanto parte del ordenamiento jurídico interno conforme al artículo 96 de la Constitución 
española, así como su protocolo facultativo, recoge en su artículo 11 que «los Estados 
partes en el presente pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida 
adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una 
mejora continua de las condiciones de existencia. Los Estados parte tomarán medidas 
apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a este efecto la 
importancia esencial de la cooperación internacional fundada en el libre consentimiento».

Las Observaciones Generales del Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, órgano encargado de monitorear el cumplimiento del Pidesc, han establecido las 
condiciones de cumplimiento de los derechos recogidos en dicho tratado. En particular, la 
Observación General n.º 19, sobre el derecho a la seguridad social, recoge la necesidad de 
establecer protección más allá de los sistemas contributivos, mediante planes de asistencia 
social y prestaciones familiares; la observación general n.º 4 del derecho a una vivienda 
adecuada plantea que los Estados partes garanticen que los gastos de vivienda son 
asumibles al nivel de ingresos, estableciendo subsidios de vivienda para la población con 
dificultad de acceso; la observación general n.º 12, del derecho a la alimentación adecuada, 
recoge la obligación de los Estados de proteger a la población contra el hambre, y de 
avanzar progresivamente en la consecución de una alimentación adecuada a la población, lo 
cual requiere garantizar accesibilidad física y económica a los alimentos.

En el ámbito de la Unión Europea, el artículo 3.3 del Tratado de la Unión Europea recoge 
como una de sus finalidades que «la Unión combatirá la exclusión social y la discriminación y 
fomentará la justicia y la protección sociales, la igualdad entre mujeres y hombres, la 
solidaridad entre las generaciones y la protección de los derechos del niño». Para ello, el 
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE) determina que «en la definición y 
ejecución de sus políticas y acciones, la Unión tendrá en cuenta las exigencias relacionadas 
con la promoción de un nivel de empleo elevado, con la garantía de una protección social 
adecuada, con la lucha contra la exclusión social y con un nivel elevado de educación, 
formación y protección de la salud humana». Además, el artículo 1 del TFUE tiene presentes 
los Derechos Sociales Fundamentales que se indican en la Carta Social Europea, firmada en 
Turín el 18 de octubre de 1961 y ratificada por España el 29 de abril de 1980, y en la Carta 
comunitaria de los derechos sociales fundamentales de los trabajadores, aprobada en Niza 
el 7 de diciembre de 2000. Se reconoce el derecho a una ayuda social para garantizar una 
existencia digna en el apartado 3 del artículo 34 de la Carta de los Derechos Fundamentales 
de la Unión Europea, proclamada en Estrasburgo el 12 de diciembre de 2007, que hace 
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referencia a la seguridad social y a la ayuda social, cuando dispone que «Con el fin de 
combatir la exclusión social y la pobreza, la Unión reconoce y respeta el derecho a una 
ayuda social y a una ayuda de vivienda para garantizar una existencia digna a todos 
aquellos que no dispongan de recursos suficientes, según las modalidades establecidas por 
el Derecho comunitario y las legislaciones y prácticas nacionales».

Con este fin, la Comisión Europea propuso la Estrategia Europa 2020 para un 
crecimiento inteligente, sostenible e integrador, teniendo entre sus objetivos la reducción en 
20 millones del número de personas en situación de pobreza y exclusión social para el año 
2020. Con esta finalidad la Comisión Europea ha lanzado la Plataforma Europea contra la 
Pobreza y la Exclusión Social (European Anti-Poverty Network-EAPN), que insta a los 
Estados miembros a trabajar con el fin de mejorar el acceso al trabajo, a la seguridad social, 
a los servicios básicos (asistencia sanitaria, vivienda, etc.) y a la educación; a utilizar mejor 
los fondos de la Unión Europea para dar apoyo a la inclusión social y combatir la 
discriminación; y a avanzar hacia la innovación social para encontrar soluciones inteligentes 
en la Europa que surge de la crisis, especialmente de cara a un apoyo social más eficaz.

El Pilar Europeo de Derechos Sociales, aprobado de manera conjunta por el Parlamento 
Europeo, el Consejo y la Comisión el 17 de noviembre de 2017, establece 20 principios para 
lograr una Unión Europea más justa e inclusiva. Dentro de estos principios destacan el 11. 
«Asistencia y apoyo a los niños», derecho a la protección de niños y niñas contra la pobreza 
y a medidas destinadas a promover la igualdad de oportunidades; 14. «Renta mínima», 
derecho de prestaciones suficientes que protejan ante la falta de ingresos a lo largo de todo 
el ciclo vital, así como a servicios de capacitación e incentivos a la inclusión laboral; 17. 
«Inclusión de las personas con discapacidad», derecho de las personas con discapacidad a 
una ayuda a la renta que garantice una vida digna; 19. «Vivienda y asistencia para las 
personas sin hogar», acceso a viviendas sociales o ayudas para la vivienda. Servicios que 
promuevan la inclusión social de las personas sin hogar; 20. «Acceso a los servicios 
esenciales», apoyo para facilitar el acceso a personas con dificultades económicas a 
servicios esenciales como la energía, el agua, el transporte, etc.

En dicho documento se define la «renta mínima» en el sentido de que «toda persona que 
carezca de recursos suficientes tiene derecho a unas prestaciones de renta mínima 
adecuadas que garanticen una vida digna a lo largo de todas las etapas de la vida, así como 
el acceso a bienes y servicios de capacitación. Para las personas que pueden trabajar, las 
prestaciones de renta mínima deben combinarse con incentivos a la (re)integración en el 
mercado laboral».

Cabe destacar también la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, aprobada 
mediante la Resolución 70/1, de 25 de septiembre de 2015, de la Asamblea General de 
Naciones Unidas, en la que se fijan los Objetivos de Desarrollo Sostenible que se deben 
lograr progresivamente entre los años 2015 y 2030. Entre estos se encuentra el objetivo de 
mantener el crecimiento de los ingresos del 40% más pobre de la población a una tasa 
superior a la media nacional de cada país y la promoción de la inclusión social, económica y 
política de todas las personas, a través de un enfoque basado en el igual acceso a los 
derechos humanos y por medio también de un enfoque de género.

A nivel nacional, el artículo 1 de la Constitución española constituye a España como un 
«Estado social», lo que exige la intervención de los poderes públicos mediante una 
inmediata y adecuada respuesta, de acuerdo con los principios rectores de la política social y 
económica reconocidos en el título I de la Constitución española. En este sentido, el artículo 
9.2 de la Constitución compromete a los poderes públicos, estableciendo que tienen la 
obligación constitucional de promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del 
individuo sean reales y efectivas, así como de eliminar los obstáculos que impidan o 
dificulten su plenitud; y de facilitar la participación de toda la ciudadanía en la vida política, 
económica, cultural y social. Esto es esencial para la consecución de lo establecido en el 
artículo 10.1 que señala que «la dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son 
inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los 
demás son fundamento del orden político y de la paz social», así como el derecho a la 
igualdad proclamado en el artículo 14 de nuestra norma fundamental.

Otros preceptos constitucionales relevantes son: los artículos 39.1 (derecho a la 
protección social y económica), 40.1 (derecho a una distribución de la renta personal más 

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DE LAS ISLAS CANARIAS

§ 6  Ley de la renta canaria de ciudadanía

– 159 –



equitativa) y 41 (derecho a una asistencia y prestaciones sociales suficientes ante 
situaciones de necesidad, especialmente en caso de desempleo).

Los derechos, deberes y libertades mencionados son reconocidos en el ámbito 
autonómico de Canarias por el vigente Estatuto de Autonomía, aprobado por la Ley Orgánica 
1/2018, de 5 de noviembre, en su artículo 9.1 que establece que «las personas que ostentan 
la condición política de canarios son titulares de los derechos, deberes y libertades 
reconocidos en la Constitución española y en el presente Estatuto, así como en el Derecho 
de la Unión Europea y en los instrumentos internacionales de protección de los derechos 
humanos, individuales y colectivos, en particular, en la Declaración Universal de Derechos 
Humanos». Del mismo modo, en su artículo 37, establece que los poderes públicos canarios 
han de regir sus actuaciones de conformidad con determinados principios rectores, entre los 
que se encuentran la promoción de las condiciones necesarias para el libre ejercicio de los 
derechos y libertades de los ciudadanos y las ciudadanas y la igualdad de los individuos y 
los grupos en que se integran.

Por otra parte, dada la finalidad de esta ley y el ámbito material de competencias en las 
que se inserta, la presente disposición forma parte del bloque normativo sobre servicios 
sociales derivado de las competencias exclusivas en esa materia reconocidas en el Estatuto 
de Autonomía de Canarias. En efecto, el Estatuto de Autonomía de Canarias, establece en 
su artículo 142, referido a los «Servicios sociales», que «1. Corresponde a la Comunidad 
Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en materia de servicios sociales, que 
incluye, en todo caso: a) La regulación y la ordenación de los servicios sociales, las 
prestaciones técnicas y económicas con finalidad asistencial o complementaria de otros 
sistemas de previsión pública, así como de los planes y programas específicos dirigidos a 
personas y colectivos en situación de pobreza o de necesidad social. (...)».

Igualmente, en consonancia con las disposiciones y objetivos de garantizar el derecho a 
una vida digna y luchar contra la pobreza y la exclusión social, el artículo 24 del citado 
Estatuto de Autonomía reconoce el «derecho a una renta de ciudadanía». El apartado 1 
establece que «las personas que se encuentren en situación de exclusión social tienen 
derecho a acceder a una renta de ciudadanía en los términos que establezcan las leyes». 
Por su parte, el apartado 2 establece que «los poderes públicos canarios velarán por 
erradicar los efectos de la pobreza y la exclusión social en las personas que viven en 
Canarias a través del desarrollo de los servicios públicos».

La presente ley viene a ser, pues, el necesario complemento regulatorio de las 
prestaciones «dirigidas al sostenimiento de las necesidades básicas y a la inclusión social de 
personas, familias o colectivos» a que se refiere el artículo 21.2, letra a) de la Ley de 
Servicios Sociales de Canarias y, en este caso entendida en su modalidad de prestación 
económica de percepción periódica vinculada a la inclusión social, es decir, aquella 
destinada a los hogares sin ingresos y en situación de necesidad social, sea cual sea la 
causa, actuando como última red de protección social para atender a las personas que 
queden desamparadas, en los términos señalados en el apartado 3, letra k) del mismo 
precepto de la ley.

Pero afirmado lo anterior, debe precisarse igualmente que esta ley deviene en desarrollo, 
no tanto de la Ley de Servicios Sociales citada, sino del mencionado artículo 24.1 del 
Estatuto de Autonomía, que reconoce el derecho de las personas que se encuentren en 
situación de exclusión social a acceder a una renta de ciudadanía en los términos que 
establezcan las leyes. Pues bien, de lo expuesto se colige que esta ley es una norma 
especial cuyo objeto es la regulación integral de una concreta y específica prestación: la 
renta de ciudadanía en su concepción más amplia y el derecho a los programas y servicios 
de inclusión social y/o inserción laboral que en la misma se establecen y regulan.

II
La crisis sanitaria ocasionada por la pandemia de la COVID-19 ha agravado de 

inmediato las situaciones de vulnerabilidad en la población canaria a partir del año 2020. La 
pérdida de puestos de trabajo pone en peligro la subsistencia de las familias, cuando 
muchas de ellas aún no habían superado las consecuencias sociales de la anterior crisis 
global del año 2008, que ya había provocado profundos cambios socioeconómicos, algunos 
de ellos estructurales. Al colectivo de personas en exclusión o en riesgo de estarlo se 
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incorporaron, no solo aquellas personas que ya no perciben prestaciones y que necesitan 
insertarse en el mercado laboral al perder su puesto de trabajo, sino incluso aquellas que 
trabajando, continúan en situación de precariedad extrema y, por supuesto, a las personas 
pensionistas con escasas rentas, especialmente aquellas que perciben las pensiones no 
contributivas. Los estudios existentes sobre la pobreza y la exclusión social en Canarias 
ponen de manifiesto que es una de las comunidades autónomas con mayor riesgo de 
pobreza y exclusión social de España.

El X Informe «El estado de la Pobreza. Seguimiento del indicador de pobreza y exclusión 
social en España 2008-2019», elaborado por la EAPN-ES (Red Europea de Lucha contra la 
Pobreza y la Exclusión Social en el Estado español, entidad perteneciente a la plataforma 
europea de entidades sociales que trabajan y luchan contra la pobreza y la exclusión social 
en los países miembros de la Unión Europea), pone de manifiesto que el indicador Arope 
(At-Risk-Of Poverty and Exclusion), indicador europeo que suma las tasas de pobreza, de 
carencia material y de baja intensidad de trabajo en el hogar, determina que un 35% de la 
población canaria se hallaba en riesgo de pobreza y/o exclusión social en 2019, lo que se 
traduce en unas 773.053 personas en términos absolutos. Se trata de una cifra que situaba a 
Canarias 10 puntos porcentuales por encima de la media nacional. Así, Canarias ocupaba la 
tercera posición entre todas las regiones, con una tasa que es solo inferior a Extremadura y 
Andalucía.

Con datos más recientes, la pobreza severa creció un 49% en Canarias en 2020 a raíz 
de la pandemia y afectaba ya a 373.665 personas, el 16,5% de la población total del 
archipiélago, lo que supone un total 132.285 personas más, según datos del inicio de la 
pandemia (2020) recogidos por la citada Red Europea de Lucha contra la Pobreza y la 
Exclusión Social en el Estado Español (EAPN-ES) en el II Informe El mapa de la pobreza 
severa en España. El paisaje del abandono (publicado en septiembre de 2021).

Por su parte, la encuesta de condiciones de vida (ECV) de 21 de julio de 2020 del INE 
arroja datos que reflejan que en los últimos años han aumentado las situaciones de 
desigualdad social en Canarias. Los ingresos medios anuales por persona fueron de 9.487 
euros en 2018. El 13,5% de los hogares canarios llegaron a fin de mes con «mucha 
dificultad» en 2019, siendo uno de los colectivos más afectados el de las personas menores 
de edad que sufren privaciones en necesidades básicas en el seno de sus familias. La 
realización de esta ECV permite poner a disposición de la Comisión Europea un instrumento 
estadístico de primer orden para el estudio de la pobreza y desigualdad, el seguimiento de la 
cohesión social en el territorio de su ámbito, el estudio de las necesidades de la población y 
del impacto de las políticas sociales y económicas sobre los hogares y las personas, así 
como para el diseño de nuevas políticas.

Más recientemente, según los últimos datos disponibles de la citada encuesta de 
condiciones de vida (julio 2021), el umbral de renta para considerar que un hogar está en 
pobreza severa es de 6.417,3 euros por unidad de consumo al año; es decir, cada persona 
debe sobrevivir con menos de 281 euros mensuales para el caso de una familia con dos 
adultos y dos menores, y con menos de 535 euros al mes si vive sola.

Por último, señalar que la crisis económica y la destrucción de empleo han precipitado la 
falta de ingresos en los hogares canarios. El desempleo en Canarias, con tasas del 18,8% 
en 2019 y del 25,04% en el tercer trimestre de 2020, según el Instituto Nacional de 
Estadística, ha afectado particularmente a las personas jóvenes residentes en Canarias, 
alcanzándose tasas de desempleo del 35,3% y del 61,72% entre la población menor de 25 
años en los años 2019 y en el tercer trimestre del 2020, respectivamente. La persistencia de 
la desocupación pone en peligro la protección económica de las personas sin trabajo, en el 
momento en el que se agotan las prestaciones y los subsidios por desempleo.

III
A partir de los datos señalados, se constata que la pobreza en Canarias y, con ella, la 

desigualdad social, lejos de ser una situación coyuntural, se ha consolidado como un 
fenómeno estructural, siendo múltiples los factores que la causan. No se trata de una mera 
escasez de recursos económicos, sino que han de considerarse también los componentes 
laborales, económicos, sociales, educativos y culturales que se encuentran en el origen de 
las situaciones de pobreza, precariedad y exclusión, que no solo se viven en nuestra 
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comunidad autónoma. La situación actual requiere encarar la crisis social y económica 
primando el interés general frente al particular y protegiendo a la sociedad con mecanismos 
como el de la renta de ciudadanía.

La protección social de ingresos mínimos en España se ha caracterizado por una 
dispersión que le ha restado efectividad a la hora de reducir los niveles de pobreza y 
exclusión, especialmente en el caso de la pobreza extrema.

Por un lado, está el sistema no contributivo del Estado, con múltiples y fragmentadas 
prestaciones, unas estables como las pensiones no contributivas y más recientemente con el 
ingreso mínimo vital (IMV), y otras de carácter temporal, como aquellas que se han ido 
prorrogando en función de los niveles de desempleo, destinadas a cubrir a colectivos 
específicos, personas desempleadas de larga duración, etc.

Por otro lado, y conviviendo con este sistema estatal, pero sin vinculación con él, están 
las rentas mínimas de las comunidades autónomas, que se han ido desarrollando desde los 
años 90 del pasado siglo en virtud de la competencia que estas tienen en materia social.

Durante esos años, el sistema de rentas mínimas de las comunidades autónomas ha 
venido sufriendo algunas transformaciones, especialmente con el objetivo de mejorar la 
cobertura y el derecho a la inclusión que lleva aparejado, ya que, salvo excepciones, estas 
no han servido para disminuir la pobreza ni facilitar mecanismos eficaces que reduzcan la 
exclusión social. La crisis de 2008 abrió el debate social sobre la garantía de ingresos en un 
momento de aumento de pobreza y de vulnerabilidad de las familias.

De la misma manera, los debates en torno a la renta básica inspiraron la reforma de los 
sistemas de rentas mínimas autonómicas hacia su universalidad y como propuesta de futuro, 
a la vez que los sindicatos presentaban en el Congreso de los Diputados una iniciativa 
legislativa popular para el desarrollo de una renta mínima estatal.

Todo este debate social y político ha tenido como consecuencia un hito histórico para la 
protección social en España, la aprobación del ingreso mínimo vital. Un ingreso permanente, 
con carácter de derecho subjetivo, que además viene a corregir las limitaciones del sistema 
no contributivo, aumentando la cobertura de las familias objeto de protección, que fue 
aprobado por el Estado mediante el Real Decreto Ley 20/2020, de 29 de mayo, y 
actualmente regulado en la Ley 19/2021, de 20 de diciembre, por la que se establece el 
ingreso mínimo vital.

La aprobación del ingreso mínimo vital (IMV) permite que la renta de ciudadanía pueda 
cubrir aquellos colectivos que queden fuera de aquel y al mismo tiempo ajustar este mínimo 
común para toda la ciudadanía al nivel de vida de cada comunidad, con el fin de avanzar en 
el cumplimiento de los derechos humanos universales.

En este sentido, la cuestión no es tanto sobre la cuantía de la prestación, sino sobre la 
cobertura. Las cuantías establecidas en el baremo del IMV suponen un gran avance en la 
lucha contra la pobreza, pero también es cierto que, en nuestra comunidad autónoma, esta 
prestación se quedaría corta en relación con el umbral de pobreza de nuestro territorio, que, 
a su vez, está determinado por el nivel de renta y por su distribución en él.

Por ello, la renta de ciudadanía en Canarias nace, por tanto, con la vocación de ser una 
prestación de carácter universal para las personas y familias que lo necesiten, como un 
derecho subjetivo, es decir, un derecho que corresponda a la persona mientras dure su 
situación, y que vaya de la mano con la inclusión social, también entendida como derecho 
subjetivo, facilitando así los mecanismos de inserción en la comunidad y en el mundo 
laboral, cuando esto sea posible.

Resulta, pues, necesario tener en cuenta el nuevo marco a partir de la entrada en vigor 
del IMV que permita generar políticas de protección, apoyo y complementariedad a las 
prestaciones económicas, evitando al mismo tiempo la sobreprotección o, incluso, el 
solapamiento de coberturas.

IV
Son varios los antecedentes normativos de la renta de ciudadanía, desarrollados en el 

marco de las competencias autonómicas atribuidas a nuestra región en materia de asistencia 
y bienestar social, recogidas en el entonces vigente artículo 30.13 del derogado Estatuto de 
Autonomía de Canarias, aprobado por la Ley Orgánica 10/1982, de 10 de agosto. En el 
ejercicio de dichas competencias, se aprobó la anterior Ley 9/1987, de 28 de abril, de 
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Servicios Sociales de la Comunidad Autónoma de Canarias. En el marco de esta ley, se 
aprobó igualmente el Decreto 133/1992, de 30 de julio, por el que se regulaban con carácter 
urgente ayudas económicas básicas. Se establecía así un programa de ayudas económicas 
para la integración social de las personas más necesitadas en Canarias. Las dificultades 
para acceder a la condición de persona beneficiaria de estas ayudas económicas, debido al 
carácter restrictivo de los requisitos de acceso, hicieron necesarias diversas modificaciones 
del citado Decreto 133/1992, como las que se llevaron a cabo a través de los decretos 
194/1993, de 24 de junio, y 83/1994, de 13 de mayo. Finalmente, este decreto fue derogado 
por el Decreto 13/1998, de 5 de febrero, por el que se regulaban las ayudas económicas 
básicas.

Tras tres décadas en vigor, la mencionada Ley 9/1987, de 28 abril, vio superado su 
marco legislativo por los cambios sociales, demográficos, económicos y laborales ocurridos 
en Canarias. La reforma del Estatuto de Autonomía de Canarias, aprobada por Ley Orgánica 
1/2018, de 5 de noviembre, determinó la necesidad de actualizar el marco legislativo 
regulador de los servicios sociales de la Comunidad Autónoma de Canarias. Su artículo 29.1 
establece que «todas las personas tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a 
las prestaciones y servicios del sistema público de servicios sociales de responsabilidad 
pública»; mientras que en el apartado 3 del mismo dispone que «los poderes públicos 
canarios establecerán, en la forma que determine la ley, planes especializados de atención 
para las personas que garanticen los derechos dispuestos en los artículos 16 y 24 del 
presente Estatuto».

Desde este compromiso surge la aprobación de la Ley 16/2019, de 2 de mayo, de 
Servicios Sociales de Canarias, que deroga la Ley 9/1987, de 28 abril. La nueva regulación 
tiene como finalidad lograr una mayor protección social en Canarias, instaurando el derecho 
a los servicios sociales, constituido como un derecho subjetivo y universal de la ciudadanía y 
garantizando los derechos sociales inspirados en los principios de universalidad, dignidad de 
las personas e igualdad en el acceso. La disposición adicional sexta de la mencionada ley 
establece que «en desarrollo de lo dispuesto por el artículo 24 del Estatuto de Autonomía de 
Canarias, el Gobierno presentará en el Parlamento de Canarias, dentro del plazo máximo de 
los dieciocho meses siguientes a la entrada en vigor de la presente ley, un proyecto de ley 
por el que se regule una prestación económica que tenga por objeto garantizar un mínimo de 
ingresos a aquellas personas o unidades de convivencia que se encuentren en situación de 
exclusión o en riesgo de estarlo».

Además de este mandato legal, se ha hecho necesario sustituir la Ley 1/2007, de 17 de 
enero, por la que se regula la prestación canaria de inserción (PCI), modificada por la Ley 
2/2015, de 9 de febrero, que dio por primera vez rango legal a la regulación de una ayuda 
económica básica. Siendo el objetivo de la mencionada ley lograr la inserción social, 
económica y laboral de la población con «especiales dificultades de integración», sin 
embargo, las limitaciones temporales en el disfrute de la prestación económica, junto a la 
supeditación de esta a las disponibilidades presupuestarias, han dificultado la consecución 
de dicha finalidad.

La insuficiente cobertura de la PCI se puso de manifiesto durante el estado de alarma 
por la pandemia iniciada en marzo de 2020, que resultó incapaz de proteger adecuadamente 
a las personas más afectadas por esta crisis, siendo muchas las personas y colectivos que 
quedaron desprotegidos. Ante esta situación de emergencia, se aprobó el Decreto ley 
6/2020, de 17 de abril, de medidas urgentes de carácter social dirigidas a las personas en 
situación de vulnerabilidad como consecuencia de la crisis sanitaria ocasionada por la 
COVID-19, con el fin de ampliar durante el estado de alarma, por un lado, las prestaciones 
de la PCI –para evitar un impacto económico prolongado más allá de la crisis sanitaria, 
dando prioridad a la protección de las familias más afectadas, reforzando la protección de las 
personas trabajadoras y los colectivos vulnerables–, y por otro lado, establecer un ingreso 
mínimo de emergencia. El ingreso canario de emergencia tuvo como objetivo cubrir, durante 
el estado de alarma, las necesidades básicas de todas aquellas personas que en el 
momento de la crisis por la pandemia no estaban protegidas por ninguna prestación pública 
ni disponían de otro tipo de rentas derivadas del trabajo u otra actividad económica.

A la vista de la insuficiente cobertura de la PCI y en desarrollo de los nuevos preceptos 
estatutarios, se quiere impulsar ahora esta ley como un instrumento de protección social a 
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largo plazo, de lucha contra la exclusión social y de consecución de la igualdad social 
efectiva. Asimismo, la renta de ciudadanía tiene un enfoque basado en el derecho subjetivo, 
superando la naturaleza asistencialista de la regulación anterior.

A la luz de todo lo expuesto y sustentada en principios de justicia social, promovidos por 
todas las instituciones, se aprueba la presente ley, con el objeto de garantizar una renta de 
ciudadanía en Canarias. La renta de ciudadanía es una prestación económica de carácter 
periódico dirigida a atender situaciones de vulnerabilidad económica y a sufragar los gastos 
básicos de personas, familias u otras unidades de convivencia, que se encuentren en 
situación de pobreza o exclusión social en Canarias, incluyendo expresamente a 
pensionistas y subsidiaria del IMV y de otras prestaciones públicas. Se caracteriza como un 
derecho subjetivo, de carácter individual, al cual se podrá acceder en función de los ingresos 
económicos de la unidad de convivencia, y con carácter complementario a las prestaciones 
económicas que tengan un menor importe y que puedan corresponder a las personas 
destinatarias, siendo así compatible con estas. El derecho subjetivo a la renta de ciudadanía 
está ligado, pues, al derecho que toda persona tiene a la inclusión social, tanto laboral, 
cuando esto sea posible, como de refuerzo de los lazos sociales y comunitarios.

Esta ley establece los requisitos para hacer efectivo este derecho, esto es, el acceso a la 
prestación económica, su duración temporal, las obligaciones de la persona titular durante el 
tiempo que la persona sea beneficiaria de la renta de ciudadanía, la posibilidad de 
modificación de la cuantía de la prestación, la posibilidad de suspensión y, en su caso, la 
pérdida del derecho.

Con carácter general para acceder al derecho de la renta de ciudadanía se ha 
establecido el cumplimiento del requisito de edad en tener cumplidos al menos 23 años y 
que alcanzará hasta el momento de cumplir los 65 años, para disfrutar del sistema de 
prestaciones diseñado en la presente ley, y ello, a fin de que la norma canaria se halle 
alineada básicamente con los mismos requisitos de edad contemplados en el artículo 5 de la 
Ley 19/2021, de 20 de diciembre, por la que se establece el ingreso mínimo vital, dado que 
esta nueva prestación estatal se ha configurado como un recurso esencialmente para 
personas vulnerables y/o en situación de exclusión social, como su finalidad principal, y no 
como una renta de emancipación de las personas jóvenes. No obstante, tanto en nuestra ley 
como en la estatal, se contemplan igualmente excepciones a dichos límites de edad, en 
función de una variada casuística prevista y descrita en el artículo 14 de la presente ley. En 
todo caso, en la norma canaria, para completar ese círculo de apoyo social y evitar 
eventuales situaciones de desprotección a las personas jóvenes menores de 23 años, esta 
ley diseña igualmente la renta de ciudadanía para la inclusión social de jóvenes que se 
configura como un ingreso económico de apoyo a la inclusión social para jóvenes 
emancipados, o de 17 años y hasta los 23 años, que no dispongan de recursos económicos 
suficientes.

La regulación de la duración de la prestación económica es una cuestión especialmente 
sensible cuando se trata de combatir la pobreza y la exclusión social. La presente ley 
reconoce el derecho a la renta de ciudadanía en sus distintas modalidades y complementos 
mientras subsista la situación de pobreza y exclusión social. Las situaciones de pobreza y 
exclusión social, como fenómeno estructural, no pueden someterse, por tanto, a un plazo de 
tiempo determinado. Es más, puede tratarse de situaciones de naturaleza no temporal, como 
es el caso de los pensionistas, o que, siendo temporales, se repitan de forma periódica, con 
salarios por debajo del salario mínimo interprofesional y períodos de cotización insuficientes 
para acceder a la prestación por desempleo. El único límite que puede plantearse al derecho 
a una prestación económica de este tipo no puede ser temporal sino que debe venir 
determinado por la desaparición de las circunstancias de la situación de pobreza y exclusión 
social.

La renta de ciudadanía se configura, pues, en tres modalidades diferenciadas en función 
de la existencia o no de ingresos en la unidad de convivencia: la renta de ciudadanía para la 
inclusión y protección social, la renta de ciudadanía para la inclusión social de jóvenes y la 
renta de ciudadanía complementaria de ingresos de trabajo.

La financiación de la renta de ciudadanía se hará íntegramente con cargo al presupuesto 
de la Comunidad Autónoma de Canarias y la cuantía de la prestación se establecerá en esta 
ley. Se prevé que la cuantía se pueda actualizar anualmente por la Ley de Presupuestos 
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Generales de la Comunidad Autónoma en función de la variación interanual del índice de 
precios al consumo del ámbito canario u otros indicadores relativos al umbral de pobreza en 
las islas.

Por otra parte, la renta de ciudadanía es una prestación que complementa al sistema 
público estatal de pensiones contributivas y no contributivas y, de esta forma, es una 
prestación dineraria que se encuentra excluida de la legislación de subvenciones.

La aprobación de esta ley sobre esta materia resulta, pues, necesaria para diseñar un 
marco normativo autonómico común que posibilite que cualquier persona residente en 
Canarias, independientemente del municipio donde resida, pueda beneficiarse de la 
prestación de la renta de ciudadanía.

V
La presente ley se estructura en un título preliminar, cuatro títulos y diversas 

disposiciones adicionales, transitorias, una derogatoria y varias finales. El título preliminar 
contiene las previsiones generales de la norma, como su objeto, los principios básicos, el 
modelo de atención, las personas titulares y beneficiarias, la unidad de convivencia, vivienda 
o alojamiento, así como la definición de las situaciones de exclusión social protegidas, junto 
con el reconocimiento del derecho a la inclusión social, que se configura como el derecho a 
recibir los apoyos y el acompañamiento personalizado orientado a la inclusión plena y 
efectiva en la sociedad.

Por su parte, el título I regula el derecho a las prestaciones económicas y se estructura 
en dos capítulos. El capítulo I se divide en siete secciones. La sección 1.ª establece el 
concepto, la naturaleza y las características de la renta de ciudadanía. La sección 2.ª 
determina los requisitos de acceso, las modalidades y las incompatibilidades. La sección 3.ª 
desarrolla el importe, los estímulos al empleo, el devengo y el pago. La sección 4.ª regula el 
procedimiento de acceso a la renta de ciudadanía. La sección 5.ª establece el régimen de 
revisión, duración, modificación, suspensión y extinción. La sección 6.ª establece los 
derechos y las obligaciones de las personas beneficiarias. Y, por último, la sección 7.ª regula 
el ejercicio conjunto de los derechos a la prestación económica y a la inclusión social y/o 
inserción laboral.

El capítulo II está dedicado a los complementos de vivienda, educación y pensiones no 
contributivas, de futura implantación efectiva mediante los correspondientes desarrollos 
reglamentarios.

El título II está dedicado íntegramente al segundo de los derechos regulados por esta ley, 
es decir, al proceso de inclusión social. Se inicia con la determinación de los sujetos del 
mismo, destacando el carácter libre y voluntario que las personas tienen para su ejercicio.

El título III está dedicado al régimen sancionador determinando las infracciones y su 
graduación, las sanciones que llevan consigo y el procedimiento a seguir en este régimen.

Por último, el título IV recoge el régimen competencial en el capítulo I, y la financiación 
de la renta de ciudadanía en el capítulo II. El primero establece la distribución de 
competencias entre la Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias y las 
administraciones municipales. El segundo establece la financiación de la renta, así como los 
convenios y conciertos sociales para la adecuada gestión de los programas de integración.

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
La presente ley tiene por objeto regular el derecho a la renta de ciudadanía, como 

prestación económica de percepción periódica, del sistema público de servicios sociales de 
la Comunidad Autónoma de Canarias dirigida a prevenir el riesgo de pobreza, paliar 
situaciones de exclusión social, garantizar el desarrollo de una vida digna y promover la 
plena inclusión en la sociedad y, en su marco:
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a) Reconocer el derecho a las prestaciones económicas que aseguren la cobertura de 
las necesidades básicas a la unidad de convivencia que carezca de recursos económicos 
suficientes para atender dichas necesidades.

b) Regular el derecho a los programas y servicios de inclusión social y/o inserción 
laboral, con el fin de prevenir y atender a las personas en situación de exclusión o 
vulnerabilidad social.

Artículo 2.  Del derecho a la inclusión social.
1. A los efectos de esta ley, el derecho a la inclusión social se define como el derecho de 

todas las personas a recibir los apoyos y el acompañamiento personalizado por el personal 
profesional del trabajo social, junto con el equipo interdisciplinar de zona, teniendo en cuenta 
la perspectiva de género y la territorialidad, orientado a la inclusión plena y efectiva en la 
sociedad, en todos los ámbitos (económico, laboral, sanitario, educativo, habitacional, social 
y cultural) que garantice un nivel de vida digno incluyendo el bienestar que permitan salir del 
umbral de pobreza.

2. Serán titulares de este derecho todas las personas empadronadas o con residencia 
efectiva debidamente acreditada en la Comunidad Autónoma de Canarias que se encuentren 
en situación de exclusión social o vulnerabilidad social definidas en el artículo siguiente y 
que cumplan los requisitos recogidos en la presente ley.

3. El ejercicio del derecho a la inclusión social se llevará a cabo a través de los 
procedimientos incluidos en esta norma, cuyos servicios y prestaciones serán los previstos 
en el Catálogo de Servicios y Prestaciones del Sistema Público de Servicios Sociales de 
Canarias, y de los diferentes servicios y prestaciones de carácter laboral, educativo, sanitario 
y cultural.

Artículo 3.  De las situaciones de exclusión, vulnerabilidad social y pobreza.
1. Sin perjuicio de la definición de exclusión social a que se refiere el artículo 5 de la Ley 

16/2019, de 2 de mayo, de Servicios Sociales de Canarias, o norma que la sustituya, a los 
efectos de esta ley se entenderá que las personas en situación de exclusión social serán 
aquellas que se encuentren en un estado grave de carencia personal y familiar, por cuanto 
no puedan cubrir sus necesidades básicas de alimentación y vivienda al no percibir ningún 
recurso económico y haber agotado, igualmente, el resto de prestaciones del sistema público 
por razón de desempleo.

2. Se entenderá por vulnerabilidad social aquella situación de fragilidad social que puede 
derivar hacia situaciones de exclusión en caso de que se produzca alguna alteración en los 
mecanismos de integración ya debilitados, como ingresos, empleo, familia, educación o 
sanidad, entre otros.

3. Se entenderá que una unidad familiar se encuentra en situación de pobreza cuando 
por motivos, principalmente económicos, no tenga cubiertas las necesidades básicas de 
alimentación, salud, educación, agua, vestido, vivienda y energía.

4. La evaluación de las situaciones de exclusión, vulnerabilidad social y pobreza se 
llevará a cabo mediante un diagnóstico social, tal y como se establece en el artículo 20.3, 
letra c), de la Ley 16/2019, de 2 de mayo, de Servicios Sociales de Canarias, o norma que la 
sustituya, así como tomando como referencia el marco de los servicios descritos en el 
Catálogo de Servicios y Prestaciones del Sistema Público de Servicios Sociales de Canarias 
y las instrucciones a que pudiera dar lugar.

El reglamento de desarrollo de esta ley determinará todas las formas de evaluación de 
las situaciones de exclusión, vulnerabilidad social y pobreza.

Artículo 4.  Principios básicos.
A los efectos de la presente ley, regirán los siguientes principios:
a) Responsabilidad pública. Los poderes públicos garantizarán el acceso a la renta de 

ciudadanía prevista en esta ley y en su posterior desarrollo reglamentario.
b) Universalidad. El derecho de acceso a las prestaciones económicas y a las demás 

medidas de inclusión se garantizará por parte de todas las administraciones públicas de 
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Canarias en el ejercicio de sus respectivas competencias, en condiciones de justicia y 
equidad, a todas las personas que reúnan los requisitos exigidos para ello.

c) Doble derecho subjetivo. Se reconoce a las personas tanto el derecho a acceder a los 
recursos económicos suficientes para hacer frente a las necesidades básicas de la vida, 
como el derecho a disfrutar de apoyos y de acompañamiento por el personal profesional del 
trabajo social junto con el equipo interdisciplinar de zona orientados a la inclusión social y/o 
inserción laboral.

d) Igualdad. Se garantizará la atención en condiciones de igualdad a las personas que 
cumplan con los requisitos previstos en la presente ley y se les garantizará el derecho a las 
prestaciones económicas y los apoyos personalizados a la inclusión social y/o laboral con 
criterios de equidad. Lo anterior deberá entenderse sin perjuicio de la aplicación de medidas 
de acción positiva orientadas a las personas en situación de mayor vulnerabilidad que 
promuevan la distribución equitativa de los recursos y que faciliten la inclusión social y/o 
laboral.

e) Solidaridad. El sistema de renta para la ciudadanía promoverá la colaboración de toda 
la ciudadanía en la creación de los recursos necesarios para garantizar el bienestar general 
y se establecerán medidas tendentes a mejorar la redistribución de las rentas con el fin de 
promover la cohesión social.

f) Proximidad. El acceso a las prestaciones, programas y servicios previstos en la 
presente ley se realizará desde el ámbito más cercano a la persona, estructurándose y 
organizándose de manera descentralizada, favoreciendo la permanencia en el entorno 
habitual de convivencia y la integración activa en la vida de su comunidad.

g) Calidad. Se garantizará la existencia de unos estándares mínimos de calidad para las 
prestaciones, programas y servicios, aprovechando los recursos de una manera óptima y 
eficiente, estableciendo modelos de gestión que permitan hacer una evaluación, seguimiento 
y fiscalización de los resultados, garantizando una aplicación justa y responsable de las 
políticas de inclusión social, mediante la regulación de los requisitos materiales, funcionales 
y de personal mínimos, que deberán respetarse. Asimismo, se fomentará la mejora de 
dichos estándares y de los medios telemáticos que promoverán el desarrollo de una gestión 
ágil orientada a la calidad.

h) Atención personalizada e integral y continuidad de la atención. Se ofrecerá una 
atención personalizada por parte del personal profesional del trabajo social junto con el 
equipo interdisciplinar de zona orientados a la inclusión social y/o inserción laboral orientada 
a las necesidades particulares de las personas y/o de las familias, basada en la evaluación 
integral de su situación. Asimismo, se garantizará la continuidad de la atención, aun cuando 
implique a distintas administraciones o sistemas.

i) Coordinación, cooperación y colaboración. Las administraciones públicas canarias 
actuarán de conformidad con el deber de colaboración y cooperación entre sí. Esta 
coordinación y colaboración deberá trascender del ámbito de los servicios sociales y 
extenderse a otros sistemas y políticas públicas de protección.

j) Participación. Se promoverá y garantizará la participación de las personas 
beneficiarias, de la ciudadanía y de las entidades en el funcionamiento de la renta de 
ciudadanía y los procesos de inclusión social y/o inserción laboral.

k) Integración de la perspectiva de género. Se promoverá la integración de la perspectiva 
de género con el objetivo general de eliminar las desigualdades y promover la igualdad de 
mujeres y hombres y, en particular, de prevenir y paliar la mayor incidencia de la pobreza y la 
exclusión social en la población femenina. En especial, respecto de las personas trans e 
intersexuales, se promoverá su igualdad social y no discriminación por razón de identidad de 
género, expresión de género y características sexuales.

l) Integración territorial, a cuyos efectos deberán considerarse las singularidades del 
territorio y la condición de Canarias como región ultraperiférica.

m) Protección de la infancia. Las administraciones públicas contribuirán de forma 
coherente y coordinada a prevenir y paliar la incidencia de la pobreza en la infancia.

n) Reconocimiento del empleo. El Instituto Canario de Empleo garantizará que la 
incorporación al mercado de trabajo sea siempre una opción prioritaria a la percepción de las 
prestaciones económicas previstas en la presente ley.

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DE LAS ISLAS CANARIAS

§ 6  Ley de la renta canaria de ciudadanía

– 167 –



ñ) Transparencia y publicidad activa. La información pública de la renta de ciudadanía 
será accesible y solo podrá ser limitada para proteger derechos e intereses legítimos de 
acuerdo con esta u otras leyes. Asimismo, las estructuras que conforman dicho sistema 
difundirán la información que obra en su poder de forma veraz, actualizada, objetiva, 
comprensible y gratuita, sin perjuicio de los límites que deriven de la protección de otros 
derechos.

Artículo 5.  Modelo de atención.
La renta de ciudadanía y sus programas y servicios orientados a la inclusión social y/o 

inserción laboral, cuando sean necesarios, tendrán como referencia en su funcionamiento el 
enfoque comunitario y de proximidad de la atención, y a tales efectos:

a) Favorecerán la adaptación de los recursos y las intervenciones a las características de 
cada municipio, contando para ello con la participación de los servicios sociales de atención 
primaria, para la identificación de las necesidades y su evaluación.

b) Diseñarán el tipo de intervención adecuada a cada caso, teniendo en cuenta los 
diferentes resultados en mujeres y hombres, sobre la base de una evaluación de 
necesidades y en el marco de un plan de atención personalizada que, al objeto de garantizar 
la coherencia y la continuidad de los itinerarios de atención, deberá elaborarse con la 
participación de la persona usuaria y deberá incluir mecanismos de evaluación y revisión 
periódica que permitan verificar la adecuación del plan a la evolución de las necesidades de 
la persona.

c) Asignarán a cada unidad de convivencia un trabajador o una trabajadora social de 
referencia en el sistema público de servicios sociales de la Comunidad Autónoma de 
Canarias, al objeto de garantizar la coherencia de los itinerarios de atención y de inserción y 
la coordinación de las intervenciones en los términos contemplados en la presente ley, sobre 
la base de una evaluación de necesidades y en el marco de un plan de atención 
personalizada que, al objeto de garantizar la coherencia y continuidad de los itinerarios de 
inclusión, deberá elaborarse con la participación de la persona titular y deberá incluir 
mecanismos de evaluación y revisión periódica que permitan verificar la adecuación del plan 
a la evolución de las necesidades de la persona.

d) Garantizarán el carácter interdisciplinar de la intervención, con el fin de ofrecer una 
atención integral y ajustada a criterios de continuidad.

e) Incorporarán en todas las prestaciones, servicios, programas y actividades, el enfoque 
preventivo, actuando, en la medida de lo posible, antes de que surjan o se agraven los 
riesgos o necesidades sociales.

f) Facilitarán en aquellos casos que se estime necesario tanto por personal profesional 
del trabajo social como por la persona titular el acceso a programas formativos, que 
proporcionen herramientas específicas adaptadas al perfil de cada solicitante, para dejar 
atrás la situación de riesgo o exclusión social y minimizar las posibilidades de volver a 
encontrarse en las mismas circunstancias.

Artículo 6.  Personas titulares y beneficiarias de la renta de ciudadanía.
1. Las personas beneficiarias de la renta de ciudadanía serán tanto la persona titular 

como aquellas personas que compongan la unidad de convivencia de dicha persona.
A los efectos previstos en el párrafo anterior, tendrá la consideración de titular de la renta 

de ciudadanía la persona a la que se reconoce y concede esta prestación y que resulta ser 
la perceptora material de la misma, así como, en su caso, aquella a cuyo nombre se 
establece el correspondiente instrumento de inclusión social o de inserción laboral.

2. Con carácter excepcional, y siempre que así se justifique expresamente en el informe 
social que a tal efecto elaboren las unidades de trabajo social de los servicios sociales de los 
ayuntamientos, podrán ser beneficiarias de la renta de ciudadanía aquellas personas que, 
aun no cumpliendo todos los requisitos establecidos, se encuentren en circunstancias 
extraordinarias, de forma que puedan ser consideradas como en situación de pobreza, 
vulnerabilidad o exclusión social de acuerdo con el artículo 3 de esta ley.
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Artículo 7.  Unidad de convivencia.
A los efectos de la presente ley, se entenderá como unidad de convivencia la formada 

por:
1. El núcleo familiar constituido por la persona titular y, en su caso, a quienes convivan 

con ella en una misma vivienda o espacio habitacional, ya sea por unión matrimonial o por 
cualquier otra forma de relación estable análoga a la conyugal, por parentesco civil de 
consanguinidad o afinidad, hasta el segundo grado en línea directa y colateral, o por 
adopción, tutela o acogimiento familiar, incluidos los casos siguientes:

a) Cuando se encuentran iniciados los trámites judiciales de nulidad, separación o 
divorcio o el de baja en el Registro de Uniones de Hecho, si procede.

b) Cuando se trate de personas que tengan la condición de refugiadas o hayan realizado 
la solicitud para el reconocimiento de tal condición o de la protección internacional, y esta 
solicitud se haya admitido a trámite, y carezcan de cónyuge o pareja o se presuma la 
disolución del matrimonio o pareja de hecho atendiendo a los criterios de cese de la 
convivencia recogidos en la normativa española.

c) Cuando se trate de personas migrantes y carezcan de cónyuge o pareja de hecho, o 
se presuma la disolución del matrimonio o la ruptura de la pareja de hecho, atendiendo a los 
criterios de cese de la convivencia recogidos en la normativa española, siempre que haya 
una acreditación por parte de la persona interesada a través de una declaración 
responsable. En estos supuestos, a los efectos de esta ley, la condición de unidad de 
convivencia podrá mantenerse por un periodo máximo de doce meses.

d) Cuando se trate de personas sin hogar debidamente acreditado por los servicios 
sociales de los ayuntamientos o la policía local.

e) Cuando alguna de las personas beneficiarias haya tenido que irse fuera de la 
Comunidad Autónoma de Canarias por tiempo no superior a noventa días naturales.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto por el apartado anterior del presente artículo, podrán 
formar una unidad de convivencia independiente y, por lo tanto, solicitar la renta de la 
ciudadanía aquellas personas que compartan domicilio o espacio habitacional con otras 
unidades de convivencia sin estar emparentadas, o con aquellas con las que estuvieran 
emparentadas, en el caso de que se cumplan los requisitos establecidos en la presente ley, 
y, además tuvieran a su cargo a:

a) personas con discapacidad en grado igual o superior al 33%.
b) personas dependientes reconocidas con grado I, II o III.
c) personas menores de edad o bajo la patria potestad, o a menores bajo tutela o en 

régimen de acogimiento familiar.
d) jóvenes hasta los 23 años que acrediten anualmente estar realizando estudios.
Asimismo, a través de disposición reglamentaria se podrán contemplar otros supuestos 

excepcionales adicionales a los mencionados anteriormente, entre ellos el hecho de que 
compartir domicilio o espacio habitacional esté motivado por circunstancias económicas 
derivadas de una situación de emergencia o urgencia social, de forma que no obedezca a la 
libre voluntad de las personas integrantes de una unidad de convivencia que vivan con otra u 
otras.

Formarán parte de estas unidades de convivencia independientes el padre o la madre, 
quienes estén unidos a ellos o ellas por vínculo matrimonial o por cualquier forma de relación 
análoga a la conyugal, sus respectivos hijos e hijas menores de edad o hasta los 23 años en 
el caso de que estos últimos estuvieran cursando estudios, las personas menores de edad 
que tengan tuteladas o en régimen de acogimiento familiar, personas con discapacidad o 
dependencia a cargo, así como, en su caso, sus parientes por afinidad hasta el segundo 
grado en línea directa o colateral.

3. Aquellas unidades de convivencia beneficiarias de la renta de ciudadanía, o 
solicitantes de esta, que por situación sobrevenida habiten de manera temporal en 
establecimientos colectivos de titularidad pública, de entidades sociales o en el domicilio de 
otra persona, afectando esta situación a toda la unidad de convivencia o a parte de la 
misma, y estando debidamente justificada por informe social emitido por persona profesional 
del trabajo social especializada en renta de ciudadanía, tendrán todos los derechos a efectos 
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de la percepción de la renta de ciudadanía o de los apoyos a la inclusión social que les 
pudiera corresponder. Tendrán la misma consideración las personas o unidades de 
convivencia que residan en recursos alojativos para personas sin hogar o similares, con 
independencia del tiempo que lleven en estos, siempre que se acredite por informe de 
servicios sociales la necesidad de la prestación en el proceso de inclusión social de la 
persona.

La determinación y alcance de la situación sobrevenida se desarrollará 
reglamentariamente.

4. En ningún caso se podrá formar parte de dos unidades de convivencia con carácter 
simultáneo, salvo las personas menores de edad en régimen legal de guarda y custodia 
compartida establecido por sentencia judicial o por convenio regulador homologado 
judicialmente de separación o divorcio de las personas titulares de las prestaciones. En 
estos casos, la percepción de la prestación por el titular dependerá del tiempo efectivo en el 
que los menores residan en la unidad de convivencia, así como el cumplimiento de los 
requisitos para obtener la renta de ciudadanía de su unidad de convivencia, según lo 
establecido en la presente ley.

Artículo 8.  Vivienda, alojamiento o espacio habitacional.
1. Se considera vivienda, alojamiento o espacio habitacional el marco físico de 

residencia permanente e independiente donde residen la persona o personas que componen 
la unidad de convivencia.

2. Se asimilan a vivienda, alojamiento o espacio habitacional:
a) Aquellos espacios físicos de residencia colectiva, utilizados de forma independiente 

por las unidades de convivencia, de acuerdo con los requisitos que se determinen 
reglamentariamente.

b) Los recursos de acogida temporal de los servicios sociales o sociosanitarios donde la 
persona o personas que componen la unidad de convivencia tengan su residencia de 
manera temporal, a los efectos de lo señalado en el apartado 3.º del artículo anterior. Se 
incluyen en este supuesto los pisos de emancipación de jóvenes extutelados, o los recursos 
alojativos para personas sin hogar.

TÍTULO I
Derecho a las prestaciones económicas

CAPÍTULO I
La renta de ciudadanía

Sección 1.ª Concepto, naturaleza y características

Artículo 9.  Concepto.
1. La renta de ciudadanía es un derecho subjetivo que se instrumenta a través de una 

prestación económica que se percibirá de forma ininterrumpida mientras persistan las 
circunstancias que motiven su concesión y, en los términos de lo dispuesto por el artículo 2 
de la presente ley, a través de un proceso de inclusión social y/o laboral, destinado a corregir 
situaciones de necesidad relacionadas con la falta de medios de subsistencia, para combatir 
la exclusión y la vulnerabilidad social.

2. Asimismo, el derecho a la renta de ciudadanía comprende el derecho de las personas 
beneficiarias de esta prestación a acceder y participar de las acciones personalizadas de 
inserción social y laboral, a través de un itinerario de inclusión diseñado desde los servicios 
sociales comunitarios en coordinación con los servicios públicos de empleo, que garanticen 
una mejora de sus oportunidades reales de inclusión.
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Artículo 10.  Naturaleza.
La renta de ciudadanía es una prestación reglada de naturaleza económica, otorgada a 

la unidad de convivencia, nominativa e intransferible, por lo que no puede ofrecerse en 
garantía de obligaciones ni ser objeto de cesión total o parcial ni de compensación o 
descuento, salvo en los casos de reintegro de las prestaciones indebidamente percibidas. 
Tampoco podrá ser objeto de retención o embargo, salvo en los supuestos y con los límites 
previstos en la legislación general del Estado que resulten de aplicación.

Artículo 11.  Carácter subsidiario y complementario.
1. La renta de ciudadanía tendrá carácter subsidiario en relación con las pensiones y 

otras prestaciones económicas que pudieran corresponder a quienes integren de la unidad 
de convivencia de la persona titular, sean estas provenientes del sistema de la Seguridad 
Social o de cualquier otro régimen público de protección social.

2. Dado el carácter subsidiario de la prestación, su concesión quedará condicionada a 
que la persona titular y, en su caso, su unidad de convivencia tenga derecho a percibir el 
ingreso mínimo vital o alguna de las prestaciones o pensiones mencionadas en el apartado 
anterior y que acredite con carácter previo o bien haberlas solicitado, o bien haberlas 
obtenido.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados precedentes, la renta de ciudadanía 
tendrá carácter complementario, hechas las deducciones correspondientes, hasta el importe 
que corresponda percibir a la unidad de convivencia beneficiaria de la prestación, respecto 
de los recursos de que dispongan sus miembros, así como de las prestaciones económicas 
a que pudieran tener derecho.

4. En el caso del ingreso mínimo vital, será suficiente con la acreditación de la solicitud 
de dicha prestación estatal, quedando obligada la persona titular a presentar en su 
ayuntamiento la resolución, sea esta negativa o positiva, una vez que le haya sido notificada 
por la Administración de la Seguridad Social, dando traslado de esta notificación al órgano 
competente para resolver.

La no concesión en plazo del ingreso mínimo vital por parte de la Administración de la 
Seguridad Social no será obstáculo para que sea reconocida a la unidad de convivencia el 
derecho a la renta de ciudadanía que le pudiera corresponder. No obstante, la persona titular 
quedará obligada a informar a su ayuntamiento una vez se haya resuelto la solicitud de dicha 
prestación estatal, a efectos de realizar, en su caso, las revisiones, modificaciones, 
deducciones o reintegros que procedan en relación con la percepción de la prestación.

Sección 2.ª Requisitos de acceso, modalidades, incompatibilidades y 
determinación de recursos

Artículo 12.  Requisitos generales.
1. Con carácter general tendrán derecho a la renta de ciudadanía, con independencia de 

la modalidad, aquellas personas que cumplan los siguientes requisitos:
1.º Que sean integrantes de una unidad de convivencia en los términos establecidos en 

el artículo 7 de esta ley.
2.º Que estén empadronadas o tengan la residencia efectiva debidamente acreditada 

durante al menos doce meses, de manera continuada, en cualquier municipio o municipios 
de la Comunidad Autónoma de Canarias, inmediatamente anteriores a la fecha de solicitud. 
A los efectos de acreditación de la residencia efectiva, se podrán tener en cuenta, entre otros 
supuestos, tener asignada asistencia médica, estar inscrita la persona titular como 
demandante de empleo o tener descendientes escolarizados en el municipio. Dichas 
circunstancias se acreditarán mediante el informe de los servicios sociales de atención 
primaria o de la policía municipal.

También cumple este requisito la persona que haya estado empadronada o haya tenido 
la residencia efectiva un total de cinco años, de manera continuada o interrumpida, de los 
diez inmediatamente anteriores a la solicitud, siempre que en el momento de su 
presentación resida nuevamente, o continúe su residencia, en la Comunidad Autónoma de 
Canarias.
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3.º Que previamente hayan solicitado el ingreso mínimo vital a la Administración de la 
Seguridad Social o alguna de las prestaciones o pensiones mencionadas en el artículo 
anterior y que le pudieran corresponder a quienes formen parte de la unidad de convivencia.

4.º Que estén inscritas como demandantes de empleo en el Servicio Canario de Empleo, 
salvo aquellas personas miembros de la unidad de convivencia que se encuentren 
imposibilitadas según la normativa vigente en materia de empleo o escolarizadas en estudios 
reglados.

5.º Que no residan de forma permanente en centros o establecimientos de titularidad 
pública donde se encuentran cubiertas las necesidades básicas de subsistencia de las 
personas usuarias, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 7.3 de la presente ley.

2. Quedan exentos del requisito del empadronamiento o de acreditación de la residencia 
efectiva:

a) Quienes tuvieran reconocida la condición de persona refugiada o beneficiaria de 
protección subsidiaria por el organismo competente de la Administración General del Estado 
o aquellas personas cuya solicitud de protección internacional se hubiese admitido a trámite 
o, no habiendo sido admitida esta, tengan las personas solicitantes autorizada su estancia o 
residencia en España por razones humanitarias, en el marco de la legislación reguladora del 
derecho de asilo y la protección subsidiaria o su permanencia en España, en los términos 
previstos por la normativa vigente reguladora de los derechos y libertades de los extranjeros 
en España y su integración social.

b) Víctimas de violencia de género, previa resolución judicial, que por tal motivo hayan 
cambiado su residencia desde otra comunidad o ciudad autónoma, o no iniciados los 
trámites judiciales, siempre que esta circunstancia quede justificada mediante la acreditación 
de la situación de víctima de género informada por los servicios sociales del ayuntamiento 
correspondiente, de los servicios sociales especializados o de los servicios de acogida 
destinados a víctimas de violencia de género de la Administración pública competente.

c) Víctimas de explotación sexual o trata, previa resolución judicial, que por tal motivo 
hayan cambiado su residencia desde otra comunidad o ciudad autónoma, o no iniciados los 
trámites judiciales, siempre que esta circunstancia quede justificada mediante la acreditación 
de la situación de víctima de explotación sexual o trata por el ayuntamiento correspondiente, 
o los servicios sociales especializados o los servicios de acogida de la Administración 
pública competente.

d) Las personas sin hogar o que se hallaren sin espacio habitacional, siempre que pueda 
ser acreditada la estancia en el municipio mediante informe de los servicios sociales de 
atención primaria o de la policía local.

e) Víctimas de violencia en el ámbito familiar, previa resolución judicial, que por tal 
motivo hayan cambiado su residencia desde otra comunidad o ciudad autónoma, o no 
iniciados los trámites judiciales, siempre que esta circunstancia quede justificada mediante la 
acreditación de la situación de víctima de violencia en el ámbito familiar del por el 
ayuntamiento correspondiente, los servicios sociales especializados o los servicios de 
acogida de la Administración pública competente.

f) Las personas que se hayan visto obligadas a fijar su residencia fuera de la Comunidad 
Autónoma de Canarias por un plazo inferior a tres años, por motivos formativos o laborales, 
debidamente acreditados previo informe de las unidades de trabajo social de los 
ayuntamientos.

g) Las unidades de convivencia que se encuentren en una situación de urgencia o 
emergencia social, según se define en el artículo 29 de la Ley 16/2019, de 2 de mayo, de 
Servicios Sociales de Canarias o norma que la sustituya, y de acuerdo con el artículo 41 de 
la presente ley.

h) Las personas que en el año inmediatamente anterior a la fecha de presentación de la 
solicitud hayan estado tuteladas por la Administración de la Comunidad Autónoma de 
Canarias o cualquier otra entidad pública.

i) Las personas con discapacidad reconocida.
j) Las personas trans e intersexuales víctimas de cualquier acto de violencia o agresión 

contra la vida, integridad física o psíquica, el honor personal y su dignidad que tenga causa 
directa o indirecta en la identidad o expresión de género o la diversidad corporal, sean 
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propias o del grupo familiar al que se pertenezca. Se acreditará mediante denuncia ante la 
policía nacional, o en su defecto, siempre que esta circunstancia quede justificada mediante 
la acreditación de la situación de víctima de explotación sexual o trata del ayuntamiento 
correspondiente, de los servicios sociales especializados o de los servicios de acogida de la 
Administración pública competente, siempre que pueda ser acreditada la estancia en un 
municipio canario mediante informe de la policía local.

k) Las mujeres que tienen permiso de residencia por reagrupamiento familiar y lo pierden 
como consecuencia de divorcio o separación.

Artículo 13.  Requisitos económicos.
Se deberá acreditar carecer de recursos económicos suficientes. Se entenderá cumplido 

este requisito:
a) Cuando los ingresos de la persona titular y de los demás miembros de su unidad de 

convivencia, computados conjuntamente durante los tres meses inmediatamente anteriores 
a la presentación de la solicitud, sean inferiores a la cuantía de la renta de ciudadanía que 
pudiera corresponder, durante tres meses, a los integrantes de la unidad de convivencia de 
la persona que solicite y perciba la prestación, de conformidad con los parámetros 
establecidos en este artículo.

A los efectos de la presente ley, no se considerará que existe carencia de recursos 
económicos si, aun cuando se cumpliera el requisito señalado en el párrafo anterior, en el 
mes anterior a la solicitud de la renta de ciudadanía la persona titular o cualquier miembro de 
su unidad de convivencia obtuviera prestaciones derivadas del ingreso mínimo vital, cuya 
cuantía neta mensual, sumada a los ingresos netos mensuales de todos los miembros de la 
unidad de convivencia, superase el importe mensual que pudiera corresponder a la unidad 
de convivencia por la obtención de la prestación.

b) Cuando la persona titular, o cualquier miembro de la unidad de convivencia no sea 
propietaria, usufructuaria o poseedora de bienes muebles o inmuebles cuyas características, 
valoración, posibilidades de explotación, venta u otras circunstancias análogas indiquen la 
existencia de medios suficientes superiores a la cuantía de renta de ciudadanía le pudiera 
corresponder a la unidad de convivencia en términos anuales. No se tendrá en cuenta esta 
circunstancia en los supuestos de posesión o titularidad de la vivienda habitual.

c) Ninguna persona miembro de la unidad de convivencia puede ser titular de otros 
bienes inmuebles distintos a la vivienda habitual, o en el caso de serlo, dicho bien deberá 
estar declarado en ruinas.

No obstante, y a fin de considerar que no existen recursos económicos suficientes, 
excepcionalmente se admitirá la titularidad de otro u otros bienes inmuebles por quienes 
sean miembros de la unidad de convivencia cuando se acredite por parte de los servicios 
sociales municipales que no existe posibilidad de venta o alquiler de estos. Asimismo, y a 
través de disposición reglamentaria, podrán ampliarse los supuestos excepcionales en los 
que resulte admisible la titularidad de otro u otros bienes inmuebles distintos a la vivienda 
habitual por parte de las personas integrantes de la unidad de convivencia.

Artículo 14.  Requisitos relativos a la edad y a otras circunstancias personales.
La persona titular de la renta de ciudadanía, además de cumplir los requisitos señalados 

en los artículos anteriores, deberá tener entre 23 y 65 años, si bien también podrán ser 
titulares de dicha renta las personas que reuniendo el resto de los requisitos establecidos en 
el artículo 12.1 de esta ley, se encuentren además en alguna de las siguientes 
circunstancias:

a) Ser menor de 23 años y tener a su cargo hijos o hijas menores de edad, menores de 
edad tutelados o en régimen de acogimiento familiar, o tener a su cargo personas con 
discapacidad en grado igual o superior al 33%, o personas dependientes reconocidas de 
grado III, II, I, siempre que convivan de manera efectiva con la unidad de convivencia. 
Asimismo, se tendrán en cuenta los casos sin hijos que estuvieran en situación de exclusión 
o vulnerabilidad social de conformidad con el artículo 3 de esta ley.
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b) Tener una edad comprendida entre 18 y 23 años y haber estado tutelado por la 
Administración de la comunidad autónoma o cualquier otra entidad pública antes de alcanzar 
la mayoría de edad.

c) Tener una edad superior a 65 años y no tener derecho a ser titular de pensión u otra 
prestación análoga a la renta de ciudadanía, o hallarse sin hogar o espacio habitacional.

d) Tener una discapacidad igual o superior al 33%, ser mayor de 18 años, o de 16 años 
estando emancipado, y no tener derecho reconocido a pensión pública o cualquier otra 
prestación económica asimilada.

e) Ser persona emigrante canaria retornada, menor de 23 años o mayor de 65, y no 
tener reconocido el derecho a prestaciones públicas cuya cuantía acumulada, en su caso, 
fuese igual o superior a la que en concepto de renta de ciudadanía le pudiera corresponder.

f) Ser persona refugiada o beneficiaria de protección subsidiaria o con solicitud de 
protección internacional en trámite o, aunque no le haya sido admitida esta, o habiendo sido 
admitida a trámite y resuelta desfavorablemente, sea autorizada su estancia o residencia en 
España por razones humanitarias, en el marco de la legislación reguladora del derecho de 
asilo y la protección subsidiaria, o su permanencia en España en los términos previstos por 
la normativa reguladora de los derechos y libertades de los extranjeros en España y su 
integración social, y no tener, en ambos casos, reconocido el derecho a ninguna otra 
prestación pública en cuantía igual o superior a la que en concepto de renta de ciudadanía le 
pudiera corresponder.

g) Ser mayor de 18 años y víctima de maltrato doméstico.
h) Tener entre 18 y 23 años y hallarse sin hogar o espacio habitacional.
i) Ser huérfano de padre y madre menor de 23 años y sin derecho a pensión.
j) Ser mujer o persona trans o intersexual, de entre 18 y 23 años, y tener la condición de 

víctima de violencia o agresión contra la vida, integridad física o psíquica.
k) Las mujeres que tengan legalmente reconocida la condición de víctimas de violencia 

de género. Como excepción, se tendrá también en consideración para el reconocimiento de 
la prestación el informe del Ministerio Fiscal y la presentación del atestado policial o 
certificado acreditativo de atención especializada emitido por un organismo público 
competente en materia de violencia. Asimismo, las mujeres y hombres víctimas de violencia 
sexual o de trata, adquirirán automáticamente la titularidad de la prestación. Igualmente las 
personas trans o intersexuales víctimas de cualquier acto de violencia o agresión contra la 
vida, integridad física o psíquica, el honor personal y dignidad que tenga causa directa o 
indirecta en la identidad o expresión de género o la diversidad corporal, sean propias o del 
grupo familiar al que se pertenezca adquirirán automáticamente la titularidad de la 
prestación.

Artículo 15.  Modalidades.
1. La renta de ciudadanía se constituye en las siguientes modalidades de prestaciones 

económicas, en función de la situación de vulnerabilidad económica, social o laboral de la 
persona y su unidad de convivencia:

a) La renta de ciudadanía para la inclusión y protección social.
b) La renta de ciudadanía para la inclusión social de jóvenes.
c) La renta de ciudadanía complementaria de ingresos de trabajo.
2. La renta de ciudadanía para la inclusión y protección social es una prestación 

destinada a las personas de entre los 23 y los 65 años de edad que carezcan de cualquier 
tipo de prestación o que, pese a percibir alguna, sus ingresos, en la cuantía que se 
determine reglamentariamente, resulten insuficientes para hacer frente a los gastos 
asociados a la cobertura de las necesidades básicas.

Para acceder a esta modalidad de renta se deberán cumplir los requisitos establecidos 
en los artículos 12, 13 y 14 de la presente ley.

3. La renta de ciudadanía para la inclusión social de personas jóvenes se configura como 
un ingreso económico y apoyo a la inclusión social para jóvenes emancipados o entre 16 y 
23 años, que no dispongan de recursos económicos suficientes.

Para acceder a esta modalidad de renta se deberán cumplir los requisitos establecidos 
en los artículos 12, 13, 14 y en el artículo 16 de la presente ley. Junto a la prestación 
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económica se articulará el derecho a la inclusión social de las personas beneficiarias de esta 
modalidad de renta, a través de planes individualizados de inclusión social.

Dichos planes serán elaborados por los servicios sociales de los ayuntamientos, 
consensuados con la persona interesada e incorporarán un compromiso de inclusión social a 
través de un itinerario de inserción. El desarrollo de dichos planes será supervisado por el 
personal especializado de referencia del ayuntamiento correspondiente, contando con los 
apoyos necesarios para ello. El Gobierno de Canarias garantizará a los ayuntamientos 
canarios los recursos económicos suficientes, a partir del número de solicitantes en cada 
municipio, para adecuar los recursos materiales y humanos a tal fin.

4. La renta de ciudadanía complementaria de ingresos de trabajo es una prestación de 
derecho subjetivo, periódica, de naturaleza económica, dirigida a complementar el nivel de 
ingresos de los núcleos de convivencia que, aun disponiendo de ingresos procedentes del 
trabajo, cuentan con un nivel mensual de ingresos que resulta insuficiente para hacer frente 
a los gastos asociados a la cobertura de las necesidades básicas.

Dicho complemento resulta de calcular la diferencia entre lo que corresponda como renta 
de ciudadanía a la unidad de convivencia y lo que se perciba por los ingresos del trabajo, 
descontando una parte de estos, la cual se establecerá reglamentariamente, en los términos 
señalados en el artículo 21 de esta ley.

Esta modalidad podrá ser solicitada por aquellas unidades de convivencia que, una vez 
aplicados los estímulos al empleo, cumplan los requisitos establecidos en los artículos 12, 13 
y 14 de la presente ley.

Artículo 16.  Requisitos específicos para la modalidad de renta de ciudadanía para la 
inclusión social de jóvenes.

1. Las personas entre 16 y 23 años, solicitantes de la modalidad de renta de ciudadanía 
para la inclusión social de jóvenes, además de los requisitos establecidos en los artículos 12, 
13 y 14, deberán cumplir los siguientes requisitos:

a) Estar inscritos como demandantes de empleo.
b) Estar inscritos en el Sistema de Garantía Juvenil, en el caso de cumplir los requisitos 

para ello.
2. Además de lo establecido en el apartado anterior, las personas solicitantes deberán 

cumplir, en la forma en que se determine reglamentariamente, alguno de los siguientes 
requisitos:

a) Ser mayor de 18 años y haber permanecido en situación de alta en cualquiera de los 
regímenes que integran el sistema de la seguridad social entre uno y dos años antes de la 
solicitud de la renta de ciudadanía, y siempre que se acredite haber tenido anteriormente a la 
solicitud un hogar independiente de la familia de origen.

b) Tener a su cargo a personas menores de edad o bajo la patria potestad o a menores 
bajo tutela o en régimen de acogimiento familiar, o tener a su cargo personas con 
discapacidad en grado igual o superior al 33% o personas dependientes reconocidas de 
grado III, II y I o que, habiendo presentado la solicitud de reconocimiento, hayan trascurrido 
más de seis meses sin recaer resolución sobre el expediente, quedando obligada la persona 
interesada a informar a la Administración competente de la resolución de esta solicitud de 
reconocimiento de grado de dependencia o de discapacidad, siempre que convivan de 
manera efectiva con la unidad de convivencia.

c) Ser mayor de 18 años y haber estado sujeto, en algún periodo de los tres años 
anteriores a la mayoría de edad, a una medida administrativa de protección de menores o 
del sistema judicial de reeducación.

d) Tener una discapacidad igual o superior al 33% o que habiendo presentado la solicitud 
de reconocimiento, hayan trascurrido más de seis meses sin recaer resolución sobre el 
expediente, quedando obligada la persona interesada a informar a la Administración 
competente de la resolución de esta.

e) Acreditar solicitud de reconocimiento de grado de discapacidad, ser mayor de 18 
años, o de 16 años estando emancipado, y no tener derecho reconocido a pensión pública o 
cualquier otra prestación económica asimilada.
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f) Ser mujer o persona trans o intersexual, de entre 18 y 23 años, y tener reconocida la 
condición de víctima de violencia de género, de explotación sexual o de trata. En este último 
caso se entienden incluidos tanto las mujeres como los hombres. De no tener aún 
reconocida esta condición, esta circunstancia quedará justificada mediante un informe social 
de los servicios de atención primaria o de los servicios sociales especializados o de los 
servicios de acogida destinados a víctimas de violencia de género de la Administración 
pública competente. Igualmente mediante informe del Ministerio Fiscal o denuncia ante el 
juzgado, así como por atestado policial.

g) Ser persona refugiada o beneficiaria de protección subsidiaria o con solicitud de 
protección internacional en trámite; o tener autorizada su estancia o residencia en España 
por razones humanitarias, en el marco de la legislación reguladora del derecho de asilo y la 
protección subsidiaria, o su permanencia en España en los términos previstos por la 
normativa reguladora de los derechos y libertades de los extranjeros en España y su 
integración social, aunque no le haya sido admitida a trámite la solicitud de protección 
internacional o habiendo sido admitida a trámite y resuelta desfavorablemente, no tener 
reconocido el derecho a ninguna otra prestación pública en cuantía igual o superior a la que 
en concepto de prestación económica de la renta de ciudadanía le pudiera corresponder.

h) Haber estado tutelada por la Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias, 
u otra entidad pública.

Artículo 17.  Cambio de modalidad.
El paso de una modalidad a otra de la renta de ciudadanía, como consecuencia de una 

modificación en la situación de la persona titular, se articulará a instancia de parte o de oficio, 
en el caso de que la Administración encargada conociera las circunstancias que den lugar a 
dicha modificación.

Artículo 18.  Incompatibilidades.
La renta de ciudadanía estará sujeta a las siguientes incompatibilidades:
1. Solo podrá concederse una prestación por unidad de convivencia.
2. No podrán acceder a la renta de ciudadanía las personas en quienes concurran 

alguna de las siguientes circunstancias:
a) Cuando una persona miembro de la unidad de convivencia tenga derecho legalmente 

a percibir una pensión compensatoria o alimenticia y no la reciba, bien por no haber hecho 
uso de su derecho para percibirla, o bien por renunciar voluntariamente a ella, aun teniendo 
la posibilidad de ser asesorado por los servicios sociales competentes, excepto cuando la 
persona titular de la renta de ciudadanía acredite ser víctima de violencia de género o de 
cualquier otra circunstancia que lo impida y se justifique esta situación en el correspondiente 
informe de los servicios sociales.

b) Cuando tenga lugar la renuncia expresa de derechos o la falta de solicitud de las 
prestaciones económicas públicas a las que tenga derecho cualquier miembro de la unidad 
de convivencia, tanto en el momento de la solicitud como en el tiempo de vigencia de la 
percepción de la renta de ciudadanía.

3. No podrán ser beneficiarias aquellas personas que tengan cubiertas sus necesidades 
básicas de alojamiento y alimentación por estar alojadas de manera permanente en centros 
o establecimientos de titularidad pública o en aquellos gestionados en colaboración con 
entidades del tercer sector u otro tipo de entidad privada, salvo en el caso expresado en el 
artículo 7.3 y de conformidad con el artículo 8.2 letra b), ambos de esta ley.

Artículo 19.  Determinación de recursos.
A los efectos de determinar los ingresos percibidos por la persona titular y demás 

miembros de la unidad de convivencia, para comprobar el cumplimiento del requisito de 
carencia de recursos económicos suficientes previsto en el artículo 13 a) de esta ley y, en su 
caso, aplicar las deducciones correspondientes al importe de la renta de ciudadanía a 
percibir, no se computarán:
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a) Las cantidades recibidas en concepto de ayudas sociales de carácter finalista, no 
periódicas, o concedidas para paliar situaciones de emergencia social.

b) Las subvenciones periódicas que se perciban en materia de vivienda.
c) Las becas de formación, de estudios y análogas.
d) Las prestaciones familiares económicas de pago periódico o único por hijo a cargo del 

sistema de la Seguridad Social, así como el complemento a la infancia del ingreso mínimo 
vital.

e) Las prestaciones económicas del sistema de promoción de la autonomía personal y 
atención a las personas en situación de dependencia.

f) Las pensiones no contributivas en su modalidad de invalidez del sistema de la 
Seguridad Social.

g) Las pensiones contributivas en su modalidad de invalidez, hasta el límite de las 
cuantías establecidas para las pensiones no contributivas con complemento retributivo de 
tercera persona.

h) Las pensiones derivadas del pago de alimentos reconocidas por sentencia judicial o 
convenio regulador, hasta el límite de la cuantía mensual de la renta de ciudadanía que les 
correspondiera por unidad de convivencia.

i) Las pensiones compensatorias reconocidas por sentencia judicial y que se abonen de 
forma efectiva, hasta el límite de la cuantía mensual de la renta de ciudadanía que les 
correspondiera por unidad de convivencia.

j) Las prestaciones por acogimiento familiar, hasta el límite que le pudiera corresponder 
por unidad de convivencia.

k) Las pensiones de orfandad del sistema de la Seguridad Social hasta el límite que les 
pudiera corresponder por unidad de convivencia.

l) Las ayudas a jóvenes que provengan del sistema de protección hasta el límite que les 
pudiera corresponder por unidad de convivencia.

m) El importe procedente de los rendimientos del trabajo en la cuantía que se establezca 
reglamentariamente conforme a lo establecido en el artículo 21 de esta ley.

n) Los derivados del ingreso mínimo vital, únicamente durante el periodo que va de la 
solicitud de esa prestación estatal a su resolución.

ñ) Las pensiones de jubilación, contributivas y no contributivas, del sistema de la 
Seguridad Social o de otro régimen público de protección social, así como las pensiones de 
viudedad, hasta el límite que les pudiera corresponder por unidad de convivencia.

Sección 3.ª Importe, estímulos al empleo y pago

Artículo 20.  Importe de la renta de ciudadanía.
1. La cuantía base de la renta de ciudadanía será la que se determina como renta 

garantizada por la legislación reguladora del ingreso mínimo vital, en función de la condición 
de la persona beneficiaria individual o de las características de la unidad de convivencia.

2. La cuantía mensual de la renta de ciudadanía vendrá determinada por la diferencia 
entre la cuantía base señalada en el apartado anterior y el conjunto de todas las rentas, 
prestaciones e ingresos de las personas beneficiarias.

Artículo 21.  Estímulos al empleo.
1. Con el fin de reforzar el estímulo al empleo, a efectos de determinar el derecho y la 

cuantía de la renta de ciudadanía, quedarán excluidos del cómputo de los recursos 
disponibles una parte de los rendimientos de las actividades laborales que se determinará 
reglamentariamente.

Tanto la cuantía de los ingresos provenientes del trabajo que se excluyan de los recursos 
para determinar la correspondiente renta de ciudadanía como el tiempo durante el cual serán 
deducidos serán objeto de desarrollo reglamentario.

En todo caso, la parte de los ingresos provenientes del trabajo que se excluya del 
cómputo de los recursos disponibles para calcular la cuantía de la renta de ciudadanía será 
mayor en el caso de las unidades de convivencia formadas por un progenitor (madre o 
padre) y una o varias personas menores de edad a su cargo.
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2. A efectos de la determinación de los ingresos de la unidad de convivencia, la 
exclusión de esos ingresos provenientes de las actividades laborales se tendrán en cuenta, 
no solamente cuando la actividad laboral se realice una vez se es persona beneficiaria de la 
prestación económica, sino también en el momento de la solicitud.

3. Si en el caso de estar percibiendo la renta de ciudadanía se recibieran ingresos 
procedentes de actividades laborales por parte de cualquier miembro de la unidad de 
convivencia, estos se valorarán y afectarán a la cuantía percibida, de conformidad con el 
procedimiento que se establezca reglamentariamente.

4. En los casos de contratos laborales subvencionados públicamente mediante 
programas de fomento del empleo o de inserción sociolaboral, no serán de aplicación los 
estímulos previstos en los puntos anteriores. Para estos casos se establecerá 
reglamentariamente un sistema específico de incentivos al empleo.

Artículo 22.  Devengo y pago.
1. En el caso de resolución expresa estimatoria, la renta de ciudadanía se devengará a 

partir del primer día del mes siguiente al de la fecha de dicha resolución.
2. Su pago se efectuará por mensualidades vencidas a la persona titular de la 

prestación.

Sección 4.ª Procedimiento de acceso a la renta de ciudadanía

Artículo 23.  Solicitud.
1. El acceso a la renta de ciudadanía contemplada en la presente ley, en cualquiera de 

sus modalidades y, en el caso en que fueran necesarios, también los programas y servicios 
orientados a la inclusión social y/o inserción laboral, se tramitarán a través de la 
presentación de una solicitud.

2. La solicitud se presentará, como norma general, de manera telemática, ajustada al 
modelo específico que se ponga a disposición de las personas interesadas en la sede 
electrónica por la consejería competente en materia de derechos sociales del Gobierno de 
Canarias. No obstante, además de la vía prevista en el apartado 3 de este artículo se podrán 
habilitar otros canales de comunicación, presenciales o a distancia, telemáticos o telefónicos, 
que permitan presentar la solicitud.

En todo caso, la presentación de la solicitud expresará el consentimiento expreso de las 
personas integrantes de la unidad de convivencia, para que los ayuntamientos y la 
consejería competente en materia de derechos sociales del Gobierno de Canarias accedan a 
los datos de carácter personal en los términos establecidos legalmente. Dicho 
consentimiento deberá ser recabado en la propia solicitud.

3. En el supuesto de que la persona interesada no disponga de los medios electrónicos 
necesarios para realizar la presentación telemática, concurran en ella otras circunstancias 
que dificulten su accesibilidad, o bien requiera de apoyo y orientación para la presentación 
de la solicitud, podrá ser asistida en dicho trámite por los servicios sociales del ayuntamiento 
del municipio donde la persona tenga su empadronamiento y/o residencia efectiva.

Además, la Administración pública de la Comunidad Autónoma de Canarias podrá de 
manera complementaria hacer uso de la habilitación recogida en el artículo 5.7 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas, o norma que la sustituya.

4. Los servicios sociales de los ayuntamientos ayudarán a la identificación e información 
a las posibles personas beneficiarias de la prestación sobre los requisitos, documentación a 
presentar, cuantía y procedimiento para efectuar las solicitudes.

Artículo 24.  Comprobación de los requisitos.
1. Una vez la solicitud con el expediente completo tenga entrada en el aplicativo 

habilitado al efecto, el centro directivo de la consejería competente en materia de derechos 
sociales del Gobierno de Canarias comprobará los datos aportados por las personas 
solicitantes y el cumplimiento de los requisitos de la persona titular y demás miembros de 
sus unidades de convivencia, recabando la información obrante en otros órganos del 
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Gobierno de Canarias u otras administraciones públicas, a través de sus redes corporativas 
o mediante consulta a las plataformas de intermediación de datos u otros sistemas 
electrónicos habilitados al efecto.

2. La identificación de la persona titular y la autenticación de la información 
proporcionada se llevará a cabo mediante la verificación de los datos aportados por la misma 
a través del sistema de intermediación de datos, siempre que se cuente con el oportuno 
consentimiento expreso de la persona interesada.

Para ello, la Administración consultará los datos, salvo oposición expresa acreditada en 
el formulario de solicitud. En caso de que la Administración de la Comunidad Autónoma de 
Canarias no pueda obtener el dato, bien por no estar disponible la consulta telemática, bien 
por oposición o porque la persona interesada no concede la autorización expresa, según los 
casos, será necesario que los acredite la persona titular en el momento de presentar su 
solicitud de la prestación.

3. La consejería competente en materia de derechos sociales del Gobierno de Canarias 
podrá solicitar a la Administración municipal o a otra Administración la documentación 
necesaria que avale el cumplimiento de los requisitos a la unidad de convivencia, 
especialmente aquellas situaciones que deban ser justificadas mediante informe social, 
debiendo ceñirse exclusivamente a las que resulten necesarias para el alcance de los 
objetivos de la presente ley. No se requerirá a la persona titular la presentación de 
documentos que ya se encuentren en poder de la Administración o que sean generados por 
la propia Administración municipal o autonómica.

4. La consejería competente en materia de derechos sociales del Gobierno de Canarias 
podrá solicitar de otros organismos públicos, en el marco del principio de cooperación 
administrativa, cuantos datos e informes sean necesarios para comprobar la veracidad de la 
documentación presentada por la persona titular y su adecuación a los requisitos 
establecidos en la presente ley y en sus normas de desarrollo.

Artículo 25.  Subsanación.
1. En el supuesto de detectarse errores o contradicciones en la documentación 

presentada o cuando se considere que la documentación aportada necesita ser 
complementada para acreditar los requisitos exigidos, la consejería competente en materia 
de derechos sociales del Gobierno de Canarias requerirá a la persona solicitante para que 
subsane el defecto o acompañe los documentos solicitados, en los términos que disponga la 
legislación reguladora del procedimiento administrativo común, salvo que por causa 
justificada comunicada por la persona interesada y debidamente estimada por el órgano 
competente se prorrogue dicho plazo por otros cinco días más.

2. Si en la comprobación efectuada por la consejería competente en materia de derechos 
sociales del Gobierno de Canarias se constata el falseamiento de la declaración de ingresos, 
cualquier otra información de la unidad de convivencia o cualquier otra actuación 
fraudulenta, se le concederá audiencia para formular alegaciones, en los términos que 
disponga la legislación reguladora del procedimiento administrativo común.

Artículo 26.  Resolución, plazo para resolver, notificación y silencio administrativo.
1. La consejería competente en materia de derechos sociales dictará y notificará la 

resolución de concesión o denegación de la renta de ciudadanía en el plazo máximo de tres 
meses desde la entrada de la solicitud en dicha consejería del Gobierno de Canarias, de 
conformidad con lo establecido en la legislación reguladora del procedimiento administrativo 
común.

Dicho plazo regirá, salvo que el procedimiento hubiese quedado suspendido por alguna 
de las causas previstas en la legislación del procedimiento administrativo común. Si quedara 
interrumpido por causa imputable a la persona titular, se hará advertencia a la persona 
interesada por parte de la consejería competente en materia de derechos sociales en la que 
constará que, transcurrido el plazo máximo establecido desde su paralización, se entenderá 
desistida su petición, de acuerdo con lo previsto en la legislación reguladora del 
procedimiento administrativo común.

No se entenderá como causa imputable de la persona titular el retraso en la expedición 
de certificados por parte de administraciones públicas u organismos que resulten necesarios 
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para acreditar cualquier extremo del procedimiento, siempre y cuando la persona solicitante 
acredite haber cursado la solicitud o la cita previa para obtener dicho certificado. No 
obstante, la Administración deberá facilitar a la persona interesada todos aquellos trámites 
que pueda realizar por sí misma a través de sus propios cauces de comunicación y auxilio 
interno.

2. Cuando la resolución sea estimatoria de la solicitud de la prestación, deberá 
establecer, entre otros aspectos, la cuantía de la prestación, la relación de derechos y 
obligaciones que correspondan a las personas destinatarias y la fecha a partir de la cual la 
prestación tendrá efectos económicos, teniendo en cuenta lo dispuesto en la presente ley en 
relación con el devengo y el pago de la misma.

3. Transcurrido el plazo máximo para resolver y notificar establecido en el apartado 1 de 
este artículo, se entenderá desestimada la solicitud por silencio administrativo, sin perjuicio 
del deber que tiene la Administración de dictar resolución expresa en el procedimiento.

4. Una vez resuelto el procedimiento, se notificará a la persona titular en los términos 
establecidos en la legislación del procedimiento administrativo común. Igualmente, se dará 
traslado de la resolución tanto si es favorable como desfavorable, incluyendo sus motivos, a 
los servicios sociales de atención primaria del ayuntamiento correspondiente y en su caso, a 
los servicios sociales especializados, mediante el acceso al programa informático 
correspondiente para, en el caso de ser favorable, la realización del plan de intervención así 
como el seguimiento de la unidad de convivencia según lo recogido en el artículo 59 de la 
presente ley.

5. La desestimación de la solicitud que venga fundamentada en alguna carencia de 
documentación deberá recoger detalladamente y con claridad qué documentos habrán de 
ser necesarios para la buena consecución de la ayuda, con constancia de notificación 
expresa a las personas interesadas, a los efectos de minimizar los casos de denegación así 
como para facilitar la absoluta claridad para quien solicita.

Artículo 27.  Tramitación simplificada.
Cuando así se acuerde, a solicitud de persona interesada o de oficio, se seguirá el 

procedimiento de la tramitación simplificada en los términos dispuestos en la legislación 
reguladora del procedimiento administrativo común, sin perjuicio de la posibilidad de acordar 
la tramitación de urgencia del procedimiento consistente en la reducción a la mitad de los 
plazos establecidos, cuando las personas solicitantes acrediten mediante los documentos 
señalados en el artículo 12 de esta ley hallarse en alguna de las siguientes situaciones:

a) Víctimas de violencia de género o de explotación sexual o de trata.
b) Personas sin hogar o que carezcan de espacio habitacional.
c) Personas en situación de urgencia o emergencia social conforme a lo establecido en 

el artículo 41 de esta ley.
d) Personas trans o intersexuales, en riesgo de sufrir cualquier tipo de violencia o 

discriminación.

Artículo 28.  Recursos.
Contra las resoluciones administrativas de concesión, reanudación, denegación, 

modificación, suspensión o extinción del derecho a la renta de ciudadanía que pongan fin a 
la vía administrativa, en cualquiera de sus modalidades, se podrán interponer cuantos 
recursos administrativos y jurisdiccionales se contemplen en la legislación aplicable. En el 
caso de los recursos administrativos se deberá dar respuesta en el plazo máximo de tres 
meses.

Artículo 29.  Confidencialidad y protección de datos.
1. Las administraciones públicas canarias garantizarán la confidencialidad de los datos 

obtenidos en la tramitación de los expedientes por parte de los organismos competentes, en 
los términos previstos en la normativa general de protección de datos.

2. El traspaso de información en relación con los datos de carácter personal que se deba 
efectuar a la Administración municipal o a la consejería competente en materia de derechos 
sociales del Gobierno de Canarias para la gestión de esta prestación, no requerirá el 
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consentimiento previo de la persona interesada ni de las personas que formen parte de la 
unidad de convivencia, por ser un tratamiento de datos necesario para el cumplimiento de 
una misión realizada en interés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos a 
quien sea responsable del tratamiento, en los términos que disponga la normativa general de 
protección de datos.

Sección 5.ª Revisión, duración, modificación, suspensión y extinción

Artículo 30.  Revisión.
1. La consejería competente en materia de derechos sociales del Gobierno de Canarias 

realizará periódicamente una revisión de los expedientes sobre el cumplimiento de los 
requisitos para la continuidad y permanencia de la prestación, mediante consultas 
telemáticas a través de sus redes corporativas o mediante consultas a las plataformas de 
intermediación de datos u otros sistemas electrónicos habilitados al efecto; dichas revisiones 
podrán llevarse a cabo mediante técnicas de muestreo.

2. A los efectos de lo previsto en el apartado anterior, la consejería competente en 
materia de derechos sociales del Gobierno de Canarias podrá recabar, del resto de 
administraciones públicas y entidades que colaboren en la renta de ciudadanía, los datos e 
informes que resulten necesarios para el correcto ejercicio de comprobación y remisión a la 
consejería competente en materia de derechos sociales del Gobierno de Canarias para las 
funciones de revisión y supervisión. El Gobierno de Canarias adecuará y garantizará los 
recursos humanos necesarios en la consejería de derechos sociales para el cumplimiento de 
tal fin.

Artículo 31.  Duración del derecho.
Se reconoce el derecho a la renta de ciudadanía en todas sus modalidades mientras 

subsistan las causas que motivaron su concesión y se cumplan las obligaciones previstas en 
la presente ley, sin perjuicio de su suspensión o extinción por las causas contempladas en 
ella y en sus normas de desarrollo.

Artículo 32.  Modificación.
1. Será causa de modificación de la cuantía de la renta de ciudadanía en cualquiera de 

sus modalidades la variación del número de miembros de la unidad de convivencia o de los 
recursos que hayan servido de base para el cálculo de la prestación.

No obstante, en el caso de la renta complementaria de ingresos de trabajo, los cambios 
observados en los recursos que hayan servido de base para el cálculo de la cuantía de la 
prestación no se tendrán en cuenta cuando no superen un porcentaje máximo que se 
establecerá reglamentariamente, con respecto a la cuantía inicialmente establecida.

2. El procedimiento para la modificación de la cuantía de la prestación se puede iniciar 
de oficio o a solicitud de persona interesada.

3. El procedimiento iniciado de oficio, cuando derive de una comprobación por el propio 
ayuntamiento o por el órgano competente para resolver, se tendrá que comunicar a la 
persona titular, la cual dispondrá de un plazo de diez días para hacer las alegaciones o 
aportar la documentación que estime conveniente.

4. El procedimiento para la modificación de la cuantía de la prestación se determinará 
reglamentariamente. Los efectos de la modificación tendrán lugar desde la fecha en la que 
se hubiera producido el hecho causante y se aplicarán a partir del primer día del mes 
siguiente al de su aprobación, sin perjuicio de que, en su caso, proceda la reclamación de 
las cantidades indebidamente percibidas.

5. En el supuesto de sobrevenir cualquier hecho que imposibilite a la persona titular de la 
renta de ciudadanía cumplir las obligaciones derivadas de su concesión, deberá proponerse 
la designación de una nueva persona titular integrante de la misma unidad de convivencia, 
que cumpla los requisitos establecidos en la presente ley. En la propuesta de resolución de 
la modificación constarán, en su caso, las variaciones relativas a la realización de las 
actividades de inserción y al importe de la renta de ciudadanía a percibir, sin que sea 
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necesario incoar un nuevo expediente. Esta resolución será notificada a la nueva persona 
titular y comunicada a los servicios sociales del ayuntamiento.

Artículo 33.  Silencio administrativo de los procedimientos de modificación.
Una vez transcurrido el plazo máximo del procedimiento para su resolución y 

notificación, se entenderán estimadas las solicitudes de modificación, sin perjuicio del deber 
que tiene la Administración de dictar resolución expresa en el procedimiento.

Artículo 34.  Suspensión.
1. El derecho a la renta de ciudadanía se suspenderá por las siguientes causas:
a) Pérdida temporal de los requisitos exigidos para su reconocimiento.
b) Incumplimiento temporal por parte de la persona titular o de alguna persona miembro 

de su unidad de convivencia de las obligaciones asumidas al acceder a la prestación, en 
particular:

1.ª Negarse a negociar o suscribir un convenio de inserción laboral cuando este se 
estime necesario por parte del servicio social correspondiente.

2.ª No cumplir los compromisos asumidos en el marco del convenio de inserción laboral 
que se encuentre en vigor.

3.ª Cuando le sea de aplicación, no estar disponible para una contratación adecuada, 
rechazarla o no permanecer inscrita como demandante de empleo.

4.ª No participar en las estrategias de mejora de la empleabilidad que el servicio público 
de empleo ponga en marcha.

5.ª Salvo causas justificadas, cesar voluntariamente su actividad laboral, causar baja 
voluntaria en un puesto de trabajo, ser despedido por causa disciplinaria o acogerse a una 
excedencia voluntaria o reducción de jornada.

6.ª Cuando le sea de aplicación, rechazar modificaciones en las condiciones de empleo 
que conllevarían una mejora en el nivel de ingresos.

c) Ausencia del territorio de la Comunidad Autónoma de Canarias por un tiempo superior 
de treinta días y hasta los noventa días naturales por cada año natural de la persona titular 
de la prestación, o, en su caso, de cualquier miembro de la unidad de convivencia. En todo 
caso, se deberá comunicar previamente a la Administración municipal sus salidas del 
domicilio para traslados fuera de Canarias, cuando la ausencia prevista supere los treinta 
días naturales.

2. De forma excepcional, quedarán exentos de suspensión, aquellos expedientes que, 
estando vinculados a alguna de estas causas, la persona profesional de trabajo social motive 
la no suspensión, previo informe social.

3. La suspensión del derecho a la renta de ciudadanía implicará la suspensión del pago 
de la prestación a partir del primer día del mes siguiente al de la fecha de suspensión y se 
mantendrá mientras persistan las circunstancias que hubieran dado lugar a la misma, 
aunque, en ningún caso, por un periodo continuado superior a doce meses, transcurrido el 
cual el derecho a la prestación se extinguirá.

4. Cuando cesen las causas que motivaron la suspensión del derecho a la renta de 
ciudadanía, la persona interesada deberá demostrar que, nuevamente, concurren los 
requisitos para el devengo de la prestación. En este caso, el organismo competente 
establecerá su cuantía y la prestación se devengará a partir del día siguiente al de la fecha 
en que hubieran cesado las causas que motivaron la suspensión.

5. La suspensión será motivada mediante la correspondiente resolución, previa 
audiencia a la persona titular de la prestación, por plazo de diez días.

Artículo 35.  Extinción.
1. El derecho a la renta de ciudadanía, en cualquiera de sus modalidades, se extinguirá 

por las siguientes causas:
a) Fallecimiento de la persona titular, cuando se trate de unidades de convivencia 

unipersonales.
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b) Pérdida definitiva de los requisitos exigidos para su reconocimiento o incumplimiento 
de las obligaciones establecidas.

c) Mantenimiento de una situación de suspensión por periodo continuado superior a doce 
meses.

d) Existencia de dos suspensiones por incumplimiento en un periodo de tres años.
e) Renuncia a la prestación por parte de la persona titular y del resto de los miembros de 

la unidad de convivencia.
f) Por traslado de domicilio fuera del territorio de la Comunidad Autónoma de Canarias 

de la persona titular otro de otra persona que forme parte de la unidad de convivencia o por 
ausencia del mismo por un plazo superior a los noventa días naturales en un año natural.

g) Resolución firme dictada en un procedimiento sancionador incoado de conformidad 
con la presente ley.

h) Cuando sea de aplicación, rechazar en una ocasión, sin causa justificada, un empleo 
adecuado según la legislación vigente, o una mejora en las condiciones de trabajo que 
pudiera conllevar un aumento del nivel de ingresos, siempre y cuando este aumento sea 
igual o mayor que las cuantías que reciben de las prestaciones.

i) Por la aprobación para la misma persona titular y unidad de convivencia del ingreso 
mínimo vital con posterioridad a la resolución de concesión de la prestación, si no cumpliera 
los requisitos para percibir esta, una vez aplicadas las deducciones correspondientes.

j) Falseamiento en la declaración de ingresos, o cualquier otra actuación fraudulenta 
para la concesión de la renta de ciudadanía o el mantenimiento de la misma.

Excepto en los supuestos contemplados en las letras a) y g) de este apartado, en los 
demás casos, la resolución de extinción deberá ser motivada, previa audiencia a la persona 
titular de la prestación, por un plazo de diez días.

2. En el caso de fallecimiento de la persona titular de la prestación, cuando las unidades 
de convivencia no sean unipersonales, conforme a lo establecido en el artículo 32.5 de la 
presente ley, no se extinguirá el derecho a la misma, sino que su cónyuge o persona unida a 
ella por relación permanente análoga a la conyugal se subrogará en la titularidad de la 
prestación económica, sin necesidad de incoar nuevo expediente. En su defecto, se 
concederá la titularidad de la prestación a la persona de la unidad de convivencia que el 
centro directivo competente de la consejería del Gobierno de Canarias considere más 
adecuada, previo informe motivado de los servicios sociales de atención primaria.

3. Se tramitará con carácter de urgencia y prioritariamente el acceso a la prestación, en 
un plazo que, en ningún caso, podrá ser superior a un mes, en los supuestos en los que la 
extinción o el mantenimiento del derecho a la renta de ciudadanía correspondiente a la 
persona que hasta entonces fuera titular implique perjuicios manifiestos al resto de miembros 
de su núcleo de convivencia según las situaciones contempladas en el artículo 41.1 de la 
presente ley, relativas a la urgencia social.

4. Si se extinguiera la prestación por causas asociadas al incumplimiento de obligaciones 
o a la comisión de infracciones, la persona titular no tendrá la posibilidad de volver a solicitar 
la renta de ciudadanía, en cualquiera de sus modalidades, por un periodo de un año, a 
contar desde que adquiera firmeza la resolución administrativa de cese del derecho.

Artículo 36.  Efectos de la suspensión y extinción.
1. La suspensión y extinción de la resolución administrativa de concesión de la 

prestación surtirá efectos desde el primer día del mes siguiente al que se adopte la misma.
2. La suspensión derivada de la pérdida de los requisitos exigidos en la presente ley 

supondrá la suspensión de su abono, previa resolución administrativa motivada. En este 
supuesto, siempre y cuando no haya transcurrido un plazo de doce meses desde la 
percepción de la última mensualidad, la persona titular podrá solicitar ante la consejería 
competente en materia de derechos sociales del Gobierno de Canarias, y dentro del mes 
siguiente a aquel en el que hubieran cesado las causas que motivaron la suspensión, la 
reanudación del abono de la prestación.

La solicitud de reanudación deberá acompañarse de los documentos acreditativos de la 
recuperación de los requisitos exigidos. En ese caso, la renta de ciudadanía por reanudación 
se devengará desde el día primero del mes siguiente a la fecha de su solicitud.
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3. En el plazo máximo de un mes desde la fecha de entrada de la solicitud de 
reanudación en el centro directivo correspondiente de la consejería competente en materia 
de derechos sociales del Gobierno de Canarias, se dictará y notificará la resolución de 
concesión o denegación de esta. Este plazo quedará interrumpido en los casos previstos en 
la legislación reguladora del procedimiento administrativo común. Transcurrido dicho plazo 
sin que se hubiera producido resolución y notificación expresa, se entenderá estimada la 
solicitud, sin perjuicio del deber que tiene dicha Administración de dictar resolución expresa 
en el procedimiento.

4. Se tramitará con carácter de urgencia y prioritariamente, en un plazo que en ningún 
caso podrá ser superior a un mes, el acceso a la prestación en los supuestos en que la 
extinción o el mantenimiento del derecho a la renta de ciudadanía correspondiente a la 
persona que hasta entonces fuera la titular implique perjuicios manifiestos al resto de los 
miembros de su unidad de convivencia según las situaciones contempladas en el artículo 
41.1 de la presente ley relativas a la urgencia social.

Artículo 37.  Obligación de reintegro.
1. Procederá el reintegro por la persona titular de las cantidades percibidas en concepto 

de renta de ciudadanía en el caso de haber obtenido la condición de personas beneficiarias 
o de las unidades de convivencia perceptoras falseando las condiciones requeridas para 
acceder a la misma u ocultando aquellas que lo hubieran impedido, así como por el 
incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 39 de esta ley.

2. La obligación de reintegro del importe de la prestación indebidamente percibida 
prescribirá a los cuatro años, contados a partir del momento en que fue posible ejercitar la 
acción para exigir su devolución.

3. Las cantidades a reintegrar tendrán la consideración de ingresos de derecho público 
de carácter no tributario y a estos no les será de aplicación el cálculo del interés de demora 
cuando la persona requerida se halle dentro del ámbito de aplicación de esta ley.

4. La duración, suspensión o extinción de la renta de ciudadanía no conlleva el mismo 
efecto respecto de los programas y servicios de inserción previstos en el título II. Las 
personas destinatarias de estas últimas podrán seguir beneficiándose de ellos, siempre que 
existan las situaciones de necesidad que motivaron la concesión de la prestación.

Sección 6.ª Derechos y obligaciones de las personas beneficiarias

Artículo 38.  Derechos.
Las personas beneficiarias de la renta de ciudadanía en los términos de lo dispuesto por 

el artículo 6 de la presente ley, tendrán los siguientes derechos:
a) Percibir la renta de ciudadanía, una vez se haya dictado la correspondiente resolución 

de concesión.
b) Recibir una atención directa y adecuada a sus necesidades, mediante un plan de 

atención personalizado, teniendo en cuenta la perspectiva de género, y a disponer de dicho 
plan por escrito, en un lenguaje claro y comprensible.

c) Tener asignada una persona profesional del trabajo social, que procure la coherencia, 
el carácter integral y la continuidad del proceso de intervención en el ámbito de los servicios 
sociales del ayuntamiento.

d) Recibir y obtener las prestaciones y servicios de calidad que les sean adscritos dentro 
de su plan de intervención personalizado en vigor, en los términos previstos en esta ley y en 
su normativa de desarrollo.

e) Disponer de información suficiente, veraz y fácilmente comprensible, así como de 
recibirla de manera transparente y de forma accesible al público.

f) Participar en el proceso de toma de decisiones sobre su situación personal y familiar, 
así como dar o denegar su consentimiento en relación con una determinada intervención.

g) Garantía de la confidencialidad de su expediente y datos personales.
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Artículo 39.  Obligaciones.
1. La persona titular de la renta de ciudadanía, cualquiera que sea la modalidad de 

prestación a la que acceda, asumirá las siguientes obligaciones:
a) Comunicar, durante todo el periodo de percepción de la prestación, todo derecho a 

prestación de contenido económico que pudiera corresponder tanto a la persona titular como 
a cualquier otro miembro de la unidad de convivencia.

b) En el caso de estar en edad laboral, estar disponible para las ofertas de empleo 
adecuado y aceptarlas cuando se materialicen, salvo cuando se trate de personas que, a 
juicio de los servicios públicos que se establezcan reglamentariamente, no se encuentren en 
situación de incorporarse al mercado laboral ni a un empleo protegido.

A efectos de la consideración de empleo adecuado se estará a lo dispuesto en la 
normativa de la Seguridad Social.

c) Solo para las modalidades de renta de ciudadanía a que se refieren las letras a) y b) 
del artículo 15 de la presente ley, estar inscrita como demandante de empleo o en situación 
de mejora de empleo, en las oficinas del Servicio Canario de Empleo, durante todo el 
período en el que se encuentre recibiendo la renta de ciudadanía y participar activamente en 
las acciones para la mejora de su empleabilidad y de búsqueda activa de empleo que se 
determinen en el itinerario de inclusión personalizado de empleo previsto en el artículo 29 del 
Real Decreto Legislativo 3/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido 
de la Ley de Empleo, o norma que lo sustituya, salvo en los supuestos que se determinen 
reglamentariamente.

d) Comunicar cualquier cambio en las circunstancias de la unidad de convivencia 
perceptora que se hayan tenido en cuenta para la concesión de la renta de ciudadanía en el 
plazo de treinta días hábiles desde que se produzcan tales cambios. El incumplimiento de 
esta obligación en el plazo establecido, puede derivar en la suspensión, y en su caso, 
extinción de la prestación, salvo en las circunstancias excepcionales que se determinarán 
reglamentariamente.

e) Comunicar cualquier cambio de domicilio habitual de la unidad de convivencia 
perceptora en el plazo de quince días hábiles desde que se produzca el hecho que, de 
acuerdo con la presente ley, pudiera dar lugar a modificaciones, suspensiones o extinciones 
de la prestación. Se incluye en esta obligación la comunicación de cambio de domicilio, de 
vivienda o alojamiento de cualquier miembro de la unidad de convivencia, así como las 
salidas fuera de la Comunidad Autónoma de Canarias por periodos de entre treinta y 
noventa días naturales.

f) Reintegrar los abonos percibidos indebidamente.
g) Destinar la renta de ciudadanía a cubrir las necesidades básicas de la vida, de 

conformidad con el objeto, alcance y naturaleza de la prestación.
h) Garantizar la asistencia a la educación obligatoria de las personas menores de edad 

escolarizadas que formen parte de la unidad de convivencia.
i) Comparecer ante la Administración cuando sea requerida para facilitar la labor de las 

personas que participen en la consecución de los fines de la prestación.
2. Asimismo, será obligación de la totalidad de las personas que formen parte de la 

unidad de convivencia:
a) Residir de forma efectiva y continuada en Canarias durante todo el periodo de 

percepción de la prestación. La salida del territorio de la comunidad autónoma de toda la 
unidad de convivencia durante un periodo, continuado o no superior a noventa días naturales 
al año, será causa de extinción de la prestación.

b) Participar en las actividades de inclusión social y/o inserción laboral de los servicios 
sociales de los ayuntamientos, servicios sociales especializados o servicios de empleo que 
se les propongan.

Sin perjuicio de cumplir con los deberes de comunicación previstos para la persona 
titular en la letra d) del apartado anterior de este artículo, la salida del territorio de la 
comunidad autónoma de algún miembro de la unidad de convivencia, y siempre que la 
ausencia haya superado los noventa días naturales al año, deberá ser comunicada a la 

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DE LAS ISLAS CANARIAS

§ 6  Ley de la renta canaria de ciudadanía

– 185 –



Administración municipal al objeto de restar del número de personas integrantes de la unidad 
de convivencia a aquella persona que hubiera salido de Canarias.

Sección 7.ª Ejercicio conjunto de los derechos a la prestación económica y a la 
inclusión social y/o inserción laboral

Artículo 40.  Disposiciones generales.
1. Las unidades de trabajo social de los municipios informarán, orientarán y asistirán en 

la cumplimentación y registro de la solicitud de las unidades de convivencia solicitantes por 
primera vez de la renta de ciudadanía, para que puedan ejercer el derecho a un proceso 
personalizado de inclusión social en los términos establecidos por esta ley desde la misma 
fecha de la solicitud. En todo caso, las personas titulares de la renta de ciudadanía darán su 
conformidad a las obligaciones contraídas por su percepción.

2. En el caso de que la unidad de convivencia haya sido receptora de la renta de 
ciudadanía por un periodo superior a un año ininterrumpido y que no haya habido ninguna 
modificación de la renta percibida por razón de cambio en su situación económica, se deberá 
llevar a cabo el proceso personalizado de inclusión social y/o inserción laboral, en el caso de 
que no se hubiera iniciado anteriormente, con la finalidad de incentivar y promover su 
inclusión activa. Los servicios sociales del ayuntamiento competente iniciarán el 
procedimiento en los términos fijados en esta ley y, por su parte, las personas implicadas 
quedarán obligadas al cumplimiento del plan de atención personalizado libremente 
convenido entre ambas partes.

3. En el caso de que la unidad de convivencia haya sido perceptora de la renta de 
ciudadanía por un periodo continuo de al menos veinticuatro meses, la Administración 
pública correspondiente priorizará al menos la posibilidad de participar en un programa de 
empleo social protegido u otra opción de empleo y/o formación, cuando fuera posible, salvo 
que, a juicio de los servicios de empleo correspondientes que se establezcan 
reglamentariamente, en coordinación con los servicios sociales del ayuntamiento 
competente, sus miembros no se encuentren en condiciones de incorporarse al mismo. Esta 
oferta deberá constar en el plan de atención personalizado, así como las obligaciones 
derivadas de ello.

4. En todo caso, el diagnóstico social y plan de atención personalizado de inclusión 
social y/o inserción laboral incluirá el sistema de seguimiento que contemplará las revisiones 
de la situación en periodos de, al menos, doce meses.

Artículo 41.  Personas en situación de urgencia o emergencia social.
1. Excepcionalmente, aun no reuniendo los requisitos que dan derecho a la renta de 

ciudadanía, esta se podrá conceder a las personas y unidades de convivencia en situación 
de urgencia o emergencia social, cuando concurran circunstancias objetivas que las 
coloquen en situación de necesidad.

Se entenderá que existen tales circunstancias cuando en el diagnóstico social al que se 
hace referencia en el artículo 46 de esta ley se muestren indicadores de exclusión en los 
ámbitos laboral, de habitabilidad, educativo, de salud física y/o mental y relacional social o 
familiar, que indiquen la existencia de exclusión social grave, o se den alguna de las 
circunstancias señaladas en el artículo 29 de la Ley 16/2019, de 2 de mayo, de Servicios 
Sociales de Canarias, o norma que la sustituya.

2. En todo caso, se considera urgencia social las siguientes:
a) Encontrarse en proceso de desahucio de la vivienda habitual o situación en la que se 

haya producido una ejecución hipotecaria, o lanzamiento por impago de renta o de hipoteca 
de la vivienda habitual, u otras circunstancias excepcionales y extraordinarias que provoquen 
la perdida de la vivienda habitual.

b) Que alguna persona integrante de la unidad de convivencia padezca una enfermedad 
grave que impida el desarrollo de la vida cotidiana y la inserción laboral.

c) La pérdida de la vivienda habitual por incendio, derrumbe u otra catástrofe similar, que 
obligue al desalojo de la misma a la unidad de convivencia.
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d) Que alguna o algunas de las personas de la unidad de convivencia o la propia unidad 
sean víctimas de un accidente grave que impida el desarrollo de la vida cotidiana y la 
inserción laboral.

e) Que ninguna persona miembro de la unidad de convivencia esté dado de alta en la 
Seguridad Social ni perciba ningún tipo de prestación.

f) Cualquier otra situación que se establezca reglamentariamente.
3. Los servicios sociales de atención primaria del municipio correspondiente o, en su 

caso, los servicios especializados llevarán a cabo el acompañamiento social adecuado al 
caso.

4. Tanto las causas y circunstancias, como el procedimiento a que se refieren los 
párrafos anteriores, serán determinados reglamentariamente.

5. Las personas que, como consecuencia del ejercicio del derecho a la inclusión social 
y/o inserción laboral, estén residiendo permanentemente en alguno de los recursos 
residenciales a los que se refiere el artículo 18.3 de esta ley no tendrán derecho a la renta de 
ciudadanía, por entenderse que sus necesidades básicas están cubiertas.

6. Las personas que, como consecuencia del ejercicio del derecho a la inclusión social 
y/o inserción laboral, estén residiendo en alguno de los recursos de acogida temporal de 
servicios sociales o sociosanitarios, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 7.3 y 8.3 de 
esta ley, aun teniendo cubiertas sus necesidades básicas, tendrán derecho a la renta de 
ciudadanía en los términos previstos en esta ley y en su desarrollo reglamentario, para 
favorecer su proceso de desinstitucionalización y/o de funcionamiento autónomo. Igual 
consideración tendrán las personas que se encuentren en el tercer grado penitenciario y que 
participen en un programa específico de incorporación social.

CAPÍTULO II
Complementos de vivienda, de educación y a las pensiones no contributivas

Artículo 42.  Complementos de vivienda y de educación.
1. Los complementos de vivienda y de educación son prestaciones económicas de 

carácter periódico y finalista, excluidos de la normativa general de subvenciones, que deben 
destinarse únicamente al objeto para el que se concede y acreditarse el desembolso. Dichos 
complementos son de carácter intransferible, complementarios de los ingresos que pudieran 
tener las personas integrantes de la unidad de convivencia, y no condicionados a la 
realización de actividades de inclusión social o inserción laboral. Tampoco serán sustitutivos 
de las redes correspondientes de vivienda y educación y tendrán el carácter de crédito 
ampliable, en los términos que establezca la Ley de Presupuestos Generales de la 
Comunidad Autónoma de Canarias.

2. Tanto el complemento de vivienda como el complemento de educación podrán ser 
solicitados por aquellas unidades de convivencia que, siendo titulares de la renta de 
ciudadanía o del ingreso mínimo vital, cumplan el resto de los requisitos establecidos 
reglamentariamente. En todo caso, transcurrido el plazo máximo de seis meses desde la 
fecha de solicitud de dichos complementos sin que se hubiera producido resolución expresa, 
se entenderá denegada la solicitud por silencio administrativo.

Por los servicios sociales de atención primaria, a las personas solicitantes de la renta de 
ciudadanía se les informará, en el momento de realización de la solicitud, de la posibilidad de 
solicitar dichos complementos.

3. La solicitud del complemento de vivienda y de educación se realizará en el modelo 
normalizado que se ponga a disposición de las personas interesadas en la sede electrónica 
de la Administración pública de la Comunidad Autónoma de Canarias, según el 
procedimiento previsto en los artículos 23 y siguientes de la presente ley.

4. Los requisitos de las personas beneficiarias, las cuantías, y demás aspectos 
necesarios para su correcta regulación, se establecerán de manera reglamentaria. En el 
caso del complemento de educación, se tendrá en especial consideración en la fijación de 
las cuantías las necesidades de quienes deban desplazarse para estudiar en otras islas del 
archipiélago.
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Artículo 43.  Complemento a las pensiones no contributivas.
1. El complemento a las pensiones no contributivas tiene como objeto elevar el nivel de 

vida de las personas que perciben una pensión no contributiva de la Seguridad Social y está 
dirigido a aquellas unidades de convivencia con mayor necesidad de protección social.

2. El complemento a las pensiones no contributivas es una prestación económica de 
carácter periódico y finalista, excluida de la normativa general de subvenciones, de carácter 
personal, nominativa e intransferible, complementaria de los ingresos que pudieran tener las 
personas integrantes de la unidad de convivencia y no condicionada a la realización de 
actividades de inclusión social o inserción laboral. Dicho complemento tendrá el carácter de 
crédito ampliable, en los términos que establezca la Ley de Presupuestos Generales de la 
Comunidad Autónoma de Canarias.

3. Para ser persona beneficiaria de este complemento, se deberá tener reconocida la 
pensión, ser residente en la Comunidad Autónoma de Canarias y seguir cumpliendo con los 
requisitos para su obtención de acuerdo con la normativa reguladora de la Seguridad Social.

4. El cálculo del complemento a las pensiones no contributivas será objeto del 
correspondiente desarrollo reglamentario.

TÍTULO II
Derecho a los programas y servicios de inclusión social y/o inserción laboral

Artículo 44.  Personas titulares del derecho a los programas y servicios de inclusión social 
y/o inserción laboral.

Con carácter general tendrán derecho a los programas y servicios de inclusión social y/o 
laboral todas las personas empadronadas o con residencia efectiva debidamente acreditada 
en la Comunidad Autónoma de Canarias que se encuentren en situación de pobreza, 
vulnerabilidad social o exclusión social, perciban o no una renta de ciudadanía.

Artículo 45.  Programas y servicios.
1. Es responsabilidad de las administraciones públicas canarias garantizar el derecho de 

las personas a ser apoyadas en su proceso de inclusión social y/o inserción laboral, según 
un plan de atención personalizado diseñado de forma que se tengan en cuenta sus recursos, 
capacidades y potencialidades y los diferentes resultados entre mujeres y hombres.

2. Las personas podrán ejercer este derecho libre y voluntariamente a través de los 
programas y servicios garantizados incluidos en el Catálogo de Servicios y Prestaciones del 
Sistema Público de Servicios Sociales de Canarias.

3. También podrán ejercer este derecho a través de los programas y servicios de 
incorporación laboral, competencia del Servicio Canario de Empleo, que en todo caso 
actuará coordinadamente con el Sistema de Servicios Sociales de Canarias.

4. Igualmente se podrá poner en práctica el plan personalizado a través de programas y 
servicios no garantizados por el Catálogo de Servicios y Prestaciones del Sistema Público de 
Servicios Sociales de Canarias, para lo cual las administraciones públicas canarias 
procurarán estos recursos, o bien mediante medios propios, o bien en colaboración con las 
organizaciones de la sociedad civil especializadas en este ámbito de actuación.

5. En todo caso, las administraciones públicas canarias actuarán bajo los principios de 
complementariedad y coordinación tanto interadministrativa como intraadministrativa.

Artículo 46.  Acceso a los programas y servicios de inclusión social y/o inserción laboral.
1. Se iniciará el acceso a los programas y servicios de inclusión social y/o inserción 

laboral mediante un diagnóstico social por parte de los servicios sociales del ayuntamiento 
correspondiente, sobre la situación personal y familiar, y con la participación activa de la 
persona interesada y, en su caso, de la unidad de convivencia. Seguidamente, se elaborará 
una propuesta de acompañamiento social, fijando un plan de atención personalizado para su 
proceso de inclusión social en todas sus dimensiones.
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2. El plan de atención personalizado incluirá un convenio de inclusión social y/o inserción 
laboral en el que se fijen su duración, objetivos, compromisos adquiridos por las personas 
participantes y resultados previstos. Igualmente, incluirá los servicios y programas que 
prestarán las administraciones públicas canarias para acompañar la ejecución del itinerario 
de inclusión y, en su caso, los prestados por las organizaciones de la sociedad civil 
especializadas en la intervención social y sociolaboral, que actuarán siempre en 
coordinación con los servicios sociales del ayuntamiento competente. Se incluirá también el 
sistema de seguimiento y reorientación de las actuaciones acordadas.

3. Las partes intervinientes en el convenio de inclusión serán, por un lado, los servicios 
sociales del ayuntamiento correspondiente y, por otro, la persona titular, y, si procede, otras 
personas integrantes de la unidad de convivencia.

4. Se determinará reglamentariamente tanto el procedimiento de diagnóstico social como 
el de elaboración, desarrollo y finalización del plan de atención personalizado.

Artículo 47.  Plan de atención personalizado.
1. El plan de atención personalizado, que se formulará en función de los resultados del 

diagnóstico de vulnerabilidad, es el instrumento técnico que incluye los objetivos, 
indicadores, intervenciones y acciones específicas, tanto de carácter individual como, en su 
caso, para el conjunto de la unidad de convivencia, dirigidos a prevenir o corregir la situación 
o el riesgo de exclusión social y a promover la inclusión social y laboral de las personas 
beneficiarias de la renta de ciudadanía.

2. El plan deberá ajustarse en lo posible a las preferencias, capacidades y circunstancias 
de las personas a quienes se dirige y adecuarse a un modelo integral de intervención, los 
objetivos de inserción, tanto desde el ámbito de los servicios sociales, como, en su caso, de 
los de empleo y formación, educación, vivienda, salud, participación social, deporte y cultura. 
A estos efectos, el plan expresará la necesidad, posibilidad y conveniencia de realizar cada 
intervención, o bien si existen motivos que justifiquen la exoneración de realizar el plan de 
atención personalizado a juicio de las personas profesionales que lo elaboren.

3. En todo caso, el plan de atención personalizado se entenderá como un proceso 
dinámico, revisable y susceptible de modificación en función del cumplimiento de objetivos, 
de nuevos itinerarios o de aparición de nuevas necesidades, así como de la valoración 
conjunta de los resultados de la persona supervisora responsable y, en su caso, de las 
acciones de las políticas activas de la inserción laboral desarrolladas por los servicios 
públicos de empleo a través de personal orientador o similar de los servicios de empleo.

Artículo 48.  Itinerarios de inclusión.
1. El itinerario de inclusión es el conjunto de actuaciones, instrumentos y procedimientos 

técnicos que articulan el plan de atención personalizado de las personas beneficiarias de la 
renta de ciudadanía. Dentro de un mismo plan de atención personalizado se podrán 
establecer varios itinerarios de inclusión, singulares o complementarios entre sí, tanto 
individuales como para más miembros o el conjunto de la unidad de convivencia.

2. El diseño del itinerario tendrá en cuenta la necesidad de que su desarrollo se 
produzca de manera simultánea con otros sistemas de protección social, incluido el sistema 
público de educación, sanidad, servicios sociales, empleo, entre otros, con la finalidad de 
conseguir una mejora integral en las condiciones de la calidad de vida de las personas 
beneficiarias.

3. Las actuaciones del itinerario se formalizarán en un modelo de inclusión social que 
será firmado por la persona titular y por la persona profesional del trabajo social. En dicho 
documento se establecerán las acciones específicas que deberán realizar las partes 
intervinientes en el proceso de inserción social y laboral, en la forma en que se determine 
reglamentariamente. Excepcionalmente, se podrá prever la exoneración temporal o definitiva 
del cumplimiento de alguna de las acciones incluidas en el itinerario de inclusión o posponer 
su realización, en los supuestos que reglamentariamente se determinen.

4. Los ayuntamientos podrán solicitar la colaboración y apoyo del personal de las 
organizaciones de la sociedad civil especializadas en la intervención social y sociolaboral 
para la elaboración de los itinerarios de inclusión.
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TÍTULO III
Infracciones y sanciones

Artículo 49.  Sujetos responsables.
A los efectos previstos en la presente ley, serán responsables las personas titulares de 

las prestaciones que incurran en las acciones u omisiones tipificadas como infracciones en 
los artículos siguientes.

Artículo 50.  Infracciones leves.
Son infracciones leves:
a) No realizar, cuando proceda, las actividades de inserción de los planes de atención 

personalizados o el incumplimiento injustificado de las medidas establecidas en estos.
b) No comunicar cualquier variación personal o familiar, económica o patrimonial que, de 

acuerdo con la presente ley, pudiera dar lugar a modificaciones, suspensiones o extinciones 
de la prestación, en el plazo máximo de un mes desde que se produzca, después de haber 
sido informado y asesorado por los servicios sociales de atención primaria o por los servicios 
sociales especializados. Se incluyen en esta obligación la comunicación de cambio de 
domicilio, de vivienda o alojamiento de cualquier miembro de la unidad de convivencia.

c) No solicitar el ingreso mínimo vital siempre que se cumpla con los requisitos y aquellas 
otras prestaciones y pensiones del régimen de la Seguridad Social o de cualquier otro 
régimen de derecho público a las que pudieran tener derecho, después de haber sido 
informado y asesorado por los servicios sociales de atención primaria o por los servicios 
sociales especializados.

d) No reclamar cualquier derecho económico que pueda corresponderles por cualquier 
título y ejercer las correspondientes acciones para hacerlo efectivo después de haber sido 
informado y asesorado por los servicios sociales de atención primaria o por los servicios 
sociales especializados.

e) No inscribirse como demandantes de empleo o como demandantes de mejora del que 
tuvieran, si tienen edad legal para trabajar, o rechazar oferta de empleo adecuado que 
garantice la consecución de los objetivos del programa de inserción, salvo en el supuesto de 
que se esté imposibilitado para hacerlo.

f) No garantizar la escolarización de las personas menores en edad escolar que formen 
parte de la unidad de convivencia.

g) No comparecer ante la Administración cuando sea requerido, para facilitar la labor de 
las personas que participen en la consecución de los fines de la prestación.

h) No reintegrar la prestación económica indebidamente percibida tras haber sido 
requerido para ello.

Artículo 51.  Infracciones graves.
Son infracciones graves:
a) No destinar la prestación económica a cubrir las necesidades básicas de la vida, de 

conformidad con el objeto, alcance y naturaleza de la prestación.
b) La negativa reiterada e injustificada a someterse a las actividades de inclusión 

establecidas en el plan de atención individualizado o el reiterado incumplimiento injustificado 
de las medidas que se establecen en este.

c) La negativa injustificada y reiterada a inscribirse como demandante de empleo o como 
demandante de mejora del que, en su caso, tuviera.

d) La reiteración de cualquier infracción leve.
e) No cumplir con la obligación de comunicar con carácter previo el desplazamiento fuera 

de la Comunidad Autónoma de Canarias de cualquier miembro de la unidad de convivencia, 
cuando este sea por tiempo superior a treinta días e inferior a noventa días naturales al año.

Artículo 52.  Infracciones muy graves.
Son infracciones muy graves:
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a) El falseamiento de los datos o cualquier otra maquinación fraudulenta para obtener, 
conservar o aumentar el importe de las prestaciones.

b) La reiteración de cualquier infracción grave.
c) El desplazamiento fuera de la Comunidad Autónoma de Canarias de cualquier 

miembro de la unidad de convivencia, por tiempo superior a noventa días naturales al año 
sin haber comunicado ni justificado con carácter previo su salida de Canarias.

Artículo 53.  Sanciones.
1. Las infracciones leves serán sancionadas con apercibimiento escrito a la persona que 

las ha cometido, advirtiéndose además que, en caso de reiteración, podrá incurrir en 
infracción grave o muy grave.

2. Las infracciones graves se sancionarán con el cese en el derecho a seguir obteniendo 
la renta de ciudadanía, que no podrá ser solicitada de nuevo hasta transcurrido un periodo 
de un año desde que adquiera firmeza la resolución administrativa de cese del derecho, sin 
perjuicio de que se pueda continuar con las actividades de inserción.

3. Las infracciones muy graves se sancionarán con el cese en el derecho a seguir 
obteniendo la renta de ciudadanía, que no podrá ser solicitada de nuevo hasta transcurrido 
un periodo de dos años desde que adquiera firmeza la resolución administrativa de cese del 
derecho, sin perjuicio de que se pueda continuar con las actividades de inserción.

4. La imposición de las sanciones se hará sin perjuicio de la obligación de reintegro del 
importe de las prestaciones en los términos establecidos en el artículo 37 de esta ley.

Artículo 54.  Graduación de las sanciones.
En la imposición de sanciones se tendrá en cuenta la graduación de estas. A tal fin, 

además de las circunstancias incluidas en la legislación reguladora del procedimiento 
sancionador, se considerarán las siguientes:

a) Negligencia e intencionalidad de la persona infractora.
b) Capacidad de juicio o apreciación de la persona infractora.
c) Cuantía económica de la renta de ciudadanía indebidamente percibida.
d) Las circunstancias personales, económicas y sociales de la unidad de convivencia.

Artículo 55.  Prescripciones.
1. Las infracciones muy graves tipificadas en esta ley prescribirán a los veinticuatro 

meses, las graves a los doce meses y las leves a los seis meses, contados desde la fecha 
en que la infracción se hubiese cometido.

2. Las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los veinticuatro meses, 
las graves a los doce meses y las leves a los seis meses, plazos contados de acuerdo con lo 
previsto en la legislación reguladora del régimen jurídico del sector público para el ejercicio 
de la potestad sancionadora.

Artículo 56.  Procedimiento sancionador.
1. El procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora previsto en esta ley se 

establecerá reglamentariamente, dentro del marco establecido en la legislación del 
procedimiento administrativo común y en la legislación de régimen jurídico del sector público.

2. Los procedimientos sancionadores incoados en virtud de infracciones cometidas en el 
ámbito de la aplicación de la presente ley deberán resolverse y notificarse en el plazo 
máximo de seis meses a contar desde la fecha del acuerdo de incoación del procedimiento.

3. El procedimiento sancionador caducará si no se hubiese notificado la resolución 
definitiva, transcurrido el plazo máximo de seis meses desde la incoación del expediente. Sin 
embargo, se tendrán en cuenta en su cómputo, las posibles interrupciones por causas 
imputables a las personas interesadas o por alguna de las causas previstas de suspensión 
del procedimiento.
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Artículo 57.  Administración competente en el procedimiento sancionador.
1. La iniciación, instrucción y resolución de los procedimientos sancionadores 

corresponderán a la consejería competente en materia de derechos sociales de la 
Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias.

2. No podrán atribuirse a un mismo órgano administrativo las fases de instrucción y 
resolución del procedimiento.

TÍTULO IV
Competencias y financiación de la renta de ciudadanía

CAPÍTULO I
Competencias administrativas

Artículo 58.  Competencias de la Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias.
Corresponde a la Administración pública de la Comunidad Autónoma de Canarias, a 

través de la consejería competente en materia de derechos sociales, las siguientes 
competencias:

a) Proponer al Gobierno la aprobación de las normas de desarrollo de la presente ley.
b) La tramitación administrativa de la renta de ciudadanía en sus fases de instrucción, 

resolución y revisión, así como la planificación, el control y la evaluación general de las 
medidas establecidas en la presente ley, teniendo en cuenta la perspectiva de género.

c) La comprobación del cumplimiento de los requisitos a través de la interoperabilidad 
con otros sistemas de información de la Administración autonómica, del Estado o de la 
Administración local.

d) La concesión, denegación, modificación, suspensión, extinción y financiación de la 
renta de ciudadanía.

e) El control general de las medidas contempladas en la presente ley.
f) La comprobación de la veracidad de los hechos y documentos contenidos en el 

expediente y de las medidas de integración propuestas en los programas específicos a las 
necesidades de las personas usuarias.

g) El ejercicio de la potestad sancionadora.
h) La comprobación de la idoneidad de los programas de inserción y su seguimiento, sin 

perjuicio de las funciones que esta ley atribuye a los municipios.
i) La coordinación y cooperación con las administraciones municipales para determinar 

los criterios de uniformidad en la tramitación de los expedientes.
j) La coordinación con las consejerías del Gobierno de Canarias implicadas en la renta 

de ciudadanía a través de los oportunos protocolos de actuación, que promoverán la 
aplicación eficiente de las medidas contempladas. A tal fin, se establecerán sistemas 
informatizados que permitan intercambios de información entre estas consejerías, que 
garanticen, además, la confidencialidad de los datos que se manejen, de acuerdo con la 
normativa sobre protección de datos de carácter personal.

k) La dotación de fondos suficientes en las aplicaciones presupuestarias de los 
diferentes departamentos con competencias en materias relacionadas con la aplicación de la 
presente ley, destinados al sostenimiento de los recursos humanos y materiales necesarios 
para el desarrollo de las acciones previstas.

l) El impulso y difusión de las iniciativas contempladas en la presente ley y sus normas 
de desarrollo.

m) La consideración de las circunstancias personales particulares que concurran en las 
personas beneficiarias de la renta de ciudadanía en las contrataciones vinculadas a los 
programas de empleo, en los cuales participe la Comunidad Autónoma de Canarias.

n) La fiscalización y control de la ejecución efectiva de la financiación destinada a los 
ayuntamientos para el fin desarrollado en esta normativa, en los términos previstos por el 
artículo 60 de la presente ley.
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Artículo 59.  Competencias de los ayuntamientos.
Corresponde a los ayuntamientos de la Comunidad Autónoma de Canarias el ejercicio 

de las siguientes competencias:
a) La detección y diagnóstico social de las necesidades y potencialidades de las 

personas en situación o riesgo de exclusión y la puesta en marcha de las acciones 
necesarias que posibiliten su inserción social, a través de los servicios sociales de atención 
primaria.

b) La asistencia en el trámite de presentación de la solicitud, en los términos señalados 
en el artículo 23.3 de esta ley.

c) La elaboración de los informes sociales y la elaboración del documento que contenga 
los planes de atención personalizados de actividades de inserción dirigidos a la unidad de 
convivencia o, en su caso, a alguna de las personas que la integren, siempre teniendo en 
cuenta la perspectiva de género.

d) La intervención y el seguimiento de la situación de las personas beneficiarias de la 
renta de ciudadanía y el control del cumplimiento de las obligaciones y requisitos exigidos en 
la presente ley, a efectos de la comunicación del cambio de circunstancias y del 
procedimiento de revisión, y en particular, el seguimiento de la participación de las personas 
incluidas en los planes de atención personalizados, dirigidos a la unidad de convivencia.

e) La cooperación con la Administración autonómica en la tramitación de los 
expedientes, así como en la aplicación de las medidas contempladas en la presente ley y, en 
su caso, en sus normas de desarrollo.

CAPÍTULO II
Financiación de la renta de ciudadanía

Artículo 60.  Financiación.
1. El Gobierno de Canarias sufragará la plena financiación de la renta de ciudadanía en 

los presupuestos generales de la Comunidad Autónoma de Canarias, actualizando 
anualmente la financiación del sistema en las sucesivas leyes de presupuestos generales de 
la Comunidad Autónoma de Canarias.

2. Las asignaciones presupuestarias que en cada ejercicio económico se destinen a la 
renta de ciudadanía tendrán el carácter de crédito ampliable, en los términos que establezca 
la Ley de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Canarias, de modo que 
se garantice la cobertura económica de este derecho a todas las personas solicitantes que 
reúnan los requisitos establecidos en esta ley.

3. La Ley de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma incluirá un programa 
presupuestario destinado a la ejecución de los programas y servicios de inclusión social y/o 
inserción laboral de la comunidad autónoma establecidos en esta ley.

4. La comunidad autónoma contribuirá al desarrollo de las competencias municipales 
establecidas en el artículo 59 de la presente ley, en los términos que reglamentariamente se 
determinen. En todo caso, para calcular la financiación a distribuir en el conjunto de 
municipios de la Comunidad Autónoma de Canarias se tendrán en cuenta los siguientes 
criterios de reparto:

a) Población empadronada en el municipio. Para esta variable se utilizarán las cifras 
anuales de las revisiones de los padrones municipales de habitantes aprobados para el año 
al que se refiera el cálculo objeto de distribución. Este criterio se valora con el 50% de forma 
directamente proporcional a la población municipal.

b) Media mensual de personas demandantes de empleo inscritas, sin prestación 
económica y residentes en el municipio en los tres años anteriores al cálculo objeto de 
distribución. Para esta variable se utilizarán las cifras publicadas por el Servicio Canario de 
Empleo. Este criterio se valora en un 40 % en forma directamente proporcional a la media 
mensual de demandantes de empleo de cada municipio.

c) Índice medio mensual de personas perceptoras de la renta de ciudadanía o prestación 
equivalente reconocida en los últimos años en el municipio objeto de distribución. Para esta 
variable se utilizarán el número de resoluciones de reconocimiento de las prestaciones 
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aprobadas por la consejería competente en servicios sociales por municipio. Para este 
criterio se valora el 10% en forma directamente proporcional al número de resoluciones 
aprobadas en cada municipio.

Se garantizará a cada municipio el coste de, como mínimo, un profesional del trabajo 
social con competencias exclusivas para prestar los servicios específicos de la renta de 
ciudadanía. A través del desarrollo reglamentario de la presente ley se garantizará que, en 
base a la población y/o número de demandantes, se incremente de forma proporcional el 
número de profesionales de trabajo social administrativo o de apoyo a las actividades de 
inserción social.

Artículo 61.  Convenios y conciertos sociales.
El Gobierno y los ayuntamientos de Canarias, a través de la consejería o concejalías 

competentes en materia de derechos sociales, podrán suscribir convenios con otras 
entidades de derecho público o privado, así como conciertos sociales con personas o 
entidades proveedoras de servicios sociales u otras fórmulas jurídicas previstas en la 
legislación en los términos que disponga su normativa específica, al objeto de completar sus 
actuaciones en los itinerarios formativos y programas de inserción efectiva de las personas 
beneficiarias de la renta de ciudadanía a que se refiere el título II de esta ley, o para el logro 
de cualquier otro de los objetivos previstos en la misma.

Disposición adicional primera.  Actualización del valor del importe.
La Ley de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Canarias actualizará 

las cuantías de la renta de ciudadanía, como mínimo, en función de la variación interanual 
del índice de precios al consumo del ámbito canario u otros indicadores propios que se 
establezcan reglamentariamente.

Disposición adicional segunda.  Intercambio de información y protección de datos.
1. A los efectos de lograr la mayor agilidad administrativa, el conjunto de las 

administraciones públicas facilitará a los órganos competentes en materia de renta de 
ciudadanía los datos necesarios de las personas titulares y beneficiarias de las prestaciones 
económicas reguladas en la presente ley para el desarrollo de su actividad, tanto en los 
procedimientos de reconocimiento de las prestaciones como en los procesos de control y 
seguimiento.

2. La cesión a la Administración de la Seguridad Social de los datos de carácter personal 
de las personas que sean solicitantes del ingreso mínimo vital y los recibidos por la 
consejería competente en derechos sociales del Gobierno de Canarias para la obtención de 
la renta de ciudadanía no requerirán el consentimiento previo de la persona interesada ni de 
las personas que formen parte de la unidad de convivencia, por ser un tratamiento de datos 
necesario para el cumplimiento de una misión realizada en interés público o en el ejercicio 
de poderes públicos conferidos a quien sea el responsable del tratamiento, en los términos 
que disponga la normativa general de protección de datos.

3. Las administraciones públicas implicadas tomarán las medidas oportunas para que, en 
el curso del procedimiento administrativo, quede garantizada la confidencialidad de los datos 
suministrados por las personas solicitantes para la gestión de la prestación de la Seguridad 
Social y estarán obligadas a cumplir con la legislación vigente en materia de protección de 
datos.

Disposición adicional tercera.  Uso de aplicaciones para la gestión.
La recepción, registro, valoración y resolución del procedimiento para la obtención de la 

renta de ciudadanía se realizarán a través de una aplicación informática puesta a disposición 
de las administraciones competentes en el plazo de tres meses, que permita la gestión 
electrónica a los ayuntamientos y al centro directivo competente en su tramitación y 
resolución.

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DE LAS ISLAS CANARIAS

§ 6  Ley de la renta canaria de ciudadanía

– 194 –



Disposición adicional cuarta.  Colaboración de los cabildos insulares en la gestión de la 
renta de ciudadanía.

A través de los oportunos convenios de colaboración podrán participar los cabildos 
insulares con el Gobierno de Canarias y /o con los ayuntamientos de las islas para la 
consecución de los objetivos y fines comprendidos dentro de la presente ley.

Disposición adicional quinta.  Evaluación.
La consejería competente en materia de derechos sociales evaluará cada año el grado 

de cumplimiento de los objetivos de inserción contemplados en la presente ley. De esta 
evaluación dará cuenta al Gobierno de Canarias, que a su vez informará sobre ella al 
Parlamento de Canarias y a los ayuntamientos de la Comunidad Autónoma de Canarias.

Disposición adicional sexta.  Bonificaciones por la contratación laboral de personas 
beneficiarias de la renta de ciudadanía.

1. Los empleadores que contraten indefinidamente a personas desempleadas que 
tengan reconocido el derecho a la renta de ciudadanía o sean beneficiarias de la prestación 
por formar parte de la misma unidad de convivencia que la persona titular tendrán derecho, 
desde la fecha de celebración del contrato, a una bonificación mensual en la cuota 
empresarial a la seguridad social o, en su caso, por su equivalente diario, por trabajador 
contratado y durante un máximo de tres años.

2. Si el contrato se celebra a tiempo parcial las bonificaciones se disfrutarán de manera 
proporcional a la jornada de trabajo pactada en el contrato.

3. Para la aplicación de este incentivo la empresa deberá mantener en el empleo al 
trabajador contratado al menos tres años desde la fecha de inicio de la relación laboral. En 
caso de incumplimiento se deberá proceder al reintegro del incentivo.

No se considerará incumplida esta obligación cuando el contrato de trabajo se extinga 
por causas objetivas o por despido disciplinario cuando uno u otro sea declarado o 
reconocido como procedente, ni en los casos de las extinciones causadas por dimisión, 
muerte, jubilación o incapacidad permanente total, absoluta o gran invalidez de los 
trabajadores.

4. La Comunidad Autónoma de Canarias y sus departamentos, en el ámbito de sus 
competencias, establecerán a través del desarrollo reglamentario de la presente ley un 
sistema de ayudas o incentivos a las empresas que contraten a personas beneficiarias de la 
renta de ciudadanía.

Disposición transitoria primera.  Régimen transitorio de las personas perceptoras de la 
prestación canaria de inserción a la entrada en vigor de la presente ley.

1. Las personas titulares que, en el momento de la entrada en vigor de la presente ley 
estén percibiendo la prestación canaria de inserción (PCI) tendrán, de oficio, derecho a 
percibir la renta de ciudadanía, mediante su reconocimiento expreso por el órgano 
competente para la resolución de estos procedimientos.

2. Las cuantías para la renta de ciudadanía, en función del número de personas y 
estructura de la unidad de convivencia, serán las mismas que las establecidas en el ingreso 
mínimo vital en el momento de la entrada en vigor de esta ley. Se exceptúan de este 
principio los casos en los que las cuantías establecidas para la PCI fueran superiores a las 
del ingreso mínimo vital, en función del número de personas de la unidad de convivencia, en 
cuyo caso se aplicará la cuantía que resultara más favorable.

3. Las personas beneficiarias de la PCI entrarán de oficio en situación de permanencia 
en la prestación, salvo renuncia expresa, en el intervalo que va desde la aprobación de la 
presente ley hasta su entrada en vigor, no siendo necesaria la presentación de solicitud de 
renovación ni de permanencia por vulnerabilidad en caso de cumplir los veinticuatro meses, 
quedando obligadas, no obstante, a informar de los cambios de circunstancias de la unidad 
de convivencia para su revisión. Asimismo, las personas beneficiarias de la PCI que 
hubieran presentado su solicitud de renovación o de permanencia con anterioridad a la 
aprobación de la presente ley, entrarán igualmente de oficio en situación de permanencia en 
dicha Prestación en aquellos casos que cuenten con informe municipal favorable.
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4. En todo caso, los expedientes de renovación o de permanencia se someterán con 
posterioridad a un proceso de revisión para la garantía del cumplimiento de los requisitos y, 
cuando proceda, a los procesos de reintegro en los casos en que dichos requisitos no se 
cumplan.

Disposición transitoria segunda.  Régimen transitorio de solicitudes de la prestación 
canaria de inserción pendientes de resolución a la entrada en vigor de la presente ley.

1. Los expedientes de la prestación canaria de inserción iniciados y no resueltos con 
anterioridad a la entrada en vigor de esta ley se resolverán de acuerdo con la nueva 
normativa que resulte de aplicación en ese momento. Para ello, a los procedimientos 
administrativos que se estén tramitando en el momento de su entrada en vigor en los que 
recaiga una resolución favorable, se les reconocerá de oficio el derecho conforme a lo 
requisitos y condiciones necesarios para el percibo de la renta de ciudadanía.

2. La gestión, tramitación y resolución de dichos expedientes corresponderá al centro 
directivo de la consejería competente en materia de derechos sociales del Gobierno de 
Canarias.

Disposición transitoria tercera.  Régimen transitorio para la percepción de la prestación 
canaria de inserción hasta la entrada en vigor de la presente ley.

Para evitar la desprotección de las familias a raíz de la extinción del percibo de la 
prestación canaria de inserción (PCI), se establece un régimen transitorio por el cual las 
unidades de convivencia hasta ahora beneficiarias de la PCI seguirán percibiendo la última 
cuantía reconocida para dicha prestación en el momento de entrada de vigor de esta ley y 
hasta la resolución que les reconozca la nueva prestación, según establece la disposición 
transitoria primera. Cualquier cambio de circunstancias originado durante dicho período 
transitorio deberá ser comunicado a los servicios sociales municipales, al objeto de ajustar la 
cuantía de la renta ciudadana, si así fuera necesario.

Disposición transitoria cuarta.  Régimen transitorio para la percepción escalonada de la 
renta de ciudadanía.

Para garantizar la puesta en práctica escalonada y poder atender a las familias que 
carecen de ingresos, durante el primer mes tras la entrada en vigor de esta ley se atenderán 
las solicitudes de las familias con menores a cargo que no perciban el ingreso mínimo vital 
(IMV); en el segundo mes se atenderán las solicitudes de las familias sin menores a cargo 
que no perciban el IMV; y a partir del tercer mes se asumirán todas las demás solicitudes.

Disposición transitoria quinta.  Financiación municipal.
Para garantizar la continuidad de la financiación autonómica a los municipios prevista en 

el artículo 60.4 de la presente ley, y a fin de seguir prestando la adecuada atención a la 
ciudadanía, dado que los ayuntamientos ya cuentan con una financiación similar en el 
sistema destinado a la gestión de la prestación canaria de inserción (PCI), con vistas a 
garantizar el carácter de continuidad y sucesión de dicho procedimiento desde el sistema de 
la PCI a la nueva gestión de la renta de ciudadanía se hace necesario mantener dicha 
financiación y, en consecuencia, hasta el momento de entrada en vigor de la presente ley, la 
financiación que se destine a los municipios para esta finalidad lo será a través del citado 
sistema de financiación municipal establecido para la PCI, debiendo mantenerse, 
igualmente, el mismo personal contratado por los ayuntamientos con destino a las nuevas 
funciones previstas en la gestión de la renta de ciudadanía, al menos hasta que se produzca 
el despliegue completo de los efectos económicos regulados en el citado artículo.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Queda derogada la Ley 1/2007, de 17 de enero, por la que se regula la prestación 

canaria de inserción, y sus modificaciones legislativas; así como el Decreto 136/2007, de 24 
de mayo, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 1/2007, de 17 de enero, por la que 
se regula la prestación canaria de inserción, y sus modificaciones reglamentarias.
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Disposición final primera.  Habilitación normativa.
Se faculta al Gobierno de Canarias para dictar todas las disposiciones que sean 

necesarias para desarrollar y aplicar esta ley.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor a los tres meses de su publicación en el «Boletín Oficial 

de Canarias». No obstante, el desarrollo de la modalidad de renta de ciudadanía para la 
inclusión social de jóvenes, modalidad de renta complementaria de ingresos del trabajo y las 
relativas a los complementos de vivienda, de educación y las pensiones no contributivas 
serán de aplicación tras la entrada en vigor de las disposiciones reglamentarias que se 
aprueben en desarrollo de la presente ley y que establezcan y regulen de manera 
singularizada estas modalidades o complementos previstos.
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§ 7

Ley 3/1996, de 11 de julio, de participación de las personas mayores 
y de la solidaridad entre generaciones. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 87, de 19 de julio de 1996

«BOE» núm. 188, de 5 de agosto de 1996
Última modificación: 17 de mayo de 2019

Referencia: BOE-A-1996-18007

TÍTULO PRELIMINAR
Del ámbito de aplicación y criterios de actuación

Artículo 1.  Objeto.
La presente Ley tiene por objeto crear un sistema de participación social y de protección 

de los derechos de los mayores residentes en Canarias a través del Consejo Canario de los 
Mayores para la consecución de los siguientes objetivos:

a) Sensibilizar a la sociedad canaria respecto de la situación de las personas mayores, 
con las exigencias que plantea la evolución demográfica actual y futura y con las 
consecuencias del progresivo envejecimiento de la población de la Comunidad Autónoma.

b) Promover la solidaridad entre las generaciones.
c) Fomentar la participación del movimiento asociativo de las personas mayores en el 

proceso de integración comunitaria.
d) Impulsar el desarrollo integral de las personas mayores, en orden a la consecución del 

máximo bienestar en sus condiciones de vida, prestando especial atención a las personas de 
edad superior a los ochenta años, en razón de la necesidad que presentan de una mayor 
protección.

e) Fijar las condiciones básicas a que deben someterse los diversos centros y 
establecimientos residenciales para mayores situados en el territorio de la Comunidad 
Autónoma de Canarias.

f) Garantizar el ejercicio de la plena protección jurídica a las personas mayores 
incapacitadas o con limitaciones.

g) Promocionar y difundir la función social de las personas mayores en la sociedad 
canaria.

h) Promover la permanencia de los mayores en el contexto sociofamiliar en el que han 
desarrollado su vida.

i) Establecer un sistema de infracciones y sanciones ante la vulneración de los derechos 
de las personas mayores.

j) Eliminar barreras físicas, administrativas y sociales que dificulten el ejercicio de sus 
derechos constitucionales.
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Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. La presente Ley será de aplicación a todos los ciudadanos que, teniendo la condición 

política de canarios, determinada en el Estatuto de Autonomía de Canarias:
a) Sean mayores de sesenta años.
b) No habiendo alcanzado esa edad, cumplan la edad de jubilación como consecuencia 

de la aplicación de coeficientes reductores previstos legalmente para quienes hayan 
realizado actividades laborales especialmente penosas y peligrosas.

c) 0 sean pensionistas mayores de cincuenta años que estén afectados de incapacidad 
física, psíquica o sensorial en los casos en que sus circunstancias personales, familiares o 
sociales así lo requieran.

2. Asimismo, será de aplicación a los canarios emigrantes, con los mismos requisitos de 
edad establecidos en el apartado anterior, que retornen al territorio de la Comunidad 
Autónoma de Canarias.

Artículo 3.  Criterios de actuación.
Las actuaciones que se desarrollen en cumplimiento de la presente Ley, se regirán por 

los siguientes criterios:
a) Procurar la integración de las personas mayores en todos los ámbitos de la vida social 

mediante su inclusión en las actividades que se lleven a cabo en su entorno físico y cultural, 
fomentando la aportación de la sabiduría y experiencia de los mayores a las restantes 
generaciones.

b) Promover la capacidad de las personas mayores para llevar una vida autónoma.
c) Mejorar el bienestar físico, psíquico y social de las personas mayores y 

proporcionarles un cuidado preventivo, progresivo, integral y continuado.
d) Potenciar la implicación social por medio del desarrollo de medidas de responsabilidad 

pública y social que promuevan la solidaridad y la iniciativa social hacia las personas 
mayores con especiales necesidades de atención.

[ . . . ]
TÍTULO II

Condiciones básicas de los alojamientos y estancias

CAPÍTULO I
Criterios de actuación

[ . . . ]
Artículo 15.  Apoyo a la permanencia en el propio hogar.

Se consideran programas de apoyo a la permanencia en el propio hogar:
1. La adopción de medidas destinadas a facilitar la permanencia en su domicilio habitual 

de las personas mayores, mediante el fomento de su autonomía personal y la mejora en las 
condiciones de habitabilidad y acceso de su vivienda.

2. El apoyo a las familias que habitualmente conviven con mayores, con especial 
atención a la figura del cuidador efectivo de los mismos, tanto en su formación e información, 
como en la posibilidad, en su caso, de alojamiento alternativo temporal.

3. El refuerzo del sistema básico de prestación de ayuda a domicilio y teleasistencia a las 
personas mayores, mediante la colaboración entre organizaciones sociales y las distintas 
Administraciones Públicas, en orden a la consecución del objetivo de envejecer en casa.

[ . . . ]
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CAPÍTULO II

[ . . . ]
Sección 2.ª De los tipos de alojamientos y de estancias

Artículo 25.  Centros de atención sociosanitaria.
Son centros de atención sociosanitaria aquellos centros de cuidados continuados, 

destinados a prestar alojamiento a personas mayores que, por causa de deterioro físico o 
mental, requieran una actuación básica, cuidados médicos y de enfermería, y cuya situación 
de vida digna no pueda ser mantenida en su domicilio, aun utilizando todos los recursos 
sociales y sanitarios.

Artículo 26.  Centros residenciales de válidos.
Son centros residenciales de válidos aquellos destinados ai alojamiento y atención 

temporal o permanente de personas mayores que puedan desarrollar las actividades más 
comunes de la vida diaria sin precisar asistencia de terceras personas.

Artículo 27.  Centros residenciales mixtos.
Son centros residenciales mixtos aquellos destinados al alojamiento y atención conjunta 

de personas mayores válidas y con necesidades de atención sociosanitaria.

Artículo 28.  Viviendas tuteladas.
Son viviendas tuteladas aquellas viviendas normalizadas destinadas al alojamiento de un 

número reducido de personas mayores, en régimen parcialmente auto-gestionado, 
permaneciendo en su entorno habitual.

Artículo 29.  Centros de día.
Son centros de día aquellos que, con exclusión del hospedaje, prestan a sus usuarios 

servicios sociales, asistenciales, culturales, recreativos y de promoción de salud, procurando 
la realización de actividades tendentes al fomento de la participación personal y de grupo y 
la inserción de las personas mayores en el medio social, sin desprenderse de su ambiente 
familiar.

Artículo 30.  Centros de estancia diurna.
Son centros de estancia diurna aquellos en los que se ofrece atención integral durante el 

día a las personas mayores que padezcan carencias, tanto en su situación psicofísica como 
en la social, con el fin de mejorar o mantener su nivel de autonomía personal mientras 
permanecen en su entorno y ambiente familiares.

Artículo 31.  Centros de estancia nocturna.
Son centros de estancia nocturna aquellos en los que se ofrece a los usuarios 

exclusivamente la posibilidad de pernoctar, desarrollando el resto de las actividades de la 
vida ordinaria en su domicilio.

Artículo 32.  Centros de alojamiento o estancia singulares.
Son centros de alojamiento o estancia singulares aquellos que, teniendo la misma 

finalidad, no estén incluidos en los anteriores tipos y que, por sus especiales características, 
merezcan esta calificación.

Artículo 33.  Condiciones específicas de los centros.
Se determinará reglamentariamente las condiciones específicas que deberán reunir los 

centros relacionados en los artículos anteriores, de acuerdo con las características de los 
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mismos, el grado de autonomía o invalidez y las circunstancias sociales de los usuarios a 
cuya atención se destinan.

TÍTULO III
De la protección de los derechos de los mayores

CAPÍTULO I

Artículo 34.  De la tutela legal de personas mayores incapacitadas.
1. El cumplimiento de los deberes tutelares de personas con la capacidad de obrar 

modificada se ejercerá conforme a lo dispuesto en el título X del Código Civil. Todas las 
medidas que se adopten estarán dirigidas tanto a la guarda y protección de la persona y 
bienes del mayor tutelado como a propiciarle la integración y normalización en su propio 
medio social o, alternativamente, facilitarle los recursos sociales idóneos para su desarrollo y 
bienestar social.

2. Corresponderá a la consejería con competencias en asuntos sociales ejercer la 
protección y guarda de la persona y de los bienes de los mayores incapacitados cuando por 
sentencia judicial firme le sea asignada su tutela legal a la Administración de la Comunidad 
Autónoma de Canarias.

3. Mediante decreto del Gobierno de Canarias, se creará, en sustitución de la Comisión 
Tutelar del Mayor, el Consejo Tutelar de Canarias, que será el órgano encargado de 
gestionar, coordinar administrativamente y definir el modelo de tutela de las personas 
mayores y/o con discapacidad. Dicho Consejo Tutelar contará con la participación del 
Gobierno de Canarias, el Servicio Canario de la Salud, la Fecam, la Fecai, una 
representación del ámbito judicial y de la Fiscalía y una representación de las fundaciones 
tutelares. Mientras la tutela está ostentada por el Gobierno de Canarias a través de la 
consejería competente para ello, la guarda podrá ser responsabilidad de los cabildos o de 
las fundaciones, tanto públicas como de iniciativa social.

4. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados anteriores, también se podrá atribuir la 
titularidad y/o el ejercicio de la tutela para la protección y guarda de la persona y sus bienes 
a las personas jurídicas públicas o privadas sin ánimo de lucro que se dediquen a la 
protección y apoyo de personas con capacidad modificada judicialmente, siempre que estén 
inscritas en el registro único que establece esta ley y tengan la correspondiente acreditación 
y autorización.

[ . . . ]
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§ 8

Ley 16/2003, de 8 de abril, de Prevención y Protección Integral de las 
Mujeres contra la Violencia de Género. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 86, de 7 de mayo de 2003
«BOE» núm. 162, de 8 de julio de 2003

Última modificación: 27 de marzo de 2017
Referencia: BOE-A-2003-13618

TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y fines.
1. El objeto de la presente Ley es el establecimiento y ordenación del sistema canario de 

prevención y protección integral de las mujeres contra la violencia de género.
En dicho sistema se integra y articula funcionalmente el conjunto de actividades, 

servicios y prestaciones que, en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Canarias, tienen 
por finalidad la prevención de las situaciones de violencia contra las mujeres, así como la 
asistencia, protección y reinserción de sus víctimas para garantizar su dignidad personal y el 
pleno respeto de sus entornos familiares y sociales.

2. Igualmente la Ley establece la distribución de competencias en la materia entre las 
distintas administraciones públicas y la colaboración con los órganos de gobierno del Poder 
Judicial y con el Ministerio Fiscal.

[ . . . ]
Artículo 3.  Formas de violencia de género.

1. A efectos de la presente ley, y con independencia de que las mismas estén o no 
tipificadas como delito o falta penal, o infracción administrativa por la legislación vigente en 
cada momento, las violencias machistas pueden ejercerse en alguna de las siguientes 
formas:

a) Violencia física: comprende cualquier acto de fuerza contra el cuerpo de una mujer, 
con el resultado o el riesgo de producirle una lesión física o un daño.

b) Violencia psicológica: comprende toda conducta u omisión intencional que produzca 
en una mujer una desvaloración o un sufrimiento, mediante amenazas, humillación, 
vejaciones, exigencia de obediencia o sumisión, coerción verbal, insultos, aislamiento o 
cualquier otra limitación de su ámbito de libertad.

c) Violencia sexual y abusos sexuales: comprende cualquier acto de naturaleza sexual 
no consentido por las mujeres, incluida la exhibición, la observación y la imposición, 
mediante violencia, intimidación, prevalencia o manipulación emocional, de relaciones 
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sexuales, con independencia de que la persona agresora pueda tener con la mujer una 
relación conyugal, de pareja, afectiva o de parentesco.

d) Violencia económica: consiste en la privación intencionada de recursos para el 
bienestar físico o psicológico de una mujer y, si procede, de sus hijas o hijos, y la limitación 
en la disposición de los recursos propios o compartidos en el ámbito familiar o de pareja.

2. A los efectos de esta ley se consideran manifestaciones de la violencia contra las 
mujeres, entre otras, y sin que ello suponga una limitación de la definición de las formas de 
violencia contemplada en el apartado anterior, las siguientes:

a) Violencia en la pareja o expareja: violencia consistente en la violencia física, 
psicológica, económica o sexual incluida su repercusión en las niñas y los niños que 
conviven en el entorno violento.

b) Violencia sexual: la violencia sexual contra mujeres y niñas incluye la agresión sexual, 
el abuso sexual, y el acoso sexual.

c) Violencia en el ámbito laboral: consistente en la violencia física, sexual o psicológica 
que puede producirse en el centro de trabajo y durante la jornada laboral, o fuera del centro 
de trabajo y del horario laboral si tiene relación con el trabajo, y que puede adoptar dos 
tipologías:

c.1 Acoso por razón de género: lo constituye un comportamiento no deseado relacionado 
con el sexo de una persona en ocasión del acceso al trabajo remunerado, la promoción en el 
puesto de trabajo, el empleo o la formación, que tenga como propósito o produzca el efecto 
de atentar contra la dignidad de las mujeres y crearles un entorno intimidatorio, hostil, 
degradante, humillante u ofensivo.

c.2 Acoso sexual: lo constituye cualquier comportamiento verbal, no verbal o físico no 
deseado, de índole sexual que tenga como objetivo o produzca el efecto de atentar contra la 
dignidad de una mujer o crearle un entorno intimidatorio, hostil, degradante, humillante, 
ofensivo o molesto.

d) La trata de mujeres y niñas: la captación, transporte, traslado, acogimiento o 
recepción de mujeres o niñas, incluido el intercambio o la transferencia de control sobre 
estas personas, por medio de amenazas o uso de la fuerza u otras formas de coacción, el 
rapto, el fraude, el engaño, el abuso de poder en situación de vulnerabilidad, o mediante la 
entrega o recepción de pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una persona 
que posea el control sobre las mujeres o niñas, con la finalidad de explotación sexual, laboral 
o matrimonio servil.

e) Explotación sexual: la obtención de beneficios financieros o de otra índole mediante la 
utilización de violencia, la intimidación, el engaño o el abuso de una situación de 
superioridad o de vulnerabilidad de mujeres en el ejercicio de la prostitución, la servidumbre 
sexual u otros tipos de servicios sexuales, incluidos actos pornográficos o la producción de 
material pornográfico.

f) Violencia contra los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres: se entenderá 
por tales la práctica de un aborto a una mujer sin su consentimiento previo e informado, así 
como el hecho de practicar una intervención quirúrgica que tenga por objeto poner fin a la 
capacidad de una mujer de reproducirse de forma natural sin su consentimiento previo e 
informado o sin su entendimiento del procedimiento.

g) Matrimonio a edad temprana, matrimonio concertado o forzado: un matrimonio en el 
que no ha existido un consentimiento libre y pleno para su celebración, bien porque ha sido 
fruto de un acuerdo entre terceras personas, ajeno a la voluntad de la mujer, bien porque se 
celebra bajo condiciones de intimidación o violencia, o porque no se ha alcanzado la edad 
prevista legalmente para otorgar dicho consentimiento.

h) Mutilación genital femenina: incluye cualquier procedimiento que implique o pueda 
implicar una eliminación total o parcial de los genitales femeninos o produzca lesiones en los 
mismos, aunque exista consentimiento expreso o tácito de la mujer así como el hecho de 
incitar u obligar a una mujer a someterse a cualquiera de los actos anteriormente descritos y 
de proporcionarle los medios para dicho fin.

i) Feminicidio: los homicidios o asesinatos cometidos en el ámbito de la pareja o 
expareja, así como otros crímenes que revelan que la base de la violencia es la 
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discriminación por motivos de género, entendiendo por tales, entre otros, los homicidios o 
asesinatos vinculados a la violencia sexual o ejecutados en el ámbito de la prostitución y la 
trata de mujeres así como aquellos relacionados con el infanticidio de niñas o efectuados por 
motivos de honor o de dote.

j) Así como cualquier otra forma de violencia que lesione o sea susceptible de lesionar la 
dignidad, la integridad o la libertad de las mujeres que se halle prevista en los tratados 
internacionales, en el Código Penal español o en la normativa estatal.

3. La violencia machista puede ejercerse de forma puntual o de forma reiterada.

Artículo 4.  Situaciones de violencia de género.
En función al ámbito y naturaleza de la relación que une al agresor con la víctima, las 

situaciones de violencia contra las mujeres se clasifican en:
a) Situaciones de violencia doméstica: son las que se operan por quienes sostienen o 

han sostenido un vínculo afectivo, conyugal, de pareja, paterno-filial o semejante, con la 
víctima. Se incluyen en este ámbito los supuestos de violencia cometidos sobre personas 
que estén o hayan estado ligadas al agresor por relación conyugal o análoga relación de 
afectividad, sobre los hijos propios o del cónyuge o conviviente, pupilos, ascendientes o 
incapaces que convivan con el agresor o que se hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela, 
acogimiento o guarda de hecho de uno u otro.

b) Situaciones de violencia laboral y docente: son las que se operan por quienes 
sostienen un vínculo laboral, docente o análogo con la víctima, prevaleciéndose de una 
posición de dependencia, frente a los mismos, de la víctima.

c) Situaciones de violencia social: son las que se operan por quienes carezcan, en 
relación con la víctima, de cualquiera de los vínculos que se relacionan en los dos apartados 
anteriores del presente artículo.

[ . . . ]
TÍTULO III

Del programa de prevención frente a la violencia de género

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De las actuaciones específicas de prevención

[ . . . ]
Sección 2.ª Actuaciones de estudio, divulgación, información y formación

[ . . . ]
Artículo 15.  Información.

1. Las actuaciones de información tienen por objeto dar a conocer:
Los derechos que asisten a las mujeres que puedan ser víctimas de situaciones de 

violencia de género o que se encuentren en situaciones de riesgo.
Los servicios públicos disponibles de asistencia y protección de las víctimas.
Los deberes de la ciudadanía, del funcionariado público y de los agentes sociales ante el 

conocimiento o riesgo de concurrencia de situaciones de violencia en el ámbito familiar, 
laboral, docente y vecinal o social, en general.

2. Dicha información podrá ser difundida a través de los medios de comunicación, y para 
su diseño y distribución se prestará atención a las particularidades territoriales, culturales, 
económicas y de acceso a oportunidades de la diversidad de las mujeres a la que va 
destinada.
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3. Se promoverá que los medios de comunicación públicos o subvencionados con 
recursos públicos no emitan en su programación imágenes o contenidos que directa o 
indirectamente pudieran incitar a cualquier forma de violencia de género.

[ . . . ]
TÍTULO IV

Del programa de servicios sociales frente a situaciones de violencia de género

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 21.  Funciones.
El sistema de servicios sociales frente a situaciones de violencia contra las mujeres 

asume las siguientes funciones:
a) Informar a las víctimas de violencia de género o en situaciones de riesgo, de sus 

derechos de todo orden para su defensa, protección, asistencia y su reintegración social.
b) Asistir a las víctimas de violencia de género o en situaciones de riesgo, prestándoles 

el asesoramiento legal, la asistencia sanitaria física, psíquica y psicológica que requieran y 
garantizando, a las mismas y a las personas de ellas dependientes, los medios de 
manutención y alojamiento que requieran.

c) Prestar acogimiento a las víctimas de violencia de género y personas de ellas 
dependientes, cuando carezcan de medios propios para ello o cuando exista riesgo 
razonable de que el retorno al domicilio habitual puede dar lugar a nuevas situaciones de 
violencia.

d) Denunciar ante las autoridades competentes las situaciones de violencia de que 
tuvieran conocimiento, previa conformidad de la víctima.

e) Colaborar con las autoridades competentes en la adopción de medidas asistenciales 
que tengan por objeto la protección de la víctima ante futuras situaciones de violencia de 
género, o la aportación de medios probatorios relacionados con la comisión de actos de 
violencia.

Artículo 22.  Principios de actuación.
El ejercicio de las funciones y prestaciones asistenciales se regirá por los siguientes 

principios:
a) Procurar una asistencia integral de la víctima de la violencia y de las personas que 

dependan de ella, velando, especialmente, por su protección frente a situaciones de riesgo 
de nuevos actos de violencia.

b) Asesorar a la víctima en sus derechos de todo orden ante las situaciones de violencia, 
respetando, en todo caso, su libertad de decisión.

c) Procurar, en los recursos de acogimiento, el restablecimiento o mantenimiento de una 
relación familiar en condiciones de normalidad, respetando la privacidad de dichas 
relaciones.

d) Procurar la reintegración de la víctima a su entorno familiar, social y laboral habitual, 
respetando siempre la libertad de decisión de la víctima.

e) Coordinar las prestaciones asistenciales de la víctima y su familia con las prestaciones 
integradas en el sistema canario de servicios sociales.

f) Coordinar los servicios asistenciales con los órganos jurisdiccionales y con los 
servicios de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, dentro de su ámbito de competencias.

g) Coordinar los servicios asistenciales con las funciones judiciales y policiales de 
protección de la víctima y de las personas de ella dependientes.

[ . . . ]
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CAPÍTULO II
De los servicios y centros que integran el sistema asistencial

[ . . . ]
Subsección 2.ª De los Centros de Acogida Inmediata

Artículo 27.  Funciones.
1. Corresponde a los Centros de Acogida Inmediata dispensar el alojamiento y la 

manutención temporal, por tiempo máximo de 15 días, a las mujeres que así lo soliciten, por 
haber sido víctimas de violencia de género o encontrarse en situación inminente de riesgo, 
que precisen abandonar su domicilio habitual a fin de proteger la vida y la integridad física de 
la víctima y menores acompañantes.

2. Tendrán, igualmente, derecho a la manutención y alojamiento en CAI las personas 
sujetas a la patria potestad, tutela, curatela, guarda o acogimiento o representación legal de 
la mujer víctima de violencia de género, cuando dichas potestades se ejerzan efectivamente, 
y de forma exclusiva, por ésta, o cuando, de ejercerlas de manera compartida con otra 
persona, resulte conveniente, a fin de evitar situaciones de riesgo, que tales personas 
convivan con la víctima de violencia de género, o cuando así lo disponga la autoridad 
competente en cada caso.

3. Para el ejercicio de las referidas funciones, los CAI actuarán en coordinación con los 
DEMA y los demás centros y servicios de las administraciones públicas competentes para la 
prestación y utilización de los servicios de guardería, enseñanza, asistencia sanitaria, de 
empleo y restantes servicios sociales, en función de las necesidades y circunstancias 
concurrentes en las víctimas.

Subsección 3.ª De las Casas de Acogida

Artículo 28.  Funciones.
1. Corresponde a las Casas de Acogida dispensar el alojamiento y manutención 

temporal, por tiempo máximo de 12 meses, a las mujeres que así lo soliciten, por haber sido 
víctimas de violencia de género o encontrarse en situación de riesgo y que precisen no 
retornar a su domicilio habitual así como el desarrollo de programas de apoyo e intervención 
para su fortalecimiento personal y reintegración sociolaboral.

2. Tendrán, igualmente, derecho a la manutención y alojamiento en CA las personas 
sujetas a la patria potestad, tutela, curatela, guarda o acogimiento o representación legal de 
la mujer víctima de violencia de género, cuando dichas potestades se ejerzan efectivamente, 
y de forma exclusiva, por ésta, o cuando, de ejercerlas de manera compartida con otra 
persona, resulte conveniente, a fin de evitar situaciones de riesgo, que tales personas 
convivan con la víctima de violencia, o cuando así lo disponga la autoridad competente en 
cada caso.

3. Para el ejercicio de las referidas funciones, las Casas de Acogida actuarán en 
coordinación con los CAI y con los demás centros y servicios de las administraciones 
públicas competentes para la prestación y utilización de los servicios de guardería, 
enseñanza, asistencia sanitaria, de empleo y restantes servicios sociales, en función de las 
necesidades y circunstancias concurrentes en las víctimas.

[ . . . ]
Subsección 4.ª De los Pisos Tutelados

Artículo 30.  Funciones.
Son Pisos Tutelados (PT) los inmuebles puestos a disposición, para su alojamiento por 

un período máximo de 12 meses, de las mujeres y, en su caso, de las personas sujetas a la 
patria potestad, tutela, curatela, guarda o acogimiento o representación legal de la mujer 
víctima de violencia de género, cuando dichas potestades se ejerzan efectivamente, y de 
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forma exclusiva por ésta, o cuando, de ejercerlas de manera compartida con otra persona, 
resulte conveniente, a fin de evitar situaciones de riesgo, que tales personas convivan con la 
víctima de violencia, o cuando así lo disponga la autoridad competente en cada caso.

[ . . . ]
TÍTULO V

Competencias de las Administraciones Públicas Canarias

CAPÍTULO I
Delimitación de las competencias

[ . . . ]
Sección 3.ª De las competencias de las islas

Artículo 45.  Delimitación de competencias.
1. Corresponden a las islas las siguientes competencias:
a) La planificación, coordinación y supervisión de los centros y servicios, de carácter 

público y privado, ubicados en la respectiva isla, en el marco de las directrices y criterios 
fijados por el Gobierno de Canarias y la planificación general.

b) La prestación de servicios y gestión de los recursos de apoyo, alojamiento y acogida, 
dependientes del respectivo cabildo, ya se trate de centros propios, concertados con 
particulares o adscritos por los municipios para su gestión por los cabildos insulares, en 
régimen de colaboración.

c) La asistencia y cooperación jurídica, económica y técnica de los responsables 
públicos o de iniciativa privada, de los servicios y centros que integran el sistema.

d) Las demás atribuidas por el Decreto 113/2002, de 9 de agosto, de traspaso de 
funciones a los cabildos insulares en materia de servicios sociales especializados a 
personas mayores, minusválidos y mujeres, en cuanto sean de aplicación a esta materia.

2. Las islas ejercerán sus competencias a través del presidente del cabildo insular o del 
consejero del cabildo en el que delegue.

[ . . . ]
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§ 9

Ley 1/2010, de 26 de febrero, canaria de igualdad entre mujeres y 
hombres. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 45, de 5 de marzo de 2010
«BOE» núm. 67, de 18 de marzo de 2010
Última modificación: 22 de abril de 2019

Referencia: BOE-A-2010-4518

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y finalidad.
La presente ley tiene como objetivo hacer real y efectivo el derecho de igualdad de trato 

y oportunidades para, en el desarrollo de los artículos 9.2, 14 y 23 de la Constitución, y 5.2 y 
30.2 del Estatuto de Autonomía para Canarias, seguir avanzando para lograr una sociedad 
más democrática, justa, solidaria e igualitaria, tanto en el ámbito público como privado. 
Asimismo, establecer los principios generales que han de presidir la actuación de los 
poderes públicos en materia de igualdad entre mujeres y hombres en todos los ámbitos de 
su vida, con independencia del lugar donde residan.

[ . . . ]
Artículo 4.  Principios generales que informan la actuación de la Administración pública.

Para la consecución del objeto de esta ley, serán principios generales de actuación de 
los poderes públicos de Canarias, en el marco de sus competencias:

1. La igualdad de trato entre mujeres y hombres, que supone la ausencia de toda 
discriminación, directa o indirecta, por razón de sexo, en el ámbito educativo, económico, 
político, social, laboral y cultural, en particular, en lo que se refiere al empleo, a la formación 
profesional y a las condiciones de trabajo.

2. La igualdad de oportunidades mediante la adopción de las medidas necesarias para la 
eliminación de la discriminación y especialmente, aquellas que incidan en la creciente 
feminización de la pobreza.

3. El reconocimiento de la maternidad como un valor social, evitando los efectos 
negativos en los derechos de las mujeres, y la consideración de la paternidad en un contexto 
familiar y social de corresponsabilidad, de acuerdo con los nuevos modelos de familia.

4. El fomento de la corresponsabilidad, a través del reparto equilibrado entre mujeres y 
hombres de las responsabilidades familiares, de las tareas domésticas y del cuidado de las 
personas en situación de dependencia en cualquier circunstancia en que se encuentren 
ambos progenitores de matrimonio, separación, divorcio, nulidad o convivencia de hecho.
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5. La adopción de las medidas específicas necesarias destinadas a eliminar las 
desigualdades de hecho por razón de sexo que pudieran existir en los diferentes ámbitos.

6. La especial protección del derecho a la igualdad de trato de aquellas mujeres o 
colectivos de mujeres que se encuentren en riesgo de padecer múltiples situaciones de 
discriminación o de exclusión.

7. La promoción del acceso a los recursos de todo tipo a las mujeres que viven en el 
medio rural y su participación plena, igualitaria y efectiva en la economía y en la sociedad.

8. El fomento de la participación o composición equilibrada entre mujeres y hombres en 
los distintos órganos de representación y de toma de decisiones.

9. El impulso de las relaciones entre las distintas administraciones, instituciones y 
agentes sociales sustentadas en los principios de colaboración, coordinación y cooperación, 
para garantizar la igualdad entre mujeres y hombres.

10. La adopción de las medidas necesarias para eliminar el uso sexista del lenguaje, 
garantizar y promover la utilización de una imagen de las mujeres y los hombres 
fundamentada en la igualdad de sexos, en todos los ámbitos de la vida pública y privada.

11. El impulso de la efectividad del principio de igualdad en las relaciones entre 
particulares.

12. La incorporación del principio de igualdad de género y la coeducación en el sistema 
educativo y en cualquier modalidad de acción formativa.

13. El respeto a las diferencias, que debe ser potenciado por las administraciones, 
poniendo los medios necesarios para que el proceso hacia la igualdad de sexos se realice 
respetando tanto la diversidad y las diferencias existentes entre mujeres y hombres en 
cuanto a su biología, condiciones de vida, aspiraciones y necesidades, como la diversidad y 
diferencias existentes dentro de los propios colectivos de mujeres y hombres.

14. La integración de la perspectiva de género en todas sus políticas y acciones, de 
manera que establezcan en todas ellas el objetivo general de eliminar las desigualdades y 
promover la igualdad entre mujeres y hombres.

15. La transversalidad, principio que comporta aplicar la perspectiva de género en las 
fases de planificación, ejecución y evaluación de todas las políticas llevadas a cabo por las 
administraciones públicas con la finalidad de eliminar las desigualdades entre mujeres y 
hombres.

16. La obligación de diseñar, presupuestar y poner en marcha sistemas de protección, 
información y acompañamiento a todas mujeres víctimas de la violencia de género, 
facilitando la coordinación de los distintos cuerpos y fuerzas policiales que operan en 
Canarias en el ejercicio de las funciones que legalmente les corresponden.

17. La coordinación, entendida como la ordenada gestión de competencias entre las 
administraciones públicas en materia de igualdad entre mujeres y hombres, con la finalidad 
de lograr una mayor eficacia tanto en las políticas a aplicar como en la ejecución del 
presupuesto, donde se debe tender a su optimización y evitar la duplicidad de gastos para 
los mismos fines.

[ . . . ]
TÍTULO II

Medidas para promover la igualdad de género

CAPÍTULO I
Igualdad en la educación

Sección 1.ª Enseñanza no universitaria

[ . . . ]
Artículo 16.  Promoción de la igualdad de género en los centros educativos.

1. La Administración educativa canaria garantizará la puesta en marcha de proyectos 
coeducativos en los centros educativos que fomenten la construcción de las relaciones de 
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mujeres y hombres sobre la base de criterios de igualdad que ayuden a identificar y eliminar 
las situaciones de discriminación y las de violencia de género.

En el Reglamento Orgánico de los Centros se incluirá una definición de proyecto 
educativo que promueva valores de igualdad, interculturalidad, prevención y resolución 
pacífica de conflictos erradicando la violencia de las aulas.

2. La Administración educativa canaria garantizará que todos los centros educativos 
cuenten con una persona responsable de convivencia y coeducación con formación 
específica, que impulse la igualdad de género y facilite un mayor conocimiento de los 
obstáculos y discriminaciones que dificultan la plena igualdad entre mujeres y hombres 
mediante actuaciones y actividades dirigidas a:

a) Hacer visible y reconocer la contribución de las mujeres en las distintas facetas de la 
historia, la ciencia, la política, la cultura y el desarrollo de la sociedad.

b) Garantizar que el alumnado adquiera la formación adecuada para fomentar su 
autonomía personal y los conocimientos y habilidades para compartir responsabilidades 
domésticas, familiares y de cuidado, y contribuir a eliminar comportamientos y actitudes 
sexistas.

c) Incorporar el aprendizaje de métodos no violentos para la resolución de conflictos y de 
modelos de convivencia basados en la diversidad y en el respeto a la igualdad entre mujeres 
y hombres, y visualizar ante el alumnado a los grupos de mujeres en situación de múltiple 
discriminación.

d) Fomentar la diversificación profesional como forma de promover una elección 
académica y profesional libre y como vía de eliminación progresiva de la segregación 
ocupacional vertical y horizontal.

e) Asesorar al profesorado en la puesta en práctica de actuaciones o proyectos de 
igualdad.

f) Promover el respeto a la libre orientación sexual y el rechazo a todo tipo de violencia o 
agresión sexual.

3. La Administración educativa, a través de programas, acciones o medidas de 
sensibilización con un enfoque de género, abordará los contenidos relacionados con la 
educación afectivo-sexual, las relaciones de pareja, la prevención de los embarazos no 
deseados y las enfermedades de transmisión sexual.

4. La Administración educativa promoverá la diversificación en la elección de alumnos y 
alumnas hacia carreras profesionales donde estén infrarrepresentados.

5. La Administración educativa impulsará la elaboración de Planes de Igualdad en 
Educación que posibiliten la puesta en marcha de acciones para educar en igualdad, con la 
participación de padres, madres, profesorado y alumnado.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De la igualdad en el empleo

[ . . . ]
Subsección 1.ª Igualdad en el ámbito laboral en el sector privado

Artículo 25.  Perspectivas de género en el Sistema Público de Empleo y Formación de 
Canarias.

1. Las administraciones públicas de Canarias, en el marco de sus competencias, 
impulsarán la transversalidad de género como instrumento para integrar la perspectiva de 
género en el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas de empleo que se 
desarrollen en el ámbito de la Comunidad Autónoma.

2. El Gobierno de Canarias garantizará la participación de mujeres en el desarrollo de los 
programas de políticas activas de empleo, que aseguren la coordinación de los diferentes 
dispositivos y contemplen las necesidades que impidan o dificulten el acceso de las mujeres 
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a los mismos, con especial atención a las mujeres que presenten una mayor vulnerabilidad y 
discriminación.

3. Los planes de empleo del Gobierno de Canarias contemplarán medidas y programas 
integrales de acción positiva específica para los perfiles de mujeres y hombres con mayores 
dificultades en el acceso, la permanencia y la promoción en el mercado de trabajo, 
especialmente aquéllos en los que confluyan varias causas de discriminación y mayores 
condiciones de vulnerabilidad social y laboral.

4. El Servicio Canario de Empleo no podrá tramitar ninguna oferta de empleo 
discriminatoria por razón de sexo. A tal efecto, se formará a su personal para incorporar la 
perspectiva de género en el proceso de inserción laboral.

Asimismo, posibilitará que el personal de los servicios de empleo y entidades 
colaboradoras disponga de la formación necesaria en igualdad de oportunidades, para la 
incorporación efectiva de la perspectiva de género en el proceso de inserción laboral.

5. Las empresas están obligadas a respetar la igualdad de trato y de oportunidades en el 
ámbito laboral y, con esta finalidad, deberán adoptar medidas dirigidas a evitar cualquier tipo 
de discriminación laboral entre mujeres y hombres.

6. Corresponde al Gobierno de Canarias, en el marco de la legislación del Estado y del 
Estatuto de Autonomía de Canarias, garantizar que en la elaboración de los planes de 
actuación de la Inspección de Trabajo se recoja como objetivo prioritario la actuación contra 
la discriminación laboral directa e indirecta. A tal fin, se dotará de los recursos necesarios 
para la eficacia de las actuaciones.

7. La igualdad entre mujeres y hombres será un principio informador del Sistema Público 
de Empleo y Formación de Canarias, y del conjunto de políticas, planes, programas y 
servicios que lleve a cabo la Administración laboral, orientados a la protección y promoción 
del derecho al trabajo como elemento clave para la autonomía y desarrollo de las 
capacidades de las personas.

8. Los planes de formación ocupacional incorporarán la formación en igualdad y género 
de trabajadoras y trabajadores, en mejora de empleo o en paro, en toda la oferta formativa 
regular para la inserción laboral que lleven a cabo el Servicio Canario de Empleo y las 
entidades colaboradoras.

[ . . . ]
Artículo 30.  Perspectiva de género en los ámbitos laboral, empresarial y sindical de 
Canarias.

1. La igualdad entre mujeres y hombres será un principio informador de la política de 
crecimiento y desarrollo sostenible de Canarias, así como del conjunto de actuaciones que 
lleven a cabo las administraciones públicas canarias, las organizaciones empresariales y 
sindicales, las cámaras de comercio, industria y navegación, las empresas y consorcios 
radicados en Canarias para tal fin.

2. Las administraciones públicas canarias incorporarán, con carácter integral y 
normalizado, la perspectiva de género y la evaluación del impacto de género en la 
planificación y ejecución de su política económica, de desarrollo, creación de empleo y 
relaciones con el tejido productivo y los agentes económicos y sociales de Canarias, con el 
objeto de alcanzar un nivel de desarrollo sostenible y una sociedad del bienestar mediante la 
incorporación de todos los recursos humanos de población activa en condiciones de 
igualdad y de ausencia de discriminación por razón de género.

3. En virtud de lo dispuesto en la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad 
efectiva de mujeres y hombres, en el territorio de la Comunidad Autónoma de Canarias las 
empresas están obligadas a respetar la igualdad de trato y de oportunidades de mujeres y 
hombres en el ámbito laboral. A tal efecto, están obligadas a adoptar medidas de acción 
positiva dirigidas a eliminar cualquier tipo de discriminación laboral por razón de sexo, 
mediante la elaboración y aplicación de planes de igualdad, las empresas que cuenten en su 
plantilla con más de 250 trabajadoras o trabajadores.

4. Por el organismo de igualdad autonómico se fomentará que las empresas radicadas 
en Canarias que cuenten en su plantilla con un número superior a 50 trabajadores, adopten 
medidas de acción positiva dirigidas a eliminar cualquier tipo de discriminación por razón de 
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sexo teniendo en cuenta las características particulares de cada una de las siete islas, y sin 
perjuicio de lo dispuesto en la legislación estatal sobre empresas de superior dimensión.

5. Las administraciones públicas canarias, en el ámbito de sus competencias, 
fomentarán la elaboración de planes de igualdad en las empresas que no estén obligadas a 
ello por la legislación estatal, y prestarán apoyo y asesoramiento a las mismas.

6. La Administración autonómica de Canarias, en el ámbito de sus competencias, 
fomentará e incentivará la adopción de medidas de acción positiva dirigidas a la eliminación 
de las discriminaciones por razón de género y a la promoción de condiciones de igualdad 
laboral entre mujeres y hombres en las empresas, públicas o privadas, mediante la creación 
de un sello de Marca de Excelencia Canaria de Igualdad destinado a las empresas 
promotoras de la igualdad de género en todos sus aspectos. Reglamentariamente, se 
establecerán por el Gobierno de Canarias las bases reguladoras de la postulación, 
evaluación y otorgamiento del sello de Marca de Excelencia Canaria de Igualdad en la 
empresa.

7. Las administraciones públicas canarias fomentarán y apoyarán a las empresas que 
asuman, en colaboración con la representación legal de trabajadoras y trabajadores, 
organizaciones sindicales y empresariales, instituciones y organismos para la igualdad de 
género, actuaciones de responsabilidad social, a través de medidas económicas, fiscales, 
laborales, sociales o de otra índole, con la finalidad de mejorar la situación de igualdad entre 
mujeres y hombres en la empresa. En este sentido, los poderes públicos de Canarias 
dispondrán la aplicación de incentivos a las empresas públicas y privadas que proporcionen 
servicios y medidas de conciliación de la vida laboral, familiar y personal, la creación de 
servicios de cuidado de menores en el ámbito laboral o servicios de atención a personas 
dependientes, especialmente en situaciones de vulnerabilidad social de trabajadoras y 
trabajadores, o de espacios laborales de características especiales, como polígonos 
industriales y parques tecnológicos que, por sus condiciones de lejanía y carencia de 
equipamientos sociales, generen superiores dificultades para la conciliación de la vida 
laboral, familiar y personal.

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Políticas de promoción y protección de la salud y de bienestar social

Sección 1.ª Promoción y protección de la salud

Artículo 45.  Perspectiva de género en el Sistema Sanitario Público de Canarias.
1. El sistema sanitario público de Canarias impulsará, en los ámbitos de promoción de la 

salud y prevención de la enfermedad, las medidas necesarias para atender a las diferentes 
necesidades de hombres y mujeres, adaptando las actividades a las características de cada 
sexo.

2. Asimismo, impulsarán la aplicación de medidas que permitan la atención específica a 
las necesidades en materia de salud que, por razón de sexo, presenten las mujeres, con 
especial atención a los colectivos menos favorecidos.

3. Igualmente, se establecerán las medidas que garanticen, en el ámbito territorial de la 
Comunidad Autónoma, la integridad física y psíquica de las mujeres y niñas, impidiendo la 
realización de prácticas médicas o quirúrgicas que atenten contra dicha integridad.

4. Asimismo, se establecerán medidas que garanticen la accesibilidad a los servicios 
sanitarios y prestaciones complementarias en condiciones de igualdad entre mujeres y 
hombres, y de forma compatible con la conciliación de la vida familiar y laboral.

5. Se impulsarán las medidas necesarias para apoyar a las personas cuidadoras de 
personas dependientes, especialmente en materia de accesibilidad a los servicios y 
prestaciones complementarias del sistema sanitario público de Canarias, y se proporcionará 
formación adecuada para mejorar el cuidado a las personas dependientes a su cargo.

6. Se impulsarán las medidas necesarias para evitar los embarazos no deseados, con 
especial atención a las mujeres adolescentes, a través de políticas de promoción de la 
educación afectivo-sexual y el acceso a la planificación familiar.
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7. Se impulsarán las medidas necesarias para la prevención y tratamiento de 
enfermedades que afectan especialmente a las mujeres, como la anorexia, la bulimia o la 
fibromialgia.

8. La Administración sanitaria incorporará en los planes y programas de formación 
especializada y continua de su personal, una preparación específica en materia de 
perspectiva de género y la incidencia de los condicionantes de género sobre la salud de 
mujeres y hombres, con especial atención al desarrollo de las capacidades para detectar y 
atender las situaciones de violencia de género.

9. El Sistema Canario de la Salud aplicará de manera especial un lenguaje no sexista, en 
todas sus formas, y el criterio de eliminación de estereotipos de género en los documentos y 
soportes que produzca directamente o a través de terceras personas, tanto en los 
destinados a las comunicaciones, como a la información, difusión de actividades y educación 
para la salud.

[ . . . ]
Artículo 47.  Igualdad y perspectiva de género en la protección y promoción de la salud.

1. La política pública sanitaria de Canarias estará basada en un modelo de salud que 
tenga en cuenta la equidad, la igualdad y el respeto a la diversidad, garantizando una 
atención sanitaria que contemple las diferencias biológicas entre mujeres y hombres y la 
incidencia de las variables de género en los procesos de salud-enfermedad, así como el 
acceso a los servicios sanitarios y a las prestaciones complementarias, tanto a las terapias 
convencionales como a las terapias alternativas, en condiciones de igualdad para mujeres y 
hombres, de forma compatible con la conciliación de la vida personal, familiar y laboral.

2. El Plan de Salud de Canarias, como instrumento de planificación de las políticas 
sanitarias, incorporará la perspectiva de género en el análisis, objetivos y actuaciones sobre 
los problemas de salud que presente la población, con especial atención a la violencia de 
género, en sus múltiples manifestaciones, así como a todos aquellos factores de especial 
vulnerabilidad para la salud de las mujeres.

Sección 2.ª Políticas de bienestar social

Artículo 48.  Igualdad en las políticas de bienestar social.
1. Los poderes públicos de Canarias integrarán la perspectiva de género en el desarrollo 

de las políticas de bienestar social. En este sentido, se establecerán programas específicos 
para mujeres mayores, mujeres con discapacidad, en riesgo de exclusión social, o dirigidos a 
mujeres en situación de especial vulnerabilidad.

2. Igualmente, promoverán las acciones necesarias para eliminar la discriminación por 
opción sexual y transexualidad, garantizando la libertad de decisión individual.

3. Los programas de fomento y apoyo a la corresponsabilidad y la conciliación de la vida 
personal, familiar y laboral incluirán actuaciones de sensibilización y formación con enfoque 
de género, junto con medidas estructurales y económicas, como la creación de servicios 
sociocomunitarios de atención a menores y personas dependientes, con especial atención a 
los nuevos modelos de familia, a las situaciones de vulnerabilidad, lejanía, ruralidad, 
carencia de recursos o responsabilidades familiares no compartidas, o la creación de bancos 
del tiempo en la Red Básica de Servicios Sociales de Canarias para la promoción del 
voluntariado social y el intercambio de servicios no monetarizados. La creación de bancos de 
tiempo se hará en coordinación con los cabildos insulares y la Fecam con el objetivo de 
optimizar los recursos existentes y evitar duplicidades en las diferentes administraciones 
donde trabajan activamente personal voluntario y organizaciones no gubernamentales.

Artículo 49.  Mujeres mayores.
Los poderes públicos de Canarias, en el contexto de la programación de acciones 

destinadas a las personas mayores, establecerán programas específicos dirigidos a las 
mujeres mayores, incidiendo en los aspectos afectivos, emocionales, atendiendo a las 
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necesidades de las que se encuentran en situación de soledad, así como promoviendo su 
participación en actividades socioculturales y asociativas.

Artículo 50.  Cuidadoras y cuidadores de personas dependientes.
1. En desarrollo de políticas de atención a las personas dependientes en Canarias, la 

Administración autonómica canaria establecerá medidas para la corresponsabilidad y 
programas de apoyo a cuidadores y cuidadoras, conforme se determine reglamentariamente.

2. Asimismo, se proporcionará a las personas cuidadoras un acceso permanente a la 
información, la formación y el asesoramiento adecuado que les ayude a mejorar su calidad 
de vida.

Artículo 51.  Inclusión social.
1. Los poderes públicos de Canarias, en el marco de garantías para la inclusión social, 

desarrollarán acciones dirigidas a quienes se encuentren en situación de especial 
vulnerabilidad, estableciendo estrategias que contemplen el enfoque de género en las 
políticas de intervención, especialmente en las relativas al acceso al empleo y a la 
formación.

2. Se tendrán en cuenta las singulares dificultades en que se encuentran las mujeres de 
colectivos de especial vulnerabilidad, tales como las que pertenezcan a minorías, mujeres 
inmigrantes, niñas, mujeres con discapacidad y mujeres prostituidas.

3. Los poderes públicos de Canarias promoverán medidas para mejorar las condiciones 
de las mujeres que se encuentren en una situación de precariedad económica, derivada del 
impago de pensiones compensatorias y alimentarias fijadas en convenio judicialmente 
aprobado o resolución judicial en casos de nulidad matrimonial, separación legal, divorcio, 
extinción de pareja de hecho por ruptura o proceso de filiación o de alimentos.

4. En los casos en los que de la separación, divorcio o nulidad matrimonial, con causa de 
violencia de género o no, se derive una mala relación entre los progenitores, se arbitrará la 
utilización de un Punto de Encuentro Familiar. En todo caso se organizará teniendo en 
cuenta la perspectiva de género.

5. La Administración autonómica, como responsable de su creación, propiciará acuerdos 
y establecerá Puntos de Encuentro Familiar en cada una de las siete islas, de acuerdo con la 
normativa vigente.

[ . . . ]
Artículo 54.  Personas con discapacidad.

1. Los poderes públicos de Canarias, en el contexto general de garantías de los 
derechos de las personas con discapacidad, desarrollarán acciones para las mujeres con 
discapacidad, que tengan como eje transversal de las políticas públicas sus necesidades 
específicas, con el fin de asegurar su inclusión y acceso en igualdad a todos los ámbitos de 
la sociedad.

2. Se garantizará por parte de los poderes públicos que la discapacidad no sea un 
obstáculo para formar una familia, y se garantizará a las personas con discapacidad tener 
acceso a la información sobre la planificación familiar y reproducción, y a decidir 
personalmente sobre las cuestiones que les afecten directamente a su integridad personal. 
Igualmente, se potenciará la adopción de medidas de apoyo a la inserción laboral y la 
eliminación de barreras que impidan la contratación de las personas con discapacidad.

[ . . . ]

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DE LAS ISLAS CANARIAS

§ 9  Ley canaria de igualdad entre mujeres y hombres [parcial]

– 214 –



§ 10

Ley 3/2020, de 27 de octubre, de medidas urgentes de carácter 
social dirigidas a las personas en situación de vulnerabilidad como 
consecuencia de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 y de 
modificación de la Ley 16/2019, de 2 de mayo, de servicios sociales 

de Canarias. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 226, de 4 de noviembre de 2020
«BOE» núm. 305, de 20 de noviembre de 2020

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2020-14545

TÍTULO I
Ingreso canario de emergencia

CAPÍTULO I
Objeto y personas beneficiarias

Artículo 1.  Objeto.
Se crea una prestación económica puntual denominada ingreso canario de emergencia 

(en adelante, el ICE) como instrumento de apoyo para aquellas personas que constituyan 
unidades de convivencia en las que concurran circunstancias que las coloquen en un estado 
de urgencia social, como consecuencia de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el 
COVID-19.

Artículo 2.  Incompatibilidad.
1. El ICE será incompatible con cualquier prestación, pensión o ayuda pública o privada 

a la que tuviera derecho cualquiera de los integrantes de la unidad de convivencia de la 
persona solicitante a la fecha de la entrada en vigor del Decreto-ley 6/2020, de 17 de abril, 
de medidas urgentes de carácter social dirigidas a las personas en situación de 
vulnerabilidad como consecuencia de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, sin 
perjuicio de lo previsto en el artículo 3.4 de la presente ley.

2. No obstante lo anterior, podrán percibir el ICE aquellas personas que constituyan 
unidad de convivencia que reúnan los requisitos de los artículos 3 y 4 de la presente ley, y 
cuya solicitud de pensiones contributivas o no contributivas no haya sido resuelta a la fecha 
de la solicitud.

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DE LAS ISLAS 
CANARIAS

– 215 –



Artículo 3.  Personas beneficiarias.
1. Podrán ser beneficiarias de dicha prestación aquellas personas que constituyan 

unidades de convivencia que, a la entrada en vigor del Decreto-ley 6/2020, de 17 de abril, y 
en el mes anterior:

a) No obtengan rendimientos del trabajo o derivados del ejercicio de actividades 
económicas o profesionales.

b) No obtengan prestaciones, pensiones o ayudas de cualquier tipo.
c) No obtengan cualquier otro tipo de ingreso. A estos efectos no se tendrán en 

consideración los ingresos derivados de las ayudas contempladas en el apartado 4 de este 
artículo.

2. A efectos de la determinación de la unidad de convivencia, se aplicarán los criterios 
que define el artículo 4 de la ley de la Prestación Canaria de Inserción (PCI).

3. No podrán ser beneficiarias aquellas personas cuyo patrimonio o el de los miembros 
de su unidad de convivencia, excluida la vivienda habitual, supere los 50.000 euros, 
valorados de acuerdo con las reglas de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el 
Patrimonio.

4. A efectos de la determinación de los requisitos previstos en este artículo, no se 
tendrán en cuenta las ayudas que con carácter finalista otorguen las administraciones 
públicas o entidades sociales, para paliar situaciones de necesidad social, becas, 
subvenciones de vivienda, prestación familiar por hijo a cargo o pensión alimenticia en casos 
de separación familiar.

5. No podrán ser beneficiarias aquellas personas que tengan cubiertas sus necesidades 
básicas de alojamiento y alimentación, por estar alojadas en centros o establecimientos de 
titularidad pública, o aquellos gestionados en colaboración con entidades del tercer sector u 
otro tipo de entidad privada, salvo en los casos exceptuados en el artículo 4.5 de la ley de la 
PCI.

Artículo 4.  Requisitos de las personas beneficiarias.
Las personas beneficiarias deberán cumplir además con los siguientes requisitos:
a) La persona titular de la prestación tiene que ser mayor de 18 años.
b) Las personas destinatarias de la prestación deben residir de manera efectiva en 

cualquier municipio de Canarias.
c) Las personas destinatarias de la prestación no pueden ser titulares y/o beneficiarias 

de la PCI como miembros de otro núcleo familiar.

Artículo 5.  Obligaciones de las personas solicitantes y beneficiarias.
Las personas beneficiarias deberán cumplir las siguientes obligaciones:
a) Es obligación de las personas solicitantes dar información veraz con respecto a la 

situación económica de la unidad de convivencia.
b) Las personas destinatarias de la prestación tienen que comunicar cualquier 

modificación de las circunstancias personales o patrimoniales que puedan afectar al derecho 
a la prestación o el importe, en el plazo de tres días hábiles.

c) Las personas destinatarias de la prestación deberán reintegrar las cuantías percibidas 
indebidamente por error o por carecer de los requisitos necesarios para adquirir la condición 
de beneficiarias del ICE.

CAPÍTULO II
Régimen económico y tramitación de los expedientes

Artículo 6.  Importe del ingreso canario de emergencia (ICE).
El importe de esta prestación será el 150% de las cuantías previstas en el artículo 14 de 

esta ley, y se tendrán en cuenta las cuantías asignadas por número de personas integrantes 
de la unidad de convivencia para una mensualidad.
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Artículo 7.  Duración.
El ICE se articulará a través de una prestación económica puntual, que se pagará en dos 

abonos y cuyos importes sumados serán el equivalente a la cantidad establecida en el 
artículo 6 de esta ley.

Artículo 8.  Inicio del procedimiento, forma y plazo de presentación de solicitudes.
1. El procedimiento se iniciará a instancia de parte mediante la presentación telemática 

de la solicitud, ajustada al modelo específico que se apruebe por la Consejería de Derechos 
Sociales, Igualdad, Diversidad y Juventud, a disposición de las personas interesadas en la 
sede electrónica de la citada consejería, accesible a través de la dirección electrónica: 
https://sede.gobcan.es/dsidj, mediante el sistema cl@ve o certificado de firma electrónica.

2. En el supuesto de que la persona interesada no disponga de los medios electrónicos 
necesarios para realizar la presentación de la forma prevista en el apartado anterior, podrán 
gestionar, con carácter excepcional, la solicitud de manera telefónica, a través del número de 
atención a la ciudadanía del Gobierno de Canarias.

A efectos de prueba y registro, la llamada será grabada y se le pedirá a la persona 
solicitante los datos requeridos en el modelo normalizado a que se refiere el apartado 1 de 
este artículo, así como declaración responsable del interesado o interesada de su identidad, 
la falta de disposición de medios electrónicos, la veracidad de los datos aportados vía 
telefónica y el cumplimiento de los requisitos establecidos, para acceder al ingreso canario 
de emergencia.

3. La solicitud será registrada por funcionarios públicos designados por la Consejería de 
Derechos Sociales, Igualdad, Diversidad y Juventud, tras la conformidad telefónica del 
interesado o interesada. La representación de la persona solicitante deberá desarrollarse en 
el marco de la asistencia en el uso de medios electrónicos a través de funcionarios 
habilitados establecida en el artículo 12 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. A tal efecto, se crea 
un registro de funcionarios habilitados de carácter excepcional, titularidad de la Dirección 
General de Derechos Sociales e Inmigración, en el que constarán los datos identificativos de 
la persona solicitante, así como del funcionario que le asiste, fecha y hora del 
consentimiento, así como la grabación a que se refiere el apartado 2 de este artículo. En el 
registro de entrada efectuado por el funcionario se hará constar expresamente la persona en 
cuyo favor se inscribe, el funcionario que lo realiza y que el asiento se efectúa al amparo de 
esta ley, así como referencia al registro de funcionarios habilitados.

4. La identificación de la persona solicitante y la autenticación de la información 
proporcionada se llevará a cabo mediante la verificación de los datos aportados por la misma 
a través del sistema de intermediación de datos. También podrá, en su caso, acreditar la 
identificación con posterioridad de forma biométrica mediante comprobación de la grabación 
de voz.

5. El plazo de presentación de solicitudes será de un mes a partir de la entrada en vigor 
del Decreto-ley 6/2020, de 17 de abril, de medidas urgentes de carácter social dirigidas a las 
personas en situación de vulnerabilidad como consecuencia de la crisis sanitaria ocasionada 
por el COVID-19.

6. El orden de presentación de solicitudes será:
En los primeros 5 días hábiles del plazo de presentación de solicitudes, solo podrán 

presentar solicitud las unidades de convivencia con dos o más menores a cargo, y las 
monomarentales o monoparentales.

A partir del sexto día hábil y hasta el décimo día hábil del plazo de presentación solo 
podrán presentar solicitud, además de las anteriores, las unidades de convivencia con un 
menor a cargo.

A partir del undécimo día hábil siguiente del plazo de presentación de solicitudes, podrán 
presentar su solicitud, además de las anteriores, el resto de unidades de convivencia, tengan 
o no menores a cargo.

7. Las entidades locales ayudarán a la identificación e información a las posibles 
personas beneficiarias de la prestación sobre los requisitos, cuantía y procedimiento para 
efectuar las solicitudes.
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Artículo 9.  Comprobación de los requisitos.
1. La Consejería de Derechos Sociales, Igualdad, Diversidad y Juventud comprobará los 

datos aportados por las personas solicitantes y el cumplimiento de los requisitos del 
solicitante y de los miembros de sus unidades de convivencia señalados en los artículos 2, 3 
y 4 de esta ley, recabando la información obrante en otros órganos del Gobierno de Canarias 
u otras administraciones públicas a través de sus redes corporativas o mediante consulta a 
las plataformas de intermediación de datos u otros sistemas electrónicos habilitados al 
efecto.

2. El incumplimiento de los requisitos para ser persona beneficiaria del ICE dará lugar al 
régimen de reintegros que resulte de aplicación, que se realizará de acuerdo con el 
procedimiento previsto en la normativa reguladora de la PCI.

Artículo 10.  Resolución, notificación y pago.
1. La Dirección General de Derechos Sociales e Inmigración procederá a dictar 

resolución estableciendo la cuantía en función de la composición de la unidad de 
convivencia.

El procedimiento se resolverá en el plazo de un mes desde la entrada de la solicitud en 
el registro de la Consejería de Derechos Sociales, Igualdad, Diversidad y Juventud. 
Transcurrido este plazo sin que se haya dictado y notificado la resolución, la solicitud se 
entenderá desestimada.

2. La notificación de las resoluciones se realizará en sede electrónica y en el Boletín 
Oficial de Canarias. Además, se podrá comunicar individualmente a través del servicio de 
atención telefónica del Gobierno de Canarias, mediante el número de referencia del 
expediente.

No obstante lo anterior, los interesados que no estén obligados a recibir notificaciones 
electrónicas, podrán decidir y comunicar en cualquier momento a la Administración pública, a 
través de los modelos normalizados que se establezcan al efecto, que las notificaciones se 
practiquen o dejen de practicarse por medios electrónicos.

3. El ICE se abonará mediante dos pagos en la cuenta corriente, cuenta de ahorros o 
tarjeta prepago, una vez resuelta la solicitud.

[ . . . ]
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§ 11

Ley 2/2021, de 7 de junio, de igualdad social y no discriminación por 
razón de identidad de género, expresión de género y características 

sexuales. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 124, de 17 de junio de 2021
«BOE» núm. 163, de 9 de julio de 2021
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2021-11382

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto de la ley.
1. La presente ley tiene por objeto regular los principios, medidas y procedimientos 

destinados a garantizar los siguientes derechos de cualquier persona física o jurídica, 
pública o privada, cualquiera que sea su domicilio o residencia, que se encuentre o actúe en 
el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Canarias, independientemente de la 
situación administrativa o personal en la que se encuentre. En especial:

a) La libre autodeterminación de la identidad y expresión de género de las personas.
b) El libre desarrollo de la personalidad acorde a la identidad y expresión de género 

libremente manifestada sin sufrir presiones o discriminación por ello.
c) A ser tratada de conformidad a su identidad y expresión de género en los ámbitos 

públicos y privados, y, en particular, a ser identificada y acceder a una documentación 
acorde con dicha identidad.

d) El respeto, con independencia de la identidad y expresión de género de cada cual, de 
la dignidad humana de todas las personas, a su vida privada, a su integridad física y 
psíquica, y a la libre autodefinición del propio cuerpo.

e) A que se establezcan medidas y medios que garanticen y protejan el ejercicio pleno a 
la libre autodeterminación del género, sin discriminación y en todos los ámbitos de la vida 
política, económica, cultural y social, especialmente, en las siguientes esferas:

1.º Empleo y trabajo por cuenta ajena y por cuenta propia, comprendiendo el acceso, las 
condiciones de trabajo, la promoción profesional y la formación para el empleo.

2.º Acceso, promoción, condiciones de trabajo y formación en el empleo público.
3.º Afiliación y participación en organizaciones políticas, sindicales, empresariales, 

deportivas, profesionales y de interés social o económico.
4.º Educación, cultura y deporte.
5.º Sanidad.
6.º Prestaciones y servicios sociales.
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7.º Acceso, oferta y suministro de bienes y servicios a disposición del público, incluida la 
vivienda.

2. La presente ley tiene, asimismo, por objeto, respecto de las personas trans e 
intersexuales residentes en la Comunidad Autónoma de Canarias:

a) Garantizar el derecho de estas a recibir de la Comunidad Autónoma de Canarias una 
atención integral y adecuada a sus necesidades médicas, psicológicas, jurídicas, sociales, 
laborales, culturales y el resto de derechos fundamentales que puedan ser reconocidos, en 
igualdad de trato con el resto de la ciudadanía.

b) Promover la implementación de políticas y medidas encaminadas a erradicar toda 
discriminación por razón de la expresión o identidad de género, o de las características 
sexuales de la persona, así como las conductas que menoscaben la dignidad de la persona 
por razón de la expresión o identidad de género, o de las características sexuales de esta.

c) Prever medidas de discriminación positiva que faciliten la integración social de las 
personas trans e intersexuales, así como medidas de indemnización y reparación efectiva 
cuando se haya ocasionado un daño o perjuicio por motivos de identidad o expresión de 
género o características sexuales.

3. Lo dispuesto en la presente ley se entiende sin perjuicio de los regímenes específicos 
más favorables establecidos en la normativa estatal por razón de las distintas causas de 
discriminación previstas en aquella.

Artículo 2.  Definiciones.
A los efectos previstos en esta ley, se entenderá por:
1. Identidad de género la vivencia interna e individual del género tal y como cada 

persona la siente y autodetermina, sin que deba ser definida por terceros, pudiendo 
corresponder o no con el sexo asignado al nacer y pudiendo involucrar o no la modificación 
de la apariencia o de las funciones corporales a través de medios farmacológicos, 
quirúrgicos o de cualquier otra índole, siempre que ello sea libremente escogido.

2. Expresión de género la forma en la que cada persona comunica o expresa su 
identidad de género a través de su estética, lenguaje, comportamiento, actitudes u otras 
manifestaciones, pudiendo coincidir o no con aquellas consideradas socialmente relativas al 
género asignado socialmente según el sexo de nacimiento.

3. Persona trans toda persona cuya identidad de género no se corresponde con la que le 
fue asignada al nacer o cuya expresión de género no se corresponde con las normas y 
expectativas sociales asociadas con el sexo asignado al nacer.

A los efectos de esta ley, y sin prejuzgar otras acepciones sociales, el término trans 
ampara múltiples formas de expresión de la identidad de género como transexuales, 
transgénero, travestis, identidades y expresiones de género no binarias, queer, así como a 
quienes definen su género como «otro» o describen su identidad en sus propias palabras.

4. Mujer u hombre trans aquella cuya identidad de género es la de mujer u hombre, 
aunque no fue la que se le asignó al nacer.

5. Persona transfemenina o transmasculina aquella persona asignada hombre o mujer al 
nacer, que tiene identidades y/o expresiones de género femeninas o masculinas 
respectivamente.

6. Personas no binarias las personas cuya identidad o expresión de género se ubica 
fuera de los conceptos tradicionales de hombre-mujer o masculino-femenino, o fluctúa entre 
ellos.

7. Personas intersexuales las que en algún momento de su desarrollo cromosómico, 
gonadal o de sus características sexuales presenta una anatomía sexual o reproductiva 
distinta a las definidas típicamente como de hombre o mujer.

8. Transfobia el rechazo, repudio, daño, prejuicio o discriminación hacia las personas 
trans por motivo de su identidad o de su expresión de género.

9. Intersexfobia el rechazo, repudio, daño, prejuicio o discriminación hacia una persona 
por motivo de sus características sexuales.
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10. Discriminación directa cuando una persona haya sido, sea o pueda ser tratada de 
modo menos favorable que otra en situación análoga o comparable por motivos de identidad 
o de expresión de género, de sus características sexuales o por pertenencia a grupo familiar.

11. Discriminación indirecta cuando una disposición, criterio o práctica aparentemente 
neutra pueda ocasionar una desventaja particular a personas por motivos de su identidad o 
de expresión de género, sus características sexuales o la pertenencia a grupo familiar.

12. Discriminación múltiple cuando, además de discriminación por motivo de identidad o 
de expresión de género, características sexuales o pertenencia a grupo familiar, una persona 
sufre conjuntamente discriminación por otro motivo recogido en la legislación europea, 
nacional o autonómica. Específicamente se tendrá en cuenta que a la posible discriminación 
por identidad o por expresión de género se pueda sumar la pertenencia a colectivos como 
las personas migrantes o con diversidad funcional, entre otras.

13. Discriminación por asociación cuando una persona es objeto de discriminación como 
consecuencia de su relación con una persona, grupo o familia trans o intersexual.

14. Discriminación por error la situación en la que una persona o un grupo de personas 
son objeto de discriminación por identidad o por expresión de género o por sus 
características sexuales, como consecuencia de una apreciación errónea.

15. Orden de discriminar cualquier instrucción que implique la discriminación, directa o 
indirecta, por razón de identidad o de expresión de género o de sus características sexuales.

16. Acoso discriminatorio cualquier comportamiento o conducta que, por razones de 
identidad o expresión de género, características sexuales o por pertenencia a grupo familiar, 
se realice con el propósito o el efecto de atentar contra la dignidad y de crear un entorno 
intimidatorio, hostil, degradante, ofensivo o segregado.

17. Represalia discriminatoria el trato adverso o efecto negativo que se produce contra 
una persona como consecuencia de la presentación de una queja, una reclamación, una 
denuncia, una demanda o un recurso de cualquier tipo, destinado a evitar, disminuir o 
denunciar la discriminación o el acoso al que está sometida o ha sido sometida.

18. Victimización secundaria el perjuicio causado a las personas que hagan expresión de 
su identidad de género o de sus características sexuales que, siendo víctimas de 
discriminación, acoso o represalia, sufren las consecuencias adicionales de la mala o 
inadecuada atención por parte de los responsables administrativos, instituciones de salud, 
educación, policía o cualquier otro agente implicado.

19. Acciones positivas aquellas que pretenden reconocer a un determinado grupo social 
que históricamente ha sufrido discriminación de sus derechos fundamentales, con la idea de 
mejorar su calidad de vida y compensar la discriminación de la que han sido víctimas.

20. Coeducación la acción educativa que potencia la igualdad real de oportunidades y la 
eliminación de cualquier tipo de discriminación o violencia por razón de identidad o expresión 
de género o por características sexuales.

[ . . . ]
Artículo 4.  Principios rectores y derechos reconocidos.

1. La presente ley se inspira en los siguientes principios rectores y derechos 
reconocidos, que regirán la actuación de las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, 
incluidas en su ámbito de aplicación:

a) Reconocimiento de la personalidad: toda persona tiene derecho a construir para sí 
una autodefinición con respecto a su cuerpo, sexo, identidad y expresión de género y su 
orientación sexual. La orientación, sexualidad e identidad y expresión de género que cada 
persona defina para sí es esencial para su personalidad y tiene derecho a su libre desarrollo, 
constituyendo uno de los aspectos fundamentales de su dignidad y libertad.

A estos efectos, se dispone que:
1.º Ninguna persona podrá ser presionada para ocultar, suprimir o negar su identidad o 

expresión de género, orientación sexual o características sexuales. En el ámbito de 
aplicación de esta ley no será requisito acreditar la identidad de género manifestada 
mediante informe psicológico o médico.
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2.º Ninguna persona será objeto de requerimiento alguno de pruebas de realización total 
o parcial de cirugías genitales, tratamientos hormonales o pruebas psiquiátricas, psicológicas 
o tratamientos médicos para hacer uso de su derecho a la identidad o expresión de género o 
para acceder a los servicios o a la documentación acorde a su identidad o expresión de 
género sentida, en las administraciones públicas o entidades privadas de Canarias.

3.º Quedan prohibidas en los servicios sanitarios de la Comunidad Autónoma de 
Canarias las terapias de aversión o de conversión de las manifestaciones de identidad de 
género libremente manifestadas por las personas directamente interesadas, así como las 
cirugías genitales de las personas intersexuales que no obedezcan a la decisión de la propia 
persona afectada o a la necesidad de asegurar una funcionalidad biológica por motivos de 
salud.

b) No discriminación: Todas las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos, 
con independencia de la identidad o expresión de género que manifieste o de sus 
características sexuales. A estos efectos:

1.º Ninguna persona podrá ser objeto de discriminación, acoso, penalización o castigo 
por motivo de su orientación sexual, identidad de género, expresión de género y sus 
características sexuales. En particular, las personas deben ser tratadas de acuerdo con su 
identidad de género manifestada, que es como la persona se presenta ante la sociedad, con 
independencia de su sexo legal, y así obrará la Comunidad Autónoma de Canarias en todos 
y cada uno de los casos en los que esta participe.

2.º El derecho a la no discriminación debe ser un principio informador del ordenamiento 
jurídico canario, de la actuación administrativa y de la práctica judicial. Este derecho vincula 
tanto a los poderes públicos como a los particulares. En particular, se entenderá que se 
produce discriminación hacia las personas trans e intersexuales, a los efectos de esta ley, si 
no son tratadas de acuerdo a su identidad de género sentida. Por este motivo, todos los 
espacios abiertos al público, tanto los pertenecientes a instituciones como a establecimientos 
públicos, promoverán terceros espacios de uso mixto y, cuando no sea posible, permitirán 
que los espacios diferenciados por sexos, como aseos, vestuarios y espacios similares, sean 
utilizados por las personas usuarias de los mismos en atención a su género sentido.

3.º A los efectos de esta ley, se considera prohibida toda forma de discriminación por 
razón de identidad de género, expresión de género y características sexuales, incluyendo la 
discriminación, directa o indirecta, por asociación y por error, la discriminación múltiple, el 
acoso, la inducción, orden o instrucción de discriminar, las represalias o el incumplimiento de 
las medidas de acción positiva derivadas de obligaciones normativas o convencionales, así 
como la victimización secundaria por inacción de quien tiene un deber de tutela.

4.º Las administraciones públicas de Canarias y la Diputación del Común velarán por el 
derecho a la no discriminación por razón de identidad y expresión de género y 
características sexuales de la persona o del grupo familiar al que pertenezca. Tanto dichas 
administraciones como la persona que ostente el alto comisionado podrán actuar de oficio, 
sin necesidad de recibir denuncia o queja.

5.º Se garantizará a las personas trans e intersexuales la reparación de sus derechos 
violados por motivo de su identidad y expresión de género o de sus características sexuales, 
en el ámbito de las competencias de la Comunidad Autónoma de Canarias. 
Reglamentariamente se determinará el régimen, condiciones y procedimiento de reparación, 
incluidas las indemnizaciones y reconocimientos que procedan conforme a lo establecido en 
esta ley y el resto de la legislación vigente en la materia.

6.º Los derechos y prestaciones establecidos por la presente ley, en virtud del principio 
de no discriminación por motivos de identidad y expresión de género y características 
sexuales, vinculan a todos los poderes públicos canarios y, dependiendo de la naturaleza de 
cada derecho, a los particulares, debiendo ser interpretados en el sentido más favorable a su 
plena efectividad.

c) Integridad física y seguridad personal: Toda persona tiene derecho a la vida, a la 
libertad y a la seguridad de su persona. A estos efectos, los poderes públicos de Canarias:

1.º Garantizarán una protección efectiva frente a cualquier acto de violencia o agresión 
contra la vida, integridad física o psíquica, el honor personal y dignidad que tenga causa 

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DE LAS ISLAS CANARIAS

§ 11  Ley de igualdad social y no discriminación por razón de identidad de género [parcial]

– 222 –



directa o indirecta en la identidad o expresión de género o la diversidad corporal, sean 
propias o del grupo familiar al que se pertenezca.

2.º Adoptarán las medidas necesarias para la protección eficaz de toda persona frente a 
cualquier actuación o decisión que pueda suponer un trato desfavorable como reacción al 
ejercicio o participación en el ejercicio de acción judicial o administrativa.

3.º Adoptarán las medidas de prevención necesarias para evitar conductas transfóbicas 
o interfóbicas, así como para la detección temprana de situaciones que puedan conducir a 
violaciones del derecho a la igualdad, visibilidad y la no discriminación de las personas trans 
e intersexuales.

d) Privacidad: Todas las personas tienen derecho a la privacidad, sin injerencias 
arbitrarias o ilegales en su vida privada, incluyendo el derecho a optar por revelar o no la 
propia identidad de género o características sexuales. Se adoptarán las medidas 
administrativas necesarias a fin de garantizar que, en las menciones a las personas que 
presten o accedan a servicios y prestaciones públicas y privadas, estas reflejen la identidad 
de género sentida, respetando la dignidad y privacidad de la persona concernida.

e) Igualdad de oportunidades: Toda persona tiene derecho a obtener la satisfacción de 
los derechos económicos, sociales y culturales indispensables a su dignidad y al libre 
desarrollo de su personalidad. A estos efectos, los poderes públicos de Canarias:

1.º Adoptarán las medidas oportunas para garantizar la igualdad de oportunidades de 
todas las personas que pertenezcan al ámbito de aplicación de esta ley, con independencia 
de su identidad y expresión de género o sus características sexuales. En particular, las 
actuaciones públicas en esta materia irán dirigidas a promover la plena incorporación de las 
personas trans e intersexuales a la vida social, superando cualquier discriminación laboral, 
cultural, económica, política o social.

2.º Emprenderán, en colaboración preferente con las asociaciones de personas trans e 
intersexuales, campañas de sensibilización dirigidas tanto al público general como a todo el 
personal funcionario, estatutario o laboral de las administraciones y de los organismos, 
sociedades y entes públicos canarios, a fin de combatir los prejuicios subyacentes a la 
transfobia, la intersexfobia y a la violencia relacionada con la identidad o la expresión de 
género.

3.º Velarán por el cumplimiento del principio de igualdad de las identidades y expresiones 
de género por todos los medios de comunicación canarios, públicos y privados, asegurando 
que tanto la producción como la organización de los medios de comunicación de titularidad 
pública sea pluralista y no discriminatoria en lo que respecta a la identidad y expresión de 
género y características sexuales, y, en particular, garantizando un uso no sexista del 
lenguaje y un tratamiento digno, respetuoso y veraz en los contenidos e imágenes que 
utilicen en relación a las identidades trans y las personas intersexuales, particularmente en el 
ámbito de los servicios informativos.

4.º Emprenderán programas de apoyo social a las personas que estén atravesando 
cualquier proceso de transición en su identidad de género, procurando especial protección 
del derecho a la igualdad de trato de las mujeres trans y las personas trans-femeninas, en 
tanto colectivo que se encuentra en riesgo de padecer múltiples situaciones de 
discriminación.

5.º Apoyarán el reconocimiento y la acreditación de asociaciones, colectivos y 
organizaciones que promueven y protegen los derechos humanos de las personas trans e 
intersexuales, en tanto representativas de la diversidad social de Canarias.

2. A los efectos de esta ley, se dotará de un carácter integral y transversal a las medidas 
que se adopten por los poderes públicos de Canarias para garantizar la igualdad y la 
efectividad de los derechos, asegurando la cooperación interadministrativa para dicho fin.

3. Asimismo, se crearán los protocolos y normas necesarias para asegurar la no 
discriminación por motivos de identidad o expresión de género o características sexuales en 
los ámbitos de la salud, los servicios sociales, el laboral, el educativo, el deportivo, la 
comunicación social, los cuerpos de seguridad y la participación política, entre otros.

Estos protocolos o normas no podrán menoscabar el derecho a la libre determinación de 
la identidad y expresión de género o de las características sexuales.

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DE LAS ISLAS CANARIAS

§ 11  Ley de igualdad social y no discriminación por razón de identidad de género [parcial]

– 223 –



4. Todas las actuaciones y medidas que se lleven a cabo al amparo de esta ley deberán 
adecuarse a las necesidades específicas de las realidades insulares, municipales y del 
entorno rural.

Artículo 5.  Reconocimiento y apoyo institucional.
1. Las instituciones y los poderes públicos de la Comunidad Autónoma de Canarias 

contribuirán a la visibilidad de las personas trans e intersexuales en Canarias, respaldando y 
realizando campañas y acciones positivas con el fin de promover el valor positivo de la 
diversidad en materia de identidad y expresión de género y diversidad sexual, las relaciones 
afectivo-sexuales y familiares, con especial atención a los sectores de la población 
especialmente discriminados.

2. El órgano competente en materia de igualdad del Gobierno de Canarias promoverá, 
con especial atención a los principios reconocidos en el artículo 4 de la presente ley y 
procurando la participación de los colectivos afectados, la realización de campañas que 
contribuyan a la erradicación de la múltiple discriminación que sufren las mujeres 
transexuales y las personas trans-femeninas por razones de orientación sexual, identidad y 
expresión de género o características sexuales.

3. Los poderes públicos de la Comunidad Autónoma de Canarias destinarán medios para 
la conmemoración de actos y eventos que fomenten la visibilización de las personas trans e 
intersexuales, en especial en los siguientes días de celebración internacional:

a) El 31 de marzo, Día Internacional de la Visibilidad Trans.
b) El 17 de mayo, Día Internacional contra la lesbofobia, homofobia, transfobia, bifobia e 

intersexfobia.
c) El 28 de junio, Día del Orgullo Lésbico, Homosexual, Trans, Intersexual e Identidades 

No Binarias.
d) El 26 de octubre, día de la visibilidad intersex.
e) El tercer sábado de octubre, día del orgullo trans.
f) El 8 de noviembre, el Día de la Solidaridad Intersex.
g) El 20 de noviembre, Día Internacional en Memoria de las Víctimas de la Transfobia.

[ . . . ]
TÍTULO II

Atención sanitaria a las personas trans e intersexuales

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Asistencia sanitaria a personas trans

[ . . . ]
Artículo 26.  Atención sanitaria a las personas trans menores de edad.

1. Las personas trans menores de edad tienen derecho a recibir tratamiento médico 
relativo a su identidad trans proporcionado por profesionales pediátricos.

2. Asimismo, y en el ámbito del sistema sanitario público de Canarias, las personas trans 
menores de edad tendrán los siguientes derechos:

a) A recibir tratamiento para el bloqueo hormonal al inicio de la pubertad, situación que 
se determinará utilizando datos objetivos como la medición del nivel de estradiol y 
testosterona, la velocidad de crecimiento, la madurez de las gónadas o los datos que se 
consideren de acuerdo al estado de la técnica en cada momento, para evitar el desarrollo de 
caracteres sexuales secundarios no deseados.

b) A recibir tratamiento hormonal cruzado en el momento adecuado de la pubertad para 
favorecer que su desarrollo corporal se corresponda con el de las personas de su edad, a fin 
de propiciar el desarrollo de caracteres sexuales secundarios deseados. Dicho tratamiento 
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se producirá bajo la autorización de las personas progenitoras o adoptantes que ostenten la 
patria potestad o, en su defecto, por quienes ejerzan la tutela, curatela o defensa judicial o, 
en su caso, a través de la entidad pública que ostente la guarda del menor, o por 
autorización judicial.

El protocolo de actuación o guía clínica determinará el procedimiento a seguir en 
aquellos casos en que el equipo profesional estime la improcedencia por existir 
circunstancias que pongan en riesgo la salud de la persona menor.

3. En materia de consentimiento de la persona menor de edad trans se seguirán las 
siguientes reglas:

a) La persona menor de edad recibirá información adaptada a su edad, madurez o 
desarrollo mental y estado afectivo y psicológico sobre el tratamiento médico a 
proporcionarle.

b) La persona menor de edad tiene derecho a expresar su opinión siempre que tenga la 
madurez suficiente para estar en condiciones de formarse un juicio propio y, en todo caso, 
siempre que tenga doce años cumplidos.

c) Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, cuando la persona menor de edad 
no sea capaz intelectual ni emocionalmente de comprender el alcance del tratamiento, podrá 
prestar el consentimiento su representante legal después de haber escuchado la opinión de 
la persona menor, conforme a lo dispuesto en el artículo 9 de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 
de enero, de Protección Jurídica del Menor, de Modificación parcial del Código Civil y de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil, o normativa que en el futuro la sustituya.

d) Cuando se trate de persona menor de edad no incapaz ni incapacitada, pero 
emancipada o con dieciséis años cumplidos, no cabe prestar el consentimiento por 
representación. Sin embargo, en caso de actuación de grave riesgo para la vida de la 
persona menor de edad, según el criterio del equipo profesional, el consentimiento lo 
prestará su representante legal, una vez oída y tenida en cuenta la opinión de la misma.

e) La negativa de quien represente legalmente a la persona menor de edad a autorizar 
procedimientos con objeto de establecer preventivamente un tratamiento de inhibición del 
desarrollo hormonal podrá ser recurrida ante la autoridad judicial cuando conste que puede 
causar un grave perjuicio o sufrimiento a esta última/a la segunda. En todo caso, se atenderá 
al criterio del interés superior de la persona menor frente a cualquier otro interés legítimo, de 
conformidad con lo previsto en la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección 
Jurídica del Menor, de Modificación parcial del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil o normativa que en el futuro la sustituya, y, en particular, en sus artículos 2 y 11.2, letra 
i).

f) Con carácter previo al recurso ante la autoridad judicial, desde el Servicio Canario de 
la Salud se informará a las personas tutoras y representantes legales y a la persona menor 
de edad de la posibilidad de recurrir a la mediación familiar. Si las partes optaran por la 
mediación familiar, el sistema sanitario público de Canarias será el responsable de abonar 
las compensaciones económicas u honorarios y gastos ocasionados a quien conduzca la 
mediación familiar.

g) El personal sanitario debe brindar toda la información necesaria a las personas que 
ostentan la tutela y a quienes representan legalmente a las personas trans, sin que esta 
información sea parcializada, sesgada o pretenda influir en la formación de criterios 
contrarios a los que salvaguardan la autonomía, la integridad física y mental y la libre 
determinación.

h) Resultará de aplicación a la atención sanitaria de las personas trans menores de edad 
en la Comunidad Autónoma de Canarias la Ley 1/1997, de 7 de febrero, de atención integral 
a menores, en lo que no se oponga a este artículo y al resto de la presente ley o normativa 
que en el futuro la sustituya.

[ . . . ]
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TÍTULO IV
Medidas en el ámbito social

[ . . . ]
Artículo 40.  Apoyo y protección en situación de especial vulnerabilidad.

1. Las administraciones públicas de Canarias deberán llevar a cabo medidas de 
prevención de la discriminación y apoyo a la visibilidad, entre los colectivos más vulnerables, 
adolescencia, infancia, personas mayores, personas con diversidad funcional, así como 
trabajar en la prevención de situaciones que puedan atentar contra la vida, la salud o la 
dignidad de estas personas por causas derivadas de su condición personal. En particular, se 
adoptarán medidas específicas de apoyo, mediación y protección en los supuestos de 
personas menores, adolescentes y jóvenes que estén sometidas a presión o maltrato 
psicológico en el ámbito familiar a causa de su identidad o expresión de género o de sus 
características sexuales.

2. La Comunidad de Autónoma de Canarias atenderá de manera específica a la 
situación de desvalimiento en que puedan encontrarse aquellas personas trans e 
intersexuales que hayan sido expulsadas del domicilio familiar o se hayan marchado 
voluntariamente del mismo debido a situaciones de maltrato y presión psicológica por razón 
de la manifestación de su identidad o expresión de género o por sus características sexuales 
y que se encuentren en situación de desvalimiento.

Si la persona expulsada fuera menor de edad, los servicios sociales de la Comunidad 
Autónoma de Canarias interesarán ante la autoridad competente los trámites necesarios 
para el derecho de acceso a alojamiento social y, en caso de entenderlo necesario, instarán 
el procedimiento de acogimiento.

En todo caso, el Gobierno de Canarias adoptará los mecanismos necesarios para la 
protección efectiva de menores en atención a su identidad o expresión de género o de sus 
características sexuales que se encuentren bajo la tutela de la administración, ya sea en 
centros de menores, pisos tutelados o recurso en el que residan, garantizando el respeto 
absoluto a su identidad o expresión de género o características sexuales y unas plenas 
condiciones de vida.

3. El Gobierno de Canarias garantizará y adoptará las medidas necesarias para la 
protección y el absoluto respeto de los derechos de las personas con diversidad funcional en 
atención a su identidad o expresión de género o de sus características sexuales.

Los centros y servicios de atención a personas con diversidad funcional, públicos o 
privados, velarán por que el respeto del derecho a la no discriminación de las personas 
usuarias, así como familiares y personas allegadas de estas, por motivos de identidad o 
expresión de género o de características sexuales sea real y efectivo.

Los servicios sociales fomentarán la aceptación a la diversidad en lo relativo a la 
identidad y expresión de género, así como las características sexuales, entre las personas 
usuarias de sus servicios.

4. El Gobierno de Canarias velará porque no se produzcan situaciones de discriminación 
de las personas especialmente vulnerables por razón de edad, en atención a su identidad o 
expresión de género o sus características sexuales.

La protección de las personas menores en la presente ley se producirá por mediación de 
las personas progenitoras o adoptantes que ostenten la patria potestad o, en su defecto, por 
quienes ejerzan la tutela, curatela o defensa judicial. Esta mediación podrá ser realizada a 
través de la sección de protección de menores cuando se aprecie la existencia de 
situaciones de sufrimiento e indefensión por negación de su identidad o expresión de género 
o de sus características sexuales.

5. El Gobierno de Canarias adoptará las medidas necesarias para que los espacios o 
equipamientos identificados en función del sexo en los centros de menores, pisos tutelados, 
centros de atención a personas con diversidad funcional, residencias de personas mayores o 
en cualquier otro recurso que acoja a personas especialmente vulnerables puedan utilizarse 
por las personas libremente en atención al género sentido.
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6. El Gobierno de Canarias prestará especial protección a las personas pertenecientes a 
colectivos que, por tradición o cultura, pudieran contar con un mayor nivel de discriminación 
por razón de identidad o expresión de género o sus características sexuales.

7. El Gobierno de Canarias garantizará, en cualquier caso, que en todos los ámbitos de 
aplicación de la presente ley las personas profesionales cuenten con las herramientas 
necesarias para la no discriminación, incluyendo especialmente la dotación presupuestaria 
suficiente para ello, y se contará con el personal especializado necesario en las diferentes 
materias, según se precise en los distintos protocolos y medidas a tomar.

8. El Gobierno de Canarias garantizará igualmente la existencia de un servicio público de 
atención a las personas trans e intersexuales, atendido por personal especializado en esta 
realidad, en el que se atenderán de manera diferenciada las cuestiones asociadas con la 
identidad o expresión de género y la diversidad sexual. En el caso de menores, se incluirá 
también atención específica a sus familias.

[ . . . ]
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§ 12

Ley 2/2023, de 1 de marzo, de Políticas de Juventud de Canarias. 
[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 50, de 13 de marzo de 2023
«BOE» núm. 124, de 25 de mayo de 2023

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2023-12206

TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y finalidad.
1. Es objeto de la presente ley articular el marco normativo y competencial para el 

desarrollo coordinado de las políticas de juventud en el territorio de la Comunidad Autónoma 
de Canarias.

2. La finalidad de la ley es garantizar que las personas jóvenes dispongan de la 
autonomía necesaria para llevar a cabo, en igualdad de condiciones, su proyecto de vida 
individual y colectivo como parte de la comunidad, favoreciendo la igualdad entre mujeres y 
hombres y promoviendo, de conformidad con las determinaciones de la Ley 2/2021, de 7 de 
junio, o norma que en el futuro la sustituya, la igualdad social y la no discriminación por 
razón de identidad de género, expresión de género y características sexuales, fomentando 
de esta manera la consecución de una ciudadanía joven comprometida, responsable, plena 
y que participe activamente en el desarrollo sostenible, político, social, económico y cultural 
de Canarias.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. Esta ley será aplicable a las personas con edades comprendidas entre los doce y los 

treinta años, ambas inclusive, que hayan nacido o que residan en el territorio de la 
Comunidad Autónoma de Canarias. Asimismo, quedan incluidas en el ámbito de aplicación 
de esta ley las personas jóvenes que, teniendo la condición política de canarias, residan en 
el extranjero, de conformidad con lo establecido en el artículo 6 del Estatuto de Autonomía 
de Canarias.

2. Podrán considerarse con carácter excepcional otros límites de edad, hasta los treinta y 
cinco años, en aquellos programas o políticas de juventud cuya naturaleza u objeto lo 
justifiquen, como el acceso de personas mayores de 30 años a la vivienda, a actividades 
agrícolas o ganaderas, o a programas del ámbito de las políticas sociales dirigidas a 
impulsar el modelo de vida independiente entre las personas con discapacidad.

3. La presente ley es de aplicación a todas las administraciones públicas canarias que 
llevan a cabo políticas de juventud, sin perjuicio de sus competencias, y a todas las personas 
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físicas y jurídicas que desarrollan programas o actividades que afectan, directa o 
indirectamente, a las personas jóvenes.

Artículo 3.  Principios rectores.
Las políticas de juventud se regirán por los siguientes principios:
a) Universalidad. La actuación administrativa en materia de juventud debe dirigirse a 

todas las personas jóvenes, hombres y mujeres, sin distinción de identidad y expresión de 
género, así como por la orientación o características sexuales, etnia, posición 
socioeconómica, ideología, creencias, o cualquier otra condición o circunstancia personal o 
social.

b) Integralidad. Se planificarán de forma integral, abarcando todos los ámbitos de la vida 
de las personas jóvenes, articuladas sobre la base de la coordinación transversal y con 
implicación de todos los departamentos de las administraciones públicas.

c) Transversalidad. Entendida como la participación de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Canarias, así como de las distintas entidades públicas y privadas 
que desarrollen programas y medidas que beneficien a la juventud, en el diseño, 
planificación, gestión, seguimiento y evaluación de las políticas de juventud. Se diseñarán 
coordinadamente entre las administraciones y con la sociedad civil, de acuerdo con los 
principios de cooperación, eficacia, eficiencia, responsabilidad, universalidad e igualdad.

d) Territorialidad. Las políticas de juventud deben tener en consideración las distintas 
realidades territoriales, insulares y locales que conforman la Comunidad Autónoma de 
Canarias.

e) Objetivos de Desarrollo Sostenible. Las políticas de juventud estarán alineadas con 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible, estableciendo en su planificación metas, valores e 
indicadores que estén orientadas a la consecución de dichos objetivos.

Artículo 4.  Principios de actuación.
Los principios que deben regir la actuación de las administraciones públicas canarias en 

materia de juventud son los siguientes:
a) La igualdad de oportunidades. La actuación administrativa en materia de juventud 

debe reducir las desigualdades entre los distintos puntos de partida de las personas jóvenes 
en el proceso de elaboración de sus proyectos de vida. Se aplicará el principio de acción 
positiva en las situaciones de desigualdad socioeconómica, material, educativa y cultural, 
persiguiendo la igualdad real y promoviendo la inclusión social.

b) La integración de la perspectiva joven. Se integrará la perspectiva joven en todas las 
políticas y actuaciones de las administraciones públicas de Canarias, entendiendo por esta 
la consideración de las diferentes situaciones, condiciones, potencialidades, aspiraciones y 
necesidades de la juventud, incorporando objetivos y medidas específicas dirigidas a 
eliminar las desigualdades y promover la autonomía y la emancipación de la juventud, en 
todas las políticas y actuaciones que le afecten.

c) La igualdad entre mujeres y hombres jóvenes. La actuación administrativa en materia 
de juventud incluirá entre sus objetivos el logro de la igualdad real entre mujeres y hombres, 
y se legislará, planificará y evaluará con perspectiva de género.

d) La atención a la diversidad. La actuación administrativa en materia de juventud debe 
considerar y atender la diversidad de la juventud por razón de su identidad y expresión de 
género, por la orientación o características sexuales, etnia, condición física y psíquica, origen 
social y particularidades culturales y territoriales, garantizando la igualdad de oportunidades 
a todas las personas jóvenes y promoviendo la igualdad y no discriminación, la equidad y el 
valor de la solidaridad en la diversidad.

e) La emancipación juvenil. La actuación administrativa en materia de juventud debe 
facilitar las condiciones básicas necesarias para el logro de la autonomía y la emancipación 
de las personas jóvenes.

f) La participación y corresponsabilidad. La actuación administrativa en materia de 
juventud debe promover la creación y consolidación de una cultura participativa, y facilitar 
que las personas jóvenes, en sus diversos contextos socioculturales, se puedan vincular a 
los procesos de toma de decisiones y a las entidades juveniles formando parte de las 
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mismas. Las actuaciones administrativas deben, desde la corresponsabilidad, promover la 
participación de la juventud en la toma de decisiones y en la gestión de los asuntos públicos, 
estableciendo cauces para que pueda participar en las políticas de juventud, tanto 
individualmente como formando parte de grupos no formales, colectivos y entidades.

g) La calidad, la innovación y el aprendizaje social. La actuación administrativa en 
materia de juventud debe garantizar la existencia de unos estándares mínimos de calidad, 
regulando en el ámbito autonómico los requisitos materiales, funcionales y de personal que, 
con carácter de mínimos, deberán contemplarse para promover el desarrollo de una gestión 
orientada a la calidad y a la innovación en el desarrollo de las políticas de juventud.

h) La proximidad. La actuación administrativa en materia de juventud debe prestar 
servicios, desarrollar actividades y destinar equipamientos para la población joven en el 
ámbito de lo local, prestando especial consideración a la población joven residente en zonas 
rurales y en las áreas del extrarradio urbano en las que se dé una mayor incidencia de 
vulnerabilidad social.

i) La promoción de valores. La actuación administrativa en materia de juventud 
promoverá entre las personas jóvenes el desarrollo de valores democráticos, realizando 
programas y acciones con el objetivo de potenciar la convivencia, la libertad, la igualdad de 
oportunidades, la cooperación, la solidaridad, la sostenibilidad ambiental, las relaciones 
igualitarias entre hombres y mujeres jóvenes y la defensa de la paz y los derechos humanos.

j) Identidad cultural. La actuación administrativa en materia de juventud potenciará el 
fomento de la canariedad, con el objetivo de no perder las señas de identidad y de defender 
las costumbres y tradiciones propias, sin perjuicio de aceptar e integrar las aportaciones del 
exterior que las enriquezcan, de modo que los valores y tradiciones se hagan compatibles 
con las aportaciones externas.

k) Interculturalidad. La actuación administrativa en materia de juventud impulsará la 
interculturalidad, posibilitando que la juventud de Canarias conozca las realidades culturales 
que existen en la Comunidad Autónoma de Canarias y en otras regiones y países, 
proyectando en el ámbito nacional e internacional la cultura canaria. Se fomentará, 
asimismo, el aprendizaje de idiomas como herramienta básica de comunicación entre 
jóvenes de diferentes países y culturas.

l) Colaboración y coordinación. La actuación administrativa en materia de juventud 
promoverá la coordinación de sus actuaciones con la finalidad de que sus intervenciones 
sean más eficaces y eficientes para la utilización racional de los recursos. De igual manera, 
se promoverá la coordinación y la colaboración con otras entidades e instituciones de la 
Comunidad Autónoma de Canarias y de fuera de ella, y de manera especial con la iniciativa 
social.

m) Planificación y evaluación. La actuación administrativa en materia de juventud 
establecerá un marco de planificación y evaluación que garantice la coherencia, eficacia y 
optimización de recursos, así como la mejora continua en todas las acciones que se 
desarrollen en esta materia.

n) La información. La actuación administrativa en materia de juventud facilitará el acceso 
permanente y actualizado a la información en relación a las políticas y actuaciones públicas 
que afecten a las personas jóvenes.

[ . . . ]
TÍTULO IV

Participación juvenil

[ . . . ]
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CAPÍTULO III
Consejo de la Juventud de Canarias

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 24.  Naturaleza y régimen jurídico.
1. El Consejo de la Juventud de Canarias es una corporación pública de base privada, 

dotada de personalidad jurídica propia y plena capacidad de obrar para el cumplimiento de 
sus fines, que desarrolla su actividad en todo el territorio de la Comunidad Autónoma de 
Canarias, sin perjuicio de la representación nacional e internacional que le corresponda.

2. El Consejo de la Juventud de Canarias se regirá por las normas del derecho privado, 
con las especificaciones previstas en la presente ley y en las disposiciones que la 
desarrollen. No obstante, en el ejercicio de las funciones públicas que le hayan sido 
atribuidas o delegadas, sujetará su actividad a las normas de derecho público aplicables en 
cada caso.

3. El consejo aprobará su reglamento de organización y funcionamiento interno, que 
deberá ser autorizado, siempre que se ajuste a los mandatos de esta ley, por el Gobierno de 
Canarias, con carácter previo a su publicación en el «Boletín Oficial de Canarias».

[ . . . ]
Artículo 26.  Funciones.

1. Para la consecución de los fines citados en el artículo anterior, el Consejo de la 
Juventud de Canarias ejercerá las siguientes funciones públicas:

a) Representar a la juventud asociada y defender los intereses de la juventud de manera 
global.

b) Colaborar con las administraciones públicas en el diseño, implantación, gestión, 
seguimiento y evaluación de políticas, planes y actuaciones en materia de juventud.

c) Fomentar junto a los poderes públicos la participación de la juventud, y en especial de 
las entidades juveniles, en el desarrollo de la educación no formal.

d) Fomentar el tejido participativo en colaboración con las administraciones públicas, 
estimulando la creación de entidades y consejos de juventud en los distintos ámbitos 
territoriales, apoyándolos y capacitándolos.

e) Desarrollar cuantas actividades tengan por conveniente para fortalecer el desarrollo 
político, económico, social y cultural de la juventud canaria, con especial incidencia en 
aquellas acciones que fomenten la participación, el asociacionismo, la solidaridad entre 
pueblos, la igualdad entre mujeres y hombres jóvenes, la inclusión de personas con 
discapacidad en todos los aspectos de la sociedad, la diversidad de la juventud por razón de 
identidad y expresión de género y por la orientación o características sexuales, y el respeto a 
los derechos y libertades fundamentales, los hábitos de vida saludable, así como las 
destinadas a fomentar el desarrollo y la defensa del acervo cultural y de las tradiciones 
canarias entre la juventud.

f) Canalizar y defender las demandas e intereses de la juventud actuando como 
interlocutor eficaz ante los poderes de la comunidad autónoma, pudiendo participar a estos 
efectos, representando a la juventud de Canarias, en el Consejo de Políticas de Juventud y 
en los órganos, instituciones y foros estatales, comunitarios e internacionales.

g) Participar representando a Canarias como interlocutores de la juventud asociada 
canaria y defendiendo los intereses de la juventud de manera global, en el Consejo de la 
Juventud de España, así como en aquellos otros órganos y espacios nacionales e 
internacionales que estén destinados a la sociedad civil y cuyas funciones guarden relación 
con las inherentes al Consejo de la Juventud de Canarias.

h) Proponer y formular, por propia iniciativa o a petición del Consejo de Políticas de 
Juventud, del órgano competente en materia de juventud o de cualquier otro órgano del 
Gobierno de Canarias que lo solicite, medidas y sugerencias de todo tipo, mediante la 
realización de estudios, emisión de informes y propuestas relacionados con la problemática 
e intereses juveniles.
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i) Emitir, a iniciativa propia o a petición de las administraciones públicas, informes y 
dictámenes sobre aquellos proyectos normativos, planes, programas y otras iniciativas 
relacionadas con el objeto y finalidad del Consejo de la Juventud de Canarias.

2. Corresponde además al Consejo de la Juventud de Canarias el ejercicio de las 
siguientes funciones:

a) Realizar, con autonomía e independencia, análisis, estudios, e informes desde la 
perspectiva de la participación juvenil y de la igualdad de género y de oportunidades.

b) Fomentar la coordinación, relación e intercambio entre las entidades integrantes, así 
como las relaciones con plataformas interasociativas y movimientos sociales.

c) Sensibilizar a la opinión pública sobre la realidad juvenil y proyectar las propuestas de 
la juventud hacia la sociedad.

d) Realizar todas aquellas otras que contribuyan al cumplimiento de su finalidad.

Sección 2.ª Regímenes de actuación

[ . . . ]
TÍTULO V

Planificación de las políticas de juventud

CAPÍTULO I
El Plan Integral de Juventud de Canarias

Artículo 38.  Naturaleza del plan, definición y aplicación.
1. Las políticas de juventud en la Comunidad Autónoma de Canarias se planifican a 

través del Plan Integral de Juventud de Canarias, de vigencia plurianual, que, atendiendo a 
una concepción integral de la juventud, se diseña desde una perspectiva global que permita 
interrelacionar los distintos ámbitos de la vida de las personas jóvenes y que facilite su 
ejecución de una forma plural y concertada con todos los agentes implicados, propiciando la 
coordinación interdepartamental e interadministrativa, la participación activa de la juventud y 
la readaptación permanente de sus objetivos y metas.

2. El Plan Integral de Juventud se define, dada su naturaleza, como un instrumento de 
coordinación, planificación, seguimiento y evaluación de las políticas de juventud, de 
ejecución plurianual, y concebido desde una metodología de trabajo transversal, de forma 
que sea referente para las administraciones públicas, tanto autonómica, como insulares y 
municipales.

3. Los objetivos del plan deben responder al diagnóstico y reflexión sobre la realidad 
juvenil, de forma que las actuaciones que se deriven de su formulación estén basadas en la 
evidencia de los datos sobre dicha realidad. Le corresponde esta función de diagnóstico de 
la realidad juvenil al Observatorio Canario de la Juventud.

4. El Plan Integral de Juventud de Canarias, como instrumento de planificación, 
establece las líneas de intervención estratégicas, objetivos y medidas de las políticas de 
juventud en Canarias, respetando los principios rectores y de actuación de dichas políticas, 
descritos en el título primero de la presente ley.

5. El Plan Integral de Juventud de Canarias se aplicará de forma preferente por las 
administraciones públicas de Canarias, dentro del ejercicio de sus competencias, en todos 
aquellos ámbitos que afecten o puedan afectar a las personas jóvenes, priorizando, en todo 
caso, aquellos que afecten a personas y colectivos jóvenes en situación de vulnerabilidad o 
exclusión social.

6. En la fase de creación del Plan Integral de Juventud de Canarias debe realizarse un 
diagnóstico previo de las distintas necesidades que requiere la juventud en cada una de las 
islas para reflejar las distintas realidades juveniles en Canarias.

[ . . . ]
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CAPÍTULO II
Sectores de actuación

[ . . . ]
Artículo 44.  Líneas de intervención.

El Plan Integral de Juventud priorizará, de entre las siguientes líneas de intervención 
estratégicas, aquellas que mejor respondan a las demandas y necesidades que se 
diagnostiquen en el correspondiente periodo:

a) Juventud y empleo. Las administraciones públicas canarias promoverán la inserción 
laboral de las personas jóvenes y el empleo juvenil de calidad, favoreciendo la estabilidad 
laboral en la contratación por cuenta ajena, la garantía de los derechos laborales de la 
población juvenil, la salud y la prevención, la eliminación de la brecha salarial entre mujeres 
y hombres y la contratación de mujeres en cargos directivos. Impulsarán también la 
adquisición de experiencia laboral y el acceso al primer empleo. Promoverán así mismo 
acciones positivas para eliminar los roles y estereotipos de género en las profesiones y 
ocupaciones laborales. Se impulsarán el emprendimiento, los programas de formación en 
prácticas remuneradas e incentivos fiscales y otras medidas para fomentar la contratación de 
las personas jóvenes, así como la formación continua, en especial para las personas jóvenes 
con carencias educativas o abandono escolar, para facilitar su acceso a un trabajo digno.

b) Juventud y educación. El Gobierno de Canarias coordinará acciones formativas tanto 
en la educación formal como en la no formal, prestando especial atención a la educación en 
valores democráticos, la paz y la resolución pacífica de los conflictos, el respeto a los 
derechos humanos, la solidaridad, la responsabilidad, la igualdad de oportunidades, la 
coeducación, los hábitos de vida saludables, la sostenibilidad y el cuidado del medio 
ambiente y la prevención de comportamientos xenófobos o racistas, así como cualquiera de 
otro tipo que lleve aparejado discriminación por razón de etnia, de identidad y expresión de 
género, así como por la orientación y características sexuales o por cualquier otra condición 
o circunstancia personal o social, fomentando entre la juventud la solidaridad y el respeto a 
la diferencia, así como la prevención de la violencia contra las mujeres. Se incentivará la 
formación en el extranjero del colectivo juvenil y su actividad investigadora, impulsando 
medidas concretas para su retorno. Se prestará especial atención al desarrollo del talento y 
su capacidad innovadora entre las personas jóvenes.

c) Juventud y vivienda. El Gobierno de Canarias facilitará los procesos de autonomía 
personal de la juventud, desarrollando una política activa que propicie su acceso a una 
vivienda digna, habilitando medidas destinadas a paliar las dificultades, fundamentalmente 
económicas, a las que se enfrentan las personas jóvenes, procurando condiciones más 
favorables que las ofrecidas en el mercado, a través del fomento de la construcción de 
viviendas públicas protegidas en régimen de alquiler e impulsando medidas de alquiler 
específicas para las personas jóvenes.

d) Juventud e igualdad entre mujeres y hombres. Las administraciones públicas canarias 
promoverán la integración de la perspectiva de género en las políticas de juventud, así como 
la formación de las personas jóvenes basada en su desarrollo integral al margen de 
estereotipos y roles en función de las características sexuales, e impulsando la coeducación 
en los centros educativos. Se adoptarán medidas para prevenir las violencias machistas 
entre las personas jóvenes, impulsar el empoderamiento femenino y las masculinidades 
igualitarias y lograr que la población juvenil sea agente de cambio en la construcción de una 
sociedad más igualitaria, libre de violencia contra las mujeres.

e) Juventud y diversidad sexual y de género. Las administraciones públicas canarias 
promoverán la integración de la diversidad afectivo-sexual y de género en las actuaciones 
dirigidas a la juventud.

f) Juventud y servicios sociales. En el ámbito de los servicios sociales de atención 
primaria y comunitarios de Canarias, las administraciones públicas competentes adoptarán 
medidas de promoción e inclusión social destinadas a las personas jóvenes más 
vulnerables. En el ámbito de los servicios sociales especializados, se diseñarán servicios y 
prestaciones destinadas a colectivos juveniles en situación o riesgo de exclusión social, 
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incluyéndose dichas prestaciones y su financiación en el Catálogo de Servicios y 
Prestaciones del Sistema Público de Servicios Sociales de Canarias.

g) Juventud y cultura. Las administraciones públicas canarias adoptarán las medidas 
concretas necesarias para que las personas jóvenes tengan acceso a la cultura en igualdad 
de condiciones, y fomentarán la difusión, la creación y la participación de las personas 
jóvenes en el ámbito de la cultura.

h) Juventud y deportes. Las administraciones públicas canarias fomentarán la práctica 
del deporte entre la juventud en igualdad de oportunidades para la adopción de hábitos de 
vida saludable y a la promoción de valores.

i) Juventud, ocio y tiempo libre. Se adoptarán medidas concretas encaminadas a ampliar 
la dimensión y la calidad de la oferta de ocio y tiempo libre dirigidas a la población joven, así 
como el uso saludable y responsable del mismo.

j) Juventud, salud y prevención. Las administraciones públicas canarias promoverán la 
salud y la adopción de hábitos de vida saludables en la población juvenil, con especial 
atención a la salud mental y emocional, a la educación afectivo-sexual, a la educación para 
la salud, a la prevención y tratamiento de drogodependencias y otras adicciones, trastornos 
alimentarios, enfermedades de trasmisión sexual y embarazos no deseados, la prevención 
de los accidentes de tráfico y medidas para evitar la siniestralidad laboral y la protección y 
mejora de la salud laboral desde una perspectiva de género.

k) Juventud y medio ambiente. Desde las administraciones públicas se impulsará la 
educación y sensibilización de las personas jóvenes en la protección y el disfrute 
responsable del entorno natural, con el fin de conseguir un uso sostenible de los recursos 
naturales, el fomento de la solidaridad intergeneracional y el compromiso de la juventud con 
el medio ambiente, fomentando la participación de la juventud en los planes de sostenibilidad 
local, insular y regional y en sus foros de participación.

l) Juventud y consumo. Se prestará especial atención a la formación en derechos como 
personas consumidoras de la población joven, promoviendo el ejercicio de los mismos de 
forma responsable, crítica y solidaria, fomentando el consumo sostenible y el comercio justo.

m) Juventud y sociedad de la información. Se fomentará el acceso de la juventud a la 
tecnología de la información y la comunicación en igualdad de condiciones para acabar con 
la brecha digital. Las administraciones públicas velarán para que la juventud disponga de los 
medios tecnológicos necesarios para ello, impulsando la participación en redes sociales de 
internet para fomentar los derechos humanos, la paz y los valores de la libertad, la igualdad, 
la tolerancia, la solidaridad y la sostenibilidad, vigilando las actividades inadecuadas o 
delictivas. Se fomentará la iniciativa, la creatividad y el uso innovador de las tecnologías de 
la información y la comunicación para que sean partícipes reales de la sociedad de la 
información.

n) Juventud y voluntariado. Las administraciones públicas canarias fomentarán, en el 
ámbito de sus respectivas competencias, la participación de la juventud en las actividades de 
voluntariado y regularán las condiciones del mismo, garantizando, en todo caso, la no 
sustitución de puestos de trabajo a través de esta fórmula, de acuerdo con lo que en cada 
momento establezca la legislación vigente en esta materia.

ñ) Juventud y medio rural y marítimo. Se desarrollarán medidas para impulsar y 
favorecer el asentamiento de las personas jóvenes en el medio rural y marítimo, prestando 
una especial atención a la juventud agrícola, ganadera, acuicultora o pescadora, así como a 
las personas jóvenes emprendedoras, garantizando el acceso a los recursos sociales, 
económicos, culturales y formativos en condiciones de igualdad a la población urbana y 
entre mujeres y hombres. En programas y planes del medio rural y marítimo, tendrán la 
consideración de jóvenes las personas comprendidas en los tramos de edad que 
establezcan los propios planes y programas.

o) Juventud y movilidad. Las administraciones públicas canarias garantizarán la igualdad 
de oportunidades de la población joven de Canarias en materia de movilidad, potenciando y 
desarrollando programas para la realización de estudios, cursos y actividades en otras 
comunidades autónomas y otros países para reforzar el conocimiento de la diversidad, la 
riqueza cultural, la formación y la inserción laboral, contribuyendo así a la promoción de 
distintos valores y el respeto a los derechos humanos.
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p) Juventud y convivencia. Se adoptarán medidas para facilitar la integración y la 
inserción de todos los colectivos de jóvenes y su adecuada convivencia.

q) Juventud, autonomía y corresponsabilidad. Se impulsará la participación y la 
responsabilidad de todas las personas jóvenes, independientemente de sus características 
sexuales o identidad de género, en la realización de tareas que requiere la vida cotidiana, 
como el trabajo doméstico y de cuidado tanto propio como ajeno, así como el apoyo a las 
familias jóvenes en sus primeros años de emancipación, creando condiciones favorables 
para la conciliación de la vida familiar, laboral y educativa.

r) Juventud, discapacidad y diversidad funcional. Se impulsarán medidas para facilitar la 
participación de la juventud con discapacidad y diversidad funcional en todos los ámbitos en 
igualdad de condiciones.

s) Personas jóvenes en el exterior. Se facilitará el retorno voluntario de las personas 
jóvenes canarias en el exterior, haciéndoles llegar información sobre las políticas de juventud 
de las administraciones canarias.

t) Juventud e inmigración. Se impulsará y favorecerá el acceso normalizado de las 
personas jóvenes inmigrantes a los recursos y programas de juventud, apoyando su 
participación social e incorporando la dimensión intercultural y la perspectiva de la 
inmigración en el trabajo con personas jóvenes. Se promoverá la atención e intervención 
social con jóvenes inmigrantes en situación de especial vulnerabilidad, en riesgo o situación 
de exclusión social.

[ . . . ]
TÍTULO VI

Servicios y equipamientos juveniles

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Otros servicios y recursos de promoción juvenil

Artículo 55.  Promoción de servicios juveniles.
1. Carné Joven Europeo y otras credenciales.
El Gobierno de Canarias aprobará programas destinados a promover y facilitar el acceso 

de la población juvenil a servicios y productos de carácter cultural, deportivo, recreativo, de 
consumo, de movilidad, de formación o similares, con la intermediación y, en su caso, la 
concesión de determinadas ventajas económicas, mediante la expedición del Carné Joven 
Europeo y otras credenciales.

La emisión y gestión de los carnés corresponderá a la consejería competente en materia 
de juventud, que podrá realizarla directamente o a través de otras entidades públicas o 
privadas.

La regulación de estos carnés y sus prestaciones se regirá por su normativa de 
desarrollo.

2. Red Canaria de Albergues Juveniles.
La consejería competente en materia de juventud fomentará la creación y mantenimiento 

de una red de albergues juveniles en el territorio de la Comunidad Autónoma de Canarias, 
de titularidad pública o privada, siendo la integración en la misma requisito imprescindible 
para la integración en la Red Española de Albergues Juveniles, y para su reconocimiento por 
las Federaciones Europea e Internacional de Albergues Juveniles.

El reconocimiento, inscripción y requisitos que deban reunir los albergues juveniles para 
su funcionamiento se regirán por su normativa de desarrollo.

3. Servicios de integración social para jóvenes en situación o riesgo de exclusión social.
La consejería competente en materia de juventud fomentará la realización, en 

coordinación con el centro directivo con competencias en materia de personas menores, de 
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proyectos de integración social y de promoción de servicios y prestaciones para la 
emancipación, de personas jóvenes ex tuteladas y en dificultad social, personas mayores de 
edad, atendiendo a los términos establecidos para esta materia en la Ley 16/2019, de 2 de 
mayo, de Servicios Sociales de Canarias, o norma que en el futuro la sustituya.

Estos proyectos y servicios de integración social van dirigidos a personas jóvenes ex 
tuteladas en situación o riesgo de exclusión social, que al salir de los centros de acogimiento 
residencial de personas menores bajo medida de protección, no tienen alternativa 
convivencial y no están insertadas laboralmente.

Artículo 56.  Recursos y equipamientos juveniles.
A los efectos de la presente ley, tendrán la consideración de recursos y/o equipamientos 

juveniles, los albergues, los campamentos juveniles, las casas de juventud y los espacios 
físicos que dispongan de la infraestructura necesaria para el desarrollo de actividades 
socioeducativas y de ocio y tiempo libre, que permitan el desarrollo integral de la juventud, el 
acceso igualitario de mujeres y hombres jóvenes y de la población juvenil con diversidad 
funcional o discapacidades.

La consejería competente en materia de juventud creará y mantendrá actualizado un 
mapa o inventario de recursos, equipamientos y servicios juveniles en colaboración con las 
entidades públicas canarias, con descripción detallada de los mismos.

Este inventario deberá contar, como mínimo, con la siguiente información de cada 
recurso o equipamiento: titularidad, fecha de creación, objeto, descripción de actividades, 
normas de funcionamiento, accesibilidad y características de uso.

[ . . . ]
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§ 13

Ley 9/1998, de 22 de julio, sobre prevención, asistencia e inserción 
social en materia de drogodependencias

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 94, de 28 de julio de 1998

«BOE» núm. 198, de 19 de agosto de 1998
Última modificación: 10 de noviembre de 2014

Referencia: BOE-A-1998-20139

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento de Canarias ha aprobado y yo, en 
nombre del Rey y de acuerdo con lo que establece el artículo 12.8 del

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I
La actuación pública en materia de drogodependencias debe ir dirigida a la creación de 

un marco genérico que regule y arbitre los criterios básicos de actuación de las distintas 
Administraciones Públicas, organizaciones no gubernamentales y los diversos organismos 
implicados.

La Administración debe centrar el problema de las drogodependencias dentro de una 
realidad plural, haciendo énfasis en la prevención de las toxicomanías, con la corrección de 
los factores sociales y económicos desestabilizadores; en la asistencia del 
drogodependiente, potenciando los distintos niveles básicos y especializados; y en la 
inserción del ex-toxicómano, incentivando su plena integración social y laboral.

La presente Ley, siguiendo el camino trazado por distintas Comunidades Autónomas, 
aspira a convertirse en un instrumento útil para que las distintas Administraciones Públicas 
de Canarias puedan desplegar una actuación eficaz ante el problema de las 
drogodependencias, configurando legalmente los medios necesarios para luchar contra un 
fenómeno al que nuestra sociedad considera de especial trascendencia, así como 
estableciendo las medidas limitativas de la venta y el consumo del alcohol y del tabaco, 
especialmente a los menores de edad.

En definitiva, se trata de establecer y regular, en el marco de las competencias que el 
Estatuto de Autonomía de Canarias asigna al Gobierno en el ámbito territorial de Canarias, 
las medidas y acciones que permitirán una actuación efectiva de las Administraciones 
Públicas de Canarias en el campo de la prevención y asistencia de las situaciones a que dan 
lugar las sustancias que pueden generar dependencia.

II
Un texto multidisciplinar como el presente incide en varios títulos competenciales. Así, la 

Comunidad Autónoma de Canarias ostenta competencias exclusivas en materia de servicios 
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sociales, en virtud de lo dispuesto en el artículo 30.13 del Estatuto de Autonomía de 
Canarias (EAC). Como consecuencia de lo anterior, la Ley Territorial 9/1987, de 28 de abril, 
de Servicios Sociales, en su artículo 4.2.f), considera área de actuación «...la prevención y 
tratamiento de todo tipo de drogodependencias, en colaboración con los servicios sanitarios 
correspondientes y la reinserción social de los afectados...», mientras que el artículo 7.3.e), 
contiene el mandato de la configuración, como servicio social especializado, del de 
drogodependencias, cuyo objeto debe ser «...la planificación, coordinación y desarrollo de 
programas encaminados a la prevención, tratamiento e integración social de las personas 
sujetas a drogodependencias...».

En materia de sanidad, la Comunidad Autónoma de Canarias ostenta competencias de 
desarrollo legislativo y ejecución, dentro del marco de la legislación básica del Estado, en 
«sanidad e higiene», título que engloba la sanidad interior. La Ley territorial 11/1994, de 26 
de julio, de Ordenación Sanitaria de Canarias, atribuye al Sistema Canario de la Salud la 
promoción de la salud, la prevención de la enfermedad, la protección frente a factores que 
amenazan la salud individual y colectiva y la ejecución de las acciones necesarias para la 
rehabilitación funcional e integración social del paciente.

La Ley se sitúa en el marco de las restantes competencias que el Estatuto de Autonomía 
otorga a la Comunidad Autónoma de Canarias en materia de educación, consumo y 
comercio interior, protección y tutela de menores y espectáculos públicos, entre otras.

III
La Ley se estructura en un título preliminar y siete títulos específicos. En el título 

preliminar se regula el objeto de la Ley y una serie de definiciones de lo que debe 
entenderse por droga, dependencia, desintoxicación, deshabituación, rehabilitación e 
inserción.

El título primero se denomina «La prevención en drogodependencias» y regula los 
objetivos generales que debe presidir cualquier actuación que en materia de prevención 
quiera llevarse a cabo, los criterios que deben regir dicha actuación, la información, la 
educación para la salud, la formación de determinados colectivos implicados y cómo se ha 
de llevar a cabo la intervención sobre las condiciones sociales que impliquen una 
modificación sustancial de éstas, con la finalidad última de evitar o prevenir situaciones de 
riesgo y de «predisposición al consumo de drogas».

El título segundo, «Asistencia e integración social», regula los criterios generales de la 
asistencia que en nuestra Comunidad Autónoma se va a prestar a la población 
drogodependiente, así como los derechos de los pacientes y las garantías de éstos y se 
estructura una red asistencial que consta de tres niveles básicos de intervención. Por último, 
se establece la obligación general de velar por una adecuada integración social del 
drogodependiente en el entorno de su comunidad natural.

El título tercero, «Reducción de la oferta», se concreta en un único capítulo que trata de 
establecer una serie de limitaciones al consumo, publicidad y venta de alcohol y tabaco, 
especialmente a los menores de edad.

El título cuarto se denomina «Planificación, coordinación y participación» y se divide en 
dos capítulos. El capítulo primero regula el Plan Canario sobre Drogas, estableciendo su 
naturaleza, características y contenido esencial, así como el procedimiento de su 
elaboración y aprobación. Por su parte, el capítulo segundo designa a la Comisión 
Coordinadora de Atención a las Drogodependencias y a las Comisiones Insulares de 
Coordinación como órganos de los que se dota la Comunidad Autónoma de Canarias para 
esa efectiva coordinación. Por otro lado, se señala la importancia de la iniciativa social y sus 
funciones como medio de conseguir la participación y la oportuna implicación social de todos 
los sectores en el problema de las drogodependencias.

El título quinto, «Competencias de las Administraciones Públicas», determina las 
competencias de la Comunidad Autónoma de Canarias y de las entidades locales, 
especificando las de sus respectivos órganos. Se establece, como principal novedad, la 
obligación por parte de los Cabildos Insulares y de los municipios de más de 20.000 
habitantes de disponer de un Plan insular o municipal sobre drogas que incluya programas 
de prevención e integración social.
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El título sexto, «Financiación», establece la obligación de disponer de una dotación 
suficiente para la ejecución de las acciones desarrolladas en el Plan Canario sobre Drogas. 
Por otro lado, dispone la afectación de los ingresos que se produzcan por la imposición de 
sanciones en virtud de lo dispuesto en la normativa de la Hacienda Pública de Canarias.

Por último, el título séptimo, «Infracciones y sanciones», establece el régimen corrector 
de aquellas conductas contrarias a lo regulado en la presente Ley. Se establece un sistema 
de infracciones clasificándolas como leves, graves y muy graves, contemplándose a 
continuación las sanciones previstas para cada una de dichas infracciones. Por último, se 
contempla y regula el período de prescripción y las competencias para la imposición de 
sanciones.

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto de la Ley.
1. La presente Ley tiene por objeto:
a) La ordenación de todas las actuaciones y actividades de las entidades públicas y 

privadas destinadas a la prevención de las drogodependencias y a la asistencia e integración 
social de las personas drogodependientes.

b) La regulación de las competencias y funciones en esta materia de las 
Administraciones Públicas de Canarias, entidades privadas e instituciones, como marco de 
referencia, para la necesaria cooperación, coordinación en la prevención, asistencia e 
integración social de drogodependientes.

c) La configuración del Plan Canario sobre Drogas como el instrumento para la 
planificación y ordenación de las actuaciones que en materia de drogas se lleven a cabo en 
la Comunidad Autónoma de Canarias.

d) La protección a terceras personas de los perjuicios que pueda ocasionarles el 
consumo de drogas.

2. Lo dispuesto en la presente Ley será de aplicación a las diferentes actuaciones, tanto 
individuales como colectivas, de titularidad pública o privada, que en materia de drogas se 
realicen dentro del ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Canarias.

Artículo 2.  Definiciones.
1. A los efectos de la presente Ley, se entiende por drogas todas aquellas sustancias 

que administradas por cualquier vía, sean capaces de provocar cambios en la conducta, 
producir efectos nocivos para la salud y el bienestar físico o psíquico, crear dependencia y, 
en general, todas aquellas que pueden modificar una o más funciones del organismo. Tienen 
tal consideración:

a) Los estupefacientes y psicotrópicos, entendiendo por tales aquellas sustancias o 
preparados sometidos a medidas de fiscalización en virtud de las normas nacionales y 
convenios internacionales suscritos por España.

b) Las bebidas alcohólicas.
c) El tabaco.
d) Cualquier otra sustancia de uso industrial o vario capaz de producir los efectos y 

consecuencias descritos anteriormente.
2. En el marco de la presente Ley, las bebidas alcohólicas y el tabaco se consideran 

drogas institucionalizadas.
3. Se entiende por:
Consumo de drogas: El uso no terapéutico, inadecuado o perjudicial de las mismas.
Drogodependencia: Aquella alteración del comportamiento que afecta al estado físico, 

psíquico y social del individuo y que se caracteriza por una tendencia al consumo compulsivo 
y continuado de drogas.
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Prevención: Todas aquellas medidas encaminadas a limitar y, en su caso, eliminar, la 
oferta y la demanda de drogas, así como las consecuencias dañosas asociadas a su 
consumo.

Desintoxicación: Proceso terapéutico orientado a la interrupción de la intoxicación 
producida por una sustancia exógena al organismo.

Deshabituación: Proceso terapéutico dirigido a la eliminación de un hábito o dependencia 
psicológica.

Rehabilitación: Proceso de recuperación de los aspectos individuales de comportamiento 
en la sociedad.

Inserción: Proceso de incorporación de una persona a su ambiente habitual y social 
como ciudadano responsable y autónomo.

Artículo 3.  Sujetos protegidos.
Todos los residentes en Canarias tienen derecho a ser atendidos en cualquiera de los 

centros o servicios públicos o concertados de la Comunidad Autónoma. Las personas no 
residentes en Canarias tendrán derecho a la atención en la forma y condiciones previstas en 
la legislación y en los convenios nacionales e internacionales de aplicación.

TÍTULO I
La prevención de las drogodependencias

Artículo 4.  Objetivos generales.
Corresponde a los poderes públicos, en su respectivo marco de competencias, 

promover, desarrollar, apoyar, coordinar, controlar y evaluar los programas y actuaciones 
tendentes a:

a) Informar adecuada y oportunamente a la población sobre las sustancias que puedan 
generar dependencia.

b) Educar para la salud y formar profesionales en este campo.
c) Corregir las condiciones sociales y personales que favorecen los factores de riesgo y 

el consumo de drogas.
d) Adoptar medidas que tiendan a evitar los perjuicios para la salud que se derivan del 

consumo de drogas, no sólo para los consumidores, sino también para terceros.
e) Incidir especialmente en la toma de conciencia de la sociedad canaria sobre el 

carácter de drogas del alcohol y del tabaco.
f) Modificar las actitudes y comportamientos de la población en general respecto a las 

drogodependencias, generando una conciencia social solidaria y participativa frente a este 
problema.

Artículo 5.  Criterios de actuación.
1. Las actuaciones desarrolladas en materia de prevención de las drogodependencias 

por las Administraciones Públicas de Canarias, en colaboración con las entidades privadas e 
instituciones, deberán estar enmarcadas en un ámbito general de promoción y educación 
para la salud.

2. Se favorecerán aquellas actuaciones tendentes a la creación de mecanismos de 
protección de la población canaria frente a las drogas, promoviendo pautas de acción 
alternativas y potenciando la sensibilidad social sobre el fenómeno de las 
drogodependencias y el fomento de la responsabilidad individual sobre la propia salud y la 
de la comunidad.

3. Los programas preventivos se dirigirán preferentemente a sectores concretos de la 
población, y combinarán su carácter educativo orientado a la modificación de actitudes y 
hábitos, con la promoción de comportamientos incompatibles con el consumo de drogas. 
Dichos programas deberán ser sistemáticos en sus actuaciones, permanentes en el tiempo y 
susceptibles de ser evaluados.
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Artículo 6.  Información.
1. Los sistemas de información y vigilancia epidemiológica facilitarán los datos relativos a 

la frecuentación asistencial, la morbilidad y mortalidad por dependencia.
2. Los órganos responsables de la planificación sanitaria y de servicios sociales 

determinarán la creación y ubicación de servicios informativos integrados en las redes 
asistenciales que faciliten el asesoramiento y orientación necesarios sobre la prevención y el 
tratamiento de las drogodependencias.

3. Los establecimientos sanitarios y la consejería competente en materia de protección 
del menor protegerán, específicamente, la información relativa a aquellos casos de 
intoxicación etílica, o de cualquier tipo de drogas, de menores de dieciocho años.

4. La Administración laboral, a través de los Gabinetes de Seguridad e Higiene en el 
Trabajo, realizará actividades informativas y formativas acerca de los efectos del consumo 
de drogas, con destino a los trabajadores, representantes sindicales y empresarios.

Asimismo, se apoyarán las acciones informativas que por su cuenta realicen las 
empresas.

5. Las Administraciones Públicas promoverán el desarrollo de campañas informativas 
sobre los efectos de las drogas a fin de modificar actitudes y hábitos en relación a su 
consumo e interesarán en las mismas a los medios de comunicación, como colaboradores 
en la creación de estados de opinión en defensa de la salud.

Artículo 7.  Educación para la salud.
1. Las Administraciones Públicas desarrollarán las actuaciones precisas con la finalidad 

de que las personas adquieran actitudes, hábitos y conductas sanas alejados del consumo 
de drogas.

2. El Gobierno de Canarias adoptará las medidas necesarias para la incorporación en los 
programas de estudios, de cualquier nivel o ciclo, de la educación para la salud y de todos 
los contenidos necesarios para una formación adecuada sobre los distintos aspectos de las 
drogodependencias.

Artículo 8.  Formación.
1. La Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias promoverá y desarrollará 

programas específicos de formación de aquellos colectivos u organizaciones relacionados 
con la prevención, asistencia e integración social de personas drogodependientes.

2. El órgano responsable en materia de drogodependencias del Gobierno de Canarias 
determinará los programas a desarrollar por las distintas Administraciones Públicas, para la 
formación interdisciplinar del personal sanitario, de servicios sociales, educadores, policías 
locales y de cualquier otro personal cuya actividad profesional se relacione con las 
drogodependencias.

Artículo 9.  Intervención sobre condiciones sociales.
1. Se considerarán de actuación preferente las actuaciones de los Servicios Sociales que 

se dirijan a la prevención de las drogodependencias y deberán ser potenciadas dentro de los 
programas de servicios sociales existentes. A tal fin, se potenciarán las intervenciones 
preventivas para mejorar las condiciones de vida y superar los factores personales o 
familiares de marginación cuando incidan en el consumo de sustancias capaces de generar 
dependencia.

2. Se fomentará la vida asociativa en los colectivos sociales de riesgo, con especial 
atención a los menores y jóvenes, mediante la promoción del asociacionismo juvenil, y su 
participación en programas de ocupación, de ocio, deportivos o culturales.
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TÍTULO II
Asistencia e integración social

Artículo 10.  Criterios generales.
Las acciones que se desarrollen en la Comunidad Autónoma de Canarias orientadas 

hacia las personas afectadas por drogodependencias, tendrán por finalidad:
a) Garantizar la atención al drogodependiente en iguales condiciones que al resto de la 

población.
b) Asegurar que dicha atención se preste de manera coordinada entre los servicios 

sanitarios y sociales.
c) Impulsar y desarrollar fórmulas de integración en un entorno social normalizado 

durante todo el tratamiento asistencial.

Artículo 11.  Criterios de actuación.
Los servicios sanitarios, sociales y sociosanitarios de Canarias adecuarán sus 

actuaciones en base a los siguientes criterios:
a) La oferta terapéutica deberá ser accesible y diversificada, profesionalizada y de 

carácter interdisciplinar.
Dicha oferta se basará en programas asistenciales individualizados, flexibles en sus 

objetivos terapéuticos y desarrollados con un enfoque activo que estimule la demanda 
asistencial.

b) La asistencia a las personas drogodependientes se prestará preferentemente en el 
ámbito comunitario, y siempre que sea aconsejable en la mayor proximidad a su entorno 
sociofamiliar, por lo que se potenciarán programas asistenciales en régimen ambulatorio.

c) El objetivo final del proceso asistencial será, además de una buena calidad de vida, la 
integración social del drogodependiente.

d) La evaluación continua de los procesos y resultados de los diferentes centros, 
servicios y modelos de atención.

Artículo 12.  Actuaciones en materia de asistencia e integración social.
La Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias, dentro del ámbito de sus 

competencias y en colaboración con las Administraciones Públicas correspondientes, así 
como con las entidades e instituciones privadas, convenientemente acreditadas, promoverá 
las actuaciones siguientes:

a) La potenciación de programas de integración social de personas drogodependientes y 
de asesoramiento a sus familiares.

b) El favorecimiento de programas de formación ocupacional y profesional del 
drogodependiente, al objeto de conseguir su progresiva incorporación social y laboral.

c) La realización de programas dirigidos a la mejora de las condiciones generales de 
salud del drogodependiente, incluyendo actividades de educación sanitaria, consejo y apoyo 
psicológico a los usuarios de drogas infectados por el VIH o enfermos de sida y a sus 
familiares.

d) El desarrollo de programas de atención a drogodependientes detenidos o reclusos en 
colaboración con las instituciones penitenciarias.

e) La realización de programas de prevención de drogas en el ámbito laboral, así como 
de inserción laboral conjuntamente con las organizaciones empresariales y sindicales.

Artículo 13.  Derechos de las personas drogodependientes.
Las personas acogidas al ámbito de la presente Ley, en su condición de enfermos, 

dispondrán de todos los derechos recogidos en el ordenamiento jurídico para los usuarios de 
los servicios sanitarios y sociales de la Comunidad Autónoma de Canarias, y en particular:

a) A la información sobre los servicios a los que en cada momento puede acceder, 
requisitos y exigencias que plantea su tratamiento.
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b) A recibir un tratamiento adecuado, prestado por centro o servicio acreditado.
En los casos de cierre o suspensión de la actividad de los centros o servicios y a fin de 

garantizar el derecho a recibir un tratamiento adecuado, prestado por centro o servicio 
acreditado, sus titulares deberán entregar, con carácter previo al cierre o suspensión, a la 
Dirección General competente en materia de atención a las drogodependencias, los 
historiales completos de atención sanitaria, terapéutica y social de los pacientes o usuarios.

La entrega y custodia de dicha documentación se realizará con estricta observancia del 
derecho de confidencialidad reconocido en la letra e) de este artículo.

c) A la voluntariedad para iniciar y cesar el tratamiento.
d) A la igualdad de acceso a los dispositivos asistenciales, así como al respeto a su 

personalidad, dignidad e intimidad, sin que pueda ser discriminado por ninguna causa.
e) A la confidencialidad de toda la información relacionada con su proceso terapéutico.
f) A una información completa y comprensible, verbal y escrita, sobre el proceso de 

tratamiento que esté siguiendo.
g) A que se le extienda certificación gratuita acreditativa sobre su situación, así como 

sobre el tratamiento que haya seguido o esté siguiendo.

Artículo 14.  Garantía de los derechos de las personas drogodependientes.
1. El Gobierno de Canarias establecerá reglamentariamente el contenido y el alcance 

específico de los derechos reconocidos en el artículo anterior y las garantías de reparación 
que procedan por su incumplimiento.

2. Los centros y servicios sanitarios, sociosanitarios y sociales, públicos y privados de 
atención al drogodependiente dispondrán de información accesible acerca de los derechos 
de los pacientes y de hojas de reclamaciones y sugerencias, así como de medios para 
informar al público y atender sus reclamaciones y sugerencias.

3. Las infracciones relativas a los derechos recogidos en el artículo 13 estarán sometidas 
al régimen sancionador contemplado en esta Ley, sin perjuicio de las responsabilidades 
disciplinarias o de otro tipo que pudieran surgir para el personal autor de las mismas.

4. El ingreso de una persona en un centro o servicio vendrá precedido de la firma del 
correspondiente contrato terapéutico, en el que se reflejen con claridad los derechos y 
obligaciones a observar en el proceso de recuperación.

Artículo 15.  Red asistencial.
1. El sistema de asistencia e integración social del drogodependiente se configura como 

una red asistencial de utilización pública diversificada. En este sistema se integran todos los 
recursos existentes de atención a las drogodependencias, debidamente acreditados para tal 
fin.

2. Los centros y servicios sociosanitarios de atención a los drogodependientes estarán 
sometidos a un régimen de autorizaciones previas e inscripción conforme lo establecido en 
la normativa vigente. Dichos centros se sujetarán, en todo caso, a las medidas de 
inspección, control e información estadística, sanitaria y de cualquier otro tipo que establezca 
la legislación vigente.

3. Los centros y servicios sociosanitarios de atención a los drogodependientes, 
considerados en su globalidad, atenderán al principio de la pluralidad de los modelos de 
intervención en respuesta a la diversidad de casos particulares que el problema suele 
presentar.

Artículo 16.  Niveles asistenciales.
La red asistencial de atención a las drogodependencias se estructura en dos niveles 

básicos de intervención: Primaria y especializada.
Las funciones básicas de cada nivel, los centros, servicios y asociaciones que los 

integran, el circuito terapéutico, la jerarquización de los recursos, las condiciones de acceso 
y derivación de drogodependientes, así como la inclusión de niveles complementarios de 
intervención, serán determinados y desarrollados por el Plan Canario sobre Drogas.
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Artículo 17.  Inserción social.
1. Desde el primer momento de la acogida del paciente se trabajará con el objetivo de la 

inserción. Por ello, cualquiera de los modelos de intervención que se aplique tenderá a 
promover y afianzar actitudes y hábitos de autonomía personal, autoestima y asunción de 
responsabilidades.

Los servicios sociosanitarios que le hayan acompañado en su proceso terapéutico 
apoyarán al drogodependiente en el proceso por el cual él mismo se va incorporando en su 
comunidad natural.

2. En el ámbito de la juventud, se impulsarán intervenciones que fomenten la formación 
de grupos que además de cumplir una importante función de prevención, se conviertan en 
instrumentos de reintegración de los jóvenes marginados de la sociedad, con especial 
incidencia en la inserción eficaz de los adolescentes en el mundo educativo. A estos efectos, 
se aprovecharán los correspondientes programas generales educativos de capacitación 
profesional, empleo, vivienda y de la red de servicios sociales.

3. En el ámbito laboral, se fomentarán aquellas actuaciones tendentes a acercar a los 
trabajadores con problemas de drogodependencias a la red asistencial, así como aquellas 
que tengan por finalidad la reserva del puesto de trabajo durante el proceso de recuperación.

Desde los distintos servicios se incentivará que los pacientes asuman iniciativas y 
compromisos para la preparación profesional y búsqueda de trabajo, bien por el contacto con 
empresas o agencias o incorporándose a algún grupo que promueva cooperativas o 
alternativas similares.

4. Se fomentará la realización de programas de educación sanitaria y atención a reclusos 
drogodependientes en colaboración con el sistema penitenciario.

Se proporcionará la adecuada diversidad de centros, públicos o privados, debidamente 
acreditados que posibiliten las alternativas suficientes para el cumplimiento de las penas 
impuestas por órganos judiciales dentro de los límites impuestos por la legislación penal 
vigente.

5. Se formularán estrategias de intervención dirigidas específicamente al apoyo y 
asistencia del entorno familiar del drogodependiente.

6. En todas las actuaciones descritas en el presente texto se mantendrá como criterio el 
no privilegiar al toxicómano frente al común de los ciudadanos; tales actuaciones han de 
entenderse como información y orientación que se da al drogodependiente en el proceso de 
recuperación para que use los medios normales a que tiene derecho como cualquier 
miembro de la comunidad.

Artículo 18.  Cooperación con los medios de comunicación social.
1. Los distintos agentes de la Administración han de cooperar con los medios de 

comunicación para estudiar y analizar en qué medida noticias e información indiscriminadas 
hacen más presente las drogas en nuestra sociedad y, en su caso, tomar conjuntamente 
acuerdos que disminuyan esta presencia simbólica de las drogas.

2. En colaboración con los responsables de la prevención y represión del tráfico de 
drogas se han de estudiar y analizar los medios de cooperación para que el tráfico disminuya 
y para lograr que los programas y actividades de unos no interfieran los de los otros.

TÍTULO III
Reducción de la oferta

CAPÍTULO ÚNICO
De las limitaciones a la publicidad, venta y consumo de bebidas alcohólicas y 

tabaco

Artículo 19.  De la publicidad del alcohol y del tabaco.
1. Sin perjuicio de lo establecido en leyes relativas a la publicidad y a la defensa de los 

consumidores, así como en la Ley 1/1997, de 7 de febrero, de Atención Integral a los 
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Menores, la publicidad, tanto directa como indirecta, de bebidas alcohólicas y tabaco 
observará, en todo caso, las siguientes limitaciones:

a) Se prohíbe, tanto en las publicaciones, medios de comunicación social impresos o 
audiovisuales, editados o divulgados en la Comunidad Autónoma de Canarias, la publicidad 
de bebidas alcohólicas y tabaco en los programas, páginas o secciones dirigidas 
preferentemente al público infantil y juvenil, así como en franjas horarias de especial 
protección para los menores.

b) No estará permitido que los mensajes publicitarios de bebidas alcohólicas y tabaco se 
asocien a una mejora del rendimiento físico o psíquico, al éxito social, a efectos terapéuticos, 
a la conducción de vehículos y al manejo de armas, así como ofrecer una imagen negativa 
de la abstinencia o de la sobriedad.

c) Se prohíbe expresamente la publicidad directa e indirecta de bebidas alcohólicas en 
todos aquellos lugares donde esté prohibida su venta y consumo.

No obstante, en los eventos de deporte profesional o semiprofesional podrá realizarse 
publicidad de bebidas alcohólicas de graduación inferior a los veinte grados centesimales.

2. La Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias no utilizará como soportes 
informativos o publicitarios objetos relacionados de manera directa o indirecta con el 
consumo de tabaco y bebidas alcohólicas.

Artículo 20.  Bebidas alcohólicas.
1. Las Administraciones locales, en el desarrollo de las competencias que tienen 

atribuidas, establecerán las medidas necesarias para el cumplimiento de los objetivos 
previstos en esta Ley.

2. La venta, suministro y dispensación de bebidas alcohólicas a los menores de 
dieciocho años se regirá por lo dispuesto en la Ley 1/1997, de 7 de febrero, de Atención 
Integral a los Menores.

3. Asimismo queda prohibida la venta o el suministro de bebidas alcohólicas a través de 
máquinas automáticas salvo que se encuentren en establecimientos cerrados, haciéndose 
constar, en su superficie frontal, la prohibición que tienen los menores de dieciocho años de 
adquirir bebidas alcohólicas.

En los establecimientos de autoservicio, la venta de bebidas alcohólicas se realizará en 
una sección concreta con letreros anunciadores de la prohibición de su venta a menores.

4. No se permitirá la venta ni el consumo de bebidas alcohólicas en:
a) Los centros dependientes de las Administraciones Públicas de Canarias, fuera de los 

lugares expresamente habilitados al respecto y, en ningún caso, bebidas de graduación 
superior a veinte grados centesimales.

b) Los centros sanitarios, sociosanitarios y sociales, salvo en las dependencias 
habilitadas al respecto y, en ningún caso, bebidas de graduación superior a veinte grados 
centesimales.

c) Los centros de enseñanza no universitaria.
d) Los centros de enseñanza universitaria, salvo en los lugares habilitados a tal efecto.
e) Los centros destinados a la enseñanza y práctica deportiva.
f) Los centros de asistencia a menores.
g) La vía pública, salvo terrazas, veladores o en días de fiestas regulados por la 

correspondiente ordenanza municipal.
h) Los locales de trabajo de las empresas de transportes públicos.
i) Establecimientos abiertos al público en áreas de servicio y descanso de autovías, 

autopistas, y carreteras, excepto cuando se trate de bebidas de veinte o menos grados 
centesimales y fuera del período señalado en el epígrafe siguiente.

j) Las áreas de servicio y descanso de autovías, autopistas y carreteras, gasolineras y 
demás establecimientos abiertos al público, incluso los que tengan autorizado un horario 
excepcional de apertura, entre las 22 horas y las ocho de la mañana del día siguiente, salvo 
los establecimientos de hostelería y ocio cuando otra cosa dispongan, expresamente, las 
ordenanzas municipales correspondientes.
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5. Las actividades de promoción de bebidas alcohólicas en ferias, certámenes, 
exposiciones y actividades similares se situarán en espacios diferenciados cuando tengan 
lugar dentro de otras manifestaciones públicas. En estas actividades no estará permitido ni el 
ofrecimiento ni la degustación gratuita a menores de dieciocho años. Tampoco estará 
permitido el acceso a menores de dieciocho años no acompañados de mayores de edad.

En las visitas a los centros de producción, elaboración y distribución de bebidas 
alcohólicas no podrá ofrecerse los productos a los menores de edad.

6. En todos los establecimientos públicos en que se venda o facilite de cualquier manera 
o forma bebidas alcohólicas, se informará que la Ley prohíbe su adquisición y consumo por 
los menores de dieciocho años, así como la venta, suministro o dispensación a los mismos. 
Esa información se realizará mediante anuncios o carteles de carácter permanente, fijados 
en forma visible en el mismo punto de expedición.

El Gobierno podrá determinar reglamentariamente el formato y contenido de los mismos.

Artículo 21.  Acceso de menores a locales.
1. Como regla general, queda prohibida la entrada de los menores de dieciocho años en 

discotecas, salas de fiesta y establecimientos similares en los que se venda o facilite el 
consumo de bebidas alcohólicas.

2. Sin embargo, los locales señalados en el párrafo anterior podrán disponer de sesiones 
especiales para mayores de dieciséis años, con horarios y señalización diferenciada sin que 
puedan tener continuidad ininterrumpida con aquellas sesiones en las que se produzca la 
venta de bebidas alcohólicas, retirándose de los locales, durante estas sesiones especiales, 
la exhibición y publicidad de este tipo de bebidas.

Artículo 22.  Tabaco.
1. Se aplicará a la venta, suministro y dispensación de tabaco a los menores de 

dieciocho años el régimen de prohibiciones establecido en la Ley 1/1997, de 7 de febrero, de 
Atención Integral a los Menores.

Además queda prohibida la venta, suministro y dispensación de productos que imiten el 
tabaco o induzcan al hábito de fumar.

2. La venta o el suministro de tabaco a través de máquinas automáticas sólo podrá 
realizarse en establecimientos cerrados, haciéndose constar en su superficie la prohibición 
que tienen los menores de dieciocho años de adquirir tabaco.

3. Se prohíbe la venta y el suministro de tabaco en:
a) Los centros dependientes de las Administraciones Públicas de Canarias, fuera de los 

lugares que se pudieran habilitar a tal efecto.
b) Los centros sanitarios, sociosanitarios y sus dependencias.
c) Los centros educativos de enseñanza infantil, primaria, secundaria y especial.
d) Los centros destinados a la enseñanza deportiva.
e) Las instalaciones deportivas cerradas.
f) Los centros de asistencia a menores.
4. Se prohíbe el consumo de tabaco en:
a) Cualquier medio de transporte colectivo, tanto urbanos como interurbanos, salvo que 

dispongan de departamentos específicos para fumadores.
b) Los centros sanitarios y sus dependencias.
c) Los centros de enseñanza y sus dependencias.
d) Las grandes superficies comerciales cerradas.
e) Las galerías comerciales.
f) Las oficinas de la Administración Pública, destinadas a la atención directa al público.
g) Los locales donde se elaboren, transformen, manipulen, preparen, vendan o 

consuman alimentos.
h) Las salas de cine y teatro y locales similares.
i) Los vehículos de transporte escolar, en todos los vehículos destinados al transporte de 

menores de edad y en los vehículos destinados al transporte sanitario.
j) Los museos, bibliotecas y salas de exposiciones y conferencias.
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k) Las instalaciones deportivas cerradas.
l) Las escuelas infantiles y centros de atención social destinados a menores de dieciocho 

años.
m) Lugares donde exista mayor riesgo a la salud del trabajador por combinar la 

nocividad del tabaco con el perjuicio ocasionado por el contaminante industrial.
n) Cualquier área laboral donde trabajen mujeres embarazadas.
ñ) Ascensores y elevadores.
o) Los que determine reglamentariamente el Gobierno.
5. Todos aquellos lugares, locales o zonas aludidos en el apartado anterior estarán 

convenientemente señalizados en la forma en que se determine reglamentariamente, 
habilitándose por la dirección o propietario, si lo consideran conveniente, las oportunas salas 
o zonas de fumadores en los locales y centros a que se refieren los puntos b), c), d), e), g), 
h), j), k) y l).

6. El derecho de los no fumadores prevalecerá sobre el derecho a fumar, en todas 
aquellas circunstancias en las que la salud se vea afectada por el consumo de tabaco.

7. En todos los establecimientos públicos en que se venda o facilite tabaco de cualquier 
manera o forma se informará que la ley prohíbe su adquisición y consumo por los menores 
de dieciocho años, así como la venta, suministro o dispensación a los mismos. Esa 
información se realizará mediante anuncios de carácter permanente, fijados de forma visible 
en el mismo punto de expedición.

El Gobierno podrá determinar reglamentariamente el formato y contenido de los 
anuncios.

Artículo 23.  Atención a las personas con problemas de alcohol y tabaco.
Las Administraciones velarán por las necesidades de asistencia de las personas 

afectadas de alcoholismo o de tabaquismo y en particular por que sean atendidos en los 
servicios sociosanitarios correspondientes.

TÍTULO IV
Planificación, coordinación y participación

CAPÍTULO I
Plan Canario sobre Drogas

Artículo 24.  Naturaleza y características.
1. El Plan Canario sobre Drogas se configura como el instrumento para la planificación y 

ordenación de las actuaciones que en materia de drogas se lleven a cabo en la Comunidad 
Autónoma de Canarias.

2. El Plan Canario sobre Drogas será vinculante para todas las Administraciones 
Públicas y entidades privadas e instituciones que desarrollen actuaciones en materia de 
drogas.

3. La vigencia temporal será la fijada en el propio Plan.

Artículo 25.  Contenido del Plan.
1. El Plan Canario sobre Drogas contemplará en su redacción, al menos, los siguientes 

extremos:
a) Análisis de la problemática y aproximación epidemiológica al consumo de drogas en 

Canarias.
b) Objetivos generales y objetivos específicos por áreas de intervención.
c) Criterios básicos de actuación.
d) Programas de actuaciones.
e) Responsabilidades y funciones de las Administraciones Públicas, entidades privadas e 

instituciones.
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f) Descripción del circuito terapéutico y de los niveles de intervención.
g) Recursos necesarios para alcanzar los objetivos del Plan.
h) Mecanismos de evaluación.
2. El Plan Canario sobre Drogas deberá precisar de forma cuantitativa y cualitativa, en la 

medida de las posibilidades técnicas y de la eficiencia, sus objetivos, prioridades y 
estrategias, de modo que pueda medirse su impacto y evaluar sus resultados.

Artículo 26.  Elaboración y aprobación del Plan.
1. La elaboración del Plan Canario sobre Drogas corresponde a la consejería 

competente en materia de drogodependencias, que procederá a su redacción de acuerdo a 
las directrices que hayan sido establecidas en esta Ley, así como en esta materia, por el 
Gobierno de Canarias y el Plan Nacional sobre Drogas.

2. En la elaboración del Plan se tendrán en cuenta las propuestas formuladas por los 
órganos de participación y coordinación previstos en esta Ley.

3. El Plan Canario sobre Drogas será aprobado por el Gobierno de Canarias, a 
propuesta del consejero competente en materia de drogodependencias, oída la Comisión 
Coordinadora de Atención a las Drogodependencias.

4. El Plan Canario sobre Drogas será remitido al Parlamento de Canarias. Asimismo se 
remitirá anualmente al Parlamento de Canarias una memoria con la evaluación del mismo.

CAPÍTULO II
De la coordinación y de la participación social

Artículo 27.  Órganos de coordinación.
Serán órganos para la coordinación, seguimiento y evaluación de las actuaciones 

contempladas en la presente Ley y en el Plan Canario sobre Drogas:
a) La Comisión Coordinadora de Atención a las Drogodependencias.
b) Las Comisiones Insulares de Coordinación.
Reglamentariamente se regulará la estructura, funcionamiento y composición de las 

referidas Comisiones Coordinadoras, debiendo quedar garantizada la participación de los 
sectores directamente implicados.

Artículo 28.  Fomento de las iniciativas sociales.
Las Administraciones competentes podrán establecer, de conformidad con la legislación 

vigente, convenios y conceder subvenciones para la prestación de servicios a instituciones 
públicas o privadas, sin ánimo de lucro, legalmente constituidas y debidamente registradas, 
siempre que cumplan los requisitos siguientes:

a) Adecuación a las normas y programación de la Administración.
b) Sometimiento de sus programas y del destino de los apoyos financieros públicos al 

control de la Administración.
c) Sujeción a los medios de inspección, control e información estadística y sanitaria 

vigentes.

Artículo 29.  Funciones de la iniciativa social.
Las Administraciones Públicas fomentarán la cooperación con entidades privadas e 

instituciones, con estricta sujeción a las directrices que se establezcan, para el desempeño 
de las siguientes funciones:

a) La sensibilización social y la información.
b) La prevención de las drogodependencias.
c) La asistencia y reinserción social de drogodependientes.
d) La formación.
e) La investigación y evaluación.
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Artículo 30.  Voluntariado.
1. Se fomentará la función del voluntariado social, que colabore con las Administraciones 

Públicas o las entidades privadas, en las tareas de prestación de servicios de prevención, 
asistencia e inserción social, en los términos previstos en su legislación específica.

2. Serán ámbitos preferentes de actuación de la iniciativa social:
a) La concienciación social en torno a la problemática de las drogodependencias.
b) La difusión de criterios.
c) El apoyo a la inserción social, y
d) La prevención en el ámbito comunitario.

TÍTULO V
Competencias de las Administraciones Públicas

CAPÍTULO I
Competencias de la Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias

Artículo 31.  Competencias del Gobierno de Canarias.
Sin perjuicio de las demás competencias que el ordenamiento vigente le atribuye, 

corresponde al Gobierno de Canarias:
a) La aprobación del Plan Canario sobre Drogas.
b) El establecimiento de las directrices en materia de drogas para la Comunidad 

Autónoma de Canarias.
c) La aprobación de la estructura de la Comisión Coordinadora de Atención a las 

Drogodependencias, así como el establecimiento de otros órganos de coordinación.
d) La aprobación de la normativa de autorización de apertura y funcionamiento y de 

acreditación de centros de atención de drogodependientes.

Artículo 32.  Atribuciones del consejero competente en materia de drogodependencias.
Sin perjuicio de aquellas otras competencias que le vienen atribuidas legalmente, 

corresponde al consejero competente en materia de drogodependencias:
1. El control y, en su caso, la autorización o acreditación de los centros y servicios 

sociosanitarios de atención a drogodependientes, así como de los establecimientos 
estrictamente sanitarios, relacionados con la prevención, asistencia e inserción social de 
personas drogodependientes.

2. La elaboración y propuesta para su aprobación por el Gobierno de Canarias del Plan 
Canario sobre Drogas.

3. El otorgamiento de subvenciones y la celebración de contratos, convenios y conciertos 
con entidades privadas e instituciones en el campo de las drogodependencias.

4. La coordinación general con las Administraciones Públicas, entidades privadas e 
instituciones de las actuaciones en materia de drogas.

CAPÍTULO II
Competencias de la Administración Local

Artículo 33.  Competencias de las islas.
Sin perjuicio de las demás competencias que el ordenamiento vigente les atribuye, 

corresponde a las islas, a través de los cabildos insulares, como órganos de gobierno y 
administración de las islas, desempeñar, en su ámbito territorial, las siguientes 
competencias:

1. La aprobación de Planes Insulares sobre Drogas, elaborados en coordinación y de 
acuerdo con los criterios y directrices del Plan Canario sobre Drogas, que incluyan 
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programas de prevención e integración social, así como de información, orientación y 
motivación de drogodependientes a través de los centros de acción social.

En cualquier caso, la elaboración de los Planes Insulares sobre Drogas debe asegurar, 
mediante la coordinación de los servicios de los municipios de menos de 20.000 habitantes, 
la prestación integral y adecuada en la totalidad del territorio insular de las competencias y 
responsabilidades mínimas señaladas en el artículo 34, apartado 2.

2. El apoyo técnico y económico en materia de drogodependencias a los municipios de 
menos de 20.000 habitantes, especialmente los de menor capacidad económica y de 
gestión.

Artículo 34.  Competencias de los municipios.
1. Sin perjuicio de las demás competencias que el ordenamiento vigente les atribuye, 

corresponde a los municipios de Canarias en su ámbito territorial:
a) El establecimiento de los criterios que regulan la localización, distancia y 

características que deberán reunir los establecimientos de suministro y venta de bebidas 
alcohólicas.

b) El otorgamiento de la autorización de apertura a locales o lugares de suministro y 
venta de bebidas alcohólicas.

c) Velar, en el marco de sus competencias, por el cumplimiento de las diferentes 
medidas de control que se establecen en el título III de esta ley.

d) La colaboración con los sistemas educativo y sanitario en materia de educación para 
la salud.

2. Además de las señaladas en el punto anterior, los municipios de más de 20.000 
habitantes tienen las siguientes competencias y responsabilidades mínimas:

a) La aprobación de Planes Municipales sobre Drogas, elaborados en coordinación y de 
acuerdo con los criterios y directrices del Plan Canario sobre Drogas, que incluyan 
programas de prevención e integración social, así como de información, orientación y 
motivación de drogodependientes a través de los centros de servicios sociales.

b) La coordinación de los programas de prevención e integración social que se 
desarrollen exclusivamente en el ámbito de su municipio.

c) El apoyo a las asociaciones y entidades que en el municipio desarrollen actividades 
previstas en el Plan Canario sobre Drogas.

d) La formación en materia de drogas del personal propio.
e) La promoción de la participación social en esta materia en su ámbito territorial.

TÍTULO VI
Financiación

Artículo 35.  Financiación presupuestaria.
1. La Ley de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Canarias destinará 

cada año, en el estado de gastos, dotación presupuestaria que haga posible el desarrollo de 
las acciones en materia de drogas contempladas en el Plan Canario sobre Drogas.

2. El producto de las sanciones económicas que se impongan como consecuencia de la 
comisión de infracciones con arreglo a la presente Ley quedará afectado al ejercicio de las 
acciones y la consecución de los objetivos contemplados en el Plan Canario sobre Drogas, 
de conformidad con lo establecido en el artículo 21 de la Ley 7/1984, de 11 de diciembre, de 
la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias. A tal efecto, en los Estados de 
Gastos e Ingresos de los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Canarias 
figurará una partida específica que tendrá carácter de ampliable.

3. Las subvenciones destinadas a sufragar los gastos derivados de la gestión de centros, 
servicios y programas de atención a las toxicomanías podrán formalizarse en convenios de 
colaboración con financiación plurianual. Estos convenios deberán prever, al menos, lo 
siguiente:
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a) Actividades que comprende el programa o proyecto.
b) Plazo de ejecución total y, cuando proceda, plazos parciales.
c) El importe de la subvención correspondiente a cada ejercicio presupuestario a los que 

se extienda su ejecución.
d) Régimen de abonos.
e) Sometimiento de la entidad subvencionada a la inspección y control de las actividades 

que desarrolle en ejecución del convenio y de las condiciones en que se realizan.
De los citados convenios se dará cuenta al Parlamento de Canarias en el plazo de un 

mes, desde la fecha de su firma.

TÍTULO VII
Infracciones y sanciones

Artículo 36.  Régimen sancionador.
1. Las infracciones a lo regulado en la presente Ley serán objeto de las sanciones 

administrativas correspondientes, previa instrucción del oportuno expediente, sin perjuicio de 
las responsabilidades civiles, penales o de otro orden que puedan concurrir.

2. En ningún caso se impondrá una doble sanción por los mismos hechos y en función 
de los mismos intereses públicos protegidos, si bien deberán exigirse las demás 
responsabilidades que se deduzcan de otros hechos o infracciones concurrentes.

Artículo 37.  Infracciones. Clasificación.
Constituye infracción administrativa toda acción u omisión que vulnere las obligaciones 

contenidas en la presente Ley.
Las infracciones administrativas a la presente Ley se clasifican en leves, graves y muy 

graves.

Artículo 38.  Infracciones. Tipos.
1. Son infracciones muy graves:
a) La negativa absoluta a facilitar información o a prestar colaboración a los servicios de 

inspección, así como el falseamiento de la información facilitada a dichos servicios.
b) La resistencia, coacción, amenaza, represalia, desacato o cualquier otra forma de 

presión ejercitada sobre las autoridades sanitarias o sus agentes.
c) Impedir el ejercicio de cualesquiera de los derechos específicos de las personas 

drogodependientes ante los sistemas sanitarios y sociales recogidos en el artículo 13 de esta 
ley.

d) La iniciación, prestación o desarrollo de servicios, centros o actividades de asistencia, 
prevención o reinserción en materia de drogodependencias no autorizados o por personal no 
cualificado legalmente.

e) La reincidencia en la comisión de infracciones graves.
2. Son infracciones graves:
a) Dificultar el ejercicio de los derechos reconocidos en el artículo 13 de la presente Ley.
b) Obstruir la acción de los servicios de inspección.
c) La alteración sustancial de las características contenidas en la acreditación o 

autorización que habilita a los centros, servicios o establecimientos para el desarrollo de 
actividades de asistencia, reinserción o prevención.

d) Aplicar las ayudas y subvenciones públicas a finalidades distintas de aquéllas para las 
que se otorgaron.

e) La reincidencia en infracciones leves.
3. Son infracciones leves:
a) El incumplimiento de lo dispuesto en los artículos 20, 21 y 22 sobre condiciones de la 

promoción, venta y consumo de bebidas alcohólicas y tabaco.
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b) Las conductas no tipificadas como infracciones graves o muy graves.
4. Se produce reincidencia cuando al cometer la infracción el sujeto hubiera sido ya 

sancionado, con carácter firme, por esa misma falta, o por otra de gravedad igual o mayor o 
por dos o más infracciones de gravedad inferior, durante el último año.

Artículo 39.  Sanciones.
1. Las infracciones a la presente Ley serán sancionadas, en su caso, con multa, cese 

temporal de la actividad o cierre del establecimiento, local o empresa.
2. La graduación de las sanciones será proporcionada a la infracción cometida y 

respetará los siguientes criterios:
a) Gravedad de la infracción.
b) Gravedad de la alteración social y perjuicios causados.
c) Riesgo para la salud.
d) Posición del infractor en el mercado.
e) Beneficio obtenido.
f) Grado de intencionalidad y reiteración.
g) Perjuicio causado a menores de edad.
3. La graduación de las multas se ajustará a lo siguiente:
a) Por infracción leve, multa de hasta 2.500.000 pesetas.
b) Por infracción grave, multa de 2.500.001 a 20.000.000 de pesetas, pudiéndose 

rebasar esta cantidad hasta alcanzar el quíntuplo del valor de los productos o servicios 
objeto de la infracción.

c) Por infracción muy grave, multa de 20.000.001 a 100.000.000 de pesetas, pudiéndose 
rebasar esta cantidad hasta alcanzar el quíntuplo del valor de los productos o servicios 
objeto de la infracción.

4. En los casos de reincidencia en la comisión de infracciones muy graves y siempre que 
la infracción tenga trascendencia notoria y grave para la salud, las infracciones muy graves 
podrán ser sancionadas, además de con la multa correspondiente, con la suspensión 
temporal de la actividad por un máximo de cinco años o, en su caso, con el cierre de la 
empresa o la clausura del servicio o establecimiento.

5. En las infracciones tipificadas en el artículo 38 de la presente Ley podrá acordarse 
como sanción complementaria la supresión, cancelación o suspensión de cualquier tipo de 
ayudas o subvenciones de carácter financiero que el particular o la entidad infractora haya 
obtenido o solicitado de la Administración autonómica de Canarias.

Artículo 40.  Prescripción de las infracciones y de las sanciones.
1. Las infracciones a que se refiere la presente Ley prescribirán a los tres años las muy 

graves, a los dos años las graves y a los seis meses las leves.
2. Las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los tres años, las 

impuestas por faltas graves a los dos años y las impuestas por faltas leves al año.
3. El comienzo y la interrupción de los plazos de prescripción de las infracciones y de las 

sanciones se regirán por las normas del procedimiento administrativo común.

Artículo 41.  Competencias del régimen sancionador.
1. Los órganos competentes para imponer sanciones son los siguientes:
a) Los alcaldes, multas de hasta 2.500.000 pesetas.
b) El consejero competente en materia de sanidad, multas desde 2.500.001 hasta 

20.000.000 de pesetas y suspensión temporal de la actividad por un máximo de cinco años.
c) El Gobierno de Canarias, multas desde 20.000.001 pesetas y el cierre de la empresa 

o la clausura del servicio o establecimiento.
2. Cuando las infracciones se refieran al tabaco, las administraciones competentes para 

imponer las sanciones y el importe de las multas serán los reflejados en la normativa básica 
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frente al tabaquismo y reguladora de la venta, suministro, el consumo y la publicidad de los 
productos del tabaco.

La Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias y las 
Administraciones Locales destinarán al menos el 70 por ciento del importe total de la 
recaudación obtenida por las multas al desarrollo de programas de prevención, 
investigación, control y tratamiento del tabaquismo en su ámbito de competencias.

3. No tendrá carácter de sanción la resolución de cierre o de suspensión de los 
establecimientos que no cuenten con la autorización exigida o que no se ajusten a los 
términos de ésta, hasta que no se subsanen los defectos o se cumplan los requisitos. 
Simultáneamente a la resolución de cierre o suspensión podrá incoarse un expediente 
sancionador.

Disposición adicional primera.  Modificación de la Ley de Atención Integral a los Menores.
Se modifican los artículos 105 y 106 de la Ley 1/1997, de 7 de febrero, de Atención 

Integral a los Menores, en la forma siguiente:

«Artículo 105.  Infracciones leves.
Constituyen infracciones leves:
1. Incumplir las normas aplicables para la apertura o funcionamiento de servicios, 

hogares funcionales o centros de atención a los menores, si de ello no se derivan 
perjuicios relevantes.

2. Incumplir el deber de actualizar los datos que constan en el Registro de 
entidades colaboradoras.

3. No facilitar el tratamiento y la atención que correspondan a las necesidades de 
los menores, siempre que no se deriven perjuicios sensibles para los mismos.

4. No poner en conocimiento de las autoridades competentes la posible situación 
de riesgo o desamparo en que pudiera encontrarse un menor.

5. Incumplir las resoluciones administrativas que se dicten en materia de atención 
a los menores.

6. Incumplir la normativa específica establecida para cada tipo de servicio, hogar 
funcional o centro de atención a los menores.

7. No facilitar el tratamiento o la atención que correspondan a las necesidades de 
los menores.

8. Excederse en las medidas correctoras a los menores.
9. No gestionar plaza escolar para el menor en periodo de escolarización 

obligatoria o impedir la asistencia al centro escolar sin causa justificada, por parte de 
quienes tengan potestad sobre el mismo.

10. Vender, suministrar o dispensar, de forma gratuita o no, a los menores 
bebidas alcohólicas o tabaco.

11. Cualquier otra infracción que, estando tipificada como grave, no mereciera 
esta consideración por razón de su falta de intencionalidad, naturaleza, ocasión o 
circunstancias.

Artículo 106.  Infracciones graves.
1. Reincidir en infracciones leves.
2. Incurrir en las infracciones tipificadas como leves, siempre que el 

incumplimiento o los perjuicios sean graves.
3. Intervenir con funciones de mediación en la acogida o adopción de menores 

sin la previa habilitación administrativa.
4. Recibir a un menor ajeno a la familia de las personas receptoras con la 

intención de su futura adopción, sin la intervención del órgano competente de la 
Administración autonómica.

5. Proceder a la apertura o iniciar el funcionamiento del servicio, hogar funcional 
o centro de atención a los menores sin haber obtenido la preceptiva autorización 
administrativa.
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6. Incumplir el deber de confidencialidad y sigilo respecto a los datos personales 
de los menores.

7. Difundir, a través de medios de comunicación, datos personales de los 
menores.

8. Limitar los derechos de los menores más allá de lo acordado por decisión 
judicial.

9. Amparar o ejercer prácticas lucrativas en centros o servicios de atención a los 
menores definidos sin ánimo de lucro, por parte de los titulares de los mismos o del 
personal a su servicio.

10. Impedir, obstruir o dificultar de cualquier modo las funciones de inspección y 
control de los centros o servicios de atención a los menores, tanto los titulares de los 
mismos como el personal a su servicio.

11. Aplicar las ayudas y subvenciones recibidas a situaciones, estados o hechos, 
o a destinos o finalidades diferentes de los que justificaron su concesión, cuando de 
ello no se deriven responsabilidades penales.

12. Percibir cantidades no autorizadas por prestaciones o servicios de atención a 
los menores o su familia, cuando las entidades colaboradoras actúen en régimen de 
concierto con una Administración Pública.

13. Incumplir la obligación de inscripción en los registros establecidos en relación 
con la atención integral a los menores.

14. Vender, suministrar o dispensar bebidas alcohólicas o tabaco en centros de 
enseñanza a los que asistan menores y en establecimientos, recintos, locales o 
espacios dedicados específicamente a menores.

15. Utilizar menores en actividades o espectáculos prohibidos a los mismos por 
esta Ley.

16. Permitir la entrada de menores en los establecimientos o locales a que hace 
referencia el artículo 33 de esta Ley.

17. Vender o suministrar a menores las publicaciones recogidas en el artículo 34.
18. Vender, alquilar, difundir o proyectar a los menores los medios audiovisuales 

a que hace referencia el artículo 35.
19. Emitir programación a través de medios audiovisuales sin ajustarse a las 

reglas contenidas en esta Ley.
20. Emitir o difundir publicidad prohibida o contraria a esta Ley.
21. Cualquier otra infracción que, estando tipificada como muy grave, no 

mereciera esta consideración por razón de su falta de intencionalidad, naturaleza, 
ocasión o circunstancias.»

Disposición adicional segunda.  Modificación de la Ley de Régimen Jurídico de los 
Espectáculos Públicos y Actividades Clasificadas.

Se modifica la Ley 1/1998, de 8 de enero, de Régimen Jurídico de los Espectáculos 
Públicos y Actividades Clasificadas, a la que añade la disposición adicional quinta:

«Disposición adicional quinta.  
Las disposiciones sobre infracciones y sanciones comprendidas en el título V de 

esta Ley que están relacionadas con menores, no serán de aplicación en aquellos 
supuestos en los que hayan de ser aplicados los preceptos sobre infracciones y 
sanciones de la Ley 1/1997, de 7 de febrero, de Atención Integral a los Menores.»

Disposición transitoria primera.  Plazo para la adaptación del Plan Canario de Drogas.
El Gobierno de Canarias, en el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de esta 

Ley, adaptará a ella el vigente Plan Canario sobre Drogas.
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Disposición transitoria segunda.  Plazo para la aprobación de los Planes Insulares y 
Municipales sobre Drogas.

Las entidades locales de la Comunidad Autónoma de Canarias aprobarán en el plazo de 
un año, a partir de la adaptación del Plan Canario de Drogas, los correspondientes planes 
insulares o municipales sobre drogas.

Disposición transitoria tercera.  Plazo de constitución de órganos de coordinación.
En el plazo de seis meses a partir de la publicación de la presente Ley, deberán estar 

constituidos los órganos colegiados de coordinación previstos en la presente Ley.

Disposición derogatoria.  Cláusula general de derogación.
Quedan derogadas las disposiciones de igual o inferior rango que contradigan lo 

establecido en la presente Ley.

Disposición final primera.  Desarrollo y aplicación de la presente Ley.
1. Se autoriza al Gobierno de Canarias a dictar las normas de carácter reglamentario 

necesarias para desarrollar y aplicar la presente Ley.
2. En lo referente a las infracciones, se autoriza al Gobierno de Canarias a desarrollar 

reglamentariamente la coordinación y distribución de competencias entre la presente Ley y la 
Ley 1/1997, de 7 de febrero, de Atención Integral a los Menores.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor a los treinta días de su publicación en el «Boletín Oficial 

de Canarias».
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§ 14

Ley 11/1994, de 26 de julio, de Ordenación Sanitaria de Canarias. 
[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 96, de 5 de agosto de 1994

«BOE» núm. 204, de 26 de agosto de 1994
Última modificación: 9 de junio de 2022

Referencia: BOE-A-1994-19583

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.  Objeto y alcance de la Ley.
La presente Ley tiene por objeto:
a) El establecimiento y la ordenación del sistema canario de la salud, en el que se 

integra y articula funcionalmente el conjunto de actividades, servicios y prestaciones que 
tienen por fin la promoción y protección de la salud, la prevención de la enfermedad y la 
asistencia sanitaria en todos los casos de pérdida de la salud.

b) La regulación general de cuantas actividades, servicios y prestaciones, públicos o 
privados, determinan la efectividad del derecho constitucional a la protección de la salud.

c) La creación y organización del Servicio Canario de la Salud comprensivo, bajo la 
dirección, supervisión y control del Gobierno de Canarias, de las actividades y los servicios y 
las prestaciones directamente asumidos, establecidos y desarrollados por la Administración 
de la Comunidad Autónoma en el triple campo de la promoción y protección de la salud, la 
prevención de la enfermedad y la asistencia sanitaria.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Derechos y deberes de los ciudadanos en el Sistema Canario de la Salud

Sección 1.ª Derechos

[ . . . ]
Artículo 9.  Derecho a programas y actuaciones especiales y preferentes.

Los niños, los ancianos, los enfermos mentales, las personas que padecen 
enfermedades crónicas e invalidantes y las que pertenezcan a grupos específicos 
reconocidos sanitariamente como de riesgo tienen derecho, dentro de las disponibilidades en 
cada momento de medios y recursos del Sistema Canario de la Salud, a actuaciones y 
programas sanitarios especiales y preferentes.
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Artículo 10.  Derechos específicos de los enfermos mentales.
Los pacientes que por razón de enfermedad física o mental, sean considerados 

incapaces o presuntos incapaces, en el sentido que lo manifiesta el Título IX, del Libro I, del 
Código Civil y que están ingresados o tuvieren que ingresar en un centro o establecimiento 
sanitario, gozan además de los previstos en los artículos 6 y 9, de los siguientes derechos:

a) Cuando en los ingresos voluntarios desapareciera la plenitud de facultades durante el 
internamiento, la Dirección del Centro deberá solicitar la correspondiente autorización judicial 
en los términos regulados en el artículo 211 del Código Civil, debiendo reexaminar 
periódicamente la necesidad del internamiento.

b) Los ingresos forzosos sólo podrán realizarse de acuerdo con el artículo 211 del 
Código Civil.

[ . . . ]
Sección 3.ª Efectividad de los derechos y los deberes

Artículo 12.  Garantías.
1. La Administración sanitaria de Canarias garantizará a los ciudadanos información 

suficiente, adecuada y comprensible sobre:
a) Los derechos y deberes en el Sistema Canario de la Salud.
b) Los servicios y prestaciones sanitarios disponibles, su organización, horario de 

funcionamiento y de visitas, requisitos y procedimientos de acceso, uso y disfrute, y demás 
datos de utilidad.

2. La Administración sanitaria de Canarias garantizará la confidencialidad de toda la 
información relacionada con el proceso de los pacientes, así como, en general, toda la 
información resultante de la relación de los usuarios con los servicios y centros sanitarios. 
Igualmente garantizará el uso exclusivamente sanitario y científico de la misma. Todo el 
personal sanitario y no sanitario de los centros y servicios sanitarios públicos y privados 
implicados en los procesos asistenciales a los pacientes queda obligado a no revelar datos 
de su proceso, con excepción de la información necesaria en los casos previstos 
expresamente en la legislación.

3. Las infracciones por violación de estos derechos y el incumplimiento de los deberes 
estarán sometidos al régimen sancionador contemplado en esta Ley, sin perjuicio de la 
responsabilidad disciplinaria del personal autor de la misma.

4. Los servicios, centros y establecimientos sanitarios, públicos y privados, deberán 
disponer y, en su caso, tener permanentemente a disposición de los usuarios:

a) Información accesible, suficiente y comprensible sobre los derechos y deberes de los 
usuarios.

b) Formularios de sugerencias y reclamaciones.
c) Personal y locales bien identificados para la atención de la información, reclamaciones 

y sugerencias del público.
5. El Gobierno de Canarias favorecerá las condiciones materiales y organizativas 

necesarias, para el ejercicio del derecho a la participación de la población en el Servicio 
Canario de Salud, impulsando la creación y desarrollo de los órganos de participación que se 
establezcan.

6. En la Administración canaria habrá una unidad administrativa específica denominada 
Oficina de Defensa de los Derechos de los Usuarios Sanitarios, con dependencia orgánica y 
funcional de la Consejería competente en materia de sanidad. Esta unidad estará 
específicamente encargada de atender solicitudes y reclamaciones de los usuarios de los 
servicios sanitarios.

[ . . . ]
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TÍTULO II
Estructura pública sanitaria de Canarias

CAPÍTULO I
Definición y funciones

Artículo 23.  Funciones de la estructura sanitaria pública.
La estructura sanitaria pública canaria, a través de las Administraciones públicas en el 

ámbito de sus respectivas competencias, desarrolla las siguientes funciones:
1. De salud pública:
a) Promoción de la salud y prevención de la enfermedad adoptando acciones 

sistemáticas de educación para la salud individual y colectiva y de información 
epidemiológica general y específica para fomentar el conocimiento detallado de los 
problemas de salud. Con este fin se establecerá un sistema adecuado de información 
sanitaria y vigilancia epidemiológica que permita el seguimiento de forma continuada de la 
evolución de los problemas de salud y la evaluación de las actividades, programas y 
servicios.

b) Promoción y protección de la salud medioambiental, y prevención de los factores de 
riesgo en este ámbito, en particular, el control de la contaminación del aire, agua y suelo, 
incluyendo el control de los sistemas de eliminación, tratamiento y reciclaje de los residuos 
sólidos y líquidos y los de saneamiento del aire.

c) Control sanitario y promoción de los sistemas de saneamiento, abastecimiento de 
aguas, eliminación y tratamiento de residuos líquidos y sólidos más adecuados, cuantitativa 
y cualitativamente, a la salud pública.

d) Promoción y protección de la salud, y prevención de los factores de riesgo a la salud 
en los establecimientos públicos y lugares de habitación y convivencia humana, en especial, 
los centros escolares, las instalaciones deportivas y los lugares, locales e instalaciones de 
esparcimiento público.

e) Promoción y protección de la salud laboral, y prevención de los factores de riesgo en 
este ámbito, en especial, control de las instalaciones, actividades y medios utilizados, 
adoptando programas y actividades en coordinación con las políticas generales en esta 
materia y, específicamente, con las mutuas privadas y servicios médicos de las empresas.

f) Prevención de los factores de riesgo y protección de la salud frente a los efectos 
dañosos producidos por bienes de consumo.

g) Promoción y protección de la salud alimentaria, y prevención de los factores de riesgo 
en este ámbito, incluyendo la mejora de la calidad de los alimentos.

h) Promoción y protección de la salud pública veterinaria, prevención de los factores de 
riesgo en este ámbito, sobre todo en las áreas de control, sanidad e higiene alimentaria en 
mataderos, industrias, establecimientos y actividades de carácter alimentarios: prevención y 
lucha contra la zoonosis y sanidad medio ambiental.

i) Promoción y protección de la salud en relación con los productos farmacológicos, y 
prevención de los factores de riesgo en este ámbito, en especial, el control sanitario de los 
productos farmacéuticos, de los elementos de utilización diagnóstica, terapéutica y auxiliar y 
de aquellos otros que afectando al organismo humano puedan suponer riesgo para la salud 
de las personas, así como de las reacciones adversas a los medicamentos.

j) Prevención de los factores de riesgo y protección de la salud frente a las sustancias 
susceptibles de generar dependencia.

k) Promoción y protección de la salud mental, y prevención de los factores de riesgo en 
este ámbito.

l) Promoción y protección de la salud bucodental, y prevención de los factores de riesgo 
en este ámbito.

m) Orientación y planificación familiar, así como la promoción y protección de la salud 
materno infantil y escolar, y prevención de los factores de riesgo en estos ámbitos.

n) Promoción y protección de la salud deportiva no profesional, y prevención de los 
factores de riesgo en este ámbito.
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ñ) Promoción de los hábitos de vida saludables entre la población y atención a los 
grupos sociales de mayor riesgo y, en especial, a niños, jóvenes, minusválidos, trabajadores 
y ancianos.

o) Prevención y protección de la salud frente a cualquier otro factor de riesgo, en 
especial la prevención de las deficiencias, tanto congénitas como adquiridas, adoptando 
programas específicos de protección y, en general, el control de todas aquellas actividades 
clasificadas por su repercusión sobre la salud.

p) Policía sanitaria mortuoria.
q) El control de la publicidad sanitaria.
2. De asistencia sanitaria:
a) Atención primaria integral de salud en colaboración con los servicios sociales de su 

ámbito, así como la atención continuada propia de dicho nivel asistencial.
b) Atención especializada en régimen domiciliario, ambulatorio y hospitalario, así como la 

atención continuada propia de dicho nivel asistencial y la rehabilitación.
c) Atención sociosanitaria, especialmente a los enfermos crónicos, en coordinación con 

los servicios sociales.
d) Atención psiquiátrica.
e) Atención buco-dental, con especial atención a la prevención. Podrán incorporarse 

dentro de los límites presupuestarios, el resto de las prestaciones asistenciales.
f) Prestación de productos farmacéuticos, terapéuticos, diagnósticos y auxiliares 

necesarios tanto para la promoción, prevención y protección de la salud, como para la 
curación y rehabilitación de la enfermedad.

g) Atención a los grupos de población de mayor riesgo.
3. De docencia e investigación en el mundo de las ciencias de la salud y la formación 

continuada del personal sanitario.
4. De salud laboral.
5. De evaluación, control y mejora de la calidad de los servicios sanitarios.
6. Cualquier otra actividad relacionada con la promoción, protección y atención integral 

de la salud, así como las de prevención y asistencia en caso de enfermedad, no enunciadas 
en los apartados anteriores.

[ . . . ]
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§ 15

Ley 1/2015, de 9 de febrero, de derechos y garantías de la dignidad 
de la persona ante el proceso final de su vida. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 30, de 13 de febrero de 2015
«BOE» núm. 54, de 4 de marzo de 2015
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2015-2295

TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
La presente ley tiene como objeto regular el ejercicio de los derechos de la persona 

durante el proceso final de su vida, los deberes del personal sanitario que atiende a estos 
pacientes, así como las garantías que las instituciones sanitarias estarán obligadas a 
proporcionar con respecto a ese proceso.

Artículo 2.  Fines.
La presente ley tiene como fines:
a) Proteger la dignidad de la persona en el proceso final de su vida.
b) Garantizar la autonomía de los pacientes y el respeto a su voluntad en el proceso final 

de su vida, incluyendo la manifestada de forma anticipada mediante el testamento vital.

Artículo 3.  Ámbito de aplicación.
La presente ley se aplicará, en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Canarias, a las 

personas que se encuentren en el proceso final de su vida o que afronten decisiones 
relacionadas con dicho proceso, al personal implicado en su atención sanitaria, así como a 
los centros, servicios y establecimientos sanitarios, tanto públicos como privados, y 
entidades aseguradoras que presten sus servicios en Canarias.

Artículo 4.  Principios básicos.
Son principios básicos que inspiran esta ley:
a) La garantía del pleno respeto del derecho a la dignidad de la persona en el proceso 

final de su vida.
b) La promoción de la libertad, la autonomía y la voluntad de la persona, de acuerdo con 

sus deseos, preferencias, creencias o valores, así como la preservación de su intimidad y 
confidencialidad.
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c) La garantía de que el rechazo de un tratamiento por voluntad de la persona o la 
interrupción del mismo no suponga el menoscabo de una atención sanitaria integral y del 
derecho a la plena dignidad de la persona en el proceso final de su vida.

d) La garantía del derecho de todas las personas a recibir cuidados paliativos integrales 
y un adecuado tratamiento del dolor en el proceso final de su vida.

e) La igualdad efectiva y la ausencia de discriminación en el acceso a los servicios 
sanitarios por parte de la persona en el proceso final de su vida.

Artículo 5.  Definiciones.
A los efectos de la presente ley, se entiende por:
a) Calidad de vida: satisfacción individual ante las condiciones objetivas de vida desde 

los valores y las creencias personales.
b) Consentimiento informado: de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3 de la Ley 

41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de la autonomía del paciente y de derechos 
y obligaciones en materia de información y documentación clínica, «la conformidad libre, 
voluntaria y consciente de un paciente manifestada en pleno uso de sus facultades después 
de recibir la información adecuada para que tenga lugar una actuación que afecta a su 
salud».

c) Cuidados paliativos: conjunto coordinado de intervenciones sanitarias dirigidas, desde 
un enfoque integral, a la mejora de la calidad de vida de los pacientes y de sus familias, 
afrontando los problemas asociados con una enfermedad terminal mediante la prevención y 
el alivio del sufrimiento, así como la identificación, valoración y tratamiento del dolor y otros 
síntomas físicos y psicosociales.

d) Manifestación anticipada de voluntad: documento mediante el que una persona mayor 
de edad y capaz deja constancia por escrito de las instrucciones emitidas libremente sobre 
los cuidados y tratamiento de su salud o, en el caso de fallecimiento, el destino de su cuerpo, 
órganos y tejidos. La manifestación anticipada de voluntad deberá ser tenida en cuenta 
cuando su titular no se encuentre en una situación que le permita expresar su voluntad de 
manera libre, personal, actual, consciente e informada.

e) Intervención en el ámbito de la sanidad: de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3 
de la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, es «toda actuación realizada con fines preventivos, 
diagnósticos, terapéuticos, rehabilitadores o de investigación».

f) Adecuación del esfuerzo terapéutico: retirada o no instauración de una medida de 
soporte vital o de cualquier otra intervención que, dado el mal pronóstico de la persona en 
términos de cantidad y calidad de vida futuras, constituye, a juicio de los profesionales 
sanitarios implicados, algo fútil, que solo contribuye a prolongar en el tiempo una situación 
clínica carente de expectativas razonables de mejoría.

g) Medida de soporte vital: intervención sanitaria destinada a mantener las constantes 
vitales de la persona, independientemente de que dicha intervención actúe o no 
terapéuticamente sobre la enfermedad de base o el proceso biológico, que amenaza la vida 
de la misma.

h) Médico o médica responsable: de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3 de la Ley 
41/2002, de 14 de noviembre, es «el profesional que tiene a su cargo coordinar la 
información y la asistencia sanitaria del paciente o del usuario, con el carácter de interlocutor 
principal del mismo en todo lo referente a su atención e información durante el proceso 
asistencial, sin perjuicio de las obligaciones de otros profesionales que participan en las 
actuaciones asistenciales».

i) Obstinación terapéutica: situación en la que a una persona, que se encuentra en 
situación terminal o de agonía y afecta de una enfermedad grave e irreversible, se le inician 
o mantienen medidas de soporte vital u otras intervenciones carentes de utilidad clínica, que 
únicamente prolongan su vida biológica, sin posibilidades reales de mejora o recuperación, 
siendo, en consecuencia, susceptibles de adecuación.

j) Personas en el proceso final de su vida: personas afectas de una enfermedad grave, 
irreversible y de pronóstico mortal, que se encuentran en situación terminal o de agonía.

k) Representante: persona mayor de edad y capaz que emite el consentimiento por 
representación de otra, habiendo sido designada para tal función mediante una 
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manifestación anticipada de voluntad o, de no existir esta, siguiendo las disposiciones 
legales vigentes en la materia.

l) Sedación paliativa: administración de fármacos, en las dosis y combinaciones 
requeridas, para reducir la conciencia de la persona en situación terminal o de agonía, para 
aliviar adecuadamente uno o más síntomas refractarios, previo consentimiento informado 
explícito en los términos establecidos en la ley.

m)   Síntoma refractario: aquel que no responde al tratamiento adecuado y precisa, para 
ser controlado, reducir la conciencia de los pacientes.

n) Situación de agonía: la que precede a la muerte. Puede acontecer de forma gradual, o 
de forma súbita en procesos agudos. En este estado, existe deterioro físico intenso, 
debilidad extrema, alta frecuencia de trastornos cognitivos y de la conciencia, dificultad de 
relación e ingesta y pronóstico de vida limitado a horas o días.

o) Situación de incapacidad de hecho: situación en la que las personas carecen de 
entendimiento y voluntad suficientes para gobernar su vida por sí mismas de forma 
autónoma, sin que necesariamente haya resolución judicial de incapacitación.

p) Enfermedad o situación terminal: enfermedad incurable, avanzada e irreversible, con 
un pronóstico de vida limitado a semanas o meses.

q) Testamento vital: es un sinónimo de manifestación anticipada de voluntad.
r) Valores vitales: conjunto de valores y creencias de una persona que dan sentido a su 

proyecto de vida y que sustentan sus decisiones y preferencias en los procesos de 
enfermedad y muerte.

s) Enfermedad incurable avanzada: enfermedad de curso gradual y progresivo, sin 
respuesta a los tratamientos curativos disponibles, que evolucionará hacia la muerte a corto 
o medio plazo en un contexto de fragilidad y pérdida de autonomía progresivas. Se 
acompaña de síntomas múltiples y provoca un gran impacto emocional en el enfermo, en 
sus familiares y en el propio equipo terapéutico.

TÍTULO II
Derechos de las personas ante el proceso final de su vida

[ . . . ]
Artículo 10.  Derechos de las personas en situaciones de incapacidad respecto a la 
información, la toma de decisiones y el consentimiento informado.

1. Cuando la persona se encuentre en situación de incapacidad, la recepción de la 
información, la prestación del consentimiento y la toma de decisiones la llevará a cabo el 
representante designado para tal función mediante una manifestación anticipada de voluntad 
o, de no existir esta, siguiendo las disposiciones legales vigentes en la materia.

2. En el caso de pacientes incapacitados judicialmente, se actuará según lo dispuesto en 
la resolución judicial de incapacitación salvo que en ella no exista prohibición o limitación 
expresa sobre la recepción de información o la prestación del consentimiento informado. En 
esa situación, el médico o la médica responsable evaluará la capacidad de hecho del 
paciente en la forma establecida en el artículo 20.

3. La situación de incapacidad no obsta para que los pacientes sean informados y 
participen en el proceso de toma de decisiones de modo adecuado a su grado de 
discernimiento.

4. El ejercicio de los derechos de los pacientes que se encuentren en situación de 
incapacidad se hará siempre buscando su mayor beneficio y el respeto a su dignidad 
personal. Para la interpretación de la voluntad de los pacientes se tendrán en cuenta tanto 
sus deseos expresados previamente, como los que hubieran formulado presuntamente de 
encontrarse ahora en situación de capacidad.

[ . . . ]

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DE LAS ISLAS CANARIAS

§ 15  Ley de derechos y garantías dignidad de la persona ante el proceso final de su vida [parcial]

– 262 –



TÍTULO III
Deberes de los profesionales sanitarios que atienden a pacientes ante el 

proceso final de su vida

[ . . . ]
Artículo 20.  Deberes respecto a las personas que puedan hallarse en situación de 
incapacidad de hecho.

1. El médico o médica responsable es quien debe valorar si la persona que se halla bajo 
atención médica pudiera encontrarse en una situación de incapacidad de hecho que le 
impidiera decidir por sí misma. Tal valoración debe constar adecuadamente en la historia 
clínica. Para determinar la situación de incapacidad de hecho se evaluarán, entre otros 
factores que se estimen clínicamente convenientes, los siguientes:

a) Si tiene dificultades para comprender la información que se le suministra.
b) Si retiene defectuosamente dicha información durante el proceso de toma de 

decisiones.
c) Si no utiliza la información de forma lógica durante el proceso de toma de decisiones.
d) Si falla en la apreciación de las posibles consecuencias de las diferentes alternativas.
e) Si no logra tomar finalmente una decisión o comunicarla.
2. Para la valoración de estos criterios se deberá contar con la opinión de al menos otro 

profesional médico implicado directamente en la atención del paciente. Asimismo, se podrá 
consultar a la familia con objeto de conocer su opinión.

3. Una vez establecida la situación de incapacidad de hecho, el médico o médica 
responsable deberá hacer constar en la historia clínica dicha circunstancia con los datos de 
los profesionales que han hecho la valoración y los datos de quien deba actuar por la 
persona en situación de incapacidad, conforme a lo previsto en el artículo 10.1.

Artículo 21.  Deberes respecto a la adecuación del esfuerzo terapéutico.
1. El médico o médica responsable de cada paciente, en el ejercicio de una buena 

práctica clínica, adecuará el esfuerzo terapéutico, cuando la situación clínica lo aconseje, 
evitando la obstinación terapéutica. La justificación de la adecuación deberá constar en la 
historia clínica.

2. Si la decisión afecta a la adecuación de terapias de soporte vital, esta deberá estar 
ajustada al conocimiento actual de la medicina. Aunque la decisión queda en el ámbito del 
paciente o sus representantes legales y el médico o médica responsable, si afecta a terapias 
de soporte vital deberá ser discutida con al menos otro profesional médico y todo ello deberá 
constar en la historia clínica.

3. En las situaciones en las que, por lo súbito del proceso patológico, no haya existido 
una relación asistencial previa entre el paciente y el médico, como pudiera suceder en los 
servicios de urgencias ante procesos súbitos con pronóstico infausto, la decisión de no 
iniciar o adecuar las terapias de soporte vital deberá consensuarse entre al menos dos 
profesionales médicos y, posteriormente, informar, consultar y consensuar con los 
representantes legales del paciente, y todo ello constar en la historia clínica.

4. En el caso de la atención a personas en estado vegetativo persistente o de mínima 
conciencia, dicha adecuación requiere la opinión coincidente de, al menos, otros dos 
profesionales sanitarios de los que participen en la atención sanitaria del paciente. Al menos 
uno de ellos deberá ser personal facultativo médico y otro, la enfermera o enfermero 
responsable de los cuidados. La identidad de dichos profesionales y su opinión serán 
registradas en la historia clínica.

En cualquier caso, el médico o médica responsable, así como los demás profesionales 
sanitarios que atiendan a los pacientes, están obligados a ofrecerles aquellas intervenciones 
sanitarias necesarias para garantizar su adecuado cuidado y confort, teniendo en cuenta que 
la elección de las medidas terapéuticas a aplicar ha podido ser ya expresada previamente 
mediante un documento de voluntades anticipadas.
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TÍTULO IV
Garantías que proporcionarán las instituciones sanitarias

[ . . . ]
Artículo 24.  Acompañamiento asistencial.

1. Los centros e instituciones sanitarias garantizarán a los enfermos en situación terminal 
el adecuado acompañamiento profesional con el fin de proporcionarles la atención integral, 
individualizada y continuada de los cuidados paliativos, tanto en el domicilio del paciente 
como en el centro sanitario, estableciendo los mecanismos necesarios para garantizar la 
continuidad asistencial y la coordinación con otros recursos.

2. Este acompañamiento profesional supondrá la identificación de los enfermos en 
situación terminal, la valoración integral de sus necesidades y el establecimiento de un plan 
de cuidados; la valoración y el control de síntomas físicos y psíquicos, indicando el 
tratamiento farmacológico y no farmacológico del dolor y de otros síntomas; la información y 
apoyo al paciente en las distintas fases del proceso y en la toma de decisiones; y la 
información, consejo sanitario, asesoramiento y apoyo a las personas vinculadas al enfermo. 
En las situaciones en las que lo precisen, y particularmente en los casos complejos, se 
facilitará la atención por la estructura de apoyo sanitario y/o social por los servicios 
especializados, tanto en consultas como en el domicilio del paciente o mediante 
internamiento, en su caso.

[ . . . ]
Artículo 27.  Estancia en habitación individual para personas en situación terminal.

1. Los centros e instituciones sanitarias garantizarán a los pacientes en situación 
terminal, que deban ser atendidos en régimen de hospitalización, una habitación individual 
durante su estancia, con el nivel de confort e intimidad que requiere su estado de salud.

2. Asimismo, estos pacientes podrán estar acompañados permanentemente por al 
menos dos personas familiares o allegadas.

[ . . . ]
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§ 16

Ley 2/1987, de 30 de marzo, de la Función Pública Canaria. 
[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 40, de 3 de abril de 1987

«BOE» núm. 118, de 18 de mayo de 1987
Última modificación: 31 de diciembre de 2022

Referencia: BOE-A-1987-11921

[ . . . ]
TÍTULO IV

De los funcionarios de carrera

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Régimen estatutario

[ . . . ]
Sección 6.ª Permisos y licencias

[ . . . ]
Artículo 49.  

1. Por lactancia de un hijo menor de doce meses, tendrán derecho a una hora de 
ausencia del trabajo que podrán dividir en dos fracciones. Este derecho podrá sustituirse por 
una reducción de la jornada normal en media hora al inicio y al final de la jornada o, en una 
hora al inicio o al final de la jornada, con la misma finalidad. Este derecho podrá ser ejercido 
indistintamente por uno u otro de los progenitores, en el caso de que ambos trabajen.

Igualmente se podrá solicitar la sustitución del tiempo de lactancia por un permiso 
retribuido que acumule en jornadas completas el tiempo correspondiente.

Este permiso se incrementará proporcionalmente en los casos de parto múltiple.
2. Quien, por razones de guarda legal, tenga el cuidado directo de algún menor de doce 

años, de persona mayor que requiera especial dedicación, o de una persona con 
discapacidad que no desempeñe actividad retribuida, tendrá derecho a la reducción de su 
jornada de trabajo semanal, entre, al menos, 5 horas y un máximo de 30 horas de la 
duración de aquélla, con la disminución proporcional de sus retribuciones.
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Tendrá el mismo derecho quien precise encargarse del cuidado directo de un familiar, 
hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, que por razones de edad, accidente o 
enfermedad no pueda valerse por sí mismo y que no desempeñe actividad retribuida.

3. Podrá solicitarse la reducción de la jornada de trabajo entre, al menos, 5 horas y un 
máximo de 20 horas de la duración semanal de aquélla, con la disminución proporcional de 
retribuciones. La concesión de esta reducción de jornada estará condicionada a las 
necesidades del servicio y será efectiva a partir del primer día del mes siguiente a la fecha 
en que se conceda. El periodo mínimo de disfrute de esta jornada reducida será de un mes 
natural.

[ . . . ]
TÍTULO VI

De la selección del personal

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Programas especiales de acceso

Artículo 79.  
Con el objeto de posibilitar una integración en el trabajo de personas disminuidas físicas, 

psíquicas o sensoriales, el Gobierno desarrollará reglamentariamente, previo informe de la 
Comisión de la Función Pública y de la Junta de Personal, el sistema por el que estas 
personas podrán acceder a prestar servicios en la Administración Canaria.

A estos efectos, la reglamentación que se dicte tendrá en cuenta lo siguiente:
a) Se reservará a este personal un 2 por ciento, como mínimo, de la oferta global de 

empleo público.
b) Determinará las condiciones necesarias para poder ocupar los puestos de trabajo.
c) Fijará el mínimo que se les ha de exigir a las personas disminuidas en las pruebas de 

selección.
d) Establecerá los criterios de evaluación de las pruebas previstas en el apartado 

anterior, según la adecuación real de los aspirantes para las tareas a desarrollar.
Esta evaluación habrá de hacerla un equipo multiprofesional.

Artículo 80.  
1. El Gobierno de Canarias, previo informe de la Comisión de la Función Pública 

Canaria, podrá establecer sistemas experimentales de acceso a puestos de trabajo, no 
permanentes, para la integración de personas a las que sean de aplicación programas de 
reinserción social, con el único límite de la titulación exigida para desempeñar el puesto de 
trabajo.

2. A tal fin, por el Consejero de la Presidencia podrán suscribirse convenios de 
colaboración con entidades e instituciones dedicadas a la tutela o protección de los 
marginados.

[ . . . ]
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§ 17

Decreto-Legislativo 1/2009, de 21 de abril, por el que se aprueba el 
Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes dictadas por la 
Comunidad Autónoma de Canarias en materia de tributos cedidos. 

[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 77, de 23 de abril de 2009

Última modificación: 5 de septiembre de 2023
Referencia: BOC-j-2009-90008

[ . . . ]
TÍTULO II

Normas sustantivas sobre tributos cedidis de naturaleza directa

CAPÍTULO I
Impuesto sobre la renta de las personas físicas

[ . . . ]
Artículo 10.  Deducciones por nacimiento o adopción de hijos.

1. Los contribuyentes podrán deducirse la cantidad que en cada caso corresponda de las 
siguientes:

a) Por cada hijo nacido o adoptado en el período impositivo que conviva con el 
contribuyente:

– 200 euros, cuando se trate del primero o segundo hijo.
– 400 euros, cuando se trate del tercero.
– 600 euros, cuando se trate del cuarto.
– 700 euros, cuando se trate del quinto o sucesivos.
b) En caso de que el hijo nacido o adoptado tenga una minusvalía física, psíquica o 

sensorial igual o superior al 65 por ciento, siempre que dicho hijo haya convivido con el 
contribuyente ininterrumpidamente desde su nacimiento o adopción hasta el final del período 
impositivo, la cantidad a deducir será la que proceda de entre las siguientes, además de la 
que proceda por la aplicación del apartado a) anterior:

– 400 euros, cuando se trate del primer o segundo hijo que padezca dicha discapacidad.
– 800 euros, cuando se trate del tercer o posterior hijo que padezca dicha discapacidad, 

siempre que sobrevivan los anteriores discapacitados.
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c) Cuando ambos progenitores o adoptantes tengan derecho a la deducción y no opten 
por la tributación conjunta, su importe se prorrateará entre ellos por partes iguales.

d) Para determinar el número de orden del hijo nacido o adoptado se atenderá a los hijos 
que convivan con el contribuyente a la fecha de devengo del impuesto, computándose a 
dichos efectos tanto los hijos naturales como los adoptivos.

e) A los efectos previstos en el presente artículo se considerará que conviven con el 
contribuyente, entre otros, los hijos nacidos o adoptados que, dependiendo del mismo, estén 
internados en centros especializados.

2. Sólo tendrán derecho a la aplicación de esta deducción los contribuyentes que no 
hayan obtenido rentas en el periodo impositivo en que se origina el derecho a la deducción 
por importe superior a 39.000 euros; y, en el supuesto de tributación conjunta, cuando la 
unidad familiar no haya obtenido rentas por importe superior a 52.000 euros.

Artículo 11.  Deducción por contribuyentes con discapacidad y mayores de 65 años.
1. Los contribuyentes podrán deducirse las siguientes cantidades, compatibles entre sí, 

por circunstancias personales:
a) 300 euros, por cada contribuyente con discapacidad igual o superior al 33 por ciento.
b) 120 euros, por cada contribuyente mayor de 65 años.
2. Sólo tendrán derecho a la aplicación de esta deducción los contribuyentes que no 

hayan obtenido rentas en el periodo impositivo en que se origina el derecho a la deducción 
por importe superior a 39.000 euros; y, en el supuesto de tributación conjunta, cuando la 
unidad familiar no haya obtenido rentas por importe superior a 52.000 euros.

[ . . . ]
Artículo 11 ter.  Deducción para familias monoparentales.

1. Los contribuyentes que tengan a su cargo descendientes podrán deducir la cantidad 
única de 100 euros, siempre que no conviva con cualquier otra persona distinta a los citados 
descendientes, salvo que se trate de ascendientes que generen el derecho a la aplicación 
del mínimo por ascendientes.

Se considerarán descendientes a los efectos de la presente deducción:
a) Los hijos menores de edad, tanto por relación de paternidad como de adopción, 

siempre que convivan con el contribuyente y no tengan rentas anuales, excluidas las 
exentas, superiores a 8.000 euros.

b) Los hijos mayores de edad con discapacidad, tanto por relación de paternidad como 
de adopción, siempre que convivan con el contribuyente y no tengan rentas anuales, 
excluidas las exentas, superiores a 8.000 euros.

c) Los descendientes a que se refieren las letras a) y b) anteriores que, sin convivir con 
el contribuyente, dependan económicamente de él y estén internados en centros 
especializados.

Se asimilarán a descendientes aquellas personas vinculadas al contribuyente por razón 
de tutela y acogimiento, en los términos previstos en la legislación vigente.

2. En caso de convivencia con descendientes que no den derecho a deducción, no se 
perderá el derecho a la misma siempre y cuando las rentas anuales del descendiente, 
excluidas las exentas, no sean superiores a 8.000 euros.

3. Esta deducción no se aplicará cuando el contribuyente haya obtenido rentas en el 
periodo impositivo en que se origina el derecho a la deducción, por importe superior a 39.000 
euros; en el supuesto de tributación conjunta, cuando la unidad familiar haya obtenido rentas 
por importe superior a 52.000 euros.

4. Cuando a lo largo del periodo impositivo se lleve a cabo una alteración de la situación 
familiar por cualquier causa, a efectos de aplicación de la deducción, se entenderá que ha 
existido convivencia cuando tal situación se haya producido durante al menos 183 días al 
año.
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[ . . . ]
Artículo 13.  Deducción por familia numerosa.

1. El contribuyente que posea, a la fecha del devengo del impuesto, el título de familia 
numerosa, expedido por el órgano competente en materia de servicios sociales del Gobierno 
de Canarias o por los órganos correspondientes del Estado o de otras comunidades 
autónomas, podrá deducirse las siguientes cantidades según corresponda:

– 450 euros, cuando se trate de familia numerosa de categoría general.
– 600 euros, cuando se trate de familia numerosa de categoría especial.
Cuando alguno de los cónyuges o descendientes a los que sea de aplicación el mínimo 

personal y familiar del impuesto tenga un grado de minusvalía física, psíquica o sensorial 
igual o superior al 65 por 100, la deducción anterior será de 1.000 y 1.100 euros, 
respectivamente.

2. Las condiciones necesarias para la consideración de familia numerosa y su 
clasificación por categorías se determinarán con arreglo a lo establecido en la Ley 40/2003, 
de 18 de noviembre, de Protección a las Familias Numerosas.

Esta deducción se practicará por el contribuyente con quien convivan los restantes 
miembros de la familia numerosa. Cuando estos convivan con más de un contribuyente, el 
importe de la deducción se prorrateará por partes iguales en la declaración de cada uno.

Esta deducción es compatible con las relativas al nacimiento o adopción de un hijo.

[ . . . ]
Artículo 14 ter.  Deducción por obras de adecuación de la vivienda habitual por razón de 
discapacidad.

Sin perjuicio de la aplicación del tramo autonómico de la deducción por inversión en 
vivienda habitual contemplada en la normativa estatal del impuesto sobre la renta de las 
personas físicas, se establece una deducción de las cantidades satisfechas en el periodo 
impositivo, por las obras o instalaciones de adecuación de la vivienda habitual por razón de 
discapacidad a que se refiere la normativa estatal del impuesto sobre la renta de las 
personas físicas, en los mismos términos y siempre que concurran los mismos requisitos 
exigidos en el artículo 68.1 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre 
Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio, según redacción 
vigente el 1 de enero de 2012. El porcentaje de deducción aplicable será el 10 por 100.

Artículo 14 quater.  Límite en las deducciones de los artículos 6, 14, 14-bis y 14-ter.
El importe de las deducciones previstas en los artículos 6, 14, 14-bis y 14-ter del 

presente texto refundido no podrá superar el 15 por 100 de la cuota íntegra autonómica.

[ . . . ]
Artículo 16 ter.  Deducción por gasto de enfermedad.

1. Los contribuyentes podrán deducir un 10 por 100 de los gastos y honorarios 
profesionales abonados durante el periodo impositivo por la prestación de servicios realizada 
por quienes tengan la condición de profesionales médicos o sanitarios, excepto 
farmacéuticos, conforme a lo dispuesto en los artículos 2 y 3 de la Ley 44/2003, de 21 de 
noviembre, de ordenación de las profesiones sanitarias, por motivo de la prevención, 
diagnóstico y tratamiento de enfermedades, salud dental, embarazo y nacimiento de hijos, 
accidentes e invalidez, tanto propios como de las personas que se incluyan en el mínimo 
familiar. En ningún caso se incluye la asistencia con fines estéticos, excepto cuando 
constituyan la reparación de daños causados por accidentes o intervenciones que afecten a 
las personas y los tratamientos destinados a la identidad sexual.

Los contribuyentes podrán deducir un 10 por 100 de los gastos en la adquisición de 
aparatos y complementos, incluidas las gafas graduadas y las lentillas, que por sus 
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características objetivas solo puedan destinarse a suplir las deficiencias físicas de las 
personas.

Esta deducción tendrá un límite anual de 500 euros en tributación individual y 700 euros 
en tributación conjunta. Estos límites se incrementarán en 100 euros en tributación individual 
cuando el contribuyente sea una persona con discapacidad y acredite un grado de 
discapacidad igual o superior al 65 por 100.

2. La base de esta deducción estará constituida por las cantidades justificadas con 
factura y satisfechas, mediante tarjeta de crédito o débito, transferencia bancaria, cheque 
nominativo o ingreso en cuenta en entidades de crédito, a las personas o entidades que 
presten los servicios o entreguen los bienes. En ningún caso darán derecho a practicar esta 
deducción las cantidades satisfechas mediante entregas de dinero de curso legal.

La factura deberá cumplir todas las condiciones establecidas en el Reglamento por el 
que se regulan las obligaciones de facturación aprobado por el Real Decreto 1619/2012, de 
30 de noviembre. La factura recibida por el contribuyente deberá conservarse durante el 
plazo de prescripción.

3. Solo tendrán derecho a la aplicación de esta deducción los contribuyentes que no 
hayan obtenido rentas en el período impositivo en que se origina el derecho a la deducción 
por importe superior a 39.000 euros; y, en el supuesto de tributación conjunta, cuando la 
unidad familiar no haya obtenido rentas por importe superior a 52.000 euros.

Artículo 16 quater.  Deducción por familiares dependientes con discapacidad.
1. Los contribuyentes que tengan derecho a la aplicación del mínimo por discapacidad 

de descendientes o ascendientes conforme a la normativa estatal del impuesto sobre la 
renta de las personas físicas, siempre que tales descendientes o ascendientes tuvieran una 
discapacidad igual o superior al 65 por 100, podrán deducirse de la cuota íntegra autonómica 
la cantidad de 500 euros por persona con discapacidad.

2. Esta deducción no se aplicará cuando el contribuyente haya obtenido rentas en el 
periodo impositivo en que se origina el derecho a la deducción, por importe superior a 39.000 
euros; en el supuesto de tributación conjunta, cuando la unidad familiar haya obtenido rentas 
por importe superior a 52.000 euros.

3. Cuando varios contribuyentes tengan derecho a la aplicación de la deducción prevista 
en el presente artículo, se estará a las reglas del prorrateo, convivencia y demás límites 
previstos en la normativa estatal del impuesto sobre la renta de las personas físicas.

[ . . . ]
Sección I. Adquisiciones por causa de muerte

[ . . . ]
Artículo 20 bis.  Reducción por discapacidad.

1. En las adquisiciones mortis causa por parte de personas con discapacidad física, 
psíquica o sensorial, con un grado de discapacidad igual o superior al 33 por ciento e inferior 
al 65 por ciento, se aplica una reducción de 72.000 euros. Caso de que el grado de 
discapacidad sea igual o superior al 65 por ciento, se aplicará una reducción de 400.000 
euros.

A los efectos de la presente reducción, los grados de discapacidad son los que 
establezca la normativa general de la Seguridad Social.

2. La reducción establecida por el presente artículo es compatible con la que en su caso 
corresponda por razón de parentesco.

Artículo 20 ter.  Reducción por edad.
1. En las adquisiciones mortis causa por parte de personas de setenta y cinco años o 

más de edad, se aplica una reducción de 125.000 euros.
2. La presente reducción es incompatible con la reducción por discapacidad, y 

compatible con las restantes reducciones.
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[ . . . ]
Artículo 24.  Reducción por sobreimposición decenal.

1. Si unos mismos bienes o derechos son objeto, en un período de diez años, de dos o 
más transmisiones por causa de muerte a favor del cónyuge, de los descendientes o de los 
ascendientes, en la segunda y ulteriores transmisiones se practicará en la base imponible, 
con carácter alternativo, la reducción que resulte más favorable de entre las dos siguientes:

a) Una reducción de cuantía equivalente al importe de las cuotas del Impuesto sobre 
Sucesiones y Donaciones satisfechas por razón de las precedentes transmisiones por causa 
de muerte.

b) La reducción que resulte de la aplicación de la siguiente escala:
1.º Una reducción del 50 por ciento del valor real de los bienes y derechos si la 

transmisión se produce en el año natural siguiente a la fecha de la anterior transmisión.
2.º Una reducción del 30 por ciento del valor real de los bienes y derechos si la 

transmisión se produce tras transcurrir un año natural y antes de transcurrir cinco años 
naturales desde la fecha de la anterior transmisión.

3.º Una reducción del 10 por ciento del valor real de los bienes y derechos si la 
transmisión se produce tras transcurrir cinco años naturales desde la fecha de la anterior 
transmisión.

2. En caso de que las reducciones a que se refiere el apartado 1.b) recaigan sobre 
bienes y derechos a los que les sea de aplicación alguna de las otras reducciones 
establecidas en la presente Sección, el porcentaje de reducción sólo se aplica al remanente 
del valor del bien o derecho que no es objeto de las mismas.

3. La aplicación de las reducciones de este artículo queda condicionada al hecho de que, 
por razón de la primera adquisición por causa de muerte y, en su caso, ulteriores, se haya 
producido una tributación efectiva en concepto del Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones, y se entiende sin perjuicio de las reducciones que procedan. A estos efectos se 
considera tributación efectiva la presentación de la declaración o autoliquidación del 
impuesto dentro del plazo legalmente establecido, con el ingreso de la cuota tributaria 
correspondiente y, en su caso, de la cuota tributaria resultante de un procedimiento de 
gestión o inspección tributaria. En cualquier caso, se admite la subrogación de bienes o 
derechos siempre y cuando se acredite de modo fehaciente.

4. La reducción establecida en el presente artículo es compatible con la que en su caso 
proceda por razón de parentesco, discapacidad, edad, seguros de vida, adquisición de una 
empresa individual, de un negocio profesional o de participaciones en entidades, o 
adquisición de la vivienda habitual del causante, así como por la adquisición de bienes 
integrantes del Patrimonio Histórico o Cultural.

Artículo 24 bis.  Disposiciones comunes a las reducciones establecidas en la presente 
sección.

1. Las reducciones establecidas en los artículos 21, 22, 22 bis, 22 ter, 23, 23 bis y 24 del 
presente texto refundido serán de aplicación tanto en caso de adquisición de la plena 
propiedad o de la nuda propiedad como en caso de adquisición de cualquier otro derecho 
sobre los bienes o derechos afectados.

2. Los porcentajes de reducción establecidos por los citados artículos se aplicarán sobre 
el importe resultante de haber deducido del valor de los bienes o derechos que son objeto de 
la reducción el importe de las cargas o gravámenes y deudas que establecen, 
respectivamente, los artículos 12 y 13 de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto 
sobre Sucesiones y Donaciones.

3. Las reducciones a las que se refieren los citados artículos, si los bienes o derechos 
que son objeto de la reducción han formado parte de la sociedad de gananciales regulada en 
el artículo 1.344 del Código civil o de otros regímenes económicos matrimoniales análogos, y 
con independencia de las adjudicaciones concretas que resulten de la liquidación del 
régimen económico matrimonial, sólo pueden afectar a la mitad del valor de cada bien o 
derecho adquirido, o a la parte que corresponda en razón de la participación del causante en 
la comunidad matrimonial.
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4. En el caso de no cumplirse el requisito de permanencia al que se refieren los artículos 
22, 22 bis, 22 ter, 23 y 23 bis del presente texto refundido, deberá pagarse la parte del 
impuesto que se hubiese dejado de ingresar como consecuencia de la reducción practicada 
y los intereses de demora.

5. A los efectos de las reducciones establecidas en la presente Sección, se establecen 
las equiparaciones siguientes:

a) Las personas sujetas a un acogimiento familiar permanente o preadoptivo se 
equipararán a los adoptados.

b) Las personas que realicen un acogimiento familiar permanente o preadoptivo se 
equipararán a los adoptantes.

Se entiende por acogimiento familiar permanente o preadoptivo el constituido con arreglo 
a la legislación aplicable.

Estas equiparaciones regirán también respecto de la aplicación de los coeficientes 
multiplicadores a que se refiere el artículo 22 de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.

[ . . . ]
Artículo 26 ter.  Reducción por la donación de cantidades en metálico con destino a la 
adquisición o rehabilitación de la vivienda habitual.

1. La base imponible correspondiente a la donación de una cantidad en metálico 
realizada por un ascendiente en favor de sus descendientes o adoptados menores de 35 
años en el momento del otorgamiento de la escritura pública a que se refiere la letra e) 
siguiente, con el límite de 24.040 euros, se reducirá en un 85 por ciento, siempre y cuando 
concurran las condiciones siguientes:

a) Que la cantidad en metálico donada se destine a la adquisición o rehabilitación de la 
primera vivienda habitual del donatario.

b) Que la adquisición de la vivienda se realice en un plazo de seis meses a contar desde 
el devengo del impuesto que grava la donación. Si existiesen sucesivas donaciones para un 
mismo fin, el plazo comenzará a contarse desde el devengo de la primera donación.

En los casos de construcción o rehabilitación, deben comenzarse las obras en el 
indicado plazo de 6 meses, sin sufrir interrupción por causa imputable al sujeto pasivo hasta 
su terminación, la cual debe tener lugar en cualquier caso dentro del plazo de dos años 
desde el inicio de las obras.

c) Que la vivienda adquirida o rehabilitada permanezca en el patrimonio del donatario 
como vivienda habitual un plazo de al menos 5 años, a contar desde su adquisición o 
rehabilitación.

d) Que el importe donado, hasta el límite indicado en el primer párrafo de este apartado, 
se ha de aplicar íntegramente a la adquisición o rehabilitación de la vivienda habitual del 
donatario. Si existiesen sucesivas donaciones para el mismo fin, el importe conjunto de éstas 
se ha de aplicar íntegramente al fin con el límite citado.

e) Que la donación se formalice en escritura pública debiendo constar de forma expresa 
que el destino de la cantidad en metálico donada tiene como fin la adquisición o 
rehabilitación por parte del donatario de su vivienda habitual.

El incumplimiento de los requisitos mencionados determinará la improcedencia de la 
reducción, con ingreso en dicho momento del gravamen que hubiera correspondido y sus 
correspondientes intereses de demora, comenzando a contarse el plazo de prescripción para 
determinar la deuda tributaria, a los efectos de la aplicación de la reducción, desde la fecha 
en que se produzca el incumplimiento de tales requisitos.

2. A los efectos establecidos en este artículo, se entenderá como vivienda habitual la que 
se considera como tal a los efectos del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, 
equiparándose a la adquisición de vivienda habitual la construcción de la misma, pero no su 
ampliación.

3. El plazo de cinco años al que se refiere el apartado 1.c) anterior se contará en el 
supuesto de construcción o rehabilitación desde la finalización de las obras.
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4. A los efectos de la presente reducción son de aplicación las equiparaciones 
establecidas en el apartado 5 del artículo 24 bis del presente texto refundido.

5. Cuando el donatario acredite un grado de discapacidad igual o superior al 33 por 
ciento e inferior al 65 por ciento el límite establecido en el apartado 1 del presente artículo 
será de 25.242 euros y la reducción de la base imponible el 90 por ciento, y de 26.444 euros 
y el 95 por ciento cuando el donatario acredite una minusvalía igual o superior al 65 por 
ciento.

[ . . . ]
Artículo 26 quinquies.  Reducción por aportaciones a patrimonios protegidos de personas 
con discapacidad.

1. En las aportaciones realizadas al patrimonio protegido de las personas con 
discapacidad, regulado en la Ley 41/2003, de 18 de noviembre, de Protección Patrimonial de 
las Personas con Discapacidad y de Modificación del Código Civil, de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil y de la Normativa Tributaria con esta finalidad, a la parte que por 
exceder del importe máximo fijado por la ley para tener la consideración de rendimientos del 
trabajo personal para el contribuyente con discapacidad quede sujeta al Impuesto sobre 
Sucesiones y Donaciones, se le podrá aplicar en la base imponible de este Impuesto una 
reducción del 95 por ciento del importe excedente.

2. La aplicación de la presente reducción queda condicionada a que las aportaciones 
cumplan los requisitos y formalidades establecidos por la citada Ley 41/2003, de 18 de 
noviembre.

[ . . . ]
Artículo 29 bis.  Exención de los patrimonios especialmente protegidos de los 
contribuyentes con discapacidad.

Estarán exentos de este impuesto los bienes y derechos de contenido económico 
computados para la determinación de la base imponible que formen parte del patrimonio 
especialmente protegido del contribuyente, constituido al amparo de la Ley 41/2003, de 
protección patrimonial de las personas con discapacidad y de modificación del Código Civil, 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil y de la normativa tributaria con esta finalidad.

TÍTULO III
Normas sustantivas sobre tributos cedidos de naturaleza indirecta

CAPÍTULO I
Impuesto sobre transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documentados

[ . . . ]
Artículo 32.  Tipo de gravamen reducido en la adquisición de vivienda habitual por familias 
numerosas.

El tipo de gravamen aplicable a la transmisión de un inmueble que vaya a constituir la 
vivienda habitual de una familia numerosa es del 1%, siempre y cuando se cumplan 
simultáneamente todos y cada uno de los requisitos siguientes:

a) Que el contribuyente tenga la consideración de miembro de una familia numerosa. 
Tendrán la consideración de familia numerosa las que define como tales la Ley 40/2003, 
de 18 de noviembre, de Protección de las Familias Numerosas, o la normativa estatal que la 
sustituya, en su caso.

b) Que la suma de las bases imponibles en el impuesto sobre la renta de las personas 
físicas correspondientes a los miembros de la familia numerosa no exceda de 30.000 euros, 
cantidad que deberá incrementarse en 12.000 euros por cada hijo que exceda del número 
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que la legislación vigente establezca como mínimo para que una familia tenga la 
consideración legal de numerosa.

c) En el momento del devengo de la entrega de la nueva vivienda, el contribuyente no 
podrá ser propietario ni nudo propietario ni usufructuario de otra vivienda. En caso de que lo 
fuera, deberá proceder a la transmisión en escritura pública de dichos bienes o dichos 
derechos en un plazo de dos años desde el citado devengo.

Artículo 33.  Tipo de gravamen reducido en la adquisición de vivienda habitual por personas 
con discapacidad.

El tipo de gravamen aplicable en la transmisión de un inmueble que vaya a constituir la 
vivienda habitual del contribuyente que tenga la consideración legal de persona con 
discapacidad física, psíquica o sensorial es del 1%. Se aplicará el mismo tipo impositivo 
cuando la condición de una de estas minusvalías concurra en alguna de las personas por las 
que el contribuyente tenga derecho a aplicar el mínimo familiar. En todo caso, será necesario 
que se cumplan simultáneamente todos y cada uno de los requisitos siguientes:

a) Que el contribuyente o la persona por la que el contribuyente tenga derecho a 
aplicar el mínimo familiar tenga la consideración legal de persona con discapacidad y cuyo 
grado de minusvalía sea igual o superior al 65%, de acuerdo con su normativa específica.

b) Que la suma de las bases imponibles en el impuesto sobre la renta de las personas 
físicas correspondientes a los adquirentes no exceda de 40.000 euros, cantidad que deberá 
incrementarse en 6.000 euros por cada persona por la que el contribuyente tenga derecho a 
aplicar el mínimo familiar, excluido el contribuyente.

c) En el momento del devengo de la entrega de la nueva vivienda, el contribuyente no 
podrá ser propietario ni nudo propietario ni usufructuario de otra vivienda. En caso de que lo 
fuera, deberá proceder a la transmisión en escritura pública de dichos bienes o dichos 
derechos en un plazo de dos años desde el citado devengo.

A los efectos de la aplicación de este tipo de gravamen, se entenderá por mínimo familiar 
y vivienda habitual los definidos a los efectos del impuesto sobre la renta de las personas 
físicas.

[ . . . ]
Disposición adicional primera.  Medidas extraordinarias en el ámbito del impuesto sobre la 
renta de las personas físicas, por la erupción volcánica de la isla de La Palma.

Uno. Deducción por mínimo personal, familiar y por discapacidad.
Para los períodos impositivos 2021 y 2022, los contribuyentes con residencia habitual en 

el año 2021 en la isla de La Palma podrán practicar una deducción en la cuota íntegra 
autonómica equivalente al resultado de aplicar el tipo de gravamen del primer tramo de la 
escala autonómica, sobre una base constituida por el 10 por ciento de cada una de las 
cuantías correspondientes al mínimo del contribuyente y a los mínimos por descendientes, 
ascendientes y discapacidad a que se refieren los artículos 57, 58, 59 y 60 de la Ley 
35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de 
modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no 
Residentes y sobre el Patrimonio, o normas que las sustituyan, siempre que concurra alguna 
de las siguientes situaciones:

a) Que hayan sido desalojados de forma definitiva de los inmuebles donde residían, por 
haber quedado destruidos, inhabitables o inaccesibles, como consecuencia de la erupción 
volcánica iniciada el 19 de septiembre de 2021. Será necesario que, por cualquier medio de 
prueba admitido en derecho, como por ejemplo, certificado de empadronamiento o contrato 
de alquiler, entre otros, se acredite que el día 19 de septiembre de 2021 los contribuyentes 
desalojados tenían su residencia en dichos inmuebles, con independencia del tiempo de 
permanencia en los mismos anterior a dicha fecha.

b) Que los inmuebles donde se ubicaban sus lugares de trabajo o sus medios de 
subsistencia, hayan quedado destruidos, inhabitables o inaccesibles de forma definitiva, 
como consecuencia de la erupción volcánica iniciada el 19 de septiembre de 2021. Será 
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necesario que, por cualquier medio de prueba admitido en derecho, se acredite que en dicha 
fecha esos inmuebles constituían el lugar de trabajo del contribuyente o su medio de 
subsistencia, con independencia del tiempo anterior en que lo hayan sido.

Dos. Deducción por desarraigo.
1. Los contribuyentes que hayan perdido un inmueble por estar destruido, inhabitable o 

inaccesible de forma definitiva, como consecuencia de la erupción volcánica iniciada el 19 de 
septiembre de 2021 en la isla de La Palma, podrán deducirse de la cuota íntegra autonómica 
en los períodos impositivos 2021 y 2022, por cada uno de estos bienes, las siguientes 
cantidades:

– 2.000 euros por la vivienda en la que residían. Será necesario que por cualquier medio 
de prueba admitido en derecho, como por ejemplo, certificado de empadronamiento, entre 
otros, se acredite que el día 19 de septiembre de 2021 los contribuyentes tenían su 
residencia en dicha vivienda, con independencia del tiempo de permanencia anterior a dicha 
fecha.

– 2.000 euros por los inmuebles afectos a actividades empresariales o profesionales, 
incluidas las actividades agrícolas, ganaderas, forestales o pesqueras. Será necesario que 
por cualquier medio de prueba admitido en derecho, se acredite que el día 19 de septiembre 
de 2021 los citados inmuebles estaban afectos a dichas actividades, con independencia del 
tiempo anterior en que lo hayan sido.

– 1.000 euros por el resto de bienes inmuebles.
2. Los contribuyentes que hayan perdido cualquier vehículo a motor que haya 

desaparecido, como consecuencia de la erupción volcánica de la isla de La Palma iniciada el 
19 de septiembre de 2021, podrán deducirse de la cuota íntegra autonómica en el período 
impositivo 2021, por cada uno de estos bienes, las siguientes cantidades:

– 300 euros por los vehículos a motor dotados de más de dos plazas.
– 100 euros por los vehículos a motor dotados de hasta dos plazas.
– 50 euros por los vehículos a motor dotados de una sola plaza.
El vehículo no debe figurar en el momento de su desaparición como dado de baja en el 

registro de la Dirección General de Tráfico o en el registro administrativo correspondiente, ni 
estar embargado por una Administración pública.

3. La existencia y titularidad de los citados bienes, como propietario, usufructuario o nudo 
propietario, debe acreditarse por cualquier medio de prueba admitido en derecho. Cuando 
sean varios los titulares, el importe de la deducción se prorrateará entre ellos de forma 
proporcional a su porcentaje de titularidad. Si un mismo inmueble tiene diferentes usos, 
únicamente se podrá aplicar el importe de la deducción correspondiente a uno de ellos.

4. Las deducciones recogidas en los apartados 1 y 2 de esta disposición, tendrán como 
límite, respectivamente, el 50 y el 10 por 100 de la cuota íntegra autonómica.

Tres. Deducción por la cesión de uso temporal y gratuita de inmuebles ubicados en la 
isla de La Palma.

Con vigencia en los períodos impositivos 2021 y 2022, los contribuyentes podrán 
deducirse de la cuota íntegra autonómica 200 euros por cada uno de los meses completos 
del año en que realicen, a título de precario, la cesión de uso temporal y gratuita de 
inmuebles ubicados en la isla de La Palma, con un límite máximo de 1.500 euros por cada 
inmueble, tanto en tributación individual como conjunta. Cuando sean varios los titulares del 
inmueble, ya sea como propietarios, usufructuarios o nudo propietarios, el importe de la 
deducción se prorrateará entre ellos de forma proporcional a su porcentaje de titularidad.

La cesión de uso ha de ser del inmueble completo, no de una parte, y por un período 
mínimo de 3 meses, y el beneficiario de la misma ha de ser cualquier persona o entidad que 
haya perdido un inmueble, por haber sido destruido o haber quedado inhabitable o 
inaccesible de forma definitiva, como consecuencia de la erupción volcánica iniciada el 19 de 
septiembre de 2021, debiendo acreditar su existencia y titularidad, como propietario, 
usufructuario o nudo propietario, por cualquier medio de prueba admitido en derecho. El 
inmueble debe utilizarse como vivienda o para el desarrollo de una actividad económica, 
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sanitaria, educativa, científica, cultural, social, deportiva o religiosa, sin que quepa su cesión 
a terceros.

Esta deducción, tendrá como límite el 35 por 100 de la cuota íntegra autonómica.
Cuatro. Deducción por gastos de enfermedad.
Los contribuyentes que tengan derecho a aplicar la deducción por el mínimo personal, 

familiar y por discapacidad, recogida en la medida Uno de la disposición adicional primera 
del presente texto refundido, podrán deducir, durante los períodos impositivos 2021 y 2022, 
un 35 por 100 de todos los gastos previstos en el apartado 1 del artículo 16 ter del presente 
texto refundido, en lugar del 10 por 100 en él recogido, sin que les sea de aplicación el límite 
dispuesto en su apartado 3.

Disposición adicional segunda.  Medidas extraordinarias en el ámbito del impuesto sobre 
sucesiones y donaciones, por la erupción volcánica de la isla de La Palma.

Uno. Bonificación excepcional de la cuota en actos mortis causa.
Los sujetos pasivos incluidos en el grupo IV regulado en el artículo 20.2.a) de la Ley 

29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, podrán aplicar 
la bonificación de la cuota prevista en el artículo 24 ter del presente texto refundido para el 
grupo II recogido en el citado artículo 20.2.a), siempre que se cumplan los siguientes 
requisitos:

– Que la adquisición mortis causa se produzca antes del 1 de enero de 2023.
– Que el sujeto pasivo sea una persona física que haya perdido un inmueble, tras su 

desaparición en la erupción volcánica iniciada el 19 de septiembre de 2021, y que este haya 
sido la vivienda en la que residía. Será necesario que, por cualquier medio de prueba 
admitido en derecho, se acredite que el día 19 de septiembre de 2021 tenía su residencia en 
dicha vivienda, con independencia del tiempo de permanencia anterior a dicha fecha.

– Que el sujeto pasivo sea una persona física que haya perdido un inmueble, tras su 
desaparición en la erupción volcánica iniciada el 19 de septiembre de 2021, y que este haya 
sido su lugar de trabajo o su medio de subsistencia. Será necesario que, por cualquier medio 
de prueba admitido en derecho, se acredite que el día 19 de septiembre de 2021 el inmueble 
constituía su lugar de trabajo o su medio de subsistencia, con independencia del tiempo 
anterior en que lo haya sido.

– Que la existencia y titularidad, como propietario, usufructuario o nudo propietario, del 
inmueble desaparecido, se acredite por cualquier medio de prueba admitido en derecho.

Dos. Bonificación excepcional de la cuota en actos inter vivos.
Los sujetos pasivos incluidos en los grupos III y IV regulado en el artículo 20.2.a) de la 

Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, podrán 
aplicar la bonificación de la cuota prevista en el artículo 26 sexies del presente texto 
refundido para el grupo II recogido en el citado artículo 20.2.a), con independencia de su 
formalización en documento público, y siempre que se cumplan los siguientes requisitos:

– Que la adquisición inter vivos se produzca antes del 1 de enero de 2023.
– Que el sujeto pasivo sea una persona física que haya perdido un inmueble, tras su 

desaparición en la erupción volcánica iniciada el 19 de septiembre de 2021, y que este haya 
sido la vivienda en la que residía. Será necesario que, por cualquier medio de prueba 
admitido en derecho, se acredite que el día 19 de septiembre de 2021 tenía su residencia en 
dicha vivienda, con independencia del tiempo de permanencia anterior a dicha fecha.

– Que el sujeto pasivo sea una persona física que haya perdido un inmueble, tras su 
desaparición en la erupción volcánica iniciada el 19 de septiembre de 2021, y que este haya 
sido su lugar de trabajo o su medio de subsistencia. Será necesario que, por cualquier medio 
de prueba admitido en derecho, se acredite que el día 19 de septiembre de 2021 el inmueble 
constituía su lugar de trabajo o su medio de subsistencia, con independencia del tiempo 
anterior en que lo haya sido.

– Que la existencia y titularidad, como propietario, usufructuario o nudo propietario, del 
inmueble desaparecido, se acredite por cualquier medio de prueba admitido en derecho.
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Téngase en cuenta que las expresiones contenidas en esta disposición respecto de que 
«haya perdido un inmueble, tras su desaparición en la erupción volcánica iniciada el 19 de 
septiembre de 2021», han de entenderse equiparadas a inmuebles que se hayan perdido por 
haber quedado destruidos, inhabitables o inaccesibles de forma definitiva, como consecuencia 
de la erupción volcánica iniciada el 19 de septiembre de 2021 en la isla de La Palma, según 
establece la disposicion adicional 1 del Decreto-ley 2/2022, de 10 de febrero. Ref. BOE-
A-2022-10045

Disposición adicional tercera.  Medida extraordinaria en el ámbito de la Tasa fiscal sobre 
rifas, tómbolas, apuestas y combinaciones aleatorias, por la erupción volcánica de la isla de 
La Palma.

Estarán exentas de la Tasa fiscal sobre rifas, tómbolas, apuestas y combinaciones 
aleatorias las rifas autorizadas o celebradas desde el día 19 de septiembre de 2021 hasta el 
día 31 de diciembre de 2022, cuyos ingresos brutos vayan destinados en su totalidad a un 
ente público o a una entidad sin ánimo de lucro, con sede en la isla de La Palma.

Disposición adicional cuarta.  Medidas extraordinarias en el ámbito del impuesto sobre la 
renta de las personas físicas, por la situación inflacionaria.

Uno. Mejora de la deducción por gastos de estudios.
1. Durante el período impositivo 2022 y 2023, los contribuyentes podrán deducirse por 

cada descendiente o adoptado soltero menor de 25 años, que dependa económicamente de 
él y que curse los estudios de educación superior previstos en el apartado 5 del artículo 3 de 
la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, fuera de la isla en la que se encuentre 
la residencia habitual del contribuyente, la cantidad de 1.800 euros.

La deducción, que se aplicará en la declaración correspondiente al periodo impositivo en 
que se inicie el curso académico, tendrá como límite el 40 por 100 de la cuota íntegra 
autonómica. Se asimilan a descendientes aquellas personas vinculadas con el contribuyente 
por razón de tutela o acogimiento no remunerado, en los términos previstos en la legislación 
vigente.

La cuantía de la deducción será de 1.920 euros para los contribuyentes cuya base 
liquidable sea inferior a 36.300 euros.

2. Esta deducción no se aplicará cuando concurra cualquiera de los siguientes 
supuestos:

a) cuando los estudios no abarquen un curso académico completo o un mínimo de 30 
créditos;

b) cuando en la isla de residencia del contribuyente exista oferta educativa pública, 
diferente de la virtual o a distancia, para la realización de los estudios que determinen el 
traslado a otro lugar para ser cursados;

c) cuando el contribuyente haya obtenido rentas en el periodo impositivo en que se 
origina el derecho a la deducción, por importe superior a 42.900 euros; en el supuesto de 
tributación conjunta, cuando la unidad familiar haya obtenido rentas por importe superior a 
57.200 euros;

d) cuando el descendiente que origina el derecho a la deducción haya obtenido rentas en 
el periodo impositivo por importe superior a 8.000 euros o, cualquiera que sea su importe, 
rentas procedentes exclusivamente de ascendientes por consanguinidad o de entidades en 
las que los ascendientes tengan una participación de un mínimo del 5 por 100 del capital, 
computado individualmente, o un mínimo del 20 por 100 computado conjuntamente los 
ascendientes.

3. Cuando varios contribuyentes tengan distinto grado de parentesco con quien curse los 
estudios que originan el derecho a la deducción, solamente podrán practicar la deducción los 
de grado más cercano.
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Cuando dos o más contribuyentes tengan derecho a esta deducción y no opten o no 
puedan optar por la tributación conjunta, la deducción se prorrateará entre ellos.

4. Esta deducción, para el período impositivo 2022 y 2023, sustituye a la prevista en el 
artículo 7 del presente texto refundido.

Dos. Mejora de la deducción por gastos de estudios en educación infantil, primaria, 
enseñanza secundaria obligatoria, bachillerato y formación profesional de grado medio.

1. Durante el período impositivo 2022 y 2023, los contribuyentes podrán deducirse las 
cantidades satisfechas en el periodo impositivo por la adquisición de material escolar, libros 
de texto, transporte y uniforme escolar, comedores escolares y refuerzo educativo, hasta un 
máximo de 120 euros, por el primer descendiente o adoptado y 60 euros adicionales por 
cada uno de los restantes, que den lugar a la aplicación del mínimo por descendiente y que 
se encuentre escolarizado en educación infantil, primaria, enseñanza secundaria obligatoria, 
bachillerato y formación profesional de grado medio.

Esta deducción no se aplicará cuando el contribuyente haya obtenido rentas en el 
periodo impositivo en que se origina el derecho a la deducción, por importe superior a 42.900 
euros; en el supuesto de tributación conjunta, cuando la unidad familiar haya obtenido rentas 
por importe superior a 57.200 euros.

Se asimilan a descendientes aquellas personas vinculadas con el contribuyente por 
razón de tutela o acogimiento no remunerado, en los términos previstos en la legislación 
vigente.

El gasto se deberá justificar a través de factura que debe cumplir todas las condiciones 
establecidas en el Reglamento por el que se regulan las obligaciones de facturación 
aprobado por el Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre. La factura recibida por el 
contribuyente deberá conservarse durante el plazo de prescripción, admitiéndose copia de la 
misma en el supuesto de que dos o más contribuyentes tengan derecho a la deducción y no 
opten, o no puedan optar, por la tributación conjunta.

2. Cuando varios contribuyentes tengan distinto grado de parentesco con quien curse los 
estudios que originan el derecho a la deducción, solamente podrán practicar la deducción los 
de grado más cercano.

Cuando dos o más contribuyentes tengan derecho a esta deducción, la deducción se 
prorrateará entre ellos por partes iguales.

3. Esta deducción, para el período impositivo 2022 y 2023, sustituye a la prevista en el 
artículo 7 bis del presente texto refundido.

Tres. Mejora de las deducciones por nacimiento o adopción de hijos.
1. Durante el período impositivo 2022 y 2023, los contribuyentes podrán deducirse la 

cantidad que en cada caso corresponda de las siguientes:
a) Por cada hijo nacido o adoptado en el período impositivo que conviva con el 

contribuyente:
– 240 euros, cuando se trate del primero o segundo hijo.
– 480 euros, cuando se trate del tercero.
– 720 euros, cuando se trate del cuarto.
– 840 euros, cuando se trate del quinto o sucesivos.
b) En caso de que el hijo nacido o adoptado tenga una minusvalía física, psíquica o 

sensorial igual o superior al 65 por ciento, siempre que dicho hijo haya convivido con el 
contribuyente ininterrumpidamente desde su nacimiento o adopción hasta el final del período 
impositivo, la cantidad a deducir será la que proceda de entre las siguientes, además de la 
que proceda por la aplicación del apartado a) anterior:

– 480 euros, cuando se trate del primer o segundo hijo que padezca dicha discapacidad.
– 960 euros, cuando se trate del tercer o posterior hijo que padezca dicha discapacidad, 

siempre que sobrevivan los anteriores discapacitados.
c) Cuando ambos progenitores o adoptantes tengan derecho a la deducción y no opten 

por la tributación conjunta, su importe se prorrateará entre ellos por partes iguales.
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d) Para determinar el número de orden del hijo nacido o adoptado se atenderá a los hijos 
que convivan con el contribuyente a la fecha de devengo del impuesto, computándose a 
dichos efectos tanto los hijos naturales como los adoptivos.

e) A los efectos previstos en el presente artículo se considerará que conviven con el 
contribuyente, entre otros, los hijos nacidos o adoptados que, dependiendo del mismo, estén 
internados en centros especializados.

2. Solo tendrán derecho a la aplicación de esta deducción los contribuyentes que no 
hayan obtenido rentas en el periodo impositivo en que se origina el derecho a la deducción 
por importe superior a 42.900 euros; y, en el supuesto de tributación conjunta, cuando la 
unidad familiar no haya obtenido rentas por importe superior a 57.200 euros.

3. Esta deducción, para el período impositivo 2022 y 2023, sustituye a la prevista en el 
artículo 10 del presente texto refundido.

Cuatro. Mejora de la deducción por contribuyentes con discapacidad y mayores de 65 
años.

1. Durante el período impositivo 2022 y 2023, los contribuyentes podrán deducirse las 
siguientes cantidades, compatibles entre sí, por circunstancias personales:

a) 360 euros, por cada contribuyente con discapacidad igual o superior al 33 por ciento.
b) 144 euros, por cada contribuyente mayor de 65 años.
2. Solo tendrán derecho a la aplicación de esta deducción los contribuyentes que no 

hayan obtenido rentas en el periodo impositivo en que se origina el derecho a la deducción 
por importe superior a 42.900 euros; y, en el supuesto de tributación conjunta, cuando la 
unidad familiar no haya obtenido rentas por importe superior a 57.200 euros.

3. Esta deducción, para el período impositivo 2022 y 2023, sustituye a la prevista en el 
artículo 11 del presente texto refundido.

Cinco. Mejora de la deducción por acogimiento de menores.
1. Durante el período impositivo 2022 y 2023, los contribuyentes podrán deducir la 

cantidad de 300 euros por cada menor en régimen de acogimiento familiar de urgencia, 
temporal o permanente previsto en el artículo 173 bis del Código Civil, siempre que convivan 
con el menor la totalidad del periodo impositivo. Si la convivencia es inferior al periodo 
impositivo, la cuantía de la deducción se prorrateará por los días reales de convivencia en el 
periodo impositivo.

2. No dará lugar a esta deducción cuando la adopción del menor se produzca durante el 
periodo impositivo.

3. Cuando dos o más contribuyentes tengan derecho a esta deducción y no opten o no 
puedan optar por la tributación conjunta, la deducción se prorrateará entre ellos por partes 
iguales.

4. Esta deducción, para el período impositivo 2022 y 2023, sustituye a la prevista en el 
artículo 11 bis del presente texto refundido.

Seis. Mejora de la deducción para familias monoparentales.
1. Durante el período impositivo 2022 y 2023, los contribuyentes que tengan a su cargo 

descendientes podrán deducir la cantidad única de 120 euros, siempre que no conviva con 
cualquier otra persona distinta a los citados descendientes, salvo que se trate de 
ascendientes que generen el derecho a la aplicación del mínimo por ascendientes.

Se considerarán descendientes a los efectos de la presente deducción:
a) Los hijos menores de edad, tanto por relación de paternidad como de adopción, 

siempre que convivan con el contribuyente y no tengan rentas anuales, excluidas las 
exentas, superiores a 8.000 euros.

b) Los hijos mayores de edad con discapacidad, tanto por relación de paternidad como 
de adopción, siempre que convivan con el contribuyente y no tengan rentas anuales, 
excluidas las exentas, superiores a 8.000 euros.

c) Los descendientes a que se refieren las letras a) y b) anteriores que, sin convivir con 
el contribuyente, dependan económicamente de él y estén internados en centros 
especializados.
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Se asimilarán a descendientes aquellas personas vinculadas al contribuyente por razón 
de tutela y acogimiento, en los términos previstos en la legislación vigente.

2. En caso de convivencia con descendientes que no den derecho a deducción, no se 
perderá el derecho a la misma siempre y cuando las rentas anuales del descendiente, 
excluidas las exentas, no sean superiores a 8.000 euros.

3. Esta deducción no se aplicará cuando el contribuyente haya obtenido rentas en el 
periodo impositivo en que se origina el derecho a la deducción, por importe superior a 42.900 
euros; en el supuesto de tributación conjunta, cuando la unidad familiar haya obtenido rentas 
por importe superior a 57.200 euros.

4. Cuando a lo largo del periodo impositivo se lleve a cabo una alteración de la situación 
familiar por cualquier causa, a efectos de aplicación de la deducción, se entenderá que ha 
existido convivencia cuando tal situación se haya producido durante al menos 183 días al 
año.

5. Esta deducción, para el período impositivo 2022 y 2023, sustituye a la prevista en el 
artículo 11 ter del presente texto refundido.

Siete. Mejora de la deducción por gastos de guardería.
1. Durante el período impositivo 2022 y 2023, por los niños menores de 3 años, los 

progenitores o tutores con quienes convivan podrán deducirse el 18 por 100 de las 
cantidades satisfechas en el periodo impositivo por los gastos de guardería, con un máximo 
de 480 euros anuales por cada niño.

Se asimilan a descendientes aquellas personas vinculadas con el contribuyente por 
razón de tutela o acogimiento no remunerado, en los términos previstos en la legislación 
vigente.

A los efectos de esta deducción se entiende por guardería todo centro autorizado por la 
consejería competente del Gobierno de Canarias para la custodia de niños menores de 3 
años.

El gasto de guardería se deberá justificar a través de factura que debe cumplir todas las 
condiciones establecidas en el Reglamento por el que se regulan las obligaciones de 
facturación aprobado por el Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre. La factura 
recibida por el contribuyente deberá conservarse durante el plazo de prescripción, 
admitiéndose copia de la misma en el supuesto de que dos o más contribuyentes tengan 
derecho a la deducción y no opten, o no puedan optar, por la tributación conjunta.

2. Son requisitos para poder practicar esta deducción que ninguno de los contribuyentes, 
hayan obtenido rentas por importe superior a 42.900 euros en el periodo impositivo. En el 
supuesto de tributación conjunta, este requisito se entenderá cumplido si la renta de la 
unidad familiar no excede de 57.200 euros.

3. Cuando dos o más contribuyentes tengan derecho a la deducción y no opten, o no 
puedan optar, por la tributación conjunta, su importe se prorrateará entre ellos por partes 
iguales.

La deducción y el límite a la misma en el periodo impositivo en el que el niño cumpla los 
3 años se calcularán de forma proporcional al número de meses en que se cumplan los 
requisitos previstos en el presente artículo.

4. Esta deducción, para el período impositivo 2022 y 2023, sustituye a la prevista en el 
artículo 12 del presente texto refundido.

Ocho. Mejora de la deducción por familia numerosa.
1. Durante el período impositivo 2022 y 2023, el contribuyente que posea, a la fecha del 

devengo del impuesto, el título de familia numerosa, expedido por el órgano competente en 
materia de servicios sociales del Gobierno de Canarias o por los órganos correspondientes 
del Estado o de otras comunidades autónomas, podrá deducirse las siguientes cantidades 
según corresponda:

– 540 euros, cuando se trate de familia numerosa de categoría general.
– 720 euros, cuando se trate de familia numerosa de categoría especial.
Cuando alguno de los cónyuges o descendientes a los que sea de aplicación el mínimo 

personal y familiar del impuesto tenga un grado de minusvalía física, psíquica o sensorial 
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igual o superior al 65 por 100, la deducción anterior será de 1.200 y 1.320 euros, 
respectivamente.

2. Las condiciones necesarias para la consideración de familia numerosa y su 
clasificación por categorías se determinarán con arreglo a lo establecido en la Ley 40/2003, 
de 18 de noviembre, de Protección a las Familias Numerosas.

Esta deducción se practicará por el contribuyente con quien convivan los restantes 
miembros de la familia numerosa. Cuando estos convivan con más de un contribuyente, el 
importe de la deducción se prorrateará por partes iguales en la declaración de cada uno.

Esta deducción es compatible con las relativas al nacimiento o adopción de un hijo.
3. Esta deducción, para el período impositivo 2022 y 2023, sustituye a la prevista en el 

artículo 13 del presente texto refundido.
Nueve. Mejora de la deducción por inversión en vivienda habitual.
1. Sin perjuicio de la aplicación en el tramo autonómico de la deducción por inversión en 

vivienda habitual contemplada en la normativa estatal del impuesto sobre la renta de las 
personas físicas, se establece una deducción por las cantidades satisfechas en el periodo 
impositivo, por la adquisición de la vivienda que constituya o vaya a constituir la residencia 
habitual del contribuyente, en los mismos términos y siempre que concurran los mismos 
requisitos exigidos en el artículo 68.1 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los 
Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio, según 
redacción vigente el 1 de enero de 2012. El porcentaje de deducción aplicable durante el 
período impositivo 2022 y 2023, será el que corresponda de los siguientes:

– Si la renta es inferior a 16.500 euros: el 5 por 100.
– Si la renta es igual o superior a 16.500 euros e inferior a 33.000 euros: el 3,5 por 100.
2. La presente deducción no será de aplicación a las cantidades destinadas a la 

rehabilitación, reforma o adecuación por razón de discapacidad, de la vivienda habitual.
3. Esta deducción, para el período impositivo 2022 y 2023, sustituye a la prevista en el 

artículo 14 del presente texto refundido.
Diez. Mejora de la deducción por obras de rehabilitación energética de la vivienda 

habitual.
1. Durante el período impositivo 2022 y 2023, los contribuyentes podrán practicar la 

deducción del 12 por 100, y con el límite del 10 por 100 de la cuota íntegra autonómica, de 
las cantidades destinadas a las obras de rehabilitación energética en la vivienda habitual del 
contribuyente en los términos expresados en el artículo anterior.

La vivienda habitual deberá ser propiedad del contribuyente.
No darán derecho a practicar esta deducción las obras realizadas en plazas de garaje, 

jardines, parques, piscinas e instalaciones deportivas y otros elementos análogos.
A los efectos de la presente deducción, se entenderá por obras de rehabilitación 

energética las destinadas a la mejora del comportamiento energético de las edificaciones 
reduciendo su demanda energética, al aumento del rendimiento de los sistemas e 
instalaciones térmicas o a la incorporación de equipos que utilicen fuentes de energía 
renovables. También tendrán tal consideración las de mejora de las instalaciones de 
suministro e instalación de mecanismos que favorezcan el ahorro de agua, así como la 
implantación de redes de saneamiento separativas en el edificio y otros sistemas que 
favorezcan la reutilización de las aguas grises y pluviales en el mismo edificio o en la parcela 
o que reduzcan el volumen de vertido al sistema público de alcantarillado. En el supuesto de 
edificaciones en régimen de propiedad horizontal en que la obra de rehabilitación energética 
sea contratada por la comunidad de propietarios, el importe del gasto se imputará a los 
diferentes propietarios con derecho a deducción en función de su cuota de participación.

2. La obra de rehabilitación energética deberá acreditarse mediante los certificados de 
calificación energética, en los términos establecidos en el Real Decreto 390/2021, de 1 de 
junio, por el que se aprueba el procedimiento básico para la certificación de la eficiencia 
energética de los edificios, debidamente inscritos en el Registro de certificados de eficiencia 
energética de edificios de la consejería competente en materia de industria, en el que conste 
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el certificado obtenido antes de la realización de las obras rehabilitación energética y el 
expedido tras las mismas.

3. La base de la deducción estará constituida por las cantidades satisfechas, mediante 
tarjeta de crédito o débito, transferencia bancaria, cheque nominativo o ingreso en cuenta en 
entidades de crédito, a las personas o entidades que realicen las obras. En ningún caso 
darán derecho a practicar esta deducción las cantidades satisfechas mediante entregas de 
dinero de curso legal.

La base máxima anual de esta deducción será de 7.000 euros por contribuyente.
El gasto de las obras de rehabilitación energética se deberá justificar a través de factura 

que debe cumplir todas las condiciones establecidas en el Reglamento por el que se regulan 
las obligaciones de facturación aprobado por el Real Decreto 1619/2012, de 30 de 
noviembre. En el supuesto de edificaciones en régimen de propiedad horizontal en que la 
obra de rehabilitación energética sea contratada por la comunidad de propietarios, esta 
certificará el importe del gasto imputable a cada vivienda y que ha sido efectivamente 
satisfecho por el propietario en el periodo impositivo.

La factura recibida por el contribuyente o, en su caso, la certificación emitida por la 
comunidad de propietarios, deberá conservarse durante el plazo de prescripción, 
admitiéndose copia de la misma en el supuesto de que dos o más contribuyentes tengan 
derecho a la deducción y no opten, o no puedan optar, por la tributación conjunta.

4. No generarán derecho a la presente deducción las cantidades destinadas a mobiliario 
o a electrodomésticos.

5. Cuando dos o más contribuyentes tengan derecho a la deducción y no opten, o no 
puedan optar, por la tributación conjunta, su importe se prorrateará entre ellos por partes 
iguales.

6. La presente deducción es incompatible con la deducción por cantidades destinadas a 
restauración, rehabilitación o reparación y con la deducción por inversión en vivienda 
habitual reguladas en los artículos 6 y 14, respectivamente, del presente texto refundido, no 
pudiendo aplicarse sobre las mismas cantidades ambas deducciones.

7. Esta deducción, para el período impositivo 2022 y 2023, sustituye a la prevista en el 
artículo 14 bis del presente texto refundido.

Once. Mejora de la deducción por obras de adecuación de la vivienda habitual por razón 
de discapacidad.

Sin perjuicio de la aplicación del tramo autonómico de la deducción por inversión en 
vivienda habitual contemplada en la normativa estatal del impuesto sobre la renta de las 
personas físicas, se establece una deducción de las cantidades satisfechas en el periodo 
impositivo, por las obras o instalaciones de adecuación de la vivienda habitual por razón de 
discapacidad a que se refiere la normativa estatal del impuesto sobre la renta de las 
personas físicas, en los mismos términos y siempre que concurran los mismos requisitos 
exigidos en el artículo 68.1 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre 
Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio, según redacción 
vigente el 1 de enero de 2012. El porcentaje de deducción aplicable durante el período 
impositivo 2022 y 2023, será el 14 por 100.

Esta deducción, para el período impositivo 2022 y 2023, sustituye a la prevista en el 
artículo 14 ter del presente texto refundido.

Once bis. Límite en las deducciones mejoradas de los apartados nueve, diez y once.
Durante el periodo impositivo 2022 y 2023, el importe de las deducciones previstas en 

los apartados nueve, diez y once anteriores, no podrá superar el 15 por 100 de la cuota 
íntegra autonómica.

Doce. Mejora de la deducción por alquiler de vivienda habitual.
1. Durante el período impositivo 2022 y 2023, los contribuyentes podrán deducirse el 24 

por 100 de las cantidades satisfechas en el período impositivo, con un máximo de 720 euros 
anuales, por el alquiler de su vivienda habitual, siempre que concurran los siguientes 
requisitos:
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a) Que no hayan obtenido rentas superiores a 22.000 euros en el período impositivo. 
Este importe se incrementará en 11.000 euros en el supuesto de opción por la tributación 
conjunta.

b) Que las cantidades satisfechas en concepto de alquiler excedan del 10% de las rentas 
obtenidas en el período impositivo que a estos efectos se descontará, si lo hubiere, el 
importe de las subvenciones que por este concepto hubiera percibido el arrendatario.

A estos efectos el concepto de vivienda habitual será el contenido en la correspondiente 
Ley del impuesto sobre la renta de las personas físicas.

2. La aplicación de la presente deducción queda condicionada a la declaración por parte 
del contribuyente del NIF del arrendador, de la identificación catastral de la vivienda habitual 
y del canon arrendaticio anual.

3. Esta deducción, para el período impositivo 2022 y 2023, sustituye a la prevista en el 
artículo 15 del presente texto refundido.

Trece. Mejora de la deducción por contribuyentes desempleados.
1. Durante el período impositivo 2022 y 2023, los contribuyentes que perciban 

prestaciones por desempleo podrán deducir la cantidad de 120 euros siempre que se 
cumplan los siguientes requisitos:

– Tener residencia habitual en las islas Canarias.
– Estar en situación legal de desempleo durante más de 6 meses del período impositivo.
– La suma de los rendimientos íntegros del trabajo ha de ser superior a 11.200 euros e 

igual o inferior a 22.000 euros, tanto en tributación individual como en tributación conjunta. 
Estas cuantías serán para cada período impositivo las equivalentes en la normativa 
reguladora del impuesto sobre la renta de las personas físicas a efectos de la obligación de 
declarar.

– La suma de la base imponible general y del ahorro, excluida la parte correspondiente a 
los rendimientos del trabajo, no podrá superar la cantidad de 1.600 euros.

2. Esta deducción, para el período impositivo 2022 y 2023, sustituye a la prevista en el 
artículo 16 bis del presente texto refundido.

Catorce. Mejora de la deducción por gasto de enfermedad.
1. Durante el período impositivo 2022 y 2023, los contribuyentes podrán deducir un 12 

por 100 de los gastos y honorarios profesionales abonados durante el periodo impositivo por 
la prestación de servicios realizada por quienes tengan la condición de profesionales 
médicos o sanitarios, excepto farmacéuticos, conforme a lo dispuesto en los artículos 2 y 3 
de la Ley 44/2003, de 21 de noviembre, de ordenación de las profesiones sanitarias, por 
motivo de la prevención, diagnóstico y tratamiento de enfermedades, salud dental, embarazo 
y nacimiento de hijos, accidentes e invalidez, tanto propios como de las personas que se 
incluyan en el mínimo familiar. En ningún caso se incluye la asistencia con fines estéticos, 
excepto cuando constituyan la reparación de daños causados por accidentes o 
intervenciones que afecten a las personas y los tratamientos destinados a la identidad 
sexual.

En el mismo período, los contribuyentes podrán deducir un 12 por 100 de los gastos en 
la adquisición de aparatos y complementos, incluidas las gafas graduadas y las lentillas, que 
por sus características objetivas solo puedan destinarse a suplir las deficiencias físicas de 
las personas.

Esta deducción tendrá un límite anual de 600 euros en tributación individual y 840 euros 
en tributación conjunta. Estos límites se incrementarán en 100 euros en tributación individual 
cuando el contribuyente sea una persona con discapacidad y acredite un grado de 
discapacidad igual o superior al 65 por 100.

2. La base de esta deducción estará constituida por las cantidades justificadas con 
factura y satisfechas, mediante tarjeta de crédito o débito, transferencia bancaria, cheque 
nominativo o ingreso en cuenta en entidades de crédito, a las personas o entidades que 
presten los servicios o entreguen los bienes. En ningún caso darán derecho a practicar esta 
deducción las cantidades satisfechas mediante entregas de dinero de curso legal.
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La factura deberá cumplir todas las condiciones establecidas en el Reglamento por el 
que se regulan las obligaciones de facturación aprobado por el Real Decreto 1619/2012, de 
30 de noviembre. La factura recibida por el contribuyente deberá conservarse durante el 
plazo de prescripción.

3. Solo tendrán derecho a la aplicación de esta deducción los contribuyentes que no 
hayan obtenido rentas en el período impositivo en que se origina el derecho a la deducción 
por importe superior a 42.900 euros; y, en el supuesto de tributación conjunta, cuando la 
unidad familiar no haya obtenido rentas por importe superior a 57.200 euros.

4. Esta deducción, para el período impositivo 2022 y 2023, sustituye a la prevista en el 
artículo 16 ter del presente texto refundido.

Quince. Mejora de la deducción por familiares dependientes con discapacidad.
1. Durante el período impositivo 2022 y 2023, los contribuyentes que tengan derecho a la 

aplicación del mínimo por discapacidad de descendientes o ascendientes conforme a la 
normativa estatal del impuesto sobre la renta de las personas físicas, siempre que tales 
descendientes o ascendientes tuvieran una discapacidad igual o superior al 65 por 100, 
podrán deducirse de la cuota íntegra autonómica la cantidad de 600 euros por persona con 
discapacidad.

2. Esta deducción no se aplicará cuando el contribuyente haya obtenido rentas en el 
periodo impositivo en que se origina el derecho a la deducción, por importe superior a 42.900 
euros; en el supuesto de tributación conjunta, cuando la unidad familiar haya obtenido rentas 
por importe superior a 57.200 euros.

3. Cuando varios contribuyentes tengan derecho a la aplicación de la deducción prevista 
en el presente artículo, se estará a las reglas del prorrateo, convivencia y demás límites 
previstos en la normativa estatal del impuesto sobre la renta de las personas físicas.

4. Esta deducción, para el período impositivo 2022 y 2023, sustituye a la prevista en el 
artículo 16 quáter del presente texto refundido.

Dieciséis. Deducción por alza de precios.
1. Durante el periodo impositivo 2022, los contribuyentes podrán deducirse en la cuota 

íntegra autonómica de cada autoliquidación, con el fin de paliar los efectos del alza de 
precios en la aplicación de sus rentas por la cesta de la compra, las siguientes cantidades:

– 225 euros, cuando el importe de la renta obtenida por el contribuyente, en este periodo 
impositivo, sea inferior a 20.000 euros.

– 175 euros, cuando el importe de la renta obtenida en este período impositivo por el 
contribuyente sea igual o superior a 20.000 euros e inferior a 25.000 euros.

– 125 euros, cuando el importe de la renta obtenida en este periodo impositivo por el 
contribuyente sea igual o superior a 25.000 euros e inferior a 30.000 euros.

2. El límite del nivel de renta citado en el apartado 1 se elevará en 10.000 euros en los 
casos en los que se opte por la tributación conjunta.

3. Se tomarán en consideración los gastos satisfechos por el contribuyente en los 
siguientes grupos que componen la cesta de la compra del Índice de Precios de Consumo: 
01 (alimentos y bebidas no alcohólicas), 03 (vestido y calzado), 04 (vivienda) y 06 
(medicina).

Diecisiete. Ajuste de la escala autonómica.
Para el periodo impositivo 2022 y 2023, la escala autonómica aplicable a la base 

liquidable general, a que se refiere el artículo 74.1 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes 
de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio, 
en redacción dada por la Ley 39/2010, de 22 de diciembre, de Presupuestos Generales del 
Estado para el año 2011, será la siguiente:

Tramos Base liquidable
(desde euros) Cuota íntegra Resto base liquidable

(hasta euros) Tipo aplicable (%)

1 0 0 13.010 9,00
2 13.010 1.170,90 5.458 11,50
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Tramos Base liquidable
(desde euros) Cuota íntegra Resto base liquidable

(hasta euros) Tipo aplicable (%)

3 18.468 1.798,57 15.859 14,00
4 34.327 4.018,83 20.949 18,50
5 55.276 7.894,39 34.724 23,50
6 90.000 16.054,53 30.000 25,00
7 120.000 23.554,53 en adelante 26,00

[ . . . ]
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§ 18

Ley 2/2003, de 30 de enero, de Vivienda de Canarias. [Inclusión 
parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 27, de 10 de febrero de 2003
«BOE» núm. 56, de 6 de marzo de 2003

Última modificación: 28 de diciembre de 2020
Referencia: BOE-A-2003-4607

TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
1. La presente ley tiene por objeto regular las acciones que permitan hacer efectivo el 

derecho de la ciudadanía a una vivienda digna y adecuada, previsto por el artículo 47 de la 
Constitución, en el territorio de la Comunidad Autónoma de Canarias.

2. En materia de vivienda, forma parte del contenido esencial del derecho de propiedad 
privada el deber de destinar de forma efectiva el bien al uso habitacional previsto por el 
ordenamiento jurídico en coherencia con la función social que debe cumplir, así como 
mantener, conservar y rehabilitar la vivienda en los términos contemplados en la legislación 
vigente.

Téngase en cuenta que se declara que es constitucional el apartado 2, en la redacción 
dada por la Ley 2/2014, de 20 de junio Ref. BOE-A-2014-7325, interpretado de acuerdo con el 
fundamento jurídico 5.a), por Sentencia 43/2018, de 26 de abril. Ref. BOE-A-2018-7139.

3. El ejercicio de las potestades inspectoras y sancionadoras en materia de vivienda se 
constituye en garantía legal del efectivo cumplimiento del derecho a una vivienda digna y 
adecuada.

[ . . . ]
TÍTULO IV

De las viviendas protegidas

[ . . . ]
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CAPÍTULO II
Clases de viviendas protegidas

[ . . . ]
Artículo 47.  Adjudicación.

1. La adjudicación de viviendas protegidas se realizará de acuerdo con los principios de 
justicia, equidad y solidaridad, de forma que prevalezca el acceso a las mismas a las familias 
más necesitadas En todo caso constituirá requisito ineludible para acceder a una vivienda 
protegida, la inscripción en el Registro Público de Demandantes de Vivienda Protegida de 
Canarias.

Reglamentariamente se establecerán los requisitos que han de reunir los demandantes 
de vivienda protegida de promoción pública para ser inscritos en el Registro Público de 
Demandantes de Vivienda Protegida de Canarias, de tal forma que se garantice el acceso al 
mismo a las familias con menos recursos y mayores necesidades de vivienda.

Dichos requisitos se establecerán teniendo en cuenta los siguientes aspectos de la 
unidad familiar:

a) Composición.
b) Recursos económicos, incluyendo la renta familiar y su patrimonio.
c) Régimen de uso y condiciones de habitabilidad de los alojamientos que ocupe.
d) Situación de hacinamiento.
e) Familias en situación de riesgo.
f) Necesidades especiales de la unidad familiar, tales como tener el reconocimiento de la 

condición de familia numerosa, o tener a su cargo personas dependientes o con 
discapacidad, personas mayores o víctimas de violencia de género.

2. El procedimiento para adjudicar las viviendas protegidas de promoción pública se 
regulará reglamentariamente mediante orden de la persona titular de la consejería 
competente en materia de vivienda, pudiendo adoptar la modalidad de baremación, sorteo o 
cualquier otro sistema que se estime adecuado para dar cumplimiento a los principios 
regulados en el apartado 1 de este artículo.

3. Dentro de cada promoción se establecerán reservas de viviendas, que tendrán la 
consideración de cupos especiales, para atender a personas en situación de limitación, 
movilidad o comunicación reducida en los términos del artículo 10 de la Ley 8/1995, de 6 de 
abril, de accesibilidad y supresión de barreras físicas y de la comunicación, así como para 
emigrantes retornados. Asimismo, dentro de cada promoción podrán reservarse viviendas 
para composiciones familiares reducidas o para atender situaciones excepcionales de 
interés público que conlleven la demolición de viviendas o el realojo de sus usuarios o 
cualquier otra medida de análoga naturaleza.

4. Se reservará en cada grupo de viviendas un porcentaje que se determinará 
reglamentariamente destinado a unidades familiares cuyo titular tenga una edad inferior a 
treinta y cinco años, personas mayores de sesenta y cinco años y mujeres víctimas de malos 
tratos.

[ . . . ]
TÍTULO VII

De las viviendas libres

Artículo 77.  Concepto.
A los efectos de esta ley se entiende por vivienda libre toda edificación destinada a 

morada o habitación, permanente o por temporada, promovida por persona física o jurídica, 
pública o privada, que no esté acogida a los regímenes de protección pública de la vivienda 
y cumpla los requisitos que exija la normativa vigente.

[ . . . ]
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Artículo 78.  Regulación.
El Gobierno dictará las disposiciones reglamentarias que sean precisas, en desarrollo de 

la legislación básica y autonómica aplicable, relativas a:
a) Seguridad estructural y constructiva.
b) Adecuación de los materiales e instalaciones a la normativa vigente.
c) Condiciones de habitabilidad.
d) Adecuación al medio geográfico y social.
e) Accesibilidad para las personas con movilidad reducida.
f) Uso habitacional efectivo, conservación y rehabilitación adecuados.

[ . . . ]
Disposición adicional octava.  De los pisos tutelados.

Las viviendas protegidas de promoción pública podrán destinarse a pisos tutelados, 
debiéndose determinar reglamentariamente, entre otros aspectos, los requisitos de acceso a 
las mismas, su adjudicación, superficie máxima, los derechos y obligaciones de las 
entidades tutelantes y el número de viviendas destinadas a dicho uso que ha de reservarse 
en cada promoción.

[ . . . ]
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§ 19

Ley 8/1995, de 6 de abril, de Accesibilidad y Supresión de Barreras 
Físicas y de la Comunicación

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 50, de 24 de abril de 1995

«BOE» núm. 122, de 23 de mayo de 1995
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1995-12103

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento de Canarias ha aprobado y yo, en 
nombre del Rey y de acuerdo con lo que establece el artículo 11.7 del Estatuto de 
Autonomía, promulgo y ordeno la publicación de la Ley sobre accesibilidad y supresión de 
barreras físicas y de la comunicación.

La Constitución Española, en su artículo 9.2, establece que corresponde a los poderes 
públicos promover las condiciones para que la libertad e igualdad del individuo sean reales y 
efectivas y removerán los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud. Dentro de este 
contexto, el artículo 49 contiene un mandato a los poderes públicos para que realicen una 
política de integración de los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos y los amparen para 
el disfrute de los derechos reconocidos en el título I de nuestra Carta Magna.

En cumplimiento de este mandato constitucional se dictó la Ley 13/1982, de 7 de abril, 
de Integración Social de los Minusválidos, en cuyo título IX se recogen una serie de medidas 
tendentes a facilitar la movilidad y accesibilidad de este colectivo, a cuyo fin las 
administraciones públicas competentes deberán aprobar las normas urbanísticas y 
arquitectónicas básicas.

Ese mismo principio de igualdad viene recogido en el artículo 5 del Estatuto de 
Autonomía de Canarias, que establece que los ciudadanos de Canarias son titulares de 
derechos y deberes fundamentales establecidos en la Constitución y que los poderes 
públicos canarios, en el marco de sus competencias, asumen como principios rectores de su 
política la promoción de las condiciones necesarias para el libre ejercicio de los derechos y 
libertades de los ciudadanos y la igualdad de los individuos y los grupos en que se integran.

En este sentido, la Ley Territorial 9/1987, de 28 de abril, de Servicios Sociales, incluye 
entre las áreas de actuación la promoción y atención de las personas con disminuciones 
físicas, psíquicas o sensoriales, así como la promoción de su integración social, a fin de 
conseguir su desarrollo personal y la mejora de su calidad de vida.

El marco competencial de la Comunidad Autónoma de Canarias para la regulación de 
medidas de accesibilidad y supresión de barreras viene configurado por las competencias 
sustantivas que ostenta en cada una de las esferas de actuación que pretende normar: 
urbanismo, edificación, transporte y comunicación, además del título competencial en 
materia de asistencia social y servicios sociales, entendido como «técnica de atención a 
colectivos de necesidades especiales».
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Así, la Comunidad Autónoma de Canarias ha asumido de forma exclusiva, conforme 
establece en su artículo 29.11 y 12 el Estatuto de Autonomía, la potestad legislativa, 
reglamentaria y la función ejecutiva en materia de ordenación del territorio, urbanismo y 
vivienda, así como las obras públicas de interés de la Comunidad Autónoma, si bien el 
ejercicio de esas competencias debe respetar tanto la autonomía local, reconocida 
constitucionalmente y garantizada a través de la Ley 7/1985, de 2 de abril de Bases de 
Régimen Local, como las normas estatales básicas y de aplicación plena en esta materia, 
fundamentalmente los preceptos de tal carácter del Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 
de junio.

Dentro de ese marco, la presente Ley persigue la supresión de cuantas barreras impidan 
el acceso a la vida normal de las personas discapacitadas, fomentando, de una parte, la 
accesibilidad de los lugares y construcciones destinados a un uso que implique concurrencia 
de público y, de otro, la adaptación de las instalaciones, edificaciones y espacios libres ya 
existentes.

En materia de transporte por carreteras, la Comunidad Autónoma ostenta competencias 
exclusivas, conforme al artículo 29.13 del Estatuto de Autonomía, mientras que en materia 
de transportes distintos al de carreteras y ferrocarriles, conforme a la Ley Orgánica 11/1982, 
de 10 de agosto, de transferencias complementarias a Canarias, podrá ejercer la potestad 
legislativa, en cuanto no exista reserva al Estado por la Constitución. En el ejercicio de estas 
competencias, y con el respeto a la reserva que el artículo 149 de la Constitución hace en 
favor del Estado, en materia de marina mercante y abanderamiento de buques y, en general, 
a otros títulos competenciales conexos, como pueden ser la garantía del principio de 
igualdad y bases y coordinación de la actividad económica, la presente Ley dispone la 
adopción de medidas y principios rectores que garanticen a las personas con limitación, 
movilidad o comunicación reducida, el acceso y uso de las infraestructuras del transporte, 
incluyendo las instalaciones fijas de acceso público, el material móvil de viajeros, así como la 
vinculación entre ambos y los medios operativos y auxiliares precisos.

Por último, la presente Ley fomenta la colaboración de las distintas administraciones 
públicas para la promoción de la total supresión de barreras en la comunicación y para el 
establecimiento de mecanismos y alternativas técnicas que hagan accesibles los sistemas 
de comunicación y señalización a toda la población, a la vez que fija unos niveles mínimos 
de accesibilidad, en el ejercicio de las competencias que la Comunidad Autónoma de 
Canarias ostenta en materia de comunicaciones, conforme a la ya citada Ley Orgánica 
11/1982, de 10 de agosto, respetando la competencia exclusiva del Estado sobre el régimen 
general de comunicaciones, telecomunicaciones y radio comunicación, así como la 
normativa básica que aquél pueda dictar en materia de régimen de prensa, radio, televisión 
y, en general, de todos los medios de comunicación social.

Comprende la presente Ley un total de treinta y tres artículos distribuidos en cinco 
títulos, diez disposiciones adicionales, una disposición transitoria y cuatro disposiciones 
finales.

En el título I se establece el objeto de la Ley y su ámbito de aplicación, en concordancia 
con los títulos competenciales que ostenta la Comunidad Autónoma de Canarias para las 
regulaciones que el articulado comprende, definiendo por un lado los conceptos de 
accesibilidad, barreras en sus distintas modalidades, personas con limitación, movilidad o 
comunicación reducida y ayuda técnica, y clasificando los niveles de accesibilidad en 
adaptado, practicable y convertible en función de los requerimientos que concurran en cada 
uno de ellos.

En su título II y bajo la rúbrica de Disposiciones Generales sobre accesibilidad se regulan 
las características del urbanismo y la definición de los elementos que lo componen, 
regulándose pormenorizadamente en su capítulo segundo, bajo la denominación de barreras 
arquitectónicas, la accesibilidad en las edificaciones de concurrencia o de uso público; en las 
de uso privado de promoción pública o privada; la reserva de espacios y espacios de uso 
preferente para personas con limitación, movilidad y comunicación reducida en los locales o 
recintos destinados a espectáculos y actividades; la reserva de viviendas en los programas 
anuales de promoción pública y privada de VPO y la misma reserva respecto de cualquier 
promoción que obtenga subvenciones o ayudas de cualquiera de las administraciones 
públicas canarias.
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Igualmente la concesión a subvenciones o promotores de viviendas de promoción 
privada se condiciona a la realización, por éstos, y a cargo del comprador, de las 
adaptaciones interiores que requiera la especial situación que concurra en cualquiera de los 
componentes de la unidad familiar del comprador o adjudicatario, facultando a los 
propietarios y usuarios de viviendas para la realización de las obras de adecuación 
necesarias en los elementos y servicios comunes de edificación.

A los transportes y comunicación dedica los capítulos tercero y cuarto del título II, 
estableciendo una regulación pormenorizada de los componentes del transporte y de las 
distintas modalidades del mismo que operan en el ámbito territorial de la Comunidad 
Autónoma de Canarias, creando una tarjeta personal e intransferible con validez en todo su 
ámbito, que favorezcan la accesibilidad de las personas con movilidad reducida al uso y 
disfrute de los transportes privados, estableciendo en materia de comunicación 
requerimientos para garantizar el acceso al entorno de las personas con limitación visual y 
auditiva.

El título III de la Ley se dedica al establecimiento y adopción de medidas de fomento y 
control, creando el denominado Fondo para la supresión de barreras que, adscrito al 
Presupuesto de Gastos de la consejería competente por razón de la materia, se dota, entre 
otros recursos, con un porcentaje de las dotaciones presupuestarias que en la Ley de 
Presupuestos de la Comunidad Autónoma de Canarias de cada año se establezcan en sus 
capítulos IV y VII como transferencias, subvenciones o ayudas a los ayuntamientos y 
cabildos insulares, así como de una cuantía igual detraíble del importe total consignado en el 
capítulo VI de los referidos Presupuestos de la Comunidad Autónoma de Canarias.

Se establece igualmente la necesidad de proceder a la elaboración de planes de 
actuación por parte de las administraciones públicas, para la adaptación de los espacios 
libres, edificaciones, transportes y comunicaciones, fijándose un plazo determinado para su 
elaboración y ejecución.

Al régimen sancionador dedica la Ley su título IV. En este título se gradúan las 
infracciones en graves y leves, y se residencia en distintas administraciones públicas la 
competencia para la incoación e instrucción de los expedientes sancionadores, previéndose 
la determinación reglamentaria de los órganos administrativos competentes para sancionar.

Crea por último la Ley, en su título V, el denominado Consejo para la promoción de la 
accesibilidad y la supresión de barreras como órgano de control, asesoramiento y consulta.

TÍTULO I
Objeto y ámbito de aplicación de la Ley

Artículo 1.  Objeto de la Ley.
La presente Ley tiene por objeto:
a) Facilitar la accesibilidad y utilización de los bienes y servicios de la sociedad por parte 

de todas aquellas personas con movilidad o comunicación reducida o con cualquier otra 
limitación, tengan éstas carácter permanente o transitorio.

b) Promover ayudas técnicas adecuadas para evitar y suprimir las barreras y todos 
aquellos obstáculos físicos y sensoriales que impidan o dificulten el normal desenvolvimiento 
de aquel sector de la población.

c) Arbitrar los medios de control del cumplimiento efectivo de lo en ella dispuesto.
Todas las actuaciones futuras, públicas y privadas, en materia de urbanismo y 

edificación, así como en transporte y comunicación sobre los que la Comunidad Autónoma 
de Canarias tenga competencia, habrán de cumplir rigurosamente las prescripciones de la 
presente Ley y de sus normas de desarrollo.

En forma gradual y en los plazos que se fijen, los espacios públicos, edificios, 
transportes y medios de comunicación, hoy no accesibles, deberán adaptarse a lo 
establecido en la presente Ley.

De la consecución de estas finalidades serán responsables las administraciones públicas 
canarias en sus respectivos ámbitos de competencia, así como los organismos públicos y 
privados que queden afectados por la presente Ley.
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Artículo 2.  Ámbito de aplicación de la Ley.
La presente Ley es de aplicación, en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de 

Canarias:
1. Al diseño y ejecución de las obras de nueva planta, ampliación, reforma, adaptación o 

mejora, correspondientes a los espacios libres de edificación, de uso o concurrencia 
públicos, ya sean estos de titularidad pública o privada.

2. Al diseño y ejecución de las obras de nueva planta, ampliación, reforma, adaptación y 
mejora o cambio de uso correspondientes a los edificios y locales de uso o concurrencia 
públicos ya sean estos de titularidad pública o privada, y a la nueva construcción de edificios 
de uso privado dotados de ascensor.

3. A los transportes públicos y privados de viajeros que sean competencia de las 
administraciones públicas canarias, entendiéndose incluidas en este concepto las 
instalaciones fijas de acceso público, el material móvil de transporte, así como la vinculación 
entre ambos y los medios operativos y auxiliares relativos al transporte.

4. A los medios de comunicación que sean competencia de las administraciones públicas 
canarias, a los sistemas de comunicación o lenguaje actualmente vigentes en los servicios 
de la Administración Pública o en el acceso a los puestos de trabajo de la misma, y a las 
técnicas de comunicación o información que deban ser implantados para facilitar la 
participación de las personas con limitación o comunicación reducida.

Artículo 3.  Definiciones.
A los efectos de la presente Ley, deberá entenderse:
1. Por accesibilidad, aquella cualidad de un medio cuyas condiciones hacen factible su 

utilización de modo autónomo por cualquier persona, con independencia de que tenga 
limitadas determinadas capacidades.

2. Por barreras físicas, todos aquellos impedimentos, trabas u obstáculos que limitan o 
impiden la libertad de movimiento, la estancia y la circulación con seguridad para las 
personas.

Las barreras físicas se clasifican en:
a) Barreras urbanísticas (BU). Son aquellas que existen en las vías y en los espacios 

libres de la edificación.
b) Barreras arquitectónicas en la edificación (BAE). Son aquellas existentes en el interior 

de las edificaciones o en sus accesos.
c) Barreras en el transporte (BT). Son las que existen en las infraestructuras, material 

móvil y otros elementos del transporte.
3. Por barreras de la comunicación (BC). Todo aquél impedimento para la recepción de 

mensajes a través de los medios de comunicación, sean o no de masas; así como en los 
sistemas de información y señalización.

4. Por persona con limitación, movilidad o comunicación reducida, aquella que, temporal 
o permanentemente, tiene limitada su capacidad de relacionarse con el medio o de utilizarlo.

5. Por ayuda técnica, cualquier medio que, actuando como intermediario entre la persona 
con limitación, movilidad o comunicación reducida y el entorno, facilite su autonomía 
individual y, por tanto, el acceso al mismo.

Artículo 4.  Niveles de accesibilidad.
Se calificarán los espacios, instalaciones, edificaciones o servicios, atendiendo a sus 

niveles de accesibilidad en: adaptados, practicables y convertibles.
1. Adaptado.–Un espacio, instalación o servicio se considera adaptado si se ajusta a los 

requerimientos funcionales y dimensionales que garanticen su utilización autónoma y con 
comodidad por las personas con limitación, movilidad o comunicación reducida.

Tales requerimientos funcionales y dimensionales serán los establecidos en las normas 
de desarrollo de esta Ley.
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2. Practicable.–Un espacio, instalación o servicio se considera practicable cuando, sin 
ajustarse a todos los requerimientos que lo califiquen como adaptado, no impide su 
utilización de forma autónoma a las personas con limitación o movilidad o comunicación 
reducida.

3. Convertible.–Un espacio, instalación o servicio se considera convertible cuando, 
mediante modificaciones de escasa entidad y bajo coste, que no afecten a su configuración 
esencial, puede transformarse en adaptado o, como mínimo, en practicable.

TÍTULO II
Disposiciones generales sobre accesibilidad

CAPÍTULO I

Artículo 5.  Características del urbanismo.
1. Se encuentra comprendido dentro del ámbito material de aplicación de esta Ley el 

diseño y ejecución de las obras de nueva planta, ampliación, reforma, adaptación, mejora o 
cambio de uso correspondientes a los espacios libres de edificación, a los elementos 
componentes de la urbanización de dichos espacios, así como los de mobiliario urbano.

2. Se entienden por elementos de la urbanización todos aquellos que componen las 
obras de urbanización referentes a pavimentos, saneamientos, instalaciones, iluminación 
pública y todas aquellas que en general materialicen las indicaciones del planeamiento 
urbanístico.

3. Se entiende por mobiliario urbano, el conjunto de objetos existentes en las vías y 
espacios libres públicos, superpuestos o adosados a los elementos de la urbanización o 
edificación, cuya modificación o traslado no genera alteraciones sustanciales de las citadas 
vías y espacios, tales como semáforos, cabinas telefónicas, papeleras, marquesinas, toldos 
y parasoles, quioscos y cualesquiera otros de análoga naturaleza.

Artículo 6.  Accesibilidad de los espacios de concurrencia o de uso público.
La planificación y la urbanización de los espacios libres de edificación, se efectuará de 

forma que resulten accesibles para las personas con limitación, movilidad o comunicación 
reducida. A estos efectos, los planes insulares, los planes generales de ordenación urbana, 
las normas subsidiarias y demás instrumentos de planeamiento y ejecución que los 
desarrollen, así como los proyectos de urbanización y de obras ordinarias, garantizarán la 
accesibilidad y la utilización con carácter general de los espacios libres de edificación, y no 
serán aprobados si no se adaptan a las determinaciones y a los criterios básicos 
establecidos en la presente Ley y en los reglamentos correspondientes.

Los espacios libres de edificación, los elementos de la urbanización de dichos espacios, 
así como los del mobiliario urbano cuya vida útil sea aún considerable, serán adaptados 
gradualmente de acuerdo con el orden de prioridades que reglamentariamente se determine.

CAPÍTULO II
Disposiciones sobre barreras arquitectónicas (BA)

Artículo 7.  Accesibilidad en las edificaciones de concurrencia o de uso público.
1. La construcción, ampliación, rehabilitación y reforma de edificios de titularidad pública 

o privada, total o parcial, cuyo uso implique en todo o en parte concurrencia de público, se 
realizarán de forma que resulten adaptados.

2. En los casos de ampliación, rehabilitación y reformas en que tal adaptación suponga 
una inversión económica con un costo adicional superior al 20 por 100 del presupuesto total 
de la obra ordinaria, o que, por razones técnicas, se demuestre fehacientemente su no 
adaptabilidad, se admitirá el nivel practicable.
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3. En la memoria y documentación gráfica correspondiente a los proyectos de 
construcción, ampliación, rehabilitación y reforma, se justificará la idoneidad de las 
soluciones adoptadas mediante la elaboración de una ficha técnica de accesibilidad 
obligatoria, que se confeccionará conforme a las determinaciones que se especifiquen en las 
normas de desarrollo de la presente Ley.

Artículo 8.  Accesibilidad en las edificaciones de uso privado de promoción pública o 
privada.

1. La construcción de edificios de uso privado, sean de promoción pública o privada, 
para los que exista obligación de instalar un ascensor, deberá observar los siguientes 
requisitos mínimos de accesibilidad:

a) Contar, al menos, con un itinerario practicable de comunicación de la edificación con 
la vía pública, con edificaciones o servicios anexos de utilización común y con otras 
instalaciones de uso común.

b) Disponer, al menos, de un itinerario practicable de comunicación de las dependencias, 
viviendas, o locales comerciales, tanto con el exterior como con las áreas de uso comunitario 
que estén a su servicio.

c) La instalación obligatoria del ascensor deberá reunir aquellas características técnicas 
tanto exteriores como interiores recogidas en el Reglamento que desarrolle esta Ley.

d) El acceso, al menos, a un aseo en cada vivienda, local o cualquier otra modalidad de 
ocupación independiente.

En los edificios cuyo uso implique concurrencia de público este acceso estará, además, 
adaptado para su utilización por personas con limitación o movilidad reducida.

2. Cuando estos edificios de nueva construcción tengan una altura superior a planta baja 
y piso, y no estén obligados a la instalación de ascensor, se dispondrán las especificaciones 
técnicas y de diseño que faciliten la posible instalación de un ascensor adaptado. El resto de 
los elementos comunes del edificio deberá reunir todos los requisitos exigibles para la 
accesibilidad en los términos prescritos en esta Ley.

Artículo 9.  Espacios reservados.
Los locales o recintos donde se desarrollen los espectáculos y otras actividades 

análogas dispondrán de espacios reservados y de espacios de uso preferente por personas 
con limitación, movilidad o comunicación reducida, sin perjuicio del derecho a ocupar, bajo 
su propia responsabilidad, cualquier otro espacio o localidad libre.

Artículo 10.  Reserva de viviendas para personas en situación de limitación, movilidad o 
comunicación reducida.

1. Con el fin de garantizar el acceso a la vivienda de las personas con limitación, 
movilidad o comunicación reducida permanente, en los programas anuales de promoción 
pública y privada de Viviendas de Protección Oficial, se reservará un porcentaje no inferior al 
3 por 100 del volumen total, con un mínimo de una vivienda por promoción, para satisfacer la 
demanda de vivienda de estas personas. No obstante lo anterior, el Gobierno de Canarias 
podrá, reglamentariamente, aumentar el número de viviendas reservadas, en función de las 
necesidades existentes.

La forma en la que se lleve a cabo tal reserva se establecerá igualmente en el 
Reglamento que desarrolle esta Ley.

2. En los proyectos de promoción de Viviendas de Protección Oficial, los promotores, ya 
sean públicos o privados, deberán reservar la proporción mínima establecida en el apartado 
anterior, debiendo tener en cuenta para la distribución de estas viviendas su proximidad a 
centros comerciales, medios de transporte, lugares de esparcimiento, ocio y tiempo libre, y 
centros educativos, entre otros.

3. Se establecerá reglamentariamente, en función de la demanda, el porcentaje de la 
reserva de viviendas contempladas en el apartado 1 de este artículo que puedan ser 
convertibles para grandes minusvalías.
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A tales efectos, se entenderá por gran minusvalía toda aquella limitación que impida a la 
persona que la padece desenvolverse por sí misma, necesitando la asistencia permanente 
de otra persona para desarrollar diariamente su vida.

4. Las viviendas pertenecientes a los cupos de reserva, establecidos en los apartados 
anteriores, que quedasen vacantes por falta de solicitudes o por inadecuación de las 
presentadas pasarán a incrementar el cupo general de viviendas.

5. Todas aquellas promociones privadas que programen, al menos en un 3 por 100 del 
total, con un mínimo de una vivienda, viviendas adaptadas a las necesidades de las 
personas con limitación, movilidad o comunicación reducida permanente, tendrán 
preferencia en la obtención de subvenciones, ayudas económicas, créditos o avales 
concedidos por la Comunidad Autónoma.

6. Los proyectos de viviendas de cualquier carácter que se construyan, promuevan o 
subvencionen por las administraciones públicas canarias, entidades de ellas dependientes o 
vinculadas al sector público, habrán de contemplar la reserva contenida en el apartado 1 del 
presente artículo.

Artículo 11.  De las adaptaciones interiores de las viviendas.
La concesión de subvenciones a los promotores de viviendas de promoción privada por 

las administraciones públicas canarias se condicionarán a la realización por aquéllos, en 
fase de proyecto o de construcción, de las adaptaciones interiores de las viviendas que 
requiera la limitación, movilidad o comunicación reducida de cualquiera de los componentes 
de la unidad familiar del comprador o adjudicatario, cuyos costes correrán a cargo de éstos 
últimos. Esta condición se hará constar expresamente en la resolución de concesión.

Artículo 12.  Accesibilidad de los elementos comunes.
Los propietarios o usuarios de viviendas podrán llevar a cabo las obras de adaptación 

necesarias para que los elementos y servicios comunes de los edificios de viviendas puedan 
ser utilizados por personas con limitación o movilidad reducidas que habiten o deseen 
habitar en ellos, siempre que dispongan de la autorización de la comunidad de propietarios.

Las obras contempladas en este artículo podrán ser subvencionadas con cargo a las 
dotaciones presupuestarias previstas anualmente por las distintas administraciones públicas 
canarias.

CAPÍTULO III
Disposiciones sobre barreras en los transportes (BT)

Artículo 13.  Accesibilidad en los transportes públicos.
Los transportes públicos de viajeros, de carácter terrestre y marítimo, que sean 

competencia de las administraciones públicas y, especialmente, los subvencionados por 
ellas mediante contratos-programa o fórmulas análogas, observarán lo dispuesto en la 
presente Ley y en el Reglamento que la desarrolle. A tal efecto, se establecerán las medidas 
y principios rectores, que garanticen a las personas con limitación, movilidad o comunicación 
reducida el acceso y uso de las infraestructuras del transporte, entendiéndose incluidas en 
este concepto las instalaciones fijas de acceso público, el material móvil de viajeros, así 
como la vinculación entre ambos, y los medios operativos y auxiliares precisos.

Artículo 14.  Instalaciones fijas del transporte.
Las infraestructuras de los transportes a que hace referencia el artículo anterior se 

ordenarán de manera que puedan ser utilizadas por personas con limitación, movilidad o 
comunicación reducida, de modo autónomo, y en todo caso sin necesidad de ayudas 
distintas a las que el usuario utiliza habitualmente.

Las normas de desarrollo que regulen la construcción o reforma de las infraestructuras 
del transporte deberán garantizar, al menos, las siguientes medidas de accesibilidad:
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1. Entorno urbanístico: Itinerarios adaptados desde la red viaria a los edificios y a las 
zonas de aparcamiento, que contarán con plazas reservadas; así como en los recorridos 
peatonales.

2. Acceso a las edificaciones: Umbrales al mismo nivel que la acera o unidos a ellas 
mediante rampas u otras soluciones técnicas.

3. Circulación interior: Los itinerarios accesibles deberán ser adaptados y con 
señalización. Asimismo, deberán contar con otros elementos informativos que permitan su 
correcto uso por personas con limitación, movilidad o comunicación reducida.

4. Instalaciones y equipos adecuados, al menos, en los siguientes aspectos: Iluminación, 
señalización, información, mobiliario y aparatos higiénico sanitarios.

5. Acceso a los medios de transporte: Andenes, salas de embarque y desembarque y 
servicios equivalentes aptos para su uso por personas con limitación, movilidad o 
comunicación reducida, adecuado a los distintos diseños de los medios de transporte en 
uso.

Artículo 15.  Material móvil.
1. El material móvil de transporte público de viajeros, tanto terrestre como marítimo, que 

sea competencia de las administraciones públicas canarias, cuya adquisición se formalice a 
partir de la entrada en vigor de la presente Ley, deberá ser accesible, de conformidad con las 
prescripciones que se establezcan reglamentariamente.

De conformidad con el programa que se establezca reglamentariamente, los servicios de 
transporte público en Canarias, deberán contar con el material móvil adaptado suficiente, 
que permita atender, en cada una de las islas, las necesidades de los usuarios con 
limitación, movilidad o comunicación reducida.

2. Respecto del material móvil ya existente, se adoptarán medidas para que, con el 
eventual concurso de los apoyos humanos y materiales que provea la entidad explotadora, 
pueda ser utilizado, en los casos de deficiente accesibilidad de los mismos, por personas 
con limitación, movilidad o comunicación reducida, en los términos que se establecen en los 
siguientes apartados:

Guaguas: Como regla general, en las guaguas urbanas o interurbanas deberá existir, al 
menos, cuatro plazas de uso preferente para personas con limitación, movilidad o 
comunicación reducida.

Transporte marítimo: Como regla general, todo el material móvil de transporte marítimo 
de viajeros deberá contar con los medios necesarios que permitan el desplazamiento, en 
condiciones de seguridad y comodidad adecuadas, a los usuarios con limitación, movilidad o 
comunicación reducida.

Reglamentariamente se desarrollarán las normas referentes a esta materia, que 
contendrán, al menos, especificaciones en lo referente a:

1. Embarque y desembarque.
2. Acomodación y uso de los servicios e instalaciones.
3. Movimiento interior.
4. Características que han de reunir los medios técnicos y materiales utilizados a tal fin.
5. Recursos, procedimientos y bonificaciones que pudieran establecerse para garantizar 

el ejercicio del derecho a la movilidad.

Artículo 16.  Accesibilidad en los transportes privados.
1. A los efectos de favorecer la accesibilidad de las personas en situación de movilidad 

reducida en relación con el uso y disfrute de los transportes privados, el Gobierno de 
Canarias dictará las disposiciones necesarias para conceder a las mismas una tarjeta 
personal e intransferible y con validez en todo el ámbito territorial de la Comunidad 
Autónoma, acreditativa de su condición de persona en situación de movilidad reducida.

2. Los Ayuntamientos deberán aprobar normativas que garanticen y favorezcan la 
accesibilidad de las personas en situación de movilidad reducida, y que, con respecto a los 
titulares de tarjetas, contendrán como mínimo:
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a) Reserva, con carácter permanente, de plazas de aparcamiento debidamente 
señalizadas para vehículos que transporten personas en situación de movilidad reducida, 
ubicadas en lugares próximos a los accesos peatonales dentro de las zonas destinadas al 
aparcamiento de vehículos ligeros, bien sean interiores, exteriores o subterráneos.

b) Ampliación del límite de tiempo, cuando éste estuviera establecido, para 
aparcamientos de vehículos de personas con la movilidad reducida.

c) Reserva, en los lugares en donde se compruebe que es necesario, de plazas de 
aparcamiento.

d) Autorización para que los vehículos ocupados por dichas personas puedan realizar 
paradas en cualquier lugar de la vía pública durante el tiempo imprescindible y siempre que 
no se entorpezca la circulación rodada.

Artículo 17.  Del transporte discrecional de viajeros.
A partir de la entrada en vigor de las normas de desarrollo de la presente Ley, en la que 

consten las condiciones técnicas para la eliminación de barreras en los medios de 
transporte, y durante un plazo máximo de 10 años, las empresas privadas de transporte 
discrecional de viajeros deberán tener adaptados sus vehículos de más de 30 plazas, de 
conformidad con las prescripciones reglamentarias.

Las administraciones públicas canarias que, durante el plazo previsto en el párrafo 
anterior, contraten servicio de transporte discrecional podrán incluir, en los baremos de los 
Pliegos de Condiciones, una especial puntuación para las empresas que tengan adaptada 
total o parcialmente su flota de vehículos de más de 30 plazas.

Artículo 18.  Taxis y vehículos especiales.
Los municipios de la Comunidad Autónoma de Canarias con más de 10.000 habitantes, 

así como el municipio de Valverde y San Sebastián de La Gomera, deberán contar con un 
servicio de transporte especializado y con taxis adaptados a colectivos con necesidades 
especiales, que no pueden utilizar el servicio de guaguas actual. Reglamentariamente se 
determinará la proporción de vehículos que deba existir en cada uno de estos municipios, así 
como las características que deban concurrir en el servicio y en los vehículos.

A los efectos de que los titulares de licencias que cuenten con vehículos adaptados 
puedan operar en más de un término municipal, los órganos de gobierno de los municipios 
limítrofes favorecerán, entre ellos, la suscripción de los correspondientes convenios.

CAPÍTULO IV
Disposiciones sobre barreras en la comunicación (BC)

Artículo 19.  Accesibilidad en los sistemas de comunicación y señalización.
1. El Gobierno de Canarias, en colaboración con las distintas administraciones públicas, 

promoverá la total supresión de barreras en la comunicación y el establecimiento de 
mecanismos y alternativas técnicas que hagan accesibles los sistemas de comunicación y 
señalización a toda la población, garantizando el derecho de la población a la igualdad en la 
información, la comunicación, la enseñanza, la cultura, el ocio y las condiciones de trabajo.

2. La Comunidad Autónoma impulsará la formación de profesores de lenguaje de signos, 
de intérpretes de lenguaje de signos y guías de sordo-ciegos, a fin de facilitar cualquier tipo 
de comunicación directa a las personas en situación de limitación que lo precisen, instando a 
las distintas administraciones públicas canarias a dotarse de este personal especializado.

3. Los medios audiovisuales de titularidad de las administraciones públicas canarias 
elaborarán un plan de medidas técnicas que, de forma gradual, permita, mediante el uso del 
lenguaje de signos o subtitular, garantizar el derecho a la información.

Artículo 20.  Acceso al entorno de las personas con limitación visual.
1. Las administraciones públicas canarias promoverán las condiciones para eliminar o 

paliar las dificultades que tienen las personas que padecen limitación visual, sean éstas 
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usuarias de sillas de ruedas, ambliopes o ciegas, para detectar o superar obstáculos, para 
determinar direcciones y para obtener informaciones visuales.

2. Las personas con limitaciones visuales acompañados de perros-guía tendrán libre 
acceso a los lugares, alojamientos, establecimientos, locales y transportes públicos, 
considerándose incluidos entre los establecimientos de referencia los centros hospitalarios 
públicos y privados, así como aquellos que sean de asistencia ambulatoria.

3. Tiene la consideración de perro-guía aquél adiestrado en escuelas especializadas, 
oficialmente reconocidas, para el acompañamiento, conducción y ayuda de personas con 
limitación visual. El perro-guía deberá ir permanentemente identificado por un distintivo 
oficial colocado en sitio visible. Las características y condiciones de otorgamiento del citado 
distintivo serán objeto de determinación reglamentaria.

4. El acceso de los perros-guía, en los términos establecidos en los puntos anteriores, no 
puede comportar gasto alguno por este concepto para el portador.

5. El Gobierno de Canarias dictará cuantas disposiciones de desarrollo sean precisas 
para hacer efectivos los derechos que salvaguarda la presente disposición.

Artículo 21.  Acceso al entorno de las personas con limitación auditiva.
Para superar las dificultades de comunicación que la limitación auditiva implica, además 

de otras técnicas de comunicación complementarias, simultaneadas, en su caso, con las 
acústicas:

1. Se dispondrá de una clara y completa señalización e información visual.
2. Los medios de comunicación social de titularidad de las administraciones públicas 

canarias complementarán los programas informativos y culturales de la televisión mediante 
subtítulos o lenguaje de signos.

3. Se completarán los sistemas de aviso y alarma que utilizan fuentes sonoras con 
impactos visuales que capten la atención de las personas con dificultad auditiva.

4. Se dotarán los lugares de contacto con el público de ayudas y mecanismos que 
posibiliten la comunicación, así como de teléfonos especiales en lugares de uso común.

5. Se potenciará la investigación dirigida a eliminar este tipo de barreras.

TÍTULO III
Medidas de fomento y de control

CAPÍTULO I
Medidas de fomento de la accesibilidad y de la supresión de barreras

Artículo 22.  Medidas de fomento.
Las administraciones públicas canarias vendrán obligadas a habilitar en sus 

presupuestos consignaciones destinadas a la supresión de barreras urbanísticas, en la 
edificación, en el transporte y en la comunicación en bienes de dominio público. Igualmente, 
contarán con consignaciones destinadas a incentivar estas mismas actuaciones en bienes 
que sean de titularidad privada.

Artículo 23.  Fondo para la supresión de barreras.
1. Se crea el Fondo para la supresión de barreras con la finalidad de llevar a cabo las 

actuaciones que más abajo se enumeran y que estará dotado por los siguientes recursos:
a) Por las consignaciones que, en aplicación de lo establecido en el artículo anterior, han 

de figurar en los Presupuestos de la Comunidad Autónoma de Canarias.
b) La recaudación procedente de multas y sanciones económicas que se impongan en la 

aplicación del régimen sancionador regulado en el título IV de la presente Ley.
c) Se integrarán, igualmente, en el referido Fondo, las donaciones, herencias y legados 

que, por voluntad expresamente manifestada, deban dedicarse a los fines contemplados en 
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la presente Ley, y cualquier otro ingreso que legalmente proceda y que tenga relación con la 
materia objeto de la presente, cualquiera que sea su naturaleza.

2. Periódicamente se fijará el porcentaje del Fondo que se destinará a subvencionar las 
siguientes actuaciones:

Programas específicos de supresión de barreras puestos en marcha por los entes 
locales, teniendo preferencia aquellas que destinen un mayor porcentaje de su presupuesto 
ordinario a este fin.

Programas específicos de supresión de barreras y promoción de la investigación en 
ayudas técnicas efectuadas por entidades privadas.

Dotación de los premios creados para incentivar programas específicos de fomento de la 
accesibilidad.

Programas específicos de adaptación de puestos de trabajo para personas con 
limitación, movilidad o comunicación reducida.

3. El Fondo para la supresión de barreras quedará afectado al presupuesto de gasto de 
la consejería competente en materia de asuntos sociales, de conformidad con lo establecido 
en la disposición adicional décima de la presente Ley, estableciéndose reglamentariamente 
su funcionamiento.

Artículo 24.  Planes de actuación.
1. La adaptación de los espacios libres, edificaciones, transportes y comunicaciones de 

uso o concurrencia públicos a las disposiciones contenidas en la presente Ley y en sus 
Reglamentos de desarrollo, se llevará a cabo mediante la elaboración y aprobación de 
planes de actuación.

2. Los planes de actuación estarán compuestos como mínimo por:
a) Un inventario o relación de aquellos espacios, edificios, locales, infraestructuras, 

medios de transporte y comunicación que sean susceptibles de adaptación.
b) Orden de prioridades en que tales adaptaciones vayan a ser acometidas.
c) Fases de ejecución del plan de actuación.
d) Dotación económica que la entidad solicitante vaya a destinar a tal fin.
e) Coste total estimado del plan.
3. Las administraciones públicas canarias y los organismos de ellas dependientes que 

tengan elaborados planes de actuación y quieran obtener los beneficios derivados del fondo 
para la supresión de barreras regulado en el artículo 23 de la presente Ley, habrán de 
presentar la correspondiente solicitud ante la consejería competente en materia de asuntos 
sociales.

4. Será requisito indispensable para la obtención de los beneficios económicos del 
Fondo que la entidad solicitante tenga competencia material y territorial sobre los bienes en 
los que va a incidir el referido plan de actuación.

CAPÍTULO II
Medidas de control

Artículo 25.  Medidas de control.
1. El cumplimiento de los preceptos contenidos en la presente Ley y en los Reglamentos 

que la desarrollen será exigible para la aprobación por las distintas administraciones públicas 
canarias en el ámbito de su competencia, de los instrumentos de planeamiento y de su 
ejecución, así como para la concesión de las preceptivas licencias, incluidas las de primera 
utilización, de cédulas de habitabilidad y las calificaciones de viviendas de protección oficial.

2. Las administraciones públicas canarias y sus correspondientes órganos con 
competencia para regular y autorizar la concesión, uso y utilización de los medios de 
transporte y comunicación a que se refiere el ámbito de esta Ley observarán en sus 
disposiciones y harán cumplir, en los procedimientos administrativos que a tal efecto se 
tramiten, las determinaciones de la misma y las que reglamentariamente se establezcan.

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DE LAS ISLAS CANARIAS

§ 19  Ley de Accesibilidad y Supresión de Barreras Físicas y de la Comunicación

– 299 –



3. Los Ayuntamientos, y, en su caso, los cabildos insulares y el departamento del 
Gobierno de Canarias competente en materia de vivienda y habitabilidad, exigirán que los 
proyectos a que se refiere el artículo 2 de esta Ley contengan, entre su documentación, la 
ficha técnica de accesibilidad, y, en su caso, que la misma se ajuste a las prescripciones de 
esta Ley y de sus normas de desarrollo.

Los colegios profesionales correspondientes velarán, en el ejercicio de sus funciones, 
por el cumplimiento de las prescripciones establecidas en esta Ley y en sus normas de 
desarrollo, comprobando, al realizar el visado de los proyectos, la existencia de ficha técnica 
de accesibilidad, denegando, en su caso, el visado ante la inexistencia de la misma.

4. Los pliegos de condiciones de los contratos administrativos contendrán cláusulas de 
adecuación a lo dispuesto en la presente Ley.

5. Si las obras realizadas no se ajustasen al proyecto autorizado y se comprobara que no 
se han cumplido las condiciones de accesibilidad, se instruirá el procedimiento establecido 
en la legislación urbanística vigente, y, si tales obras no son legalizables por no poderse 
adaptar a los preceptos de esta Ley y sus normas de desarrollo, se ordenará el derribo de 
los elementos no conformes, de acuerdo con las leyes urbanísticas vigentes.

6. Toda concesión de licencia de obra, sin tener en cuenta los preceptos de esta Ley, se 
considerará nula de pleno derecho.

TÍTULO IV
Régimen sancionador

Artículo 26.  Infracciones y Sanciones.
1. Las acciones u omisiones que contravengan las normas sobre accesibilidad y 

supresión de barreras serán constitutivas de infracción y serán sancionadas, de conformidad 
con lo dispuesto en este Título, sin perjuicio de cualquier otra responsabilidad que pudiera 
exigirse.

2. Las infracciones se clasifican en graves y leves.

Artículo 27.  Infracciones.
1. Tienen carácter de graves las siguientes infracciones:
a) El incumplimiento de las normas sobre accesibilidad y supresión de barreras 

urbanísticas, impidiendo totalmente la accesibilidad y uso del medio o espacio.
b) El incumplimiento de las normas sobre condiciones de accesibilidad y supresión de 

barreras en la edificación, impidiendo totalmente el acceso y uso de la misma.
c) El incumplimiento de las normas relativas a la reserva de viviendas para personas en 

situación de limitación, movilidad o comunicación reducida, en los términos establecidos en 
esta Ley.

d) El incumplimiento de las normas sobre condiciones de accesibilidad en los transportes 
públicos y privados de viajeros, impidiendo totalmente la accesibilidad y uso del material 
móvil y sus infraestructuras.

e) El incumplimiento de las normas sobre condiciones de accesibilidad en materia de 
sistemas de comunicación y señalización, impidiendo totalmente la accesibilidad del medio o 
espacio.

Las infracciones graves serán sancionadas con multas de 1.000.001 pesetas a 
50.000.000 de pesetas.

2. Tienen el carácter de leves aquellas infracciones derivadas de acciones u omisiones 
que, implicando un incumplimiento total o parcial de las normas sobre condiciones de 
accesibilidad y supresión de barreras, no impidan totalmente la utilización del espacio, el 
equipamiento, la vivienda, el transporte o la comunicación a personas con movilidad y/o 
comunicación reducida.

Las infracciones leves serán sancionadas con multas de 50.000 pesetas a 1.000.000 de 
pesetas.
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Artículo 28.  Graduación de las multas.
Para graduar el importe de las multas se tendrá en cuenta la gravedad del hecho 

constitutivo de la infracción, el coste económico derivado de las posteriores actuaciones de 
accesibilidad necesarias, el perjuicio directa o indirectamente causado, la reiteración, 
reincidencia o intencionalidad de los infractores.

La imposición de una multa no eximirá al infractor de la obligación de realizar la reforma 
del proyecto o las obras de adaptación precisas.

Artículo 29.  Sujetos responsables.
La responsabilidad por la comisión de las infracciones tipificadas en esta Ley se remite a 

la legislación general de régimen jurídico de las administraciones públicas y del 
procedimiento administrativo común, y, en su caso, a la de disciplina urbanística cuando sea 
aplicable.

Artículo 30.  Procedimiento sancionador.
El procedimiento administrativo a seguir para la sanción de las infracciones previstas en 

la presente Ley será el determinado legal o reglamentariamente en el marco de los principios 
establecidos en la legislación de procedimiento administrativo común.

Artículo 31.  Administraciones Públicas competentes para sancionar.
Las Administraciones competentes para la incoación, instrucción y resolución de 

expedientes sancionadores por infracciones tipificadas en esta Ley son:
En materia de urbanismo y edificación, las establecidas en la Ley de Disciplina 

Urbanística y Territorial de Canarias.
En materia de vivienda, la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de 

Canarias.
En materia de transportes, la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de 

Canarias y los cabildos insulares, en función de sus respectivas competencias.
En materia de comunicaciones, la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de 

Canarias.
Reglamentariamente se determinarán los órganos administrativos a los que se le 

atribuya la potestad sancionatoria.

Artículo 32.  Prescripción.
Las infracciones graves prescribirán a los cuatro años y las leves al año.
El plazo de prescripción de las infracciones comenzará a contarse desde el día en que la 

infracción se hubiera cometido. La iniciación del expediente con conocimiento del interesado 
suspenderá el plazo de la prescripción.

TÍTULO V
Consejo para la promoción de la accesibilidad y la supresión de barreras

Artículo 33.  Creación, composición y funciones.
1. Se crea el Consejo para la promoción de la accesibilidad y la supresión de barreras, 

como órgano de control, asesoramiento y consulta.
2. El Consejo, adscrito a la consejería competente en materia de asuntos sociales y 

presidido por el titular de este departamento, estará compuesto por un número máximo de 
15 miembros en representación de las distintas administraciones públicas canarias, y de las 
personas, entidades públicas, colegios profesionales y entidades privadas con interés en la 
materia.

3. Reglamentariamente se regulará la composición, organización y funcionamiento del 
Consejo para la promoción de la accesibilidad y la supresión de barreras.
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4. El Consejo tendrá funciones de asesoramiento, información, presentación de 
propuestas sobre criterios de actuación, en especial sobre otros tipos de signos indicadores 
del nivel de accesibilidad que exista, fomento de actuaciones sobre accesibilidad, fomento 
de lo dispuesto en la presente Ley y fiscalización y control sobre su cumplimiento, así como 
las que reglamentariamente se le atribuyan.

Disposición adicional primera.  
Se autoriza al Gobierno de Canarias para actualizar las cuantías de las multas 

establecidas en el artículo 27 de la presente Ley.

Disposición adicional segunda.  
Los planes de actuación a que se refiere el artículo 24 serán elaborados por las 

correspondientes administraciones públicas en el plazo de dos años desde la entrada en 
vigor de la presente Ley, y ejecutados en su totalidad en el plazo máximo de diez años.

Disposición adicional tercera.  
El Gobierno de Canarias promoverá campañas informativas y educativas dirigidas a la 

población, en general, y a la población infantil y juvenil, en particular, con el fin de 
sensibilizarlas en las cuestiones de la accesibilidad y de la integración social de personas 
con limitación, movilidad o comunicación reducida.

Disposición adicional cuarta.  
Los criterios contenidos en esta Ley para la eliminación de barreras serán tenidos en 

cuenta por las diferentes ordenaciones sectoriales.

Disposición adicional quinta.  
Los edificios o inmuebles declarados bienes de interés cultural o de valor histórico-

artístico deberán ser accesibles conforme a las disposiciones de la presente Ley.
Excepcionalmente, lo dispuesto en el párrafo anterior no será aplicable en el caso de que 

las obras necesarias para la consecución de dicha accesibilidad constituyan una infracción 
de la normativa reguladora de los mismos.

Disposición adicional sexta.  
La Comunidad Autónoma adopta el símbolo internacional de accesibilidad indicador de la 

no existencia de barreras de la Sociedad Internacional para la Rehabilitación de los 
Minusválidos.

El símbolo citado consiste en la figura estilizada de una persona en silla de ruedas con la 
cabeza hacia la derecha, en blanco sobre fondo azul, pudiendo variar el sentido de la cabeza 
en las señales direccionales que así lo precisen.

Cada señal deberá componerse del símbolo y de una leyenda informativa de la 
especialidad del mensaje y, cuando sea apropiado, de una flecha direccional.

Cada señal tendrá tres tipos de funciones diferenciadas:
a) Direccional: Consistente en una flecha en dirección al lugar donde se haya dirigido la 

circulación.
b) Locacional: Indicativa del lugar. Se podrá utilizar una flecha vertical.
c) Informativa: Sobre la disponibilidad de un servicio accesible, o al menos practicable.
El Gobierno de Canarias podrá adoptar cualquier modificación de símbolos 

internacionales de accesibilidad que puedan crearse, salvo que los mismos hayan sido 
integrados en el ordenamiento jurídico como consecuencia de tratados internacionales 
suscritos por el Estado español.

Igualmente, podrá establecer otros tipos de signos indicadores de los grados de 
accesibilidad que puedan existir.
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Disposición adicional séptima.  
Reglamentariamente se determinará la forma en que se instituirán los premios generales 

para incentivar programas específicos de fomento de la accesibilidad a los que hace 
referencia el artículo 23 de esta Ley.

Disposición adicional octava.  
Reglamentariamente se determinarán las adaptaciones necesarias para mejorar la 

accesibilidad en la infraestructura turística.

Disposición adicional novena.  
Reglamentariamente se determinarán los planes de evacuación y seguridad de los 

espacios, edificaciones y servicios de concurrencia o uso público, con el fin de garantizar su 
adecuación a las necesidades de las personas con limitación, movilidad o comunicación 
reducida.

Disposición adicional décima.  
Los ingresos procedentes de las multas, sanciones, donaciones, herencias y demás 

conceptos contenidos en el artículo 23 de la presente Ley quedarán afectados al 
presupuesto de gastos en una partida específica de la sección correspondiente a la 
consejería competente en materia de asuntos sociales, para la cobertura de los gastos 
derivados de las actuaciones previstas en el referido artículo y en el 24 de la misma, 
pudiéndose generar créditos por tal concepto hasta el límite de los ingresos efectivamente 
recaudados.

Se autoriza a la consejería competente en materia de hacienda a realizar las 
modificaciones presupuestarias que requiera la plena aplicación de la presente disposición 
en el ejercicio presupuestario en el que entre en vigor la presente Ley.

Disposición transitoria única.  
No será preceptiva la aplicación de la presente Ley a las obras en construcción, a los 

proyectos que tengan solicitada o concedida licencia de obra y, a los que hayan sido 
aprobados por las administraciones públicas o visados por los colegios profesionales en la 
fecha de entrada en vigor de ésta, sin perjuicio de su adecuación a las prescripciones de la 
Ley 13/1982, de 7 de abril, de Integración Social de los Minusválidos, y al Decreto 556/1989, 
de 19 de mayo, que la desarrolla.

Disposición final primera.  
El Gobierno de Canarias desarrollará en el plazo de un año las normas sobre ayudas, 

conciertos y subvenciones destinadas a la consecución de los objetivos de esta Ley. 
Asimismo, en igual plazo, desarrollará reglamentariamente las condiciones de accesibilidad y 
eliminación de barreras en espacios, edificaciones, locales y medios de transporte y de 
comunicación.

Disposición final segunda.  
Los Ayuntamientos y demás Entidades Locales competentes llevarán a cabo la 

adaptación de sus ordenanzas generales o normas urbanísticas de la edificación, y 
transporte, a lo dispuesto en la presente Ley y demás disposiciones que la desarrollen, en el 
plazo de un año.

Disposición final tercera.  
Se autoriza al Gobierno de Canarias a dictar las normas de carácter reglamentario 

necesarias para el desarrollo y aplicación de la presente Ley.

Disposición final cuarta.  
Quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan a la presente Ley.
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§ 20

Ley 3/2017, de 26 de abril, de perros de asistencia para personas 
con discapacidad en la Comunidad Autónoma de Canarias

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 87, de 8 de mayo de 2017
«BOE» núm. 160, de 6 de julio de 2017
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2017-7821

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento de Canarias ha aprobado y yo, en 
nombre del Rey y de acuerdo con lo que establece el artículo 12.8 del Estatuto de 
Autonomía, promulgo y ordeno la publicación de la Ley 3/2017, de 26 de abril, de perros de 
asistencia para personas con discapacidad en la Comunidad Autónoma de Canarias.

PREÁMBULO

I
La Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y su 

Protocolo Facultativo, aprobados por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 13 de 
diciembre de 2006, son instrumentos jurídicos de notoria relevancia en el marco general de 
los derechos humanos, ya que tienen como propósito promover, proteger y asegurar el goce 
pleno y en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y libertades 
fundamentales por todas las personas con discapacidad, y promover el respeto de su 
dignidad inherente y, además, los Estados parte se comprometen a adoptar todas las 
medidas legislativas, administrativas y de otra índole que sean pertinentes para hacer 
efectivos los derechos reconocidos en la citada Convención Internacional.

El 3 de mayo de 2008 entraron en vigor en España la Convención sobre los Derechos de 
las Personas con Discapacidad (Instrumento de Ratificación publicado en el «Boletín Oficial 
del Estado» de 21 de abril) y su Protocolo Facultativo (Instrumento de Ratificación publicado 
en el «BOE» del 22 de abril de 2008); por lo que ese cuerpo normativo internacional pasó a 
formar parte del ordenamiento jurídico español desde esa fecha.

Ahora bien, la consecución de la igualdad efectiva de toda la ciudadanía, viene 
desarrollándose de forma gradual en España desde hace varias décadas, mediante la 
aprobación de disposiciones legales y reglamentarias, tanto nacionales como autonómicas.

II
La Constitución española, en su artículo 14, reconoce la igualdad de todos los españoles 

ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, 
sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social. Y, en ese 
sentido, el artículo 9.2 del texto constitucional refuerza este principio al imponer a los 
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poderes públicos las obligaciones de promover las condiciones para que la libertad y la 
igualdad del individuo y de los grupos en que se integran sean reales y efectivas, remover 
los obstáculos que puedan impedir o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos 
los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social. Por último, el artículo 49 de la 
norma fundamental contiene un mandamiento para que los poderes públicos realicen una 
política de previsión, tratamiento, rehabilitación e integración de las personas con 
discapacidad física, sensorial y psíquica a los que prestarán la atención especializada que 
requieran y los ampararán especialmente para el disfrute de los derechos que el título I de la 
Constitución otorga a todos los ciudadanos.

Mediante el Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, se aprobó el Texto 
Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su 
inclusión social, que incorpora y armoniza las disposiciones normativas dictadas con 
posterioridad a la ratificación de la Convención Internacional sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad, con la finalidad de adaptar la normativa española a los 
principios y derechos declarados en la misma.

La Ley General de Derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social 
tiene por objeto garantizar el derecho a la igualdad de oportunidades y de trato, así como el 
ejercicio real y efectivo de derechos por parte de las personas con discapacidad en igualdad 
de condiciones respecto del resto de la ciudadanía, a través de la promoción de la 
autonomía personal, de la accesibilidad universal, del acceso al empleo, de la inclusión en la 
comunidad y la vida independiente y de la erradicación de toda forma de discriminación, 
conforme a los artículos 9.2, 10, 14 y 49 de la Constitución española y a la Convención 
Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y los tratados y 
acuerdos internacionales ratificados por España.

III
En cumplimiento del mandato constitucional, el artículo 5.2.a del Estatuto de Autonomía 

de Canarias, aprobado mediante Ley Orgánica 10/1982, de 10 de agosto, y reformado por 
Ley Orgánica 4/1996, de 30 de diciembre, establece que los poderes públicos canarios, en el 
marco de sus competencias, asumen como principio rector de su política, la promoción de 
las condiciones necesarias para el libre ejercicio de los derechos y libertades de los 
ciudadanos y la igualdad de los individuos y los grupos en que se integran.

Igualmente, la Constitución española establece, en su artículo 148.1.20.º, que las 
comunidades autónomas podrán asumir competencia exclusiva en materia de asistencia 
social. Y, en esta línea, el Estatuto de Autonomía de Canarias determina en su artículo 30.13 
la competencia exclusiva de esta en materia de asistencia social y servicios sociales.

En ejercicio de dichas competencias, se promulgó la Ley 9/1987, de 28 de abril, de 
Servicios Sociales, en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Canarias, en cuyo 
artículo 4.2.e) se establece que es área de actuación del Gobierno de Canarias la promoción 
y atención de las personas con disminuciones físicas, psíquicas o sensoriales, así como la 
promoción de su integración social, a fin de conseguir su desarrollo personal y la mejora de 
su calidad de vida.

Asimismo, con el fin de garantizar la accesibilidad al entorno urbano, a las edificaciones 
públicas y privadas y a los medios de transporte de las personas con discapacidad, se 
aprobó la Ley 8/1995, de 6 de abril, de accesibilidad y supresión de barreras físicas y de la 
comunicación de la Comunidad Autónoma de Canarias.

Esta ley persigue la supresión de cuantas barreras impidan el acceso a la vida normal de 
las personas con discapacidad, fomentando, de una parte, la accesibilidad de los lugares y 
construcciones destinados a un uso que implique concurrencia de público y, de otro, la 
adaptación de las instalaciones, edificaciones y espacios libres ya existentes.

IV
La colaboración y el apoyo de los animales, en especial la especie canina, pueden 

permitir al ser humano alcanzar cotas reseñables, sobre todo mediante la aplicación de 
técnicas adecuadas de adiestramiento y entrenamiento canino, en ámbitos tan dispares 
como el salvamento, la prevención del delito, situaciones de emergencia y catástrofes, y por 
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supuesto como medios auxiliares y de ayuda a personas con discapacidad. En este último 
ámbito, determinadas razas de perros han demostrado una destreza y una sensibilidad 
encomiables, convirtiéndose en los más fieles y estrechos colaboradores de las personas 
con diferentes tipos de discapacidad.

Por ello, el objeto de esta ley es reconocer la realidad de la importante y decisiva labor 
que realizan esos perros, que desempeñan numerosas tareas de apoyo, auxilio, aviso, 
asistencia y conducción de personas con discapacidad, ya no solo circunscrito al déficit 
visual sino a cualquier otro tipo o ámbito de la discapacidad psíquica, física o sensorial que 
encuentra en estos perros, denominados de asistencia, un medio eficaz para el 
desenvolvimiento de la vida diaria. En este sentido, el presente texto legal no solo amplía y 
sustituye el tradicional concepto de perro guía por el de asistencia, sino que además procura 
fijar con mayor concreción las pautas y requisitos para garantizar con la máxima efectividad 
el derecho de acceso al entorno, que garantiza a las personas con discapacidad 
acompañadas de un perro de asistencia que ostente tal reconocimiento y condición las 
facultades de acceso, circulación y permanencia en cualesquiera espacios, instalaciones y 
establecimientos de uso público acompañadas del mismo.

En cuanto a su contenido y estructura, la presente ley consta de cuatro capítulos, nueve 
disposiciones adicionales, dos transitorias, una derogatoria y dos finales. El capítulo I regula 
las disposiciones generales que centran el objeto, ámbito de aplicación y finalidad del texto 
legal. Por su parte, el capítulo II regula el derecho de acceso al entorno que tienen las 
personas usuarias de perros de asistencia y, en su caso, las personas encargadas del 
adiestramiento y educación de cachorros de los centros de adiestramiento de estos perros, 
en los diferentes espacios, transportes y establecimientos públicos o de uso público, 
incluyendo además algunas especificidades en determinados entornos cuya garantía debe 
ser especialmente reforzada; asimismo, establece las obligaciones que se derivan del 
ejercicio de este derecho de acceso.

El capítulo III contiene la regulación de los procedimientos de reconocimiento, 
suspensión y pérdida de la condición de perro de asistencia y, por último, el capítulo IV 
incluye el régimen de infracciones y sanciones con el que se garantiza la efectividad del 
derecho de acceso al entorno y el respeto de las obligaciones impuestas por la ley.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
1. La presente ley tiene por objeto reconocer y garantizar en el ámbito de la Comunidad 

Autónoma de Canarias el derecho de acceso al entorno a las personas con discapacidad 
que, para su auxilio y apoyo, precisen de la utilización de un perro de asistencia reconocido.

En consecuencia, es también objeto de esta ley determinar las facultades, obligaciones y 
responsabilidades inherentes al ejercicio de este derecho, establecer los requisitos y 
condiciones para el reconocimiento, pérdida y suspensión de la condición de perro de 
asistencia, así como fijar el régimen de infracciones y sanciones aplicable a los 
incumplimientos de lo dispuesto en esta ley.

2. El derecho de acceso al entorno a que se hace referencia en el apartado primero del 
presente artículo comprende no solo la libertad de acceso en sentido estricto, sino también la 
libre deambulación y permanencia en el espacio o lugar de que se trate, en igualdad de 
condiciones con el resto de las personas usuarias del mismo.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. Esta ley será de aplicación a los perros de asistencia, definidos en el artículo 3, que se 

encuentren en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Canarias, así como a las 
personas usuarias de los mismos.

2. También resultará de aplicación a las entidades especializadas, centros de 
adiestramiento, personas encargadas del adiestramiento y educación de la Comunidad 
Autónoma de Canarias, que participan o colaboran en el proceso de entrenamiento, 
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educación y socialización de estos perros y en su vinculación y adaptación a la persona con 
discapacidad.

3. La aplicación de las previsiones de esta ley a los perros de asistencia, lo será sin 
perjuicio de la normativa autonómica general en materia de animales de compañía y de la 
especie canina en particular, que a su vez les será de aplicación en todo lo no regulado 
expresamente en la presente norma.

Artículo 3.  Definición de perros de asistencia.
Son perros de asistencia todos aquellos que hayan sido adiestrados por centros o 

entidades especializadas oficialmente reconocidas para el acompañamiento, conducción, 
ayuda y auxilio de personas con discapacidad a los que quedan vinculados singularmente 
mientras dure su condición de perro de asistencia.

Artículo 4.  Tipología.
En atención a las aptitudes y habilidades adquiridas en su adiestramiento, los perros de 

asistencia pueden ser:
a) Perros guía: son aquellos perros adiestrados para guiar y orientar a una persona con 

discapacidad visual, total o parcial, o a una persona que además de una discapacidad visual 
tiene una discapacidad auditiva.

b) Perros de señalización de sonidos: son aquellos perros adiestrados para avisar a las 
personas con discapacidad auditiva, total o parcial, de diferentes sonidos e indicarles su 
origen.

c) Perros de apoyo o de servicio: son aquellos perros adiestrados para prestar ayuda y 
auxilio en el desarrollo de las actividades de la vida diaria a aquellas personas con 
discapacidad que tengan reducida su capacidad motora.

d) Perros de aviso o alerta médica: son aquellos perros adiestrados para avisar de una 
alerta médica a personas que padecen discapacidad y crisis recurrentes con desconexión 
sensorial derivadas de una enfermedad específica, diabetes, epilepsia u otra enfermedad 
orgánica o de alguna otra enfermedad que se reconozca de acuerdo con la normativa 
sanitaria aplicable.

e) Perros adiestrados, para preservar la integridad física de las personas con 
discapacidad y para controlar situaciones de emergencia y guiar a las personas usuarias.

Artículo 5.  Personas usuarias.
1. Las personas usuarias de perros de asistencia son aquellas afectadas por cualquier 

tipo de discapacidad que hubieran sido reconocidas oficialmente por el órgano competente, 
que precisan y cuentan con el apoyo, auxilio o servicio de un perro de asistencia acreditado 
como tal, para desarrollar actividades de la vida cotidiana que garantizan el ejercicio de sus 
derechos de autonomía personal y de accesibilidad universal.

2. En todo caso, no podrán ser personas usuarias aquellas con discapacidad cuyas 
condiciones y limitaciones psicofísicas les impidan disponer con seguridad y garantía de un 
perro de asistencia, en especial cuando su posesión y tenencia represente un riesgo propio 
o ajeno.

Artículo 6.  Entidades y centros de adiestramiento.
1. Las entidades y centros oficiales de adiestramiento destinadas a la educación y 

formación de perros de asistencia deberán reunir las condiciones y requisitos de carácter 
general exigibles a los centros y/o establecimientos para el fomento y cuidado de los 
animales de compañía, así como aquellos específicos aplicables a los centros de 
adiestramiento canino por la normativa reguladora de los animales de compañía. En 
concreto, el personal que lleve a cabo las tareas de adiestramiento deberá tener la 
acreditación y niveles de capacitación de adiestrador o adiestradora de perros de asistencia 
que les sean exigibles de conformidad con la normativa aplicable.

2. Asimismo, a los efectos de la presente ley se entiende por educador o educadora de 
cachorros la persona que colabora con un centro de adiestramiento de perros de asistencia 
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acogiendo a un cachorro para desarrollar la función de su socialización temprana, a cuyo 
efecto se le reconoce el derecho de acceso al entorno en compañía del perro en educación, 
en los términos previstos en el artículo 13 de la presente ley.

Artículo 7.  Capacitación profesional para el adiestramiento de perros de asistencia.
A efectos de lo previsto en esta ley, se entiende que cuentan con la capacitación 

profesional adecuada para el adiestramiento de un perro de asistencia aquellas personas 
que hayan acreditado las unidades de competencia de la cualificación profesional 
SSC610_Instrucción de perros de asistencia (Nivel 3), incluida en el Catálogo Nacional de 
Cualificaciones Profesionales, en el Real Decreto 1035/2011, de 15 de julio, por el que se 
complementa el Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales, mediante el 
establecimiento de cinco cualificaciones profesionales de la familia profesional Servicios 
Socioculturales y a la Comunidad. Esta acreditación se podrá obtener mediante la posesión 
de un título de formación profesional, un certificado de profesionalidad o por la participación 
en un proceso de reconocimiento de las competencias profesionales adquiridas por la 
experiencia laboral según se establece en el Real Decreto 1224/2009, de 17 de julio, de 
reconocimiento de las competencias profesionales adquiridas por experiencia laboral, o, así 
mismo, mediante aquellas otras fórmulas o vías de acreditación reconocidas oficialmente 
que en el futuro pudieran establecerse.

CAPÍTULO II
Derechos y obligaciones

Artículo 8.  Derecho de acceso al entorno.
1. La persona usuaria, acompañada por su perro de asistencia, tiene reconocido en los 

términos previstos en esta ley el derecho de acceso al entorno, que le permite acceder, 
circular y permanecer en todos los espacios, transportes y establecimientos públicos o de 
uso público, así como en las instalaciones, establecimientos y espacios de titularidad privada 
y uso colectivo, incluidos el entorno laboral, administrativo, cultural, recreativo y de ocio, con 
objeto de garantizar a las personas con discapacidad unas condiciones básicas de 
accesibilidad, no discriminación e igualdad de oportunidades.

2. Dicho derecho implicará la permanencia ilimitada y constante del perro de asistencia 
al lado de la persona usuaria con la sujeción que corresponda. Se deberá garantizar el 
ejercicio de este derecho sin impedimento o interrupción alguna que dificulte la correcta 
asistencia del animal sin más límites que los prescritos en esta ley, no pudiendo ser 
denegado o condicionado por el ejercicio del derecho de admisión.

3. El ejercicio de este derecho de acceso al entorno no podrá condicionarse al 
otorgamiento de ningún tipo de garantía por parte de la persona usuaria del perro de 
asistencia, ni podrá implicar gasto adicional alguno para su usuario, salvo que se trate de la 
contraprestación por un servicio específico económicamente evaluable y no relacionada con 
el propio ejercicio del derecho de acceso.

4. No obstante lo anterior, la persona usuaria del perro será responsable del buen 
comportamiento del animal, así como de los daños que pueda ocasionar en los espacios, 
establecimientos y transportes tanto de uso público como privado a los que tenga derecho 
de acceso según lo previsto por la presente ley.

Artículo 9.  Determinación de los espacios, transportes y establecimientos públicos o de uso 
público.

A los efectos de lo previsto en el artículo anterior, tendrán la consideración de espacios, 
transportes y establecimientos públicos o de uso público, con independencia de que su 
titularidad sea pública o privada, los siguientes:

a) Los espacios públicos que, de conformidad con la normativa urbanística, tengan la 
consideración de viales para el disfrute y utilización exclusiva o parcial de peatones, así 
como los de esparcimiento al aire libre, incluidos los parques y jardines.
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b) Los centros y dependencias oficiales sea cual fuere su titularidad, incluidas las 
oficinas administrativas de toda índole, las judiciales y de participación en el ámbito político y 
electoral, siempre que su acceso no esté cerrado o restringido al público en general.

c) Los centros sanitarios, sociosanitarios y de servicios sociales, cualquiera que sea su 
titularidad y tipología.

d) Los centros de enseñanza en todos sus niveles.
e) Los establecimientos comerciales y mercantiles de cualquier tipo.
f) Los despachos y oficinas de profesionales liberales.
g) Los centros, establecimientos y espacios dedicados a actividades culturales, 

recreativas y de espectáculos, incluidos los museos, salas de exposiciones o conferencias, 
teatros, cines y cualesquiera otros centros de carácter análogo.

h) Los centros, instalaciones y establecimientos de ocio y tiempo libre, así como los 
espacios públicos o de uso público dedicados al esparcimiento, incluidos los parques 
acuáticos, de atracciones y zoológicos y los espacios naturales.

i) Las instalaciones deportivas, incluidas las piscinas hasta el margen de la zona de 
agua.

j) Los centros dedicados al culto religioso.
k) Los establecimientos dedicados a la actividad turística de alojamiento en sus 

diferentes modalidades y tipos, incluidos los hoteleros, apartamentos, balnearios, 
campamentos, campings, albergues y refugios.

l) Los establecimientos de restauración, bares, cafeterías y cualesquiera otros que 
preparen o sirvan al público comidas o bebidas.

m) Los espacios naturales de protección especial donde se prohíba expresamente el 
acceso con perros, incluidos los encuadrados en un entorno acuático.

n) Las playas.
ñ) Los espacios de uso general y público destinados a la espera, carga o descarga y 

acceso al transporte público en todas sus modalidades, incluidos los puertos, aeropuertos, 
helipuertos, estaciones y paradas de ferrocarriles, tranvías, guaguas y acceso a vehículos 
ligeros de transporte.

o) Todos los medios de transporte colectivo de viajeros de uso público, sean de 
titularidad pública o privada, tengan carácter reglado o discrecional, incluidos los servicios 
urbanos e interurbanos de transporte en vehículos ligeros y autotaxis.

p) Cualquier otro espacio, local o establecimiento de uso público o de atención al público 
no previsto en los apartados anteriores.

Artículo 10.  Especificidades del derecho de acceso al entorno en el ámbito laboral.
1. La persona usuaria no podrá ser discriminada en los procesos de selección laboral ni 

en el desenvolvimiento de su tarea profesional por razón de la tenencia, utilización y auxilio 
de un perro de asistencia que ostente tal condición, en los términos previstos por la 
legislación del Estado.

2. En su lugar de trabajo, la persona usuaria tendrá derecho a mantener al perro de 
asistencia a su lado y en todo momento.

3. Asimismo, la persona usuaria tendrá derecho a acceder con el perro a todos los 
espacios de la empresa, organización o administración en los que lleve a cabo su tarea 
profesional, en las mismas condiciones que el resto de profesionales y con las únicas 
restricciones previstas por esta ley.

Artículo 11.  Especificidades del derecho de acceso al entorno en espacios, centros y 
establecimientos de titularidad privada de uso colectivo.

1. El derecho de acceso al entorno reconocido en esta ley en los diferentes espacios, 
instalaciones y establecimientos enumerados en el artículo 9, se extenderá a los de 
titularidad privada pero de uso colectivo restringido respecto de los que la persona usuaria 
del perro de asistencia tenga acceso en virtud de su condición de propietaria, arrendataria, 
socia, partícipe o por cualquier otro título que la habilite para la utilización del mismo. 
Quedarán incluidos en este derecho de acceso, en todo caso:
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a) Las zonas e instalaciones comunes de los edificios, las fincas o las urbanizaciones en 
régimen de propiedad horizontal, copropiedad o aprovechamiento por turnos, así como las 
de los inmuebles destinados a alojamiento turístico.

b) Las dependencias e instalaciones de clubes, sociedades recreativas y cualesquiera 
entidades titulares de actividades deportivas, culturales, turísticas, de ocio y tiempo libre o 
análogas, abiertas al uso de sus socios, asociados o miembros.

c) Los espacios de titularidad privada en los que se desarrollen actividades culturales, 
educativas, de ocio y tiempo libre o análogas organizadas por entidades privadas, cuando la 
participación en las mismas quede abierta al público en general o a un colectivo genérico de 
personas.

2. Las condiciones generales de acceso de la persona usuaria del perro de asistencia a 
este tipo de espacios se regirán por los estatutos, reglamentos o normas reguladoras de su 
uso, no siéndoles de aplicación las prohibiciones o restricciones de acceso con animales 
contenidas en las mismas, debiendo garantizarse la utilización del espacio en condiciones de 
igualdad con el resto de usuarios del mismo. El ejercicio de este derecho se someterá a las 
previsiones contenidas en los artículos 8, 14 y 15 de esta ley.

Artículo 12.  Especificidades del ejercicio del derecho de acceso al entorno en los medios 
de transporte.

El ejercicio del derecho de acceso al entorno y en la utilización de los medios de 
transporte por las personas usuarias de perros de asistencia se someterá a las siguientes 
prescripciones:

a) La persona usuaria del perro tendrá preferencia en el uso de los espacios reservados 
para personas con discapacidad en los transportes públicos o de uso público, que 
generalmente son los asientos adyacentes al pasillo o con más espacio libre alrededor. En 
los servicios urbanos e interurbanos, el perro debe llevarse tendido a los pies o al lado de la 
persona usuaria. La empresa titular, en función de la capacidad del vehículo, podrá limitar el 
número de perros de asistencia que puedan acceder al mismo tiempo. En todo caso, 
deberán permitirse al menos dos perros de asistencia en medios de transporte de hasta 
ocho plazas autorizadas, y un perro de asistencia por cada cuatro plazas autorizadas en los 
de capacidad superior a ocho.

b) En los servicios urbanos e interurbanos de transporte el perro de asistencia irá tendido 
a los pies o al lado de la persona usuaria sin ocupar plaza de viajero. En el caso de los 
autotaxis se permitirá, como máximo, el acceso de dos usuarios con perros de asistencia.

c) El perro de asistencia estará exento de pagar el billete correspondiente a la hora de 
utilizar un transporte público y privado.

Artículo 13.  Derecho de acceso al entorno de las personas encargadas del adiestramiento, 
instrucción y educación de cachorros de los centros de adiestramiento.

El derecho de acceso al entorno regulado en la presente ley se extenderá, en los 
mismos términos previstos para la persona usuaria, a las personas encargadas del 
adiestramiento e instrucción de cachorros de los centros de adiestramiento, durante las 
fases de adiestramiento y reeducación de los perros de asistencia o perros en formación, así 
como durante el traslado del animal para la realización de su cometido y durante la 
adaptación del perro a la persona usuaria.

Igualmente, se extenderá a las personas encargadas de la educación de cachorros de 
los centros de adiestramiento cuando vayan acompañados del perro en educación que 
tengan acogido.

Artículo 14.  Limitaciones al derecho de acceso al entorno.
1. El derecho de acceso al entorno de una persona usuaria de perro de asistencia, 

previsto en esta ley, no podrá ser ejercido en los siguientes supuestos:
a) Cuando el perro de asistencia muestre signos evidentes de falta de higiene o 

síntomas claros de enfermedad, como pueden ser deposiciones diarreicas, secreciones 
anormales o heridas abiertas.
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b) Cuando concurra una situación de riesgo inminente y grave para la integridad física de 
las personas o del propio perro.

2. La denegación del derecho de acceso al entorno a las personas usuarias de perros de 
asistencia por alguna de las causas recogidas en el apartado anterior se realizará por el 
titular o persona responsable del espacio, local o establecimiento, quien deberá justificar el 
motivo de denegación a la persona usuaria, dejando constancia de ello por escrito a petición 
de esta.

3. El derecho de acceso al entorno de la persona usuaria de perro de asistencia estará 
prohibido en los siguientes espacios:

a) Las zonas de acceso exclusivo del personal de restaurantes, bares, cafeterías y otros 
lugares destinados a la restauración.

b) Los quirófanos, los espacios donde se llevan a cabo los cuidados y tratamientos de 
los servicios de urgencias, las zonas de cuidados intensivos o cualquier otra zona de un 
centro sanitario que, por su función, deba estar en condiciones higiénicas especiales.

c) El agua de las piscinas y de los parques acuáticos.
d) El interior de las atracciones en los parques de atracciones.

Artículo 15.  Obligaciones.
1. Las personas usuarias de perros de asistencia o, en su caso, los padres o personas 

que ejerzan su tutela legal en los casos legalmente establecidos, tendrán las siguientes 
obligaciones:

a) Cumplir el conjunto de obligaciones y exigencias en materia de tenencia, bienestar 
animal, condiciones higiénico-sanitarias, de control, identificación y registro, establecidas, 
con carácter general, por la normativa aplicable en materia de protección y defensa de los 
animales de compañía, así como aquellas obligaciones específicas que, en su caso, resulten 
aplicables a los perros. No obstante, las obligaciones relativas al mantenimiento de la 
higiene en vías públicas solo serán exigibles a la persona usuaria en la medida en que su 
discapacidad le permita su cumplimiento.

b) Mantener suscrita una póliza de seguro de responsabilidad civil con una cobertura 
mínima de 300 000 euros por siniestro para prevenir eventuales daños a terceras personas 
causados por el perro de asistencia, cantidad que podrá ser actualizada por la Consejería 
competente del Gobierno de Canarias con carácter anual.

c) Utilizar el perro de asistencia exclusivamente para el cumplimiento de las funciones 
propias para las que ha sido adiestrado.

d) Disponer de la documentación acreditativa de la condición de perro de asistencia, que 
podrá ser solicitada por el personal de las administraciones competentes que ejerza las 
funciones de inspección, y colocar al animal en lugar visible su distintivo específico de 
identificación.

e) Mantener el perro a su lado, con la sujeción que proceda, en los espacios y lugares en 
que se ejerce el derecho de acceso al entorno.

2. Las obligaciones establecidas en el apartado 1 anterior, excepto la prevista en la letra 
d), también serán exigibles a las entidades especializadas o centros de adiestramiento que 
sean propietarios y poseedores de perros de asistencia en fase de adiestramiento o en 
periodo de reeducación o adaptación a otra persona usuaria; así como a las personas 
encargadas del adiestramiento, instrucción o educación de cachorros de tales entidades o 
centros de adiestramiento en aquellos aspectos concretos que se deriven del proceso de 
adiestramiento y educación.

CAPÍTULO III
Reconocimiento, pérdida y suspensión de la condición de perro de asistencia

Artículo 16.  Reconocimiento.
1. La condición de perro de asistencia será reconocida, en su caso, a solicitud de la 

persona usuaria o de los padres o persona que ejerza la tutela legal en caso de usuarios 
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menores o incapacitados, por el órgano competente de servicios sociales de la Comunidad 
Autónoma de Canarias en materia de personas con discapacidad, siempre que se acredite y 
justifique el cumplimiento de los siguientes requisitos:

a) Que el perro ha sido adiestrado por una entidad o centro de adiestramiento 
oficialmente reconocido y que ha adquirido las aptitudes necesarias para llevar a cabo las 
funciones de acompañamiento, conducción, alerta, auxilio y apoyo de la persona usuaria en 
atención a su discapacidad.

b) Que el perro reúne los requisitos exigidos por las normas de tenencia, bienestar, 
higiénico-sanitarias, de control, identificación y registro aplicables, con carácter general, en 
materia de protección y defensa de los animales de compañía y, en particular, aquellas 
condiciones higiénico-sanitarias específicas a que se refiere el artículo 18 de esta ley.

c) Que se identifique y acredite la vinculación del perro con la persona usuaria y que su 
utilización se ajusta a las finalidades de asistencia previstas en esta ley.

d) Que se dispone de una póliza de seguro de responsabilidad civil en vigor para 
prevenir eventuales daños a terceras personas causados por el perro de asistencia, hasta el 
límite de cobertura previsto en el artículo 15.1.b) de la presente ley.

2. El procedimiento para el reconocimiento de la condición de perro de asistencia y de su 
correspondiente registro se concretará reglamentariamente. Dicho reconocimiento, siempre 
que se mantengan las condiciones y requisitos exigibles, será indefinido, manteniéndose 
durante toda la vida del animal, sin perjuicio de lo dispuesto sobre pérdida y suspensión de 
esta condición en los artículos 19 y 20 de la presente ley.

3. Los perros pertenecientes a razas potencialmente peligrosas, de acuerdo con la 
normativa reguladora en este ámbito, no pueden obtener la condición de perro de asistencia.

Artículo 17.  Identificación como perro de asistencia.
1. El reconocimiento como perro de asistencia se acreditará mediante la documentación 

oficial que identifique tal condición y un distintivo específico que el perro deberá llevar en 
todo momento en lugar visible y que incluirá, en todo caso, los datos del animal y de la 
persona usuaria, y ello sin perjuicio de las demás identificaciones que resulten exigibles, de 
conformidad con la legislación aplicable en materia de animales de compañía, a la especie 
canina. Las características, contenido y expedición de esta documentación identificativa se 
determinarán reglamentariamente.

2. La documentación identificativa podrá ser requerida a la persona usuaria, a instancia 
del personal acreditado al servicio de las administraciones públicas con competencias en 
sanidad animal, salud pública y servicios sociales en el ejercicio de sus respectivas 
funciones para comprobar el cumplimiento de esta ley.

3. Asimismo, los responsables de la vigilancia en los espacios, establecimientos y 
servicios a los que la persona usuaria pretende tener acceso podrán solicitar la exhibición de 
la documentación identificativa de manera razonada, no pudiendo imponer o exigir más 
condiciones que las establecidas en la presente ley.

4. Para el ejercicio del derecho de acceso de las personas encargadas del 
adiestramiento, instrucción y educación de cachorros reconocido en el artículo 13 de la 
presente ley, será suficiente con que estos exhiban la documentación acreditativa de su 
respectiva condición expedida por el centro de adiestramiento de perros de asistencia para 
el que presten servicios o con el que colaboren.

Artículo 18.  Condiciones sanitarias de los perros de asistencia.
1. Los perros de asistencia deberán mantener en todo momento unas condiciones 

higiénico-sanitarias óptimas para evitar el riesgo de transmisión de zoonosis a las personas 
usuarias y a terceros.

2. A tal efecto, y sin perjuicio de los requisitos que, en su caso, puedan resultar exigibles 
por la legislación estatal, los perros de asistencia deberán cumplir las medidas higiénicas y 
sanitarias establecidas con carácter general para la especie canina en la normativa 
autonómica canaria aplicable en materia de animales de compañía, estando sometidos a los 
controles, tratamientos y/o vacunas de carácter obligatorio establecidos para su especie por 
las autoridades competentes en materia de animales de compañía.
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3. Además, los perros de asistencia deberán cumplir las siguientes condiciones:
a) Estar esterilizados para evitar los efectos de los cambios de niveles hormonales.
b) No sufrir enfermedades transmisibles a las personas, entendiendo por tales las 

incluidas en el cuadro de antropozoonosis vigente en cada momento. En el caso de que un 
diagnóstico veterinario determinara la presencia de una zoonosis, se seguirá el tratamiento 
completo prescrito por un profesional o, en su defecto, se aplicarán las medidas necesarias 
para evitar el riesgo de transmisión para las personas.

c) Estar vacunado, con la periodicidad aplicable para cada caso en la Comunidad 
Autónoma de Canarias, contra las siguientes enfermedades:

– Rabia.
– Moquillo, parvovirosis canina y hepatitis canina.
– Leptospirosis.
– Cualquier otra que establezcan las autoridades sanitarias en atención a la situación 

epidemiológica de cada momento.
d) Pasar un control anual, con resultado negativo, de leishmaniosis, leptospirosis y 

brucelosis, así como de cualquier otra enfermedad que establezcan las autoridades 
sanitarias en atención a la situación epidemiológica de cada momento.

e) Estar desparasitado interna y externamente, con la periodicidad que se determinará 
reglamentariamente.

f) Presentar unas buenas condiciones higiénicas, que comporten un aspecto saludable y 
limpio.

4. La revisión sanitaria del perro para acreditar el cumplimiento de lo que establece el 
presente artículo debe llevarse a cabo anualmente, por un veterinario colegiado en el 
ejercicio de la profesión, que extenderá al efecto el oportuno certificado.

5. Las actuaciones veterinarias a que hace referencia el presente artículo, así como los 
tratamientos y el historial sanitario del perro de asistencia, deben constar debidamente en la 
cartilla o documento sanitario oficial, expedido, firmado y sellado por el veterinario 
responsable del animal.

6. La persona usuaria del perro de asistencia, o el padre o a la madre o quien ejerza su 
tutela en los casos legalmente establecidos, serán los responsables del cumplimiento de las 
condiciones establecidas en este artículo.

Artículo 19.  Pérdida de la condición de perro de asistencia.
1. El perro de asistencia perderá su condición por cualquiera de los siguientes motivos:
a) Por fallecimiento de la persona usuaria.
b) Por muerte del animal.
c) Por renuncia expresa y escrita de la persona usuaria o, en los casos de menores e 

incapacitados, de la persona que ejerce su tutela legal ante el centro de adiestramiento que 
realizó la adaptación o ante los órganos competentes de servicios sociales de la Comunidad 
Autónoma de Canarias.

d) Por imposibilidad legal o material definitiva de que la persona usuaria mantenga su 
vinculación con el perro, que dé lugar a la disolución de la unidad.

e) Por incapacidad definitiva del animal para el cumplimiento de las funciones 
específicas para las que fue adiestrado.

f) Por haber causado el perro de asistencia daños corporales a personas o animales 
como consecuencia de una agresión originada por él y que no tenga causa en un previo 
comportamiento agresivo o amenazador del dañado o de un tercero, si así queda acreditado 
fehacientemente en las actuaciones administrativas o judiciales desarrolladas por personal al 
servicio de las administraciones públicas competentes, y ello sin perjuicio de las medidas 
que resulten aplicables de conformidad con la legislación aplicable en materia de animales 
de compañía.

g) Por no reunir el perro de asistencia de manera evidente y reiterada las condiciones de 
aseo e higiénicas exigibles, así como por incumplimiento reiterado de los requisitos 
sanitarios generales o específicos que resulten exigibles en virtud de la legislación aplicable 
en materia de animales de compañía y de la presente ley, y así se ratifique por sanción 
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administrativa firme del órgano competente en la imposición de sanciones por tales 
incumplimientos sanitarios.

h) Por carecer de la póliza de seguro de responsabilidad civil en vigor a que se refiere el 
artículo 16.1.d) de la presente ley, una vez transcurridos dos meses desde el requerimiento 
para su suscripción o actualización que se efectúe por el órgano competente de servicios 
sociales.

i) Por otros incumplimientos reiterados de las obligaciones establecidas en el artículo 15 
de la presente ley, no previstos anteriormente.

2. La pérdida de la condición de perro de asistencia se determinará, previa instrucción 
del correspondiente expediente con audiencia de la persona usuaria y, si procede, del titular 
o responsable de la entidad o centro de adiestramiento que participó en la vinculación, por el 
mismo órgano que otorgó su reconocimiento. Específicamente, en los supuestos previstos 
en las letras e) y f) del apartado anterior se exigirá informe o certificado técnico de un 
profesional veterinario.

Artículo 20.  Suspensión de la condición de perro de asistencia.
Asimismo, cuando concurra alguna de las causas enumeradas en el artículo 19.1 de la 

presente ley y se valore que dicha circunstancia puede tener carácter temporal o que es 
susceptible de subsanación en breve plazo, se podrá acordar por el órgano competente del 
reconocimiento, previa instrucción del oportuno expediente, la suspensión provisional de la 
condición de perro de asistencia por un período máximo de seis meses con requerimiento 
expreso a la persona usuaria o propietaria. Transcurrido dicho plazo sin que se haya 
subsanado la situación, se procederá a declarar la pérdida de la condición de perro de 
asistencia.

Artículo 21.  Efectos de la pérdida y suspensión de la condición de perro de asistencia.
Las resoluciones de pérdida y suspensión de la condición de perro de asistencia 

implicarán, con carácter definitivo o temporal, respectivamente la retirada de la 
documentación y distintivo oficial que acredita dicha condición y la imposibilidad de que la 
persona usuaria ejerza el derecho de acceso al entorno previsto en la presente ley con el 
perro de asistencia afectado por la pérdida o suspensión de dicha condición.

Asimismo, las resoluciones de pérdida o suspensión de la condición de perro de 
asistencia serán objeto de inscripción o anotación, respectivamente, en el registro de perros 
de asistencia creado por la presente ley.

CAPÍTULO IV
Infracciones y sanciones

Artículo 22.  Infracciones.
Los incumplimientos e inobservancias de las obligaciones y requisitos contenidos en esta 

ley y en su normativa de desarrollo constituirán infracción administrativa y se sancionarán 
conforme a lo dispuesto en el presente capítulo.

Artículo 23.  Sujetos responsables.
1. Serán responsables de las infracciones cometidas las personas físicas o jurídicas que 

por acción u omisión infrinjan lo dispuesto en la presente ley.
2. Cuando el cumplimiento de las obligaciones corresponda a varias personas 

conjuntamente, o si la infracción fuera imputable a varias personas y no resultara posible 
determinar el grado de participación de cada una de ellas, responderán como coautoras de 
forma solidaria de las infracciones cometidas. A tal efecto, tendrán la consideración de 
coautoras:

a) Las personas físicas o jurídicas que cooperen en la ejecución de la infracción 
mediante una acción u omisión sin la cual la infracción no se habría producido.
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b) Las personas físicas o jurídicas que organicen o exploten las actividades, 
establecimientos o servicios; las personas titulares de las licencias o autorizaciones 
correspondientes o, si procede, las personas responsables de las entidades públicas o 
privadas titulares del servicio, cuando no cumplan el deber de vigilar o prevenir que una 
tercera persona cometa las infracciones tipificadas en la presente ley.

3. Sin perjuicio de las sanciones que procedan, las personas responsables de las 
infracciones deberán indemnizar los daños y perjuicios causados, así como en su caso 
restituir la situación alterada al estado previo a la comisión de los hechos.

Artículo 24.  Clasificación de las infracciones.
1. Las infracciones tipificadas en la presente ley se clasifican en leves, graves y muy 

graves.
2. Constituyen infracciones leves:
a) Dificultar el ejercicio de los derechos reconocidos en la presente ley, sin llegar a 

vulnerarlos.
b) Incumplir cualquiera de las obligaciones que el artículo 15 de esta ley impone a las 

personas usuarias, propietarias, y a las encargadas del adiestramiento y educación de 
perros de asistencia y de cachorros.

3. Constituyen infracciones graves:
a) Percibir ingresos adicionales en concepto de acceso del perro de asistencia 

contraviniendo lo dispuesto por el artículo 8.3 de esta ley.
b) Utilizar, de forma fraudulenta, el distintivo de identificación de perro de asistencia para 

un perro que no tenga dicha acreditación.
c) Utilizar, de forma fraudulenta, un perro de asistencia sin ser la persona usuaria del 

mismo o, en caso de perros en formación o reeducación, la persona encargada de su 
adiestramiento o educación.

d) No dispensar al perro de asistencia la atención veterinaria que determina la presente 
ley.

e) Utilizar el perro de asistencia después de que el correspondiente órgano 
administrativo haya notificado a la persona usuaria la suspensión o la pérdida de su 
condición de perro de asistencia.

f) Llevar a cabo, un mínimo de tres veces en dos años, cualquiera de las conductas o 
acciones tipificadas como infracciones leves en el apartado 2 del presente artículo.

4. Constituyen infracciones muy graves:
a) Impedir el acceso, circulación o permanencia de las personas usuarias de perros de 

asistencia en cualquiera de los lugares, locales, establecimientos, alojamientos, transportes 
y espacios determinados los artículos 9 y 11 de esta ley.

b) Privar de forma intencionada a la persona usuaria de su perro de asistencia, si el 
hecho no constituyera infracción penal.

c) Vulnerar de cualquier forma el derecho de acceso al entorno en el ámbito laboral de la 
persona usuaria regulado en el artículo 10 de esta ley.

d) Llevar a cabo, un mínimo de tres veces en dos años, cualquiera de las conductas o 
acciones tipificadas como infracciones graves en el apartado 3 del presente artículo.

Artículo 25.  Sanciones.
Las infracciones tipificadas en la presente ley se sancionarán con las siguientes multas:
a) Las infracciones leves, con una multa de 300 a 600 euros.
b) Las infracciones graves, con una multa de 601 a 3.000 euros.
c) Las infracciones muy graves, con una multa de 3.001 a 9.000 euros.

Artículo 26.  Graduación de las sanciones.
1. Para determinar las sanciones procedentes se tendrá en cuenta el principio de 

proporcionalidad y, singularmente, la concurrencia o no de las siguientes circunstancias:
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a) La existencia de intencionalidad o negligencia en las personas infractoras.
b) La magnitud de los perjuicios causados, con especial significación a la dignidad de la 

persona discapacitada.
c) La reincidencia, en los términos que establece el apartado 2 del presente artículo.
d) La trascendencia social de los hechos sancionados.
e) El riesgo producido.
f) La diligencia exigible a la persona infractora, según su experiencia y el conocimiento 

que tenga de sus funciones laborales.
g) El hecho de que haya existido requerimiento previo.
h) La gravedad de los daños ocasionados al perro de asistencia.
2. A los efectos señalados en la letra c) del apartado 1 de este artículo, se entiende que 

existe reincidencia cuando en el momento de cometer la infracción la persona infractora ha 
sido sancionado con anterioridad por la comisión de infracciones de distinta o idéntica 
naturaleza a las previstas en el artículo 24 de esta ley y la sanción previamente impuesta no 
ha prescrito con arreglo a lo dispuesto en el artículo 29.2 de esta ley.

Artículo 27.  Potestad sancionadora y competencia.
1. Con carácter general, corresponde a la Consejería competente en materia de servicios 

sociales del Gobierno de Canarias la competencia para la incoación, instrucción y resolución 
de los expedientes sancionadores por las infracciones tipificadas en la presente ley.

2. Reglamentariamente se determinarán los órganos competentes para la iniciación, 
instrucción y resolución de los expedientes sancionadores por las infracciones tipificadas en 
la presente ley.

Artículo 28.  Procedimiento.
El procedimiento aplicable para el ejercicio de la potestad sancionadora regulada por la 

presente ley será el previsto con carácter general para la Administración de la Comunidad 
Autónoma de Canarias.

Artículo 29.  Prescripción de infracciones y sanciones.
1. Las infracciones administrativas tipificadas en la presente ley prescriben en los 

siguientes plazos:
a) Las leves, al año de haber sido cometidas.
b) Las graves, a los dos años de haber sido cometidas.
c) Las muy graves, a los tres años de haber sido cometidas.
2. Las sanciones impuestas prescriben en el plazo de un año a contar desde la fecha de 

la firmeza de la resolución administrativa sancionadora.

Artículo 30.  Responsabilidad civil.
La imposición de una sanción con arreglo a lo previsto en la presente ley no excluye la 

responsabilidad civil de la persona infractora ni la eventual indemnización de daños y 
perjuicios que pueda derivarse de la conducta que ha sido objeto de sanción administrativa, 
de conformidad con la legislación vigente.

Disposición adicional primera.  Campañas informativas y educativas.
La Comunidad Autónoma de Canarias promoverá campañas informativas y de 

divulgación, dirigidas a la población en general, con especial hincapié en aquellos sectores 
relacionados con la prestación de servicios públicos, tales como comercio, turismo o 
transporte, con la finalidad de concienciar y difundir los derechos reconocidos en la presente 
ley para favorecer la integración social de las personas con discapacidad.
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Disposición adicional segunda.  Principio de colaboración y coordinación administrativa.
Las administraciones públicas y órganos directivos con competencias en materia de 

defensa y protección de los animales de compañía colaborarán con los órganos 
competentes en materia de servicios sociales, debiendo prestarse mutuamente la asistencia 
y colaboración requerida para garantizar el cumplimiento y eficacia de lo dispuesto en esta 
ley. En especial, se deberá garantizar esta colaboración y coordinación para el 
reconocimiento de la condición de perro de asistencia y el desarrollo reglamentario al que se 
refiere la disposición final primera de esta ley. Asimismo, se promoverá la colaboración con 
los órganos directivos competentes en materia de formación, reconocimiento y acreditación 
de las cualificaciones profesionales previstas en esta ley para apoyar e impulsar el 
adiestramiento de perros de asistencia.

Disposición adicional tercera.  Convenios.
La Comunidad Autónoma de Canarias podrá suscribir acuerdos o convenios de 

colaboración con entidades, instituciones y organizaciones de reconocido prestigio y 
experiencia en el ámbito específico del adiestramiento y educación de los perros de 
asistencia, así como con aquellas entidades colaboradoras en materia de animales de 
compañía que se considere necesario para el adecuado desarrollo y aplicación de lo 
dispuesto en esta ley.

Disposición adicional cuarta.  Derechos y obligaciones de las personas usuarias de perros 
de asistencia en estancia temporal en la Comunidad Autónoma de Canarias.

1. Las personas usuarias de perros de asistencia no residentes en la Comunidad 
Autónoma de Canarias, que tengan acreditada tal condición en virtud de reconocimiento y 
distintivo oficial otorgado por las instituciones competentes de otras comunidades autónomas 
o países, ostentarán durante su estancia temporal en esta comunidad autónoma los mismos 
derechos y obligaciones que las personas usuarias residentes cuyo reconocimiento haya 
sido obtenido de conformidad con la presente ley.

2. En el caso de que en su comunidad autónoma o país de residencia no se otorgue un 
reconocimiento y distintivo oficiales, la persona usuaria podrá ejercitar su derecho de acceso 
al entorno, en los términos de esta ley, siempre que acredite suficientemente su 
discapacidad y la condición de su perro de asistencia mediante documentación o elementos 
distintivos entregados por un centro de adiestramiento especializado. A tal efecto, el carnet 
de usuario de perro guía expedido por la Organización Nacional de Ciegos Españoles 
(ONCE) será suficiente para la acreditación de los usuarios de perro guía procedentes de 
otras comunidades autónomas.

Disposición adicional quinta.  Validez de los reconocimientos oficiales de la condición de 
perro de asistencia.

1. Los reconocimientos o acreditaciones oficiales de la condición de perro de asistencia 
de que dispongan u obtengan las personas usuarias residentes en la Comunidad Autónoma 
de Canarias, en virtud de acreditación oficial otorgada por otra Administración autonómica o 
por las instituciones competentes de otro país, de conformidad con la normativa del lugar de 
procedencia, tendrán pleno reconocimiento y validez jurídica a los efectos de los derechos y 
obligaciones establecidos en la presente ley.

2. No obstante lo anterior, y a los efectos de conocimiento y registro de tal acreditación, 
la persona usuaria estará obligada a comunicar o declarar el reconocimiento obtenido ante el 
órgano competente para el reconocimiento de la condición de perro de asistencia, a que se 
refiere el artículo 16 de esta ley, en el plazo de tres meses desde la entrada en vigor de la 
misma o desde la obtención de tal reconocimiento, en los términos que se determine 
reglamentariamente.
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Disposición adicional sexta.  Reconocimiento de perros guía entregados a través de la 
Organización Nacional de Ciegos Españoles (ONCE).

Las personas usuarias de perros guía entregados a través de la Organización Nacional 
de Ciegos Españoles (ONCE), tanto si fueron adiestrados por la Fundación ONCE del Perro 
Guía como por centros de adiestramiento extranjeros concertados con esta, podrán obtener 
el reconocimiento automático de la condición de su perro de asistencia en los términos que 
se determinen reglamentariamente, o en virtud de acuerdo o convenio que la Administración 
autonómica canaria suscriba con dicha organización.

Disposición adicional séptima.  Adaptación terminológica.
Las referencias a los perros guía contenidas en cualesquiera disposiciones o textos 

normativos o de otra índole de la Comunidad Autónoma de Canarias, deberán entenderse 
realizadas a los perros de asistencia, en los términos previstos en la presente ley.

Disposición adicional octava.  Registro de perros de asistencia.
A los efectos de lo dispuesto en esta ley, se crea el registro de perros de asistencia 

adscrito a la consejería competente en materia de servicios sociales del Gobierno de 
Canarias, cuyo contenido y funcionamiento se desarrollará reglamentariamente. En todo 
caso, en este registro deberán constar, al menos, los datos de identificación de la persona 
usuaria, de su perro de asistencia y las resoluciones de reconocimiento, pérdida y 
suspensión de la condición de perro de asistencia.

Disposición adicional novena.  Extensión de derechos.
El Gobierno de Canarias podrá, a través de norma de rango reglamentario de objeto 

específico, extender los derechos previstos por la presente ley a otras personas usuarias 
distintas a las mencionadas en su artículo 5, siempre que aquéllas se encuentren en una 
situación de especial vulnerabilidad y precisen de un perro de asistencia.

Disposición transitoria primera.  Adaptación a la nueva normativa.
Las personas usuarias residentes en la Comunidad Autónoma de Canarias que, a la 

entrada en vigor de la ley, posean un perro con cualidades de asistencia adiestrado en una 
entidad o centro de adiestramiento registrado en otra comunidad autónoma o país, o bien en 
un centro de adiestramiento acreditado en Canarias, pero sin reconocimiento o acreditación 
oficial, deberán obtener el correspondiente reconocimiento de la condición de perro de 
asistencia, a que se refiere el artículo 16 de la presente ley para poder disfrutar de los 
derechos previstos en la misma, dentro de los tres meses siguientes a su entrada en vigor o 
desde la obtención de ese reconocimiento.

Disposición transitoria segunda.  Adaptación de las ordenanzas municipales.
En el plazo de un año desde la entrada en vigor de esta ley las entidades locales de 

Canarias adecuarán sus ordenanzas municipales a las disposiciones contenidas en la 
misma.

Disposición derogatoria única.  Normas que se derogan.
Quedan derogadas aquellas disposiciones de igual o inferior rango que se opongan a 

esta ley.

Disposición final primera.  Habilitación reglamentaria.
Se faculta al titular de la consejería competente en materia de servicios sociales del 

Gobierno de Canarias para dictar, mediante orden, y en el plazo de un año desde la entrada 
en vigor de esta ley, las disposiciones de desarrollo necesarias para garantizar la efectividad 
de sus normas. En todo caso, será objeto de este desarrollo el procedimiento aplicable para 
el reconocimiento, pérdida y suspensión de la condición de perros de asistencia previsto en 

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DE LAS ISLAS CANARIAS

§ 20  Ley de perros de asistencia para personas con discapacidad

– 318 –



el capítulo III, con la determinación de las características y formato de la documentación y 
distintivos identificativos de tal condición.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor al mes de su publicación en el «Boletín Oficial de 

Canarias».
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§ 21

Ley 12/2007, de 24 de abril, de Ordenación del Transporte Marítimo 
de Canarias. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 88, de 3 de mayo de 2007

«BOE» núm. 142, de 14 de junio de 2007
Última modificación: 23 de julio de 2009

Referencia: BOE-A-2007-11675

[ . . . ]
TÍTULO II

Régimen de prestación de los servicios de transporte marítimo

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Derechos y deberes de los pasajeros

[ . . . ]
Artículo 24.  Derechos.

1. Los pasajeros tienen los siguientes derechos:
a) Disponer de unos servicios de transporte marítimo seguros, asequibles, y de calidad.
b) Recibir en todo momento información completa y detallada sobre los servicios 

ofertados por las empresas navieras y sus condiciones de prestación, incluyendo precios, 
trayectos, horarios, buques a utilizar y tiempo estimado.

c) Disponer de unos servicios accesibles y adapta-dos a las necesidades de las 
personas de movilidad reducida de acuerdo con la legislación aplicable y su normativa de 
desarrollo, recibiendo gratuitamente la debida asistencia.

d) Disponer de información detallada sobre las incidencias que puedan afectar a los 
servicios contratados, en particular, en caso de retraso sobre el horario previsto, suspensión 
o cancelación, y denegación de embarque, y sobre los derechos que les asisten en estas 
situaciones.

e) Ser atendidos, de manera gratuita, en los casos de retraso, suspensión o cancelación, 
y denegación de embarque, con comida y refrescos suficientes en función del tiempo de 
espera, y en los casos en que sea preciso pernoctar, alojamiento en un establecimiento 
hotelero, además de transporte entre el puerto y el lugar de alojamiento, salvo causa de 
fuerza mayor.
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f) Obtener el reembolso del billete o, en su caso, acceder a un transporte alternativo, lo 
más rápido posible y de calidad análoga, en los supuestos de retraso de una hora, 
suspensión, cancelación o denegación de embarque, que hagan inútil para el pasajero el 
desplazamiento, salvo causa de fuerza mayor.

g) Recibir una compensación económica equivalente al precio del billete por cualquier 
retraso o similar superior a dos horas sobre el horario oficial de salida, salvo causa de fuerza 
mayor. Esta compensación lo será con independencia del resto de derechos.

h) Reclamar contra las navieras que presten los servicios en el caso de deficiencias 
apreciadas en dicha prestación.

i) Ser indemnizados de los daños materiales y, en su caso, personales y morales, que 
puedan sufrir con ocasión de la prestación del servicio de acuerdo con la legislación vigente.

j) Cualquier otro derecho que les otorguen las leyes y los reglamentos.
2. Los derechos descritos lo son sin menoscabo de los que adicionalmente les confiere 

la legislación de consumidores y usuarios.
3. Las reclamaciones que formulen los pasajeros de estos servicios se someten a lo 

establecido por la legislación de consumidores y usuarios, sin perjuicio de las especialidades 
que establezca el reglamento de desarrollo de la presente ley.

4. Los daños que pudieran sufrir los viajeros deberán estar cubiertos por un seguro en 
los términos que establezca la legislación específica sobre la materia.

[ . . . ]
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§ 22

Ley 13/2007, de 17 de mayo, de Ordenación del Transporte por 
Carretera de Canarias. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 104, de 24 de mayo de 2007
«BOE» núm. 143, de 15 de junio de 2007

Última modificación: 10 de noviembre de 2014
Referencia: BOE-A-2007-11752

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 3.  Clasificación de los transportes.

A los efectos de esta Ley, los transportes de viajeros y mercancías por carretera se 
clasifican del modo siguiente:

1. Por su naturaleza, los transportes por carretera podrán ser públicos o privados:
a) Son transportes públicos aquellos que se llevan a cabo por cuenta ajena mediante 

retribución económica.
b) Son transportes privados aquellos que se llevan a cabo por cuenta propia, bien sea 

para satisfacer necesidades particulares, bien como complemento de otras actividades 
principales realizadas por empresas o establecimientos del mismo sujeto y directamente 
vinculados al adecuado desarrollo de dichas actividades.

2. Por su objeto, los transportes pueden ser de viajeros, mercancías y mixtos:
a) De viajeros, cuando estén dedicados a realizar los desplazamientos de las personas y 

sus equipajes en vehículos construidos y acondicionados para tal fin.
b) De mercancías, cuando estén dedicados a realizar desplazamientos de mercancías, 

en vehículos construidos y acondicionados para tal fin. Estos transportes tendrán, en todo 
caso, la consideración de discrecionales.

c) Mixtos, cuando estén dedicados al desplazamiento conjunto de personas y de 
mercancías en vehículos especialmente acondicionados a tal fin, que realicen el transporte 
con la debida separación.

3. Por su periodicidad, los transportes públicos por carretera pueden ser regulares o 
discrecionales:

a) Son transportes regulares los que se efectúan dentro de itinerarios preestablecidos, y 
con sujeción a calendarios y horarios prefijados.
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b) Son transportes discrecionales los que se llevan a cabo sin sujeción a itinerario, 
calendario ni horario preestablecido.

4. Por su continuidad, los transportes públicos regulares de viajeros pueden ser 
permanentes o temporales:

a) Son transportes permanentes, aquellos que se llevan a cabo de forma continuada 
para atender necesidades estables.

b) Son transportes temporales o no permanentes, aquellos que están dirigidos a atender 
necesidades perentorias de transporte, de carácter excepcional o coyuntural, de duración 
temporal limitada, aun cuando sea periódica.

5. Por sus usuarios, los transportes públicos regulares de viajeros pueden ser de uso 
general o de uso especial:

a) Son transportes de uso general, los dirigidos a satisfacer una demanda general, 
siendo utilizables por cualquier interesado.

b) Son transportes de uso especial, los destinados a servir exclusivamente las 
necesidades de un grupo específico de usuarios.

6. Son transportes de carácter especial, aquellos de personas y mercancías que queden 
sujetos a una reglamentación singular por razón del tipo de vehículo utilizado, la clase de 
usuarios, las mercancías desplazadas, sus condiciones de prestación, y otras, siempre que 
no tenga cabida en una modalidad ya regulada.

Artículo 4.  Principios y objetivos generales.
1. El transporte por carretera, dentro del sistema canario de transportes, es una actividad 

de interés general, de carácter estratégico para el desarrollo y cohesión social, económica y 
territorial del Archipiélago, de cada una de sus islas, y de sus habitantes, que se rige por el 
principio de libre competencia, sin perjuicio de aquellos transportes públicos de viajeros que 
se declaran servicio público esencial a los efectos de garantizar la movilidad de personas de 
modo regular, continuo, accesible y asequible, por el territorio insular.

2. La intervención pública sobre los transportes por carretera deberá orientarse a la 
consecución de los siguientes objetivos:

a) La satisfacción de la demanda de movilidad de la población en general, garantizando 
su derecho a un transporte público regular, de calidad, y sostenible, con especial atención a 
los estratos sociales menos favorecidos económicamente y a aquellos colectivos que 
presenten algún tipo de movilidad reducida o demanden un transporte adaptado.

b) La integración y vertebración en el sistema intermodal de transportes de Canarias, en 
el marco del Eje Transinsular de Infraestructuras de Transportes y de las Directrices de 
Ordenación de Infraestructuras.

c) La creación mediante el impulso de la Red Transcanaria de Transportes de un espacio 
autonómico de los transportes y la movilidad que permita superar la fragmentación territorial 
mediante la combinación de los distintos modos de transporte y la ausencia de restricciones 
a la movilidad de pasajeros y mercancías.

d) La existencia en cada una de las islas de un servicio de transporte público regular de 
viajeros, sostenible y de calidad, en coordinación con los transportes urbanos que existan, o 
que puedan existir.

e) La promoción y, en su caso, la priorización del transporte público regular de viajeros 
frente a los modos privados de transporte.

f) La equiparación de los costes de la movilidad a la media que soportan los usuarios de 
esta clase de transporte en territorios continuos, como condición necesaria para garantizar la 
igualdad con aquéllos, teniendo en cuenta la condición insular y ultraperiférica del 
archipiélago.

g) El establecimiento de un régimen tarifario y tributario de los transportes equitativo, 
justo y eficaz basado en la repercusión de los costes en quienes los causan directa o 
indirectamente.

h) La articulación y, en su caso, coordinación, de las estrategias públicas sobre los 
transportes por carretera en relación con las que se adopten sobre infraestructuras.
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i) La utilización racional de los recursos públicos que se destinen a inversiones y al 
fomento de los transportes, debiéndose emplear en proyectos y actuaciones que ofrezcan la 
mayor viabilidad, rentabilidad social y menor impacto ambiental.

j) La consecución de la máxima calidad y seguridad en la prestación de la actividad de 
transporte por carretera y la reducción de los impactos y coste medioambiental.

k) La promoción de la agrupación y redimensionamiento de las empresas de transporte 
por carretera en orden a asegurar su competitividad y su proyección exterior.

l) El fomento de la competencia como instrumento para evitar situaciones de monopolio o 
cualquier otra forma de posición dominante.

m) La colaboración, comunicación, información, y coordinación de actuaciones de las 
Administraciones Públicas, entre éstas y la ciudadanía sobre la base de la simplificación 
administrativa.

[ . . . ]
TÍTULO II

Los sujetos del transporte

CAPÍTULO I
Los operadores de transportes

[ . . . ]
Sección 2.ª Condiciones previas para el ejercicio de la profesión

[ . . . ]
Artículo 14.  Capacitación profesional.

1. Se entiende por capacitación profesional la posesión de los conocimientos necesarios 
para el ejercicio de la actividad de operador de transportes o, en su caso, de aquellas otras 
actividades complementarias relacionadas con los mismos.

2. Reglamentariamente y en cumplimiento de lo dispuesto en la normativa europea, se 
establecerán:

a) Los conocimientos mínimos exigibles.
b) El modo de adquirir esos conocimientos.
c) El procedimiento de comprobación por la administración competente de la posesión de 

los conocimientos exigidos y la expedición de los documentos acreditativos de dicha 
capacitación.

3. Tratándose de personas jurídicas, el requisito de capacitación profesional deberá ser 
cumplido por alguna de las personas que ejerzan de forma efectiva y permanente la 
dirección de la empresa.

4. Si el solicitante es persona física y no satisface este requisito, podrá designar a otra 
persona que, dirigiendo de manera efectiva y permanente la actividad de transporte en la 
empresa, cumpla el requisito de capacidad profesional y el de honorabilidad.

5. La Administración podrá autorizar la continuación durante un período máximo de un 
año, prorrogable por seis meses en casos particulares justificados, y siempre que medie la 
convocatoria de al menos dos exámenes para la obtención del título, de los servicios o 
actividades de transporte autorizados que se vinieran realizando, aún cuando no se cumpla 
el requisito de capacitación profesional, en los casos de muerte o incapacidad física o legal 
de la persona que hasta entonces hubiera cumplido dicho requisito. A los efectos de esta 
Ley, en todo caso se considera causa justificada a efectos de prórroga la falta de 
convocatoria de pruebas para acreditar la capacidad profesional durante el año siguiente a 
que se produzca la situación de muerte o incapacidad.
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6. A los efectos del cumplimiento de los requisitos de capacitación profesional y 
honorabilidad, se considera que una persona realiza la dirección efectiva de la empresa 
cuando cumpla conjuntamente los cuatro requisitos siguientes:

a) Tener conferido poder general de representación para las operaciones propias de su 
tráfico ordinario, ya sea exclusivo, solidario o mancomunado, en documento público e 
inscrito en el registro correspondiente cuando sea preceptivo.

b) Tener poder de disposición de fondos sobre las principales cuentas de la empresa, 
sea de forma exclusiva, solidaria o mancomunada, debiendo ser en estos casos 
indispensable su firma para la retirada de fondos.

c) Estar dado de alta en el régimen correspondiente de la Seguridad Social a cargo de la 
empresa para la que presta servicios. No se exigirá este requisito cuando el titular de la 
autorización sea una persona física y la dirección efectiva de la empresa recaiga en su 
cónyuge.

d) Otros que se puedan fijar por reglamento.
7. La Administración podrá dispensar del requisito de capacitación profesional a los 

candidatos a transportista por carretera que justifiquen una experiencia de cinco años, como 
mínimo, a la entrada en vigor de esta ley, a nivel de dirección de una empresa de transporte 
en los términos que lo hace el artículo 3, párrafo segundo de la Directiva 96/26/CE del 
Consejo, de 29 de abril de 1996, en su redacción dada por la Directiva 98/76/CE del 
Consejo.

[ . . . ]
CAPÍTULO IV
Los usuarios

[ . . . ]
Artículo 26.  Acceso a los transportes.

1. El acceso a los medios de transporte público de viajeros será libre sin más 
limitaciones que las siguientes:

a) Las que pongan en peligro el buen orden del servicio o afecten a la integridad de las 
personas, mercancías o vehículos.

b) Las motivadas por la capacidad de los vehículos.
c) El abono del precio establecido en la forma prevista.
2. Cualquier restricción de acceso a los transportes públicos deberá estar amparada por 

la ley y contar con causa justificada.

[ . . . ]
TÍTULO III

Servicios de transporte por carretera

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Transporte público regular de viajeros por carretera

[ . . . ]
Artículo 46.  Planificación y programación de los servicios.

1. Las Administraciones Públicas competentes en materia de planificación y 
programación de los transportes por carretera deberán definir los distintos servicios de su 
competencia, especificando las zonas de prestación y, en su caso, líneas, que deben ser 
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atendidas, establecer las condiciones de regularidad, accesibilidad, seguridad y calidad que 
deben ser cumplidas, y fijar los requisitos mínimos de frecuencia.

2. Las Administraciones Públicas competentes en materia de planificación y 
programación de los transportes tendrán especial atención en el establecimiento de zonas, 
en su caso líneas, frecuencias y horarios a la consecución del objetivo de la integración de 
los distintos modos de transporte.

3. En la determinación de las tarifas que deban ser abonadas por los usuarios de estos 
servicios de transporte regular, previo estudio de las necesidades, se adoptarán medidas 
que faciliten el acceso de personas con discapacidad y con menos recursos económicos.

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

Disposiciones particulares sobre determinados tipos de transportes

[ . . . ]
Sección 7.ª Transporte adaptado

Artículo 78.  Definición y requisitos mínimos.
1. Se considera transporte adaptado aquel que es realizado en vehículos homologados, 

especialmente adaptados a las necesidades físicas o psíquicas de los viajeros y, en su caso, 
para transportar los medios específicos que necesitan. En particular, se considera transporte 
adaptado, el transporte sociosanitario, entendido como aquél que tiene por objeto el traslado 
de personas que por razones derivadas de su edad, condiciones físicas, sociales o 
económicas, que las hagan dependientes, requieran de vehículos acondicionados a sus 
necesidades, concurriendo causa justificada que aconseje su utilización.

2. El transporte adaptado puede ser realizado como transporte público discrecional, 
como transporte a la demanda, como transporte escolar e, incluso, si se cumplen sus 
condiciones, transporte privado complementario.

3. Los reglamentos que desarrollen cada una de las modalidades de transporte descritas 
establecerán las condiciones específicas que deben cumplirse para realizar el transporte 
adaptado.

[ . . . ]
CAPÍTULO VII

Transporte en taxis

[ . . . ]
Artículo 81.  Principios.

El ejercicio de la actividad de transporte de taxi se somete a los siguientes principios:
a) La intervención administrativa fundamentada en la necesaria garantía de interés 

público para la consecución de un nivel óptimo de calidad en la prestación del servicio.
b) El equilibrio económico de la actividad y la suficiencia del servicio que se concretan en 

la limitación del número de autorizaciones y licencias de la actividad y el establecimiento de 
tarifas obligatorias.

c) La universalidad, accesibilidad, continuidad del servicio y el respeto de los derechos 
de los usuarios.

[ . . . ]
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TÍTULO V
Inspección y régimen sancionador

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Infracciones y sanciones

[ . . . ]
Artículo 104.  Infracciones muy graves.

Se consideran infracciones muy graves:
1. La realización de transportes públicos o alguna de las actividades complementarias o 

auxiliares careciendo de la concesión, autorización o licencia que, en su caso, resulte 
preceptiva para ello. Igualmente, la realización de la actividad de arrendamiento sin 
conductor sin haber realizado la comunicación previa, así como su continuación en contra de 
la resolución de paralización ordenada por la Administración competente.

La prestación de servicios para los que se requiera conjuntamente alguna de las 
concesiones o autorizaciones especiales reguladas en esta ley y la autorización habilitante 
para el transporte discrecional de viajeros se considerará incluida en la infracción tipificada 
en este apartado si se carece de cualquiera de ellas.

A los efectos de su correcta calificación, se consideran incluidos en el presente apartado 
los siguientes hechos:

1.1 La prestación de servicios de transporte público que excedan del ámbito territorial 
específicamente autorizado.

1.2 La realización de transportes públicos o de alguna de sus actividades auxiliares y 
complementarias careciendo de autorización por no haber realizado su visado reglamentario, 
salvo que dicha conducta deba calificarse como infracción leve de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 106.8.

1.3 La organización, establecimiento o realización de servicios regulares de transporte 
de viajeros sin ser titular de la correspondiente concesión o autorización especial, ya sean 
propios o ajenos los medios con los que se presten y aún cuando se posea autorización de 
transporte discrecional.

1.4 La prestación material de servicios regulares de transporte de viajeros careciendo de 
la preceptiva concesión o autorización especial, aún cuando la correspondiente empresa no 
contrate con los usuarios y se limite a actuar bajo la dirección del organizador del transporte.

1.5 El transporte de personas o grupos distintos de aquellos a que específicamente se 
encuentra referida la correspondiente autorización durante la realización de un transporte a 
la demanda.

1.6 La realización, al amparo de autorizaciones de transporte privado complementario, 
de servicios que no cumplan alguna de las condiciones expresamente reguladas en el 
artículo 66 de esta ley.

1.7 La realización de servicios con cobro individual o con reiteración de itinerario o 
turísticos al exclusivo amparo de autorizaciones de transporte discrecional, fuera de los 
supuestos expresamente permitidos o incumpliendo las condiciones establecidas para ello.

1.8 La realización de transportes públicos sin llevar a bordo del vehículo el original o 
copia autenticada de la correspondiente copia certificada de la autorización o licencia, o de la 
documentación acreditativa que resulte asimismo necesaria para controlar la legalidad del 
transporte.

1.9 La realización de transportes públicos careciendo de autorización, aún cuando se 
lleve a bordo del vehículo una autorización o licencia, o una copia de éstas, que se 
encuentre caducada, revocada o que por cualquier otra causa hubiera perdido su validez o 
debiera haber sido devuelta a la Administración en cumplimiento de normas legal o 
reglamentariamente establecidas.
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1.10 La realización de transporte público al amparo de autorizaciones que únicamente 
habiliten para efectuar un tipo de transporte de características distintas del efectivamente 
realizado.

No se apreciará la infracción tipificada en el presente apartado cuando la misma 
concurra con las señaladas en los apartados 2 y 3 del presente artículo.

2. La realización de transporte público incumpliendo alguno de los requisitos exigidos en 
el artículo 13.

3. La realización de actividades complementarias o auxiliares, incumpliendo alguno de 
los requisitos exigidos en el artículo 19.

4. La cesión o autorización, expresa o tácita, de títulos habilitantes por parte de sus 
titulares a favor de otras personas.

5. El abandono de las concesiones de transporte regular de viajeros o la paralización de 
los servicios de las mismas sin causa justificada durante el plazo que reglamentariamente se 
determine, sin el consentimiento de la Administración.

6. La negativa u obstrucción a la actuación de los servicios de inspección que 
imposibiliten total o parcialmente el ejercicio de las funciones que legal o reglamentariamente 
tengan atribuidas, así como la desatención total o parcial a las instrucciones o 
requerimientos de los miembros de la inspección o de las fuerzas que legalmente tienen 
atribuida la vigilancia de dicha clase de transporte.

7. El quebrantamiento de las órdenes de inmovilización o precintado de vehículos o 
locales, así como la desatención a los requerimientos formulados por la Administración en 
los términos señalados en el artículo 110.2.

8. La falsificación de títulos administrativos habilitantes para la realización de transporte 
terrestre o de alguna de sus actividades auxiliares y complementarias, o de alguno de los 
datos que deban constar en aquéllos.

La responsabilidad por dicha infracción corresponderá tanto a las personas que hubiesen 
falsificado el título, o colaborado en su falsificación o comercialización a sabiendas del 
carácter ilícito de su actuación, como a las que lo hubiesen utilizado para encubrir la 
realización de transportes o actividades no autorizadas.

9. El falseamiento de los documentos que hayan de ser aportados como requisito para la 
obtención de cualquier título, certificación o documento que haya de ser expedido por la 
Administración a favor del solicitante o de cualquiera de los datos que deban constar en 
aquéllos.

10. (Derogado)
11. (Derogado)
12. La realización de transporte público incumpliendo cualquiera de las condiciones 

señaladas en la correspondiente autorización con el carácter de esenciales cuando dicho 
incumplimiento no se encuentre expresamente tipificado de otra manera en esta Ley.

13. (Derogado)
14. El falseamiento de cualesquiera documentos contables, estadísticos o de control que 

la empresa se encuentre obligada a llevar o de los datos obrantes en los mismos.
15. La realización de transporte público regular de viajeros por carretera cuando se dé 

alguna de las siguientes circunstancias:
15.1 La falta de explotación del servicio por el propio concesionario, salvo los supuestos 

de colaboración expresamente permitidos.
15.2 El incumplimiento de los tráficos, itinerario, expediciones o puntos de parada 

establecidos cuando no constituya abandono de la concesión en los términos señalados en 
el apartado 5 de este artículo.

15.3 Denegar la venta de billetes o el acceso al vehículo a quienes los hubieran 
adquirido, especialmente si se trata de una persona de movilidad reducida, salvo que se den 
circunstancias legal o reglamentariamente establecidas que lo justifiquen. Especialmente se 
considerará incluido en la anterior circunstancia impedir o dificultar el acceso o utilización de 
los servicios de transporte a personas discapacitadas, aun en el supuesto de que no exista 
obligación de que el vehículo se encuentre especialmente adaptado para ello, siempre que, 
en este último supuesto, dichas personas aporten los medios que les resulten precisos para 
acceder y abandonar el vehículo e instalarse en una plaza ordinaria.
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15.4 La realización del servicio transbordando injustificadamente a los usuarios durante 
el viaje.

15.5 El incumplimiento del régimen tarifario.
16. La realización de transportes públicos regulares de viajeros de uso especial cuando 

concurra alguna de las siguientes circunstancias:
16.1 En los transportes de uso especial de escolares y de menores, la ausencia de una 

persona mayor de edad idónea, distinta del conductor, encargada del cuidado de los 
menores.

16.2 En los transportes de uso especial de escolares y de menores, la falta de plaza o 
asiento para cada menor, así como la inexistencia de plazas cercanas a las puertas de 
servicio que sean necesarias para personas de movilidad reducida.

16.3 La realización de transporte público regular de viajeros por carretera de uso 
especial incumpliendo cualquiera de las condiciones señaladas en la correspondiente 
autorización con el carácter de esenciales cuando dicho incumplimiento no se encuentre 
expresamente tipificado de otra manera en esta Ley.

17. La realización de transportes discrecionales de viajeros y mercancías cuando se 
incumpla alguno de los siguientes requisitos:

17.1 La autonomía económica y de dirección en la explotación de los servicios por parte 
del titular de la autorización, gestionando el transporte a su riesgo y ventura, con los medios 
personales y materiales integrantes de su propia organización empresarial.

17.2 La obligación del titular de la autorización o licencia de transporte de asumir la 
posición de porteador en todos los contratos de transporte que realice al amparo de dicha 
autorización o licencia.

18. La realización de actividades de agencia de transporte, o almacenista distribuidor en 
los locales no autorizados o comunicados, en los términos legal o reglamentariamente 
establecidos.

19. (Derogado)
20. (Derogado)
21. La realización de las operaciones de carga, estiba, desestiba o descarga por el 

propio conductor del vehículo contraviniendo las limitaciones que, en su caso, resulten 
exigibles. La responsabilidad por dicha infracción corresponderá tanto a la empresa bajo 
cuya dirección actúe el conductor del vehículo como, en su caso, al cargador o remitente, 
expedidor, operador de transporte y consignatario o destinatario, salvo que alguno de ellos 
justifique respecto de sí mismo la existencia de causas de inimputabilidad.

22. (Derogado)
23. El incumplimiento de la obligación de suscribir los seguros que resulten preceptivos 

conforme a lo dispuesto en la legislación vigente.
24. La no conservación, en los tiempos estipulados reglamentariamente, de la 

documentación de carácter administrativa o estadística que sea obligatoria.
25. La prestación de servicios de taxi concurriendo las siguientes circunstancias 

particulares:
25.1 Incumplir las obligaciones de prestación continuada del servicio impuestas por la 

Administración competente en la materia.
25.2 No llevar aparato taxímetro en caso de que sea exigible, o manipularlo o hacerlo 

funcionar de forma inadecuada, cuando este hecho sea imputable a la actuación de la 
persona titular de la licencia o autorización, o a su personal dependiente.

25.3 Prestar los servicios de taxi mediante personas distintas de la titular de la licencia o 
las que ésta contrate o personas que no tengan el pertinente certificado habilitante.

25.4 Prestar servicios de taxi en condiciones que puedan poner en peligro grave y 
directo la seguridad de las personas.

26. El arrendamiento de vehículos todo terreno con conductor que circulen formando 
caravanas cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias:

26.1 Carecer de autorización referida a vehículo que habilite para el arrendamiento.
26.2 Consentir la utilización de autorizaciones de arrendamiento por otras personas.
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La responsabilidad corresponderá a quien realice el transporte y, en el segundo caso, a 
quien sea titular de la autorización.

[ . . . ]
Disposición adicional primera.  Regulación sobre accesibilidad y no discriminación.

En la aplicación y desarrollo reglamentario de las previsiones de esta Ley se tendrán en 
cuenta las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación en el acceso y utilización 
de los medios de transporte por personas con discapacidad que sean aprobadas en 
desarrollo de lo dispuesto en el artículo 10 y la disposición final octava de la Ley 51/2003, de 
2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de 
personas con discapacidad; y también aquellas que deriven de la Ley Territorial 8/1995, de 6 
de abril, de accesibilidad y supresión de barreras físicas y de la comunicación.

[ . . . ]
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§ 23

Ley 13/2003, de 4 de abril, de Educación y Formación Permanente 
de Personas Adultas de Canarias. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 79, de 26 de abril de 2003
«BOE» núm. 134, de 5 de junio de 2003
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2003-11271

TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto, ámbito y finalidades de la Ley.
1. El objeto de la presente Ley es la regulación y promoción de la Educación y 

Formación Permanente de Personas Adultas en la Comunidad Autónoma de Canarias.
2. El ámbito de esta Ley se refiere a la totalidad de las actividades educativas y 

formativas desarrolladas en Canarias que tengan como destinatarios a las personas adultas, 
sean promovidas por instituciones o entidades públicas o privadas, así como a las que 
puedan realizar las personas adultas a través del autoaprendizaje, y que tengan por finalidad 
adquirir, actualizar, completar o ampliar sus capacidades y conocimientos para su desarrollo 
personal, social o profesional.

3. Las finalidades que se propone son las siguientes:
a) Ordenar, desde la perspectiva social de la educación, todo el conjunto de enseñanzas 

y actividades educativas que puedan desarrollarse en el marco de la Educación y Formación 
Permanente de Personas Adultas, estableciendo los mecanismos e instrumentos para su 
desarrollo, coordinación y evaluación.

b) Promover con su aplicación una mayor justicia social y la igualdad en el ejercicio del 
derecho a la educación; contribuir al desarrollo social, cultural y económico, y a la defensa 
de la identidad cultural de Canarias, considerándola dentro del respeto e intercambio con 
otras culturas.

c) Impulsar la cooperación entre las instituciones y entidades públicas y privadas y 
facilitar que las diferentes administraciones públicas se coordinen y elaboren políticas 
educativas, de inserción laboral y desarrollo comunitario que fomenten la cohesión social.

d) Consolidar y mejorar la red pública de Educación y Formación Permanente de 
Personas Adultas de Canarias y establecer condiciones que permitan la participación de las 
iniciativas privadas.

4. Teniendo en cuenta las características singulares que concurren en los procesos de 
formación dirigidos a las personas adultas, las administraciones públicas canarias 
armonizarán las diferentes actuaciones en su ámbito de actuación y velarán para que la 

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DE LAS ISLAS 
CANARIAS

– 331 –



Educación y Formación Permanente de Personas Adultas funcione con un marco normativo 
propio ajustado a lo establecido en la presente Ley.

Artículo 2.  Principios de la Educación y Formación Permanente de Personas Adultas.
Las actuaciones en la Educación y Formación Permanente de Personas Adultas se 

desarrollarán atendiendo a los siguientes principios:
a) La igualdad en el acceso a un aprendizaje permanente eficaz y de calidad, como eje 

central de todas las actuaciones, con atención especial a las personas y colectivos que, en 
función de sus circunstancias, tengan más dificultades para ello.

b) El desarrollo de políticas educativas, formativas y acciones contra todo tipo de 
discriminación y exclusión.

c) La adaptación a las necesidades y demandas de los individuos, las comunidades y los 
cambios sociales y laborales.

d) La especificidad de los sistemas de educación y formación permanente y de los 
servicios de asesoramiento y apoyo.

e) El derecho a la participación activa en el propio proceso formativo y en el 
funcionamiento de los centros.

f) El autoaprendizaje como estrategia metodológica y organizativa que fomente la 
motivación y responsabilidad hacia el aprendizaje permanente.

g) La libertad en la elección de itinerarios individuales de aprendizaje abiertos y 
compatibles con las actividades familiares, sociales y laborales.

h) La complementariedad entre aprendizajes y contextos didácticos formales, no 
formales e informales, en sus diferentes modalidades con un énfasis en la de la distancia.

i) La validación y acreditación de los aprendizajes no formales e informales.
j) El desarrollo de la creatividad, del espíritu crítico y de la participación en la vida 

política, social, cultural, económica y comunitaria.
k) La defensa de la identidad canaria.
l) La igualdad de derechos entre mujeres y hombres.
m) La tolerancia e intercambio con otras culturas.
n) La libertad de ofertas y de iniciativas por parte de los agentes públicos y privados 

facilitando la flexibilidad y coordinación organizativa.
ñ) La autonomía de los centros y las instituciones.
o) La unidad en la acción pública, por medio de la cooperación y coordinación 

institucional y la promoción de proyectos de desarrollo comunitario.
p) La participación, la investigación y la formación de los educadores, teniendo en cuenta 

su singularidad y especificidad de su función docente.

Artículo 3.  Objetivos de la Educación y Formación Permanente de Personas Adultas.
La Educación y Formación Permanente de Personas Adultas se orientará a la 

consecución de los siguientes fines:
a) Garantizar y acercar de modo permanente a las personas adultas la posibilidad de 

adquirir y actualizar, completar o ampliar una educación y formación de calidad, fomentando 
la motivación y autonomía para el aprendizaje permanente, con la finalidad de mejorar tanto 
las posibilidades de empleabilidad como las capacidades personales, empresariales y 
sociales que la sociedad demanda para participar de forma sostenida, crítica y creativa en la 
sociedad de la información y del conocimiento.

b) Posibilitar el acceso permanente de las personas adultas a la enseñanza formal y no 
formal, en sus diferentes niveles y modalidades, mediante un sistema público de recursos 
que lo garantice.

c) Desarrollar ofertas formativas específicas en función de las necesidades e intereses 
de las personas adultas, estableciendo currículos, programaciones y organizaciones 
adaptadas a su especificidad, y desarrollando métodos y contextos eficaces de enseñanza y 
aprendizaje.

d) Garantizar el funcionamiento de una red pública, que asegure especialmente el 
acceso a la Formación Básica, posibilitando su gratuidad, y a la Formación Profesional 
específica orientada a la población activa con necesidad de acceder a una titulación o 
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recualificación profesional, con unas condiciones adecuadas en cuanto a infraestructura, 
profesorado, equipamiento y servicios que favorezcan unos niveles óptimos de calidad en su 
actuación.

e) Facilitar la acreditación de los conocimientos o experiencias adquiridas mediante 
aprendizajes no formales e informales, estableciendo mecanismos de coordinación y de 
complementariedad entre las diferentes enseñanzas.

f) Fomentar el uso de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación para el 
desarrollo personal, social y económico, y como medio de facilitar las enseñanzas no 
presenciales, el acceso de las personas adultas a la formación y la innovación en métodos 
de enseñanza y aprendizaje.

g) Fomentar la integración, participación, iniciativa y creatividad en los ámbitos social, 
económico, político y cultural, especialmente de las personas con necesidades educativas 
especiales, los colectivos más desfavorecidos, los inmigrantes y minorías culturales, como 
medio de favorecer la vertebración social.

h) Propiciar la igualdad de oportunidades, por medio del aprendizaje permanente y el 
desarrollo de políticas educativas activas contra la discriminación, la exclusión y la 
desigualdad social, que favorezcan el desarrollo de la ciudadanía activa, la cohesión social y 
el empleo.

i) Facilitar el conocimiento y conservación de la identidad canaria y el respeto a sus 
características naturales, históricas, culturales y lingüísticas, sin perjuicio de fomentar la 
tolerancia y el intercambio con otras identidades culturales.

j) Promover la creación de redes de formación que permitan el desarrollo de proyectos 
formativos permanentes y coordinados que respondan a las necesidades personales y 
comunitarias.

k) Impulsar actuaciones encaminadas a la formación y la educación familiar.
l) Fomentar la participación en las actividades de formación relacionadas con la 

promoción de la salud, el conocimiento medioambiental, el uso creativo del tiempo libre y el 
voluntariado.

TÍTULO II
De la promoción y ordenación

Artículo 4.  Líneas programáticas de actuación.
Serán líneas programáticas de actuación las siguientes:
a) Las enseñanzas formales con una atención especial a las que facilitan el acceso a la 

titulación básica y de Formación Profesional específica.
b) La formación para el empleo, tanto para desempleados como para trabajadores en 

activo.
c) Las enseñanzas no formales y los aprendizajes informales acreditables, 

especialmente las relacionadas con el acceso mediante pruebas a enseñanzas formales o a 
titulaciones y los que afecten al desarrollo personal, la educación familiar, la salud, el 
consumo, la educación medioambiental, la participación política, cultural, económica y social, 
con el fin de la consecución de una ciudadanía activa.

d) Las actividades educativas encaminadas al conocimiento de la realidad canaria y las 
vinculadas a la conservación, recuperación y evolución de su identidad cultural.

e) Las acciones destinadas a lograr la integración de las mujeres, de las personas 
discapacitadas, de los colectivos en situación de desigualdad, así como de los inmigrantes y 
minorías culturales, y a fomentar la tolerancia e intercambio con otras culturas.

f) El desarrollo comunitario, entendido desde la aportación de la Educación y la 
Formación Permanente al desarrollo de la comunidad de un territorio en todos sus ámbitos.

[ . . . ]
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Artículo 6.  De las enseñanzas no formales y del aprendizaje informal.
1. Las enseñanzas no formales abarcan aquellas que no se ajustan a currículos 

conducentes a titulación y se orientarán, preferentemente, a la preparación de las pruebas 
libres establecidas para las personas adultas y las pruebas de acceso a otras enseñanzas, y 
a posibilitar la adquisición de las capacidades, habilidades y actitudes que permitan mejorar 
la empleabilidad, la adaptabilidad a la sociedad de la información y del conocimiento, la 
participación en los bienes culturales, el ejercicio de una ciudadanía activa y el aprendizaje 
permanente.

2. El aprendizaje informal es el realizado de forma autónoma por las personas adultas a 
través del autoaprendizaje, de acuerdo con sus necesidades e intereses, en especial del 
realizado con el uso de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación, o al 
adquirido a través de su experiencia en diversos contextos sociales y laborales.

3. La Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias establecerá los 
procedimientos para el reconocimiento de las capacidades adquiridas por las personas 
adultas por medio de las enseñanzas no formales, el aprendizaje informal y la experiencia 
social y laboral, en caso de que la persona adulta requiera su validación, así como su 
complementariedad y conexión con las enseñanzas formales, en orden a facilitar a las 
personas adultas, especialmente a la población activa, el acceso al aprendizaje y la 
titulación. Para ello, promoverá sistemas de calidad que aseguren la validez de los 
procedimientos y las acreditaciones otorgadas, así como un registro personal de certificación 
de capacidades y conocimientos.

Artículo 7.  De la formación para el empleo.
1. La Administración Pública de la Comunidad Autónoma garantizará la coordinación, a 

través de los departamentos competentes, entre todas las instituciones y entidades públicas 
y privadas vinculadas a las políticas de empleo.

2. La consejería competente en materia de educación promoverá programas de 
formación laboral que favorezcan la orientación, la inserción, la actualización y la promoción 
profesional.

3. La consejería competente en materia de educación promoverá que la red pública de 
Centros de Educación de Personas Adultas desarrolle acciones de formación y empleo, 
especialmente las relacionadas con el autoempleo, la cualificación de desempleados y la 
inserción laboral de colectivos desfavorecidos.

Asimismo, promoverá programas que extiendan el uso de las nuevas tecnologías de 
comunicación, especialmente como medios que puedan ponerse al alcance de las zonas 
rurales y alejadas, diferentes ofertas educativas y culturales.

4. Las consejerías competentes en materia de educación y formación de personas 
adultas establecerán los procedimientos, de acuerdo con el desarrollo del marco normativo 
en vigor, para que las enseñanzas del ámbito de Formación Orientada al Empleo impartidas 
en los Centros de Educación de Personas Adultas puedan validarse para las enseñanzas 
formales y las de Formación Profesional ocupacional.

5. El Gobierno de Canarias promoverá que la red pública de Centros de Educación de 
Adultos pueda establecer convenios de colaboración con empresas e instituciones, para la 
Formación Básica y la Formación Profesional de los trabajadores, mediante sistemas de 
enseñanzas parciales, o a través de la modalidad presencial o a distancia. En tales 
enseñanzas se establecerán los correspondientes sistemas de acreditación, que permitan el 
reconocimiento de la formación que se ha podido adquirir a través de enseñanzas no 
formales, a través de la experiencia o del aprendizaje informal.

[ . . . ]
Artículo 9.  De la igualdad.

1. Las administraciones públicas canarias promoverán la igualdad de oportunidades en 
el acceso a las actividades educativas y formativas, especialmente las encaminadas a 
superar las condiciones de lejanía e insularidad y garantizar la promoción, la integración e 
inserción laboral y social de las personas con necesidades educativas especiales de los 
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colectivos en situación de desigualdad, discriminación, exclusión o marginación social y 
laboral.

2. Se priorizarán programas que faciliten la integración de inmigrantes, en especial en lo 
referente al aprendizaje de la lengua castellana y el conocimiento de los elementos básicos 
de nuestra cultura.

3. Se considerarán igualmente prioritarios los programas que promuevan la participación 
sociocultural, la educación intercultural y la superación de todo tipo de discriminaciones.

[ . . . ]
TÍTULO III

De la educación y formación no presencial

Artículo 11.  De la educación y formación no presencial.
1. La Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias prestará especial 

atención al desarrollo de la Educación y Formación Permanente de Personas Adultas en la 
modalidad no presencial, para evitar que la lejanía geográfica, la insularidad o las diversas 
circunstancias personales, sociales y laborales dificulten la igualdad de oportunidades en el 
acceso a la formación. En consecuencia, se potenciará que los centros públicos desarrollen 
programas de educación y formación no presencial y se favorecerá la actuación de centros 
especializados. En el cumplimiento de este objetivo se potenciará la intervención de los 
servicios que tengan responsabilidad en la implantación de las tecnologías de la información 
y la comunicación en la Comunidad Autónoma de Canarias.

2. La Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias fomentará una 
oferta de educación y formación en la modalidad no presencial, adaptada a las 
características e intereses de las personas adultas, y encaminada a facilitar el acceso a las 
enseñanzas no universitarias establecidas en el ordenamiento general del sistema 
educativo, en especial a las titulaciones Básica y de Formación Profesional específica, y 
aquellas no formales relacionadas con la presente Ley.

3. Las administraciones públicas canarias elaborarán planes, en los que podrán contar 
con la colaboración social, que permitan la dotación de los medios económicos, personales y 
técnicos necesarios para el desarrollo de estas enseñanzas a través de los centros 
autorizados. Estos han de facilitar la adquisición de las capacidades básicas y de 
autoaprendizaje que favorezcan el aprendizaje permanente, así como la generalización y el 
uso educativo de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación.

TÍTULO IV
De la participación y organización

Artículo 12.  De las personas adultas.
1. Se consideran personas adultas a los efectos de la presente Ley a todas aquellas 

personas mayores de edad que participen de modo voluntario en alguno de los programas o 
enseñanzas reconocidas en la presente Ley.

2. Para las administraciones públicas serán prioritarias las acciones dirigidas a:
a) Las personas que no han obtenido el título de Graduado en Educación Secundaria.
b) Las personas en situación de desempleo o con dificultades para su inserción o 

reinserción laboral, así como aquéllas que estén sujetas a procesos de reconversión o 
recualificación laboral.

c) Las personas o colectivos necesitados de una formación o recualificación en las 
nuevas tecnologías e idiomas.

d) Las personas adultas o colectivos con dificultades de acceso a las actividades 
educativas y formativas, con necesidades educativas especiales, en situación de riesgo, 
exclusión o marginación, así como los inmigrantes y minorías culturales, con la finalidad de 
facilitar su promoción o inserción personal, laboral o social.
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3. También serán actuaciones de esta Ley las encaminadas a:
a) Las personas adultas que deseen incorporarse a enseñanzas o actividades formativas 

que requieran una formación previa.
b) Las comunidades y colectivos que presenten algún tipo de especificidad o 

singularidad relacionada con la Educación y Formación de Personas Adultas.
Asimismo, para las personas adultas se ofertarán enseñanzas para el acceso a Ciclos 

Formativos de Formación Profesional, para la obtención del título de Bachiller, así como para 
la Prueba de Acceso a la Universidad para mayores de veinticinco años.

[ . . . ]
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§ 24

Ley 7/2011, de 5 de abril, de actividades clasificadas y espectáculos 
públicos y otras medidas administrativas complementarias. [Inclusión 

parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 77, de 15 de abril de 2011
«BOE» núm. 109, de 7 de mayo de 2011

Última modificación: 27 de diciembre de 2021
Referencia: BOE-A-2011-8022

[ . . . ]
TÍTULO IV

De los requisitos de las actividades y espectáculos públicos

Artículo 41.  Condiciones técnicas de espectáculos y locales.
Mediante decreto del Gobierno de Canarias, sin perjuicio de la aplicación de la normativa 

sectorial correspondiente y de las ordenanzas municipales, en su caso, en esta materia, se 
establecerán:

a) Los requisitos y condiciones técnicas a que deban sujetarse las actividades 
clasificadas según la calificación de las mismas. Tales normas podrán también establecer la 
exención de aquellas que se reputen talleres menores de carácter familiar y otras que por su 
escasa importancia no se considere que hayan de producir molestias, alterar las condiciones 
de salubridad, causar daños al medio ambiente o producir riesgo para personas o bienes.

b) Los requisitos y condiciones técnicas generales a que deban someterse los 
espectáculos públicos en función de su tipología, especialmente las relativas a medidas de 
seguridad y prevención de incendios, accesos, iluminación, ventilación, aire acondicionado, 
condiciones de insonorización y, en general, las que tiendan a garantizar la evitación de 
molestias y a paliar los efectos negativos sobre el entorno, sin perjuicio de las competencias 
estatales en materia de seguridad ciudadana.

c) Los requisitos y condiciones técnicas que deban reunir los locales, establecimientos y 
recintos donde se desarrollen actividades y espectáculos. Entre otras condiciones, dichas 
normas regularán, entre otros extremos, los requisitos sobre aforo máximo, seguridad y 
prevención de incendios, salubridad e higiene, accesos, iluminación, ventilación y aire 
acondicionado, insonorización, comodidad de los usuarios, evitación de molestias a terceros, 
paliación de efectos negativos en el entorno, seguridad y calidad de la instalación de 
estructuras no permanentes y desmontables, en su caso, medidas relativas a accesibilidad y 
supresión de barreras físicas.

[ . . . ]
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TÍTULO V
Régimen de comprobación, de inspección y sancionador

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Régimen sancionador

[ . . . ]
Sección 2.ª De las infracciones

[ . . . ]
Artículo 62.  Infracciones muy graves.

Constituyen infracciones muy graves en materia de actividades clasificadas y 
espectáculos públicos:

1. El desarrollo de una actividad o la apertura de un establecimiento de los sujetos a esta 
ley, sin la previa licencia correspondiente o sin haber cursado la comunicación previa, o 
declaración responsable cuando fueren exigibles.

2. Desarrollar la actividad sin sujeción a las medidas contenidas en el proyecto 
autorizado o comunicado o a las impuestas por el órgano competente, especialmente las 
relativas a accesos, salidas de emergencia, extinción de incendios y cualesquiera otras que 
tiendan a la seguridad en locales destinados a espectáculos públicos, o que comporten 
grave deterioro del medio ambiente.

3. La expedición irregular de certificaciones, visados, documentos técnicos o 
administrativos en los que se omitan, falseen o alteren aspectos esenciales de su contenido 
y en particular, inexactitudes en la declaración responsable.

4. La omisión u ocultación de datos con el resultado de la inducción a error, o haber 
reducido la trascendencia de los riesgos para las personas o el impacto medioambiental que 
pudiera producirse con el funcionamiento de la actividad o espectáculo.

5. Permitir el acceso de menores a locales de espectáculos públicos con decoraciones 
inadecuadas o que puedan dañar su integridad física, psíquica o moral y, en todo caso, la 
infracción de las condiciones específicas señaladas en el artículo 44.

6. Tolerar el acceso a los locales de espectáculos o de venta de bebidas alcohólicas de 
un número de personas que supere en más del diez por ciento el aforo autorizado, así como 
vender, suministrar o dispensar, de forma gratuita o no, a los menores bebidas alcohólicas o 
tabaco.

7. Cometer más de dos infracciones graves de manera que hayan dado lugar a sanción 
firme en vía administrativa por la falta de corrección de deficiencias subsanables.

8. La falta de medios destinados a la atención de personas que necesiten asistencia 
médica en el mismo local, con relación a las exigencias reglamentarias de equipo sanitario, 
de acuerdo con el tipo de espectáculo o de actividad.

9. La negativa, no amparada legalmente, al acceso a los agentes de la autoridad durante 
el ejercicio de sus funciones.

10. La manipulación o uso de productos pirotécnicos no autorizados o el incumplimiento 
de las condiciones impuestas en la autorización.

11. El desarrollo, permisión o tolerancia de espectáculos o actividades en locales cuando 
se promueva, facilite o consienta el consumo de drogas tóxicas o estupefacientes, sin 
perjuicio de las responsabilidades penales que de ello puedan derivarse.

12. El mal estado de los locales, instalaciones o servicios que comporte riesgo grave 
para la seguridad o salubridad, en especial el defectuoso funcionamiento de puertas de 
salida o de emergencia en locales destinados a espectáculos.

13. El incumplimiento por los titulares de locales de restauración y organizadores de 
espectáculos del deber de contratación de personal habilitado de control de acceso a locales 
de restauración y espectáculos en los casos reglamentariamente previstos.
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14. El incumplimiento por el personal de control de acceso a locales de restauración y 
espectáculos de las funciones reglamentariamente previstas.

[ . . . ]
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§ 25

Ley 6/2014, de 25 de julio, Canaria de Educación no Universitaria. 
[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 152, de 7 de agosto de 2014
«BOE» núm. 238, de 1 de octubre de 2014

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2014-9901

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.  Objeto y ámbito.
1. La presente ley tiene por objeto regular el sistema educativo canario y su evaluación, 

de modo que pueda convertirse en un instrumento eficaz para hacer efectivo el derecho a 
una educación de calidad, inclusiva e integradora, que garantice la equidad y la excelencia, 
la prestación de un servicio público esencial y convertirse, a la vez, en uno de los motores 
del desarrollo social, económico y cultural del archipiélago.

2. El ámbito de aplicación de la presente ley es todo el sistema educativo canario, a 
excepción del universitario, en consonancia con las competencias asumidas en el Estatuto 
de Autonomía de Canarias y en el desarrollo de las normas básicas aprobadas por el 
Estado.

[ . . . ]
Artículo 5.  Finalidad y objetivos del sistema educativo canario.

1. El sistema educativo en Canarias tiene como finalidad hacer efectivo el derecho a una 
educación de calidad.

2. A tal fin, la presente ley fija como objetivos que deberá alcanzar el sistema educativo 
canario los siguientes:

a) Garantizar el desarrollo integral de todas las personas para que puedan alcanzar el 
mayor nivel en sus capacidades que les permitan el pleno ejercicio de sus derechos y 
deberes de ciudadanía, así como una adecuada inclusión social y profesional.

b) Universalizar la educación tanto obligatoria como preobligatoria –educación infantil– y 
postobligatoria –bachillerato y formación profesional– para alcanzar un perfil común de 
persona formada para la sociedad del siglo XXI.

c) Facilitar la estabilidad del sistema educativo en Canarias, basada en el respeto a las 
distintas concepciones de la educación, pero fundamentada en un amplio consenso social 
sobre lo que significa el ejercicio efectivo del derecho a la educación.
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d) Impulsar la convergencia del sistema educativo canario con los mejores sistemas 
educativos estatales y europeos, superando las debilidades y problemas actuales y 
potenciando sus fortalezas.

e) Adaptar el sistema educativo no universitario a las singularidades propias del 
archipiélago, a las exigencias de los sistemas más avanzados y a las necesidades de su 
población, construyendo un espacio único, tanto real como virtual, que integre la educación 
formal, no formal y los aprendizajes que tienen lugar en contextos informales, y dotándolo de 
capacidad para elevar el nivel educativo de la ciudadanía.

f) Revisar, mejorar y minimizar los procedimientos administrativos actuales para agilizar 
la gestión.

g) Facilitar el desarrollo profesional, el reconocimiento social y la mejora en las 
condiciones laborales de cuantos agentes intervienen en los procesos educativos, 
especialmente los del profesorado, para el que se definirá un nuevo modelo de desempeño 
profesional sustentado sobre el valor del conocimiento, la investigación, la innovación y el 
compromiso ético consustancial a toda práctica educativa.

h) Favorecer las relaciones interpersonales y el clima de convivencia entre todos los 
miembros de la comunidad educativa.

i) Promover centros y servicios educativos gestionados democráticamente, 
comprometidos en procesos de mejora continua y dotados de la capacidad de aprender de sí 
mismos y de incorporar a su organización y funcionamiento las mejores prácticas.

j) Adaptar todas las enseñanzas profesionales, incluyendo la educación de personas 
adultas y las enseñanzas de régimen especial, a las necesidades propias del desarrollo 
inteligente, sostenible e integrador, que permita a Canarias aprovechar sus fortalezas en una 
economía globalizada.

k) Crear un nuevo modelo de cooperación entre la administración competente en materia 
educativa y las universidades canarias, las empresas y la sociedad que facilite la 
transformación de la sociedad canaria en una sociedad del conocimiento y del aprendizaje 
continuo. Este modelo estará basado en la investigación, la innovación y el desarrollo.

l) Crear un nuevo modelo de colaboración entre los centros educativos y las 
administraciones locales que permita atender a las necesidades socioeducativas de las 
familias, mejorar la prestación de los servicios educativos complementarios e integrar la 
educación formal, no formal y los aprendizajes que tienen lugar en contextos informales de 
toda la población.

m) Fomentar el conocimiento, el respeto y la valoración del patrimonio cultural y natural 
de Canarias desde una perspectiva de creación de una convivencia más armoniosa entre la 
ciudadanía y el entorno.

n) Incrementar los recursos económicos destinados a la educación y velar para que 
todas las instituciones realicen una gestión eficaz y eficiente que permita alcanzar los 
objetivos definidos en esta ley. Asimismo, diseñar y desarrollar un sistema de becas y 
ayudas al estudio que garantice una igualdad de oportunidades efectiva para todo el 
alumnado.

ñ) Revisar la situación actual de las infraestructuras educativas y diseñar un plan de 
modernización que permita contar en todas las islas con centros educativos accesibles, 
seguros, sostenibles y ajustados a las necesidades propias de las enseñanzas que imparten.

TÍTULO I
De la configuración del sistema educativo, la corresponsabilidad social y la 

cooperación institucional

CAPÍTULO I
Agentes y comunidades educativas: derechos y deberes

[ . . . ]
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Artículo 7.  El alumnado.
1. Todo el alumnado tiene los mismos derechos y deberes. Su ejercicio y cumplimiento 

se adecuará, cuando proceda, a su edad y a las características de las enseñanzas que se 
encuentre cursando. Los centros educativos dispondrán lo necesario para orientar la 
formación del alumnado en el conocimiento y correcto ejercicio de derechos y deberes.

2. El Gobierno de Canarias determinará los derechos y deberes propios del alumnado en 
Canarias, incluyendo, en todo caso, los que aparecen definidos en la presente ley y aquellos 
que formen parte de la normativa básica del Estado.

3. El alumnado, de acuerdo con su edad, tiene el derecho y el deber de conocer la 
Constitución española y el Estatuto de Autonomía de Canarias, con el fin de formarse en los 
valores y principios recogidos en ellos y en los tratados y acuerdos internacionales de 
derechos humanos.

4. La consejería que tenga atribuidas las competencias en educación promoverá, 
especialmente, el ejercicio efectivo de los siguientes derechos del alumnado:

a) La educación que favorezca la asunción de una vida responsable para el logro de una 
sociedad libre e igualitaria, así como la adquisición de hábitos de vida saludable, la 
conservación del medio ambiente y la sostenibilidad.

b) La accesibilidad y permanencia en el sistema educativo, por lo que recibirán las 
ayudas y los apoyos precisos para compensar las carencias y desventajas de tipo personal, 
familiar, económico, social y cultural, en el caso de presentar necesidades específicas que 
impidan o dificulten el ejercicio de este derecho.

c) La participación en el funcionamiento y en la vida del centro y en los órganos que 
correspondan y la utilización de las instalaciones del mismo. En los términos que 
establezcan las administraciones educativas, las decisiones colectivas que adopte el 
alumnado, a partir del tercer curso de la Educación Secundaria Obligatoria, con respecto a la 
asistencia a clase no tendrán la consideración de faltas de conducta ni serán objeto de 
sanción cuando estas hayan sido resultado del ejercicio del derecho de reunión y sean 
comunicadas previamente a la dirección del centro.

d) El derecho al reconocimiento y a la protección de su identidad sexual, así como a la 
intimidad personal, sin que, en ningún caso, puedan ser objeto de discriminación.

5. La administración educativa realizará el seguimiento y valoración del ejercicio de los 
derechos y del grado de cumplimiento de los deberes del alumnado. A tal efecto se creará 
una oficina del defensor del alumnado.

6. El alumnado tiene el deber básico de comprometerse en su propio aprendizaje 
asistiendo a clase con regularidad, participando activamente en las actividades y tareas 
propuestas por el profesorado, siguiendo sus orientaciones y colaborando en la creación de 
un clima en el aula y en el centro favorable al estudio y al trabajo.

Artículo 8.  El profesorado.
1. Es el grupo de profesionales debidamente cualificados que ejercen la responsabilidad 

principal del proceso educativo y la influencia que del mismo se desprende. El profesorado 
que ejerza sus funciones en el sistema educativo de Canarias tendrá los derechos y deberes 
que reglamentariamente se establezcan por el Gobierno de Canarias, así como a través de 
la normativa básica del Estado.

2. El profesorado tiene como derecho básico esencial el pleno reconocimiento social de 
su importante misión, así como el desarrollo de una carrera profesional que le permita el 
pleno reconocimiento económico y profesional de su contribución a la mejora continua de la 
educación.

3. El profesorado tiene derecho al reconocimiento y a la protección de su identidad 
sexual así como a la intimidad personal, sin que, en ningún caso, puedan ser objeto de 
discriminación.

4. El profesorado tiene el derecho y el deber de alcanzar el mayor nivel posible de 
competencia profesional requerida para el ejercicio de las tareas que tiene asignadas, así 
como actuar siempre con respeto a la dignidad del alumnado, evitando cualquier forma de 
adoctrinamiento o instrumentalización, y sin desvirtuar el fundamento ético de toda acción 
educativa.
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5. La administración educativa, en el marco general de la política de prevención de 
riesgos y salud laboral y de acuerdo con la legislación que resulte de aplicación, establecerá 
medidas específicas destinadas a promover el bienestar y la mejora de la salud del personal 
docente.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

La administración educativa canaria y la cooperación institucional

[ . . . ]
Artículo 14.  Funciones de la administración educativa canaria.

Son funciones de la administración educativa canaria:
a) La programación general de la enseñanza y la organización territorial del sistema 

educativo, la organización y el funcionamiento de los centros educativos, así como de los 
espacios educativos virtuales, la regulación de la función docente de la carrera docente, así 
como la evaluación y mejora del sistema educativo.

b) La regulación de los criterios y requisitos mínimos a partir de los cuales los centros 
públicos desarrollarán sus respectivos proyectos educativos y crearán las condiciones de 
aprendizaje más favorables al alumnado.

c) Definir anualmente los presupuestos destinados a financiar el funcionamiento del 
sistema educativo, de modo que se pueda garantizar una atención educativa adecuada a 
todo el alumnado. La financiación del sistema educativo se realizará con fondos procedentes 
de la Administración General del Estado, así como fondos propios de la comunidad 
autónoma y fondos procedentes de la Unión Europea.

d) Velar de forma permanente por la calidad de la enseñanza en la escuela pública, 
mediante la dotación de instalaciones y equipamientos apropiados para sus fines, la 
adecuación de las ratios profesorado/alumnado en los centros, la promoción de proyectos 
educativos y curriculares adaptados a las necesidades del alumnado, la orientación escolar y 
profesional del alumnado, la mejora de las condiciones de trabajo del personal de la escuela 
y la adopción de cuantas medidas puedan contribuir a la satisfacción de las necesidades 
educativas.

e) Adoptar medidas individuales que compensen discapacidades físicas o psíquicas. Las 
medidas se orientarán a garantizar la prevención, identificación precoz, evaluación 
contextualizada y adecuada respuesta a las necesidades educativas especiales. Siempre 
que sea posible, la escolarización de todo el alumnado se realizará a través de aulas 
ordinarias y, solo cuando ello sea necesario, mediante aulas de educación especial en 
centros ordinarios o en centros de educación especial, cuando las condiciones psíquicas y 
físicas lo requieran.

f) Impulsar y garantizar la participación democrática en los centros.
g) Evaluar el sistema educativo y cada uno de sus componentes, de modo que pueda 

determinarse el cumplimiento de los objetivos previstos para el sistema educativo y 
promover un proceso de mejora continua en cada uno de ellos.

h) Impulsar la realización de trámites administrativos a través de internet, así como la 
relación electrónica de la ciudadanía con los centros docentes. A tales efectos, se prestará 
especial atención a los procedimientos de escolarización y matriculación del alumnado, así 
como a los que realizan los miembros de la comunidad educativa, particularmente el 
profesorado.

Artículo 15.  Las administraciones locales.
1. El Gobierno de Canarias y las corporaciones locales coordinarán sus actuaciones, 

cada una en el ámbito de sus competencias, para lograr una mayor eficacia de los recursos 
destinados a la educación y contribuir a los fines establecidos en esta ley.

2. El Gobierno de Canarias y las administraciones locales podrán convenir la delegación 
de competencias de gestión de determinados servicios educativos en los municipios o 
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agrupaciones de municipios que se configuren al efecto, a fin de propiciar una mayor 
eficacia, coordinación y control social en el uso de los recursos.

3. Las administraciones locales y la consejería competente en materia de educación 
coordinarán sus actuaciones y cooperarán, mediante el establecimiento de los oportunos 
protocolos, convenios o acuerdos de colaboración.

4. En colaboración con las universidades canarias pueden crearse instituciones para la 
investigación en el campo de la educación y establecer, mediante convenio, programas 
prioritarios de investigación educativa, garantizando su adecuación y reversión en la mejora 
del sistema educativo.

5. Corresponderá al municipio respectivo, de conformidad con lo establecido en la 
normativa básica del Estado, la conservación, mantenimiento y vigilancia de edificios 
destinados a centros públicos de educación infantil, de educación infantil y primaria y de 
educación especial dependientes de la consejería competente en materia de educación. 
Dichos edificios no podrán destinarse a otros servicios o finalidades sin autorización previa 
de la consejería competente en materia de educación.

6. La Federación Canaria de Islas (Fecai) y la Federación Canaria de Municipios (Fecam) 
serán consultadas y tendrán un papel de interlocutores relevante en la determinación de la 
cooperación con los cabildos y los municipios.

Artículo 16.  Cooperación con los medios de comunicación social.
1. Los poderes públicos favorecerán que los medios de comunicación social tengan en 

cuenta en sus códigos éticos los principios que sustentan el modelo educativo de Canarias, 
evitando la emisión de contenidos violentos, degradantes, ofensivos o discriminatorios.

2. Los poderes públicos promoverán el desarrollo de programas o espacios de interés 
educativo en cualquier medio de comunicación social. A tales efectos, se podrán suscribir los 
oportunos convenios de colaboración.

3. La consejería competente en materia de educación impulsará la colaboración con la 
Radiotelevisión Pública de Canarias para la emisión de programas de interés educativo, 
especialmente para la enseñanza-aprendizaje de lenguas extranjeras.

CAPÍTULO IV
Centros, servicios y programas educativos

[ . . . ]
Artículo 19.  Los servicios de apoyo a los centros educativos.

1. La atención al alumnado con necesidades educativas especiales, debidas a causas 
vinculadas al historial personal y/o familiar del alumno o alumna, así como a diferentes 
grados y tipos de capacidades personales de orden físico, psíquico, cognitivo o sensorial en 
educación infantil, educación primaria y educación secundaria obligatoria, corresponde al 
profesorado y, en su caso, a otros profesionales con la debida cualificación.

2. Los centros educativos dispondrán de profesionales cualificados que atiendan las 
necesidades de orientación educativa, psicopedagógica y profesional del alumnado, así 
como las necesidades de apoyo del profesorado, las familias y el personal de administración 
y servicios. Estos profesionales conformarán el servicio de apoyo a los centros educativos.

3. El Gobierno de Canarias determinará reglamentariamente la organización y el 
funcionamiento de los servicios de apoyo a los centros educativos, así como la incorporación 
progresiva de aquellos otros profesionales que puedan contribuir a mejorar la atención 
educativa que el alumnado recibe en los centros educativos.

4. El asesoramiento específico en orientación tendrá un papel relevante en cada uno de 
los cursos para adaptar el proceso educativo a las necesidades, estilos y ritmos de 
aprendizaje de todos y cada uno de los alumnos y alumnas, para asegurar la cohesión y el 
mejor funcionamiento del grupo y para garantizar la comunicación con las familias y su 
asesoramiento.

5. Los centros docentes que atiendan alumnado con necesidades específicas de apoyo 
educativo dispondrán de los medios, de los avances técnicos y de los recursos específicos 

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DE LAS ISLAS CANARIAS

§ 25  Ley Canaria de Educación no Universitaria [parcial]

– 344 –



que permitan garantizar la escolarización de este alumnado en condiciones adecuadas. 
Estos centros recibirán, asimismo, una atención preferente de los servicios de apoyo a la 
educación.

6. Los centros que escolaricen alumnado con necesidades especiales de apoyo 
educativo así como aquellos que escolaricen alumnado de distintas culturas, podrán contar 
con profesionales de pedagogía terapéutica, auxiliares y educadores sociales en las 
condiciones que reglamentariamente se determinen.

7. Los servicios de apoyo son las unidades básicas de orientación psicopedagógica y las 
unidades de la consejería competente encargadas de la dinamización, planificación y 
desarrollo de la formación de la comunidad educativa. Su organización y funcionamiento 
serán establecidos reglamentariamente, así como sus procesos de evaluación, a fin de 
contribuir a la mejora de su funcionamiento.

Artículo 20.  Los servicios educativos complementarios.
1. La equidad constituye uno de los principios rectores en la organización y el 

funcionamiento del sistema educativo en Canarias. Para hacer efectivo este principio el 
Gobierno de Canarias dispone de dos instrumentos operativos: los servicios educativos 
complementarios y el sistema de becas y ayudas al estudio.

2. Los servicios educativos complementarios tienen como finalidad compensar las 
desigualdades sociales y económicas facilitando el acceso y la permanencia del alumnado 
en el sistema educativo en condiciones de equidad, además de contribuir a la conciliación de 
la vida laboral y familiar.

3. Los servicios educativos complementarios serán regulados por el Gobierno de 
Canarias e incluirán al menos los siguientes: transporte escolar, comedores escolares, aulas 
de acogida y residencias escolares. La regulación de cada uno de estos servicios tendrá en 
cuenta la normativa básica del Estado. En todo caso, será el Gobierno de Canarias el que 
autorizará la implantación de estos servicios en los centros docentes de acuerdo con la 
programación general.

4. Las administraciones públicas, a fin de facilitar el acceso en condiciones de equidad a 
los servicios escolares de comedor y transporte durante las enseñanzas obligatorias y en las 
enseñanzas declaradas gratuitas, tienen que ofrecer ayudas al alumnado que viva en 
poblaciones sin escuela, en núcleos de población alejados o en zonas rurales, al alumnado 
con discapacidad y al alumnado con necesidades educativas específicas reconocidas. Las 
ayudas pueden cubrir total o parcialmente el gasto, en función de la naturaleza del 
desplazamiento y el nivel de renta de las familias.

5. La prestación del servicio complementario de transporte escolar será gratuita para el 
alumnado que curse la enseñanza básica y esté obligado a desplazarse fuera de su 
localidad de residencia por inexistencia en la misma de la etapa educativa correspondiente. 
La administración educativa determinará las condiciones para extender este derecho al 
alumnado escolarizado en el segundo ciclo de la Educación Infantil y en las enseñanzas de 
bachillerato y de formación profesional. La administración educativa establecerá las 
condiciones para la gratuidad del transporte escolar del alumnado dentro de un mismo 
municipio.

6. Las residencias escolares existentes son centros públicos que acogen en régimen de 
familia sustitutoria a aquellos alumnos y alumnas que cursan estudios postobligatorios fuera 
de su lugar de origen o a aquellos otros de enseñanzas obligatorias cuyas situaciones 
educativas, personales o familiares así lo aconsejen.

7. Reglamentariamente, se establecerán las normas de acceso, organización y 
funcionamiento de las residencias escolares, garantizando la participación de la comunidad 
educativa en las mismas, así como la contribución de las familias a la financiación de este 
servicio en el caso del alumnado de enseñanzas posobligatorias. En todo caso, la prestación 
de los servicios complementarios de residencia escolar será gratuita para el alumnado que 
curse la enseñanza básica.

8. Los centros docentes favorecerán la prestación del servicio de comedor escolar, así 
como la apertura de aulas de acogida para el alumnado de educación infantil, educación 
primaria y educación secundaria obligatoria, de acuerdo con lo que reglamentariamente se 
establezca.
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9. Las actividades extraescolares tendrán como objetivo prioritario fomentar el desarrollo 
integral del alumnado y complementar el proceso educativo, potenciando sus capacidades y 
la adquisición de las competencias. Estas actividades se desarrollarán fuera del horario 
lectivo. La administración educativa de Canarias regulará un modelo de actividades 
extraescolares que atienda a los objetivos y fines del sistema educativo canario.

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Programas y entornos educativos

Artículo 23.–Programas  y proyectos educativos específicos.
1. La administración educativa favorecerá el funcionamiento cooperativo de los centros 

educativos, con objeto de compartir recursos, experiencias e iniciativas y desarrollar 
programas de intercambio de alumnado y profesorado.

2. La administración educativa considerará de interés prioritario la cooperación que 
abarque centros educativos en todas las islas, la que incluya tanto a centros universitarios 
como no universitarios y la que, además de centros canarios, incluya centros de otras 
comunidades autónomas o centros de otros países europeos.

3. Asimismo, se favorecerá la cooperación entre profesorado y centros que promuevan 
programas, planes y proyectos educativos para la mejora permanente de las enseñanzas.

4. El Gobierno de Canarias, en colaboración con las administraciones locales, promoverá 
programas para adecuar las condiciones físicas y tecnológicas de los centros, incluido el 
transporte escolar, y los dotarán de los recursos materiales y de acceso al currículo 
adaptados a las necesidades del alumnado que escolariza, especialmente en el caso de 
personas con discapacidad, de modo que no se conviertan en factor de discriminación y 
garanticen una atención inclusiva y universalmente accesible a todo el alumnado.

5. El Gobierno de Canarias, en colaboración con las administraciones locales, las 
universidades canarias y el Consejo Escolar de Canarias, desarrollará planes de actuación 
específicos para reducir el absentismo escolar y mejorar las tasas de titulación del 
alumnado, las tasas de abandono escolar temprano y mejorar los rendimientos escolares.

6. Los centros educativos, de acuerdo con sus características específicas, establecerán 
medidas orientadas a facilitar el acceso a las enseñanzas, así como la obtención de títulos y 
cualificaciones, reduciendo el absentismo escolar y favoreciendo la permanencia del 
alumnado en el sistema y evitando el abandono escolar temprano.

7. El Gobierno de Canarias promoverá la elaboración de planes que potencien el 
aprendizaje de idiomas en todas las enseñanzas, promoviendo la integración del contenido 
de cada una de ellas con el idioma correspondiente. El objetivo de estos planes será mejorar 
las competencias lingüísticas de la población canaria en la lengua materna y, a la vez, 
dotarla de competencias plurilingües y pluriculturales.

8. El Gobierno pondrá en marcha un plan de modernización tecnológica del sistema 
educativo que incluirá, entre otras, medidas destinadas a facilitar el acceso a la banda ancha 
de todos los centros y servicios educativos.

9. La consejería competente en materia educativa impulsará acciones encaminadas a 
incorporar al funcionamiento del sistema educativo una educación en valores tales como la 
educación ambiental, la cultura de la paz, la convivencia y la igualdad de todos, 
independientemente de su identidad sexual y de género.

10. La consejería competente en materia educativa impulsará tanto la autonomía e 
iniciativa personal como la dignidad del trabajo en el marco de las enseñanzas de educación 
primaria, educación secundaria obligatoria, bachillerato y formación profesional.

[ . . . ]
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TÍTULO II
De la ordenación de las enseñanzas, la atención a las necesidades educativas y 

el plurilingüismo

CAPÍTULO I
Educación permanente

Artículo 25.  El aprendizaje a lo largo de la vida.
1. Todas las personas deben tener la posibilidad de formarse a lo largo de la vida, dentro 

y fuera del sistema educativo, con el fin de adquirir, actualizar, completar y ampliar sus 
capacidades, conocimientos, habilidades, aptitudes y competencias para su desarrollo 
personal y profesional.

2. El sistema educativo tiene como principio básico propiciar la educación permanente. A 
tal efecto, preparará al alumnado para aprender por sí mismo y facilitará a las personas 
adultas su incorporación a las distintas enseñanzas, favoreciendo la conciliación del 
aprendizaje con otras responsabilidades y actividades.

3. Para garantizar el acceso universal y permanente al aprendizaje, las diferentes 
administraciones públicas identificarán nuevas capacidades y competencias y facilitarán la 
formación requerida para su adquisición.

4. Asimismo, corresponde a las administraciones públicas promover ofertas de 
aprendizaje flexibles que permitan la adquisición de las capacidades esenciales y de las 
competencias básicas y, en su caso, las correspondientes titulaciones a aquellos jóvenes y 
adultos que abandonaron el sistema educativo sin ninguna titulación.

5. El sistema educativo debe facilitar y las administraciones públicas deben promover 
que toda la población llegue a alcanzar, al menos, una formación de educación secundaria 
postobligatoria o equivalente.

6. Corresponde a las administraciones públicas facilitar el acceso a la información y a la 
orientación sobre las ofertas de aprendizaje permanente y las posibilidades de acceso a las 
mismas.

Artículo 26.  La educación formal, no formal y los aprendizajes que tienen lugar en 
contextos informales.

1. La educación formal es aquella que proporciona a las personas una titulación oficial 
correspondiente a las enseñanzas reguladas por la presente ley. La educación no formal 
proporciona a las personas certificaciones y/o diplomas correspondientes a enseñanzas no 
reguladas en el sistema educativo.

2. El Gobierno de Canarias, en consonancia con las orientaciones de la Unión Europea, 
facilitará tanto el desarrollo de la educación formal y no formal, así como su integración y el 
reconocimiento y valoración de los aprendizajes adquiridos en cada una de ellas.

3. La consejería competente en materia de educación contribuirá, junto con otros 
organismos públicos y entidades, a la integración de los aspectos formales y no formales de 
la educación y de los recursos existentes en el marco de proyectos educativos de localidad o 
de centro para que se pongan al servicio del alumnado y del conjunto de la sociedad.

4. La educación formal, no formal y los aprendizajes que tienen lugar en contextos 
informales en Canarias se orientarán preferentemente a la consecución de capacidades 
generales y de competencias tanto básicas como laborales, así como al reconocimiento de 
las capacidades y competencias adquiridas en los contextos no educativos.

5. El centro docente y sus instalaciones serán espacios para el uso educativo a través de 
proyectos que contribuyan al logro de las capacidades esenciales y las competencias 
básicas, a través de la integración de la educación formal, no formal y los aprendizajes que 
tienen lugar en contextos informales, de toda la sociedad en los períodos no lectivos, 
incluidos los días festivos y las vacaciones escolares.
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Artículo 27.  El currículo.
1. El currículo de la educación formal comprende, para cada una de las etapas y cada 

una de las enseñanzas del sistema educativo, las capacidades y competencias propias de 
cada una de las enseñanzas, así como las áreas, asignaturas, materias o módulos que 
podrán incluir objetivos, contenidos, los métodos pedagógicos y los criterios de evaluación.

2. El currículo de las áreas y materias que conforman las enseñanzas que se imparten, 
así como cualquier otra actividad que se encamine a la consecución de los fines de la 
educación en el sistema educativo canario, se orientará a:

a) Desarrollar las aptitudes y capacidades del alumnado.
b) Procurar que el alumnado adquiera los aprendizajes esenciales para entender la 

sociedad en la que vive, poder actuar en ella y comprender la evolución de la humanidad a lo 
largo de su historia.

c) Facilitar que el alumnado adquiera unos saberes coherentes, posibilitados por una 
visión interdisciplinar de los contenidos.

d) Permitir una organización flexible, variada e individualizada de la ordenación de los 
contenidos y de su enseñanza, facilitando la atención a la diversidad como pauta ordinaria 
de la acción educativa del profesorado, particularmente en la enseñanza obligatoria.

e) Atender las necesidades educativas específicas de apoyo educativo y la 
sobredotación intelectual, propiciando adaptaciones curriculares específicas para este 
alumnado.

3. Las actividades de las enseñanzas, en general, el desarrollo de la vida de los centros 
y el currículo de las distintas enseñanzas tomarán en consideración como elementos 
transversales el fortalecimiento del respeto de los derechos humanos y de las libertades 
fundamentales y los valores que preparan al alumnado para asumir una vida responsable en 
una sociedad libre y democrática. Asimismo, se incluirá el conocimiento y el respeto a los 
valores recogidos en la Constitución española y en el Estatuto de Autonomía de Canarias.

4. Con objeto de favorecer la igualdad real y efectiva entre hombres y mujeres, el 
currículo de las diferentes enseñanzas contribuirá a la superación de las desigualdades por 
razón de género, cuando las hubiere, y permitirá apreciar la aportación de las mujeres al 
desarrollo de nuestra sociedad y al conocimiento acumulado por la humanidad.

5. El currículo, igualmente, contemplará la presencia de contenidos y actividades que 
promuevan la práctica real y efectiva de la igualdad, la adquisición de hábitos de vida 
saludable y deportiva y la capacitación para decidir entre las opciones que favorezcan un 
adecuado bienestar físico, mental y social para sí y para los demás.

6. Asimismo, el currículo incluirá aspectos de educación vial, de educación para el 
consumo, de salud laboral, de respeto a la interculturalidad, a la diversidad, al medio 
ambiente y para la utilización responsable del tiempo libre y del ocio.

7. El currículo deberá contemplar la presencia de contenidos y de actividades 
relacionadas con el medio natural, la historia, la cultura, la antropología, la identidad canaria 
y otros hechos diferenciales del archipiélago canario, para que sean conocidos, valorados y 
respetados como patrimonio propio y en el marco de una cultura universal.

Artículo 28.  Las enseñanzas del sistema educativo no universitario.
1. El sistema educativo comprende enseñanzas de régimen general y enseñanzas de 

régimen especial que conforman la educación formal, pero también podrá incorporar 
enseñanzas correspondientes a la educación no formal en las condiciones que 
reglamentariamente se determinen.

2. Las enseñanzas de régimen general se ordenarán de la siguiente forma:
a) Educación infantil.
b) Educación primaria.
c) Educación secundaria, que comprenderá la educación secundaria obligatoria, el 

bachillerato y la formación profesional de grado medio.
d) Educación superior, que incluirá tanto la formación profesional de grado superior como 

las enseñanzas superiores de régimen especial y la educación universitaria.
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3. La educación primaria y la educación secundaria obligatoria constituyen la enseñanza 
básica. La enseñanza básica comprenderá un mínimo de diez años de escolaridad, 
iniciándose a los seis años de edad y extendiéndose hasta los dieciséis. La enseñanza 
básica será obligatoria y gratuita.

4. Los currículos de la educación básica deben orientarse a la adquisición de las 
capacidades esenciales y las competencias básicas que deben contribuir al desarrollo 
personal de los alumnos y alumnas y a la práctica de la ciudadanía activa y deben 
incorporar, de forma generalizada, las tecnologías de la información y la comunicación en los 
procesos de aprendizaje.

5. A lo largo de la enseñanza básica, se garantizará una educación común para el 
alumnado en el marco de una escuela comprensiva e inclusiva. No obstante, se establecerá 
una adecuada diversificación del currículo para atender al alumnado con necesidades 
específicas y especiales de apoyo educativo.

6. La educación básica debe guardar coherencia con la educación infantil y con la 
educación postobligatoria y debe garantizar la coordinación entre las etapas que la 
componen para facilitar la continuidad del proceso educativo y asegurar al alumnado una 
transición adecuada entre una y otra etapa.

7. Los centros docentes, en la forma que la administración educativa defina, podrán 
organizar los grupos y las materias de manera flexible y para adoptar otras medidas de 
atención a la diversidad y de fomento de la igualdad entre sexos.

8. Asimismo, en la forma que la administración educativa autonómica determine, se 
programarán actividades de refuerzo y apoyo de las competencias básicas relacionadas, 
dirigidas al alumnado que presente dificultades de aprendizaje.

9. La administración educativa canaria regulará el marco general de atención a la 
diversidad del alumnado y las condiciones y recursos para la aplicación de las diferentes 
medidas que serán desarrolladas por los centros docentes, de acuerdo con los principios 
rectores del sistema educativo.

CAPÍTULO II
Las enseñanzas de régimen general

Artículo 29.  La educación infantil.
1. La educación infantil tiene como objetivo el desarrollo global de las capacidades de los 

niños y las niñas durante los primeros años, al inicio del proceso de aprendizaje.
2. La etapa de educación infantil consta de dos ciclos: el primero, primera infancia, 

comprende entre los cero y los tres años de edad; el segundo, primera enseñanza, 
comprende entre los tres y los seis años de edad.

3. De acuerdo con lo que reglamentariamente se determine, la planificación y gestión de 
la oferta educativa del primer ciclo y del segundo ciclo de la educación infantil corresponderá 
a la Consejería que tenga asignadas las competencias en materia de educación no 
universitaria.

4. Durante la educación infantil debe asegurarse la detección precoz de las necesidades 
específicas de apoyo educativo y de las manifestaciones evolutivas que puedan indicar un 
riesgo de trastorno del alumnado, que deben recibir una atención ajustada a sus 
características singulares.

5. En la etapa de educación infantil, debe mantenerse una estrecha cooperación entre 
los centros y las familias, que son el primer referente afectivo de los niños y niñas y tienen la 
responsabilidad primordial de su educación. Asimismo, y como primera enseñanza, debe 
garantizarse la coherencia entre la acción educativa del segundo ciclo de la educación 
infantil y los primeros años de la educación primaria.

6. El Gobierno de Canarias debe determinar el currículo de la educación infantil, de 
forma que permita al centro educativo un amplio margen de autonomía pedagógica para 
posibilitar que la primera enseñanza esté de acuerdo con el proyecto educativo del centro y 
se adapte al entorno. El currículo debe ayudar al alumnado a desarrollar las capacidades 
que le permitan identificarse como personas con seguridad y bienestar emocional, vivir 
relaciones afectivas consigo mismo y con los otros, conocer e interpretar el entorno, 
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desarrollar habilidades de comunicación, expresión y comprensión a través de los lenguajes, 
adquirir instrumentos de aprendizaje y desarrollar progresivamente la autonomía personal, y 
realizar, asimismo, una primera aproximación a una lengua extranjera.

7. El Gobierno de Canarias debe establecer las características de los centros que 
imparten esta etapa educativa y debe determinar los requisitos exigibles a las instalaciones 
de los centros y la capacitación que debe acreditar el personal educador que trabaje en 
ellos.

8. Las administraciones públicas promoverán un incremento progresivo de la oferta de 
plazas públicas en el primer ciclo. Asimismo, coordinarán las políticas de cooperación entre 
ellas y con otras entidades para asegurar la oferta educativa en este ciclo. A tal fin, 
determinarán las condiciones en las que podrán establecerse convenios con las 
corporaciones locales, otras administraciones y entidades privadas sin ánimo de lucro.

9. El segundo ciclo de la educación infantil será gratuito. A fin de atender las demandas 
de las familias, la administración educativa garantizará una oferta suficiente de plazas en los 
centros públicos y podrá concertar con centros privados, en el contexto de su programación 
educativa.

10. De acuerdo con lo que establezcan las administraciones educativas, el primer ciclo 
de la educación infantil podrá ofrecerse en centros que abarquen el ciclo completo o una 
parte del mismo. Aquellos centros cuya oferta sea de al menos un año completo del citado 
ciclo deberán incluir en su proyecto educativo una propuesta pedagógica.

Artículo 30.  La educación primaria.
1. La educación primaria es una etapa educativa que comprende seis cursos 

académicos, que se seguirán ordinariamente entre los seis y los doce años de edad. Los 
centros educativos podrán agrupar funcionalmente cada uno de los niveles educativos de 
esta etapa para facilitar la adaptación del alumnado a las distintas enseñanzas, en los 
términos que reglamentariamente establezca la consejería competente en materia educativa.

2. Los objetivos de la educación primaria, su organización, los principios pedagógicos y 
la evaluación del alumnado se realizarán de conformidad con la normativa básica del Estado.

3. La evaluación de los aprendizajes del alumnado debe ser continua y global. La 
decisión de promoción de ciclo tiene carácter global, de forma que debe determinarse a 
partir del progreso conjunto en las distintas áreas que configuran el currículo y del grado de 
consecución de las competencias básicas.

4. En el caso de que el alumno o la alumna no haya alcanzado las competencias, podrá 
permanecer un curso más en la etapa. Esta medida podrá adoptarse una sola vez a lo largo 
de la educación primaria con un plan específico de refuerzo o recuperación de sus 
competencias.

5. El Gobierno de Canarias promoverá el aprendizaje de las lenguas extranjeras en esta 
etapa. A tales efectos, la administración educativa impulsará, entre otras, las siguientes 
medidas:

a) Incorporar el idioma extranjero desde el primer ciclo de la etapa con una dedicación 
horaria adecuada.

b) Continuar con la impartición de determinadas materias del currículo en una lengua 
extranjera a través de la realización del aprendizaje integrado de contenidos y lengua 
extranjera.

c) Disminuir el número de alumnos y alumnas por aula.
d) Favorecer la renovación de los aspectos metodológicos de las lenguas extranjeras, 

introduciendo métodos activos y participativos, competenciales e inclusivos que desarrollen 
la competencia comunicativa.

e) Facilitar la implantación de una segunda lengua extranjera en primaria.
6. La administración educativa establecerá medidas de acceso al currículo, así como, en 

su caso, adaptaciones y exenciones del mismo, dirigidas al alumnado con discapacidad que 
lo precise en función de su grado de minusvalía.
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Artículo 31.  La educación secundaria obligatoria.
1. La etapa de la educación secundaria obligatoria comprende cuatro cursos 

académicos, que se seguirán ordinariamente entre los doce y los dieciséis años de edad.
2. Los objetivos de la educación secundaria obligatoria, su organización, los principios 

pedagógicos y la evaluación, promoción y la obtención del título de Graduado en Educación 
Secundaria Obligatoria se llevarán a cabo de conformidad con lo establecido en la normativa 
básica del Estado.

3. Los centros docentes dispondrán de autonomía para integrar las materias en ámbitos 
en los dos primeros cursos de la etapa, de acuerdo con lo que se establezca 
reglamentariamente. Asimismo, dispondrán de autonomía para establecer diversificaciones 
del currículo y programas específicos de apoyo y refuerzo desde el primer curso de la etapa 
y hasta su finalización.

4. El alumnado que promocione con evaluación negativa en alguna materia seguirá los 
programas de refuerzo que establezca el departamento correspondiente, que será el órgano 
responsable de su aplicación y seguimiento, y deberá superar las evaluaciones 
correspondientes a dichos programas de refuerzo, todo ello en coherencia con los acuerdos 
de los demás órganos de coordinación del centro.

5. La administración educativa autonómica facilitará la impartición de determinadas 
materias del currículo en una lengua extranjera, de acuerdo con lo que a tales efectos se 
establezca. Asimismo, en todos los cursos de la etapa se ofertará una segunda lengua 
extranjera.

6. La enseñanza, el aprendizaje y la evaluación de las lenguas extranjeras deberán 
permitir que al finalizar esta etapa el alumnado esté en condiciones de poder alcanzar el 
nivel A2 del Marco común europeo de referencia para las lenguas.

7. Los centros adoptarán las medidas de coordinación necesarias para asegurar una 
adecuada transición del alumnado desde la educación primaria a la secundaria obligatoria y 
desde esta a las enseñanzas postobligatorias.

8. La acción tutorial en la etapa de educación secundaria obligatoria debe incorporar 
elementos que permitan la implicación del alumnado en su proceso educativo.

9. En la educación secundaria obligatoria debe garantizarse un sistema global de 
orientación profesional y académica que permita al alumnado conocer las características del 
sistema formativo y productivo a fin de escoger las opciones formativas adecuadas a sus 
aptitudes y preferencias.

10. La evaluación de los aprendizajes del alumnado de educación secundaria obligatoria 
debe ser continua y diferenciada según las materias del currículo. En la evaluación final debe 
decidirse sobre el paso de curso de acuerdo con la valoración del progreso global de cada 
alumno o alumna en relación con la adquisición de las competencias básicas y la 
consecución de los objetivos de la etapa.

11. La administración educativa ofrecerá al alumnado con dificultades para la 
consecución de las competencias básicas de la enseñanza obligatoria y los objetivos de esta 
etapa programas que le ayuden a superar esas dificultades y que le permitan obtener el 
título correspondiente a esta etapa y/o un título que le permita su inserción laboral, así como 
cualquier otro título que establezca la normativa básica del Estado.

12. En la elaboración de los programas mencionados anteriormente deben tenerse en 
cuenta los módulos formativos asociados a unidades de competencia, las necesidades de 
formación básica del alumnado y las demandas de cualificación de los sectores económicos.

13. Las medidas de atención a la diversidad que adopten los centros estarán orientadas 
a la consecución de los objetivos de la educación secundaria obligatoria por parte de todo su 
alumnado y no podrán, en ningún caso, suponer una discriminación que le impida alcanzar 
dichos objetivos y la titulación correspondiente.

14. La administración educativa establecerá medidas de acceso al currículo, así como, 
en su caso, adaptaciones y exenciones del mismo, dirigidas al alumnado con discapacidad 
que lo precise en función de su grado de minusvalía.
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Artículo 32.  El bachillerato.
1. El bachillerato forma parte de la educación secundaria postobligatoria y comprende 

dos cursos académicos. Se organizará de modo flexible a fin de que pueda ofrecer una 
preparación especializada acorde con las perspectivas e intereses personales. Se 
estructurará en modalidades y, en su caso, en distintas vías dentro de cada modalidad. 
Podrá cursarse en régimen ordinario, nocturno o a distancia. Podrá acceder al mismo el 
alumnado que esté en posesión del título de Graduado en Educación Secundaria 
Obligatoria.

2. Los objetivos del bachillerato, su organización, los principios pedagógicos y el acceso, 
la evaluación, promoción y la obtención del título de Bachiller se realizarán de acuerdo con lo 
recogido en la normativa básica del Estado.

3. La elección de la modalidad, la optatividad y el acceso a través de diferentes 
regímenes son medidas para responder a la diversidad del conjunto del alumnado. Cuando 
la oferta de materias en un centro quede limitada por razones organizativas, las 
administraciones educativas facilitarán que el alumnado pueda cursar alguna materia en 
otros centros o mediante la modalidad de educación a distancia.

4. La administración educativa establecerá medidas de acceso al currículo, así como, en 
su caso, adaptaciones y exenciones del mismo, dirigidas al alumnado con discapacidad que 
lo precise en función de su grado de minusvalía.

5. La administración educativa facilitará la impartición de determinadas materias del 
currículo en una lengua extranjera, de acuerdo con lo que a tales efectos se establezca. La 
enseñanza, el aprendizaje y la evaluación de las lenguas extranjeras deberán permitir que al 
finalizar esta etapa el alumnado esté en condiciones de poder alcanzar el nivel B1 del Marco 
común europeo de referencia para las lenguas.

6. En esta etapa educativa, se reforzará la orientación académica y profesional del 
alumnado y la relación de los centros que impartan bachillerato con las universidades y con 
otros centros que impartan la educación superior.

7. La consejería competente en materia de educación facilitará medidas de flexibilización 
organizativa y curricular para hacer compatibles estas enseñanzas con las enseñanzas 
musicales y con el desarrollo, entre otras, de actividades deportivas de alto nivel o alto 
rendimiento, así como la dotación de materiales de acceso, para dar respuesta al alumnado 
con discapacidad física o sensorial y al alumnado de altas capacidades.

Artículo 33.  La formación profesional.
1. La formación profesional comprende el conjunto de acciones formativas que capacitan 

para el desempeño cualificado de las diversas profesiones, el acceso al empleo y la 
participación activa en la vida social, cultural y económica.

2. Los objetivos de la formación profesional, su organización y el acceso, la evaluación y 
la obtención del título correspondiente se realizarán de acuerdo con lo recogido en la 
normativa básica del Estado.

3. De acuerdo con la normativa básica del Estado, una vez aprobado el real decreto 
correspondiente a un título de formación profesional y hasta que sea completado el currículo 
correspondiente a la comunidad autónoma, aquel actuará como norma subsidiaria.

4. Además de los módulos asociados a competencias profesionales, todos los ciclos 
formativos de formación profesional incluirán en su currículo formación relativa a prevención 
de riesgos laborales y medioambientales, tecnologías de la información y la comunicación, 
fomento de la cultura emprendedora, creación y gestión de empresas y autoempleo y 
conocimiento del mercado de trabajo y de las relaciones laborales.

5. Asimismo, todos los ciclos formativos de formación profesional inicial incluirán un 
módulo de formación en centros de trabajo, con la finalidad de completar las competencias 
profesionales en situaciones laborales reales.

6. La administración educativa establecerá medidas de acceso al currículo, así como, en 
su caso, adaptaciones y exenciones del mismo, dirigidas al alumnado con discapacidad que 
lo precise en función de su grado de minusvalía.

7. La administración educativa facilitará la impartición de determinados módulos 
profesionales en una lengua extranjera, de acuerdo con lo que a tales efectos se determine.

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DE LAS ISLAS CANARIAS

§ 25  Ley Canaria de Educación no Universitaria [parcial]

– 352 –



8. Las consejerías competentes en materia de educación y de empleo deben coordinarse 
especialmente para garantizar la integridad de la oferta formativa. A tal fin, se podrán ofrecer 
en algunos centros educativos títulos de Formación Profesional y certificados de 
profesionalidad de forma complementaria.

9. Se creará una red de centros integrados de formación profesional, que impartirán 
todas las ofertas correspondientes a los subsistemas de formación profesional, referidas al 
Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales, conducentes a la obtención de los 
títulos y certificados de profesionalidad a que se refiere la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de 
junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional.

10. Se promoverán programas para que el alumnado pueda realizar prácticas de 
formación profesional inicial en centros de trabajo ubicados en países de la Unión Europea.

11. El Gobierno de Canarias promoverá la colaboración con las empresas y entidades 
empresariales y de profesionales autónomos y, en particular, con aquellas relacionadas con 
los sectores emergentes, en crecimiento e innovadores. Esta colaboración tendrá las 
siguientes finalidades:

a) La realización del módulo de formación en centros de trabajo, del módulo de 
formación práctica establecido en los certificados de profesionalidad, las prácticas en 
empresas que se realizan en las acciones formativas vinculadas a Unidades de 
Competencia, así como las prácticas profesionales de carácter no laboral correspondientes a 
las acciones de formación profesional para el empleo.

b) La impartición de módulos profesionales incluidos en títulos de formación profesional o 
módulos formativos incluidos en certificados de profesionalidad en las instalaciones de las 
empresas para garantizar que la formación se realice con los equipamientos más actuales.

c) La utilización por las empresas de las instalaciones y equipamiento de los centros, 
siempre que no interfieran con el desarrollo de actividades docentes y formativas.

d) La actualización profesional de los trabajadores y trabajadoras y del profesorado. Esta 
formación podrá incluir estancias temporales del profesorado en las empresas, tanto para la 
formación de sus trabajadores y trabajadoras, como para la actualización del profesorado.

e) La validación de acciones de formación desarrolladas en las empresas, con los 
requisitos de impartición y tipos de prueba que regulen las administraciones educativas y 
laborales, para facilitar a sus trabajadores y trabajadoras la obtención de un título de 
formación profesional o un certificado de profesionalidad.

f) El desarrollo conjunto de proyectos de innovación.
g) El desarrollo y la realización de experiencias de formación profesional dual.
12. Las universidades y las administraciones educativas, en el ámbito de sus 

competencias, promoverán la generación de entornos integrados de educación superior, 
donde se desarrollen nuevos modelos de relaciones entre el tejido productivo, la universidad, 
la formación profesional y los organismos agregados, con el fin de crear innovación científica 
y empresarial.

13. Las administraciones educativas y las universidades, dentro del ámbito de sus 
respectivas competencias, y de acuerdo con el régimen establecido por el Gobierno, 
determinarán:

a) Las convalidaciones entre quienes posean el título de Técnico Superior, o equivalente 
a efectos académicos, y cursen enseñanzas universitarias de grado relacionadas con dicho 
título, teniendo en cuenta que, al menos, se convalidarán 30 créditos ECTS.

b) Siempre que las enseñanzas universitarias de grado incluyan prácticas externas en 
empresas de similar naturaleza a las realizadas en los ciclos formativos, se podrán 
convalidar, además, los créditos asignados al módulo profesional de Formación en Centros 
de Trabajo del título de Técnico Superior relacionado con dichas enseñanzas universitarias.

c) Se podrán también convalidar otros créditos teniendo en cuenta la adecuación entre 
las competencias y conocimientos asociados a materias conducentes a la obtención de 
títulos de grado, o equivalente, con créditos obtenidos en los módulos profesionales 
superados del correspondiente título de Técnico Superior, o equivalente, a efectos 
académicos.
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d) Las convalidaciones que procedan entre los estudios universitarios de grado, o 
equivalente, que tengan cursados y los módulos profesionales que correspondan del ciclo 
formativo de grado superior que se curse.

[ . . . ]
CAPÍTULO V

La atención a la diversidad y la compensación educativa

Artículo 41.  Líneas de acción institucional para atender la diversidad.
1. La educación es una forma de ayuda al desarrollo humano basada en el aprendizaje 

de la cultura socialmente relevante y su transformación en capacidades y/o competencias. 
Para que esa transformación de la cultura en capacidades sea efectiva es necesario prestar 
atención a las necesidades específicas de apoyo educativo que presentan las personas 
como consecuencia de su diversidad.

2. Las personas no solo son diversas por sus características sino que lo son, ante todo, 
por la existencia de distintas variables que afectan a las posibilidades de cada una de ellas 
para convertir los recursos disponibles en su entorno en oportunidades para su desarrollo. 
Por eso la atención a la diversidad se entiende, en el marco de esta ley, como el conjunto de 
actuaciones educativas dirigidas a favorecer el progreso educativo del alumnado, teniendo 
en cuenta sus diferentes capacidades, ritmos y estilo de aprendizaje, motivaciones e 
intereses, situaciones sociales y económicas, culturales, lingüísticas y de salud.

3. El propósito de la atención a la diversidad no es igualar al alumnado, sino que es 
identificar la respuesta educativa que cada uno necesita para alcanzar el mayor nivel de 
desarrollo en sus capacidades y/o competencias. Por tanto, lo esencial en la atención a la 
diversidad es la relación que se da o que se puede dar entre las características del individuo 
y un entorno potenciador de sus posibilidades. En este sentido, la diversidad se concibe de 
forma flexible y contextual, donde el alumno no sea el responsable de «integrarse» sino que 
la escuela y la sociedad lo «incluyan» bajo unos estándares de calidad.

4. La atención a la diversidad en los centros educativos, junto con las medidas de 
compensación de las desigualdades y prevención de dificultades para aprender, serán las 
líneas de acción sobre las que el sistema educativo en Canarias proporcionará a cada 
persona el tipo de atención que necesita para alcanzar el desarrollo integral, el máximo nivel 
de dominio de las capacidades esenciales para la vida, así como en las competencias 
básicas y de los diferentes objetivos de etapa.

5. La atención a la diversidad del alumnado se organizará conforme a los principios de 
prevención, inclusión, normalización, superación de desigualdades, globalidad, coordinación 
y corresponsabilidad de todos los miembros de la comunidad educativa, potenciando la 
apertura del centro al entorno y el uso de las redes de recursos sociales de la comunidad.

6. La atención a la diversidad es una consideración necesaria para que el sistema 
educativo en Canarias siga siendo equitativo e inclusivo, pero es, además, una condición 
necesaria para que sea un sistema educativo de calidad. Un sistema orientado al éxito 
escolar debe ser a la vez equitativo y de calidad.

Artículo 42.  La Escuela inclusiva.
1. El modelo educativo canario se fundamenta en la educación inclusiva como sistema 

para lograr la calidad de los centros docentes.
2. Un centro educativo de calidad deberá potenciar el desarrollo de las capacidades 

esenciales para la vida, contribuirá a la participación y a la satisfacción de la comunidad 
educativa, promoverá el desarrollo profesional de los docentes e influirá con su oferta 
educativa en su entorno social.

3. El sistema educativo canario favorecerá el funcionamiento de este tipo de centros y 
apoyará especialmente a aquellos que escolarizan a alumnado con necesidades especiales 
o están situados en zonas social o culturalmente desfavorecidas.

4. Los principios generales de la escuela inclusiva a desarrollar en el sistema educativo 
canario son los siguientes:
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a) La autonomía de los centros educativos para recoger las microculturas y prácticas 
escolares que respondan a la atención a la diversidad.

b) La valoración de las potencialidades del alumnado en un contexto escolar inclusivo, 
suprimiendo cualquier barrera que impida el acceso a la educación de cualquier alumno o 
alumna y fomentando la participación.

c) La respuesta real y efectiva a las necesidades educativas del alumnado.
d) El establecimiento de redes de trabajo entre las escuelas y los contextos donde se 

encuentran ubicadas y construyendo proyectos globales inclusivos.
e) La organización de los apoyos dentro del aula para responder a las necesidades 

educativas.

Artículo 43.  Plan Estratégico de Atención a la Diversidad (PEAD).
1. Las medidas de atención a la diversidad adoptadas por cada centro deberán estar 

enmarcadas en el Plan Estratégico de Atención a la Diversidad (PEAD). La atención a la 
diversidad del alumnado recibirá una especial atención en el ordenamiento del sistema 
educativo canario. Con este objetivo:

a) La administración educativa pondrá en marcha un Plan Estratégico de Atención a la 
Diversidad con el fin de proporcionar respuestas diferenciadas y ajustadas a las 
características de cada alumna o alumno y a sus necesidades educativas.

b) El PEAD estará orientado a que todo el alumnado alcance las competencias básicas.
c) El PEAD deberá partir de un enfoque adaptativo donde se persigue potenciar las 

individualidades del alumnado, siendo la escuela y el contexto donde esta se encuentra 
inmersa un elemento determinante.

2. Los principios rectores del PEAD serán los siguientes:
a) Global, que incluya todas las medidas y recursos para la atención a la diversidad.
b) Sistémico, que abarque diversos planes específicos atendiendo a la orientación, la 

atención a las necesidades específicas de apoyo educativo (NEAE), la compensación de 
desigualdades socioeducativas, el absentismo y abandono escolar temprano.

c) Multidisciplinar, porque deben estar implicados diferentes ámbitos de trabajo.
d) Abierto y flexible, con el diagnóstico de recursos, métodos, normativa y evaluaciones 

periódicas que permitan introducir los cambios y mejoras necesarias.
3. La administración educativa impulsará a través del PEAD, entre otras, las siguientes 

medidas:
a) Desarrollar un marco normativo de referencia, para atender la diversidad, de acuerdo 

con los parámetros, objetivos y medidas del plan estratégico, que permita redefinir el modelo 
educativo de atención a la diversidad llevado a cabo en Canarias.

b) Elaborar planes específicos en cada centro, incluidos en el proyecto educativo, que 
partan de las realidades escolares y sus contextos, con la coordinación y apoyo de las 
administraciones, en los siguientes ámbitos:

– Prevención y control del absentismo y abandono escolar.
– Atención a las necesidades específicas de apoyo educativo (NEAE).
– Programas para la acogida e integración del alumnado inmigrante.
– Compensación de las desigualdades sociales.
c) Redefinir el modelo de orientación educativa adaptándolo a los objetivos del plan, con 

el fin de:
– Fortalecer los equipos de orientación psicopedagógica y el aumento progresivo de los 

mismos.
– Adecuar los recursos humanos de la orientación a las necesidades y realidades de los 

centros educativos.
– Aumentar los apoyos a los departamentos de orientación de los centros educativos, en 

especial a aquellos que superen los quinientos alumnos/as.
d) Garantizar la formación del profesorado y la innovación educativa:
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– Facilitando la difusión de las buenas prácticas de atención a la diversidad que se 
planteen desde los centros educativos.

– Impulsando la autonomía de los centros para elaborar su programa de formación del 
profesorado relacionada con la atención a la diversidad del alumnado, así como en la gestión 
de los recursos tanto humanos como materiales que permitan desarrollar proyectos propios 
de innovación, investigación y experimentación educativa.

– Incluyendo en los programas de formación módulos específicos que traten las 
estrategias de comunicación y participación de las familias.

– Garantizando la financiación para la investigación e innovación educativa en las 
escuelas con modelos de educación inclusiva.

– Introduciendo en la formación inicial del profesorado los planteamientos inclusivos 
presentes en el PEAD.

e) Dotar de recursos humanos y materiales y especialmente:
– Dotar a los centros educativos de las tecnologías de la información y la comunicación 

necesarias para llevar a cabo los proyectos educativos: equipos informáticos en la etapa de 
infantil y primaria, pizarras digitales y todos aquellos recursos materiales que posibiliten la 
calidad en la enseñanza y el aprendizaje.

– Actualizar la red de recursos creando grupos territoriales para el desarrollo y 
evaluación del PEAD. Este grupo se conformará con los profesionales docentes, la 
inspección educativa, la orientación, la administración local y los agentes sociales.

– Impulsar la creación de unidades de apoyo a las necesidades específicas de apoyo 
educativo (NEAE) en cada centro educativo (equipo docente y orientación) que concreten el 
plan del centro en coordinación con el grupo del territorio.

– Que la administración educativa disponga de una unidad administrativa especializada 
en atención a la diversidad que garantice la correcta puesta en marcha, el desarrollo y 
evaluación del PEAD.

4. Para el correcto desarrollo del Plan Estratégico de Atención a la Diversidad, en 
materia de personal docente la administración educativa debe garantizar:

a) El incremento de profesionales de apoyo a las necesidades específicas de apoyo 
educativo (NEAE): especialistas en audición y lenguaje.

b) El incremento de profesorado de apoyo a las necesidades educativas, que permita la 
presencia en el aula ordinaria.

c) El incremento de profesionales en los equipos de orientación de zona y específicos.
5. Para el correcto desarrollo del Plan Estratégico de Atención a la Diversidad, en 

materia de personal no docente la administración educativa contemplará las funciones de los 
siguientes agentes:

a) Educadores sociales:
– Los educadores sociales intervendrán en los centros públicos para contribuir a la 

educación integral del alumnado y tendrán la consideración de agentes educativos.
– Los educadores sociales podrán participar, con voz y sin voto, en el Claustro, cuando, 

a juicio de la dirección del centro, los asuntos que se traten así lo requieran.
b) Otro personal de apoyo:
– Los centros públicos podrán disponer de otros profesionales de diversos ámbitos para 

el desarrollo de programas y actuaciones.
– Dichos profesionales, de carácter no docente, deberán poseer la debida cualificación 

en función de las necesidades de cada centro y trabajarán en coordinación con el 
profesorado bajo la supervisión del equipo directivo.

6. A efectos de la organización escolar y coordinación en la ejecución del PEAD:
a) Los centros dispondrán de autonomía pedagógica, organizativa y de funcionamiento 

en el desarrollo del currículo.
b) Será el propio centro, en el uso de su autonomía de gestión, el que, partiendo de las 

necesidades específicas, elaborará proyectos educativos adaptados a la realidad de cada 
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centro y de su contexto desde la perspectiva inclusiva, así como planes de actuación para la 
respuesta al alumnado con necesidades educativas.

c) En el marco de la citada autonomía cada centro decidirá las medidas a adoptar, desde 
las generales ordinarias a las más extraordinarias.

d) Se aplicarán estrategias de flexibilización en el aula que afecten al desarrollo del 
currículo, en especial a las adaptaciones curriculares y a la adquisición y evaluación de 
competencias básicas.

e) Se garantizará una disminución de las ratios que permita una adecuada atención a la 
diversidad, prestando especial atención a los agrupamientos de centros que presenten 
condiciones de mayor vulnerabilidad social.

f) Se elaborarán protocolos de transición del alumnado entre las etapas educativas 
(infantil-primaria-secundaria), así como de una modalidad de escolarización a otra.

g) Se impulsará la cultura de trabajo en red propiciando la coordinación de la escuela 
con la comunidad que la rodea, entre centros educativos y entre administraciones a través 
de los grupos territoriales.

7. Para el correcto desarrollo del Plan Estratégico de Atención a la Diversidad desde la 
educación infantil, la administración:

a) Introducirá en la red pública a los centros de educación infantil de primer ciclo y su 
integración en el citado plan.

b) Introducirá en la etapa de educación infantil de segundo ciclo un equipo de detección 
y respuesta de las NEAE, con la implicación completa de un especialista de pedagogía 
terapéutica en esta etapa.

c) Cada centro de educación infantil dispondrá de un plan de atención temprana.
8. La administración educativa dispondrá de las previsiones presupuestarias necesarias 

que garanticen la puesta en marcha del Plan Estratégico de Atención a la Diversidad.

Artículo 44.  Necesidades específicas de apoyo educativo.
1. Se considera alumnado con necesidades específicas de apoyo educativo aquel que 

presenta necesidades educativas singulares, debidas a diferentes grados y tipos de 
capacidades personales de orden físico, psíquico, cognitivo o sensorial, a altas capacidades, 
el que, por proceder de otros países o por cualquier otro motivo, se incorpore de forma tardía 
al sistema educativo, así como el alumnado que precise de acciones de carácter 
compensatorio.

2. Se considera alumnado con necesidades educativas especiales aquel que, en razón 
de sus características, requiera, por un periodo de su escolarización o a lo largo de toda ella, 
determinados apoyos y atenciones educativas diferenciadas, derivadas de discapacidad o 
trastornos graves de desarrollo.

3. La respuesta educativa al alumnado con necesidades específicas de apoyo educativo 
precisa una adaptación de los elementos curriculares y organizativos.

4. La identificación y valoración de las necesidades educativas de este alumnado y su 
respuesta educativa se realizarán, lo más tempranamente posible, por personal con la 
debida cualificación y en los términos que determine la consejería competente en materia 
educativa.

5. En la escolarización del alumnado con necesidades específicas de apoyo educativo se 
favorecerá la adopción, entre otras, de medidas organizativas flexibles y la disminución de la 
relación numérica alumnado/profesorado, en función de las características del mismo y de 
los centros y su respuesta educativa.

6. El Gobierno de Canarias, de acuerdo con la normativa básica, flexibilizará la duración 
de cada una de las etapas del sistema educativo para el alumnado con altas capacidades 
intelectuales, con independencia de su edad.

7. La escolarización de este alumnado en unidades o centros de educación especial, de 
acuerdo con las condiciones que se establezcan, podrá extenderse hasta los veintiún años. 
Solo se llevará a cabo cuando sus necesidades no puedan ser atendidas en el marco de las 
medidas de atención a la diversidad de los centros ordinarios, de acuerdo con las 
condiciones que se establezcan.
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8. A lo largo del curso y al finalizar el mismo se evaluarán los resultados conseguidos por 
cada uno de los alumnos y alumnas en función de los objetivos propuestos a partir de la 
valoración inicial.

Dicha evaluación permitirá proporcionarles la orientación adecuada y modificar el plan de 
actuación así como la modalidad de escolarización, de modo que pueda favorecerse, 
siempre que sea posible, el acceso del alumnado a un régimen de mayor integración.

9. La atención al alumnado con necesidades educativas especiales, debidas a diferentes 
grados y tipos de capacidades personales de orden físico, psíquico, cognitivo o sensorial, en 
educación infantil, educación primaria y educación secundaria obligatoria, corresponde al 
profesorado y, en su caso, a otros profesionales con la debida cualificación.

10. La administración educativa realizará una distribución equilibrada de este alumnado 
entre los centros docentes sostenidos con fondos públicos, en condiciones que faciliten su 
adecuada atención educativa y su inclusión social y escolar.

11. Con la finalidad de facilitar la integración social y laboral del alumnado con 
necesidades educativas especiales que no pueda conseguir las competencias básicas de la 
educación obligatoria, las administraciones públicas fomentarán ofertas formativas 
adaptadas a sus necesidades educativas. Estas ofertas se orientarán preferentemente a la 
adquisición de unidades de competencia profesionales.

12. Las administraciones educativas establecerán una reserva de plazas en las 
enseñanzas de formación profesional para el alumnado con necesidades educativas 
específicas de apoyo educativo.

Artículo 45.  La compensación de la desigualdad.
1. La administración educativa desarrollará medidas de acción positiva y carácter 

compensador dirigidas al alumnado procedente de familias que se encuentren en un entorno 
o situación desfavorables e impulsará planes para alcanzar su igualdad efectiva. Asegurará 
el acceso a la educación infantil en las condiciones más favorables para el alumnado cuyas 
circunstancias personales supongan una desigualdad inicial para su éxito educativo.

2. La administración educativa adoptará medidas y planes de intervención en aquellos 
centros escolares que, por las características de su alumnado y de su entorno, precisen de 
actuaciones singulares.

3. Los centros que desarrollen planes de compensación educativa autorizados por la 
administración educativa recibirán la dotación de profesorado de apoyo que corresponda en 
función de las medidas curriculares y organizativas que se desarrollen, así como el 
reforzamiento del departamento de orientación o, en su caso, del equipo de orientación 
educativa. En aquellos centros o distritos escolares que se establezcan, se podrá contemplar 
la intervención de otros profesionales con la titulación adecuada.

4. En colaboración con las administraciones competentes en materia de salud y justicia, 
se adoptarán medidas específicas para proporcionar atención educativa al alumnado con 
dificultades de asistencia al centro educativo por problemas de salud, psíquica o sensorial o 
como consecuencia de decisiones judiciales.

5. La administración educativa diseñará actuaciones específicas de apoyo a la 
escolarización del alumnado que, por el trabajo itinerante de su familia, tenga que cambiar 
frecuentemente de centro, facilitando las medidas y los servicios educativos 
complementarios que favorezcan un proceso educativo sin interrupciones.

Artículo 46.  Absentismo escolar y abandono escolar temprano.
1. Se denomina absentismo escolar a la reiterada ausencia temporal injustificada, no 

permanente ni definitiva, del alumnado al centro educativo en el que está escolarizado y que 
supone un riesgo para desarrollar satisfactoriamente los procesos de enseñanza y de 
aprendizaje.

2. La administración educativa, en colaboración con el ministerio competente en materia 
de educación y con distintos organismos estatales e internacionales, definirá el 
procedimiento para estimar de una forma válida y fiable el absentismo escolar en Canarias.

3. Se denomina abandono escolar temprano o abandono escolar prematuro al porcentaje 
de personas que no ha logrado obtener un título de educación postobligatoria.
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4. La consejería competente en materia de educación y los centros docentes adoptarán 
medidas específicas para incentivar la puntualidad, prevenir y reducir el absentismo escolar 
y el abandono escolar temprano, facilitando el retorno al sistema educativo y de formación 
del alumnado que lo haya abandonado tempranamente, sin otras limitaciones que las 
establecidas por la normativa vigente.

5. La consejería competente en materia de educación impulsará acuerdos con otras 
administraciones y entidades para la prevención, supervisión e intervención sobre 
absentismo escolar y para la reducción del abandono temprano del sistema educativo.

6. Los centros docentes establecerán medidas concretas de coordinación con las 
entidades locales y, en su caso, otras organizaciones sociales para la prevención e 
intervención sobre el absentismo escolar y para evitar el abandono temprano del sistema 
educativo, de acuerdo con lo que disponga la consejería competente en materia de 
educación.

7. La consejería competente en materia de educación establecerá las medidas 
necesarias para la elaboración de análisis, la sensibilización y la difusión de experiencias y 
buenas prácticas en la prevención y erradicación del absentismo escolar y en la reducción 
del abandono escolar temprano.

[ . . . ]
TÍTULO III

De la programación general y la organización territorial

CAPÍTULO I
La programación general de las enseñanzas

Artículo 50.  Programación general de la enseñanza y escolarización.
1. El Gobierno de Canarias garantizará el ejercicio efectivo del derecho a la educación 

mediante una programación general de la enseñanza, con la participación efectiva de todos 
los sectores afectados, que atienda adecuadamente las necesidades educativas y la 
creación de centros educativos públicos.

2. A tales efectos, el Gobierno de Canarias definirá las necesidades prioritarias en 
materia educativa, fijará los objetivos de actuación del período que se considere y 
determinará los recursos necesarios, de acuerdo con la planificación económica general de 
la Unión Europea, del Estado y su propia planificación.

3. La consejería competente en materia de educación programará la oferta educativa de 
las enseñanzas que en la legislación vigente se declaran gratuitas y como garantía de la 
calidad de la enseñanza y de una adecuada y equilibrada escolarización del alumnado con 
necesidades específicas de apoyo educativo. Asimismo, la administración educativa 
garantizará la existencia de plazas públicas suficientes, especialmente en las zonas de 
nueva población.

4. La programación general de la enseñanza comprenderá, en todo caso, una 
programación específica de los puestos escolares, en la que se determinarán las comarcas, 
municipios y distritos donde dichos puestos hayan de crearse o suprimirse.

5. Asimismo, queda incluido en el ámbito de la programación general de la enseñanza el 
conjunto de actuaciones que desarrollen los centros docentes para ofrecer nuevos servicios 
y actividades al alumnado fuera del horario lectivo.

6. Los sectores interesados en la educación participarán en la programación general de 
la enseñanza a través de los órganos colegiados a los que se hace mención en el apartado 1 
del artículo 11 de esta ley.

7. La administración educativa realizará una oferta anual de plazas escolares que 
asegure una respuesta ajustada a las necesidades educativas de todos y cada uno de los 
alumnos y alumnas. Esta oferta tendrá en cuenta las necesidades y las posibilidades de 
escolarización en cada uno de los distritos escolares y, siempre que sea posible, se 
escolarizará al alumnado en el distrito en el que ha estado escolarizado. El Consejo Escolar 
de Canarias debe ser consultado para la programación general de las enseñanzas.

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DE LAS ISLAS CANARIAS

§ 25  Ley Canaria de Educación no Universitaria [parcial]

– 359 –



[ . . . ]
TÍTULO IV

De la organización, el funcionamiento y la gestión democrática de los centros 
educativos

[ . . . ]
Artículo 59.  Fomento y apoyo al liderazgo educativo.

1. El liderazgo educativo debe ser un liderazgo democrático y pedagógico que se 
extienda a toda la organización educativa y que promueva las señas de identidad del centro 
haciendo efectivos los compromisos adquiridos por toda la comunidad educativa.

2. La administración educativa debe favorecer el liderazgo pedagógico de los directores 
y directoras, así como del resto del equipo directivo de los centros educativos.

3. La administración educativa debe promover y fomentar la capacidad de liderazgo de 
los profesionales de la organización y gestión de los centros educativos y de la oferta de 
servicios de asesoramiento, orientación y apoyo para la gestión de la innovación en el 
ámbito educativo, con la participación de profesionales de los distintos ámbitos económicos y 
sociales.

4. La administración educativa favorecerá la formación en los centros educativos de 
equipos docentes que lideren el compromiso de la comunicad educativa con la atención al 
alumnado con necesidades específicas de apoyo educativo y en el desarrollo de proyectos 
para la atención del alumnado con necesidades específicas de apoyo educativo, programas 
de compensación educativa, atención al alumnado inmigrante o al que presenta altas 
capacidades intelectuales y programas específicos de mejora del rendimiento escolar.

[ . . . ]
TÍTULO V

De la función pública docente y la carrera docente

Artículo 62.  El profesorado y la profesión docente.
1. El profesorado ocupa la posición preeminente en el ejercicio de sus funciones 

docentes, en el que goza de autonomía, dentro de los límites que determina la legislación 
vigente y en el marco del proyecto educativo del centro en que desarrolla sus funciones.

2. Las funciones propias del profesorado, además de las que se establezcan en la 
normativa básica del Estado, serán:

a) Enseñar seleccionando las tareas y las condiciones de aprendizaje más adecuadas 
para que el alumnado pueda transformarlas en capacidades y competencias.

b) Evaluar los aprendizajes adquiridos, de modo que pueda tanto el alumnado como sus 
familias reconocer y valorar el progreso alcanzado y las administraciones educativas otorgar 
el título o la certificación a la que el alumnado pueda tener derecho.

c) Orientar el proceso educativo del alumnado hacia un perfil educativo propio o con un 
determinado perfil profesional que puedan tomar tanto el alumnado como su familia.

d) Colaborar en la prevención y detección temprana de las necesidades educativas de 
apoyo específico del alumnado, así como en la prevención del absentismo y abandono 
escolar.

e) Contribuir al desarrollo organizativo del centro educativo para que pueda ejercer de 
una forma eficaz, las competencias que tenga atribuidas y convertirse en una organización 
inteligente comprometida con la mejora continua.

f) Evaluar su propia práctica para que en todos los ámbitos y niveles educativos se 
pueda alcanzar el mayor nivel de calidad.

[ . . . ]
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Disposición adicional décima.  Ampliación de la educación obligatoria.
El Gobierno de Canarias garantizará, en las condiciones que reglamentariamente se 

establezcan, que el alumnado que no supere las evaluaciones externas y no obtenga la 
titulación correspondiente a la educación secundaria obligatoria pueda permanecer en el 
sistema educativo hasta los 18 años.

Disposición adicional decimoprimera.  Cooperación social y concertación.
1. La administración educativa promoverá la concertación como instrumento de cohesión 

social. Las organizaciones empresariales y sindicales participarán en el sistema educativo a 
través del Consejo Escolar de Canarias, del Consejo de Formación Profesional de Canarias, 
así como de otros órganos en los que se prevea su participación institucional.

2. Asimismo, la administración educativa cooperará con las empresas, las asociaciones 
profesionales y empresariales y otras organizaciones sociales o instituciones públicas y 
privadas en los siguientes aspectos:

a) El diseño de los currículos de los títulos de formación profesional, en el marco de la 
normativa básica, como garantía de su adecuación a las cualificaciones profesionales que 
requiera el sector productivo y de servicios.

b) El fomento de la seguridad y la salud en el trabajo y la difusión de experiencias de 
responsabilidad social.

c) El desarrollo del módulo de formación en centros de trabajo, mediante el 
establecimiento de convenios marco o específicos de colaboración.

d) El impulso a la realización de estancias formativas del profesorado en las empresas e 
instituciones y la organización conjunta de actividades de formación permanente.

e) La suscripción de convenios que permitan impartir ciclos formativos en las 
instalaciones de las empresas o instituciones del sector.

f) La apertura de los centros educativos a los sectores productivos y de estos a los 
propios centros, así como actuaciones que fomenten la innovación y la investigación en las 
diversas áreas profesionales.

g) Cualesquiera otros que contribuyan al desarrollo económico y social de la comunidad 
autónoma.

3. El voluntariado en el ámbito educativo se orientará preferentemente a la consecución 
de las siguientes finalidades:

a) Colaborar en la realización de actividades educativas complementarias o 
extraescolares dirigidas al alumnado.

b) Contribuir a la apertura de los centros docentes a su entorno social, cultural y 
económico.

c) Fomentar la utilización de las instalaciones de los centros docentes fuera del horario 
escolar.

d) Ofrecer a los niños y niñas y a la juventud canaria alternativas educativas, culturales y 
lúdicas.

e) Coadyuvar positivamente a la educación y a la integración social de las personas con 
discapacidad o riesgo de exclusión.

f) Cualesquiera otras que contribuyan a mejorar la libertad, la participación y los valores 
de solidaridad y compromiso social en el ámbito educativo.

En ningún caso, la acción voluntaria organizada podrá reemplazar las actividades que se 
desarrollen por medio del trabajo remunerado o servir para eximir a las administraciones 
públicas de garantizar a la ciudadanía las prestaciones o servicios que tiene reconocidos 
como derechos frente a aquellas.

[ . . . ]
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§ 26

Ley 1/2019, de 30 de enero, de la Actividad Física y el Deporte de 
Canarias. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 27, de 8 de febrero de 2019
«BOE» núm. 50, de 27 de febrero de 2019

Última modificación: 9 de abril de 2019
Referencia: BOE-A-2019-2713

TÍTULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 2.  Funciones, reconocimiento y principios rectores del deporte.

1. La actividad física y el deporte en la Comunidad Autónoma de Canarias tiene la 
consideración de actividad de interés general que cumple funciones sociales, culturales, 
educativas, económicas y de salud y de respeto al medio ambiente.

2. Se reconoce el derecho al conocimiento y a la práctica del deporte y la actividad física 
en plenas condiciones de igualdad efectiva, el reconocimiento y fomento del deporte como 
elemento integrante de nuestra cultura, la recuperación, mantenimiento y desarrollo de los 
deportes y juegos motores autóctonos y tradicionales, y el reconocimiento de la actividad 
deportiva relacionada con el mar, como expresión de nuestra realidad insular.

3. Las administraciones públicas canarias, en el ámbito de sus competencias, 
garantizarán la práctica de la actividad físico-deportiva mediante:

a) La promoción de la práctica deportiva en todas las islas y en todas sus dimensiones: 
cultural, educativa, competición, recreación, social y salud.

b) El fomento, protección y regulación del asociacionismo deportivo, teniendo en cuenta 
la perspectiva de género.

c) La planificación y promoción de una red básica de instalaciones deportivas suficiente, 
racionalmente distribuida y sostenible, que garantice el acceso a toda la población en 
condiciones equitativas.

d) La formación del personal técnico y el fomento de la investigación científica del 
deporte y actividad física.

e) El fomento de la práctica deportiva segura, exenta de cualquier manifestación violenta, 
acoso o actitud contraria a los valores del deporte y de todo método extradeportivo, 
fomentando el juego limpio. A estos efectos se fomentarán programas y proyectos para la 
erradicación, a través del deporte y la actividad física, de la violencia, hostilidad o 
discriminación contra un grupo, una parte del mismo o contra una persona determinada por 
razón de su pertenencia a aquel, por motivos racistas u otros referentes a la ideología, 
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religión o creencias, situación familiar, la pertenencia de sus miembros a una etnia, raza o 
nación, su origen nacional, su sexo, orientación o identidad sexual, por razones de género, 
enfermedad o diversidad funcional.

f) La asignación de recursos para atender las líneas generales de actuación, facilitando 
la colaboración pública y privada con el fin de lograr la mayor eficiencia.

g) Políticas que se adapten a las limitaciones de los recursos naturales y a los principios 
del desarrollo sostenible y del respeto a los valores de la naturaleza y a la empatía hacia los 
animales silvestres, domésticos y de compañía.

h) La promoción de las condiciones que garanticen la igualdad efectiva de mujeres y 
hombres en el deporte, en todos los niveles y ámbitos, y la eliminación de cualquier 
discriminación.

i) Impulso de la asistencia médica y sanitaria de los deportistas.
j) La promoción de la salud y la rehabilitación.
k) El fomento del turismo deportivo y las actividades en el medio natural.
l) El libre acceso al deporte de toda la población canaria y, en particular, de las personas 

con diversidad funcional, personas mayores y grupos que requieran una atención especial.
m) La implantación y desarrollo de la educación física y el deporte en los distintos 

niveles, grados y modalidades educativas contemplados en el currículo y la promoción 
deportiva en edad escolar y universitaria.

n) La divulgación, difusión del deporte canario, en todos los ámbitos territoriales y niveles 
de práctica.

ñ) Las administraciones públicas canarias, en el ámbito de sus respectivas competencias 
y atendiendo a criterios de transversalidad, fomentarán la práctica deportiva como medida 
para la prevención de enfermedades, en especial, la obesidad, las enfermedades 
cardiovasculares, las enfermedades metabólicas y todas aquellas enfermedades 
relacionadas con el sedentarismo, o de tipo crónico prestando especial atención a la 
prescripción de la actividad deportiva como factor clave de prevención de estas 
enfermedades. Asimismo, fomentarán la actividad física y el deporte para la mejora de la 
salud o indicadores de la salud a través del deporte.

o) El fomento de la práctica de la actividad física o deporte a través del diseño de 
proyectos públicos y privados a nivel federado y no federado, aplicando planes de igualdad 
de equilibrio intergéneros (hombre-mujer) e intergeneracionales (niños/as-jóvenes-adultos-
familias y mayores) en la educación física y la práctica deportiva.

Artículo 3.  Colectivos de atención específica.
1. En el fomento del deporte y actividad física se prestará especial atención a las 

personas mayores, a los menores, a la juventud, y las personas con diversidad funcional, así 
como a los sectores de la sociedad más desfavorecidos, teniendo especialmente en cuenta 
aquellas zonas o colectivos a los que la ayuda en estas actividades pueda suponer una 
mejora en su bienestar social:

a) Las administraciones públicas canarias velarán para que las personas mayores 
tengan fácil acceso a programas de actividad física, independientemente de su condición 
física, psicológica, social y económica, colaborando en la adecuación de espacios urbanos y 
naturales, según sus intereses, motivaciones y necesidades en pro de un envejecimiento 
activo saludable.

b) Las administraciones públicas canarias, en sus respectivos ámbitos, promoverán y 
fomentarán la práctica de la actividad física y el deporte de las personas con diversidad 
funcional, procurando eliminar cuantos obstáculos se pongan a su plena integración.

A tal efecto, impulsarán las medidas adecuadas para favorecer la capacitación específica 
de las personas encargadas de la preparación deportiva de estas personas, tanto en 
deportistas de competición como de ocio. Asimismo, impulsarán la puesta en marcha de 
planes y programas específicos adaptados para personas con diversidad funcional.

c) Las administraciones públicas canarias en sus respectivos ámbitos fomentarán el 
deporte como factor de formación y cohesión social, prestando especial atención a la 
infancia y juventud, además de a aquellos grupos sociales más desfavorecidos o en 
situación de riesgo y exclusión social.
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d) Para ello, la consejería competente en materia de deporte, en colaboración con las 
consejerías y otras administraciones públicas con competencias en materias relacionadas 
con estos grupos sociales, establecerá mecanismos de colaboración que permitan 
desarrollar las actuaciones que contribuyan a su integración y a una mejora de su bienestar 
social.

2. Las administraciones públicas canarias atenderán de forma específica los derechos de 
las personas con diversidad funcional, y garantizaran el acceso sin barreras a las 
instalaciones deportivas, así como a la información y a la práctica del deporte y actividad 
física, en los términos previstos en esta ley y en el Texto Refundido de la Ley General de 
derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, o norma que lo sustituya.

3. Las administraciones públicas canarias velarán para que las personas mayores 
tengan fácil acceso a programas de actividad física independientemente de su condición 
física, psicológica, social y económica, colaborando en la adecuación de espacios urbanos y 
naturales, según sus intereses, motivaciones y necesidades en pro de un envejecimiento 
activo y saludable.

4. Las administraciones públicas canarias promoverán la práctica deportiva inclusiva en 
los centros educativos y deportivos, también con todas las instituciones públicas, clubes, 
federaciones y asociaciones deportivas.

[ . . . ]
Artículo 6.  Definiciones.

A los efectos de esta ley, se entiende por:
I. Actividad física y deporte.
a) Actividad física: se considera actividad física el ejercicio físico voluntario desarrollado, 

individualmente o en grupo, con el principal objetivo de mejorar la condición física y/o la 
ocupación activa del tiempo de ocio, y de favorecer el desarrollo integral de las personas. La 
actividad física se puede realizar de una forma planificada, estructurada y repetitiva con el 
objetivo de la mejora de uno o más componentes de la condición física de la persona.

b) Ejercicio físico: El conjunto de movimientos corporales producidos por una acción 
psicofísica voluntaria que aumenta el gasto de energía.

c) Deporte: es todo tipo de actividad física o motriz que, mediante una participación 
organizada o no, se realice con objetivos relacionados con la mejora de la condición física, 
psíquica y emocional, con la consecución de resultados en competiciones deportivas, con la 
adquisición de hábitos deportivos o con la ocupación activa del tiempo de ocio.

d) Modalidad deportiva: actividad deportiva con características estructurales y normas 
propias reconocidas por la Administración deportiva competente y practicada al amparo de 
una institución.

e) Especialidad deportiva: cada tipología de práctica deportiva diferenciada e integrada 
en una modalidad deportiva. Aquella práctica deportiva que, pese a no reunir los requisitos 
para ser considerada modalidad deportiva, tiene singularidad en su práctica, aunque 
vinculada u organizada dentro de una modalidad deportiva tanto por razones históricas de su 
práctica como por la existencia de un elemento de práctica común a todas ellas.

f) Deporte universitario: actividad deportiva, competitiva o recreativa, practicada 
exclusivamente por las personas pertenecientes a la comunidad universitaria en el seno de 
los programas deportivos de las universidades o en el seno de los programas deportivos 
interuniversitarios, de participación voluntaria y carácter extracurricular.

g) Deportista: cualquier persona física que, individualmente o en grupo, practique 
deporte en las condiciones establecidas en esta ley. También se consideran deportistas, a 
los efectos de esta ley, el personal arbitral y los jueces y juezas de cualquier modalidad, 
federada o no.

h) Deporte de competición: todo tipo de actividad física que, mediante una participación 
organizada, se realice con objetivos relacionados con la mejora de la condición física, 
psíquica o emocional, y dirigida a la consecución de resultados en competiciones deportivas 
en cualquier edad.

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DE LAS ISLAS CANARIAS

§ 26  Ley de la Actividad Física y el Deporte de Canarias [parcial]

– 364 –



i) Deporte de ocio: todo tipo de actividad física que se realice en una organización o al 
margen de esta, y esté dirigida a conseguir objetivos, no competitivos, relacionados con la 
mejora de la salud, adquisición de hábitos deportivos, así como la ocupación activa del 
tiempo libre.

j) Deporte no federado: Corresponde al conjunto de actividades deportivas recreativas, 
competitivas o no y que, por su carácter, se desarrollan al margen de la actividad federativa 
reglada.

k) Deporte en edad escolar: se considera una práctica deportiva orientada a la educación 
integral de los escolares, contribuyendo al desarrollo armónico de su personalidad, a la 
consecución de unas condiciones físicas y de salud y a una formación que posibiliten la 
práctica continuada del deporte en edades posteriores. Esta actividad deportiva organizada 
es practicada voluntariamente por escolares en horario no lectivo.

l) Deporte de alto nivel: práctica deportiva de interés para el Estado, en tanto que 
constituye un factor esencial en el desarrollo deportivo, por el estímulo que supone para el 
fomento del deporte base, y por su función representativa de España en las pruebas o 
competiciones deportivas oficiales de carácter internacional.

m) Deporte de alto rendimiento: se consideran deportistas de alto rendimiento de 
aquellos deportistas que, reuniendo la condición política de canario y demás requisitos 
establecidos reglamentariamente, sean reconocidos como tales por la Administración pública 
de la Comunidad Autónoma de Canarias en función de sus resultados, proyección, nivel 
deportivo, expectativas de progreso e interés para el deporte canario.

n) Deporte autóctono de alto nivel: tiene por objeto la práctica de la lucha canaria, 
deporte vernáculo merecedor del más alto reconocimiento como singular expresión de la 
identidad deportiva y representativa de Canarias, y, por ello, objeto de la mayor protección y 
dignificación.

ñ) Árbitro o juez deportivo: aquella persona que lleva a cabo funciones de aplicación de 
las reglas técnicas en el desarrollo de competiciones deportivas.

o) Competición deportiva: prueba deportiva o conjunto de ellas, con características 
estructurales determinadas y aceptadas por los participantes, que tiene como objetivo 
fundamental conseguir logros deportivos. La confrontación entre dos o más personas físicas, 
organizadas de forma individual o por equipos, mediante la práctica de una modalidad 
deportiva a cuya finalización se establecerá un único ganador o ganadora, o bien, quienes 
participen se ordenarán en una clasificación en función de sus resultados.

p) Eventos deportivos: aquellas manifestaciones o espectáculos del deporte, de carácter 
singular, que se organicen con una finalidad competitiva o de ocio en instalaciones 
deportivas convencionales o no, y en los que exista afluencia de público y difusión a través 
de los medios de comunicación.

q) Sistema deportivo: conjunto de las instituciones, organizaciones, recursos, 
instalaciones, practicantes, equipamientos deportivos, agentes del deporte, actividades y 
servicios deportivos en un territorio determinado.

r) Deporte autóctono de alto nivel y alto rendimiento: es una práctica deportiva de interés 
para la comunidad autónoma canaria en el caso de la lucha canaria, que debe tener un 
marco específico para su acreditación por lo trascendental en el estímulo y fomento en el 
deporte base para su conservación, así como por su función representativa y distintiva de 
Canarias en todos los ámbitos.

s) Deporte inclusivo: actividad física y deportiva que permite la práctica conjunta de 
personas con diversidad funcional o sin ella, ajustándose a las posibilidades de los 
practicantes y manteniendo el objetivo de la especialidad deportiva que se trate. Supone un 
ajuste o adaptación en las reglas y el material utilizado con el fin de fomentar la participación 
activa y efectiva de todos los participantes.

t) Servicios deportivos: actividad económica por cuenta propia o ajena consistente en 
ofrecer asesoramiento y asistencia para la realización de ejercicios físicos dirigidos, 
tutelados o supervisados por un profesional, mediante la aplicación de conocimientos y 
técnicas específicas de las ciencias de la actividad física y el deporte, para cuyo ejercicio se 
exija estar en posesión del correspondiente título y/o cualificación habilitante.

u) Deporte adaptado: aquella modalidad deportiva que se adapta al colectivo de 
personas con diversidad funcional, ya sea porque se han realizado una serie de 
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adaptaciones y/o modificaciones para facilitar la práctica de aquellos, o porque la propia 
estructura del deporte permite su práctica.

v) Práctica deportiva orientada a la salud: práctica deportiva dirigida a los diferentes 
segmentos poblacionales desde edades infantiles hasta mayores, practicada en tiempo libre 
para mejorar la salud y asumir un estilo activo de vida que ayude a la recuperación funcional 
y social sobre todo en las personas mayores.

II. Entidades.
Entidades deportivas canarias: las asociaciones privadas presentes en esta ley formadas 

tanto por personas físicas como jurídicas, dotadas de personalidad jurídica propia y 
capacidad de obrar, con sede en la Comunidad Autónoma de Canarias, que tengan por 
objeto primordial el fomento y la práctica del deporte y figuren inscritas en el Registro de 
Entidades Deportivas de Canarias.

III. Instalaciones deportivas.
a) Instalación deportiva: espacio de uso colectivo, en el que se ha construido o realizado 

alguna actuación de adaptación para permitir la práctica del deporte de manera permanente 
o que sea de general reconocimiento para el desarrollo de estas prácticas.

b) Equipamiento deportivo: son los recursos materiales, fijos o móviles, necesarios para 
el desarrollo del deporte con que cuenta una instalación deportiva.

c) Infraestructura deportiva complementaria: es el conjunto de obras y servicios 
necesarios para la puesta en funcionamiento de cualquier instalación o espacio deportivo, 
tales como vías de acceso, aparcamientos, acometidas de agua y electricidad, telefonía, 
alcantarillado u otros similares.

d) Espacio deportivo: extensión ocupada por una o varias instalaciones deportivas.
e) Complejo deportivo: conjunto de instalaciones deportivas, normalmente agrupadas, 

que funcionan independientemente entre sí y que tienen una denominación común.
f) Red básica de instalaciones deportivas: conjunto de instalaciones deportivas 

caracterizadas por su accesibilidad, polivalencia y adaptabilidad que atienden a la demanda 
de educación física, actividad física y deportiva.

IV. Centro de tecnificación deportiva de Canarias.
Es el conjunto de instalaciones y espacios deportivos, que incluye los medios humanos y 

materiales que tienen como finalidad la preparación técnica, deportiva de tecnificación y alto 
rendimiento en cada modalidad deportiva.

TÍTULO II
Las administraciones públicas canarias y el deporte

[ . . . ]
Artículo 9.  Competencias comunes de las administraciones públicas canarias.

Las administraciones públicas de Canarias están facultadas para:
a) Formular en cada momento las directrices de la política de fomento y desarrollo del 

deporte en sus distintas dimensiones y niveles de práctica.
b) Gestionar, directamente o mediante los sistemas previstos en el ordenamiento 

jurídico, los servicios asumidos como propios de acuerdo con lo establecido en esta ley y 
demás normativa de aplicación. Asimismo, coordinar a través de proyectos, en los términos 
previstos en la presente ley y en sus disposiciones de desarrollo, las actuaciones en materia 
deportiva que sean de interés general para Canarias.

c) Promover la recuperación, mantenimiento y desarrollo de los juegos y deportes 
autóctonos y tradicionales de Canarias, y velar por todo ello.

d) Fomentar la actividad física para la mejora de la salud o indicadores de la salud a 
través del deporte.

e) Fomentar la práctica de actividad física a través del diseño de proyectos públicos y 
privados a nivel federado y no federado de equilibrios intergéneros (hombre-mujer) e 
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intergeneracionales (niños/as, jóvenes, familias y mayores) en la educación y la práctica 
deportiva.

f) Promover la práctica de la actividad física a través del diseño de proyectos públicos y 
privados con el objetivo principal de prevenir y, en segundo lugar, para paliar los efectos de 
las enfermedades metabólicas y otras de tipo crónico.

g) Impulsar la práctica de la actividad física a través del diseño de proyectos públicos y 
privados a nivel federado y no federado de erradicación de la violencia/racismo/xenofobia y, 
en general, de los comportamientos intolerantes en el deporte.

h) Promover la recuperación, mantenimiento y desarrollo de los juegos motores y 
deportes autóctonos y tradicionales de Canarias, y velar por ello.

i) Fomentar la cultura de la paz y la educación en valores de tolerancia, igualdad, 
solidaridad e integración social así como garantizar el respeto entre deportistas, familias, 
espectadores, jueces, juezas y técnicos antes, durante y después de la práctica o 
competición deportiva.

[ . . . ]
Artículo 11.  Competencias de los cabildos insulares.

1. Son competencias deportivas de los cabildos insulares aquellas que les atribuye la 
legislación de régimen local y las transferidas en virtud de la legislación canaria sobre 
régimen jurídico de las administraciones públicas de Canarias y demás disposiciones legales 
de la Comunidad Autónoma de Canarias.

2. Además de las señaladas en el apartado anterior, son competencias deportivas de los 
cabildos las siguientes:

a) La promoción de la actividad deportiva, fomentando especialmente el deporte para 
todos y todas y los juegos motores y deportes autóctonos y tradicionales de Canarias.

b) El fomento de la actividad físico deportiva de las personas con diversidad funcional 
física, psíquica, sensorial o mixta al objeto de contribuir a su plena integración social.

c) La determinación de la política de infraestructura deportiva de cada isla, dentro de los 
parámetros del Plan Director de Instalaciones Deportivas de Canarias, llevando a cabo la 
construcción y mejora de las instalaciones deportivas, directamente o en colaboración con 
los ayuntamientos, las universidades y otras instituciones públicas.

d) La gestión de las instalaciones deportivas de titularidad pública, cuando estas no sean 
de titularidad municipal o, por su carácter singular e interés suprainsular, se las haya 
reservado la Administración pública de la Comunidad Autónoma de Canarias.

e) Velar por el cumplimiento de las condiciones reglamentarias de seguridad, higiene y 
accesibilidad de las instalaciones y competiciones deportivas de ámbito insular.

f) Velar, en el marco de sus competencias referidas a la ordenación del territorio insular, 
por el cumplimiento de las previsiones urbanísticas sobre reserva de espacios y 
calificaciones de zonas para la práctica de la actividad física y deportiva y el emplazamiento 
de equipamientos deportivos.

g) Organizar las actividades físicas y deportivas en edad escolar de ámbito insular, bien 
directamente o en colaboración con las federaciones deportivas y otras entidades deportivas 
sin ánimo de lucro, garantizándose la educación en valores de tolerancia, igualdad, 
solidaridad e integración social así como el respeto entre deportistas, familias, espectadores, 
jueces, juezas y técnicos antes, durante y después de la práctica o competición deportiva.

h) Aquellas otras competencias que les sean atribuidas, transferidas o delegadas.
i) Colaborar en el desarrollo de las actividades que sean competencias deportivas de los 

ayuntamientos de sus respectivas islas a solicitud de estos.

[ . . . ]
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TÍTULO III
La actividad deportiva

CAPÍTULO I
Las competiciones deportivas

[ . . . ]
Artículo 19.  Los derechos y deberes de las personas deportistas, personal técnico, arbitral 
y jueces y juezas deportivos.

1. Son derechos de las personas deportistas, personal técnico, arbitral y jueces y juezas 
deportivos, en Canarias:

a) Practicar libremente el deporte.
b) No ser discriminadas con ocasión de la práctica deportiva por razón de nacimiento, 

raza, sexo, género, orientación sexual, identidad de género, religión, opinión, diversidad 
funcional o cualquier otra condición o circunstancia personal o social, accediendo a la 
práctica del deporte con la única limitación de sus capacidades que impliquen un potencial 
riesgo para su salud. Especialmente, se velará y garantizarán los derechos de los y las 
menores deportistas.

c) Ser tratadas con respeto a su integridad y dignidad personal, sin ser objeto de 
vejaciones físicas o morales.

d) Acceder y utilizar las instalaciones deportivas públicas en condiciones de igualdad y 
no discriminación, con garantía de cumplimiento de las normas de accesibilidad para las 
personas con diversidad funcional y la normativa sobre admisión de personas en los 
establecimientos de actividades clasificadas, espectáculos públicos y actividades 
recreativas, de acuerdo con los requisitos generales establecidos en cada caso.

e) Acceder a la información y orientación adecuada acerca de los requisitos exigibles y 
recomendables para la práctica del deporte en sus diversos ámbitos y modalidades.

f) Disponer de mecanismos adecuados para la protección y promoción de su salud 
mediante el acceso a la información acerca de los beneficios y riesgos potenciales que 
entrañe la práctica organizada de las diferentes modalidades y especialidades deportivas.

g) Recibir la prestación de los servicios deportivos en las condiciones y con los requisitos 
establecidos en la presente ley y normas de desarrollo.

2. Además de los anteriores, las personas deportistas participantes en una competición 
tendrán los siguientes derechos:

a) Participar, de acuerdo con su categoría, en las competiciones y actividades oficiales, 
así como en cuantas actividades sean organizadas por las administraciones deportivas 
competentes o la federación, en el marco de las reglamentaciones que rigen la modalidad o 
especialidad deportiva correspondiente.

b) Participar en competiciones no oficiales de acuerdo con los requisitos y garantías 
reguladas en la presente ley.

c) Desarrollar su actividad deportiva de competición en condiciones adecuadas de 
seguridad e higiene, debiendo garantizar la persona organizadora de la misma la existencia 
de dispositivos de primeros auxilios ajustados a la naturaleza de la actividad que en cada 
caso se desarrolle y la suscripción de los seguros deportivos obligatorios que imponga la 
legislación vigente.

d) Tener a su disposición la información del desarrollo de la competición deportiva 
correspondiente.

e) Disponer de un seguro médico en las competiciones oficiales, o medios de protección 
sanitaria en las competiciones no oficiales, que cubran los daños y riesgos derivados de la 
práctica deportiva, en las condiciones establecidas, para cada clase de competición, de 
acuerdo con la normativa aplicable.

f) Disfrutar de becas, premios y otros reconocimientos en los términos que 
reglamentariamente se determinen.
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3. Las personas deportistas, personal técnico, arbitral y jueces y juezas integrados en 
una federación deportiva, además, tendrán los siguientes derechos:

a) Estar informadas en lo que concierne al funcionamiento organizativo de la federación 
en la que se encuentren integrados, conforme a las reglamentaciones internas de la misma.

b) Participar, cuando sean designados para ello, en las selecciones deportivas canarias.
c) Participar en los procesos electorales a los órganos de gobierno y representación de 

la federación, y tener la condición de elegibles para los mismos, con los requisitos 
establecidos en la norma reguladora de los procesos electorales federativos y en los 
reglamentos electorales federativos.

d) Estar representadas en la asamblea general de la federación con derecho a voz y 
voto.

e) Separarse libremente de la organización deportiva federada en los términos que 
establezca la reglamentación federativa correspondiente.

4. Son derechos de quienes practican actividad de recreación deportiva no federada, 
además de los regulados en el apartado 1 de este artículo, los siguientes:

a) Acceder y utilizar las instalaciones deportivas públicas, convencionales o no, para la 
práctica deportiva recreativa, en las condiciones que se establezcan en la normativa de 
aplicación.

b) Contar con programas y medidas que faciliten y favorezcan la práctica del deporte 
recreativo.

c) Tener a su disposición la información sobre el régimen y condiciones para la práctica 
deportiva de ocio.

5. Son deberes de las personas deportistas en Canarias:
a) Practicar el deporte de forma saludable, cumpliendo con los protocolos mínimos que 

se establecerán reglamentariamente, para garantizar la protección de la salud durante la 
práctica deportiva.

b) Estar informadas del alcance y repercusión de la práctica del deporte sobre la salud.
c) Respetar el principio de igualdad, no realizando ningún acto discriminatorio en el 

desarrollo de la práctica deportiva.
d) Respetar las normas establecidas en el uso de las instalaciones, equipamientos u 

otros espacios deportivos.
e) Seguir las recomendaciones y orientaciones establecidas que garanticen una práctica 

deportiva segura, sin poner en peligro la propia integridad física ni la de terceras personas.
f) Respetar el medio natural actuando responsablemente con los animales domésticos y 

de compañía en la práctica del deporte.
g) Realizar la práctica deportiva bajo las reglas del juego limpio, en lo relativo a la 

erradicación del dopaje, violencia, racismo, xenofobia e intolerancia en el deporte.
6. Además de los anteriores, en las competiciones deportivas, las personas deportistas 

de competición tienen los siguientes deberes:
a) Practicar deporte cumpliendo las normas reglamentarias de cada modalidad o 

especialidad deportiva.
b) Cumplir las condiciones de seguridad y salud establecidas en las competiciones 

deportivas.
c) Someterse a los reconocimientos médicos que se establezcan por los órganos o 

entidades competentes en la materia.
d) Acudir a las convocatorias de las selecciones deportivas canarias cuando sean 

seleccionados.
e) Desarrollar la práctica deportiva con respeto a las personas compañeras, personal 

técnico, arbitral y jueces y juezas deportivos.
f) Conocer el funcionamiento organizativo de la federación u otra entidad organizativa, 

así como conocer y cumplir la reglamentación interna de estas.
g) Cumplir con las condiciones derivadas de la posesión de la licencia deportiva en el 

caso de competiciones oficiales.
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h) En el caso de las personas deportistas federadas, facilitar los datos necesarios para la 
contratación del seguro obligatorio al que hace referencia el artículo 29.1 de la ley.

i) Destinar las becas a los fines deportivos para los que se otorgaron.

[ . . . ]
TÍTULO IV

Las instalaciones deportivas

CAPÍTULO I
Ordenación de las instalaciones deportivas

Artículo 42.  Normativa en instalaciones deportivas.
1. Los requisitos de naturaleza deportiva correspondientes a las instalaciones deportivas 

se desarrollarán reglamentariamente, incluyendo como mínimo:
a) La red básica o comunitaria de instalaciones deportivas en el ámbito de la comunidad 

autónoma en función de los objetivos y prioridades que se definan.
b) Las normas básicas que hayan de regular su diseño, construcción, apertura, 

funcionamiento, gestión, uso y mantenimiento.
2. Todas las instalaciones deportivas dispondrán de normas de uso al alcance de todas 

las personas usuarias.
3. Se considera a las personas usuarias de las instalaciones deportivas de Canarias 

como figura fundamental, para las que se contemplan medidas de protección: derechos y 
deberes, la eliminación de barreras arquitectónicas y de comunicación, las medidas 
higiénico-sanitarias, la seguridad en el uso de instalaciones y equipamientos deportivos, los 
seguros de responsabilidad civil, además de los permisos y licencias de obra, apertura y 
actividad, que resulten de obligado cumplimiento.

4. Todas las instalaciones deportivas deberán ser accesibles, sin barreras que 
imposibiliten la práctica a personas con diversidad funcional, de acuerdo con la normativa 
sectorial aplicable en materia de accesibilidad.

5. Las administraciones públicas de Canarias impulsarán la utilización de las 
instalaciones deportivas de los centros docentes públicos en los períodos no lectivos, dentro 
de las normas que al efecto apruebe la administración educativa, así como en los periodos 
lectivos fuera del horario escolar y de conformidad con la autoridad educativa afectada.

6. Corresponderá a quien ostente la titularidad de las instalaciones deportivas de uso 
público realizar, bajo su responsabilidad, bien directamente o a través de empresas del 
sector privado, las revisiones periódicas del equipamiento deportivo, fijo o móvil, a efectos de 
asegurar que se encuentran en perfecto estado y que cumple los requisitos técnicos de 
seguridad exigidos por la normativa sectorial aplicable.

[ . . . ]
Artículo 49.  Planificación y diseño de las instalaciones públicas.

1. Las instalaciones deportivas deberán proyectarse de forma que se favorezca su 
utilización polivalente, la accesibilidad y adaptación de los recintos, con especial atención a 
la diversidad funcional, su viabilidad económica y sostenibilidad, y las medidas adecuadas 
para evitar la realización de actos o conductas violentas o que inciten a la violencia y a la 
intolerancia, sexista, racista, xenófoba y de cualquier índole.

2. En los proyectos de construcción, ampliación o mejora de instalaciones deportivas 
públicas, estarán integrados necesariamente programas de utilización y gestión, que 
garantice su polivalencia, accesibilidad, seguridad, la rentabilidad social y deportiva de las 
mismas y la incorporación de la perspectiva de género.

[ . . . ]
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TÍTULO V
Las entidades deportivas

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Las federaciones deportivas canarias

Sección 1.ª Concepto y funciones

Artículo 65.  Las federaciones deportivas canarias.
1. Las federaciones deportivas canarias son entes asociativos de segundo grado, que 

organizan, promueven y reglamentan, dentro de su ámbito de incidencia territorial, uno o 
varios deportes, con el fin de que quienes sean agentes activos implicados en el mismo 
puedan desarrollarlo y llevarlo a la práctica.

2. Solo podrá existir una federación canaria por cada modalidad deportiva, salvo las 
polideportivas para personas con diversidad funcional.

3. En ningún caso podrán existir varias federaciones canarias de una misma modalidad 
deportiva.

4. Las federaciones deportivas canarias deberán ajustar su organización y 
funcionamiento a las previsiones de la presente ley y disposiciones que la desarrollen, a sus 
estatutos y reglamentos de régimen interno y a los acuerdos válidamente adoptados por sus 
órganos de gobierno y representación.

5. Las federaciones deportivas canarias no podrán invocar su pertenencia a 
organizaciones similares de ámbito estatal o internacional para incumplir las previsiones de 
la presente ley y disposiciones que la desarrollen, excepto si son disposiciones que entran 
en conflicto con la regulación que corresponde competencialmente a la ley básica estatal, en 
cuyo caso, estarán sujetas a dicha regulación.

[ . . . ]
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§ 27

Ley 5/2019, de 9 de abril, de la Lectura y de las Bibliotecas de 
Canarias. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 76, de 22 de abril de 2019
«BOE» núm. 110, de 8 de mayo de 2019
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2019-6773

TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
1. Es objeto de la presente ley establecer las bases y estructura necesarias para la 

planificación, creación, organización, funcionamiento promoción, coordinación y evaluación 
del sistema bibliotecario de Canarias, garantizando el derecho de las personas usuarias, en 
igualdad de condiciones, al acceso a la información, al conocimiento y a la lectura en el 
marco de la sociedad del conocimiento y de las nuevas tecnologías.

2. La presente ley tiene también por objeto regular la promoción de la lectura mediante la 
aprobación y desarrollo de planes de fomento.

3. Asimismo, es objeto de la presente ley regular el patrimonio bibliográfico de Canarias, 
para garantizar su protección, conservación, enriquecimiento, fomento, investigación y 
difusión. Patrimonio bibliográfico al que resultará de aplicación, en todo lo no previsto en la 
presente ley, la normativa vigente en materia de patrimonio cultural de Canarias.

[ . . . ]
Artículo 4.  Principios y valores de las bibliotecas.

1. Las administraciones públicas canarias garantizarán el acceso a las bibliotecas con la 
finalidad de promover la difusión del pensamiento y la cultura, así como de fomentar la 
lectura, contribuyendo a la transformación de la información en conocimiento, al desarrollo 
cultural y la investigación y al ejercicio de una ciudadanía real y activa. Se declara a las 
bibliotecas de valor público universal.

2. Los principios y valores de las bibliotecas son:
a) La libertad intelectual, el acceso a la información y el respeto a los derechos de la 

propiedad intelectual.
b) La igualdad, para que todas las personas usuarias accedan a los materiales, 

instalaciones y servicios de las bibliotecas, sin discriminación por razón de origen, etnia, 
religión, ideología, género u orientación sexual, edad, discapacidad, recursos económicos o 
cualquier otra circunstancia de índole personal o social.
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c) La pluralidad, en virtud de la cual se deberá adquirir, preservar y hacer accesible la 
mayor variedad posible de documentos que reflejan la diversidad de la sociedad y su riqueza 
lingüística o iconográfica.

d) El respeto del derecho de cada persona usuaria a la privacidad y confidencialidad de 
la información que busca o recibe, así como de los recursos que consulta, toma en 
préstamo, adquiere o transmite, protegiendo su datos personales en los términos 
establecidos por las leyes.

Artículo 5.  Servicios bibliotecarios básicos.
1. A los efectos de la presente ley, se entenderán por servicios bibliotecarios básicos y, 

por tanto, gratuitos, de cualquier biblioteca de titularidad pública y de uso público general, los 
siguientes:

a) Servicio de consulta y acceso libre a documentos en cualquier soporte documental.
b) Lectura en sala.
c) Préstamo individual o colectivo.
d) Atención, información y orientación a las personas usuarias.
e) Formación de las personas usuarias mediante la organización de cursos de formación.
f) Acceso a la información digital a través de internet o las redes análogas que se puedan 

desarrollar, así como la formación para su mejor manejo.
2. Cuando sea necesario por razones de seguridad y conservación, se podrá limitar el 

acceso a una parte de estos fondos, sin perjuicio de facilitar a los investigadores su consulta 
y estudio.

3. Por cada biblioteca se deberá elaborar un inventario, actualizado anualmente, de 
aquellas obras que demanden seguridad y conservación.

4. Todas las bibliotecas públicas serán accesibles e inclusivas.

[ . . . ]
TÍTULO III

La Red de Bibliotecas Públicas de Canarias

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Derechos y obligaciones de las personas usuarias

Artículo 25.  Derechos de las personas usuarias de las bibliotecas integradas en la Red de 
Bibliotecas Públicas de Canarias.

Las personas usuarias de las bibliotecas integradas en la Red de Bibliotecas Públicas de 
Canarias tendrán los siguientes derechos:

a) Utilización libre gratuita de los servicios bibliotecarios básicos establecidos en la 
presente ley.

b) Se garantiza el acceso a los servicios no establecidos como básicos en el artículo 5 
de la presente ley, que se presten en la biblioteca, previo pago del coste de los mismos, si 
así está establecido en la normativa correspondiente.

c) Acceso a material bibliográfico, documental y tecnológico, tanto en número como en 
soportes, para su consulta y préstamo a través del carné único para toda la Red de 
Bibliotecas Públicas de Canarias, en los términos que reglamentariamente se establezcan. 
La no tenencia de carné o documento acreditativo de persona usuaria permanente, no 
privará al usuario o usuaria de la consulta y lectura en sala y su asistencia a actos culturales 
organizados en los mismos centros.

d) Protección de sus datos personales, de acuerdo con lo establecido en la legislación 
vigente, así como a la privacidad y confidencialidad de la información que soliciten o reciban 
y de los recursos que consulten o tomen en préstamo.
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e) Propuesta, acceso y participación en las actividades de ámbito cultural promovidas 
por las bibliotecas.

f) Propuesta para la adquisición de material bibliográfico y documental.
g) Accesibilidad, no discriminación e igualdad de oportunidades, a grupos de población 

con dificultades lingüísticas, psíquicas, sensoriales y socioeconómicas, para el uso de las 
bibliotecas y de los servicios a disposición del público que se presten. Para ello, en los 
planes de fomento de la lectura se prestará especial atención a la difusión y normalización 
de formatos accesibles.

h) Las personas transexuales o intersexuales tendrán derecho a disponer de 
acreditaciones de acceso o carné de usuarios o usuarias acordes a su identidad de género 
manifestada o sexo sentido en todo caso, así como a tramitar su solicitud con la acreditación 
que, a tal efecto, haya dispuesto la administración autonómica. Las normas de uso de las 
bibliotecas establecerán, con carácter obligatorio, la posibilidad de que las personas en 
proceso de autodeterminación de sexo puedan hacer uso de los baños en función del sexo 
sentido.

[ . . . ]
TÍTULO VI

Promoción de la lectura

[ . . . ]
Artículo 37.  Contenido de los planes de promoción de la lectura.

1. Los planes de promoción de la lectura contendrán objetivos genéricos, consensuados 
entre los departamentos de la Administración autonómica competentes en materia educativa 
y cultural. Asimismo, promoverán la colaboración con la Administración General del Estado, 
las administraciones insulares y municipales y entidades privadas, especialmente las 
relacionadas con el mundo de la lectura. Promoverán actuaciones que promocionen la 
lectura y normalicen la presencia del libro en todos los sectores de la sociedad. 
Considerarán la lectura como una herramienta básica para el ejercicio del derecho a la 
educación y a la cultura, en el marco de la sociedad del conocimiento, y subrayarán el 
interés general de la lectura en la vida cotidiana de la sociedad, mediante el fomento del 
hábito lector.

2. Estos planes tendrán una especial consideración en la población infantil y juvenil, las 
minorías lingüísticas para facilitar su integración y los sectores más desfavorecidos 
socialmente, con especial atención a las personas con discapacidad, así como en el 
aprendizaje continuo de las personas de cualquier edad. Se tendrán en cuenta la promoción 
y normalización de formatos y métodos accesibles, como la lectura fácil, el alfabeto braille, 
los soportes sonoros y digitales, así como los productos de apoyo básicos que faciliten el 
acceso a la lectura.

3. Los planes prestarán especial atención a la mejora de los servicios y los fondos 
documentales de las bibliotecas, con el objetivo de facilitar el acceso a la información y crear 
las condiciones favorables para la formación y el desarrollo de lectores. En este sentido, se 
promoverá la colaboración del sector librero para la mejora y promoción de la red de librerías 
de la Comunidad Autónoma de Canarias.

4. Entre las acciones que deben comprender los planes, se incluirán las referidas a la 
creación y utilización de instrumentos de análisis para conocer la realidad de la lectura y la 
situación de las bibliotecas, así como las medidas de evaluación y seguimiento que permitan 
valorar los logros alcanzados e introducir las mejoras oportunas. Asimismo, se incluirán 
acciones de promoción de la producción editorial canaria, considerando su doble aspecto de 
bien cultural y bien económico.

5. Los indicados planes también deberán articular políticas de promoción de las 
personas autoras canarias, al igual que promoverán acciones tendentes a sensibilizar a la 
sociedad a favor de los derechos de autor.
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6. Asimismo contendrán los planes de financiación tanto de las aportaciones de los 
presupuestos ordinarios, como de las que resulten de acuerdos y convenios de cooperación 
con otras Administraciones Públicas e instituciones públicas y privadas.

7. Los planes promoverán la formación y actualización de profesionales en el fomento de 
la lectura.

8. Asimismo desarrollarán campañas de sensibilización para la creación de bibliotecas 
familiares, dada la importancia del fomento de la lectura en los hogares y el efecto que los 
adultos pueden ejercer como referentes a los más pequeños, en la temprana adquisición del 
hábito lector. Para ello, editará guías, ofrecerá información, y cuantas medidas promuevan 
esta iniciativa.

9. Los planes fomentarán la presentación de libros directamente por sus autores en las 
bibliotecas, centros educativos o espacios singulares.

10. Tendrán especial significación en los planes, la creación, impulso, o apoyo a las 
ferias del libro o sectoriales relacionadas con el mundo del libro, la lectura y las bibliotecas.

[ . . . ]

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DE LAS ISLAS CANARIAS

§ 27  Ley de la Lectura y de las Bibliotecas de Canarias [parcial]

– 375 –



§ 28

Ley 11/2019, de 25 de abril, de Patrimonio Cultural de Canarias. 
[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 90, de 13 de mayo de 2019
«BOE» núm. 140, de 12 de junio de 2019
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2019-8707

TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
La presente ley tiene por objeto establecer el régimen jurídico del patrimonio cultural de 

Canarias con el fin de garantizar su identificación, protección, recuperación, conservación, 
acrecentamiento, difusión y fomento, así como su investigación, valorización y transmisión a 
generaciones futuras, de forma que sirva a la ciudadanía como una herramienta de cohesión 
social, desarrollo sostenible y fundamento de la identidad cultural.

[ . . . ]
TÍTULO III

Competencias de las administraciones públicas canarias y de los órganos e 
instituciones consultivos

CAPÍTULO I
Competencias de las administraciones públicas canarias

Artículo 14.  Disposiciones generales.
En el marco de sus respectivas competencias, las administraciones públicas de 

Canarias, respecto del patrimonio cultural de Canarias, deberán:
a) Asegurar su mantenimiento, conservación y utilización compatible con los valores que 

ostenta, con independencia de su titularidad y régimen jurídico, garantizando que su gestión 
se produzca sin merma de su potencialidad y de modo compatible con la finalidad de 
protección, preservándolo para las generaciones futuras, bien llevando a cabo directamente 
las medidas oportunas, bien facilitando a entidades públicas y personas físicas y jurídicas 
privadas las ayudas pertinentes para el cumplimiento de dichos fines.
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b) Incrementar el conocimiento, aprecio y respeto por los valores del patrimonio cultural 
de Canarias, promoviendo su uso y disfrute como bien social de un modo compatible con su 
preservación.

c) Crear y mantener los órganos y unidades administrativas encargados de su gestión, 
dotándolos de personal adecuado con capacitación técnica y medios suficientes para el 
cumplimiento de los fines que le son encomendados.

d) Proceder a la documentación detallada y exhaustiva de los bienes muebles, 
inmuebles e inmateriales de interés histórico, artístico, arquitectónico, arqueológico, 
etnográfico, bibliográfico, documental, lingüístico, paisajístico, industrial, científico, técnico o 
de cualquier otra naturaleza cultural, mediante los instrumentos que se definen en esta ley, 
manteniéndolos actualizados y en soportes informáticos, gráficos y documentales adecuados 
para su uso por otras administraciones públicas, personal investigador y particulares.

e) Facilitar y promover la accesibilidad física e intelectual a los bienes culturales que 
radiquen en sus respectivos ámbitos territoriales.

f) Promover la investigación tendente a profundizar en el conocimiento de sus valores, 
impulsando la creación de centros especializados, facilitando el acceso de personal 
investigador a la información patrimonial, colaborando en la formulación y desarrollo de 
proyectos de investigación, así como a su difusión.

g) Impulsar la formación científica y técnica de especialistas en intervención, gestión y 
difusión del patrimonio cultural y propiciar la formación profesional en oficios tradicionales 
relacionados con su preservación.

h) Integrar su conocimiento y valoración en los currículos educativos de las enseñanzas 
en niveles no universitarios e impulsar estrategias de conocimiento o valoración en la 
educación no formal a través de programas específicos de difusión.

i) Evitar que se produzcan daños y sancionar, en su caso, a las personas su pérdida, 
deterioro o la puesta en peligro de sus valores.

j) Desarrollar iniciativas tendentes al retorno o devolución a la isla de origen de los 
bienes del patrimonio cultural que, por cualquier circunstancia, se encuentren fuera de esta, 
siempre que sea posible.

k) Apoyar y colaborar con las entidades y asociaciones culturales comprometidas con la 
recuperación, conservación, difusión y gestión del patrimonio cultural.

l) Potenciar usos del patrimonio cultural, bajo el respeto a los valores intrínsecos, como 
factor de desarrollo siempre sobre parámetros de autenticidad y sostenibilidad.

m) Diseñar la política preventiva y de emergencias en materia del patrimonio cultural.

[ . . . ]
TÍTULO IV

Categorías de bienes e instrumentos de protección

CAPÍTULO I
Bienes de interés cultural

[ . . . ]
Sección 3.ª Conjuntos históricos

[ . . . ]
Artículo 38.  Contenido básico de los planes especiales de protección.

1. Los planes especiales de protección de los conjuntos históricos de Canarias 
contendrán, al menos, las determinaciones siguientes:

a) La normativa reguladora de la edificación, así como las obras y los usos admitidos.
b) Los criterios de conservación, consolidación, restauración, rehabilitación, 

reconstrucción, reestructuración y remonta de los inmuebles, con un programa específico de 
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actuaciones que contemplen la accesibilidad universal para los catalogados, en la medida de 
lo posible.

c) Los criterios relativos al ornato de edificios y espacios libres, viales y sus pavimentos, 
mobiliario urbano, señalizaciones, cromatismo y demás elementos ambientales y de calidad 
acústica y paisajísticos, incluidas especies vegetales de significativo porte que estén 
asociadas, programando las inversiones necesarias para su ejecución.

d) La definición del sistema de circulación viaria, transportes, accesos, zonas peatonales 
y espacios destinados a aparcamiento.

e) Las medidas de fomento que se estimen necesarias en orden a promover la 
revitalización del conjunto histórico.

f) Las propuestas de modelos de gestión integrada del conjunto histórico.
g) El análisis y la valoración de la potencialidad arqueológica del subsuelo y de las 

edificaciones con valor histórico y, en caso de afección, las medidas protectoras adecuadas 
para la ejecución de las actividades arqueológicas que se proyecten o se consideren 
necesarias.

h) Los criterios y determinaciones para la conservación de fachadas y cubiertas, 
incluyendo entre otros elementos las carpinterías y elementos constructivos asociados, como 
chimeneas, hornos, poyos, cruces, aljibes, acequias, empedrado o enlosado de la vía.

2. El plan especial de protección deberá incluir un catálogo de inmuebles singulares, 
espacios libres, especies vegetales de significativo porte u otras estructuras significativas, 
según lo dispuesto en el artículo 50 de la presente ley.

[ . . . ]
TÍTULO VI

Régimen específico de protección del patrimonio cultural de Canarias

CAPÍTULO I
Normas comunes a los bienes incluidos en instrumentos de protección

Artículo 65.  Normas comunes.
Las normas contenidas en el presente capítulo serán de aplicación a aquellos bienes del 

patrimonio cultural de Canarias incluidos en alguno de los instrumentos de protección 
previstos en la presente ley.

Se tendrá presente, en relación con los bienes referidos en el primer párrafo, la 
normativa de accesibilidad universal.

[ . . . ]
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§ 29

Ley 1/2023, de 1 de marzo, del Sistema Público de Cultura de 
Canarias. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 50, de 13 de marzo de 2023
«BOE» núm. 122, de 23 de mayo de 2023

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2023-12083

TÍTULO I

Artículo 1.  Objeto y finalidad de la ley.
1. La presente ley tiene por objeto la creación y regulación del sistema público de cultura 

de Canarias, en el que se integran las administraciones públicas y organismos y entes del 
sector público de Canarias con competencias en materia de cultura o que realicen 
actividades de creación, producción, adquisición, transmisión, protección, restauración, 
conservación y exhibición de contenidos culturales, investigación y formación en cultura, así 
como gestión, ejecución, apoyo, financiación, promoción, difusión o divulgación de 
actividades y servicios culturales en el territorio de la Comunidad Autónoma de Canarias. 
Asimismo, podrán formar parte del sistema las personas físicas o jurídicas del sector privado 
que, en los supuestos previstos en la presente ley, desarrollen actividades o presten 
servicios culturales.

2. El sistema público de cultura de Canarias tiene por finalidad, tanto orgánica como 
funcionalmente, articular el conjunto de las actividades, prestaciones y servicios culturales 
que realizan las administraciones públicas y los demás organismos y entes del sector público 
referidos en el apartado anterior, en régimen de colaboración, cooperación y coordinación, y 
promover un desarrollo de las actividades y servicios culturales presidido por los principios 
de complementariedad, corresponsabilidad, coherencia e innovación que permita el acceso a 
la cultura y la participación en la vida cultural en condiciones de libertad, igualdad, no 
discriminación, universalidad y transparencia.

Artículo 2.  Principios rectores de la ley.
Son principios que iluminarán las actuaciones y objetivos de la presente ley, en el 

desarrollo de sus respectivas competencias por las administraciones públicas y organismos 
y entes del sector público referidos en el artículo anterior en materia de cultura, los 
siguientes:

1. Desarrollo de la personalidad, la dignidad humana y la ciudadanía. Diseño de las 
políticas públicas desde la valoración de la cultura como un factor esencial del desarrollo de 
la personalidad y de expresión de la dignidad humana, así como de la ciudadanía.
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2. Respeto y promoción de los derechos fundamentales. Establecimiento de las políticas 
culturales teniendo en cuenta que el respeto y la promoción de los derechos fundamentales 
y de los principios democráticos de convivencia es, a la vez, finalidad y límite de las 
actuaciones públicas en materia de cultura, en tanto estas no podrán ser invocadas para 
menoscabarlos o limitar su ámbito de aplicación.

3. Función social de la cultura. Responsabilidad indeclinable de los poderes públicos con 
la función social y con la centralidad de la cultura y de los intereses generales y públicos de 
que esta es portadora para el desarrollo personal, social y comunitario, así como con la 
transmisión de valores democráticos y de convivencia, cohesión y progreso social.

4. La cultura como bien básico y de primera necesidad. Consideración de la cultura, a 
todos los efectos, como bien básico y de primera necesidad por ser un factor necesario para 
el desarrollo de la personalidad y la dignidad humana así como esencial para el progreso 
social y económico y para avanzar hacia un modelo productivo sostenible e inclusivo.

5. Igualdad material y territorial. Cuidado especial para evitar toda forma de 
discriminación por motivos de origen, etnia, ideología, opinión, religión, lengua, género, 
orientación sexual, discapacidad, procedencia territorial y pertenencia cultural y étnica o 
cualquier otra circunstancia personal o social de carácter racista o xenófobo. Asimismo, este 
principio persigue garantizar y fomentar el acceso de todas las personas a los bienes y 
servicios culturales, evitando las desigualdades territoriales, entre las islas más y menos 
pobladas, las islas capitalinas y las que no lo son, las áreas metropolitanas y las que no 
tienen este carácter, las áreas urbanas y las rurales, el centro y la periferia de las ciudades, 
así como las desigualdades de los grupos de mayor edad, de las personas con 
discapacidad, de las personas migrantes, de las personas privadas de libertad y de las 
personas con menor capacidad socioeconómica.

6. Libre participación en la vida cultural. Defensa del derecho de todas las personas a 
participar libremente en la vida cultural y a que se respete su identidad cultural en el ejercicio 
de sus propias prácticas y preferencias culturales, tanto de forma individual como colectiva. 
Asimismo, es objeto del presente principio impulsar la participación comunitaria y de la 
sociedad civil en la vida cultural.

7. Integración, cohesión e inclusión social. Compromiso con la fundamental función de la 
cultura en las responsabilidades públicas de las instituciones canarias, así como la 
consideración de aquella como dimensión básica de la ciudadanía y como factor especial 
para la consecución de los objetivos referidos, en atención a que la cultura constituye un 
motor para la integración, cohesión e inclusión social de la sociedad canaria y para la 
consecución de una sociedad sostenible.

8. Defensa, protección y puesta en valor de la identidad cultural canaria. Defensa, 
protección y puesta en valor de la singularidad de la cultura canaria en la plenitud de sus 
manifestaciones que forman la identidad cultural canaria cuya defensa proclama el artículo 1 
del Estatuto de Autonomía, como elemento cohesionador y de las relaciones que la imbrican 
con otras expresiones culturales desde una vocación de universalidad.

9. Salvaguarda, protección y reconocimiento del acervo cultural canario. Salvaguarda, 
protección y reconocimiento del patrimonio cultural material e inmaterial del territorio de la 
Comunidad Autónoma de Canarias y de cada una de sus islas como elemento necesario 
para el desarrollo de la identidad cultural canaria y como instrumento de consolidación de la 
sociedad y de diálogo con otras sociedades y culturas.

10. Diversidad cultural. Reconocimiento y protección de la diversidad cultural, de la que 
la realidad cultural canaria es portadora, como factor de profundización de la libertad cultural 
en tanto acrecienta la gama de posibilidades de expresión, elección y disfrute cultural de la 
ciudadanía y es fuente de legitimidad, bienestar y sostenibilidad. A tal efecto, las políticas 
públicas favorecerán las condiciones para que la vida cultural, en el territorio de la 
Comunidad Autónoma de Canarias, se articule en condiciones de pluralismo cultural y 
fomentarán que el sector privado se adecúe asimismo a este principio.

11. Pluralismo cultural. Reconocimiento y salvaguarda de la diversidad cultural existente 
en el territorio de la Comunidad Autónoma de Canarias, garantizando una convivencia 
respetuosa y una comunicación igualitaria entre las diferentes comunidades que conforman 
la cultura canaria, mediante la adopción de medidas políticas y jurídicas de reconocimiento y 
garantía en la vida institucional y en el espacio público que hagan posible la expresión, la 
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visibilidad y el desarrollo de la diversidad cultural y garanticen su respeto y pervivencia 
futura.

12. Progreso de la cultura. Disposición de los elementos y medios que conforman la 
acción cultural pública para que la garantía de la libertad cultural y de los demás derechos 
culturales, así como de las responsabilidades derivadas de la función social de la cultura que 
atañen a los poderes públicos, se mantengan en una línea de avance progresivo en el 
cumplimiento de lo establecido en la presente ley y en las demás normas canarias. A tal fin, 
las administraciones canarias y el propio sistema establecerán las medidas que sean 
necesarias, con inclusión de las positivas, para remover los obstáculos que lo dificulten y 
garantizarán a todas las personas en el territorio de la Comunidad Autónoma de Canarias el 
derecho de acceso a la cultura y de participación en la vida cultural canaria, en condiciones 
de igualdad y con pleno respeto al derecho a la libertad de creación.

13. Promoción de la cultura canaria en el ámbito estatal e internacional. Puesta en valor 
la cultura canaria en el Estado español, en Europa y en el mundo, así como favorecer su 
proyección nacional e internacional.

14. Apertura y equidad. Promover la apertura e interacción de la cultura canaria con las 
demás expresiones culturales del mundo, favoreciendo el acceso a sus bienes y servicios 
culturales en condiciones de reciprocidad y equidad.

15. Autonomía de la cultura. Establecimiento de los cauces, medidas y procedimientos 
consultivos, de asesoramiento y de participación para lograr la neutralidad de las instancias 
burocráticas y políticas en los procesos de toma de decisión artística y cultural.

16. Participación de la sociedad civil. Impulso de las relaciones de colaboración y 
asociación entre las administraciones públicas y demás organismos y entes del sector 
público del territorio de la Comunidad Autónoma de Canarias y la sociedad civil, las 
organizaciones sin ánimo de lucro y el sector privado empresarial, con el fin de implicarlos en 
el logro de las finalidades de la presente ley.

17. Contribución al cumplimiento con los Objetivos de Desarrollo Sostenible. Desarrollo 
de las funciones atendiendo a los Objetivos de Desarrollo Sostenible proclamados por la 
Agenda 2030 canaria y, en especial, a la necesidad de que el progreso cultural en el territorio 
de la Comunidad Autónoma de Canarias se produzca en armonía con la sostenibilidad 
ambiental, la creación de empleo de calidad, la mejora y promoción de las capacidades y la 
formación y la atracción de talento.

18. Mediación cultural. Promoción de los procesos de mediación cultural y artística para 
favorecer el acceso y vinculación de la ciudadanía al conocimiento y comprensión de las 
manifestaciones culturales y artísticas.

19. Transformación digital. Impulso y favorecimiento del acceso a la cultura, a través de 
medios digitales y tecnologías de la información y comunicación, atendiendo a criterios de 
igualdad y accesibilidad universal, promoviendo en todo caso su uso basado en la 
responsabilidad y actitud crítica.

20. Interpretación. Interpretación de la presente ley siempre a favor del libre desarrollo de 
la persona en el sentido más favorable al alcance y garantía de los derechos fundamentales 
y de los derechos culturales en particular.

TÍTULO II
El sistema público de cultura de Canarias

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Medios y técnicas para el funcionamiento del sistema público de cultura de 
Canarias

[ . . . ]
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Artículo 8.  Contenido del Marco de Acción Estratégica de la Cultura de Canarias.
1. El Marco de Acción Estratégica de la Cultura de Canarias ha de contemplar los 

siguientes aspectos:
a) La fijación y evaluación de los objetivos a alcanzar en materia de cultura en el seno 

del sistema público de cultura de Canarias, tanto generales como por sectores y áreas de 
actuación.

b) La determinación de las líneas de actuación en materia de cultura en el seno del 
sistema público de cultura de Canarias, así como de los mecanismos de cooperación, 
colaboración y coordinación para su desarrollo.

c) La determinación de los programas del Mapa de Infraestructuras Culturales de 
Canarias así como de los criterios para su coordinación y, en su caso, articulación a través 
de la Red de Equipamientos Culturales de Utilización Pública, referida en los artículos 12 y 
13 de la presente ley.

d) El análisis y evaluación de los recursos materiales, estructurales, personales y 
económicos destinados al funcionamiento del sistema público de cultura de Canarias, en su 
caso, identificación de déficits y posibles mejoras y valoración de las necesidades para 
atender al cumplimiento de los objetivos establecidos, conforme al calendario fijado, con 
sujeción al principio de responsabilidad y al estricto cumplimiento de las obligaciones 
presupuestarias y de ejecución del gasto.

e) El análisis y evaluación de las actividades y los servicios culturales desarrollados y de 
los planes y programas ejecutados en el seno del sistema público de cultura de Canarias y, 
en su caso, identificación de déficits y posibles mejoras con la finalidad de alcanzar los 
objetivos establecidos en el propio Marco de Acción Estratégica.

f) La fijación del calendario general de actuaciones del sistema público de cultura de 
Canarias para el cumplimiento de los objetivos establecidos.

g) La determinación de las líneas a desarrollar por las subcomisiones sectoriales, 
integradas en la Comisión de coordinación del sistema público de cultura de Canarias, en los 
términos establecidos en el artículo 6.11 de la presente ley.

h) El establecimiento de las medidas necesarias, con inclusión de las positivas, para 
garantizar el derecho de acceso a la cultura en condiciones de igualdad a los ciudadanos y 
ciudadanas que se encuentren situados en las islas más y menos pobladas, las islas 
capitalinas y las que no lo son, las áreas metropolitanas y las que no tienen este carácter, las 
áreas urbanas y rurales, el centro y la periferia de las ciudades, así como a las personas de 
mayor edad, a las personas migrantes, a las personas privadas de libertad, a las personas 
con menor capacidad socioeconómica, con especial atención a las personas con 
discapacidad. A tal fin, se tendrá en cuenta la promoción y normalización de formatos y 
métodos accesibles, como los soportes sonoros y digitales, y los productos de apoyo básicos 
que faciliten el acceso a los contenidos culturales.

i) El establecimiento de los mecanismos y las ayudas que impulsen las sinergias 
positivas en las culturas comunitarias, por su capacidad de construcción de culturas de vida 
que, en los casos de personas vulnerables y en situación de desarraigo social, pueden 
contribuir a la autoestima de los grupos, a la inclusión social y a la erradicación de la 
violencia.

j) El análisis de las propuestas presentadas y de los informes y dictámenes elaborados 
en el seno del Parlamento de Canarias en materia de cultura.

2. El Marco de Acción Estratégica de la Cultura de Canarias deberá precisar el alcance 
de sus distintas determinaciones, diferenciando, en primer lugar, las de directa aplicación, en 
segundo lugar, las dirigidas a ordenar ulteriores decisiones de las administraciones públicas 
de Canarias y demás organismos y entes del sector público de Canarias, así como de las 
personas físicas o jurídicas del sector privado integradas todas ellas en el sistema público de 
cultura de Canarias, y, en tercer lugar, las meramente orientativas.

[ . . . ]
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CAPÍTULO III
Obligaciones, deberes y garantías del sistema público de cultura de Canarias

[ . . . ]
Sección 2.ª Deberes y obligaciones referidos al funcionamiento del sistema 

público de cultura de Canarias

Artículo 17.  Funcionamiento del sistema público de cultura de Canarias.
Son deberes y obligaciones referidos al funcionamiento del sistema público de cultura de 

Canarias los siguientes:
1. Lealtad, buena fe y confianza legítima.
Las administraciones públicas y los organismos y entes del sector público integrados en 

el sistema público de cultura de Canarias desarrollarán sus funciones con pleno respeto 
recíproco de los principios de lealtad institucional, buena fe y confianza legítima en las 
relaciones. Ello conlleva:

a) Respetar el ejercicio legítimo de las competencias de los demás entes y la 
ponderación, en el ejercicio de las propias, de la totalidad de los intereses públicos 
implicados;

b) proporcionar a los demás entes integrantes del sistema público de cultura de Canarias 
la información y prestarles la asistencia activa que pudieran precisar para el mejor ejercicio 
de sus competencias.

2. Eficacia y eficiencia.
Las administraciones públicas y los organismos y entes del sector público integrados en 

el sistema público de cultura de Canarias deberán conducirse en su funcionamiento por los 
principios de:

a) Eficacia, de manera que las actuaciones y los proyectos compartidos que acuerden 
deberán valerse de los medios y procedimientos más adecuados para conseguir los 
objetivos y resultados pretendidos.

b) Eficiencia en la gestión, asignación y aplicación de los recursos públicos que se 
afecten al desarrollo del sistema público de cultura de Canarias, de la forma más provechosa 
posible para lograr los objetivos propuestos, compartiendo el uso de los recursos comunes, 
salvo que no resulte posible o se justifique en términos de su mejor aprovechamiento y 
adecuando los medios materiales, humanos y económicos al cumplimiento de las finalidades 
recogidas en la presente ley.

A tal efecto, llevarán a cabo un control de la gestión y evaluarán los resultados de las 
políticas llevadas a cabo y de la calidad de las actividades, servicios y prestaciones del 
sistema público de cultura de Canarias realizados, fundamentalmente, en ejecución del 
Marco Estratégico de Cultura, de conformidad con lo que establece el artículo 11 de esta ley.

3. Calidad, objetividad, simplicidad, proximidad a los ciudadanos y ciudadanas y no 
discriminación.

Las administraciones públicas y los organismos y entes del sector público integrados en 
el sistema público de cultura de Canarias desarrollarán sus funciones atendiendo a los 
criterios irrenunciables de calidad, objetividad, simplicidad, proximidad a la ciudadanía y no 
discriminación.

4. Transparencia.
Las administraciones públicas de Canarias y los demás organismos y entes del sector 

público integrados en el sistema público de cultura de Canarias:
1. Adoptarán el mayor celo en la aplicación del principio de transparencia, tanto en sus 

actuaciones procedimentales como no procedimentales, en el cumplimiento de los deberes y 

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DE LAS ISLAS CANARIAS

§ 29  Ley del Sistema Público de Cultura de Canarias [parcial]

– 383 –



obligaciones establecidos por la normativa estatal y por la normativa de la Comunidad 
Autónoma de Canarias que sea de aplicación.

2. Deberán garantizar la proximidad a los ciudadanos y ciudadanas, así como la claridad, 
legibilidad, comprensión y accesibilidad de la información de las comunicaciones destinadas 
a la ciudadanía y de la normativa que se dicte, sea cual sea el medio a través del que se 
vehiculen.

3. Asimismo, adoptarán medidas proactivas dirigidas a facilitar el conocimiento, el 
acceso a los bienes y servicios culturales y el ejercicio de los derechos culturales de las 
personas que tienen más dificultades de acceso por su edad, situación territorial, condición 
socioeconómica, género, discapacidad, migración, desconocimiento del idioma u otros 
motivos que las sitúen en situaciones de desventaja o inequidad para el ejercicio efectivo y 
en condiciones de igualdad de los derechos culturales.

5. Responsabilidad.
Las administraciones públicas y los organismos y entes del sector público integrados en 

el sistema público de cultura de Canarias se encuentran sujetos, en el desarrollo de las 
actividades y servicios culturales, al principio de responsabilidad y al estricto cumplimiento 
de sus obligaciones presupuestarias y de ejecución del gasto, en los términos dispuestos por 
la normativa de aplicación en cada caso y en el Marco de Acción Estratégica de la Cultura de 
Canarias.

6. Obligación de transversalidad.
Para el ejercicio pleno, efectivo, universal e integral de los derechos culturales, las 

administraciones públicas y los organismos y entes del sector público integrados en el 
sistema público de cultura de Canarias deberán poner en valor la dimensión cultural de todas 
sus políticas públicas. A tal fin:

a) Impulsarán la constante aplicación del principio de transversalidad cuando desarrollan 
otras competencias, funciones y tareas distintas de las culturales, debiendo tener en cuenta 
las posibles dimensiones culturales específicas que dichas actuaciones puedan presentar.

b) Fomentarán e impulsarán la dimensión cultural de las tareas y competencias no 
culturales en cuanto, por su vinculación con los bienes y servicios culturales, sean 
portadoras de valores de identidad, diversidad y de desarrollo de la personalidad.

c) Crearán en el seno de la Comisión de coordinación del sistema público de cultura de 
Canarias subcomisiones sectoriales para coordinar las políticas públicas culturales con las 
demás políticas públicas no culturales. Estas subcomisiones favorecerán la articulación de la 
cultura con otros ámbitos de las políticas públicas, en especial, el turismo, la educación, las 
universidades, el medio ambiente, la planificación territorial, la economía, la investigación y 
el desarrollo, la industria, hacienda, los medios de comunicación, la ciencia y la tecnología, a 
fin de fortalecer el desarrollo económico y social sostenible del territorio de la Comunidad 
Autónoma de Canarias.

7. Adecuación al orden de distribución de competencias.
Las administraciones públicas de Canarias y los demás organismos y entes del sector 

público integrados en el sistema público de cultura de Canarias adecuarán el ejercicio de sus 
funciones al orden de distribución de competencias establecido en la Constitución española, 
el Estatuto de Autonomía de Canarias y en la restante normativa de aplicación, y respetarán 
las competencias culturales propias de cada una de las instancias administrativas 
integrantes del sistema público de cultura de Canarias.

8. Colaboración, coordinación y cooperación.
Las administraciones públicas de Canarias y los demás organismos y entes del sector 

público integrados en el sistema público de cultura de Canarias deben desarrollar su 
actividad, según prevé el artículo 194.1 del Estatuto de Autonomía, de acuerdo con los 
principios de colaboración, coordinación y cooperación, sin menoscabo de la autonomía de 
que cada uno de ellos pueda disfrutar en el marco del ordenamiento jurídico.

a) El deber de colaboración consiste en la obligación general recíproca de actuar 
conjuntamente con los demás integrantes del sistema público de cultura de Canarias, con el 
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fin de desarrollar objetivos y fines comunes. A tal efecto, si alguna Administración o ente lo 
solicitara para el ejercicio de sus competencias, los demás le facilitarán la información, datos 
o medios probatorios de los que dispongan; crearán sistemas integrados de información 
administrativa con el fin de disponer de datos actualizados, completos y permanentes 
referentes a los diferentes ámbitos de actividad administrativa en todo el territorio de la 
Comunidad Autónoma de Canarias; ofrecerán asistencia y auxilio; y aplicarán cualesquiera 
otros mecanismos previstos en la normativa vigente de aplicación.

b) El deber de cooperación conlleva la asunción de compromisos entre todos o parte de 
los integrantes del sistema público de cultura de Canarias con el objeto de adoptar y 
desarrollar proyectos y tareas concretas en el marco de las relaciones de colaboración. La 
cooperación se llevará a cabo de manera voluntaria, al servicio del interés general y en aras 
a la consecución de fines comunes de interés público, a través de acuerdos o convenios y 
cualesquiera otros mecanismos establecidos, tanto en la normativa estatal como en la 
normativa de la Comunidad Autónoma de Canarias que sea de aplicación.

c) El deber de coordinación tiene por objeto garantizar que las actuaciones de las 
diferentes administraciones públicas, organismos y entes integrados en el sistema público de 
cultura de Canarias se realicen de forma integrada y coherente en orden a desarrollar los 
objetivos y finalidades comunes. A tal fin, se valdrán de las técnicas establecidas tanto en la 
normativa estatal como en la normativa de la Comunidad Autónoma de Canarias que sea de 
aplicación.

9. Colaboración con la sociedad civil.
Las administraciones públicas de Canarias y los demás organismos y entes del sector 

público integrados en el sistema público de cultura de Canarias colaborarán con la sociedad 
civil a través de sujetos de derecho privado, tanto personas físicas como jurídicas, para el 
logro de los fines establecidos en la presente ley.

10. Servicio a los ciudadanos y ciudadanas.
Las administraciones públicas de Canarias y los demás organismos y entes del sector 

público integrados en el sistema público de cultura de Canarias ajustarán su funcionamiento 
al principio de servicio a la ciudadanía. A tal fin, las relaciones con las personas destinatarias 
de sus actuaciones, procedimentales y no procedimentales, se desarrollarán con agilidad, 
claridad y simplicidad.

Para la consecución de este objetivo, las administraciones públicas de Canarias y los 
demás organismos y entes del sector público integrados en el sistema público de cultura de 
Canarias elaborarán y aprobarán cartas de servicios para, en primer lugar, informar a la 
ciudadanía de los estándares y cualidades con que proveen las prestaciones y servicios 
públicos culturales, así como de sus derechos con relación a estos servicios. Asimismo 
deberán precisar, en cada ámbito y servicio concreto, los compromisos específicos de las 
administraciones y entes del sistema con las personas que accedan a los servicios culturales 
en relación con las responsabilidades y obligaciones públicas establecidas en la presente 
ley, en el Marco Estratégico de la Cultura de Canarias y en los programas de actuación, 
referidos en el artículo 10, que anualmente se elaboren. A tal fin, las cartas de servicios se 
revisarán todos los años con el objeto de actualizar e incorporar los contenidos derivados de 
dichos programas de actuación para el servicio o actividad que les incumbe, u otros 
contenidos que resulten pertinentes.

Sin perjuicio de la utilización de otros medios adecuados, las cartas de servicios se 
divulgarán, en todo caso, a través de la Ventanilla Única Cultural Digital referida en el 
apartado 12 del presente artículo.

11. Interoperabilidad del sistema público de cultura de Canarias.
1. Se adoptarán por parte del sistema público de cultura de Canarias las medidas 

adecuadas para que las administraciones públicas y los organismos y entes del sector 
público integrados en el sistema público de cultura de Canarias dispongan de las tecnologías 
y programas que permitan la interconexión de sus redes con una red común de información 
de todos ellos.

2. La reutilización de sistemas y aplicaciones de propiedad de las diferentes 
administraciones públicas y los organismos y entes del sector público integrados en el 
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sistema público de cultura de Canarias, en lo que atañe a la información de contenido 
cultural y la transferencia de tecnología entre administraciones públicas y sector público, se 
atendrá a las previsiones de los artículos 157 y 158 de la Ley 40/2015, de Régimen Jurídico 
del Sector Público.

12. Ventanilla Única Cultural Digital.
El sistema público de cultura de Canarias dispondrá de una Ventanilla Única Cultural 

Digital, a través de la cual se tramitarán los procedimientos administrativos. Asimismo, 
pondrá a disposición de ciudadanía la información actualizada, completa y permanente 
relativa al sistema público de cultura de Canarias y a las actividades y servicios que 
desarrolla y a la Red de Equipamientos Culturales, y ofrecerá, información detallada en 
relación con los recursos, actividades, condiciones de acceso, precios en su caso, y los 
servicios complementarios.

13. Cooperación con las comunidades autónomas, con la Administración del Estado, con 
las instituciones europeas y otros espacios culturales.

1. El sistema público de cultura de Canarias impulsará la cooperación con otras 
comunidades autónomas, en orden a cumplir los objetivos y finalidades establecidas en la 
presente ley.

2. El sistema público de cultura de Canarias mantendrá relaciones de cooperación y 
comunicación cultural con el Estado en los términos previstos en el artículo 149.2 de la 
Constitución española.

3. El sistema público de cultura de Canarias, atendiendo a la condición de región 
ultraperiférica europea que tiene Canarias, estimulará líneas de colaboración con las 
instituciones de la Unión Europea en relación con las finalidades que le asigna la presente 
ley. Asimismo, impulsará, desde su ámbito de actuación, la cooperación con las otras 
regiones ultraperiféricas de la Unión Europea, con la finalidad de reforzar la asociación 
estratégica de todas ellas para la consecución de las finalidades y objetivos establecidos en 
la presente ley.

4. El sistema público de cultura de Canarias otorgará especial atención a las relaciones 
con espacios culturales de Iberoamérica y África.

14. Complementariedad.
1. Las administraciones públicas y demás organismos y entes del sector público 

integrados en el sistema público de cultura de Canarias deberán impulsar la 
complementariedad y acción sinérgica de sus actuaciones con aquellas otras llevadas a 
cabo por las administraciones públicas de Canarias y demás organismos y entes del sector 
público en otras materias no culturales.

2. Las administraciones públicas y demás organismos y entes del sector público 
integrados en el sistema público de cultura de Canarias deberán realizar las actuaciones 
necesarias, dentro del ámbito de sus competencias, para coordinar las políticas culturales 
con las políticas públicas de las administraciones públicas de Canarias y los demás 
organismos y entes del sector público no integrados en el sistema público de cultura, en 
especial, en las áreas del turismo, la educación, las universidades, el medio ambiente y la 
planificación territorial, la economía, el empleo, la investigación y el desarrollo, la industria, la 
hacienda, los medios de comunicación públicos y la ciencia y la tecnología, a fin de fortalecer 
el desarrollo económico y social de Canarias.

3. Las administraciones públicas y demás organismos y entes del sector público 
integrados en el sistema público de cultura de Canarias, dentro del ámbito de sus 
competencias, deberán comunicar a las administraciones públicas de Canarias y demás 
organismos y entes del sector público no integrados en el sistema público de cultura de 
Canarias las actividades culturales programadas, por medio de los sistemas y métodos de 
comunicación, analógicos y digitales, que se establezcan reglamentariamente y atendiendo a 
lo dispuesto en la normativa de aplicación.

4. Las administraciones públicas y los organismos y entes del sector público integrados 
en el sistema público de cultura de Canarias valorarán el impacto que las actuaciones de 
cualquiera de las administraciones públicas de Canarias y demás organismos y entes del 
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sector público integrados en el sistema público de cultura de Canarias pueda provocar en el 
resto del propio sistema, en materia presupuestaria y financiera.

15. Planificación y programación.
Las administraciones públicas y demás organismos y entes del sector público integrados 

en el sistema público de cultura de Canarias, dentro del ámbito de sus respectivas 
competencias, han de planificar y programar su actuación de manera coordinada con las 
restantes administraciones, organismos y entes del sector público que forman parte del 
sistema. Asimismo, han de definir la estrategia de aplicación para la consecución de los 
objetivos establecidos en la presente ley, así como las medidas a adoptar para ello. Esta 
planificación deberá atender, en todo caso, a los Objetivos de Desarrollo Sostenible 
recogidos en la Agenda Canaria 2030, así como a los principios contemplados en la 
presente ley.

16. Recursos humanos y económicos.
1. Las administraciones públicas y demás organismos y entes del sector público 

integrados en el sistema público de cultura de Canarias deberán contar con el personal 
suficiente y con la cualificación necesaria para el desempeño de las funciones que tengan 
atribuidas. También impulsarán y promoverán, dentro del ámbito de sus respectivas 
competencias, la formación continua de los profesionales, a través de los correspondientes 
planes de formación previstos en el artículo 14 de la presente ley.

2. Las administraciones públicas y los entes y organismos del sector público integrados 
en el sistema público de cultura de Canarias, atendiendo a su disponibilidad presupuestaria, 
destinarán las cantidades que sean necesarias para el desarrollo de las actividades y 
prestación de los servicios culturales en cumplimiento de las finalidades y objetivos 
establecidos en la presente ley, así como para el eficaz funcionamiento del sistema público 
de cultura de Canarias.

Sección 3.ª Deberes y obligaciones referidos al desarrollo de la vida cultural en 
el sistema público de cultura de Canarias

Artículo 18.  Desarrollo de la vida cultural en el sistema público de cultura de Canarias.
1. El sistema público de cultura de Canarias velará porque las administraciones públicas 

de Canarias y los demás organismos y entes del sector público integrados en el mismo 
garanticen que el disfrute y acceso a la cultura y la participación en la vida cultural, 
expresados en la presente ley, se realicen en condiciones de igualdad real y efectiva y con 
pleno compromiso con la igualdad de género, el pluralismo y la diversidad cultural, la 
accesibilidad y el desarrollo sostenible.

2. El sistema público de cultura de Canarias promoverá que el desarrollo de la vida 
cultural en el territorio de la Comunidad Autónoma de Canarias por parte de las 
administraciones públicas de Canarias y los demás organismos y entes que lo integran se 
realice atendiendo a las medidas que se establecen en los siguientes artículos. Estas 
medidas no afectarán ni modificarán las obligaciones que las administraciones públicas de 
Canarias y los demás organismos y entes del sector público integrados en el sistema público 
de cultura de Canarias deban cumplir, de conformidad con la normativa que les sea de 
aplicación.

[ . . . ]
Artículo 20.  Patrimonio cultural.

1. Las administraciones públicas de Canarias y los demás organismos y entes del sector 
público integrados en el sistema público de cultura de Canarias establecerán políticas 
específicas y coordinadas para permitir el acceso al patrimonio cultural, material e inmaterial, 
por parte de las personas de mayor edad, personas con discapacidad, personas que se 
encuentren situadas en entornos rurales, personas migrantes, personas privadas de libertad 
y personas con menor capacidad socioeconómica.
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2. Las administraciones públicas de Canarias y los demás organismos y entes del sector 
público integrados en el sistema público de cultura de Canarias coordinarán sus respectivos 
planes en materia de patrimonio cultural, material e inmaterial.

3. Las administraciones públicas de Canarias y los demás organismos y entes del sector 
público integrados en el sistema público de cultura de Canarias promoverán políticas de 
turismo cultural sostenible, que contemplen la adopción de medidas y mecanismos que 
promuevan el acceso y disfrute de las actividades y servicios culturales, así como del 
patrimonio cultural, material e inmaterial, por parte de las personas visitantes del territorio de 
la Comunidad Autónoma de Canarias.

4. Las administraciones públicas de Canarias y los demás organismos y entes del sector 
público integrados en el sistema público de cultura de Canarias cumplirán con los deberes y 
obligaciones establecidos en la Ley 11/2019, de 25 de abril, de Patrimonio Cultural de 
Canarias, y en la normativa que la desarrolle, así como en aquella que la pudiera sustituir.

Artículo 21.  Acceso a la cultura y a los equipamientos culturales públicos.
1. Las administraciones públicas de Canarias y los demás organismos y entes del sector 

público integrados en el sistema público de cultura de Canarias garantizarán la libre 
participación de los ciudadanos y ciudadanas en los procesos de toma de decisiones, de 
forma individual o a través de asociaciones, organizaciones o entidades que tengan por 
objeto la promoción de la cultura y de las manifestaciones culturales y creativas.

2. Los equipamientos culturales que integran la Red de Equipamientos Culturales de 
Utilización Pública de Canarias, referida en el artículo 13 de la presente ley, promoverán de 
forma permanente, en régimen de colaboración voluntaria, políticas de difusión y acceso 
dirigidas a resaltar la función social de dichos equipamientos, así como su potencialidad para 
el desarrollo de la creatividad. A tal fin, las administraciones públicas de Canarias y los 
demás organismos y entes del sector público integrados en el sistema público de cultura de 
Canarias arbitrarán acuerdos de cooperación con otras instituciones públicas, especialmente 
las educativas, así como con los medios de comunicación social, tanto públicos como 
privados. Asimismo, los referidos equipamientos culturales establecerán programas estables 
para poner en valor su función social, que destaquen los potenciales valores de 
reconocimiento, encuentro, enriquecimiento mutuo e integración social que significan el arte 
y la cultura. Los mencionados equipamientos atenderán, igualmente, los problemas y 
necesidades de los diferentes sectores y grupos sociales en el acceso a los mismos, 
adoptando medidas específicas dirigidas a las familias, la infancia y la juventud, así como a 
las personas de mayor edad, las personas con discapacidad, las personas migrantes, las 
personas carentes de libertad, las personas que se encuentren situadas en entornos rurales 
y las personas con menor capacidad socioeconómica.

3. Las administraciones públicas de Canarias y los demás organismos y entes del sector 
público integrados en el sistema público de cultura de Canarias podrán aportar o ceder el 
uso de edificios o instalaciones propios para su destino a actividades o servicios culturales, a 
través de los cauces legalmente establecidos. También podrán valerse, cuando así resulte 
legalmente posible, de las instalaciones de otros organismos e instituciones públicas y 
privadas.

4. Las administraciones públicas de Canarias y los demás organismos y entes del sector 
público integrados en el sistema público de cultura de Canarias favorecerán, a través de los 
cauces legalmente establecidos, la utilización de espacios públicos al aire libre para el 
desarrollo de espectáculos culturales, musicales, escénicos o de otra naturaleza, los cuales 
deberán cumplir, en todo caso, con la normativa que sea de aplicación, especialmente en 
materia de medioambiente, urbanismo y riesgos laborales, y contar con las licencias, 
autorizaciones y permisos que sean necesarios. A tal fin, se realizará una revisión de la 
normativa vigente para adecuarla a la especificidad de la vida cultural en los espacios 
públicos en aras a facilitar su mejor desenvolvimiento y acceso a la cultura.

[ . . . ]
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§ 30

Ley 7/1995, de 6 de abril, de Ordenación del Turismo de Canarias. 
[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 48, de 19 de abril de 1995

«BOE» núm. 122, de 23 de mayo de 1995
Última modificación: 31 de octubre de 2020

Referencia: BOE-A-1995-12102

[ . . . ]
TÍTULO II

La actividad turística

CAPÍTULO I
Deberes y derechos en materia turística

[ . . . ]
Sección 3.ª Derechos del usuario turístico

[ . . . ]
Artículo 16.  Derecho a información veraz.

1. Todas las empresas y entidades sometidas a la presente Ley tienen la obligación de 
facilitar a los usuarios turísticos la información exigida en el artículo anterior, acerca de los 
bienes y servicios que oferten, antes de contratar los mismos sobre modalidades, 
condiciones, precios y riesgos del usuario, así como de las eventuales responsabilidades a 
que pueda dar lugar la actividad turística que despliegan.

La información relativa a los requisitos que limiten, condicionen o impidan el acceso a los 
establecimientos turísticos o su permanencia en los mismos, deberá constar de forma 
íntegra y accesible en las ofertas de servicios turísticos, de forma tal que se garantice que el 
usuario turístico ha tenido acceso a la misma con carácter previo a la formalización de la 
reserva o contratación de los servicios turísticos.

En la formalización de la reserva o contratación del correspondiente servicio deberá 
quedar constancia de la recepción y aceptación expresa por los usuarios turísticos de la 
información sobre las condiciones de acceso y permanencia en el establecimiento a que se 
refiere el párrafo anterior.

2. La información, incluso la publicitaria, que falsee la verdad presentando bienes y 
servicios en condiciones mejores que las reales, dará derecho al usuario turístico a recibirlos 
en las condiciones anunciadas o a la indemnización por los daños y perjuicios ocasionados.
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3. Con independencia de lo previsto en el número 2 anterior, la publicidad turística 
engañosa, las ofertas equívocas, la omisión de la información relativa a los requisitos que 
limiten, condicionen o impidan el acceso a los establecimientos turísticos o su permanencia 
en los mismos, así como cualquier otra forma de captación de la que se deduzca una mayor 
calidad en el servicio que la real, se considerará infracción turística grave y será sancionada 
como tal según las prescripciones de esta Ley.

4. La Consejería con competencias en materia turística determinará las características 
de la información turística, teniendo en cuenta las previsiones de este artículo y demás 
normativa de aplicación, así como los casos en que esa información deba exhibirse.

[ . . . ]
TÍTULO IV

Infraestructuras territoriales y servicios públicos

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Servicios públicos turísticos municipales

[ . . . ]
Artículo 67.  Centros de información turística.

En las zonas turísticas los Ayuntamientos crearán centros de información turística, 
convenientemente señalizados y de fácil acceso, en los que se presten los siguientes 
servicios:

a) Información general sobre la zona y las actividades que en ella se pueden desarrollar, 
así como específica sobre los espacios naturales protegidos y sobre actividades de 
senderismo u otras de disfrute de la naturaleza.

b) Orientación topográfica, facilitando mapas y planos.
c) Asesoramiento general sobre precios y calidades de artículos y servicios turísticos.
d) Asesoramiento sobre los derechos del usuario turístico.
e) Recepción de quejas y reclamaciones.

[ . . . ]
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§ 31

Ley 3/2003, de 12 de febrero, del Estatuto de los Consumidores y 
Usuarios de la Comunidad Autónoma de Canarias. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 34, de 19 de febrero de 2003
«BOE» núm. 56, de 6 de marzo de 2003
Última modificación: 26 de junio de 2012

Referencia: BOE-A-2003-4608

TÍTULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 4.  Colectivos especialmente protegidos.

Serán objeto de especial protección por las Administraciones Públicas de Canarias, en el 
marco de lo dispuesto en la presente Ley, los colectivos de consumidores y usuarios que, 
por circunstancias especiales, se encuentren en una situación de inferioridad, subordinación, 
indefensión o desprotección más acusada.

Asimismo, serán objeto de especial protección los derechos de los consumidores y 
usuarios cuando guarden relación directa con productos o servicios de uso o consumo 
común, ordinario y generalizado.

TÍTULO II
De la protección jurídica, administrativa y técnica en relación con los derechos 

de los consumidores y usuarios

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Derecho a la información

[ . . . ]
Artículo 15.  Actuaciones administrativas.

Las Administraciones Públicas de Canarias con competencia en materia de defensa del 
consumidor llevarán a cabo las siguientes actuaciones:
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a) Impulsar la difusión de la información a los consumidores y usuarios, pudiendo 
concertar con las asociaciones de consumidores y las organizaciones empresariales su 
participación activa en las campañas divulgativas.

b) Promover la existencia de espacios y programas divulgativos sobre consumo en los 
medios de comunicación de titularidad privada. Asimismo, dispondrán de espacios de 
programación en los medios de comunicación de titularidad pública para la promoción de la 
información, formación y defensa del consumidor.

c) Velar por el cumplimiento de los requisitos de información que deben incorporar los 
bienes, productos y servicios, especialmente en el caso de productos modificados 
genéticamente, así como fomentar la utilización de etiquetas voluntarias informativas, entre 
ellas una específica de «producto no modificado genéticamente».

d) Prestar una especial atención respecto de la publicidad, promoción y ofertas dirigidas 
a los colectivos necesitados de mayor protección, impidiendo, además, toda publicidad de 
carácter sexista, racista, xenófoba o violenta.

[ . . . ]
TÍTULO III

Control e inspección de consumo

Artículo 30.  La inspección de consumo.
1. Las Administraciones Públicas de Canarias con competencia en materia de protección 

de los consumidores y usuarios, y dentro del ámbito de las mismas, podrán desarrollar 
actuaciones de inspección integral y control de calidad y seguridad, de modo coordinado, 
sobre productos, bienes y servicios destinados a los consumidores y usuarios, en cualquier 
fase de comercialización, para comprobar que se adecuan a la legalidad en cuanto a sus 
características técnicas, higiénico-sanitarias, de seguridad y comerciales, y que se ajustan 
razonablemente a las expectativas que puedan motivar su adquisición o contratación, 
derivadas de la descripción realizada en su presentación, publicidad, precio y otras 
circunstancias.

2. Las actuaciones de inspección y control se llevarán a cabo preferentemente sobre 
aquellos productos, bienes y servicios considerados como de uso o consumo común, 
ordinario y generalizado, así como sobre aquellos que, sin ser calificados como tales, 
perjudiquen o puedan perjudicar gravemente el derecho a la salud, seguridad y los legítimos 
intereses económicos de los consumidores y usuarios o puedan crear situaciones de alarma 
social.

3. Los órganos de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias y 
de las entidades locales, en el ámbito de sus respectivas competencias, facilitarán a la 
inspección de consumo de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de 
Canarias cuanto apoyo e información sean necesarios para el desempeño eficaz de sus 
funciones.

[ . . . ]
TÍTULO IV

Medidas provisionales

Artículo 35.  Medidas provisionales.
1. Sin perjuicio de las medidas que se puedan adoptar en el curso del procedimiento 

sancionador, el órgano competente de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma 
de Canarias para la iniciación de procedimientos en materia de consumo adoptará, mediante 
acuerdo motivado, las medidas provisionales que considere oportunas, de entre las 
señaladas en el artículo siguiente, en aquellos supuestos en que existan indicios de 
vulneración de los derechos reconocidos a los consumidores y usuarios y, en todo caso, en 
los siguientes:
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a) Cuando existan indicios racionales de riesgo para la salud y seguridad de los 
consumidores y usuarios.

b) Cuando puedan lesionarse de forma grave los intereses económicos y sociales de los 
consumidores.

2. En situaciones de urgencia, el personal de la inspección podrá adoptar las medidas 
provisionales previstas en la presente Ley, debiendo ser ratificadas por el órgano 
competente en el plazo de diez días hábiles, computados desde el día siguiente a aquel en 
que se hayan adoptado, cesando sus efectos si en dicho plazo no se produce la notificación 
de la ratificación.

[ . . . ]
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§ 32

Ley 5/2014, de 25 de julio, de Fomento y Consolidación del 
Emprendimiento, el Trabajo Autónomo y las Pymes en la Comunidad 

Autónoma de Canarias. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 152, de 7 de agosto de 2014
«BOE» núm. 238, de 1 de octubre de 2014

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2014-9900

TÍTULO PRELIMINAR

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 5.  Fines.

La política de apoyo y fomento al emprendimiento, el trabajo autónomo y las pymes en la 
Comunidad Autónoma de Canarias perseguirá los siguientes fines:

a) Promover el autoempleo individual mediante el inicio de una actividad empresarial.
b) Eliminar los obstáculos que impidan el desarrollo de una actividad empresarial o 

profesional por cuenta propia.
c) Promover la progresiva equiparación de la protección social de los trabajadores 

autónomos con los trabajadores por cuenta ajena.
d) Integrar laboralmente a los emprendedores y trabajadores autónomos que cesen en 

su actividad por cuenta propia.
e) Fomentar la formación y readaptación profesional del emprendedor y el trabajador 

autónomo.
f) Promover la cultura emprendedora en el ámbito educativo.
g) Mejorar el acceso y la adaptación a las nuevas tecnologías de la información y la 

comunicación entre los emprendedores y los trabajadores autónomos.
h) Facilitar la conciliación de la vida laboral, familiar y personal de los emprendedores y 

los trabajadores autónomos.
i) Prevenir y reducir los accidente laborales.
j) Agilizar los trámites administrativos y disminuir las barreras burocráticas.
k) Potenciar los servicios de conciliación, mediación y arbitraje para la resolución de 

conflictos en materia del cumplimiento de los acuerdos de interés profesional.
l) Apoyar a las organizaciones que los representan.
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m) Reducir las cargas tributarias inherentes al desarrollo de la actividad y al traspaso 
general del negocio familiar o profesional.

n) Lograr la participación del colectivo en las políticas sectoriales llevadas a cabo por la 
Administración.

ñ) Fomentar la cooperación entre los emprendedores y los trabajadores autónomos.
o) Favorecer la I+D+i y, con ello, la mejor posición del colectivo en un entorno 

competitivo.
p) Apoyar a los colectivos de personas con mayores dificultades para la inserción laboral, 

en especial a las personas con discapacidad.
q) Facilitar el acceso a la financiación propiciando la creación, la consolidación y la 

diversificación del trabajo autónomo, utilizando como herramienta singular la 
microfinanciación.

[ . . . ]
TÍTULO III

Financiación

CAPÍTULO I
Administraciones públicas

[ . . . ]
Artículo 24.  Medidas de apoyo al emprendimiento.

1. El Gobierno de Canarias pondrá en marcha líneas específicas de subvenciones y de 
financiación preferente para los emprendedores y emprendedoras que desarrollen 
actividades económicas en Canarias.

2. El Gobierno de Canarias promoverá la plena igualdad entre emprendedores y 
emprendedoras mediante el establecimiento de medidas que posibiliten la conciliación de la 
actividad empresarial con la vida familiar y personal.

3. Las medidas contempladas en la presente ley atenderán las especiales necesidades 
de los grupos con mayores dificultades para acceder al mercado laboral, para garantizar el 
derecho a la igualdad de oportunidades, especialmente jóvenes -con particular atención a 
aquellos con déficit de formación-, parados de larga duración, mayores de cuarenta y cinco 
años y personas con discapacidad y en exclusión social.

[ . . . ]
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§ 33

Ley 3/2022, de 13 de junio, de Economía Social de Canarias. 
[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 121, de 20 de junio de 2022

«BOE» núm. 247, de 14 de octubre de 2022
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2022-16756

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
La presente ley tiene por objeto establecer una regulación común aplicable al conjunto 

las entidades que integran la economía social de Canarias, así como orientar las acciones 
de fomento y ordenación de dicho sector en consideración a los fines y principios que le son 
propios, reconocidos en el Estatuto de Autonomía de Canarias y la normativa estatal básica 
de economía social.

Sin perjuicio del anterior apartado, las entidades de la economía social se regularán por 
sus normas sustantivas específicas.

[ . . . ]
Artículo 5.  Principios orientadores.

Las entidades de economía social, inspiradas por los valores de ayuda mutua, 
responsabilidad, democracia, igualdad, equidad, solidaridad, honestidad, transparencia, 
autonomía, autogestión, responsabilidad social y preocupación por las demás personas, 
están informadas por los siguientes principios orientadores:

a) Primacía de las personas y del fin social sobre el capital, que se concreta en gestión 
autónoma y transparente, democrática y participativa, que lleva a priorizar la toma de 
decisiones más en función de las personas y sus aportaciones de trabajo y servicios 
prestados a la entidad o en función del fin social, que con relación a sus aportaciones al 
capital social.

b) La aplicación de los resultados obtenidos de la actividad económica, principalmente 
en función del trabajo aportado y del servicio o actividad realizados por las socias y socios o 
por las personas integrantes, en su caso, al fin social objeto de la entidad, al servicio de la 
consecución de objetivos como el desarrollo sostenible, el interés de los servicios a los 
miembros y el interés general.

c) La promoción de la solidaridad interna y con la sociedad que favorezca el compromiso 
con el desarrollo local, la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres, la cohesión 
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social, la cooperación, la inserción de personas con discapacidad y de personas en riesgo o 
en situación de exclusión social, la generación de empleo estable y de calidad, la 
conciliación de la vida personal, familiar y laboral y la sostenibilidad.

d) El compromiso con el territorio, frente a la despoblación y el envejecimiento en el 
medio rural canario, inyectando estabilidad y futuro.

e) La independencia con respecto a los poderes públicos.
f) El fortalecimiento de la democracia institucional y económica.
g) Fomento de la integración de la perspectiva de género en la gestión y organización de 

la empresa o entidad, mediante una participación paritaria de mujeres y hombres en los 
ámbitos de dirección y de toma de decisiones, incrementando la incorporación de las 
mujeres al ámbito laboral contrarrestando los efectos derivados de los estereotipos sociales 
sobre la división de las funciones de los hombres y las mujeres en la sociedad y buscando 
un reparto equitativo de las responsabilidades familiares, laborales y sociales.

h) Y todos aquellos principios orientadores que refuercen, complementen y amplíen los 
valores que inspiran a las entidades de economía social.

CAPÍTULO II
Entidades de la economía social

Artículo 6.  Entidades de la economía social de la Comunidad Autónoma de Canarias.
1. Forman parte de la economía social de Canarias:
a) Las sociedades cooperativas de Canarias.
b) Las mutualidades.
c) Las fundaciones y asociaciones que lleven a cabo actividad económica.
d) Las sociedades laborales y participadas.
e) Las empresas de inserción.
f) Los centros especiales de empleo.
g) Las cofradías de pescadores.
h) Las sociedades agrarias de transformación.
i) Las entidades singulares creadas por normas específicas que se rijan por los valores y 

principios orientadores establecidos en la presente ley, siempre y cuando desarrollen una 
actividad económica y empresarial.

2. Asimismo, podrán formar parte de la economía social de la Comunidad Autónoma de 
Canarias las entidades que realicen actividad económica y empresarial, cuyas reglas de 
funcionamiento respondan a los principios regulados en el artículo 5 y que sean incluidas en 
el Catálogo canario de entidades de la economía social, regulado en el siguiente artículo.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Fomento y ordenación de la economía social

Artículo 10.  Fomento, ordenación y difusión del sector de la economía social.
1. La Administración pública de la Comunidad Autónoma de Canarias y las entidades 

integrantes del sector público autonómico, locales y los cabildos, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, realizarán una política de fomento y ordenación de la economía 
social que tendrá entre sus objetivos, además de los previstos en la Ley 5/2011, de 29 de 
marzo, de Economía Social, los siguientes:

a) La mejora de la gestión de las entidades.
b) El impulso y dinamización del autoempleo, del emprendimiento de base cooperativa y 

de la colaboración empresarial.
c) El fomento de los procesos de mejora de la competitividad y de la internacionalización 

de las entidades de la economía social, integrando la promoción de sistemas de producción 
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y servicios eficaces con los objetivos sociales de cara a su consolidación en el tejido 
económico.

d) La promoción de la elaboración y utilización de herramientas que permitan evaluar y 
poner en valor las aportaciones del sector a la sostenibilidad social y medioambiental.

e) La introducción de cláusulas de carácter social que, habida cuenta de las 
características y valores de la economía social, favorezcan su participación en la 
contratación pública y permitan evaluar adecuadamente sus aportaciones y contribuciones a 
la sociedad.

f) El fomento entre las entidades del sector público de Canarias de la adopción y 
cumplimiento de acuerdos de gobierno sobre el porcentaje obligatorio de reserva de 
contratos para empresas de inserción y centros especiales de empleo de iniciativa social de 
acuerdo con la disposición adicional cuarta de la Ley estatal 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las 
directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de 
febrero de 2014.

Igualmente se incluirán también en dichos acuerdos la posibilidad contemplada en la 
disposición adicional cuadragésima octava de dicha ley sobre reservas de contratos a 
entidades de la economía social.

En todo caso, se promoverá que el porcentaje de reserva sea, como mínimo, del 0.5% 
del volumen de licitación del año anterior para cada uno de los tipos de reserva.

g) La elaboración de un mapa de ámbito autonómico que refleje el nivel de implantación 
de la medida anterior y refleje el porcentaje de empresas de la economía social que acceden 
a contratos públicos y los puestos de trabajo generados.

h) El desarrollo y utilización de las fórmulas de colaboración público-privada en la 
prestación de servicios públicos.

i) El diseño de proyectos sociales como fórmula efectiva de apoyo al emprendimiento 
social, incidiendo en los aspectos de la diversidad y lo inclusivo.

j) La realización de análisis periódicos, teniendo en cuenta la perspectiva de género, de 
la presencia y la proyección de las entidades de la economía social de manera que se 
reconozca su contribución a la generación de empleo y tejido empresarial.

k) La elaboración de publicaciones de calidad y estudios especializados, teniendo en 
cuanta la perspectiva de género, sobre las entidades y empresas de la economía social, así 
como el impacto social que se deriva del desarrollo de sus actividades.

l) La mejora y homogeneidad de la información estadística de la economía social, 
especialmente en las estadísticas económicas y laborales y alcanzando el análisis el ámbito 
insular y municipal, de manera que se refuerce el conocimiento, visibilidad, análisis y 
proyección de estas empresas y entidades.

m) La mejora de la visibilidad de las entidades y empresas de la economía social en los 
sitios web de las administraciones públicas.

n) La formación de las personas trabajadoras y socias de la economía social.
ñ) Cualquier otro que atienda a los valores y principios de la economía social y a las 

especificidades de la Comunidad Autónoma de Canarias en esta materia.
2. Las correspondientes actuaciones se llevarán a cabo por la Administración pública de 

la Comunidad Autónoma de Canarias y las entidades integrantes del sector público 
autonómico, a través del impulso y la coordinación de la consejería competente en materia 
de economía social y el asesoramiento de la Comisión de la Economía Social de Canarias y 
sin perjuicio de las competencias atribuidas a otras consejerías en función de la actividad 
empresarial que desarrollen las entidades de economía social.

3. Los ayuntamientos, los cabildos, las universidades y el conjunto de entidades públicas 
llevarán a cabo la promoción de la economía social dentro de sus actuaciones.

4. Por la especial contribución de las entidades de la economía social al desarrollo 
económico y social de Canarias se promoverá la implicación de las entidades privadas y 
ciudadanía en general en la labor de promoción y fomento de la economía social.

[ . . . ]
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Artículo 13.  Impulso de la responsabilidad social empresarial, igualdad y conciliación en las 
entidades de la economía social de Canarias.

La Administración pública de la Comunidad Autónoma de Canarias impulsará y 
fomentará la implantación efectiva de planes que refuercen la responsabilidad social 
empresarial, de igualdad y conciliación en las entidades de economía social, entendidos 
como el conjunto de compromisos voluntarios de diverso orden económico, social, ambiental 
y de buen gobierno adoptados por las mismas, que constituyen un valor añadido al 
cumplimiento de la legislación aplicable y de los convenios colectivos, contribuyendo a la vez 
al progreso social y económico en el marco de un desarrollo sostenible.

Tienen la consideración de empresas socialmente responsables de la Comunidad 
Autónoma de Canarias aquellas que, además del cumplimiento estricto de las obligaciones 
legales vigentes, hayan adoptado la integración voluntaria en su gobierno y gestión, en su 
estrategia y en sus políticas y procedimientos, los valores y códigos éticos de las 
preocupaciones sociales, laborales, medioambientales y de respeto a los derechos humanos 
que surgen de la relación de diálogo transparente con sus grupos de interés, 
responsabilizándose así de las consecuencias y los impactos que derivan de sus acciones.

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Comisión de la Economía Social de Canarias

[ . . . ]
Artículo 17.  Composición.

1. Integran la Comisión de la Economía Social de Canarias:
a) La presidencia, que la ocupará el consejero o consejera competente en materia de 

economía social, o persona en quien delegue.
b) La vicepresidencia primera, que la ocupará la persona titular de la dirección general u 

organismo autónomo competente en materia de economía social, o persona en quien 
delegue.

c) La vicepresidencia segunda, que será ocupada por la persona elegida 
mayoritariamente por las personas miembros de la Comisión de la Economía Social 
representantes de las entidades de la economía social, de entre ellas.

d) Ocho personas en representación de las entidades de la economía social de 
Canarias, nombradas de la manera siguiente:

1.º Una persona propuesta por la entidad más representativa de las cooperativas en 
Canarias.

2.º Una persona propuesta por la entidad más representativa de las sociedades laborales 
en Canarias.

3.º Una persona propuesta por la entidad más representativa de los centros especiales 
de empleo en Canarias.

4.º Una persona propuesta por la entidad más representativa de los centros especiales 
de empleo en su conjunto: de iniciativa social y de iniciativa empresarial.

5.º Una persona propuesta por la entidad más representativa de las empresas de 
inserción en Canarias.

6.º Una persona propuesta por la entidad más representativa en Canarias de las 
asociaciones y fundaciones que lleven a cabo actividad económica.

7.º Una persona propuesta por la Federación Regional de Cofradías de Pescadores de 
Canarias.

8.º Una persona propuesta por la entidad más representativa de las mutualidades en 
Canarias.

e) Nueve personas en representación de la Administración pública de la Comunidad 
Autónoma de Canarias, que ostenten, al menos, la titularidad de una dirección general o 
cargo de igual rango, nombradas de la manera siguiente:
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1.º Una persona representante de la consejería competente en materia de promoción de 
la economía social.

2.º Una persona representante de la consejería competente en materia de desarrollo 
agrícola.

3.º Una persona representante de la consejería competente en materia de desarrollo 
pesquero.

4.º Una persona representante de la consejería competente en materia de turismo, 
industria y comercio.

5.º Una persona representante de la consejería competente en materia de economía, 
conocimiento y empleo.

6.º Una persona representante de la consejería competente en materia de desarrollo 
ganadero.

7.º Una persona representante de la consejería competente en materia de transición 
ecológica, lucha contra el cambio climático y planificación territorial.

8.º Una persona representante de la consejería competente en materia de desarrollo en 
derechos sociales, dependencia y discapacidad, del centro directivo competente en materia 
de voluntariado y tercer sector de acción social.

9.º Una persona representante de la consejería o del organismo autónomo competente 
en materia de igualdad.

f) Dos personas propuestas por las organizaciones sindicales más representativas de 
Canarias.

g) Dos personas propuestas por las organizaciones empresariales más representativas 
de Canarias.

h) Una persona propuesta por la Federación Canaria de Municipios.
i) Dos personas propuestas por las dos universidades públicas de Canarias.
j) Una persona propuesta por la Federación Canaria de Islas.
2. La secretaría será ocupada por una persona funcionaria propuesta por la dirección 

general u organismo autónomo competente en materia de economía social, que actuará con 
voz pero sin voto.

3. La composición y organización de la comisión, así como de sus órganos, se realizará 
atendiendo al principio de presencia equilibrada de mujeres y hombres en su composición 
total.

4. A los efectos previstos en la letra d) del apartado 1 de este artículo, se considera 
como entidad más representativa a la que agrupe a un mayor número de personas físicas a 
través de las entidades asociadas, como socios o socias, patrones o patronas, personas 
asociadas o trabajadoras.

[ . . . ]
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§ 34

Ley 4/2022, de 31 de octubre, de Sociedades Cooperativas de 
Canarias. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 222, de 10 de noviembre de 2022
«BOE» núm. 284, de 26 de noviembre de 2022

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2022-19625

TÍTULO I
De la sociedad cooperativa

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.
El objeto de la presente ley es regular y fomentar las sociedades cooperativas con 

domicilio social en la Comunidad Autónoma de Canarias que desarrollen total o 
principalmente su actividad cooperativizada dentro de su ámbito territorial. Todo ello sin 
perjuicio de que, para completar y mejorar sus fines, puedan realizar actividades 
instrumentales y tener relaciones con terceras personas no socias fuera de dicho ámbito 
territorial.

Artículo 2.  Concepto.
1. La sociedad cooperativa es una sociedad constituida por personas físicas y jurídicas 

que se asocian, en régimen de libre adhesión y baja voluntaria, para la realización de 
actividades empresariales encaminadas a satisfacer sus necesidades económicas y 
sociales, con capital variable y estructura y gestión democráticas, conforme a los siguientes 
principios formulados por la Alianza Cooperativa Internacional:

a) Adhesión voluntaria y abierta de las personas.
b) Gestión democrática por parte de las personas socias.
c) Participación económica de las personas socias.
d) Autonomía e independencia en su funcionamiento.
e) Fomento de la educación, formación e información.
f) La cooperación entre sociedades cooperativas.
g) Interés por la comunidad.
2. Sin perjuicio de la aplicación de los anteriores principios, la organización y 

funcionamiento de las cooperativas deberán asimismo cumplir con los siguientes:

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DE LAS ISLAS 
CANARIAS

– 401 –



a) Igualdad de género, con carácter transversal al resto de principios.
b) Sostenibilidad empresarial y medioambiental.
3. Cualquier actividad económica y social lícita podrá ser organizada y desarrollada 

mediante una sociedad cooperativa constituida al amparo de la presente ley.

[ . . . ]
CAPÍTULO V

De los órganos de la sociedad cooperativa

[ . . . ]
Sección 4.ª De las disposiciones comunes al órgano de administración y a la 

intervención

Artículo 57.  Incompatibilidades, incapacidades y prohibiciones.
1. No podrán ser miembros del órgano de administración, de la intervención o de la 

dirección:
a) Los altos cargos y personal al servicio de las administraciones públicas que ejerzan 

funciones relacionadas con las actividades de las sociedades cooperativas en general, o con 
las de la sociedad cooperativa de que se trate en particular, salvo que lo sean en 
representación del ente público donde prestan sus servicios, sin perjuicio del régimen 
general de incompatibilidades que les afecte por razón del puesto o condición de alto cargo o 
empleado público.

b) Quien ejerza por cuenta propia o ajena actividades competitivas o complementarias a 
las de la cooperativa, salvo autorización expresa de la asamblea general adoptado con la 
mayoría de votos prevista para la modificación de los estatutos.

c) Los menores de edad no emancipados y los incapacitados según los términos 
establecidos en la sentencia de incapacitación. En el caso de que se trate de cooperativas 
integradas, mayoritaria o exclusivamente, por personas con discapacidad psíquica, su falta 
de capacidad será suplida por sus tutores, de acuerdo con las disposiciones legales vigentes 
y con la aplicación del régimen de incompatibilidades, incapacidades, prohibiciones y 
responsabilidad prevista en esta ley.

d) Las personas que sean inhabilitadas conforme a la ley concursal mientras no haya 
concluido el periodo de inhabilitación fijado en la sentencia de calificación del concurso, 
quienes se hallen impedidos para el ejercicio de empleo o cargos públicos y aquellos que por 
razón de su cargo no puedan ejercer actividades económicas lucrativas.

e) Quienes en el ejercicio de estos cargos hayan sido sancionados, al menos dos veces, 
por la comisión de infracciones graves o muy graves por conculcar la legislación sobre 
sociedades cooperativas. Esta prohibición se extenderá a un período de cinco años, a contar 
desde la firmeza de la última sanción.

2. Son incompatibles entre sí los cargos de miembro del órgano de administración, de la 
intervención, de la dirección y del comité de recursos. Esta incompatibilidad llega también al 
cónyuge, a la persona con quien convive habitualmente y a los parientes hasta el segundo 
grado de consanguinidad o de afinidad.

Las expresadas causas de incompatibilidad relacionadas con el parentesco no 
desplegarán su eficacia cuando el número de integrantes de la cooperativa, en el momento 
de la elección del órgano correspondiente, sea tal, que no existan personas socias en las 
que no concurran dichas causas.

3. Ninguno de los cargos anteriores podrá ser ejercido simultáneamente en más de tres 
sociedades cooperativas de primer grado de la misma clase.

4. Las personas consejeras e interventoras que incurran en alguna de las 
incompatibilidades, incapacidades y prohibiciones previstas en este artículo serán 
inmediatamente destituidas por acuerdo del órgano de administración de la cooperativa, a 
petición de cualquier persona socia, sin perjuicio de la responsabilidad en que puedan haber 
incurrido. En el supuesto de incompatibilidad entre cargos, deberá optar por uno de ellos en 
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el plazo de cinco días desde la elección para el segundo cargo y, si no lo hace, será nula 
esta segunda designación.

[ . . . ]
CAPÍTULO IX

De las clases de cooperativas

Sección 1.ª De las cooperativas de trabajo asociado

Artículo 103.  Objeto y normas generales.
1. Son cooperativas de trabajo asociado las que tienen por objeto proporcionar a sus 

personas socias un puesto de trabajo, mediante su esfuerzo personal y directo, a tiempo 
parcial o completo, para realizar cualquier actividad económica o profesional y producir en 
común bienes y servicios destinados a terceros. La relación de las personas socias 
trabajadoras con la sociedad cooperativa tendrá naturaleza societaria.

Las cooperativas de trabajo asociado se constituirán con un mínimo de dos personas 
socias trabajadoras de duración indefinida y actuarán fomentando el empleo estable de 
calidad, con singular incidencia en la vida familiar y laboral.

2. Podrán ser personas socias trabajadoras quienes legalmente tengan capacidad para 
contratar la prestación de su trabajo. Las personas extranjeras podrán ser personas socias 
trabajadoras de acuerdo con lo previsto en la legislación específica sobre la prestación de su 
trabajo en España.

La pérdida de la condición de persona socia trabajadora provoca el cese definitivo de la 
prestación de trabajo en la sociedad cooperativa.

Las personas socias trabajadoras tienen derecho a percibir periódicamente, en plazo no 
superior a un mes, percepciones a expensas de los excedentes de la sociedad cooperativa 
denominados anticipos societarios, que no tienen la consideración de salario, según su 
participación en la actividad cooperativizada.

Serán de aplicación en todos los centros de trabajo de la sociedad cooperativa y a todas 
las personas socias de la misma las normas sobre salud laboral y prevención de riesgos 
laborales, así como la legislación laboral en lo referente a las limitaciones de edad para 
trabajos nocturnos, insalubres, penosos, nocivos o peligrosos.

3. El número de horas por año realizado por personas trabajadoras con contrato de 
trabajo por cuenta ajena no podrá ser superior al treinta por ciento del total de horas por año 
realizadas por las personas socias trabajadoras. No se computarán en este porcentaje:

a) Las personas trabajadoras integradas en la cooperativa por subrogación legal y los 
que se incorporen en actividades sometidas a esta subrogación.

b) Las personas trabajadoras que se nieguen explícitamente a ser socias trabajadoras.
c) Las personas trabajadoras que sustituyan a personas socias trabajadoras o 

asalariadas en situación de excedencia o incapacidad temporal o baja por maternidad, 
adopción o acogimiento.

d) Las personas trabajadoras que presten servicio en centros de trabajo de carácter 
subordinado o accesorio. Se entiende, en todo caso, como servicio prestado en centro de 
trabajo subordinado o accesorio, el servicio prestado directamente a la administración 
pública o autonómica y a entidades que coadyuven el interés general, cuando es realizado 
en locales o espacios de titularidad pública.

e) Las personas trabajadoras con contratos de trabajo en prácticas y para la formación.
f) Las personas trabajadoras contratadas en virtud de cualquier disposición de fomento 

de ocupación de personas con discapacidad.
g) Las personas trabajadoras contratadas para ser puestos a disposición de empresas 

usuarias cuando la cooperativa actúa como empresa de trabajo temporal.
h) Las personas trabajadoras que, por razones vinculadas al objeto y a la finalidad de 

una contratación pública, tengan que ser contratadas para prestar adecuadamente el 
servicio, según las prescripciones establecidas en los pliegos de condiciones económico-
administrativas generales o particulares o, en su caso, en el pliego de condiciones técnicas.
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4. Los estatutos podrán fijar el procedimiento por el que las personas trabajadoras 
asalariadas pueden acceder a la condición de persona socia. La persona trabajadora con 
contrato de trabajo por tiempo indefinido y con más de dos años de antigüedad deberá ser 
admitida como persona socia trabajadora si lo solicita en los seis meses siguientes desde 
que pudo ejercer este derecho, sin necesidad de superar el período de prueba cooperativo, y 
si reúne los demás requisitos estatutarios y especialmente los relacionados con la formación 
cooperativa.

Artículo 104.  Período de prueba para nuevas personas socias.
1. En las cooperativas de trabajo asociado, si los estatutos lo prevén, la admisión por el 

órgano de administración de una nueva persona socia trabajadora lo será en situación de 
prueba, pudiendo ser reducido o suprimido el período de prueba por mutuo acuerdo.

2. El período de prueba no excederá los seis meses y será fijado por el órgano de 
administración, salvo que el desempeño del puesto de trabajo exija condiciones 
profesionales especiales. En este caso, el período de prueba podrá ser de hasta un año.

3. El número de personas socias trabajadoras en período de prueba no excederá del 
veinte por ciento del total de personas socias trabajadoras de la sociedad cooperativa, salvo 
para las cooperativas con menos de 10 personas socias trabajadoras, que podrán contar 
hasta con dos personas trabajadoras en periodo de prueba.

4. Las personas socias aspirantes durante el período de prueba tendrán los mismos 
derechos y obligaciones que las personas socias trabajadoras, con las particularidades 
siguientes:

a) Podrán resolver la relación por libre decisión unilateral, facultad que también se 
reconoce al órgano de administración de la cooperativa.

b) No podrán ser elegidos para ocupar los cargos de los órganos de la cooperativa.
c) No podrán votar, en la asamblea general, ningún punto que les afecte personal y 

directamente.
d) No estarán obligados ni facultados para hacer aportaciones al capital social ni para 

desembolsar la cuota de ingreso.
e) No les alcanzará la imputación de pérdidas que se produzcan en la cooperativa 

durante el período de prueba ni tendrán derecho al retorno cooperativo.

Artículo 105.  Jornada, descanso semanal, fiestas, vacaciones y permisos.
1. Los estatutos, el reglamento de régimen interno o, en su defecto, la asamblea general 

aprobará anualmente el calendario sociolaboral. Contendrá la duración de la jornada laboral, 
el descanso mínimo entre cada jornada y descanso semanal, fiestas y vacaciones anuales, 
respetando, en todo caso, como mínimo las siguientes normas:

a) Entre el final de una jornada y el comienzo de la siguiente, mediarán como mínimo 
doce horas.

b) Las personas menores de dieciocho años no podrán realizar más de cuarenta horas 
de trabajo efectivo a la semana.

c) Se respetará, al menos, como fiestas, las establecidas en el calendario laboral 
aprobado por el Gobierno de Canarias, salvo en los supuestos excepcionales que lo impida 
la naturaleza de la actividad empresarial que desarrolle la cooperativa.

d) Las vacaciones anuales y, al menos, las fiestas expresadas en el apartado c) de este 
número serán retribuidas a efectos de anticipo societario.

e) Las vacaciones anuales de los menores de dieciocho años y de los mayores de 
sesenta años tendrán una duración mínima de un mes.

2. La persona socia, previo aviso y justificación, tendrá derecho a ausentarse del trabajo 
por alguno de los motivos y por el tiempo siguiente:

a) Quince días naturales en caso de matrimonio.
b) Dos días en los casos de nacimiento de hijo o hija o enfermedad grave o fallecimiento 

de parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad. Cuando con tal motivo la 
persona socia necesite hacer un desplazamiento, el plazo será de cuatro días.

c) Un día por traslado del domicilio habitual.
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d) Por el tiempo indispensable para el cumplimiento de un deber inexcusable de carácter 
público y personal.

e) Para realizar funciones de representación en el movimiento cooperativo.
Los estatutos, el reglamento de régimen interno o, en su defecto, la asamblea general 

podrán ampliar los supuestos de permiso y el tiempo de duración de los mismos y, en todo 
caso, deberán fijar si los permisos, a efectos de los anticipos societarios, tienen o no el 
carácter de retribuidos o la proporción en que son retribuidos.

3. En todo lo no previsto en este artículo, serán de aplicación los derechos y las 
garantías legalmente establecidas en la legislación laboral y en la normativa que regula la 
conciliación de la vida familiar y laboral de las personas trabajadoras.

4. Las personas socias trabajadoras estarán obligadas a afiliarse en el régimen 
correspondiente de la Seguridad Social, de acuerdo con lo que dispone la normativa básica 
del Estado.

Artículo 106.  Suspensión y excedencias.
1. En las cooperativas de trabajo asociado se suspenderá temporalmente la obligación y 

el derecho de la persona socia trabajadora a prestar su trabajo, perdiendo los derechos y 
obligaciones económicas de la prestación, por las causas siguientes:

a) Incapacidad temporal.
b) Paternidad o maternidad de la persona socia trabajadora, riesgo durante el embarazo, 

riesgo durante la lactancia natural de un menor de nueve meses y adopción y acogimiento 
tanto preadoptivo como permanente o simple, con los requisitos y en la forma prevista en la 
legislación laboral.

c) Ejercicio de cargo público representativo o en el movimiento cooperativo que 
imposibilite la asistencia al trabajo.

d) Privación de libertad mientras no haya sentencia condenatoria.
e) Suspensión de anticipo laboral y empleo por razones disciplinarias.
f) Causas económicas, técnicas, organizativas o de producción y las derivadas de fuerza 

mayor.
g) Las consignadas válidamente en los estatutos sociales.
2. Al cesar las causas legales de suspensión, la persona socia trabajadora recobrará la 

plenitud de sus derechos y obligaciones como persona socia, y tendrá derecho a 
reincorporarse en el puesto de trabajo reservado.

Para la suspensión por causas económicas, técnicas, organizativas, de producción o de 
fuerza mayor, la asamblea general, salvo previsión estatutaria, tiene que declarar la 
necesidad de que, por alguna de estas causas, pasen a la situación de suspensión la 
totalidad o parte de las personas socias trabajadoras que integran la cooperativa, 
designándolas concretamente, así como el tiempo que ha de durar la suspensión. Las 
personas socias suspendidas estarán facultados para solicitar la baja voluntaria a la entidad, 
que se calificará como justificada.

Las personas socias trabajadoras que están incluidos en los supuestos a), b), d) y f) del 
apartado 1 de este artículo, mientras estén en situación de suspensión, conservarán el resto 
de sus derechos y obligaciones como personas socias.

3. Excepto en el supuesto previsto en la letra f) del número 1 de este artículo, las 
cooperativas de trabajo asociado podrán celebrar contratos de trabajo de duración 
determinada para sustituir a las personas socias trabajadoras en situación de suspensión, de 
acuerdo con la legislación estatal aplicable, con personas trabajadoras asalariadas siempre 
que el contrato especifique el nombre de la persona socia trabajadora sustituida y la causa 
de la sustitución.

4. Las personas socias trabajadoras de una cooperativa de trabajo asociado con, al 
menos, dos años de antigüedad en la entidad, podrán disfrutar de situaciones de excedencia 
voluntaria con la duración máxima que determine el órgano de administración, siempre que 
lo prevean los estatutos sociales, que también determinarán sus derechos y las obligaciones.

[ . . . ]
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Sección 3.ª De las cooperativas de viviendas

Artículo 112.  Objeto y finalidad social.
1. Son aquellas que tienen por objeto procurar exclusivamente a las personas socias, 

viviendas o locales, edificaciones o servicios complementarios, construidos o rehabilitados 
por terceros; mejorar, conservar y administrar dichos inmuebles y los elementos comunes; 
crear y prestar los servicios correspondientes, pudiendo también realizar la rehabilitación de 
viviendas, locales y otras edificaciones e instalaciones destinadas a las mismas.

Asimismo, podrán tener como objeto promover la construcción de edificios para las 
personas socias en régimen de uso y disfrute, ya sea para descanso o para vacaciones, ya 
sea para destinar a residencias para personas socias de la tercera edad o personas con 
discapacidad o dependencia.

Podrán ser socias de las cooperativas de viviendas las personas físicas que necesiten 
alojamiento para sí y sus familiares, así como los entes públicos y las entidades sin ánimo de 
lucro que precisen alojamientos para aquellas personas que, dependientes de ellos, tengan 
que residir por razón de su trabajo o función en el entorno de una promoción cooperativa o 
que precisen locales para desarrollar sus actividades.

2. Las cooperativas de viviendas podrán adquirir, parcelar y urbanizar terrenos y, en 
general, desarrollar todas las actividades y trabajos que sean necesarias para el 
cumplimiento del objeto social, respetando, en su caso, la normativa de accesibilidad y 
supresión de barreras arquitectónicas.

La propiedad o el uso y disfrute de las viviendas y de los locales podrán ser adjudicados 
o cedidos a las personas socias mediante cualquier título admitido en derecho, ya sea para 
el uso habitual o permanente, ya sea para descanso o vacaciones, ya sean destinadas a 
residencias para personas de la tercera edad o con discapacidad o dependencia.

Las cooperativas de viviendas podrán enajenar o arrendar a terceros no socios los 
locales comerciales y las instalaciones y edificaciones complementarias de su propiedad, 
pero no las viviendas. La asamblea general acordará el destino del importe obtenido por 
enajenación o arrendamiento de los mismos.

3. Cuando la sociedad cooperativa retenga la propiedad de las viviendas y/o locales, los 
estatutos establecerán las normas a que han de ajustarse tanto su uso y disfrute por las 
personas socias como los demás derechos y obligaciones de estas y de la sociedad 
cooperativa; pudiendo prever y regular la posibilidad de cesión o permuta del derecho de uso 
y disfrute de la vivienda y/o local con personas socias de otras cooperativas de viviendas 
que tengan establecida la misma modalidad.

4. Las cooperativas de viviendas podrán acoger sus promociones a los beneficios que 
otorgan las disposiciones para las denominadas viviendas protegidas de promoción privada 
u otras tipologías a las que por ley pudieran tener acceso. Así mismo podrán acogerse a 
cualquier otro régimen de financiación pública, cumpliendo las obligaciones que como 
promotora le correspondan según la legislación específica.

[ . . . ]
Artículo 116.  Transmisión de derechos.

1. En las cooperativas de viviendas en régimen de cesión de uso, el derecho de uso y 
disfrute no podrá ser transmitido inter vivos. En caso de baja de la persona socia su derecho 
de uso se pondrá a disposición de la cooperativa, que lo cederá, por riguroso orden de 
antigüedad, a las socias expectantes.

Este orden será alterado en los siguientes supuestos:
a) Cuando la transmisión del derecho de uso se produzca entre cónyuges decretadas o 

aprobadas judicialmente en los casos de separación o divorcio.
b) Si así lo fijan los estatutos, en los supuestos de baja voluntaria justificada o baja 

obligatoria, a favor de los componentes de la unidad de convivencia.
El derecho de uso es transmisible mortis causa a quienes sean causahabientes de la 

persona socia fallecida, previa su admisión como personas socias, de conformidad con los 
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requisitos generales, si así lo solicitaren en el plazo de tres meses. En otro caso, tendrán 
derecho a la liquidación del crédito correspondiente.

En el supuesto de ser varios los causahabientes, la cooperativa podrá exigir que el 
derecho a solicitar la condición de persona socia sea ejercitado por una sola de ellas.

Los estatutos podrán prever la transmisión mortis causa a los miembros de la unidad de 
convivencia de la persona socia fallecida.

2. La persona socia que pretenda transmitir inter vivos sus derechos de propiedad sobre 
la vivienda antes de haber transcurrido cinco años u otro plazo superior fijado por los 
estatutos, que no podrá ser superior a diez años desde la fecha de concesión de la licencia 
de la primera ocupación de la vivienda o local, o del documento que legalmente le sustituya, 
y de no existir, desde la entrega de la posesión de la vivienda o local, deberá ponerlos a 
disposición de la cooperativa, que los ofrecerá por riguroso orden de antigüedad a las 
personas socias expectantes.

3. El precio de tanteo será igual a la cantidad desembolsada por la persona socia que 
transmite sus derechos sobre la vivienda o local, incrementada con la revalorización que 
haya experimentado de acuerdo con el índice de precios al consumo, durante el período 
comprendido entre las fechas de los diferentes desembolsos parciales y la fecha de la 
comunicación a la cooperativa de la intención de la persona socia de transmitir sus derechos 
sobre la vivienda o local.

Transcurridos tres meses desde que la persona socia ha puesto en conocimiento del 
órgano de administración el propósito de transmitir sus derechos sobre la vivienda o local, 
sin que ninguna persona socia expectante solicitante de admisión como socia por orden de 
antigüedad haga uso del derecho de preferencia para adquirirlos, la persona socia queda 
autorizada para transmitirlos, inter vivos, a terceras personas no socias.

4. Si, en el supuesto a que se refieren los puntos anteriores de este artículo, la persona 
socia no cumple los requisitos que se establecen y transmite a terceras personas sus 
derechos sobre la vivienda o local, la cooperativa, si quisiera adquirirlos alguna persona 
socia expectante, ejercerá el derecho de retracto, debiendo reembolsar al comprador el 
precio establecido en el punto 2 de este artículo, incrementado con los gastos a que se 
refiera el artículo 1518.2 del Código Civil. Los gastos previstos en el artículo 1518.1 del 
Código Civil serán a cargo de la persona socia que incumplió lo establecido en los puntos 
anteriores de este artículo.

El derecho de retracto podrá ejercerse durante un año, contado desde la inscripción de 
la transmisión en el Registro de la Propiedad o, en su defecto, durante tres meses, contados 
desde que el retrayente tuviese conocimiento de la transmisión.

5. Las limitaciones establecidas en los puntos anteriores de este artículo no serán de 
aplicación a las transmisiones realizadas a favor de los descendientes o de los ascendientes, 
así como en las transmisiones entre cónyuges decretadas o aprobadas judicialmente en los 
casos de separación o divorcio, o entre parejas de hecho.

6. Cuando la cooperativa promueva viviendas de promoción pública, la transmisión inter 
vivos de la vivienda o local estará sujeta a las limitaciones y derechos de adquisición 
preferente previstos en el correspondiente régimen administrativo y, en su defecto, por la 
normativa general supletoria sobre cooperativas de viviendas.

Artículo 117.  Disposiciones específicas sobre las personas socias.
1. Son causas de baja justificada de las personas socias de las cooperativas de 

viviendas, además de las generales previstas en esta ley y en los estatutos, las siguientes:
a) Los cambios del centro o lugar de trabajo de la persona socia a un municipio alejado 

más de 40 kilómetros del emplazamiento de la promoción.
b) Las situaciones sobrevenidas de desempleo, grave enfermedad u otra circunstancia 

familiar o personal que impidan hacer efectivas las aportaciones comprometidas en la 
promoción.

c) Un aumento superior al veinte por ciento de la cuantía total de las aportaciones 
previstas por la cooperativa para la financiación de las viviendas.

d) El retraso en la entrega de las viviendas que supere los dieciocho meses a la fecha 
prevista por la cooperativa.
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e) La modificación sustancial del contrato de adjudicación.
2. En caso de baja no justificada, el consejo rector podrá acordar las deducciones que se 

establezcan estatutariamente, que no podrán ser superior al veinte por ciento de las 
cantidades entregadas en concepto de capital social y al diez por ciento de las cantidades 
entregadas para financiar el pago de la vivienda y locales.

Las cantidades a que se refiere el párrafo anterior de este artículo podrán ser retenidas 
por la cooperativa hasta que la persona socia saliente sea sustituida en sus derechos y 
obligaciones por otra persona socia. En todo caso, el plazo de reembolso no podrá exceder 
de cinco años a partir de la fecha de la baja no justificada o de tres años si la baja fuese 
justificada. En caso de fallecimiento de la persona socia, el reembolso a los causahabientes 
deberá realizarse en un plazo no superior a un año, desde que el hecho causante se ponga 
en conocimiento de la cooperativa.

[ . . . ]
Artículo 119.  Personas socias expectantes.

Tendrán la consideración de personas socias expectantes aquellas que, habiendo sido 
admitidas como personas socias y efectuado la suscripción de su aportación obligatoria al 
capital social, aún no están adscritas a una promoción, quedando a la espera de que 
eventualmente se produzca tal circunstancia, en los siguientes supuestos:

a) Por existir más personas socias que viviendas en promoción.
b) Por permanecer a la espera del lanzamiento de una promoción que, por localización, 

condiciones económicas, tipología, etc. sea de su interés.
c) Por permanecer a la espera de la baja de una persona socia en las promociones de 

cooperativas en régimen de cesión de uso.
La preferencia para la adjudicación o cesión de las viviendas, edificaciones y obras 

complementarias vendrá determinada por la fecha de ingreso de la persona socia en la 
cooperativa, garantizándose en todo caso la preferencia de los descendientes y 
ascendientes del transmitente, así como del cónyuge separado o divorciado en aplicación de 
sentencia o convenio judicial.

En el supuesto de promociones acogidas al régimen de viviendas protegidas de 
promoción privada u otras tipologías a las que por ley pudieran tener acceso, la forma de 
adjudicación vendrá determinada por la normativa de aplicación.

Las personas socias expectantes figurarán inscritas con tal carácter en el libro registro 
de personas socias. El régimen de derechos y obligaciones será el establecido con carácter 
general para las personas socias, con las siguientes particularidades:

– No se les podrá exigir la entrega de cantidades para financiar el pago de viviendas o 
locales.

– El conjunto de los votos a ellas correspondientes, sumados entre sí, no podrán 
superar el veinte por ciento en los órganos sociales de la cooperativa.

[ . . . ]
Sección 10.ª De las cooperativas sanitarias

Artículo 129.  Objeto y normas aplicables.
1. Son cooperativas sanitarias las que desarrollan su actividad en el área de la salud y 

pueden estar constituidas por los prestadores de la asistencia sanitaria, por las personas 
destinatarias o por unos y por otros. Podrán realizar también actividades complementarias y 
conexas, incluso de tipo preventivo, general o para grupos o colectivos determinados.

2. A las cooperativas sanitarias les serán de aplicación las normas establecidas en esta 
ley para las de trabajo asociado o para las de servicios, según sea procedente, cuando las 
personas socias sean profesionales de la medicina. Cuando las personas socias sean las 
destinatarias de la asistencia sanitaria se aplicarán a la sociedad las normas sobre 
cooperativas de personas consumidoras y usuarias. Cuando se den las condiciones 
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previstas en el artículo 135 de esta ley, se aplicará la normativa sobre cooperativas 
integrales. Si fueran organizadas como empresas aseguradoras, se ajustarán, además, a la 
normativa mencionada en el artículo 128 de esta ley.

Cuando por imperativo legal no puedan desarrollar la actividad aseguradora, esta deberá 
realizarse por sociedades mercantiles que sean propiedad, al menos mayoritaria, de las 
cooperativas sanitarias. A los resultados derivados de la participación de las cooperativas 
sanitarias en estas sociedades mercantiles les será de aplicación lo que dispone el artículo 
74.3, letra a), de esta ley.

3. Cuando una cooperativa de segundo grado integre al menos una cooperativa 
sanitaria, aquella podrá incluir en su denominación el término sanitaria.

Sección 11.ª De las cooperativas de enseñanza

Artículo 130.  Objeto y normas aplicables.
1. Son cooperativas de enseñanza las que desarrollan actividades docentes, en sus 

distintos niveles y modalidades, en cualquier rama del saber o de la formación técnica, 
artística, deportiva u otras. Podrán realizar también actividades conexas o que faciliten las 
actividades docentes, como complementarias de la principal.

2. A las cooperativas de enseñanza les serán de aplicación las normas establecidas en 
esta ley para las cooperativas de personas consumidoras y usuarias, cuando se asocien a 
los padres y las madres del alumnado, a sus representantes legales o a personas del propio 
alumnado.

3. Cuando la cooperativa de enseñanza asocie a docentes y a personal no docente y de 
servicios, les serán de aplicación las normas de esta ley que regulan las cooperativas de 
trabajo asociado.

4. Cuando la cooperativa de enseñanza esté integrada por quienes imparten la 
enseñanza, personal no docente y por quienes reciben las prestaciones docentes o los 
representantes del alumnado, podrá tener el carácter de cooperativa integral, si así lo prevén 
los estatutos.

[ . . . ]
CAPÍTULO X

De las cooperativas de integración social, iniciativa social, integrales y mixtas

Sección 1.ª De las cooperativas de integración social

Artículo 133.  Objeto y normas aplicables.
1. Se denominan cooperativas de integración social aquellas que, sin ánimo de lucro, 

tengan por finalidad la integración de colectivos con problemas de inserción social o laboral, 
constituidas mayoritariamente por personas con discapacidad física, intelectual, sensorial o 
cualquier otro colectivo con dificultades de integración social y, en su caso, por quienes 
posean la representación legal y el personal de atención.

El objeto de estas sociedades cooperativas será promover la integración a través del 
empleo de las personas pertenecientes a los colectivos con dificultades de inserción, 
pudiendo adoptar la forma de cooperativa de consumo cuando tengan por objeto 
proporcionar a sus personas socias bienes y servicios de consumo general o específico, 
para su subsistencia, desarrollo, asistencia o integración social, y de trabajo asociado 
cuando tengan por objeto organizar, canalizar, promover y comercializar la producción de los 
productos o servicios del trabajo de las personas socias.

2. Podrán ser personas socias de estas sociedades cooperativas tanto las personas 
indicadas en el apartado 1 de este artículo como quienes posean la representación legal, 
personal técnico, profesional y de atención, así como entidades públicas y privadas.

Las personas socias con diversidad funcional, si tuvieran su capacidad modificada 
judicialmente, estarán representadas en los órganos sociales por quienes posean su 
representación legal.
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3. Los estatutos regularán necesariamente el funcionamiento de estas sociedades 
cooperativas, incorporando de una forma especial las potencialidades de los valores 
cooperativos para la consecución de su finalidad social.

Para ser calificada e inscrita como cooperativa de integración social deberá hacer 
constar expresamente en sus estatutos la ausencia de ánimo de lucro, cumpliendo a tal fin 
los requisitos que se establecen en la disposición adicional segunda de la presente ley.

A todos los efectos, estas sociedades cooperativas serán consideradas por la 
Administración pública de la Comunidad Autónoma de Canarias como entidades sin ánimo 
de lucro.

Serán de aplicación a estas sociedades cooperativas las normas de la presente ley 
relativas a la clase de sociedades cooperativas a que pertenezcan.

4. No se aplicará a este tipo de sociedad cooperativa el límite de las personas socias 
temporales cuando estas pertenezcan a cualquiera de los colectivos con problemas de 
integración.

Sección 2.ª De las cooperativas de iniciativa social

Artículo 134.  Objeto y normas aplicables.
1. Son cooperativas de iniciativa social aquellas que, sin ánimo de lucro y con 

independencia de su clase, tienen por objeto social bien la prestación de servicios 
asistenciales mediante la realización de actividades sanitarias, educativas, culturales u otras 
de naturaleza social, o bien el desarrollo de cualquier actividad económica que tenga por 
finalidad la integración laboral de personas que sufran cualquier clase de exclusión social y, 
en general, la satisfacción de necesidades sociales no atendidas por el mercado.

2. Las entidades y organismos públicos podrán participar en calidad de personas socias 
en la forma que estatutariamente se establezca.

3. Para ser calificadas e inscritas como cooperativas de iniciativa social sus estatutos 
deberán hacer constar expresamente la ausencia de ánimo de lucro, cumpliendo a tal fin los 
requisitos que se establecen en la disposición adicional segunda de la presente ley.

4. A las cooperativas de iniciativa social se les aplicarán las normas relativas a la clase 
de cooperativa que corresponda en razón de la actividad económica que desarrolla.

5. Las cooperativas de cualquier clase que cumplan con los requisitos expuestos en el 
apartado 3 del presente artículo expresarán además en su denominación la indicación 
«Iniciativa Social», previa su calificación como tal por el Registro de Sociedades 
Cooperativas de Canarias.

Sección 3.ª De las cooperativas integrales

Artículo 135.  Objeto y normas aplicables.
1. Se denominan cooperativas integrales aquellas que, con independencia de la clase, 

tengan su actividad cooperativizada doble o plural, cumpliendo las finalidades sociales 
propias de diversas clases de sociedades cooperativas en una misma sociedad, de acuerdo 
con sus estatutos y cumpliendo lo regulado para cada una de sus actividades. En los casos 
mencionados, la cooperativa se beneficiará del tratamiento legal que le corresponde por el 
cumplimiento de estas finalidades.

2. En los órganos sociales de las cooperativas integrales deberá haber siempre 
representación de las actividades integradas en la sociedad cooperativa. Los estatutos 
podrán reservar el cargo de presidente o vicepresidente a una determinada modalidad de 
socios.

3. Si la cooperativa integral tiene como objeto la promoción viviendas en régimen de 
cesión de uso y el resto de actividades económicas, servicios o actividades empresariales 
están dirigidas a procurar la calidad de vida y la autonomía de las personas usuarias de 
cualquier edad, podrá incluir en su denominación social la mención de «cooperativa de 
vivienda colaborativa».

Las cooperativas de viviendas colaborativas actuarán sujetas a los siguientes principios:
a) Integración en el entorno y compromiso social.
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b) Fomento de las relaciones humanas como fuente de bienestar, combinando la relación 
social con la independencia personal, incrementando la dimensión de la superficie de 
interrelación y servicios frente a la superficie privativa de alojamiento o vivienda.

c) Tolerancia y apoyo mutuo.
d) Solidaridad ante situaciones de vulnerabilidad y necesidad. En especial, situación de 

soledad en la vejez y pérdida de salud.
e) Sin ánimo de lucro.
Las promociones de las cooperativas de viviendas colaborativas, por su carácter 

marcadamente social y solidario, podrán ser consideradas equipamiento de servicio e interés 
social así como ser destinatarias de ayudas públicas para su implantación y fomento y 
desarrollo de sus objetivos.

4. Si la cooperativa integral tiene producción agraria, forestal o ganadera y el resto de 
actividades económicas, servicios o actividades empresariales están dirigidas a la promoción 
y mejora del medio rural de su ámbito de actuación, podrá incluir en su denominación social 
la mención de «cooperativa rural».

[ . . . ]
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§ 35

Ley 8/2010, de 15 de julio, de los Juegos y Apuestas. [Inclusión 
parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 146, de 27 de julio de 2010

«BOE» núm. 199, de 17 de agosto de 2010
Última modificación: 28 de octubre de 2020

Referencia: BOE-A-2010-13203

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 3.  Prohibiciones de uso y acceso.

Queda prohibido a los menores de edad e incapaces el uso de las máquinas recreativas 
con premio y de las de azar, así como la participación en apuestas y juegos de los regulados 
en esta ley.

Asimismo, por la empresa titular de la autorización para la explotación y gestión del 
juego o apuesta correspondiente, se impedirá el acceso a los establecimientos en los que se 
practique el juego o la apuesta autorizados a las personas señaladas en el párrafo anterior.

Las reglamentaciones particulares de cada modalidad de juego o apuesta podrán 
imponer otras condiciones especiales de uso de los elementos de juego y de acceso a los 
establecimientos donde se practican los mismos.

[ . . . ]
Artículo 5.  Principios generales y relaciones con la Administración.

1. La regulación, organización, explotación y práctica del juego y de las apuestas en la 
Comunidad Autónoma de Canarias, adecuadas a la demanda social y económica y a la 
realidad técnica, deberá observar en todo momento los siguientes principios:

a) La prevención de perjuicios a terceros, especialmente a los sectores más vulnerables 
como menores o incapacitados.

b) La salvaguarda del orden y seguridad en el desarrollo de los juegos y apuestas.
c) La regularidad, la transparencia y la seguridad en el desarrollo de los juegos y 

apuestas.
d) La prohibición de prácticas fraudulentas en el desarrollo de los juegos y apuestas y en 

la actividad de empresarios y jugadores.
e) La garantía del pago de premios.
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2. La comunicación y la tramitación de expedientes podrá realizarse por medios 
telemáticos e interactivos, en la forma y conforme a los procedimientos que establezca la 
Comunidad Autónoma de Canarias.

[ . . . ]
Artículo 10.  Publicidad, patrocinio y promoción.

1. La publicidad y promoción de las actividades de juegos y apuestas y de las empresas 
y establecimientos de juego, así como el patrocinio de actividades efectuado por dichas 
empresas, no requieren autorización específica y podrán ser desarrollados por los 
operadores que dispongan de autorización para el ejercicio de dichas actividades, sin 
perjuicio del cumplimiento de las previsiones contenidas en la Ley 34/1988, de 11 de 
noviembre, General de Publicidad, la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad 
de la información y de comercio electrónico, y la Ley 7/2010, de 31 de marzo, General de la 
Comunicación Audiovisual, o normas que las sustituyan.

En particular, las previsiones acerca de la publicidad ilícita contenidas en la Ley 34/1988, 
de 11 de noviembre, General de Publicidad serán aplicables a la publicidad de las 
actividades de juegos y apuestas, así como de las empresas y establecimientos autorizados.

2. La publicidad y promoción respetarán la política y los principios básicos sobre juego 
responsable y deberán contener la advertencia de que la práctica de los juegos y apuestas 
puede producir ludopatía y de que dicha práctica está prohibida a los menores de edad.

3. Reglamentariamente se podrán establecer otras condiciones o límites a la publicidad, 
patrocinio y promoción de las actividades de juegos y apuestas y de las empresas y 
establecimientos autorizados y, en particular, respecto a:

a) La inclusión de anuncios u otras modalidades publicitarias de los juegos en medios de 
comunicación y otros soportes publicitarios.

b) La actividad de patrocinio en acontecimientos deportivos que sean objeto de 
apuestas.

c) La inserción de carteles publicitarios de actividades de juego en los lugares en que se 
celebren acontecimientos cuyos resultados sean objeto de apuestas o loterías.

d) El desarrollo de los concursos televisivos y las obligaciones
de información sobre los requisitos esenciales del juego.
4. Se entiende por promoción de las actividades de juego aquella actuación consistente 

en la entrega de bienes o en la prestación de servicios con carácter gratuito o por precio 
inferior al de mercado, así como cualquier otra actividad distinta de la publicidad o patrocinio, 
cuyo objetivo sea dar a conocer o incrementar la práctica del juego.

CAPÍTULO II
De los establecimientos y modalidades del juego y las apuestas

Artículo 11.  Establecimientos habilitados.
1. Los juegos y apuestas objeto de la presente ley solo podrán organizarse, explotarse y 

practicarse en aquellos establecimientos que, reuniendo los requisitos exigidos en esta ley y 
en las disposiciones reglamentarias que la desarrollen, cuenten con los correspondientes 
títulos habilitantes en materia de juegos previstos en la presente ley, y sin perjuicio de los 
que resulten exigibles por cualquier otra normativa aplicable.

2. La práctica de los juegos y apuestas a que se refiere la presente ley podrá́ autorizarse 
en los establecimientos siguientes:

a) Casinos de juego.
b) Salas de bingo.
c) Salones recreativos y de juegos.
d) Hipódromos, canódromos y frontones.
e) Locales de apuestas externas.
3. No obstante lo anterior, podrán instalarse máquinas de juego, con excepción de las 

que son exclusivas de los casinos, en otros establecimientos cuya actividad principal no sea 
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el juego, como establecimientos restauración, establecimientos de alojamiento turístico, 
buques de pasaje, parques de atracciones y recintos feriales, siempre que la realización de 
dichos juegos no perjudique la garantía de calidad y servicios que en ellos se deben prestar 
esencialmente y se dé cumplimiento a lo previsto en esta ley en relación con las 
prohibiciones de uso y acceso. Asimismo, en los establecimientos de restauración podrán 
instalarse terminales de apuestas en los términos y condiciones que reglamentariamente se 
determinen.

4. La autorización para la organización, explotación y práctica de los juegos y apuestas 
en los establecimientos que se detallan en el número 2 a), b) y d) del presente artículo se 
concederá́ dentro del marco general de planificación determinado por el Gobierno de 
Canarias y con sujeción a los requisitos y procedimiento que reglamentariamente se 
establezca,́ por concurso público, previo informe del cabildo insular respectivo. El silencio 
administrativo en los procedimientos para la autorización de instalación de establecimientos 
para la práctica de juegos y apuestas tendrá́ efectos desestimatorios.

5. La instalación y apertura de establecimientos para la práctica de juegos y apuestas 
previstos en el apartado 2, c) y e), así como la instalación de máquinas y terminales de 
apuestas en los mismos, se someterá al régimen de declaración responsable, dentro del 
marco general de planificación sectorial aplicable.

La presentación de la declaración responsable para la instalación de establecimientos 
deberá presentarse con una antelación mínima de un mes al inicio de la instalación, si bien 
su antigüedad será la de su fecha de presentación.

La habilitación por declaración responsable de la apertura y funcionamiento de los 
establecimientos previstos en el presente apartado tendrá vigencia temporal indefinida, a 
excepción de la habilitación de espacios para apuestas externas, cuyo periodo de vigencia 
estará limitado por el concedido a la empresa operadora de apuestas correspondiente.

6. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 5 anterior, las habilitaciones para 
instalación, apertura y funcionamiento de locales de juego obtenidas mediante declaración 
responsable perderán su eficacia habilitante, de forma automática, en los siguientes 
supuestos:

a) Las declaraciones responsables para la instalación: a los siete meses de la 
presentación de la declaración responsable, si en dicho periodo no se ha procedido a la 
apertura y puesta en funcionamiento, conforme a Derecho, del respectivo establecimiento. 
La ineficacia de la declaración conllevará la pérdida de la fianza constituida prevista en el 
artículo 23.4 de la presente ley.

b) Las declaraciones responsables para la apertura y funcionamiento: en los supuestos 
de suspensión o cese temporal de la actividad o del establecimiento que se establezcan 
reglamentariamente.

7. Reglamentariamente se determinará la zona de influencia en la que no podrán 
ubicarse establecimientos para la práctica del juego por la previa existencia de un centro de 
enseñanza o un centro permanente de atención a los menores. Esta prohibición será́ 
extensiva a los bares, cafeterías o similares situados en la indicada zona de influencia que 
no tengan por actividad principal la práctica del juego. Se consideran, a estos efectos, como 
centros de enseñanza y de atención a menores los que figuren inscritos como tales en los 
registros oficiales de la Administración sectorial correspondiente y cuyos usuarios 
potenciales tengan una edad comprendida entre los 12 y los 17 años.

8. El 1% de la recaudación derivada de los impuestos indirectos sobre casinos, juegos y 
apuestas así como de la imposición de multas pecuniarias por infracciones en materia de 
juego se destinará a programas específicos para la prevención, tratamiento y rehabilitación 
de la dependencia al juego de azar.

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

De las infracciones y sanciones

[ . . . ]
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Artículo 30.  Infracciones muy graves.
Son infracciones muy graves:
a) La organización o explotación de juegos o apuestas no catalogados, o sin poseer las 

correspondientes autorizaciones administrativas, o incumpliendo el régimen de declaración 
responsable, así como la celebración o práctica de los mismos fuera de los establecimientos 
autorizados.

b) La fabricación, comercialización, instalación o explotación de material de juego 
incumpliendo las normas dictadas al efecto.

c) La obtención de autorizaciones o la presentación de declaraciones responsables 
mediante la aportación de datos falsos o documentos manipulados o la suscripción de 
informes o certificaciones técnicas a tales efectos falsas o inexactas.

d) El incumplimiento de los requisitos en virtud de los cuales se concedieron las 
autorizaciones correspondientes o los exigibles a la actividad sometida al régimen de 
declaración responsable.

e) La cesión de las autorizaciones otorgadas, salvo con las condiciones o requisitos 
establecidos en esta ley y demás normas que la desarrollen.

f) La manipulación de los juegos en perjuicio de los participantes.
g) El impago total o parcial a los apostantes o jugadores de las cantidades con que 

hubieran sido premiados.
h) La asociación con otras personas para fomentar la práctica de los juegos o apuestas 

al margen de las normas establecidas o de las autorizaciones concedidas.
i) El permitir la práctica de juegos a aquellos que así lo tienen prohibido en virtud de lo 

dispuesto en esta ley.
j) El incumplimiento de las normas técnicas contenidas en los respectivos reglamentos 

de los juegos y las apuestas, cuando pueda afectar gravemente a la seguridad de las 
personas o de los bienes.

k) La realización de actividades de juego autorizadas o explotar elementos de juego 
autorizados, sin haber satisfecho la tasa fiscal sobre el juego correspondiente a la actividad 
realizada o elemento explotado.

l) (Suprimido).
m) La reiteración de tres faltas graves en un período de dos años.
n) El incumplimiento por parte del centro operativo del Bingo Interconectado o de las 

entidades gestoras del Bingo Acumulado Intercontectado (BAI) de las obligaciones 
relacionadas con el correcto funcionamiento del programa informático, así como el 
incumplimiento del cálculo de los premios del Bingo Interconectado y de cualesquiera otras 
obligaciones que se recojan en el reglamento de desarrollo y en la normativa que sea de 
aplicación al mencionado centro operativo.

[ . . . ]
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§ 36

Ley 12/2014, de 26 de diciembre, de transparencia y de acceso a la 
información pública. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 5, de 9 de enero de 2015

«BOE» núm. 32, de 6 de febrero de 2015
Última modificación: 22 de abril de 2019

Referencia: BOE-A-2015-1114

TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto de la ley.
La presente ley tiene por objeto la regulación de la transparencia de la actividad pública y 

del ejercicio del derecho de acceso a la información pública en el ámbito de la Comunidad 
Autónoma de Canarias.

[ . . . ]
Artículo 6.  Principios informadores.

En la interpretación y aplicación de la presente ley las entidades relacionadas en el 
artículo 2 se regirán por los siguientes principios:

a) Principio de transparencia pública, en virtud del cual se ha de facilitar de oficio 
información permanente, objetiva y veraz sobre la organización, funcionamiento y control de 
la actuación pública, en los términos y con los límites establecidos en la ley.

b) Principio de libre acceso a la información pública, en virtud del cual cualquier persona 
puede solicitar el acceso a la información pública, toda la información pública es en principio 
accesible y el acceso solo puede restringirse en los supuestos previstos legalmente.

c) Principio de veracidad, en virtud del cual la información pública ha de ser cierta y 
exacta asegurando que procede de documentos respecto de los que se ha verificado su 
autenticidad, fiabilidad, integridad, disponibilidad y cadena de custodia.

d) Principio de accesibilidad, en virtud del cual la información se proporcionará por 
medios o en formatos adecuados de manera que resulten accesibles y comprensibles, 
conforme al principio de accesibilidad universal y diseño para todos.

e) Principio de gratuidad, en virtud del cual el acceso a la información y las solicitudes de 
acceso serán gratuitos, sin perjuicio de las tasas previstas legalmente por la expedición de 
copias o la transposición de la información a formatos diferentes del original.

f) Principio de reutilización, en virtud del cual se promoverá que la información sea 
publicada en formatos que permitan su reutilización, de acuerdo con la legislación aplicable 
en materia de reutilización de la información del sector público.
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Artículo 7.  Obligación de transparencia.
1. Las entidades relacionadas en el artículo 2 de la presente ley están sujetas a la 

obligación de transparencia en su actividad pública.
2. Para el cumplimiento de la obligación de transparencia y en los términos previstos en 

esta ley, las entidades mencionadas deben:
a) Elaborar, mantener actualizada y difundir, preferentemente por medios electrónicos, a 

través de sus respectivas sedes electrónicas o páginas web, la información cuya divulgación 
se considere de mayor relevancia para garantizar la transparencia de su actividad 
relacionada con el funcionamiento y control de la actuación pública, en los términos que se 
establecen en el artículo 13 de la presente ley.

b) Elaborar y difundir un inventario de información pública que obre en su poder, con 
indicaciones claras de dónde puede encontrarse dicha información.

c) Establecer y mantener medios de consulta de la información solicitada.
d) Adoptar las medidas de gestión de la información que hagan fácilmente accesible su 

localización y divulgación, así como la accesibilidad, la interoperabilidad, la calidad y la 
reutilización de la información publicada.

e) Publicar la información sujeta a la obligación de transparencia de una manera clara, 
estructurada y entendible para los interesados.

f) Publicar la información sujeta a la obligación de transparencia haciendo uso de un 
lenguaje no sexista ni discriminatorio.

g) Publicar y difundir la información relativa al contenido del derecho de acceso a la 
información, al procedimiento para su ejercicio y al órgano competente para resolver.

h) Difundir los derechos que reconoce esta ley a las personas, asesorar a las mismas 
para su correcto ejercicio y asistirles en la búsqueda de información.

i) Facilitar la información solicitada en los plazos máximos y en la forma y formato elegido 
de acuerdo con lo establecido en esta ley.

3. Toda la información prevista en esta ley estará a disposición de las personas con 
discapacidad en una modalidad accesible, entendiendo por tal aquella que sea suministrada 
por medios o en formatos adecuados de manera que resulten accesibles y comprensibles, 
conforme al principio de accesibilidad universal y diseño para todos.

[ . . . ]
TÍTULO III

Derecho de acceso a la información pública

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Procedimiento

[ . . . ]
Artículo 48.  Acceso a la información.

1. El acceso a la información se realizará preferentemente por vía electrónica, salvo 
cuando no sea posible o el solicitante haya señalado expresamente otro medio. Cuando no 
pueda darse el acceso en el momento de la notificación de la resolución deberá otorgarse, 
en cualquier caso, en un plazo no superior a diez días.

2. La información se proporcionará en la modalidad solicitada, a menos que no sea 
posible, resulte excesivamente gravosa para el sujeto obligado y exista una alternativa más 
económica y fácilmente accesible para el solicitante.

3. La consulta directa de las fuentes de información, así como el acceso al lugar donde la 
información está depositada, podrán denegarse cuando las condiciones de seguridad del 
lugar y de custodia y preservación de los documentos o de los soportes originales de la 
información no lo permitan.
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4. Cuando la resolución conceda el acceso total o parcial a una información que afecte a 
un tercero que se haya opuesto, el acceso solo tendrá lugar cuando haya transcurrido el 
plazo para interponer recurso contencioso-administrativo sin que se haya formalizado o haya 
sido resuelto confirmando el derecho a recibir la información.

[ . . . ]
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§ 37

Ley 9/2007, de 13 de abril, del Sistema Canario de Seguridad y 
Emergencias y de modificación de la Ley 6/1997, de 4 de julio, de 
Coordinación de las Policías Locales de Canarias. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 77, de 18 de abril de 2007

«BOE» núm. 124, de 24 de mayo de 2007
Última modificación: 31 de diciembre de 2019

Referencia: BOE-A-2007-10411

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 4.  Derechos de los ciudadanos en materia de seguridad y emergencias.

1. El Gobierno de Canarias deberá promover las medidas necesarias en los campos que 
resulten precisos para que los ciudadanos disfruten de los siguientes derechos que les 
reconoce esta Ley:

a) A tener garantizada la confidencialidad de sus actuaciones privadas en las que 
pudiera verse comprometido en relación a la seguridad.

b) A la intimidad.
c) A la participación en la política de seguridad, a través de asociaciones y entidades 

ciudadanas.
d) A una información pública veraz, detallada y periódica acerca de los riesgos de 

agresión delictiva, accidente o calamidad pública a la que se vean expuestas las personas.
e) A dirigir a las autoridades quejas y peticiones sobre la actuación de los servicios 

públicos y de los funcionarios que los integran en los términos que se determinen 
reglamentariamente.

f) A ser atendido e informado con fácil accesibilidad, diligencia y eficacia.
g) A ser reconocidos por acciones especiales de seguridad, emergencias o protección 

civil.
2. Los ciudadanos tienen el derecho a recibir información relativa a los riesgos que 

puedan afectarle, las consecuencias de los mismos que sean previsibles y las medidas de 
autoprotección y conductas a seguir, en el marco de lo dispuesto en los planes de 
emergencia.

[ . . . ]
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§ 38

Ley 4/2009, de 24 de abril, Canaria de Cooperación Internacional 
para el Desarrollo. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 84, de 5 de mayo de 2009
«BOE» núm. 132, de 1 de junio de 2009
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2009-9045

CAPÍTULO I
La cooperación para el desarrollo en la Comunidad Autónoma de Canarias

[ . . . ]
Artículo 2.  Principios.

La actividad de la Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias en materia de 
cooperación internacional para el desarrollo es expresión de la solidaridad del pueblo canario 
con los pueblos empobrecidos del mundo, y se rige, además de por los principios 
establecidos en el artículo 2 de la Ley de Cooperación Internacional para el Desarrollo, por 
los siguientes principios ordenadores:

a) La erradicación de la pobreza, el reparto equitativo de la riqueza y el acceso de todas 
las personas a los recursos y servicios básicos, fomentando las capacidades humanas que 
permitan y favorezcan la elección en libertad.

b) La protección, conservación y mejora del medio ambiente, garantizando la utilización 
de los recursos de forma sostenible.

c) El respeto a los modelos de desarrollo social y político de los pueblos con los que se 
coopere, promocionando y defendiendo los derechos humanos y las libertades 
fundamentales y contribuyendo al fortalecimiento de la paz, la democracia, los derechos 
humanos y la justicia social.

d) La coordinación y complementariedad entre las administraciones públicas y entre 
éstas y las iniciativas solidarias de la sociedad civil de Canarias en materia de cooperación y 
educación para el desarrollo.

e) La transparencia en la información, la financiación y la participación de los agentes de 
cooperación en este ámbito de la actividad pública, en los términos previstos en la 
legislación europea.

f) La planificación de la actividad pública con participación de las entidades a que hace 
referencia el artículo 1 de esta ley y en coherencia con los principios y objetivos que se 
enuncian en la misma.

g) La eficacia, la eficiencia, y la responsabilidad en la aplicación de las políticas, los 
programas, los proyectos y las actuaciones, en general, tanto de los poderes públicos como 

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DE LAS ISLAS 
CANARIAS

– 420 –



de los agentes de cooperación que utilicen recursos públicos con fines de cooperación al 
desarrollo.

h) La gratuidad de las acciones de cooperación a favor de los pueblos empobrecidos, 
que no podrán estar orientadas, ni directa ni indirectamente, a la percepción de 
contraprestaciones económicas por los donantes.

i) La promoción de la igualdad entre hombres y mujeres en todos los programas y 
proyectos.

j) La integración del desarrollo sostenible en todos lo programas y proyectos.
k) El reconocimiento de los derechos económicos, laborales y sociales, del trabajo, la 

empresa y el buen gobierno como fundamentos de un desarrollo sostenible que incida en la 
redistribución de la riqueza y en la justicia social.

l) La contribución a que los seres humanos puedan ser protagonistas de su propio 
proceso de desarrollo.

m) La asociación para el desarrollo entre iguales, tanto a nivel local promoviendo el 
desarrollo participativo, como a escala global apostando por una alianza mundial entre los 
diferentes actores alrededor de una visión común de un mundo sin pobreza, sin amenazas, 
ni globales ni a la supervivencia de generaciones futuras.

[ . . . ]
Artículo 6.  Prioridades sectoriales.

La cooperación canaria al desarrollo internacional, tendrá los siguientes sectores de 
actuación preferente:

a) Los servicios sociales básicos, en especial la salud, la educación, la vivienda, el 
acceso al agua potable y el saneamiento, así como la seguridad alimentaria.

b) La dotación y mejora de las infraestructuras económicas, el establecimiento y 
desarrollo de proyectos de economía social, así como el fortalecimiento del tejido productivo 
que impulse la economía y la creación de empleo.

c) El respeto y la protección de los derechos humanos, la igualdad de oportunidades, la 
participación ciudadana, la integración social de la mujer y la protección de los derechos de 
la infancia.

d) La defensa de los grupos de población más vulnerables, tales como los menores con 
especial atención a la erradicación de la explotación infantil en todas sus manifestaciones, la 
población anciana y/o discapacitada, las personas refugiadas y/o desplazadas, los 
retornados, las poblaciones indígenas y las minorías.

e) El fortalecimiento de la democracia, reforzando las organizaciones locales, para 
fomentar la vertebración de la sociedad civil, promoviendo la participación de la ciudadanía y 
sus organizaciones en las estructuras estatales.

f) La protección, conservación y mejora de la calidad del medio ambiente, respetando la 
biodiversidad y la conservación y utilización sostenible de los recursos naturales.

g) La promoción de la cultura, con especial incidencia en la defensa de los aspectos que 
definan la identidad cultural de los pueblos dirigida al desarrollo endógeno.

h) La capacitación y formación profesional, así como el desarrollo científico y tecnológico 
dirigido a aumentar las capacidades locales.

i) El fortalecimiento de la capacidad de gestión de las administraciones públicas de los 
países receptores, especialmente, las de carácter regional y local.

j) El codesarrollo, potenciando la vinculación positiva entre inmigración y desarrollo a 
través de las competencias, capacidades y redes de relaciones de los ciudadanos 
inmigrantes establecidos en nuestro país, como factor clave para el desarrollo de sus países 
de origen.

[ . . . ]

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DE LAS ISLAS CANARIAS

§ 38  Ley Canaria de Cooperación Internacional para el Desarrollo [parcial]

– 421 –


	Sumario
	Índice Sistemático
	§ 1. Nota de autor
	§ 2. Ley Orgánica de reforma del Estatuto de Autonomía de Canarias
	[Preámbulo]
	TÍTULO PRELIMINAR. Disposiciones generales
	Artículo 1. Archipiélago atlántico.
	Artículo 2. Los poderes de Canarias.
	Artículo 3. Lejanía, insularidad y ultraperiferia.
	Artículo 4. Ámbito espacial.
	Artículo 5. Capitalidad y sede de la Presidencia.
	Artículo 6. Condición política de canarios.
	Artículo 7. Símbolos.
	Artículo 8. Las comunidades canarias en el exterior.

	TÍTULO I. De los derechos, deberes y principios rectores
	CAPÍTULO I. Disposiciones generales
	Artículo 9. Titulares.
	Artículo 10. Aplicación e interpretación.
	Artículo 11. Derecho de igualdad y cooperación.

	CAPÍTULO II. Derechos y deberes
	Artículo 12. Familia.
	Artículo 13. Derechos de las personas menores de edad.
	Artículo 14. Derechos de las personas jóvenes.
	Artículo 15. Derechos de las personas mayores.
	Artículo 16. Derechos de las personas en situación de discapacidad y de dependencia.
	Artículo 17. Derecho a la igualdad entre mujeres y hombres.
	Artículo 18. Derecho a la orientación sexual.
	Artículo 19. Derechos en el ámbito de la salud.
	Artículo 20. Derecho a formular instrucciones previas.
	Artículo 21. Derechos en el ámbito de la educación.
	Artículo 22. Derecho de acceso a la vivienda.
	Artículo 23. Derechos en el ámbito laboral y profesional.
	Artículo 24. Derecho a una renta de ciudadanía.
	Artículo 25. Derechos de consumidores y usuarios.
	Artículo 26. Derechos en el ámbito del medio ambiente.
	Artículo 27. Derecho en el ámbito cultural.
	Artículo 28. Derecho de acceso a las tecnologías de la información y de la comunicación.
	Artículo 29. Derechos en el ámbito de los servicios sociales.
	Artículo 30. Derecho a la protección de los datos personales.
	Artículo 31. Derechos de participación.
	Artículo 32. Derecho a una buena administración.
	Artículo 33. Derechos en el ámbito de la justicia.
	Artículo 34. Derecho a la memoria histórica.
	Artículo 35. Derechos de los animales.
	Artículo 36. Garantía de los derechos.

	CAPÍTULO III. Principios rectores
	Artículo 37. Principios rectores.

	TÍTULO II. De las instituciones de la Comunidad Autónoma de Canarias
	CAPÍTULO I. Del Parlamento
	Artículo 38. Naturaleza.
	Artículo 39. Régimen electoral.
	Artículo 40. Estatuto de los diputados.
	Artículo 41. Organización y funcionamiento.
	Artículo 42. Comisiones de investigación.
	Artículo 43. Funciones.

	CAPÍTULO II. De las leyes y demás normas con fuerza de ley
	Artículo 44. Iniciativa legislativa.
	Artículo 45. Delegación legislativa.
	Artículo 46. Decretos-leyes.
	Artículo 47. Promulgación y publicación.

	CAPÍTULO III. De la Presidencia de Canarias
	Artículo 48. Elección.
	Artículo 49. Estatuto personal.

	CAPÍTULO IV. Del Gobierno
	Artículo 50. Funciones.
	Artículo 51. Composición.
	Artículo 52. Cese.

	CAPÍTULO V. De las relaciones entre el Parlamento y el Gobierno
	Artículo 53. Responsabilidad política.
	Artículo 54. Cuestión de confianza.
	Artículo 55. Moción de censura.
	Artículo 56. Disolución anticipada del Parlamento.

	CAPÍTULO VI. Órganos de relevancia estatutaria
	Artículo 57. Diputación del Común.
	Artículo 58. Consejo Consultivo de Canarias.
	Artículo 59. Audiencia de Cuentas.
	Artículo 60. Comisionado de Transparencia y Acceso a la Información Pública.

	CAPÍTULO VII. De la Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias
	Artículo 61. Organización de la Administración.
	Artículo 62. Régimen jurídico.
	Artículo 63. Control de normas, actos y acuerdos.

	TÍTULO III. Organización territorial de Canarias
	Artículo 64. Disposición general.

	CAPÍTULO I. De las islas y los cabildos insulares
	Artículo 65. Islas y territorios insulares.
	Artículo 66. Capitales insulares.
	Artículo 67. Organización.
	Artículo 68. Composición y régimen electoral.
	Artículo 69. Funcionamiento y régimen jurídico.
	Artículo 70. Competencias insulares.
	Artículo 71. Transferencia y delegación de funciones.
	Artículo 72. Actividad de fomento y fijación de políticas propias de los cabildos insulares.
	Artículo 73. Coordinación de la actividad de los cabildos insulares.
	Artículo 74. Conferencia de Presidentes.

	CAPÍTULO II. De los municipios canarios
	Artículo 75. Los municipios.
	Artículo 76. Consejo Municipal de Canarias.

	TÍTULO IV. De la Administración de Justicia en Canarias
	Artículo 77. Competencia de los órganos judiciales.

	CAPÍTULO I. Del Tribunal Superior de Justicia y del Fiscal del Tribunal Superior de Canarias
	Artículo 78. El Tribunal Superior de Justicia.
	Artículo 79. El Presidente del Tribunal Superior de Justicia.
	Artículo 80. Competencias del Tribunal Superior de Justicia.
	Artículo 81. El Fiscal Superior de Canarias.

	CAPÍTULO II. Del Consejo de Justicia de Canarias
	Artículo 82. Naturaleza del Consejo.
	Artículo 83. Composición y atribuciones.
	Artículo 84. Control de los actos del Consejo de Justicia.

	CAPÍTULO III. Competencias de la Comunidad Autónoma de Canarias sobre la Administración de Justicia
	Artículo 85. Atribuciones.
	Artículo 86. Oposiciones y concursos.
	Artículo 87. Personal no judicial.
	Artículo 88. Medios materiales.
	Artículo 89. Oficina judicial.
	Artículo 90. Justicia gratuita.
	Artículo 91. Demarcación y planta judiciales.
	Artículo 92. Justicia de paz y de proximidad.
	Artículo 93. Solución extrajudicial de conflictos.

	TÍTULO V. De las competencias
	CAPÍTULO I. Disposiciones generales
	Artículo 94. Clases de competencias.
	Artículo 95. Competencias exclusivas.
	Artículo 96. Competencias de desarrollo legislativo y de ejecución.
	Artículo 97. Competencias ejecutivas.
	Artículo 98. Principio de prevalencia.
	Artículo 99. Principio de territorialidad.
	Artículo 100. Atribución de materias de competencia estatal.
	Artículo 101. Modulación de la normativa estatal por razón de la condición ultraperiférica de Canarias.
	Artículo 102. Fomento.

	CAPÍTULO II. Materias institucionales y administrativas
	Artículo 103. Organización territorial.
	Artículo 104. Organización de la Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias.
	Artículo 105. Régimen territorial.
	Artículo 106. Régimen jurídico, procedimiento, contratación, expropiación y responsabilidad de las administraciones públicas canarias.
	Artículo 107. Función pública y personal al servicio de las administraciones públicas de Canarias.
	Artículo 108. Participación ciudadana.
	Artículo 109. Corporaciones de Derecho público.
	Artículo 110. Asociaciones y fundaciones.
	Artículo 111. Notariado y registros públicos.
	Artículo 112. Relaciones con entidades religiosas.
	Artículo 113. Protección de datos.

	CAPÍTULO III. Económico-financieras
	Artículo 114. Planificación, ordenación y promoción de la actividad económica.
	Artículo 115. Atribución a la Comunidad Autónoma de Canarias de competencias normativas en el Impuesto General Indirecto Canario y en el Arbitrio sobre Importaciones y Entregas de Mercancías en las Islas Canarias.
	Artículo 116. Cajas de ahorro y entidades cooperativas de créditos.
	Artículo 117. Crédito, banca, seguros y mutualidades no integradas en el sistema de Seguridad Social.
	Artículo 118. Cooperativas y economía social.
	Artículo 119. Mercados de valores y centros de contratación.
	Artículo 120. Promoción y defensa de la competencia.
	Artículo 121. Consumo.
	Artículo 122. Estadística.
	Artículo 123. Publicidad.

	CAPÍTULO IV. Actividades industriales, comerciales y turísticas
	Artículo 124. Industria, artesanía, control metrológico y contraste de metales.
	Artículo 125. Propiedad intelectual e industrial.
	Artículo 126. Comercio interior y ferias no internacionales.
	Artículo 127. Comercio exterior y ferias internacionales.
	Artículo 128. Juego y espectáculos.
	Artículo 129. Turismo.

	CAPÍTULO V. Sector primario
	Artículo 130. Agricultura, ganadería, aprovechamientos forestales y desarrollo rural.
	Artículo 131. Caza, pesca, actividades marítimas y ordenación del sector pesquero.
	Artículo 132. Denominaciones de origen e indicaciones geográficas y de calidad.

	CAPÍTULO VI. Educación, investigación, cultura y deporte
	Artículo 133. Educación.
	Artículo 134. Universidades.
	Artículo 135. Investigación, desarrollo e innovación científica y tecnológica.
	Artículo 136. Cultura.
	Artículo 137. Patrimonio cultural.
	Artículo 138. Deporte y actividades de ocio.

	CAPÍTULO VII. Empleo, sanidad y políticas sociales
	Artículo 139. Empleo y relaciones laborales.
	Artículo 140. Seguridad Social.
	Artículo 141. Salud, sanidad y farmacia.
	Artículo 142. Servicios sociales.
	Artículo 143. Vivienda.
	Artículo 144. Inmigración.
	Artículo 145. Políticas de género.
	Artículo 146. Política de juventud.
	Artículo 147. Voluntariado, menores y promoción de las familias.

	CAPÍTULO VIII. Seguridad
	Artículo 148. Policía autonómica.
	Artículo 149. Protección civil y salvamento marítimo.
	Artículo 150. Seguridad privada.
	Artículo 151. Sistema penitenciario.

	CAPÍTULO IX. Ordenación de los recursos naturales
	Artículo 152. Aguas y obras hidráulicas.
	Artículo 153. Medio ambiente.
	Artículo 154. Espacios naturales protegidos.
	Artículo 155. Servicio de meteorología.
	Artículo 156. Ordenación del territorio y del paisaje.
	Artículo 157. Ordenación y gestión del litoral.
	Artículo 158. Urbanismo.

	CAPÍTULO X. Infraestructuras y redes
	Artículo 159. Obras públicas.
	Artículo 160. Transportes.
	Artículo 161. Infraestructuras del transporte.
	Artículo 162. Carreteras y ferrocarriles.
	Artículo 163. Energía, hidrocarburos y minas.
	Artículo 164. Medios de comunicación social y servicios de contenido audiovisual.

	TÍTULO VI. Economía y Hacienda
	CAPÍTULO I. Del Régimen Económico y Fiscal de Canarias
	Artículo 165. Disposiciones generales.
	Artículo 166. Principios básicos.
	Artículo 167. Modificación.
	Artículo 168. Principio de solidaridad interterritorial.

	CAPÍTULO II. Del régimen financiero y tributario
	Artículo 169. Los recursos de la hacienda autonómica canaria.
	Artículo 170. Los recursos de las islas.
	Artículo 171. Principio de autonomía financiera.
	Artículo 172. Participación en los tributos estatales.
	Artículo 173. Recargos.
	Artículo 174. Reclamaciones económico-administrativas.
	Artículo 175. Gestión de los fondos europeos.
	Artículo 176. Medidas compensatorias.
	Artículo 177. Asignaciones complementarias.
	Artículo 178. Operaciones de crédito y deuda.
	Artículo 179. Planificación económica.
	Artículo 180. Coordinación de políticas fiscales y financieras.
	Artículo 181. Instrumentos de Solidaridad Interinsular.
	Artículo 182. Beneficios fiscales.
	Artículo 183. Reserva de ley.
	Artículo 184. Otras competencias del Gobierno.
	Artículo 185. Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma.
	Artículo 186. Gestión de tributos.
	Artículo 187. Colaboración interadministrativa.
	Artículo 188. Sector público económico autonómico.

	CAPÍTULO III. Del patrimonio
	Artículo 189. El patrimonio de la Comunidad Autónoma.
	Artículo 190. El patrimonio insular.

	TÍTULO VII. De las relaciones institucionales y acción exterior de la Comunidad Autónoma de Canarias
	CAPÍTULO I. Relaciones interadministrativas
	Artículo 191. Relaciones de colaboración y de cooperación.
	Artículo 192. Comisión Bilateral de Cooperación.
	Artículo 193. Convenios y acuerdos de cooperación con otras Comunidades Autónomas.
	Artículo 194. Relaciones con otras administraciones públicas canarias.

	CAPÍTULO II. Acción exterior de Canarias
	Artículo 195. Acción exterior.
	Artículo 196. Relaciones con la Unión Europea.
	Artículo 197. Aplicación y desarrollo del Derecho de la Unión Europea.
	Artículo 198. Información y participación en los tratados internacionales.
	Artículo 199. Actuaciones ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea.

	TÍTULO VIII. De la reforma del Estatuto
	Artículo 200. Procedimiento general de reforma del Estatuto.
	Artículo 201. Del procedimiento de reforma abreviado.
	Artículo 202. Audiencia a los cabildos insulares.

	[Disposiciones adicionales]
	Disposición adicional primera. Tributos cedidos.
	Disposición adicional segunda. La Agencia Tributaria de Canarias.
	Disposición adicional tercera. Compensación por modificaciones tributarias.
	Disposición adicional cuarta. La Comisión Mixta de Transferencias.
	Disposición adicional quinta. Sede de la Delegación del Gobierno.
	Disposición adicional sexta. Gestión de las telecomunicaciones.

	[Disposiciones transitorias]
	Disposición transitoria primera. Sistema electoral.
	Disposición transitoria segunda. Régimen transitorio de los cabildos insulares.

	[Disposiciones derogatorias]
	Disposición derogatoria. Derogación de la Ley Orgánica 10/1982, de 10 de agosto, modificada por la Ley Orgánica 4/1996, de 30 de diciembre.

	[Disposiciones finales]
	Disposición final. Entrada en vigor.

	ANEXO I
	ANEXO II

	§ 3. Ley de Voluntariado de Canarias
	[Preámbulo]
	CAPÍTULO I. Disposiciones generales
	Artículo 1. Objeto.
	Artículo 2. Ámbito de aplicación.
	Artículo 3. El voluntariado.
	Artículo 4. Las personas voluntarias.
	Artículo 5. Las entidades de voluntariado.
	Artículo 6. Áreas de interés social.

	CAPÍTULO II. De los voluntarios
	Artículo 7. Derechos de las personas voluntarias.
	Artículo 8. Deberes de las personas voluntarias.

	CAPÍTULO III. De las entidades de voluntariado
	Artículo 9. Deberes de las entidades de voluntariado.
	Artículo 10. Derechos de las entidades de voluntariado.
	Artículo 11. Acceso de las personas voluntarias a los programas y proyectos de las entidades.

	CAPÍTULO IV. Acreditación, registro y pérdida de la condición de entidad de voluntariado
	Artículo 12. Acreditación y registro.
	Artículo 13. Pérdida de la condición de entidad de voluntariado.

	CAPÍTULO V. Del fomento del voluntariado
	Sección 1.ª Funciones de las Administraciones Públicas de Canarias
	Artículo 14. Desarrollo de funciones.
	Artículo 15. Relación del voluntariado con la Administración Pública.

	Sección 2.ª Ayudas y subvenciones
	Artículo 16. Criterio para la concesión.
	Artículo 17. Actividades de solidaridad, sensibilización, educación y cooperación encaminadas al desarrollo.

	Sección 3.ª De la Comisión Intersectorial de Voluntariado
	Artículo 18. Funciones y composición.

	Sección 4.ª Información y participación
	Artículo 19. De la Oficina de Información y Asesoramiento del Voluntariado.
	Artículo 20. Impulso y promoción de la acción voluntaria.
	Artículo 21. Catálogo de entidades de voluntariado.

	[Disposiciones adicionales]
	Disposición adicional primera. Contenido de los programas y proyectos.
	Disposición adicional segunda. Participación del personal al servicio de la Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias o de sus organismos autónomos y empresas dependientes en actividades de solidaridad, sensibilización, educación y cooperación encaminadas al desarrollo.
	Disposición adicional tercera. Modificación de la Ley de Servicios Sociales.

	[Disposiciones transitorias]
	Disposición transitoria única. Plazo de adecuación a la norma.

	[Disposiciones derogatorias]
	Disposición derogatoria única. Derogación de disposiciones.

	[Disposiciones finales]
	Disposición final primera. Facultades de desarrollo.
	Disposición final segunda. Entrada en vigor.


	§ 4. Ley por la que se regula la atención temprana en Canarias
	[Preámbulo]
	TÍTULO PRELIMINAR
	CAPÍTULO I. Disposiciones generales
	Artículo 1. Objeto.
	Artículo 2. Conceptos en la atención temprana.

	CAPÍTULO II. Población destinataria, principios, finalidad, objetivos y contenidos
	Artículo 3. Población destinataria.
	Artículo 4. Principios rectores.
	Artículo 5. Finalidad y objetivos específicos de la atención temprana.
	Artículo 6. Contenido.

	CAPÍTULO III. Intervención y competencias
	Artículo 7. Niveles de intervención.
	Artículo 8. Modalidades de intervención.
	Artículo 9. Competencias de la atención temprana.

	TÍTULO I. Seguimiento de menores de riesgo y atención/intervención temprana
	Articulo 10. Unidades de atención temprana (UAT).
	Artículo 11. Derivación y seguimiento en las unidades de atención temprana.
	Artículo 12. Composición y funciones de las unidades de atención temprana.
	Artículo 13. Criterios de inclusión en las unidades de atención temprana.
	Artículo 14. Gestión del alta en la unidad de atención temprana.

	TÍTULO II. Coordinación y planificación
	Artículo 15. Coordinación interdisciplinar.
	Artículo 16. Comisión Técnica de Atención Temprana.
	Artículo 17. Plan Integral de Atención Temprana.

	[Disposiciones adicionales]
	Disposición adicional primera. Constitución de los órganos colegiados en materia de atención temprana.
	Disposición adicional segunda. Aprobación del protocolo de atención temprana.
	Disposición adicional tercera. Desarrollo de un sistema integral de información y gestión de los servicios de atención temprana.
	Disposición adicional cuarta. Aprobación del Plan Integral de Atención Temprana.

	[Disposiciones transitorias]
	Disposición transitoria única. Aplicación de la Estrategia sobre atención temprana.

	[Disposiciones derogatorias]
	Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

	[Disposiciones finales]
	Disposición final primera. Habilitación para el desarrollo de la ley.
	Disposición final segunda. Entrada en vigor.


	§ 5. Ley de Servicios Sociales de Canarias
	[Preámbulo]
	TÍTULO PRELIMINAR. Disposiciones generales
	Artículo 1. Objeto.
	Artículo 2. Ámbito de aplicación.
	Artículo 3. Derecho subjetivo a los servicios sociales.
	Artículo 4. El sistema público de servicios sociales.
	Artículo 5. Definiciones.
	Artículo 6. Objetivos del sistema público de servicios sociales.
	Artículo 7. Principios rectores del sistema público de servicios sociales.
	Artículo 8. Recursos, centros y servicios del sistema público de servicios sociales.

	TÍTULO I. Personas usuarias y profesionales del sistema público de servicios sociales
	Artículo 9. Personas con acceso al sistema público de servicios sociales.
	Artículo 10. Derechos de las personas usuarias del sistema público de servicios sociales.
	Artículo 11. Derechos específicos de las personas usuarias de centros y servicios de atención diurna/nocturna y estancia residencial.
	Artículo 12. Obligaciones de las personas usuarias del sistema público de servicios sociales.
	Artículo 13. Derechos de las personas profesionales del sistema público de servicios sociales.
	Artículo 14. Obligaciones de las personas profesionales del sistema público de servicios sociales.
	Artículo 15. Carta de derechos y obligaciones.

	TÍTULO II. Catálogo de servicios y prestaciones del sistema público de servicios sociales
	CAPÍTULO I. Disposiciones generales
	Artículo 16. Definición del catálogo de servicios y prestaciones.
	Artículo 17. Elaboración y aprobación del catálogo de servicios y prestaciones.
	Artículo 18. Prestaciones del sistema público de servicios sociales.
	Artículo 19. Acceso a las prestaciones del sistema público de servicios sociales.

	CAPÍTULO II. Contenido del catálogo de servicios y prestaciones
	Artículo 20. Servicios del sistema público de servicios sociales.
	Artículo 21. Prestaciones económicas del sistema público de servicios sociales.
	Artículo 22. Prestaciones tecnológicas del sistema público de servicios sociales.
	Artículo 23. Otros servicios y prestaciones del sistema público de servicios sociales.

	TÍTULO III. Estructura funcional, coordinación, cooperación, participación y ética
	CAPÍTULO I. De la estructura funcional
	Artículo 24. Niveles de atención del sistema público de servicios sociales.
	Artículo 25. Servicios sociales de atención primaria y comunitaria.
	Artículo 26. Funciones de los servicios sociales de atención primaria y comunitaria.
	Artículo 27. Servicios sociales de atención especializada.
	Artículo 28. Funciones de los servicios sociales de atención especializada.
	Artículo 29. Atención a las urgencias y emergencias sociales.

	CAPÍTULO II. De la coordinación y la cooperación
	Artículo 30. Disposiciones generales.

	Sección 1.ª De la Conferencia Sectorial de Servicios Sociales
	Artículo 31. Conferencia Sectorial de Servicios Sociales.

	Sección 2.ª De los otros instrumentos de coordinación interdepartamental e interadministrativa
	Artículo 32. Disposiciones generales.
	Artículo 33. Sistema Canario Unificado de Información.
	Artículo 34. Registro único de entidades, centros y servicios.
	Artículo 35. Historia social única.
	Artículo 36. Plan de intervención social.
	Artículo 37. Tratamiento de datos de carácter personal.

	Sección 3.ª De la coordinación y colaboración de carácter social y sanitario
	Artículo 38. Atención integrada de carácter social y sanitario.
	Artículo 39. Estructuras de coordinación sociosanitaria.

	CAPÍTULO III. De la participación
	Artículo 40. Disposición general.
	Artículo 41. Consejo General de Servicios Sociales.
	Artículo 42. Funciones y estructura del Consejo General de Servicios Sociales.
	Artículo 43. Consejos insulares y municipales de servicios sociales.
	Artículo 44. Consejos sectoriales.

	CAPÍTULO IV. Ética y servicios sociales
	Artículo 45. Comité de Ética de los Servicios Sociales.
	Artículo 46. Funciones del Comité de Ética.

	TÍTULO IV. Régimen competencial y financiación
	CAPÍTULO I. De las competencias
	Artículo 47. Atribuciones públicas.
	Artículo 48. Competencias de la Administración pública de la Comunidad Autónoma de Canarias.
	Artículo 49. Competencias de los cabildos insulares.
	Artículo 50. Competencias de los municipios.

	CAPÍTULO II. De la financiación
	Artículo 51. Principios de financiación del sistema público de servicios sociales.
	Artículo 52. Fuentes de financiación.
	Artículo 53. Criterios de financiación de la Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias.
	Artículo 54. Obligaciones de las administraciones competentes.
	Artículo 55. Aportación económica de las personas usuarias.
	Artículo 56. Financiación de los servicios sociales de atención primaria y comunitaria.
	Artículo 57. Financiación de los servicios sociales especializados.
	Artículo 58. Partenariado, patrocinio y mecenazgo en el sistema público de servicios sociales.

	TÍTULO V. Formas de provisión de los servicios sociales
	Artículo 59. Disposición general.

	CAPÍTULO I. Gestión directa de los servicios sociales
	Artículo 60. Gestión directa.

	CAPÍTULO II. Formas de participación de la iniciativa privada
	Artículo 61. Formas de la iniciativa privada.
	Artículo 62. Régimen de actuación de las entidades de iniciativa privada.

	CAPÍTULO III. Régimen de concertación social
	Artículo 63. Régimen de concertación en el sistema público de los servicios sociales con entidades de iniciativa social.
	Artículo 64. Objeto de los conciertos.
	Artículo 65. Requisitos de las entidades.
	Artículo 66. Motivación para la suscripción de los conciertos y publicidad.
	Artículo 67. Formalización de los conciertos.
	Artículo 68. Efectos de los conciertos.
	Artículo 69. Duración, renovación, modificación y extinción de los conciertos.

	CAPÍTULO IV. De la autorización y acreditación
	Artículo 70. Autorización de centros y servicios.
	Artículo 71. Acreditación administrativa.
	Artículo 72. Resolución, vigencia, revocación, suspensión y extinción de la autorización y acreditación administrativa.

	TÍTULO VI. Planificación del sistema público de servicios sociales
	CAPÍTULO I. De la planificación de los servicios sociales
	Artículo 73. La planificación de los servicios sociales.
	Artículo 74. Plan estratégico de servicios sociales.
	Artículo 75. Planes sectoriales de servicios sociales.
	Artículo 76. Mapa de servicios sociales.

	CAPÍTULO II. De la calidad, evaluación e inspección de los servicios sociales
	Sección 1.ª Calidad de los servicios sociales
	Artículo 77. Calidad de los servicios sociales.
	Artículo 78. Fomento de la formación en los servicios sociales.
	Artículo 79. Investigación e innovación tecnológica en los servicios sociales.
	Artículo 80. Estabilidad laboral y calidad del empleo.

	Sección 2.ª De la evaluación de los servicios sociales
	Artículo 81. Evaluación del sistema público de servicios sociales.

	Sección 3.ª Observatorio Canario de los Servicios Sociales
	Artículo 82. Observatorio Canario de los Servicios Sociales.
	Artículo 83. Funciones del Observatorio Canario de los Servicios Sociales.

	Sección 4.ª De la inspección de los servicios sociales
	Artículo 84. Competencias.
	Artículo 85. Ámbito de aplicación.
	Artículo 86. Finalidad y funciones de la inspección.
	Artículo 87. Configuración y facultades del personal inspector.
	Artículo 88. Deber de colaboración de las entidades, sujetos prestadores y personas usuarias.
	Artículo 89. Planificación de las actuaciones inspectoras.

	TÍTULO VII. Régimen sancionador
	CAPÍTULO I. Disposiciones generales
	Artículo 90. Infracciones en materia de servicios sociales.
	Artículo 91. Concurrencia de infracciones y delitos.
	Artículo 92. Actas de inspección.
	Artículo 93. Sujetos responsables.
	Artículo 94. Medidas provisionales.
	Artículo 95. Criterios de graduación de las sanciones.
	Artículo 96. Prescripciones de las infracciones y sanciones.
	Artículo 97. Órganos sancionadores.
	Artículo 98. Plazo de resolución de los procedimientos sancionadores.
	Artículo 99. Recursos.
	Artículo 100. Ejecución forzosa.

	CAPÍTULO II. Infracciones y sanciones de centros y servicios sociales
	Artículo 101. Infracciones leves.
	Artículo 102. Infracciones graves.
	Artículo 103. Infracciones muy graves.
	Artículo 104. Sanciones.

	CAPÍTULO III. Infracciones y sanciones de las personas usuarias de servicios sociales
	Artículo 105. Infracciones leves.
	Artículo 106. Infracciones graves.
	Artículo 107. Infracciones muy graves.
	Artículo 108. Sanciones.

	[Disposiciones adicionales]
	Disposición adicional primera. Plan de inclusión social y contra la pobreza.
	Disposición adicional segunda. Primer diagnóstico del Observatorio Canario de los Servicios Sociales.
	Disposición adicional tercera. Plazo para la aprobación del catálogo de servicios y prestaciones del sistema público de servicios sociales.
	Disposición adicional cuarta. Instrumentos de coordinación interdepartamental e interadministrativa.
	Disposición adicional quinta. Reforzamiento de los servicios de inspección.
	Disposición adicional sexta. Desarrollo del artículo 24 del Estatuto de Autonomía de Canarias.
	Disposición adicional séptima. Cláusulas sociales en la contratación pública.
	Disposición adicional octava. Plazo de tramitación de los procedimientos sancionadores en materia de políticas sociales, dependencia y discapacidad y de la protección a la infancia y la familia.
	Disposición adicional novena. Régimen jurídico para el ejercicio del derecho a la no inmovilización, restricción o sujeción física.
	Disposición adicional décima. Ayudas a los traslados de personas usuarias y sus acompañantes fuera de su isla de residencia y dentro del territorio nacional.
	Disposición adicional undécima. Criterios para la determinación de la capacidad económica de las personas usuarias del sistema público de servicios sociales.
	Disposición adicional duodécima. Financiación.
	Disposición adicional decimotercera. Régimen de compatibilidades e incompatibilidades de las prestaciones de atención a la dependencia en la Comunidad Autónoma de Canarias.
	Disposición adicional decimocuarta. Colaboración entre el sistema público de servicios sociales y el sistema judicial.

	[Disposiciones transitorias]
	Disposición transitoria primera. Disposiciones vigentes con carácter transitorio.
	Disposición transitoria segunda. Obligación de comunicación de las entidades de iniciativa social.
	Disposición transitoria tercera. Prórroga temporal de la financiación de los servicios prestados por la iniciativa social.
	Disposición transitoria cuarta. Autorización y acreditación provisional de funcionamiento de los centros y servicios contemplados en esta ley.

	[Disposiciones derogatorias]
	Disposición derogatoria única. Disposiciones que se derogan.

	[Disposiciones finales]
	Disposición final primera. Desarrollo y ejecución.
	Disposición final segunda. Modificación de la Ley 2/2015, de 9 de febrero, de modificación de la Ley 1/2007, de 17 de enero, por la que se regula la Prestación Canaria de Inserción.
	Disposición final tercera. Modificación de la Ley 1/2007, de 17 de enero, por la que se regula la Prestación Canaria de Inserción.
	Disposición final cuarta. Modificación de la disposición adicional primera del Decreto 131/2011, de 17 de mayo, por el que se establecen las intensidades de protección de los servicios y los criterios para determinar las compatibilidades y las incompatibilidades entre las prestaciones de atención a la dependencia del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Canarias.
	Disposición final quinta. Modificación del artículo 34 de la Ley 3/1996, de 11 de julio, de participación de las personas mayores y de la solidaridad entre generaciones.
	Disposición final sexta. Entrada en vigor.


	§ 6. Ley de la renta canaria de ciudadanía
	[Preámbulo]
	TÍTULO PRELIMINAR. Disposiciones generales
	Artículo 1. Objeto.
	Artículo 2. Del derecho a la inclusión social.
	Artículo 3. De las situaciones de exclusión, vulnerabilidad social y pobreza.
	Artículo 4. Principios básicos.
	Artículo 5. Modelo de atención.
	Artículo 6. Personas titulares y beneficiarias de la renta de ciudadanía.
	Artículo 7. Unidad de convivencia.
	Artículo 8. Vivienda, alojamiento o espacio habitacional.

	TÍTULO I. Derecho a las prestaciones económicas
	CAPÍTULO I. La renta de ciudadanía
	Sección 1.ª Concepto, naturaleza y características
	Artículo 9. Concepto.
	Artículo 10. Naturaleza.
	Artículo 11. Carácter subsidiario y complementario.

	Sección 2.ª Requisitos de acceso, modalidades, incompatibilidades y determinación de recursos
	Artículo 12. Requisitos generales.
	Artículo 13. Requisitos económicos.
	Artículo 14. Requisitos relativos a la edad y a otras circunstancias personales.
	Artículo 15. Modalidades.
	Artículo 16. Requisitos específicos para la modalidad de renta de ciudadanía para la inclusión social de jóvenes.
	Artículo 17. Cambio de modalidad.
	Artículo 18. Incompatibilidades.
	Artículo 19. Determinación de recursos.

	Sección 3.ª Importe, estímulos al empleo y pago
	Artículo 20. Importe de la renta de ciudadanía.
	Artículo 21. Estímulos al empleo.
	Artículo 22. Devengo y pago.

	Sección 4.ª Procedimiento de acceso a la renta de ciudadanía
	Artículo 23. Solicitud.
	Artículo 24. Comprobación de los requisitos.
	Artículo 25. Subsanación.
	Artículo 26. Resolución, plazo para resolver, notificación y silencio administrativo.
	Artículo 27. Tramitación simplificada.
	Artículo 28. Recursos.
	Artículo 29. Confidencialidad y protección de datos.

	Sección 5.ª Revisión, duración, modificación, suspensión y extinción
	Artículo 30. Revisión.
	Artículo 31. Duración del derecho.
	Artículo 32. Modificación.
	Artículo 33. Silencio administrativo de los procedimientos de modificación.
	Artículo 34. Suspensión.
	Artículo 35. Extinción.
	Artículo 36. Efectos de la suspensión y extinción.
	Artículo 37. Obligación de reintegro.

	Sección 6.ª Derechos y obligaciones de las personas beneficiarias
	Artículo 38. Derechos.
	Artículo 39. Obligaciones.

	Sección 7.ª Ejercicio conjunto de los derechos a la prestación económica y a la inclusión social y/o inserción laboral
	Artículo 40. Disposiciones generales.
	Artículo 41. Personas en situación de urgencia o emergencia social.

	CAPÍTULO II. Complementos de vivienda, de educación y a las pensiones no contributivas
	Artículo 42. Complementos de vivienda y de educación.
	Artículo 43. Complemento a las pensiones no contributivas.

	TÍTULO II. Derecho a los programas y servicios de inclusión social y/o inserción laboral
	Artículo 44. Personas titulares del derecho a los programas y servicios de inclusión social y/o inserción laboral.
	Artículo 45. Programas y servicios.
	Artículo 46. Acceso a los programas y servicios de inclusión social y/o inserción laboral.
	Artículo 47. Plan de atención personalizado.
	Artículo 48. Itinerarios de inclusión.

	TÍTULO III. Infracciones y sanciones
	Artículo 49. Sujetos responsables.
	Artículo 50. Infracciones leves.
	Artículo 51. Infracciones graves.
	Artículo 52. Infracciones muy graves.
	Artículo 53. Sanciones.
	Artículo 54. Graduación de las sanciones.
	Artículo 55. Prescripciones.
	Artículo 56. Procedimiento sancionador.
	Artículo 57. Administración competente en el procedimiento sancionador.

	TÍTULO IV. Competencias y financiación de la renta de ciudadanía
	CAPÍTULO I. Competencias administrativas
	Artículo 58. Competencias de la Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias.
	Artículo 59. Competencias de los ayuntamientos.

	CAPÍTULO II. Financiación de la renta de ciudadanía
	Artículo 60. Financiación.
	Artículo 61. Convenios y conciertos sociales.

	[Disposiciones adicionales]
	Disposición adicional primera. Actualización del valor del importe.
	Disposición adicional segunda. Intercambio de información y protección de datos.
	Disposición adicional tercera. Uso de aplicaciones para la gestión.
	Disposición adicional cuarta. Colaboración de los cabildos insulares en la gestión de la renta de ciudadanía.
	Disposición adicional quinta. Evaluación.
	Disposición adicional sexta. Bonificaciones por la contratación laboral de personas beneficiarias de la renta de ciudadanía.

	[Disposiciones transitorias]
	Disposición transitoria primera. Régimen transitorio de las personas perceptoras de la prestación canaria de inserción a la entrada en vigor de la presente ley.
	Disposición transitoria segunda. Régimen transitorio de solicitudes de la prestación canaria de inserción pendientes de resolución a la entrada en vigor de la presente ley.
	Disposición transitoria tercera. Régimen transitorio para la percepción de la prestación canaria de inserción hasta la entrada en vigor de la presente ley.
	Disposición transitoria cuarta. Régimen transitorio para la percepción escalonada de la renta de ciudadanía.
	Disposición transitoria quinta. Financiación municipal.

	[Disposiciones derogatorias]
	Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

	[Disposiciones finales]
	Disposición final primera. Habilitación normativa.
	Disposición final segunda. Entrada en vigor.


	§ 7. Ley de participación de las personas mayores y de la solidaridad entre generaciones [parcial]
	TÍTULO PRELIMINAR. Del ámbito de aplicación y criterios de actuación
	Artículo 1. Objeto.
	Artículo 2. Ámbito de aplicación.
	Artículo 3. Criterios de actuación.

	TÍTULO II. Condiciones básicas de los alojamientos y estancias
	CAPÍTULO I. Criterios de actuación
	Artículo 15. Apoyo a la permanencia en el propio hogar.

	CAPÍTULO II
	Sección 2.ª De los tipos de alojamientos y de estancias
	Artículo 25. Centros de atención sociosanitaria.
	Artículo 26. Centros residenciales de válidos.
	Artículo 27. Centros residenciales mixtos.
	Artículo 28. Viviendas tuteladas.
	Artículo 29. Centros de día.
	Artículo 30. Centros de estancia diurna.
	Artículo 31. Centros de estancia nocturna.
	Artículo 32. Centros de alojamiento o estancia singulares.
	Artículo 33. Condiciones específicas de los centros.

	TÍTULO III. De la protección de los derechos de los mayores
	CAPÍTULO I
	Artículo 34. De la tutela legal de personas mayores incapacitadas.


	§ 8. Ley de Prevención y Protección Integral de las Mujeres contra la Violencia de Género [parcial]
	TÍTULO I. Disposiciones generales
	Artículo 1. Objeto y fines.
	Artículo 3. Formas de violencia de género.
	Artículo 4. Situaciones de violencia de género.

	TÍTULO III. Del programa de prevención frente a la violencia de género
	CAPÍTULO II. De las actuaciones específicas de prevención
	Sección 2.ª Actuaciones de estudio, divulgación, información y formación
	Artículo 15. Información.

	TÍTULO IV. Del programa de servicios sociales frente a situaciones de violencia de género
	CAPÍTULO I. Disposiciones generales
	Artículo 21. Funciones.
	Artículo 22. Principios de actuación.

	CAPÍTULO II. De los servicios y centros que integran el sistema asistencial
	Subsección 2.ª De los Centros de Acogida Inmediata
	Artículo 27. Funciones.

	Subsección 3.ª De las Casas de Acogida
	Artículo 28. Funciones.

	Subsección 4.ª De los Pisos Tutelados
	Artículo 30. Funciones.

	TÍTULO V. Competencias de las Administraciones Públicas Canarias
	CAPÍTULO I. Delimitación de las competencias
	Sección 3.ª De las competencias de las islas
	Artículo 45. Delimitación de competencias.


	§ 9. Ley canaria de igualdad entre mujeres y hombres [parcial]
	TÍTULO PRELIMINAR. Disposiciones generales
	Artículo 1. Objeto y finalidad.
	Artículo 4. Principios generales que informan la actuación de la Administración pública.

	TÍTULO II. Medidas para promover la igualdad de género
	CAPÍTULO I. Igualdad en la educación
	Sección 1.ª Enseñanza no universitaria
	Artículo 16. Promoción de la igualdad de género en los centros educativos.

	CAPÍTULO II. De la igualdad en el empleo
	Subsección 1.ª Igualdad en el ámbito laboral en el sector privado
	Artículo 25. Perspectivas de género en el Sistema Público de Empleo y Formación de Canarias.
	Artículo 30. Perspectiva de género en los ámbitos laboral, empresarial y sindical de Canarias.

	CAPÍTULO IV. Políticas de promoción y protección de la salud y de bienestar social
	Sección 1.ª Promoción y protección de la salud
	Artículo 45. Perspectiva de género en el Sistema Sanitario Público de Canarias.
	Artículo 47. Igualdad y perspectiva de género en la protección y promoción de la salud.

	Sección 2.ª Políticas de bienestar social
	Artículo 48. Igualdad en las políticas de bienestar social.
	Artículo 49. Mujeres mayores.
	Artículo 50. Cuidadoras y cuidadores de personas dependientes.
	Artículo 51. Inclusión social.
	Artículo 54. Personas con discapacidad.


	§ 10. Ley de medidas urgentes para personas en situación de vulnerabilidad por el COVID-19 [parcial]
	TÍTULO I. Ingreso canario de emergencia
	CAPÍTULO I. Objeto y personas beneficiarias
	Artículo 1. Objeto.
	Artículo 2. Incompatibilidad.
	Artículo 3. Personas beneficiarias.
	Artículo 4. Requisitos de las personas beneficiarias.
	Artículo 5. Obligaciones de las personas solicitantes y beneficiarias.

	CAPÍTULO II. Régimen económico y tramitación de los expedientes
	Artículo 6. Importe del ingreso canario de emergencia (ICE).
	Artículo 7. Duración.
	Artículo 8. Inicio del procedimiento, forma y plazo de presentación de solicitudes.
	Artículo 9. Comprobación de los requisitos.
	Artículo 10. Resolución, notificación y pago.


	§ 11. Ley de igualdad social y no discriminación por razón de identidad de género [parcial]
	TÍTULO PRELIMINAR. Disposiciones generales
	Artículo 1. Objeto de la ley.
	Artículo 2. Definiciones.
	Artículo 4. Principios rectores y derechos reconocidos.
	Artículo 5. Reconocimiento y apoyo institucional.

	TÍTULO II. Atención sanitaria a las personas trans e intersexuales
	CAPÍTULO III. Asistencia sanitaria a personas trans
	Artículo 26. Atención sanitaria a las personas trans menores de edad.

	TÍTULO IV. Medidas en el ámbito social
	Artículo 40. Apoyo y protección en situación de especial vulnerabilidad.


	§ 12. Ley de Políticas de Juventud de Canarias [parcial]
	TÍTULO I. Disposiciones generales
	Artículo 1. Objeto y finalidad.
	Artículo 2. Ámbito de aplicación.
	Artículo 3. Principios rectores.
	Artículo 4. Principios de actuación.

	TÍTULO IV. Participación juvenil
	CAPÍTULO III. Consejo de la Juventud de Canarias
	Sección 1.ª Disposiciones generales
	Artículo 24. Naturaleza y régimen jurídico.
	Artículo 26. Funciones.

	Sección 2.ª Regímenes de actuación
	TÍTULO V. Planificación de las políticas de juventud
	CAPÍTULO I. El Plan Integral de Juventud de Canarias
	Artículo 38. Naturaleza del plan, definición y aplicación.

	CAPÍTULO II. Sectores de actuación
	Artículo 44. Líneas de intervención.

	TÍTULO VI. Servicios y equipamientos juveniles
	CAPÍTULO III. Otros servicios y recursos de promoción juvenil
	Artículo 55. Promoción de servicios juveniles.
	Artículo 56. Recursos y equipamientos juveniles.


	§ 13. Ley sobre prevención, asistencia e inserción social en materia de drogodependencias
	[Preámbulo]
	TÍTULO PRELIMINAR. Disposiciones generales
	Artículo 1. Objeto de la Ley.
	Artículo 2. Definiciones.
	Artículo 3. Sujetos protegidos.

	TÍTULO I. La prevención de las drogodependencias
	Artículo 4. Objetivos generales.
	Artículo 5. Criterios de actuación.
	Artículo 6. Información.
	Artículo 7. Educación para la salud.
	Artículo 8. Formación.
	Artículo 9. Intervención sobre condiciones sociales.

	TÍTULO II. Asistencia e integración social
	Artículo 10. Criterios generales.
	Artículo 11. Criterios de actuación.
	Artículo 12. Actuaciones en materia de asistencia e integración social.
	Artículo 13. Derechos de las personas drogodependientes.
	Artículo 14. Garantía de los derechos de las personas drogodependientes.
	Artículo 15. Red asistencial.
	Artículo 16. Niveles asistenciales.
	Artículo 17. Inserción social.
	Artículo 18. Cooperación con los medios de comunicación social.

	TÍTULO III. Reducción de la oferta
	CAPÍTULO ÚNICO. De las limitaciones a la publicidad, venta y consumo de bebidas alcohólicas y tabaco
	Artículo 19. De la publicidad del alcohol y del tabaco.
	Artículo 20. Bebidas alcohólicas.
	Artículo 21. Acceso de menores a locales.
	Artículo 22. Tabaco.
	Artículo 23. Atención a las personas con problemas de alcohol y tabaco.

	TÍTULO IV. Planificación, coordinación y participación
	CAPÍTULO I. Plan Canario sobre Drogas
	Artículo 24. Naturaleza y características.
	Artículo 25. Contenido del Plan.
	Artículo 26. Elaboración y aprobación del Plan.

	CAPÍTULO II. De la coordinación y de la participación social
	Artículo 27. Órganos de coordinación.
	Artículo 28. Fomento de las iniciativas sociales.
	Artículo 29. Funciones de la iniciativa social.
	Artículo 30. Voluntariado.

	TÍTULO V. Competencias de las Administraciones Públicas
	CAPÍTULO I. Competencias de la Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias
	Artículo 31. Competencias del Gobierno de Canarias.
	Artículo 32. Atribuciones del consejero competente en materia de drogodependencias.

	CAPÍTULO II. Competencias de la Administración Local
	Artículo 33. Competencias de las islas.
	Artículo 34. Competencias de los municipios.

	TÍTULO VI. Financiación
	Artículo 35. Financiación presupuestaria.

	TÍTULO VII. Infracciones y sanciones
	Artículo 36. Régimen sancionador.
	Artículo 37. Infracciones. Clasificación.
	Artículo 38. Infracciones. Tipos.
	Artículo 39. Sanciones.
	Artículo 40. Prescripción de las infracciones y de las sanciones.
	Artículo 41. Competencias del régimen sancionador.

	[Disposiciones adicionales]
	Disposición adicional primera. Modificación de la Ley de Atención Integral a los Menores.
	Disposición adicional segunda. Modificación de la Ley de Régimen Jurídico de los Espectáculos Públicos y Actividades Clasificadas.

	[Disposiciones transitorias]
	Disposición transitoria primera. Plazo para la adaptación del Plan Canario de Drogas.
	Disposición transitoria segunda. Plazo para la aprobación de los Planes Insulares y Municipales sobre Drogas.
	Disposición transitoria tercera. Plazo de constitución de órganos de coordinación.

	[Disposiciones derogatorias]
	Disposición derogatoria. Cláusula general de derogación.

	[Disposiciones finales]
	Disposición final primera. Desarrollo y aplicación de la presente Ley.
	Disposición final segunda. Entrada en vigor.


	§ 14. Ley de Ordenación Sanitaria de Canarias [parcial]
	TÍTULO PRELIMINAR
	Artículo 1. Objeto y alcance de la Ley.

	CAPÍTULO II. Derechos y deberes de los ciudadanos en el Sistema Canario de la Salud
	Sección 1.ª Derechos
	Artículo 9. Derecho a programas y actuaciones especiales y preferentes.
	Artículo 10. Derechos específicos de los enfermos mentales.

	Sección 3.ª Efectividad de los derechos y los deberes
	Artículo 12. Garantías.

	TÍTULO II. Estructura pública sanitaria de Canarias
	CAPÍTULO I. Definición y funciones
	Artículo 23. Funciones de la estructura sanitaria pública.


	§ 15. Ley de derechos y garantías dignidad de la persona ante el proceso final de su vida [parcial]
	TÍTULO I. Disposiciones generales
	Artículo 1. Objeto.
	Artículo 2. Fines.
	Artículo 3. Ámbito de aplicación.
	Artículo 4. Principios básicos.
	Artículo 5. Definiciones.

	TÍTULO II. Derechos de las personas ante el proceso final de su vida
	Artículo 10. Derechos de las personas en situaciones de incapacidad respecto a la información, la toma de decisiones y el consentimiento informado.

	TÍTULO III. Deberes de los profesionales sanitarios que atienden a pacientes ante el proceso final de su vida
	Artículo 20. Deberes respecto a las personas que puedan hallarse en situación de incapacidad de hecho.
	Artículo 21. Deberes respecto a la adecuación del esfuerzo terapéutico.

	TÍTULO IV. Garantías que proporcionarán las instituciones sanitarias
	Artículo 24. Acompañamiento asistencial.
	Artículo 27. Estancia en habitación individual para personas en situación terminal.


	§ 16. Ley de la Función Pública Canaria [parcial]
	TÍTULO IV. De los funcionarios de carrera
	CAPÍTULO IV. Régimen estatutario
	Sección 6.ª Permisos y licencias
	Artículo 49.

	TÍTULO VI. De la selección del personal
	CAPÍTULO IV. Programas especiales de acceso
	Artículo 79.
	Artículo 80.


	§ 17. Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de tributos cedidos [parcial]
	TÍTULO II. Normas sustantivas sobre tributos cedidis de naturaleza directa
	CAPÍTULO I. Impuesto sobre la renta de las personas físicas
	Artículo 10. Deducciones por nacimiento o adopción de hijos.
	Artículo 11. Deducción por contribuyentes con discapacidad y mayores de 65 años.
	Artículo 11 ter. Deducción para familias monoparentales.
	Artículo 13. Deducción por familia numerosa.
	Artículo 14 ter. Deducción por obras de adecuación de la vivienda habitual por razón de discapacidad.
	Artículo 14 quater. Límite en las deducciones de los artículos 6, 14, 14-bis y 14-ter.
	Artículo 16 ter. Deducción por gasto de enfermedad.
	Artículo 16 quater. Deducción por familiares dependientes con discapacidad.

	Sección I. Adquisiciones por causa de muerte
	Artículo 20 bis. Reducción por discapacidad.
	Artículo 20 ter. Reducción por edad.
	Artículo 24. Reducción por sobreimposición decenal.
	Artículo 24 bis. Disposiciones comunes a las reducciones establecidas en la presente sección.
	Artículo 26 ter. Reducción por la donación de cantidades en metálico con destino a la adquisición o rehabilitación de la vivienda habitual.
	Artículo 26 quinquies. Reducción por aportaciones a patrimonios protegidos de personas con discapacidad.
	Artículo 29 bis. Exención de los patrimonios especialmente protegidos de los contribuyentes con discapacidad.

	TÍTULO III. Normas sustantivas sobre tributos cedidos de naturaleza indirecta
	CAPÍTULO I. Impuesto sobre transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documentados
	Artículo 32. Tipo de gravamen reducido en la adquisición de vivienda habitual por familias numerosas.
	Artículo 33. Tipo de gravamen reducido en la adquisición de vivienda habitual por personas con discapacidad.

	[Disposiciones adicionales]
	Disposición adicional primera. Medidas extraordinarias en el ámbito del impuesto sobre la renta de las personas físicas, por la erupción volcánica de la isla de La Palma.
	Disposición adicional segunda. Medidas extraordinarias en el ámbito del impuesto sobre sucesiones y donaciones, por la erupción volcánica de la isla de La Palma.
	Disposición adicional tercera. Medida extraordinaria en el ámbito de la Tasa fiscal sobre rifas, tómbolas, apuestas y combinaciones aleatorias, por la erupción volcánica de la isla de La Palma.
	Disposición adicional cuarta. Medidas extraordinarias en el ámbito del impuesto sobre la renta de las personas físicas, por la situación inflacionaria.


	§ 18. Ley de Vivienda de Canarias [parcial]
	TÍTULO I. Disposiciones generales
	Artículo 1. Objeto.

	TÍTULO IV. De las viviendas protegidas
	CAPÍTULO II. Clases de viviendas protegidas
	Artículo 47. Adjudicación.

	TÍTULO VII. De las viviendas libres
	Artículo 77. Concepto.
	Artículo 78. Regulación.
	Disposición adicional octava. De los pisos tutelados.


	§ 19. Ley de Accesibilidad y Supresión de Barreras Físicas y de la Comunicación
	[Preámbulo]
	TÍTULO I. Objeto y ámbito de aplicación de la Ley
	Artículo 1. Objeto de la Ley.
	Artículo 2. Ámbito de aplicación de la Ley.
	Artículo 3. Definiciones.
	Artículo 4. Niveles de accesibilidad.

	TÍTULO II. Disposiciones generales sobre accesibilidad
	CAPÍTULO I
	Artículo 5. Características del urbanismo.
	Artículo 6. Accesibilidad de los espacios de concurrencia o de uso público.

	CAPÍTULO II. Disposiciones sobre barreras arquitectónicas (BA)
	Artículo 7. Accesibilidad en las edificaciones de concurrencia o de uso público.
	Artículo 8. Accesibilidad en las edificaciones de uso privado de promoción pública o privada.
	Artículo 9. Espacios reservados.
	Artículo 10. Reserva de viviendas para personas en situación de limitación, movilidad o comunicación reducida.
	Artículo 11. De las adaptaciones interiores de las viviendas.
	Artículo 12. Accesibilidad de los elementos comunes.

	CAPÍTULO III. Disposiciones sobre barreras en los transportes (BT)
	Artículo 13. Accesibilidad en los transportes públicos.
	Artículo 14. Instalaciones fijas del transporte.
	Artículo 15. Material móvil.
	Artículo 16. Accesibilidad en los transportes privados.
	Artículo 17. Del transporte discrecional de viajeros.
	Artículo 18. Taxis y vehículos especiales.

	CAPÍTULO IV. Disposiciones sobre barreras en la comunicación (BC)
	Artículo 19. Accesibilidad en los sistemas de comunicación y señalización.
	Artículo 20. Acceso al entorno de las personas con limitación visual.
	Artículo 21. Acceso al entorno de las personas con limitación auditiva.

	TÍTULO III. Medidas de fomento y de control
	CAPÍTULO I. Medidas de fomento de la accesibilidad y de la supresión de barreras
	Artículo 22. Medidas de fomento.
	Artículo 23. Fondo para la supresión de barreras.
	Artículo 24. Planes de actuación.

	CAPÍTULO II. Medidas de control
	Artículo 25. Medidas de control.

	TÍTULO IV. Régimen sancionador
	Artículo 26. Infracciones y Sanciones.
	Artículo 27. Infracciones.
	Artículo 28. Graduación de las multas.
	Artículo 29. Sujetos responsables.
	Artículo 30. Procedimiento sancionador.
	Artículo 31. Administraciones Públicas competentes para sancionar.
	Artículo 32. Prescripción.

	TÍTULO V. Consejo para la promoción de la accesibilidad y la supresión de barreras
	Artículo 33. Creación, composición y funciones.

	[Disposiciones adicionales]
	Disposición adicional primera.
	Disposición adicional segunda.
	Disposición adicional tercera.
	Disposición adicional cuarta.
	Disposición adicional quinta.
	Disposición adicional sexta.
	Disposición adicional séptima.
	Disposición adicional octava.
	Disposición adicional novena.
	Disposición adicional décima.

	[Disposiciones transitorias]
	Disposición transitoria única.

	[Disposiciones finales]
	Disposición final primera.
	Disposición final segunda.
	Disposición final tercera.
	Disposición final cuarta.


	§ 20. Ley de perros de asistencia para personas con discapacidad
	[Preámbulo]
	CAPÍTULO I. Disposiciones generales
	Artículo 1. Objeto.
	Artículo 2. Ámbito de aplicación.
	Artículo 3. Definición de perros de asistencia.
	Artículo 4. Tipología.
	Artículo 5. Personas usuarias.
	Artículo 6. Entidades y centros de adiestramiento.
	Artículo 7. Capacitación profesional para el adiestramiento de perros de asistencia.

	CAPÍTULO II. Derechos y obligaciones
	Artículo 8. Derecho de acceso al entorno.
	Artículo 9. Determinación de los espacios, transportes y establecimientos públicos o de uso público.
	Artículo 10. Especificidades del derecho de acceso al entorno en el ámbito laboral.
	Artículo 11. Especificidades del derecho de acceso al entorno en espacios, centros y establecimientos de titularidad privada de uso colectivo.
	Artículo 12. Especificidades del ejercicio del derecho de acceso al entorno en los medios de transporte.
	Artículo 13. Derecho de acceso al entorno de las personas encargadas del adiestramiento, instrucción y educación de cachorros de los centros de adiestramiento.
	Artículo 14. Limitaciones al derecho de acceso al entorno.
	Artículo 15. Obligaciones.

	CAPÍTULO III. Reconocimiento, pérdida y suspensión de la condición de perro de asistencia
	Artículo 16. Reconocimiento.
	Artículo 17. Identificación como perro de asistencia.
	Artículo 18. Condiciones sanitarias de los perros de asistencia.
	Artículo 19. Pérdida de la condición de perro de asistencia.
	Artículo 20. Suspensión de la condición de perro de asistencia.
	Artículo 21. Efectos de la pérdida y suspensión de la condición de perro de asistencia.

	CAPÍTULO IV. Infracciones y sanciones
	Artículo 22. Infracciones.
	Artículo 23. Sujetos responsables.
	Artículo 24. Clasificación de las infracciones.
	Artículo 25. Sanciones.
	Artículo 26. Graduación de las sanciones.
	Artículo 27. Potestad sancionadora y competencia.
	Artículo 28. Procedimiento.
	Artículo 29. Prescripción de infracciones y sanciones.
	Artículo 30. Responsabilidad civil.

	[Disposiciones adicionales]
	Disposición adicional primera. Campañas informativas y educativas.
	Disposición adicional segunda. Principio de colaboración y coordinación administrativa.
	Disposición adicional tercera. Convenios.
	Disposición adicional cuarta. Derechos y obligaciones de las personas usuarias de perros de asistencia en estancia temporal en la Comunidad Autónoma de Canarias.
	Disposición adicional quinta. Validez de los reconocimientos oficiales de la condición de perro de asistencia.
	Disposición adicional sexta. Reconocimiento de perros guía entregados a través de la Organización Nacional de Ciegos Españoles (ONCE).
	Disposición adicional séptima. Adaptación terminológica.
	Disposición adicional octava. Registro de perros de asistencia.
	Disposición adicional novena. Extensión de derechos.

	[Disposiciones transitorias]
	Disposición transitoria primera. Adaptación a la nueva normativa.
	Disposición transitoria segunda. Adaptación de las ordenanzas municipales.

	[Disposiciones derogatorias]
	Disposición derogatoria única. Normas que se derogan.

	[Disposiciones finales]
	Disposición final primera. Habilitación reglamentaria.
	Disposición final segunda. Entrada en vigor.


	§ 21. Ley de Ordenación del Transporte Marítimo de Canarias [parcial]
	TÍTULO II. Régimen de prestación de los servicios de transporte marítimo
	CAPÍTULO IV. Derechos y deberes de los pasajeros
	Artículo 24. Derechos.


	§ 22. Ley de Ordenación del Transporte por Carretera de Canarias [parcial]
	TÍTULO PRELIMINAR. Disposiciones generales
	Artículo 3. Clasificación de los transportes.
	Artículo 4. Principios y objetivos generales.

	TÍTULO II. Los sujetos del transporte
	CAPÍTULO I. Los operadores de transportes
	Sección 2.ª Condiciones previas para el ejercicio de la profesión
	Artículo 14. Capacitación profesional.

	CAPÍTULO IV. Los usuarios
	Artículo 26. Acceso a los transportes.

	TÍTULO III. Servicios de transporte por carretera
	CAPÍTULO III. Transporte público regular de viajeros por carretera
	Artículo 46. Planificación y programación de los servicios.

	CAPÍTULO VI. Disposiciones particulares sobre determinados tipos de transportes
	Sección 7.ª Transporte adaptado
	Artículo 78. Definición y requisitos mínimos.

	CAPÍTULO VII. Transporte en taxis
	Artículo 81. Principios.

	TÍTULO V. Inspección y régimen sancionador
	CAPÍTULO II. Infracciones y sanciones
	Artículo 104. Infracciones muy graves.

	[Disposiciones adicionales]
	Disposición adicional primera. Regulación sobre accesibilidad y no discriminación.


	§ 23. Ley de Educación y Formación Permanente de Personas Adultas de Canarias [parcial]
	TÍTULO I. Disposiciones generales
	Artículo 1. Objeto, ámbito y finalidades de la Ley.
	Artículo 2. Principios de la Educación y Formación Permanente de Personas Adultas.
	Artículo 3. Objetivos de la Educación y Formación Permanente de Personas Adultas.

	TÍTULO II. De la promoción y ordenación
	Artículo 4. Líneas programáticas de actuación.
	Artículo 6. De las enseñanzas no formales y del aprendizaje informal.
	Artículo 7. De la formación para el empleo.
	Artículo 9. De la igualdad.

	TÍTULO III. De la educación y formación no presencial
	Artículo 11. De la educación y formación no presencial.

	TÍTULO IV. De la participación y organización
	Artículo 12. De las personas adultas.


	§ 24. Ley de actividades clasificadas y espectáculos públicos y de otras medidas [parcial]
	TÍTULO IV. De los requisitos de las actividades y espectáculos públicos
	Artículo 41. Condiciones técnicas de espectáculos y locales.

	TÍTULO V. Régimen de comprobación, de inspección y sancionador
	CAPÍTULO II. Régimen sancionador
	Sección 2.ª De las infracciones
	Artículo 62. Infracciones muy graves.


	§ 25. Ley Canaria de Educación no Universitaria [parcial]
	TÍTULO PRELIMINAR
	Artículo 1. Objeto y ámbito.
	Artículo 5. Finalidad y objetivos del sistema educativo canario.

	TÍTULO I. De la configuración del sistema educativo, la corresponsabilidad social y la cooperación institucional
	CAPÍTULO I. Agentes y comunidades educativas: derechos y deberes
	Artículo 7. El alumnado.
	Artículo 8. El profesorado.

	CAPÍTULO III. La administración educativa canaria y la cooperación institucional
	Artículo 14. Funciones de la administración educativa canaria.
	Artículo 15. Las administraciones locales.
	Artículo 16. Cooperación con los medios de comunicación social.

	CAPÍTULO IV. Centros, servicios y programas educativos
	Artículo 19. Los servicios de apoyo a los centros educativos.
	Artículo 20. Los servicios educativos complementarios.

	CAPÍTULO V. Programas y entornos educativos
	Artículo 23.–Programas y proyectos educativos específicos.

	TÍTULO II. De la ordenación de las enseñanzas, la atención a las necesidades educativas y el plurilingüismo
	CAPÍTULO I. Educación permanente
	Artículo 25. El aprendizaje a lo largo de la vida.
	Artículo 26. La educación formal, no formal y los aprendizajes que tienen lugar en contextos informales.
	Artículo 27. El currículo.
	Artículo 28. Las enseñanzas del sistema educativo no universitario.

	CAPÍTULO II. Las enseñanzas de régimen general
	Artículo 29. La educación infantil.
	Artículo 30. La educación primaria.
	Artículo 31. La educación secundaria obligatoria.
	Artículo 32. El bachillerato.
	Artículo 33. La formación profesional.

	CAPÍTULO V. La atención a la diversidad y la compensación educativa
	Artículo 41. Líneas de acción institucional para atender la diversidad.
	Artículo 42. La Escuela inclusiva.
	Artículo 43. Plan Estratégico de Atención a la Diversidad (PEAD).
	Artículo 44. Necesidades específicas de apoyo educativo.
	Artículo 45. La compensación de la desigualdad.
	Artículo 46. Absentismo escolar y abandono escolar temprano.

	TÍTULO III. De la programación general y la organización territorial
	CAPÍTULO I. La programación general de las enseñanzas
	Artículo 50. Programación general de la enseñanza y escolarización.

	TÍTULO IV. De la organización, el funcionamiento y la gestión democrática de los centros educativos
	Artículo 59. Fomento y apoyo al liderazgo educativo.

	TÍTULO V. De la función pública docente y la carrera docente
	Artículo 62. El profesorado y la profesión docente.
	Disposición adicional décima. Ampliación de la educación obligatoria.
	Disposición adicional decimoprimera. Cooperación social y concertación.


	§ 26. Ley de la Actividad Física y el Deporte de Canarias [parcial]
	TÍTULO I. Disposiciones generales
	Artículo 2. Funciones, reconocimiento y principios rectores del deporte.
	Artículo 3. Colectivos de atención específica.
	Artículo 6. Definiciones.

	TÍTULO II. Las administraciones públicas canarias y el deporte
	Artículo 9. Competencias comunes de las administraciones públicas canarias.
	Artículo 11. Competencias de los cabildos insulares.

	TÍTULO III. La actividad deportiva
	CAPÍTULO I. Las competiciones deportivas
	Artículo 19. Los derechos y deberes de las personas deportistas, personal técnico, arbitral y jueces y juezas deportivos.

	TÍTULO IV. Las instalaciones deportivas
	CAPÍTULO I. Ordenación de las instalaciones deportivas
	Artículo 42. Normativa en instalaciones deportivas.
	Artículo 49. Planificación y diseño de las instalaciones públicas.

	TÍTULO V. Las entidades deportivas
	CAPÍTULO III. Las federaciones deportivas canarias
	Sección 1.ª Concepto y funciones
	Artículo 65. Las federaciones deportivas canarias.


	§ 27. Ley de la Lectura y de las Bibliotecas de Canarias [parcial]
	TÍTULO I. Disposiciones generales
	Artículo 1. Objeto.
	Artículo 4. Principios y valores de las bibliotecas.
	Artículo 5. Servicios bibliotecarios básicos.

	TÍTULO III. La Red de Bibliotecas Públicas de Canarias
	CAPÍTULO III. Derechos y obligaciones de las personas usuarias
	Artículo 25. Derechos de las personas usuarias de las bibliotecas integradas en la Red de Bibliotecas Públicas de Canarias.

	TÍTULO VI. Promoción de la lectura
	Artículo 37. Contenido de los planes de promoción de la lectura.


	§ 28. Ley de Patrimonio Cultural de Canarias [parcial]
	TÍTULO I. Disposiciones generales
	Artículo 1. Objeto.

	TÍTULO III. Competencias de las administraciones públicas canarias y de los órganos e instituciones consultivos
	CAPÍTULO I. Competencias de las administraciones públicas canarias
	Artículo 14. Disposiciones generales.

	TÍTULO IV. Categorías de bienes e instrumentos de protección
	CAPÍTULO I. Bienes de interés cultural
	Sección 3.ª Conjuntos históricos
	Artículo 38. Contenido básico de los planes especiales de protección.

	TÍTULO VI. Régimen específico de protección del patrimonio cultural de Canarias
	CAPÍTULO I. Normas comunes a los bienes incluidos en instrumentos de protección
	Artículo 65. Normas comunes.


	§ 29. Ley del Sistema Público de Cultura de Canarias [parcial]
	TÍTULO I
	Artículo 1. Objeto y finalidad de la ley.
	Artículo 2. Principios rectores de la ley.

	TÍTULO II. El sistema público de cultura de Canarias
	CAPÍTULO II. Medios y técnicas para el funcionamiento del sistema público de cultura de Canarias
	Artículo 8. Contenido del Marco de Acción Estratégica de la Cultura de Canarias.

	CAPÍTULO III. Obligaciones, deberes y garantías del sistema público de cultura de Canarias
	Sección 2.ª Deberes y obligaciones referidos al funcionamiento del sistema público de cultura de Canarias
	Artículo 17. Funcionamiento del sistema público de cultura de Canarias.

	Sección 3.ª Deberes y obligaciones referidos al desarrollo de la vida cultural en el sistema público de cultura de Canarias
	Artículo 18. Desarrollo de la vida cultural en el sistema público de cultura de Canarias.
	Artículo 20. Patrimonio cultural.
	Artículo 21. Acceso a la cultura y a los equipamientos culturales públicos.


	§ 30. Ley de Ordenación del Turismo de Canarias [parcial]
	TÍTULO II. La actividad turística
	CAPÍTULO I. Deberes y derechos en materia turística
	Sección 3.ª Derechos del usuario turístico
	Artículo 16. Derecho a información veraz.

	TÍTULO IV. Infraestructuras territoriales y servicios públicos
	CAPÍTULO II. Servicios públicos turísticos municipales
	Artículo 67. Centros de información turística.


	§ 31. Estatuto de los Consumidores y Usuarios de la Comunidad Autónoma de Canarias [parcial]
	TÍTULO I. Disposiciones generales
	Artículo 4. Colectivos especialmente protegidos.

	TÍTULO II. De la protección jurídica, administrativa y técnica en relación con los derechos de los consumidores y usuarios
	CAPÍTULO III. Derecho a la información
	Artículo 15. Actuaciones administrativas.

	TÍTULO III. Control e inspección de consumo
	Artículo 30. La inspección de consumo.

	TÍTULO IV. Medidas provisionales
	Artículo 35. Medidas provisionales.


	§ 32. Ley de Fomento y Consolidación del Emprendimiento, el Trabajo Autónomo y las Pymes [parcial]
	TÍTULO PRELIMINAR
	CAPÍTULO I. Disposiciones generales
	Artículo 5. Fines.

	TÍTULO III. Financiación
	CAPÍTULO I. Administraciones públicas
	Artículo 24. Medidas de apoyo al emprendimiento.


	§ 33. Ley de Economía Social de Canarias [parcial]
	CAPÍTULO I. Disposiciones generales
	Artículo 1. Objeto.
	Artículo 5. Principios orientadores.

	CAPÍTULO II. Entidades de la economía social
	Artículo 6. Entidades de la economía social de la Comunidad Autónoma de Canarias.

	CAPÍTULO III. Fomento y ordenación de la economía social
	Artículo 10. Fomento, ordenación y difusión del sector de la economía social.
	Artículo 13. Impulso de la responsabilidad social empresarial, igualdad y conciliación en las entidades de la economía social de Canarias.

	CAPÍTULO IV. Comisión de la Economía Social de Canarias
	Artículo 17. Composición.


	§ 34. Ley de Sociedades Cooperativas de Canarias [parcial]
	TÍTULO I. De la sociedad cooperativa
	CAPÍTULO I. Disposiciones generales
	Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación.
	Artículo 2. Concepto.

	CAPÍTULO V. De los órganos de la sociedad cooperativa
	Sección 4.ª De las disposiciones comunes al órgano de administración y a la intervención
	Artículo 57. Incompatibilidades, incapacidades y prohibiciones.

	CAPÍTULO IX. De las clases de cooperativas
	Sección 1.ª De las cooperativas de trabajo asociado
	Artículo 103. Objeto y normas generales.
	Artículo 104. Período de prueba para nuevas personas socias.
	Artículo 105. Jornada, descanso semanal, fiestas, vacaciones y permisos.
	Artículo 106. Suspensión y excedencias.

	Sección 3.ª De las cooperativas de viviendas
	Artículo 112. Objeto y finalidad social.
	Artículo 116. Transmisión de derechos.
	Artículo 117. Disposiciones específicas sobre las personas socias.
	Artículo 119. Personas socias expectantes.

	Sección 10.ª De las cooperativas sanitarias
	Artículo 129. Objeto y normas aplicables.

	Sección 11.ª De las cooperativas de enseñanza
	Artículo 130. Objeto y normas aplicables.

	CAPÍTULO X. De las cooperativas de integración social, iniciativa social, integrales y mixtas
	Sección 1.ª De las cooperativas de integración social
	Artículo 133. Objeto y normas aplicables.

	Sección 2.ª De las cooperativas de iniciativa social
	Artículo 134. Objeto y normas aplicables.

	Sección 3.ª De las cooperativas integrales
	Artículo 135. Objeto y normas aplicables.


	§ 35. Ley de los Juegos y Apuestas [parcial]
	CAPÍTULO I. Disposiciones generales
	Artículo 3. Prohibiciones de uso y acceso.
	Artículo 5. Principios generales y relaciones con la Administración.
	Artículo 10. Publicidad, patrocinio y promoción.

	CAPÍTULO II. De los establecimientos y modalidades del juego y las apuestas
	Artículo 11. Establecimientos habilitados.

	CAPÍTULO IV. De las infracciones y sanciones
	Artículo 30. Infracciones muy graves.


	§ 36. Ley de transparencia y de acceso a la información pública [parcial]
	TÍTULO I. Disposiciones generales
	Artículo 1. Objeto de la ley.
	Artículo 6. Principios informadores.
	Artículo 7. Obligación de transparencia.

	TÍTULO III. Derecho de acceso a la información pública
	CAPÍTULO II. Procedimiento
	Artículo 48. Acceso a la información.


	§ 37. Ley del Sistema Canario de Seguridad y Emergencias [parcial]
	TÍTULO PRELIMINAR. Disposiciones generales
	Artículo 4. Derechos de los ciudadanos en materia de seguridad y emergencias.


	§ 38. Ley Canaria de Cooperación Internacional para el Desarrollo [parcial]
	CAPÍTULO I. La cooperación para el desarrollo en la Comunidad Autónoma de Canarias
	Artículo 2. Principios.
	Artículo 6. Prioridades sectoriales.



